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Una educación de calidad, un trabajo decente, el 
acceso a la atención de la salud y una vida sin violencia 
ni discriminación son fundamentos imprescindibles 
para que las mujeres y las niñas disfruten de igualdad 
con respecto a los hombres y los niños en todos los 
aspectos de la vida.

El Informe El progreso de las mujeres en el mundo: 
Transformar las economías para realizar los derechos 
constituye un recordatorio muy oportuno de la 
importancia que tienen los derechos económicos 
y sociales de las mujeres de cara a la creación de 
economías y sociedades sólidas y resistentes, tanto 
en el presente como para las generaciones futuras. 
El Informe pone de relieve las esferas en las que los 
gobiernos y la comunidad internacional han sido 
incapaces hasta el momento de lograr la plena 
inclusión de las mujeres y las niñas, e ilustra el modo y 
los ámbitos en los que este desequilibrio fundamental 
puede corregirse a través de actuaciones inmediatas. 

La publicación del informe El progreso de las 
mujeres en el mundo 2015 llega en un momento 
muy apropiado, cuando el mundo se dispone a 
embarcarse en una agenda de desarrollo sostenible 
posterior a 2015 que supondrá un cambio crucial. 
Las conclusiones y recomendaciones del informe 
subrayan la necesidad de respetar y promover 
los derechos y las necesidades específicos de las 
mujeres y las niñas, así como de integrar la igualdad 
de género en todas las dimensiones del desarrollo 
sostenible. 

El progreso de las mujeres en el mundo es, sin 
duda, una lectura recomendable para una amplia 
audiencia. Los contrastados análisis que contiene, 
sus agudas observaciones y las interesantes historias 
que en él se exponen hacen de este Informe una 
lectura esencial para todas aquellas personas 
comprometidas en la construcción de un mundo más 
justo e igualitario. 

Ban Ki-moon

PRÓLOGO
DE BAN KI-MOON 
SECRETARIO GENERAL  
DE LAS NACIONES UNIDAS
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Phumzile Mlambo-Ngcuka

En 2014, un número sin precedentes de países 
presentaron informes sobre su grado de aplicación de la 
Plataforma de Acción de Beijing, adoptada hace 20 años, 
en 1995, como hoja de ruta mundial para el logro de la 
igualdad de género. Esos 167 informes y los exámenes 
regionales y mundiales conexos nos proporcionaron la 
visión más clara hasta la fecha sobre el estado de la 
igualdad de género en todo el planeta. 

El Informe El progreso de las mujeres en el mundo: 
Transformar las economías para transformar los derechos 
ofrece un contrapunto oportuno y orientado a la acción 
a las conclusiones del examen al cabo de 20 años de la 
aplicación de la Declaración y la Plataforma de Acción 
de Beijing. Con vistas a transformar las instituciones 
económicas y sociales, el informe resume y aborda las 
lagunas más flagrantes entre las leyes y políticas que 
garantizan la igualdad de derechos para las mujeres y 
las niñas y la realidad sobre el terreno. El Informe está 
impulsado por el deseo de lograr la igualdad sustantiva 
–es decir, de hacer realidad los derechos para las 
mujeres–; para ello, aporta pruebas y recomendaciones 
de actuación para los poderes públicos.

Nuestro análisis muestra que, si otorgan un lugar central 
a los derechos de las mujeres en su diseño y aplicación, 
las políticas económicas y sociales pueden contribuir a 
crear sociedades más justas y más igualitarias desde 
el punto de vista del género, así como economías más 
fuertes y más prósperas. Para incrementar el acceso 
de las mujeres al trabajo decente, por ejemplo, es 
importante eliminar las barreras jurídicas formales 
que les impiden acceder al empleo, pero también se 

necesitan medidas que permitan a las mujeres disponer 
de más tiempo, como opciones asequibles de cuidado 
infantil o inversiones en infraestructura básica. Es preciso 
transformar las normas sociales, tanto a gran escala 
como a pequeña escala, de forma que los hombres 
puedan asumir parte del trabajo de cuidados y participar 
en otras áreas que fomenten y demuestren un cambio de 
actitud y de su sentido de la responsabilidad. 

Como ha señalado el Secretario General Ban Ki-moon, 
nuestra generación es la primera que tiene el potencial 
de poner fin a la pobreza. Pero además, esta generación 
puede transformar las relaciones entre los géneros, 
empoderar a las mujeres y las niñas y a la humanidad 
en su conjunto, un cambio que está íntimamente 
relacionado con ese objetivo.

Sabemos lo que hay que hacer para lograr la igualdad 
y un planeta 50-50 en 2030. Junto con las conclusiones 
del examen de Beijing + 20, este informe hace un 
llamamiento a adoptar medidas inmediatas, urgentes y 
sostenidas durante los próximos cinco años con objeto 
de poner en marcha una transformación real y visible, 
sobre todo en la vida de las personas más marginadas. 
Albergo la esperanza de que seamos capaces de 
conseguir que todo el mundo desee formar parte de 
este movimiento en favor de la igualdad de género, 
cada vez más amplio y con energía renovada. Con 
personas decididas procedentes de todos los ámbitos 
de la vida y con una mayor determinación por parte 
de las y los líderes mundiales, la igualdad de género 
puede ser un logro definitorio del primer cuarto del 
siglo XXI. 

PRÓLOGO
DE PHUMZILE  
MLAMBO-NGCUKA 
SECRETARIA GENERAL ADJUNTA 
Y DIRECTORA EJECUTIVA  
DE ONU MUJERES

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   3 6/12/15   2:23 PM



Equipo a cargo del informe 
Directora de Investigación: Shahra Razavi 
Directora del Informe: Laura Turquet  
Coordinadora del Informe: Mika Mansukhani 
Autores y autoras de los capítulos (en orden alfabético): 
James Heintz, Shahra Razavi, Papa Seck, Silke Staab, 
Laura Turquet 
Editora general: Sally Baden 
Estadísticas: Papa Seck, Ginette Azcona, Norberto 
Rodrigues, Amie Gaye 
Asistencia a la investigación: Sophie Browne, Lauren Billi 
Apoyo a programas: Talita Mattos 
Pasantes: Chandler Hill, Jonathan Rodriguez, Malcolm 
Clayton

Producción y relaciones externas 
Coordinación de producción: Mika Mansukhani, con 
Carlotta Aiello 
Editora: Christina Johnson			 
Traducción: Prime Production Ltd.			 
Revisión y corrección: traductora Verónica Torrecillas, y 
Victoria Elizabeth Villagómez Morales 
Comunicaciones: Sección Comunicaciones y Promoción 
de ONU Mujeres, dirigida por Nanette Braun 
Relaciones con los medios de comunicación: Oisika 
Chakrabarti y Sharon Grobeisen, con Bartley Robb 
Communications 
Medios sociales: Beatrice Frey 
Coordinación de las relaciones externas: Natasha 
Lamoreux 
Sitio web: Sección Sistemas de Información y 
Telecomunicaciones de ONU Mujeres 
Diseño y maquetación: blossoming.it 
Impresión: AGS

Grupo asesor de expertos  
Michael Cichon, Diane Elson, Jayati Ghosh, Maria do 
Carmo Godinho, Shireen Hassim, Hibaaq Osman, 
Stephanie Seguino, Zenebework Tadesse Marcos, Joann 
Vanek

Dirección superior de ONU Mujeres 
Phumzile Mlambo-Ngcuka, Secretaria General Adjunta y 
Directora Ejecutiva  
Lakshmi Puri, Subsecretaria General y Directora 
Ejecutiva Adjunta, Apoyo Intergubernamental y Alianzas 
Estratégicas 
Yannick Glemarec, Subsecretario General Adjunto y 
Director Ejecutivo Adjunto, Políticas y Programas 
Moez Doraid, Director, División de Coordinación 
Kristin Hetle, Directora, División de Alianzas Estratégicas 
Khetsiwe Dlamini, Jefa de Personal 
Begoña Lasagabaster, Oficial encargada, División de 
Políticas 
Daniel Seymour, Oficial Encargado, División de 
Programas 
Christine Brautigam, Directora, División de Apoyo 
Intergubernmental

John Hendra, ex Subsecretario General y Director 
Ejecutivo Adjunto de Políticas y Programas 
Saraswathi Menon, ex Directora, División de Políticas 
Gülden Türköz-Cosslett, ex Directora, División de 
Programas

Agradecimientos 
Agradecemos a todas aquellas personas que 
participaron en este volumen del Informe, en particular 
las siguientes contribuciones:

AGRADECIMIENTOS 

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   4 6/12/15   2:23 PM



5

Personal de la sede central de ONU Mujeres 
Comentarios escritos y contribuciones de: 
Janette Amer, Rania Antonopolous, Samina Anwar, 
Tesmerelna Atsbeha, Christine Brautigam, Laura 
Capobianco, Somali Cerise, Nazneen Damji, Dina 
Deligiorgis, Sara Duerto Valero, Ingrid Fitzgerald, Sarah 
Gammage, Riet Groenen, Sylvia Hordosch, Zohra Khan, 
Begoña Lasagabaster, Sonia Palmieri, Alison Rowe, 
Nahla Valji.

Con apoyo adicional de: 
Maria Concepcion Del Rosario, Christine Harrop, Guro 
Iren Wiik, Nadezhda Kreshchuk, Lorna Messina-Husain, 
Julien Pellaux, Vivek Rai, Aryamani Rodríguez, Carmen 
Schuber, Yemarshet Sissay.

Personal de ONU Mujeres en las oficinas regionales y 
nacionales 
Comentarios escritos y contribuciones de: 
Sameera Al-Tuwaijri, Melissa Alvarado, Christine Arab, 
Luiza Carvalho, Roberta Clark, Francisco Cos-Montiel, 
Sally Elmahdy, Ingibjörg Gísladóttir, Preeya Ieli, Welder 
Mtisi, Chrisine Musisi, Mohammad Naciri, Josephine 
Odera, Hulda Ouma, Alisi Qaiqaica, Jurgita Sereikaite, 
Victoria Elizabeth Villagómez Morales.

Otros revisores 
Las siguientes personas revisaron capítulos o elementos 
del Informe: Ginette Azcona, Debbie Budlender, Marzia 
Fontana, Duncan Green, Naila Kabeer, Marjorie Mbilinyi, 
Maxine Molyneux.

Sistema de las Naciones Unidas y más allá 
También reconocemos y agradecemos a colegas de 
todo el sistema de las Naciones Unidas y más allá por 
sus comentarios y contribuciones a este Informe: 

Noureddine Abderrahim (ICF International), Nayda 
Almodóvar (Banco Mundial), Christina Behrendt (OIT), 
Florence Bonnet (OIT), Oztomea Bule (Oficina Nacional 
de Estadísticas de Vanuatu), Sarah Cook (UNRISD), 
Ernesto Espíndola (CEPAL), Álvaro Fuentes (CEPAL), 
Caren Grown (Banco Mundial), Gerald Haberkorn 
(SPC), Tazeen Hasan (Banco Mundial), Sarah Iqbal 
(Banco Mundial), Samil Johnson (Oficina Nacional de 
Estadísticas de Vanuatu), Oyuntsetseg Mashir (Oficina 
Nacional de Estadísticas de Mongolia), Maha Muna 
(UNFPA), Lucinda O’Hanlon (ACNUDH), Samuel Otoo 

(Banco Mundial), Mario Piacentini (OCDE), Uma 
Rani (OIT), Nieves Rico (CEPAL), Guillermo Rojas (ICF 
International), Lucía Scuro, (CEPAL), Magdalena 
Sepulveda (UNRISD), Roger Smithy (Oficina Nacional 
de Estadísticas de Vanuatu), Theo Sparreboom (OIT), 
Alejandra Valdés (CEPAL), Epeli Waqavonovono (Oficina 
Nacional Estadística de Fiji).

Autoras y autores de los documentos de antecedentes 
Merna Aboul-Ezz, Ayşenur Acar, Randy Albelda, Tomás 
Albuquerque, Pascale Allotey, Camila Arza, Martha 
Alter Chen, Isabella Bakker, Cem Başlevent, Merike 
Blofield, Elissa Braunstein, Merle Brown, Debbie 
Budlender, Daniela Casale, Rebecca Cichon, Virginie 
Comblon, Mary Daly, Xiao-yuan Dong, Diane Elson, 
Nancy Folbre, Sandra Fredman, Sarah Gammage, 
Beth Goldblatt, Janet Gornick, Shireen Hassim, Mala 
Htun, Markus Jäntti, Margaret Jolly, Abbi Kedir, Amira 
Khalil, Miloon Kothari, Carla Kraft, Helen Lee, Katherine 
Lepani, Shi Li, Juliana Martínez Franzoni, Wadan Narsey, 
Anna Naupa, Andrew Petrovich, Lynda Pickbourn, Ania 
Plomien, Dorrit Posel, Monika Potoczna, Govindan 
Raveendran, Anne Sophie Robillard, Sally Roever, 
Michelle Rooney, François Roubaud, Mona Said, Aili 
Mari Tripp, Sharuna Verghis, Laurel Weldon, Sui Yang.

Colaboración adicional en la investigación: 
Rosario Aguirre, Caitlin Boyce, Sarah Dix, Eduardo 
Fajnzylber, Sanjay Kumar, Katharina Greszczuk, Francie 
Lund, Marjorie Mbilinyi.

Avances/Historias de cambio 
Autoras: Annie Kelly, Flora Charner, Jenny Kleeman, 
Clar Nichonghaile, Alexandra Topping; con un 
agradecimiento especial a las personas entrevistadas: 
Kalpona Akter, Cristina Buarque, Mohamed Chafiki, Kay 
Kaugla, Ai-jen Poo, Rabéa Naciri, Violet Shivutse, Hania 
Sholkamy.

Apoyo financiero 
ONU Mujeres desea agradecer al Departamento de 
Asuntos Exteriores y Comercio (DFAT, por sus siglas 
en inglés) del Gobierno de Australia y a la Fundación 
William and Flora Hewlett por su apoyo financiero a 
la preparación del Informe. Todos los patrocinadores 
de ONU Mujeres han apoyado el financiamiento de El 
Progreso, puesto que el volumen se financia en parte 
con el presupuesto básico al cual contribuyen. 

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   5 6/12/15   2:23 PM



FIGURAS
Figura 1.1 Número de países con disposiciones exclusivas sobre derechos de las mujeres en 2014
Figura 1.2 Igualdad de género en las leyes sobre posesión de propiedades y sobre herencias, por región, 
1990 y 2010
Figura 1.3 Porcentage de países que cuentan con disposiciones jurídicas y políticas, 1975-2005
Figura 1.4 Un marco para entender la igualdad sustantiva
Figura 1.5 Proporción de  mujeres en comparación con los hombres en edad de trabajar (20-59 años) en el 
20% más pobres de los hogares
Figura 1.6 Proporción de asistencia neta a la enseñanza secundaria entre niñas pertenecientes a los quintiles 
de riqueza superior e inferior, en 2000-2005 y 2007-2013
Figura 1.7 Proporción de acceso a asistencia profesional cualificada prestada a las mujeres pertenecientes a 
los quintiles superior e inferior de riqueza, 2000-2005 y 2007-2013 

RECUADROS
Recuadro 1.1 La acción colectiva de las mujeres allana el camino a la reforma jurídica en Marruecos
Recuadro 1.2 La igualdad sustantiva según se define en el sistema de derechos humanos
Recuadro 1.3 Obligaciones del Estado en virtud del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (PIDESC): ¿responsabilidad en qué sentido?
Recuadro 1.4 Género y pobreza: ¿Qué sabemos?
Recuadro 1.5 Estereotipos de género y castigo por la no conformidad con ellos: el caso de la violación 
“correctiva” en Sudáfrica
Recuadro 1.6 Oposición a la dominación masculina en los movimientos agrarios: el caso de Vía Campesina

29

31
32
43

 
46

 
47 

48 

30
36

 
38
45

 
51
54

CONTENIDOS

/1
RESUMEN EJECUTIVO 10

EL PROGRESO DE LAS MUJERES/HISTORIAS DE CAMBIO  
HACER REALIDAD LOS DERECHOS: 
Un cambio en la vida de las mujeres del nordeste del Brasil 

18

IGUALDAD SUSTANTIVA PARA LAS MUJERES:  
UN DESAFÍO PARA LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

22

EN BREVE

INTRODUCCIÓN

IGUALDAD ANTE LA LEY: AVANCES, RETROCESOS Y LIMITACIONES
Avances en la reforma jurídica
Desigualdades persistentes en la práctica

LA IGUALDAD SUSTANTIVA EN LOS MARCOS DE DERECHOS HUMANOS
¿Quién tiene la obligación de defender los derechos económicos y sociales de las mujeres?
Exigencia de responsabilidades en el ámbito de los derechos de las mujeres

IGUALDAD SUSTANTIVA PARA LAS MUJERES: UN MARCO DE ACTUACIÓN
Corrección de la desventaja socioeconómica de las mujeres
Abordaje de los estereotipos, el estigma y la violencia
Fortalecimiento del poder de acción, la voz y la participación de las mujeres
Transformación de estructuras e instituciones para lograr la igualdad sustantiva de las mujeres

CONCLUSIONES

24

26

28
28
33

35
37
40

42
44
49
52
55

56

EL PROGRESO DE LAS MUJERES/HISTORIAS DE CAMBIO  
RESURGIR DE LAS CENIZAS:  
El cambio tras la tragedia del sector textil en Bangladesh  

58

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   6 6/12/15   2:23 PM



7

FIGURAS
Figura 2.1 Tasa de participación en la población activa por sexo y por región, 1990-2013
Figura 2.2 Brechas de género en la participación en la población activa por grupo de edad, 1990 y 2013
Figura 2.3 Un vistazo a la brecha
Figura 2.4 Tasas medias de empleo de mujeres por cantidad de hijas e hijos en países de la Unión 
Europea, por régimen de política familiar, 2013
Figura 2.5 Arreglo típico para el cuidado infantil por parte de las mujeres trabajadoras con niñas y niños 
menores de 6 años
Figura 2.6 Financiación de la licencia de maternidad por región, 2013
Figura 2.7 Porcentaje de mujeres en los grupos ocupacionales seleccionados, 2013
Figura 2.8 Variación de la proporción de mujeres en diferentes ocupaciones, 2000–2010
Figura 2.9 Brecha salarial de género no ajustada, en 2000 y 2010 
Figura 2.10 Empleo informal como porcentaje del empleo total, según tipo de empleo y sexo, 2004-2010
Figura 2.11 Segmentación del empleo informal según ingresos medios y sexo
Figura 2.12 Proporción de mujeres y de hombres en empleos sin protección en el último decenio (como 
porcentaje del empleo no agrícola total), alrededor de 2000 y 2010

RECUADROS
Recuadro 2.1 El derecho al trabajo y los derechos laborales en los marcos de derechos humanos 
Recuadro 2.2 El papel del Estado en la creación de trabajo decente en el Brasil 
Recuadro 2.3 Participación en la población activa, tasas de empleo y desempleo 
Recuadro 2.4 Acumulación de la desventaja socioeconómicas. Brechas salariales de género a lo largo de 
toda la vida 
Recuadro 2.5 El trabajo no remunerado: una nota sobre la terminología  
Recuadro 2.6 Mercados más seguros en Port Moresby, Papua Nueva Guinea 
Recuadro 2.7 Los sindicatos luchan por la igualdad de remuneración por trabajo de igual valor 
Recuadro 2.8 La intervención de los trabajadores informales en la planificación local y municipal en la India
Recuadro 2.9 Efectos que ejerce la desposesión de tierras sobre las mujeres en Indonesia 
Recuadro 2.10 Externalización de los empleos del sector público en la Unviersidad de Ciudad del Cabo
Recuadro 2.11 Movimientos de trabajadoras informales a favor del cambio

76
77
78

 
85

86
88
90
91
96

103
104

 
105

70
73
75

           
81
83
94
99

107
110
115
119

/2 TRANSFORMAR EL TRABAJO EN FAVOR DE LOS DERECHOS DE 
LAS MUJERES

  
62

EN BREVE

INTRODUCCIÓN

AVANCES DESIGUALES EN CUANTO A LA PARTICIPACIÓN DE LAS MUJERES EN LA 
POBLACIÓN ACTIVA
Participación de las mujeres en la población activa: tendencias regionales
La educación: ¿el gran instrumento de nivelación?

HACIA LA IGUALDAD SUSTANTIVA EN EL TRABAJO REMUNERADO Y NO REMUNERADO
Trabajo doméstico y de cuidados no remunerado: el pilar de toda la actividad económica
La segregación ocupacional, un problema generalizado que es preciso abordar
Cerrar las brechas salariales de género 

ÁMBITOS PRIORITARIOS PARA PROMOVER LA IGUALDAD SUSTANTIVA EN EL TRABAJO
Las mujeres en los empleos informales
Incremento de la rentabilidad que ofrecen las pequeñas explotaciones agrícolas gestionadas por mujeres
Estimular el empleo de las mujeres en el sector público

MOVIMIENTOS DE MUJERES DIRIGIDOS A LOGRAR LA IGUALDAD SUSTANTIVA EN 
EL TRABAJO
Mujeres trabajadoras y el movimiento sindical
Las mujeres y los movimientos de trabajadores informales

CONCLUSIONES

68

70

           
74
75
80

81
83
89
96

101
102
109
114

117
    
118
118

120

EL PROGRESO DE LAS MUJERES/HISTORIAS DE CAMBIO  
UN POCO DE HISTORIA:  
La acción colectiva conduce a la victoria a las empleadas domésticas en Nueva York  

64

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   7 6/12/15   2:23 PM



/3 FORMULAR POLÍTICAS SOCIALES IDÓNEAS PARA LAS MUJERES 122

EN BREVE 

INTRODUCCIÓN

HACIA LA IGUALDAD DE GÉNERO EN LOS SISTEMAS DE TRANSFERENCIAS SOCIALES
Las transferencias sociales y la seguridad de los ingresos de las mujeres
Transferencias sociales para familias con hijas e hijos
Transferencias sociales para personas adultas en edad de trabajar
Transferencias sociales para personas mayores

INVERSIÓN EN SERVICIOS SOCIALES: UNA PIEZA ESENCIAL DE LA IGUALDAD DE GÉNERO 
Servicios sociales y realización de los derechos de las mujeres
Servicios de salud
Servicios de cuidado
Agua y saneamiento

CONCLUSIONES

128 

130

134
134
137
143
147

156
156
158
170
178

184

EL PROGRESO DE LAS MUJERES/HISTORIAS DE CAMBIO  
EL ESTALLIDO DE UNA REVOLUCIÓN:  
La transformación de la protección social de las mujeres en Egipto

124

EL PROGRESO DE LAS MUJERES/HISTORIAS DE CAMBIO 
UN LUGAR EN LA MESA:  
Las cuidadoras de Kenya se unen para exigir participación

186

FIGURAS
Figura 3.1 Estructura del capÍtulo y terminologÍa utilizada
Figura 3.2 Ingreso personal de las mujeres como porcentaje del ingreso personal de los hombres antes de aplicar 
transferencias (ingreso de mercado) y después de aplicarlas (ingreso disponible), 2000–2010
Figura 3.3 Tasas de pobreza de madres solteras antes y después de las transferencias (porcentaje de madres 
solteras) en una serie de países seleccionados, 2000–2010
Figura 3.4 Proporción de personas que han superado la edad legal que da derecho al cobro de una pensión y 
reciben una pensión de vejez en una serie de países seleccionados, según sexo, de 2006 a 2012
Figura 3.5 Proporción de la población en edad de trabajar que realiza aportaciones a un plan de pensiones en una 
serie de países seleccionados, según sexo, de 2007 a 2012
Figura 3.6 Deterioro de las pensiones de las mujeres y brecha de género de las pensiones
Figura 3.7 Porcentaje de mujeres que declararon experimentar problemas para acceder a la atención sanitaria según 
quintil de riqueza, 2010-2013 
Figura 3.8 Tendencias de la tasa de mortalidad materna: promedio regional en Rwanda y en el África Subsahariana, 
1990-2013
Figura 3.9 Porcentaje de mujeres que afirman no tomar la decisión final sobre su propia atención sanitaria, 2010-2013
Figura 3.10 Porcentaje de mujeres que declararon experimentar problemas para acceder a la atención sanitaria 
debido a la distancia hasta los centros de salud, por ubicación, 2010-2014
Figura 3.11 Tasas de matriculación netas en preescolar y guardería en América Latina y el Caribe, 2012
Figura 3.12 Índice de asistencia a la enseñanza preescolar por quintil de ingresos en países de América Latina, 
2006-2012
Figura 3.13 Distribución porcentual de la carga de trabajo que supone la recogida de agua en hogares del África 
Subsahariana que carecen de agua corriente, 2006-2009

CUADROS
Cuadro 3.1 Programas de transferencias monetarias para familias con hijas e hijos en una serie de países en 
desarrollo seleccionados
Cuadro 3.2 Programas seleccionados de garantía de empleo en África, Asia y América Latina
Cuadro 3.3 Disposiciones de cuidados para personas mayores en China, México, Nigeria y el Perú 

RECUADROS
Recuadro 3.1 Interrelación e indivisibilidad de los derechos económicos y sociales 
Recuadro 3.2 Cambios en las estructuras demográficas, familiares y de los hogares: nuevos desafíos para la 
protección social
Recuadro 3.3 Transformación de los programas de transferencias monetarias condicionadas para empoderar a 
las mujeres en el Brasil y Egipto
Recuadro 3.4 El programa PSNP de Etiopía: un diseño con perspectiva de género que responde a los desafíos 
que plantea la ejecución
Recuadro 3.5 Corrección de la desventaja socioeconómica de las mujeres a través de la reforma del sistema de 
pensiones chileno acometida en 2008
Recuadro 3.6 Promoción de las pensiones sociales: estrategias de la sociedad civil en Filipinas
Recuadro 3.7 Falta de inversiones en servicios sociales y la dimensión de género del ébola
Recuadro 3.8 El derecho a la salud
Recuadro 3.9 La rápida disminución de la mortalidad materna en Rwanda
Recuadro 3.10 Abordar la violencia contra las mujeres a través del sistema de salud: el caso de Kiribati
Recuadro 3.11 Los cuidados y los derechos de las personas con discapacidad
Recuadro 3.12 Hacia un sistema nacional de cuidados en el Uruguay: el papel del poder de acción de las mujeres
Recuadro 3.13 Las mujeres reclamaron su derecho al agua ante el Tribunal Constitucional de Sudáfrica

133
 

136 

137 

148 

149
151

160

164
166

 
167
172

173
 

180

139
144
176

130

134

142

146

152
154
157
159
164
169
171
177
182

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   8 6/12/15   2:23 PM



9

DE CARA  AL FUTURO: UN PROGRAMA PARA LA INTERVENCIÓN PÚBLICA
ANEXOS
EL SEGUIMIENTO DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS Y SOCIALES DE LAS MUJERES: EL PAPEL DE 
LAS ESTADÍSTICAS

ANEXO 1: PERFIL DE LAS MUJERES Y LOS HOMBRES QUE VIVEN EN LOS HOGARES MÁS POBRES 
ANEXO 2: REALIZACIÓN DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN
ANEXO 3: LOS DERECHOS EN EL TRABAJO: LEYES, POLÍTICAS Y CONDICIONES LABORALES
ANEXO 4: EL DERECHO AL TRABAJO: OPORTUNIDADES, LIMITACIONES E IGUALDAD
ANEXO 5: DERECHO A SEGURIDAD SOCIAL 
ANEXO 6: CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER
ANEXO 7: AGRUPACIONES REGIONALES DE ONU MUJERES

NOTAS Y REFERENCIAS 
DOCUMENTOS DE ANTECEDENTES 
NOTAS FINALES
REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS

234
242
       
243 

250
258
268
278
288

         298
303

304
306
315

/4 HACIA UN ENTORNO MACROECONÓMICO FAVORABLE 190
EN BREVE 192

INTRODUCCIÓN

¿QUÉ TIENEN DE MALO LAS POLÍTICAS MACROECONÓMICAS?
Las cuestiones de género en las políticas macroeconómicas y sus objetivos
Políticas macroeconómicas, empleo e igualdad de género
Políticas macroeconómicas, políticas sociales e igualdad de género

UNA AGENDA DE POLÍTICAS MACROECONÓMICAS BASADA EN LOS DERECHOS
Maximización de los recursos para la igualdad sustantiva
Una política monetaria a favor de los derechos humanos
Evitar el retroceso de los derechos económicos y sociales
Evitar la acumulación de desventajas socioeconómicas
Democratización de la macroeconomía mediante el fortalecimiento del poder de acción, la voz y la 
participación de las mujeres

GOBERNANZA ECONÓMICA MUNDIAL E IGUALDAD DE GÉNERO
Integración económica mundial y margen de acción de las políticas
Un marco basado en los derechos para la gobernanza económica mundial

CONCLUSIONES

194

196
197
202
204

208
211
215
216
217

  
220

223
224
226

229
EL PROGRESO DE LAS MUJERES/HISTORIAS DE CAMBIO 
CONTAR CON LAS MUJERES:  
Situar la igualdad de género en el corazón del sistema de gobernanza en Marruecos 

230

FIGURAS
Figura 4.1 Índice de matriculación mujer-hombre en la escuela secundaria y PIB per cápita, 2011
Figura 4.2 Tiempo dedicado por día al trabajo doméstico y de cuidados no remunerado, por sexo y valor total 
como porcentaje del PIB
Figura 4.3 Valor económico del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado y de determinadas áreas de 
actividades económicas seleccionadas, como porcentaje del PIB, 2013
Figura 4.4 Ingresos públicos generales (como porcentaje del PIB per cápita) y PIB per cápita, 2013
Figura 4.5 Tipos de ingresos, su carácter regresivo y sus efectos en las relaciones sociales
Figura 4.6 Un enfoque de política macroeconómica basado en los derechos
Figura 4.7 Índice de Presupuesto Abierto, 2012 
Figura 4.8 Composición desagregada por sexo de las juntas directivas en las instituciones financieras y 
reguladoras intergubernamentales y privadas seleccionadas, 2014

RECUADROS
Recuadro 4.1 Sesgos de género en el presupuesto y la política fiscal: el Women’s Budget Group
Recuadro 4.2 Crisis, austeridad y retroceso de los derechos económicos y sociales de las mujeres
Recuadro 4.3 Principios fundamentales para una política macroeconómica basada en los derechos humanos
Recuadro 4.4 Creación de un fondo de riqueza soberana en Papua Nueva Guinea
Recuadro 4.5 Protección social e igualdad de género en Costa Rica
Recuadro 4.6 Las campañas a favor de la igualdad de género en la política presupuestaria en la República 
Unida de Tanzanía
Recuadro 4.7 Limitaciones de la política macroeconómica en entornos post-conflicto
Recuadro 4.8 Principios de Maastricht, obligaciones extraterritoriales y gobernanza económica mundial

198
      
200

 
201 
206
207
209
222

 
227

195
204
210
212
217

        
221
224
227

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   9 6/12/15   2:23 PM



Veinte años después del hito que supuso la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing, 
y en un momento en el que la comunidad mundial se 
encuentra inmersa en la definición de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) para la era post-2015, 
parece que el consenso sobre la necesidad de lograr 
la igualdad de género es más firme que nunca en todo 
el mundo.1 El empoderamiento de las mujeres y las 
niñas es uno de los objetivos más ansiados por todos, 
desde las organizaciones de base, los sindicatos y las 
empresas hasta los Estados Miembros y los órganos 
intergubernamentales. Sin embargo, hay que preguntarse 
en qué medida este consenso se ha traducido en avances 
tangibles sobre el terreno, y qué más es necesario hacer 
para superar la brecha que existe entre la retórica y la 
realidad. 

A partir de un conjunto de experiencias prometedoras 
extraídas de todo el mundo, este Informe propone 
una agenda integral para los principales actores 
involucrados en la formulación de políticas —
promotores y promotoras de la igualdad de género, 
gobiernos nacionales y organismos internacionales— 
con el fin de lograr que los derechos humanos sean una 
realidad de la que todas las mujeres y niñas puedan 
disfrutar. 

En todas las regiones, los gobiernos han asumido 
compromisos jurídicamente vinculantes en relación 
con el respeto, la protección y la realización de los 
derechos humanos de las mujeres, reconociendo el valor 
intrínseco de estas y los vínculos entre los derechos de 
las mujeres y la prosperidad en general. El acceso de las 
mujeres a empleos decentes no solo mejorará con toda 
probabilidad su poder de acción y la dinámica distributiva 
en el seno de sus hogares, sino que también puede sacar 
a estos de la pobreza. La mejora de los niveles de salud 

y educación de las mujeres es un factor esencial para su 
bienestar y sus proyectos de vida; asimismo, dicha mejora 
guarda relación con las oportunidades de las que podrán 
disfrutar sus hijas e hijos. A largo plazo, el progreso de las 
sociedades y las economías está condicionado al pleno 
aprovechamiento de las aptitudes y capacidades de las 
mujeres.

Los avances registrados desde la Conferencia de Beijing 
son importantes: el número de niñas escolarizadas ha 
aumentado, al igual que el de mujeres que trabajan de 
forma remunerada y que son elegidas para desempeñar 
responsabilidades públicas y funciones de liderazgo. Pese 
a que anteriormente se consideraba un asunto privado, 
al fin se ha conseguido que la lucha contra la violencia 
perpetrada contra mujeres y niñas forme parte de la 
agenda de la política pública. Las mujeres han adquirido 
mayores derechos de acceso al empleo, y de propiedad y 
herencia de bienes al casarse y divorciarse en los mismos 
términos que los hombres. Estos avances demuestran que 
es posible reducir las desigualdades de género a través 
de actuaciones públicas. 

Sin embargo, pese a que estos cambios son muy 
importantes, todavía no puede decirse que en la práctica 
hombres y mujeres obtengan exactamente los mismos 
resultados. A escala mundial, tres de cada cuatro 
hombres en edad de trabajar (15 años o más) forman 
parte de la población activa, frente al 50% en el caso 
de las mujeres en edad de trabajar. Entre la población 
ocupada, las mujeres representan aproximadamente dos 
tercios del total de trabajadores familiares que trabajan 
en negocios familiares sin percibir remuneración alguna 
por ello.2 Las mujeres siguen recibiendo en todo el mundo 
un salario diferente por un trabajo de igual valor y tienen 
menores probabilidades que los hombres de cobrar una 
pensión, lo que resulta en grandes desigualdades en 

RESUMEN EJECUTIVO
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términos de ingresos a lo largo de su vida. Mundialmente, 
en promedio los salarios de las mujeres son 24% inferiores 
a los de los hombres, e incluso en países como Alemania 
—donde las políticas son cada vez más favorables al 
empleo femenino— las mujeres obtienen en promedio 
a lo largo de su vida un ingreso equivalente a la mitad 
del que perciben los hombres.3 Sin embargo, en todas 
las regiones las mujeres trabajan más que los hombres: 
realizan en promedio casi dos veces y media la cantidad 
de trabajo doméstico y de cuidados no remunerado, y si 
se combina el trabajo remunerado y el no remunerado, 
en casi todos los países las mujeres trabajan más horas al 
día que los hombres.4 

Este Informe se centra en las dimensiones económicas 
y sociales de la igualdad de género, incluido el derecho 
de toda mujer a tener un trabajo digno, con un salario 
justo y condiciones de trabajo seguras, así como 
el derecho a percibir una pensión adecuada en la 
vejez, a recibir atención médica y a disponer de agua 
segura sin discriminación basada en factores como la 
condición socioeconómica, la ubicación geográfica, la 
raza o el origen étnico. Además, pretende desentrañar 
algunos de los desafíos y contradicciones a los que se 
enfrenta el mundo en la actualidad: en un momento 
en el que prácticamente se ha logrado la igualdad 
de oportunidades para las mujeres y las niñas en el 
ámbito educativo, ¿por qué solo la mitad de las mujeres 
en edad de trabajar a escala mundial forman parte 
de la población activa, y por qué las mujeres siguen 
ganando mucho menos que los hombres? En una era 
caracterizada por una riqueza mundial sin precedentes, 
¿por qué muchas mujeres no pueden ejercer su derecho 
a disponer de atención de la salud, agua y saneamiento, 
siquiera en niveles básicos?  

Este Informe demuestra que estas desigualdades se 
pueden evitar. Las políticas económicas y sociales pueden 
contribuir a crear economías más fuertes y sociedades 
más sostenibles y más igualitarias desde el punto de 
vista del género. Pero, para ello, deben estar diseñadas 
y construidas situando los derechos de las mujeres en el 
corazón de sus prioridades. 

En todo el mundo, los promotores y promotoras de la 
igualdad de género de la sociedad civil, los ministerios, 
los parlamentos, los medios de comunicación y 
las universidades han demostrado que se puede 
conseguir hacer realidad los derechos de las mujeres. 
Y han logrado victorias importantes en este empeño. 
Existen varios ejemplos de ello, como la alianza 
de las empleadas domésticas en Nueva York, que 
se negaron a aceptar unas condiciones de trabajo 
precarias. Niñeras y cuidadoras se movilizaron en 
los parques, las calles y los templos religiosos para 
impulsar la carta de derechos de las trabajadoras 

del hogar más progresista del mundo. Además, en 
Egipto, un conjunto de investigadoras feministas y 
responsables de la formulación de políticas unieron 
sus fuerzas para diseñar y poner en marcha un 
programa de transferencias monetarias que posibilitó 
que las mujeres pudieran disponer de fondos. Otro 
ejemplo viene dado por una funcionaria brasileña que 
colaboró con las organizaciones de mujeres para dar 
a conocer a las trabajadoras azucareras sus derechos 
y ofrecerles formación profesional en ocupaciones no 
tradicionales con el fin de brindarles una vía de salida 
sostenible de su situación de pobreza. O el caso de 
las organizaciones de cuidadoras no remuneradas 
de Kenya, que, tras una labor de promoción que se 
prolongó durante años, finalmente consiguieron obtener 
representación en el ámbito de la formulación de 
políticas, donde se toman las decisiones relacionadas 
con la salud y el bienestar a nivel local y nacional. Y, 
por último, aquel responsable de la formulación de 
políticas del Ministerio de Hacienda de Marruecos, que 
insistió en que las políticas de su país solo gozarían de 
legitimidad si se evaluaban los efectos de todas las 
decisiones presupuestarias sobre las mujeres y las niñas.
Su labor posibilitó que las organizaciones de mujeres 
influyeran para hacer realidad el cambio. 

Todas estas personas visionarias que defienden el cambio 
se negaron a aceptar la situación imperante, rechazaron 
la idea de que la pobreza y la desigualdad de género 
“son cosas de la vida” y reconocieron que el progreso de 
todas las personas pasa por el progreso de las mujeres y 
las niñas.

UN CONTEXTO MUNDIAL QUE PLANTEA 
DESAFÍOS PARA LOS DERECHOS DE LAS 
MUJERES 

El mundo ha cambiado mucho desde la Conferencia 
de Beijing de 1995. El auge de los extremismos, la 
escalada de conflictos violentos, las crisis económicas 
recurrentes y cada vez más profundas, la volatilidad 
de los precios de los alimentos y de la energía, la 
inseguridad alimentaria, los desastres naturales y 
los efectos del cambio climático han intensificado la 
vulnerabilidad y agudizado las desigualdades. La 
globalización financiera, la liberalización del comercio, 
la constante privatización de los servicios públicos y 
el papel creciente de los intereses empresariales en el 
proceso de desarrollo han modificado las relaciones de 
poder, socavando el disfrute de los derechos humanos 
y la creación de medios de vida sostenibles. El mundo 
es hoy más rico que nunca desde la segunda guerra 
mundial, pero también más desigual. El 1% más rico de 
la población mundial posee actualmente el 40% de los 
activos, mientras que la mitad inferior de la población 
solo posee el 1%.5  
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La brecha entre las mujeres ricas y las pobres sigue 
siendo amplia, tanto dentro de cada país como entre 
unos Estados y otros. En Sierra Leona, una mujer tiene 
una probabilidad 100 veces mayor de morir durante 
el parto que una mujer que vive en el Canadá.6 En los 
países menos adelantados, una mujer residente en una 
zona rural tiene una probabilidad de un 38% inferior 
de dar a luz con la ayuda de un profesional médico 
cualificado que las mujeres que viven en las ciudades.7 
En América Latina, las tasas de analfabetismo de 
las mujeres indígenas suelen duplicar con creces las 
que presentan las mujeres no indígenas.8 Desde el 
año 2000, estas diferencias se han ido reduciendo en 
algunos países, mientras que en otros han aumentado.9 
En términos globales, sigue existiendo una brecha 
muy importante entre las mujeres ricas y las pobres. 
La discriminación de género se suma a otras formas 
de desventaja —condición socioeconómica, ubicación 
geográfica, raza, casta y origen étnico, sexualidad o 
discapacidad— y limita las oportunidades y los proyectos 
de vida de las mujeres y las niñas.  

Siete años después del estallido de la crisis financiera 
global, el mundo sigue enfrentándose a altos niveles de 
desempleo y a un bajo crecimiento. Las y los responsables 
de la formulación de políticas, tanto en los países ricos 
como en los pobres, tienen enormes dificultades para 
crear puestos de trabajo decentes para todas aquellas 
personas que los necesitan. Además, las políticas de 
austeridad aplicadas en los países desarrollados y en 
desarrollo están transfiriendo a las familias el peso de las 
tareas de supervivencia y cuidados; un peso que recae 
mayoritariamente sobre las mujeres y las niñas.10 

Los cambios producidos en la economía mundial 
tampoco han sido positivos para la mayoría de los 
hombres.  A escala mundial, se ha producido un 
estrechamiento de estas diferencias en lo que respecta a 
la participación en la población activa de 28 a 26 puntos 
porcentuales, pero sobre todo se debe a que la tasa de 
actividad masculina ha disminuido más rápidamente 
que la de las mujeres. De igual modo, la brecha salarial 
de género se ha reducido en el último decenio en la 
mayoría de los países en los que existen datos disponibles 
al respecto. Sin embargo, esto no siempre es signo de 
progreso: por ejemplo, en algunos países donde las 
brechas salariales se redujeron, este hecho se ha debido 
a una caída del salario real tanto de las mujeres como de 
los hombres, y las disparidades se achicaron solo porque 
el salario de los hombres cayó más drásticamente que 
el de las mujeres. Esto difícilmente pueda considerarse 
‘progreso’: lo que se ha producido, en cambio, no es una 
equiparación salarial de las mujeres, sino más bien una 
nivelación a la baja de todos los salarios.

En respuesta a estos desafíos, diversos actores —
organismos bilaterales y multilaterales, gobiernos, 
organizaciones de la sociedad civil y el sector privado— 
han reconocido la necesidad de dotar de poder 
económico a las mujeres. Hay quienes ven en estas un 
mercado de consumo que, en gran medida, aún está sin 
explotar; otros se refieren a la oportunidad de “liberar 
la capacidad y el potencial económicos de las mujeres”11 
como medio de resolver los problemas persistentes 
provocados por la crisis financiera mundial y por el 
estancamiento del crecimiento. Pero, pese a que la 
igualdad de género contribuye claramente al logro de 
los objetivos económicos y sociales generales, no todos 
los caminos que conducen al desarrollo económico 
impulsan la igualdad de género.12 En efecto, algunos 
patrones de crecimiento económico se basan en la 
premisa de mantener las desigualdades de género 
en lo que respecta a los salarios y las condiciones de 
trabajo, así como la distribución desigual del trabajo 
no remunerado que relega a las mujeres a las arduas 
tareas domésticas. En ausencia de un marco de 
seguimiento sólidamente anclado en los derechos 
humanos, resulta difícil saber si las afirmaciones que 
exigen el empoderamiento de las mujeres resistirían 
un análisis serio. En consecuencia, este Informe hace 
hincapié en la importancia crucial de los derechos 
humanos de las mujeres como fin del desarrollo y como 
medio eficaz para lograrlo.

IGUALDAD SUSTANTIVA: LOS DERECHOS 
DE LAS MUJERES HECHOS REALIDAD

Las leyes que establecen la igualdad de derechos entre 
hombres y mujeres ofrecen una base muy importante 
para exigir y lograr la igualdad en la práctica. Dichos 
instrumentos pueden constituir un punto de referencia 
central para las diversas iniciativas políticas y culturales, e 
impulsar cambios en las normas sociales y en las actitudes 
populares, así como en las políticas adoptadas. No 
obstante, para hacer realidad los derechos de las mujeres 
no basta con una mera reforma jurídica. La traducción 
de la igualdad ante la ley en resultados equitativos no 
es automática. Incluso en aquellos países en los que 
se han adoptado leyes sobre igualdad de género, las 
desigualdades profundamente arraigadas, la existencia 
de normas sociales discriminatorias y de prácticas 
consuetudinarias perjudiciales, así como los patrones de 
desarrollo económico dominantes pueden socavar su 
aplicación e impedir que tengan efectos positivos. 

Los tratados internacionales de derechos humanos —
como la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) y el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
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y Culturales (PIDESC)— constituyen compromisos 
jurídicamente vinculantes que exigen a los Estados 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. 
Estos tratados articulan una comprensión sustantiva de 
la igualdad de género que puede servir tanto a modo 
de visión como de programa de acción para quienes 
trabajan por los derechos de las mujeres en un contexto 
tan complejo como el actual. Mientras que la igualdad 
formal se refiere a la adopción de leyes y políticas que 
traten a los hombres y las mujeres por igual, la igualdad 
sustantiva concierne a los resultados de dichas leyes y 
políticas para “conseguir no que mantengan, sino que 
alivien la situación desfavorable de suyo que sufren 
ciertos grupos”.13  

El presente Informe se basa en las normas 
internacionales de derechos humanos para evaluar el 
efecto real que ejercen las leyes y políticas adoptadas 
sobre las mujeres y las niñas. Desde esta perspectiva, 
el logro de la igualdad sustantiva exige actuar en tres 
esferas interrelacionadas: la corrección de la desventaja 
socioeconómica de las mujeres; la lucha contra los 
estereotipos, el estigma y la violencia; y el fortalecimiento 
del poder de acción, la voz y la participación de 
las mujeres (véase la figura 1.4). Una intervención 
pública coordinada en estas tres dimensiones puede 
desencadenar las transformaciones duraderas 
necesarias para lograr la igualdad sustantiva para las 
mujeres. 

Para alcanzar la igualdad sustantiva, no solo es 
necesario hacer más, sino hacerlo mejor. Aunque la 
paridad numérica en el acceso a la educación, el empleo 
o la protección social es un objetivo importante, no 
implica directamente el disfrute de los derechos ni la 
igualdad sustantiva. En lugar de limitarse a absorber 
a un mayor número de niñas en sistemas educativos 
insuficientemente financiados, las escuelas deben 
proporcionar una educación de calidad y un entorno 
seguro de aprendizaje para las niñas y los niños; 
asimismo, deberían tratar de contribuir a la promoción 
de la igualdad a través de programas de estudios 
progresistas y un cuerpo docente bien preparado. En 
vez de incorporar a más mujeres en empleos precarios y 
poco gratificantes, es necesario transformar los mercados 
laborales para que funcionen adecuadamente tanto para 
los hombres como para las mujeres y beneficien a la 
sociedad en su conjunto. En vez de añadir simplemente el 
trabajo remunerado o la reducción de la pobreza a una 
lista de “tareas pendientes” ya de por sí bastante larga, las 
responsabilidades de obtención de ingresos, cuidados y 
trabajo doméstico deben ser objeto de una redistribución 
más igualitaria, tanto entre hombres y mujeres como, 
desde un punto de vista más general, entre los hogares y 
la sociedad. La igualdad sustantiva requiere transformar 

de un modo fundamental las instituciones económicas y 
sociales —incluidas las creencias y las normas y actitudes 
que las moldean— en todos los niveles de la sociedad, 
desde los hogares hasta los mercados laborales y desde 
las comunidades hasta las instituciones políticas locales, 
nacionales y mundiales.

Los avances en pos de la igualdad sustantiva deberían 
medirse teniendo en cuenta su grado de inclusión de 
las mujeres y niñas pobres y marginadas. Es importante 
entonces ir más allá de los ‘promedios’ para comenzar 
a garantizar que todas las mujeres puedan disfrutar 
de sus derechos. Los derechos, por otro lado, son 
indivisibles: ¿acaso pueden las mujeres reclamar su 
derecho a recibir una atención de la salud de calidad, 
a disfrutar de condiciones de trabajo decentes o 
a poseer tierras en las que cultivar sus alimentos 
sin [que ello implique reivindicar] su derecho a la 
información sobre las leyes, políticas y asignaciones 
presupuestarias, o el derecho a organizarse para 
reclamar sus derechos?  El derecho a organizarse y a 
fiscalizar el presupuesto público a menudo impulsa los 
esfuerzos para garantizar servicios públicos que den 
mejor respuesta a las necesidades de las mujeres; y el 
acceso a una gama de servicios de alta calidad puede 
a su vez respaldar el derecho de las mujeres a trabajar, 
algo que crea sinergias muy potentes.

TRANSFORMAR LAS ECONOMÍAS PARA 
REALIZAR LOS DERECHOS: UN PROGRAMA 
DE ACCIÓN

Para respaldar el logro de la igualdad sustantiva, 
las políticas económicas y sociales deben trabajar al 
unísono. Por lo general se considera que la función de 
las políticas económicas es fomentar el crecimiento 
económico y que las políticas sociales, por su parte, 
persiguen corregir los fallos de este crecimiento, es 
decir, luchar contra la pobreza y reducir la desigualdad. 
Sin embargo, las políticas macroeconómicas pueden ir 
dirigidas a lograr un conjunto de objetivos más amplio, 
que incluye la igualdad de género y la justicia social. 
Y a la inversa: las políticas sociales bien diseñadas 
pueden potenciar el crecimiento macroeconómico y 
la recuperación posterior a una crisis a través de la 
adopción de medidas redistributivas que incrementen 
el empleo, la productividad y la demanda agregada. 

El paquete específico de políticas destinadas a conseguir 
la igualdad sustantiva variará de unos contextos a 
otros. El objetivo, en última instancia, es crear un 
círculo virtuoso a través de la generación de trabajo 
decente y servicios sociales y mecanismos de protección 
social con perspectiva de género junto con políticas 
macroeconómicas favorables que den prioridad a 
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la inversión en las personas y al cumplimiento de los 
objetivos sociales. Para transformar las economías y 
realizar los derechos económicos y sociales de las mujeres 
es necesario actuar en las tres áreas prioritarias que 
se describen a continuación: trabajo decente para las 
mujeres, políticas sociales con perspectiva de género y 
políticas macroeconómicas basadas en los derechos.

1. Transformación del trabajo en favor de 
los derechos de las mujeres 
El trabajo remunerado puede ser un pilar fundamental 
para la igualdad sustantiva de las mujeres, pero 
solo cuando es compatible con una responsabilidad 
compartida entre mujeres y hombres por el trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado; cuando 
permite a las mujeres disponer de tiempo para el ocio y 
el aprendizaje; cuando proporciona ingresos suficientes 
para mantener un nivel de vida adecuado; y cuando 
las mujeres reciben un trato digno en el trabajo. Cierto 
es que este tipo de trabajo continúa escaseando y que 
las políticas económicas en todas las regiones se ven 
incapaces de crear un número suficiente de puestos de 
trabajo decentes para quienes los necesitan. Además, 
las oportunidades disponibles para las mujeres se ve 
limitada por los estereotipos de género y de las prácticas 
discriminatorias, tanto en el seno de los hogares como 
en el mercado laboral. Como resultado de ello, la 
inmensa mayoría de las mujeres sigue trabajando en 
empleos inseguros e informales. En Asia Meridional, el 
África Subsahariana y Asia Oriental y Sudoriental (con 
la excepción de China), más del 75% de los puestos de 
trabajo corresponden al sector informal. En las zonas 
rurales, muchas mujeres obtienen sus medios de vida a 
través de la agricultura a pequeña escala, casi siempre 
de manera informal y a menudo sin ningún tipo de 
remuneración directa. Además de adoptar políticas 
económicas capaces de crear empleo decente, la 
ampliación de los derechos laborales y la protección 
social a las personas que trabajan en el sector informal, 
como las empleadas domésticas y quienes trabajan 
desde su casa, es fundamental para incrementar la 
viabilidad y la seguridad de los medios de vida de estas 
personas.  

Existen algunas iniciativas inspiradoras, algunas de 
ellas lideradas por mujeres, que abren vías que pueden 
resultar interesantes. Por ejemplo, las vendedoras 
callejeras de la India y Papua Nueva Guinea han 
negociado con las autoridades locales y las personas 
responsables de la planificación urbanística la 
posibilidad de disponer de espacios mejores y más 
seguros para vender sus mercancías. En Colombia, las 
recolectoras de residuos han exigido que se reconozca el 
valioso servicio que prestan, y se han ganado el derecho 
a licitar para intentar obtener lucrativos contratos 

municipales. En las zonas rurales de países como Etiopía, 
Ghana y Rwanda, entre otros, el hecho de permitir que 
las mujeres inscriban títulos de propiedad de tierras a 
su propio nombre o conjuntamente con sus esposos, la 
reforma de los servicios de extensión agrícola, el apoyo 
a la creación de cooperativas de mujeres y la concesión 
de subvenciones para que puedan acceder a insumos 
y recursos han sido medidas cruciales para mejorar 
la productividad y la sostenibilidad del autoempleo 
femenino en el sector agrícola.

Pese a que el nivel educativo de las mujeres va en 
aumento, los estereotipos de género en el hogar y 
el mercado laboral sigue condicionando los tipos de 
trabajos que realizan los hombres y las mujeres, así como 
sus condiciones laborales y las retribuciones que perciben. 
La segregación ocupacional por género significa que las 
mujeres siguen estando abrumadoramente representadas 
en puestos de baja calidad y mal remunerados. El efecto 
más pernicioso de la segregación son las persistentes 
brechas salariales de género, que hacen que las mujeres 
sistemáticamente perciban menor remuneración que los 
hombres por un trabajo de igual valor. En torno al 83% 
de los 53 millones de trabajadores domésticos que hay 
en el mundo son mujeres, y este porcentaje aumenta sin 
cesar tanto en los países desarrollados como en los países 
en desarrollo. Al trabajar en un ámbito estrictamente 
privado, casi un 30% de estas mujeres se ven privadas de 
todos sus derechos laborales y más de la mitad de ellas 
no llegan siquiera a ganar el salario mínimo.14 Muchas 
sufren también abusos y violencia sistemáticos. Para ellas 
y para millones de otras personas que realizan trabajos 
con bajos ingresos, el salario mínimo representa un paso 
fundamental hacia el disfrute de su derecho a un nivel de 
vida adecuado. Las medidas encaminadas a combatir 
la violencia contra las mujeres en el lugar de trabajo 
también son esenciales para restaurar su dignidad. 

Las responsabilidades domésticas y de cuidados que 
continúan recayendo fundamentalmente en las mujeres 
sin que obtengan remuneración alguna por ello, limitan 
los tipos de trabajo a los que pueden acceder, lo que 
refuerza aún más la desventaja socioeconómica que 
sufren. Las medidas dirigidas a reducir la carga de 
trabajo no remunerado a través de inversiones en 
infraestructura, (como fuentes de agua segura de 
fácil acceso)  que permitan ahorro de tiempo pueden 
aumentar la disponibilidad de las mujeres para realizar 
trabajos remunerados. La licencia parental y los servicios 
de cuidado infantil pueden resultar útiles a las mujeres 
y a los hombres con menores a cargo, y permitir a las 
mujeres acceder al mercado laboral y permanecer 
en él mientras sus hijas e hijos sean pequeños si así lo 
deciden. De las regiones en desarrollo, América Latina 
es la que más ha avanzado en la introducción de 
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políticas favorables a la familia en la última década. Esta 
región es también la que ha experimentado el mayor 
incremento de la tasa de actividad femenina.15 

2. Políticas sociales con perspectiva de 
género 
Las transferencias sociales —incluidas las prestaciones 
familiares, las de desempleo y las pensiones— 
protegen a hombres y mujeres frente a contingencias 
tales como el desempleo o la vejez. También ayudan 
a las familias a sufragar parte de los costos derivados 
de la crianza de las hijas e hijos o del cuidado de 
personas dependientes, retos que imponen una 
presión creciente debido al envejecimiento de 
la población y a los cambios que experimentan 
las estructuras familiares. Un número cada vez 
más elevado de mujeres cría a sus hijas e hijos en 
solitario, tanto en los países desarrollados como en 
desarrollo; las transferencias sociales pueden ser un 
verdadero salvavidas para esas familias. En el Brasil 
y Polonia, por ejemplo, los índices de pobreza de 
las madres solteras han disminuido un 21% y un 34%, 
respectivamente, gracias a este tipo de prestaciones. 
Los servicios públicos dirigidos específicamente a 
garantizar los derechos de las mujeres, como la 
vivienda, la salud, la educación, la capacitación y 
el cuidado infantil, son tan importantes y a menudo 
tienen un efecto aún mayor que las transferencias 
sociales para la reducción de la pobreza y la 
desigualdad de género.

Para hacer realidad los derechos económicos y sociales 
de todas las personas, lo ideal es adoptar un enfoque 
integral con respecto a la política social, que combine 
el acceso universal a los servicios sociales con la 
protección social a través de sistemas de transferencia 
contributivos y no contributivos. En la actualidad, 
tan solo un 27% de la población mundial disfruta de 
pleno acceso a la protección social, mientras un 73% 
solo goza de cobertura parcial o carece de cualquier 
tipo de cobertura.16 Con frecuencia, las mujeres están 
excesivamente representadas entre quienes carecen 
de dicho acceso. Por consiguiente, la definición de los 
pisos mínimos de protección social a escala nacional, 
incluida la seguridad del ingreso básico para niñas, 
niños, personas adultas en edad de trabajar, personas 
de edad avanzada y personas con discapacidad, así 
como la ampliación de los servicios sociales básicos 
para ofrecer una cobertura universal, resultan medidas 
prometedoras para las mujeres. La introducción de la 
universalidad de las pensiones sociales en países como 
el Estado Plurinacional de Bolivia, Lesotho y Mauricio, 
por ejemplo, ha contribuido a cerrar las brechas de 
género y a proporcionar a las mujeres la seguridad de 
obtener un ingreso básico en la vejez. 

Para que constituyan una contribución real a la 
igualdad sustantiva, las políticas sociales deben 
diseñarse situando los derechos de las mujeres en su 
centro. Es necesario prestar especial atención para 
garantizar que las políticas, como las transferencias 
monetarias condicionadas, que a menudo van dirigidas 
a las mujeres, corrijan  la desventaja socioeconómica 
que sufren la población destinataria sin reforzar 
los estereotipos de género ni estigmatizarla por el 
hecho de necesitar apoyo. Las y los responsables de 
la formulación de políticas deberían inclinarse por 
transferencias y servicios universales, en lugar de 
focalizados, y eliminar los copagos, pues ponen en 
peligro la accesibilidad a la salud y la educación, sobre 
todo para las mujeres y las niñas más pobres. Siempre 
que sea posible deberían eliminarse las condiciones 
asociadas a la recepción de las transferencias, en 
particular aquellas que refuerzan los roles tradicionales 
de las mujeres y les imponen una carga de trabajo 
aún mayor. En lugar de ello, el empoderamiento de 
las mujeres debiera ser un objetivo explícito de la 
protección social. Es fundamental invertir en más y 
mejores servicios —incluidos los de salud y cuidado 
infantil, abastecimiento de agua y saneamiento— que 
respondan a las necesidades inmediatas de las mujeres 
y afiancen la seguridad de sus ingresos a largo plazo. 
Si los derechos de las mujeres ocupan un lugar central 
en el diseño de las políticas, se podrán ofrecer vías 
sostenibles y equitativas para salir de la pobreza. 

En el entorno económico actual, la inversión en 
protección social y servicios sociales puede parecer 
complicada. Sin embargo, es posible. Existen 
estimaciones, por ejemplo, que afirman que la 
introducción de la universalidad en las pensiones 
sociales conllevaría un costo anual que equivaldría 
aproximadamente al 1% del producto interno bruto (PIB) 
en la mayoría de los países del África Subsahariana. 
En muchos países de ingresos bajos será necesario 
introducir estas prestaciones de manera progresiva. 
Sin embargo, al igual que en el caso de la realización 
de los derechos de las mujeres, los beneficios que 
ofrecen estas inversiones sociales a largo plazo —entre 
los que cabe mencionar el mantenimiento de una 
mano de obra cualificada, una población infantil sana 
y bien alimentada capaz de aprender y desarrollar 
su creatividad y sociedades en las que nadie quede 
marginado— compensarán con creces los costos 
inmediatos.17  

3. Hacia un entorno macroeconómico 
favorable 
Dado que la política macroeconómica suele 
considerarse neutra con respecto al género, hasta el 
momento no ha contribuido al logro de la igualdad 
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sustantiva para las mujeres. Desde la perspectiva de 
los derechos humanos, la política macroeconómica 
debe perseguir un conjunto amplio de objetivos 
sociales, como son la creación de empleo decente; la 
movilización de recursos para posibilitar inversiones 
en servicios y transferencias sociales; y la creación de 
canales para garantizar una participación efectiva de 
las organizaciones de la sociedad civil, incluidos los 
movimientos de mujeres, en la adopción de decisiones 
macroeconómicas. 

La política monetaria convencional suele tener una meta 
—la reducción de la inflación— y cuenta con un conjunto 
de herramientas más bien limitado para alcanzarla. Sin 
embargo, existen otras políticas posibles: a raíz de la 
crisis que estalló en 2008, numerosos bancos centrales 
modificaron su enfoque de política monetaria con el 
objetivo de estimular la actividad de la economía real 
para proteger el empleo en lugar de centrarse de forma 
exclusiva en la reducción de la inflación. 

Por lo que respecta a la política fiscal, los países pueden 
obtener recursos para financiar la protección social 
y los servicios sociales con perspectiva de género por 
varias vías: a través de los impuestos, modificando las 
prioridades de gasto y ampliando la base imponible 
global, o recurriendo a préstamos internacionales 
y a la asistencia para el desarrollo. Varios países en 
desarrollo, como el Ecuador, Lesotho y Tailandia, han 
reestructurado su deuda con el fin de liberar recursos y 
poder destinarlos a la protección social.18 Otros, como 
Camboya, Costa Rica y Sri Lanka, han reducido su gasto 
en el capítulo de seguridad y defensa para incrementar 
el gasto social. Algunos países, como el Estado 
Plurinacional de Bolivia y Botswana, han empleado la 
renta generada por la extracción de recursos naturales 
para financiar sus sistemas de protección social, 
incluidos los programas de atención médica, apoyo a los 
ingresos para las poblaciones vulnerables y pensiones 
de vejez. Otra opción es el gasto basado en el déficit. 
Este tipo de gasto suele estar justificado en el caso de 
grandes proyectos de infraestructura clasificados como 
inversiones. A pesar de que el gasto en educación, salud 
o servicios de abastecimiento de agua y saneamiento 
suele considerarse “consumo”, en realidad puede 
incrementar la productividad, alentar la inversión 
privada y estimular mayores tasas de crecimiento que, 
a su vez, pueden generar la recaudación tributaria 
necesaria para amortizar la deuda. Por lo tanto, son 
sólidos los fundamentos según los cuales se debería 
recurrir al gasto basado en el déficit para financiar 
la protección social y los servicios sociales básicos, 
dado que las inversiones fuertes en el desarrollo de las 
capacidades humanas pueden, en última instancia, 
crear economías más sólidas y sociedades más justas.

Asimismo, existe la posibilidad de utilizar los sistemas 
tributarios para redistribuir los ingresos y luchar 
contra la desventaja socioeconómica de las mujeres, 
garantizando que estas y los grupos marginados no 
sufran una presión fiscal excesiva. Por ejemplo, los 
bienes de consumo básico deberían estar exentos o 
tributar al 0% en el impuesto sobre el valor agregado 
y el impuesto sobre las ventas, puesto que este gasto 
absorbe una parte muy importante de los ingresos de 
las personas más pobres, sobre todo de las mujeres. 
Entretanto, se podrían minimizar o eliminar las 
exenciones fiscales y las prestaciones que beneficien 
fundamentalmente a los grupos más acaudalados, con 
el fin de garantizar que estos realicen la contribución 
que en justicia les corresponde. La elaboración de 
presupuestos con perspectiva de género es una 
práctica cada vez más habitual para evaluar y orientar 
la recaudación de ingresos y las decisiones de gasto. 
En la República Unida de Tanzanía, por ejemplo, se 
abolieron las tasas escolares en la educación primaria 
y se reintrodujeron las subvenciones para la adquisición 
de insumos agrarios en respuesta a las iniciativas de 
elaboración de presupuestos con perspectiva de género 
lideradas por las organizaciones defensoras de los 
derechos de las mujeres. 

La coordinación de las políticas a escala mundial 
resulta clave para crear un entorno macroeconómico 
favorable a la realización de los derechos de las 
mujeres. La creciente integración de las economías de 
todo el mundo significa que las medidas que adopta 
un gobierno afectan a la realización de los derechos en 
otras partes. Además, la proliferación de los acuerdos 
de liberalización del comercio y de los flujos financieros 
entre países limita el margen de maniobra de los 
gobiernos individuales en materia de formulación de 
políticas en estos ámbitos. La falta de coordinación 
a escala mundial también afecta a la capacidad de 
los gobiernos para movilizar recursos. Las empresas 
multinacionales, por ejemplo, utilizan diversas técnicas 
contables para reducir sus obligaciones tributarias, 
disminuyendo de ese modo su aportación global a 
las economías en las que operan. Se calcula que la 
pérdida de ingresos fiscales derivada únicamente de 
la manipulación de los precios comerciales asciende 
a entre 98.000 y 106.000 millones de dólares de los 
Estados Unidos por año, lo que supone 20.000 millones 
de dólares más que los costos de capital anuales 
necesarios para lograr la cobertura universal del 
abastecimiento de agua y saneamiento para 2015.19  

El actual sistema de gobernanza mundial agudiza el 
sesgo de género de la política macroeconómica, en 
lugar de mitigarlo. La cooperación mundial para los 
derechos económicos y sociales solo será posible si las 
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instituciones mundiales de gobernanza, como el Fondo 
Monetario Internacional, el Banco Mundial, el Grupo 
de los 20 y la Organización Mundial del Comercio,  
se democratizan y si otros agentes poderosos, 
desde los gobiernos nacionales, hasta las empresas 
multinacionales, aceptan que la obligación de respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos trasciende 
las fronteras.

RESPONSABILIDADES COMPARTIDAS 
Y ACCIONES CONJUNTAS POR LOS 
DERECHOS DE LAS MUJERES

Los tratados de derechos humanos se han utilizado 
como base para las nuevas leyes nacionales, por 
ejemplo para las referentes a la violencia contra 
las mujeres. Sin embargo, el poder de los derechos 
humanos va más allá del ámbito legislativo. Estos 
derechos ofrecen el fundamento ético y la inspiración 
necesarios para la acción colectiva dirigida a cambiar 
las políticas y las normas, actitudes y prácticas 
sociales. Los principios de derechos humanos también 
constituyen una base muy importante para el diseño de 
las políticas, para supervisar su aplicación y resultados 
y para que todos los garantes de derechos —tanto los 
Estados como las instituciones y empresas que operan 
a escala mundial— rindan cuentas del logro de la 
igualdad sustantiva.    

Los derechos humanos hacen hincapié en la dignidad 
y la libertad del individuo, pero su realización 
depende en gran medida de la solidaridad y la acción 
colectiva. La adopción de políticas encaminadas a 
lograr la igualdad sustantiva requiere financiación 
colectiva, y lo ideal es que esta proceda de sistemas 
tributarios progresivos. Los modelos de protección 
social focalizados que buscan beneficiar a los hogares 
más pobres pueden parecer más económicos que 
los sistemas universales que benefician a toda la 
población. Sin embargo, estos últimos pueden ampliar 
las opciones de financiación, puesto que aumentan la 
disposición de los grupos de ingresos medianos y altos a 

pagar impuestos para poder disfrutar, también ellos, de 
sistemas educativos, de salud o de pensiones de calidad.20  

La acción colectiva también es un elemento crucial. 
Las mujeres que experimentan formas múltiples a 
interrelacionadas de discriminación necesitan, en 
primer lugar, conocer y exigir sus derechos, algo que 
ocurre a menudo cuando las mujeres se reúnen para 
debatir sobre sus problemas y actúan colectivamente 
para buscar soluciones. Las mujeres trabajadoras, 
incluidas las que están ocupadas en el sector informal, 
han creado sus propias organizaciones para defender 
sus intereses en el lugar de trabajo. Las movilización  
de las mujeres y la fortaleza de sus movimientos 
independientes constituyen el mayor predictor de 
las leyes y políticas sobre la igualdad de género 
en diversas esferas, desde el derecho de familia 
hasta la violencia contra las mujeres, y desde la no 
discriminación en el empleo hasta los servicios de 
cuidado infantil.21 La acción colectiva de las mujeres 
también ha resultado fundamental para garantizar 
que sus derechos se traduzcan en la prestación real 
de servicios sobre el terreno, así como para exigir 
responsabilidades y reparaciones por la falta de 
servicios importantes. 

El potencial para avanzar hacia la igualdad sustantiva 
es mayor cuando las reivindicaciones de los grupos 
organizados de mujeres encuentran receptividad entre 
quienes ostentan el poder, así como cuando existen 
mecanismos  como procesos públicos de consulta y 
petición o comisiones parlamentarias que permitan 
a las mujeres articular legítimamente sus exigencias 
y sus demandas en materia de políticas. El éxito de la 
movilización de los movimientos independientes de 
mujeres para reclamar sus derechos depende de la 
existencia y eficacia de las alianzas que consigan forjar 
con otros movimientos defensores de la justicia social 
y con representantes parlamentarios, de los partidos 
políticos, de las administraciones públicas, de centros 
de investigación y de organizaciones internacionales 
que simpaticen con sus ideas. 
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Maria Jose Pereira creció en la localidad rural de Escada. Su 
padre poseía infinidad de herramientas.

“En mi casa, todo el mundo trabajaba en la construcción. Mi 
padre y mi hermano eran maestros canteros”, señala Maria. 
“Yo quería trabajar con ellos, pero decían que no podía por 
ser mujer.”

Gracias a una revolucionaria iniciativa del Gobierno, Maria 
acaba de demostrar que su familia se equivocaba. No 
solo ha obtenido la licencia que le acredita como maestra 
cantera, sino que además es fontanera y electricista.

Chapéu de Palha Mulher, una expresión portuguesa que 
significa “sombrero de paja”, es un programa de inclusión 
social que proporciona capacitación profesional a las 
mujeres que viven en comunidades rurales pobres en 
el estado nororiental de Pernambuco. La Secretaría de 
Políticas de la Mujer de este estado puso en marcha el 
programa en 2007 con el fin de ofrecer alternativas a las 
agricultoras de caña de azúcar durante los meses fuera del 
período de cosecha.

Un cambio en la vida de las 
mujeres del nordeste del Brasil 

HACER 
REALIDAD LOS 
DERECHOS 

EL PROGRESO DE LAS MUJERES
/ HISTORIAS DE CAMBIO

19

Cristina Buarque, ex Secretaria de Estado para Políticas de la Mujer, Pernambuco, observa 
a las mujeres del programa Chapeu de Palha Mulher mientras pescan camarones en el 
Río Goiana

Foto: ONU Mujeres/ Lianne Milton
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“La mayoría de estas mujeres no eligieron trabajar en las 
plantaciones; por lo general, acompañaban a sus esposos 
o padres”, manifiesta Cristina Buarque, que dirigió la 
Secretaría hasta finales de 2014. “Esta cultura patriarcal 
y machista las infantilizaba. Queríamos que supieran que 
tenían otras opciones”.

Según la Sra. Buarque, las mujeres que trabajaban en los 
campos no recibían la misma capacitación ni remuneración 
que sus compañeros de sexo masculino. A menudo eran 
víctimas de discriminación, agresiones verbales y físicas y 
violencia doméstica.

Para Maria, que trabajó durante cinco años en esos 
campos, el trabajo resultaba agotador.

“Era muy difícil. Pasaba doce horas bajo un sol abrasador 
recogiendo caña de azúcar; mis manos estaban llenas de 
ampollas”, recuerda. “Después, llegaba a casa y tenía que 
hacer la limpieza y cocinar para mi esposo y mis hijos”.

Chapéu de Palha Mulher proporciona a las participantes un 
pequeño estipendio mensual, servicios de cuidado infantil 
y un curso obligatorio de tres meses de duración sobre 
políticas públicas. Este curso, 
impartido por formadoras 
feministas, educa a las mujeres 
en asuntos de derechos y 
ciudadanía. Abarca temas tan 
diversos como la historia de 
la esclavitud; la lucha de las 
mujeres, las personas de raza 
negra y los pueblos indígenas 
para lograr la igualdad; los 

estereotipos de género; y los compromisos contraídos por el 
Gobierno en materia de derechos humanos y recogidos en la 
Constitución. Una vez que las participantes completan esta 
etapa, pueden elegir un curso de capacitación profesional, 
optando generalmente por desarrollar habilidades en 
empleos orientados típicamente a los hombres.

“El curso es un componente fundamental del programa 
Chapéu de Palha Mulher”, explica Cristina. “Necesitamos que 
esas mujeres entiendan cómo funciona su gobierno local y 
qué derechos tienen como personas. De ese modo podremos 
formar mejores profesionales y mejores ciudadanas”.

La Sra. Buarque desempeñó un papel crucial en el diseño 
del programa Chapéu de Palha Mulher El ex gobernador 
Eduardo Campos la escogió en 2007 para liderar la 
Secretaría de Políticas de la Mujer.

“Yo no pertenecía al mundo de la política, procedía del 
ámbito de la investigación académica”, señala. “Cuando 
me ofrecieron este trabajo, supe que era una oportunidad 
para desarrollar la labor que me apasionaba a un nivel 
mucho más amplio”. 

Cuando se incorporó al 
gobierno del estado, Cristina 
era la única mujer a cargo 
de una secretaría. Las 
otras 24 estaban dirigidas 
por hombres. A través del 
programa Chapéu de Palha 
Mulher, integró el trabajo de 
diferentes departamentos y 
de más de 40 organizaciones 

“Esta cultura patriarcal 
 machista las infantilizaba.
Queríamos que supieran
que tenían otras opciones”

Maracatu de baque es una danza afro indígena que tradicionalmente bailan los hombres, pero las mujeres de Pernambuco formaron el primer y único grupo 
integrado solo por mujeres que practica esta danza

Foto: ONU Mujeres/ Lianne Milton
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de mujeres, contribuyendo a fortalecer la relación entre el 
gobierno y la sociedad civil.

“Queríamos que las mujeres aprendieran a cuidar mejor 
de su cuerpo, por lo que incorporamos a la Secretaría de 
Salud. También queríamos que aprendieran a leer y escribir, 
de modo que convocamos a la Secretaría de Educación”, 
señala la Sra. Buarque. “Sin embargo, quienes trabajaban 
sobre el terreno eran las organizaciones locales de mujeres. 
Sabíamos que su participación era fundamental”.

Además de proporcionar nuevas aptitudes a las mujeres, el 
programa sirvió para unirlas. Muchas de las que prefirieron 
identificarse únicamente a través de su nombre de pila, 
como Angela, desarrollaron un sentimiento de comunión en 
el aula. 

“Mi esposo me pegaba constantemente”, dice Angela, que 
huyó de un matrimonio abusivo. “Nunca tenía a nadie a 
quien acudir. Ahora puedo contar con estas mujeres”.

Desde 2007 han participado en el programa casi 100.000 
mujeres. La iniciativa se ha ampliado a 89 municipios de 
Pernambuco para incluir a las mujeres rurales que trabajan 
en las plantaciones de árboles frutales y en la pesca 
artesanal. Además, está previsto abrir una escuela en la 
ciudad de Pesqueira, donde se ofrecerán cursos a lo largo 
de todo el año.

Cristina renunció a su cargo en la Secretaría el pasado mes 
de agosto, poco después de un accidente de aviación en 
el que falleció Eduardo Campos, el ex gobernador que la 
había designado para el desempeño de dicho cargo y que 
había presentado su candidatura para presidir el país.

“Estoy orgullosa del trabajo que realicé en la Secretaría, pero 
había llegado el momento de marcharme”, dice Cristina. 
Se muestra confiada en que el nuevo Gobernador, Paulo 
Câmara, y la nueva  Secretaria da Mulher, Silvia Cordeiro, 
continuarán con la labor que inició. La Sra. Cordeiro llega a 
la Secretaría tras haber liderado una de las organizaciones 
locales de mujeres que han sido tan importantes para el 
éxito del programa.

De vuelta a la tranquila ciudad de Escada, Maria examina 
la válvula de agua que instaló recientemente en su ducha. 
Su casa se ha convertido en el “laboratorio” en el que pone 
en práctica las aptitudes que adquirió en el marco del 
programa  Chapéu de Palha Mulher.

“Teníamos problemas con la electricidad, así que la arreglé”, 
señala. “También me ocupé de la fontanería. Mi próximo 
proyecto será colocar baldosas de cerámica en la cocina y 
en el cuarto de baño”.

Además, ha empezado a reformar la casa de un vecino 
con la ayuda de una de sus compañeras de clase en el 
programa Chapéu de Palha Mulher.

“Me encanta ver las reparaciones de mi casa y otros 
trabajos y saber que soy yo quien los hice”, manifiesta Maria 
mientras abre el grifo de la cocina y deja correr el agua.  
“Fui yo misma quien arregló esto, con mis propias manos”.

“Quienes trabajaban sobre
el terreno eran las organizaciones
locales de mujeres.
Sabíamos que su participación
era fundamental”

21

Historia: Flora Charner. Para consultar más información sobre Chapeu de Palha Mulher, véanse Cornwall 2015, 2012 y A Quiet Revolution (https://vimeo.com/44520506).

Foto: ONU Mujeres/ Lianne Milton
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IGUALDAD SUSTANTIVA 
PARA LAS MUJERES:  
Un desafío para las políticas 
públicas
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Las leyes que establecen la igualdad de derechos para 
hombres y mujeres ofrecen una base muy importante para 
exigir y lograr la igualdad en la práctica. Pero la igualdad 
ante la ley no basta para garantizar el disfrute de sus 
derechos por parte de las mujeres: también es necesario 
abordar las desigualdades en términos de poder, las 
limitaciones estructurales y las normas y prácticas sociales 
discriminatorias. 

Las normas internacionales de derechos humanos ofrecen una 
interpretación de la igualdad de género (igualdad sustantiva 
para las mujeres) que va más allá de la igualdad formal, 
para hacer hincapié en el disfrute por parte de las mujeres de 
sus derechos en la práctica.  

La igualdad debe ser entendida en relación no solamente 
con las oportunidades, sino también con los resultados. La 
discriminación indirecta, así como la directa, pueden generar 
resultados negativos, y para alcanzar la igualdad en la 
práctica puede ser necesario un “trato diferente”.   

El avance hacia la igualdad sustantiva para las 
mujeres requiere la intervención pública en tres frentes 
interrelacionados: es necesario corregir la desventaja 

EN BREVE

/1
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/3
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socioeconómica, luchar contra los estereotipos, el estigma 
y la violencia; y fortalecer el poder de acción, la voz y la 
participación de las mujeres. La vida de las mujeres se 
transforma cuando la acción de estas tres dimensiones se 
refuerzan entre sí.

El sistema internacional de derechos humanos aclara las 
obligaciones de los Estados de respetar, proteger y realizar los 
derechos humanos. Así pues, los Estados tienen una función 
proactiva como árbitros en materia de derechos humanos.

En una economía mundial cada vez más integrada, en la 
que las funciones estatales con frecuencia son “externalizadas”, 
la realización de los derechos económicos y sociales de las 
mujeres exige un amplio marco de rendición de cuentas, que 
englobe al sector privado, las iniciativas de los Estados fuera 
de sus propias fronteras y a las organizaciones internacionales.

La acción colectiva de las mujeres consolida la rendición 
de cuentas en lo que respecta a los derechos humanos de 
las mujeres, legitimando esos derechos como cuestiones de 
interés público y desarrollando la capacidad de las mujeres 
que experimentan múltiples formas de discriminación para 
reivindicar sus derechos.

/5

/6
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INTRODUCCIÓN

Este Informe reflexiona sobre el “progreso de las 
mujeres en el mundo” en un momento crucial: 20 años 
después de que la Cuarta Conferencia Mundial sobre 
la Mujer, celebrada en Beijing, diseñara un programa 
ambicioso para promover la igualdad de género. 
Dado que la comunidad mundial está definiendo 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para 
después de 2015, hace un balance y extrae lecciones 
de las experiencias políticas en todo el mundo para 
elaborar un programa de acción progresista. 

¿Se ha convertido en realidad la visión de la igualdad 
de género fijada en la Declaración y Plataforma 
de Acción de Beijing? Para dar respuesta a esa 
pregunta, este Informe se basa en experiencias, 
pruebas y análisis de diversos contextos nacionales 
y regionales. Examina el progreso en la obtención 
por parte de las mujeres de igualdad ante la ley, 
acceso a la educación y otros servicios sociales; en el 
incremento de su visibilidad como agentes políticos; 
en su participación en trabajos remunerados y sus 
beneficios; y en un mayor reconocimiento público 
de la magnitud y la severidad de la violencia que 
experimentan. Pero también se pregunta por qué 
los avances a la hora de garantizar a las mujeres 
el disfrute práctico de una serie de derechos 
económicos y sociales han sido tan lentos y 
desiguales en los distintos países y grupos sociales. 

En un momento en que el mundo ha sido testigo 
de mejoras espectaculares en lo relacionado con 
la riqueza material, ¿por qué se niega a millones 
de mujeres su derecho, incluso a niveles mínimos 
de atención sanitaria, agua y saneamiento? ¿Por 
qué residir en una zona rural sigue implicando para 
las mujeres un riesgo mayor de morir durante el 
embarazo o el parto? ¿Por qué las mujeres siguen 
teniendo más probabilidades de no contar con 
seguridad en materia de ingresos cuando alcanzan 
la vejez? ¿Y por qué crecen las desigualdades entre 
mujeres, dejando atrás a millones de mujeres pobres? 

En su intento de entender los motivos por los que el 
avance del disfrute de los derechos de las mujeres 
ha sido lento y desigual, este Informe comparte 
experiencias de quienes defienden los derechos de 
las mujeres en todo el mundo y de los movimientos 
que persiguen dicho objetivo. Sus esfuerzos recalcan 
el grado de persistencia y de omnipresencia de las 

normas sociales discriminatorias, los estereotipos, el 
estigma y la violencia, que impiden realizar todo su 
potencial a mujeres y niñas en todos los rincones del 
planeta.

Desigualdades múltiples y crecientes 
La realización de los derechos de las mujeres no 
puede separarse de cuestiones más amplias en 
materia de justicia económica y social. El militarismo 
y los conflictos violentos, las crisis financieras y 
económicas mundiales, la volatilidad de los precios 
de la energía y los alimentos, la inseguridad 
alimentaria y el cambio climático han intensificado 
las desigualdades y la vulnerabilidad, con una 
incidencia específica en las mujeres y las niñas. Los 
patrones de desarrollo dominantes han conducido 
a medios de vida cada vez más precarios. Desde 
2011, 1.000 millones de personas viven en condiciones 
de pobreza extrema1 y muchas más sobreviven sin 
acceso a servicios básicos y a protección social, 
expuestas de manera recurrente a tensiones 
económicas, crisis ecológicas, epidemias sanitarias y 
conflictos armados. 

Junto a la pobreza y la vulnerabilidad, los niveles 
de desigualdad en el seno de cada país y entre los 
países siguen una tendencia creciente.2 El mundo 
es hoy más desigual que nunca desde la segunda 
guerra mundial. El 1% más rico de la población 
mundial posee actualmente el 40% de los activos 
disponibles, mientras que la mitad inferior de la 
población solamente posee el 1% o menos.3 Estas 
desigualdades (que figuran entre los detonantes de 
la crisis económica de 2008) se han visto reforzadas 
por la subsiguiente recesión y las medidas de 
austeridad adoptadas. Los recortes en el gasto 
impulsados por las políticas de austeridad han 
trasladado al hogar la carga de la ayuda y los 
cuidados, que han sido asumidos por las mujeres 
y las niñas.4 Los crecientes niveles de desigualdad 
ponen en peligro el avance de los derechos de las 
mujeres, ya que se refuerzan las diferencias entre 
las mujeres, haciendo más duro para ellas unir sus 
fuerzas por encima de las disparidades de clase, 
raza y de otros tipos.  

Sin derechos no hay empoderamiento  
Una amplia variedad de agentes (organismos de 
donantes bilaterales y multilaterales, organizaciones 
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de la sociedad civil y, más recientemente, el 
sector privado) han adoptado el objetivo del 
‘empoderamiento económico’ de las mujeres. Hay 
quienes ven en las mujeres un mercado de consumo 
que, en gran medida, aún está sin explotar; otros se 
refieren a la oportunidad de “liberar la capacidad y 
el potencial económicos de las mujeres”5 como medio 
para resolver los problemas persistentes provocados 
por la crisis financiera mundial y por el estancamiento 
del crecimiento. 

Es necesario cultivar las sinergias entre el 
empoderamiento económico de las mujeres y una 
mayor prosperidad. Es probable que el aumento 
de la apropiación y el control de las mujeres con 
respecto a los activos agrícolas y los recursos 
productivos tengan una incidencia positiva en la 
seguridad alimentaria y la sostenibilidad de los 
medios de vida para la totalidad del hogar.6 La 
participación de las mujeres en la población activa 
puede mejorar la competitividad de las empresas de 
exportación.7 Sin embargo, una cuestión fundamental 
es si los escenarios que supuestamente benefician a 
todas las personas amplían en realidad el disfrute 
práctico por parte de las mujeres de sus derechos, 
o si sencillamente sacan partido del tiempo, los 
conocimientos y la inventiva de las mujeres para servir 
a objetivos de desarrollo, sin que exista una ventaja 
concreta para ellas. 

En ausencia de un marco de supervisión sólidamente 
anclado en los derechos humanos, resulta difícil saber 
si las reivindicaciones que exigen el empoderamiento 
de las mujeres resistirían un análisis serio. Las normas 
de derechos humanos (establecidas en diversos 
tratados internacionales firmados voluntariamente por 
la gran mayoría de los gobiernos) proporcionan un 
marco de principios vinculantes según el cual todos los 
países deben dar cuenta, con independencia de sus 
características económicas, sociales y políticas. Se trata 
de un marco centrado en los derechos y las libertades 
conferidas a todas las personas por el hecho de tener 
dicha condición. En consecuencia, este Informe hace 
hincapié en la importancia crucial de los derechos 
humanos de las mujeres como fin del desarrollo y como 
medio eficaz para alcanzarlo.8  

Derechos indivisibles, políticas sinérgicas
Este Informe también recalca la indivisibilidad de 
los derechos. Se centra fundamentalmente en la 
desventaja socioeconómica de las mujeres, pero los 
derechos económicos y sociales están estrechamente 
vinculados. Cuando una mujer escapa de una 
relación abusiva, quiere justicia pero también un 
lugar seguro para vivir, cuidados médicos y un 
trabajo que le permita mantener un nivel de vida 

apropiado para ella y para las posibles personas 
dependientes a su cargo.9 Sus derechos a la vivienda, 
la atención sanitaria y el trabajo son obvios pero 
indivisibles. Los derechos económicos y sociales 
están íntimamente relacionados con todos los demás 
derechos, especialmente con los derechos civiles 
y políticos que permiten a las mujeres organizarse 
y plantear sus reivindicaciones. Por su parte, 
un entorno económico propicio es un cimiento 
importante para la capacidad de los Estados de 
respetar y realizar otros derechos.  

Los derechos de las mujeres están conectados 
estrechamente, como también lo están las acciones 
que ayudan a hacerlos avanzar. En la práctica, 
las políticas económicas y sociales deben trabajar 
codo con codo para ser eficaces y para permitir la 
realización de los derechos. Sin embargo, en los 
debates políticos se detecta la tendencia a separar 
estas dos dimensiones de manera artificial. Por lo 
general se considera que el papel de las políticas 
económicas, especialmente de las macroeconómicas, 
es fomentar el crecimiento económico. Por su parte, se 
da por hecho que las políticas sociales van dirigidas 
a las “víctimas” y que buscan corregir la pobreza y la 
desigualdad. 

De hecho, las políticas macroeconómicas pueden 
apoyar un conjunto de objetivos más amplio que 
incluye la igualdad de género y la realización de los 
derechos humanos. Para garantizar la disponibilidad 
de recursos que permitan apoyar la realización de 
los derechos y ofrecer oportunidades económicas, 
es fundamental la gestión macroeconómica. Por su 
parte, los servicios sociales, tanto los prestados a 
través de la administración pública, por empresas 
proveedoras privadas o por medio de labores 
domésticas y de cuidados no remuneradas, tienen 
efectos económicos. Las inversiones en desarrollo 
infantil, educación y sanidad mejoran la productividad 
y contribuyen al crecimiento sostenible. Las 
transferencias sociales, como las pensiones, las 
prestaciones familiares y los subsidios por desempleo 
tienen efectos multiplicadores positivos sobre la 
economía, en especial durante las recesiones (aunque 
no exclusivamente).

Resumen del capítulo y estructura del 
Informe 
Este Informe tiene como objetivo tender un puente entre 
los debates mundiales sobre los derechos humanos, por 
un lado, y la deliberación acerca de las políticas para 
apoyar la igualdad de género y el empoderamiento de 
las mujeres, por otro. Superar esta brecha resulta esencial 
si las políticas públicas quieren afrontar el reto de hacer 
realidad los derechos de todas las mujeres. 
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Este capítulo desarrolla el concepto principal y rector 
del Informe: la igualdad sustantiva para las mujeres. 
La primera sección analiza el avance hacia la 
igualdad ante la ley en diversos ámbitos, recalcando 
los progresos y también los retrocesos, subrayando 
que el hecho de tener reconocidos los derechos 
jurídicos en el plano formal  no garantiza que las 
mujeres puedan ejercer o disfrutar realmente de esos 
derechos en la práctica. La segunda sección se basa 
en los principios y las normas de derechos humanos 
para extenderse sobre la interpretación de la igualdad 
sustantiva. Pone de manifiesto la necesidad de 
abordar tanto las formas directas de discriminación 
como las indirectas, así como las desigualdades 
estructurales que limitan el disfrute de los derechos 
por parte de las mujeres. 

Finalmente, la tercera sección plantea un marco dividido 
en tres partes para promover la igualdad sustantiva, que 
hace necesarios avances en lo tocante a la corrección 
de la desventaja socioeconómica, el abordaje de 
los estereotipos, el estigma y la violencia contra las 
mujeres y el fortalecimiento del poder de acción, la voz 
y la participación de las mujeres. Este marco guía la 
identificación y la evaluación, en capítulos posteriores del 
Informe, de la serie de políticas económicas y sociales 
que pueden mejorar el disfrute de los derechos de las 
mujeres en relación con el trabajo y los cuidados (capítulo 
2), la protección social y los servicios sociales (capítulo 
3) y la macroeconomía (capítulo 4). El análisis de estas 
tres dimensiones puede servir para sentar las bases de 
una transformación duradera de las estructuras sociales 
y de las instituciones (familia, mercado, Estado) que 
actualmente dificultan el disfrute de los derechos de las 
mujeres.10  

La igualdad ante la ley es fundamental para la 
igualdad de género y los derechos de las mujeres. Las 
leyes que establecen la igualdad de derechos para 
hombres y mujeres constituyen una base para exigir 
y lograr la igualdad en la práctica. Son un punto de 
partida para la lucha política y cultural, establecen 
normas e incentivos para cambios de las normas y 
actitudes sociales, e inciden en los cambios en las 
políticas. Sería difícil encontrar un país del mundo que 
haya abordado con éxito la arraigada discriminación 
de género o racial sin una reforma constitucional o 
legislativa.11 Por tanto, no resulta sorprendente que 
los movimientos de defensa de las mujeres se hayan 
movilizado con tanta frecuencia para exigir cambios en 
las leyes.

AVANCES EN LA REFORMA JURÍDICA 

El avance en la consecución de los derechos civiles 
y políticos ha sido un logro clave de los movimientos 
feministas. En menos de un siglo, las mujeres han 

obtenido el derecho a votar y a presentarse a cargos 
públicos en prácticamente todos los países del mundo.12 
Este progreso también es evidente en otros ámbitos de 
la ley: desde 2014, 143 países garantizan la igualdad 
entre mujeres y hombres en sus constituciones; 132 han 
equiparado la edad mínima para contraer matrimonio 
(sin consentimiento de las y los progenitores) en 18 años 
o más, protegiendo a las niñas frente al matrimonio 
precoz; al menos 119 han aprobado leyes sobre 
violencia doméstica o están en proceso de hacerlo; y 
125 han aprobado o están en proceso de aprobar leyes 
para hacer más seguros para las mujeres el lugar de 
trabajo y el espacio público al prohibir el acoso sexual 
(véase la figura 1.1). 

Reforma del derecho de familia 
discriminatorio 
El avance hacia la igualdad ante la ley ha sido menos 
coherente en lo tocante al derecho de familia, también 
denominado ley sobre la situación personal. A menudo 
derivado de leyes tradicionales o religiosas, el derecho 

IGUALDAD ANTE LA LEY:  
AVANCES, RETROCESOS Y LIMITACIONES
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de familia tiene una importancia particular para las 
mujeres. Éste regula las jerarquías de género y de 
edad integradas en el seno de la “esfera privada” del 
hogar, dando forma a los derechos y obligaciones 
de las y los cónyuges en el matrimonio y el divorcio, 
la relación entre progenitoras y progenitores e hijas 
e hijos, la propiedad marital, la custodia o la tutela 
de los menores y la herencia. Estas leyes configuran 
las relaciones de poder entre mujeres y hombres, 
progenitoras, progenitores, hijas e hijos, y hermanas y 
hermanos. También tienen una incidencia directa en la 
capacidad de las mujeres para acceder a los recursos 
y tenerlos bajo su control.13 Es necesario reformar esta 
legislación y modificar las prácticas que las rodean, 
de manera que las mujeres puedan reivindicar 
derechos fundamentales de la individualidad. 

Los datos sobre la desigualdad entre mujeres y 
hombres en el derecho de familia que abarcan 71 
países a lo largo de un período de 30 años (1975-
2005) muestran que el progreso en esta esfera fue 
variado. Mientras que 18 países comenzaron el 
periodo con un derecho de familia completamente 
ajustado a la igualdad de género, otros 15 habían 
alcanzado esta meta en 2005.14 En consecuencia, 
para dicha fecha, de estos 71 países, en 33 de ellos las 
mujeres habían adquirido la igualdad de derechos 

en la familia, lo que les permite tomar decisiones 
sobre sus hijas e hijos y tener un empleo sin solicitar la 
autorización del cónyuge, por ejemplo. 

Los otros 38 países incluidos en el estudio no hicieron 
una transición completa hacia la igualdad de género 
para 2005. Algunos de ellos (como Marruecos,  la 
República de Corea y Turquía) iniciaron este período 
con amplias disposiciones discriminatorias, pero han 
registrado desde entonces avances significativos 
hacia un derecho de familia que contempla la 
igualdad de género. Sin embargo, hasta 2005 ocho 
países (Argelia, Bangladesh, Egipto, la República 
Islámica del Irán, Jordania, Malasia, el Pakistán y la 
Arabia Saudita) habían mantenido leyes altamente 
discriminatorias que, por ejemplo, confieren autoridad 
a los hombres sobre las mujeres en el matrimonio, 
otorgan a los hombres mayores derechos sobre la 
propiedad y limitan la capacidad de las mujeres para 
solicitar el divorcio.15 Estos países abarcan diferentes 
regiones, pero todos ellos aplican una interpretación 
conservadora del derecho de familia islámico. Sin 
embargo, en Marruecos, quienes defienden los 
derechos de las mujeres han podido promover 
amplias reformas del derecho de familia que apelan 
tanto a los preceptos islámicos como a los derechos 
humanos (véase el recuadro 1.1). 

Figura 1.1

Número de países con disposiciones exclusivas sobre derechos de las mujeres en 2014  
 La mayoría de los países cuentan actualmente con leyes sobre algunos aspectos fundamentales de los 

derechos de las mujeres
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Fuente: a. OCDE 2015. b. Análisis  de ONU Mujeres de los datos de la División de Estadística de las Naciones Unidas referentes a la edad mínima legalmente establecida para contraer 
matrimonio 2014b. c. ONU Mujeres 2015.

Nota: el número de países que han aprobado leyes sobre la violencia doméstica y de los que prohíben el acoso sexual incluyen aquellos en los que está previsto elaborar una legislación de este 
tipo, se encuentra en fase de proyecto de ley o se está revisando. La violencia doméstica es una forma específica de violencia de género que suele cometerse contra las mujeres. Se produce en 
las relaciones familiares e interpersonales y puede adoptar la forma de abuso físico, emocional o psicológico, sexual, financiero o económico. Puede consultarse una definición del concepto de 
acoso sexual en el anexo 3.
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En 2004, Marruecos revisó su derecho de familia islámico, el Moudawana, por efecto de una 
prolongada movilización del movimiento de los derechos de las mujeres.16 El activismo en favor de los 
derechos de las mujeres comenzó a manifestarse a comienzos de los años 90, poniendo en marcha una 
campaña comunitaria para la reforma del Moudawana que reunió más de un millón de firmas. En 1993 
se introdujeron reformas menores en el derecho de familia, aunque se rechazaron las modificaciones 
de gran calado. Los cambios en el liderazgo político a finales del decenio de 1990 (como la victoria de 
la oposición socialista y el acceso al trono del rey Mohamed VI) acrecentaron el apoyo a la liberalización 
política y la igualdad de género, permitiendo que se escucharan las demandas de las mujeres. 

Al mismo tiempo, el creciente respaldo público a los derechos de las mujeres provocó una reacción 
violenta por parte de grupos islamistas conservadores. Quienes defienden los derechos de las mujeres 
respondieron a este desafío estableciendo alianzas con otras fuerzas orientadas al cambio, participando 
en campañas de sensibilización pública y expresando sus reivindicaciones de formas que apelaban a los 
preceptos islámicos así como a los principios universales de los derechos humanos. La ley reformada de 
2004 sigue siendo fiel a los valores y tradiciones islámicos, aunque otorga nuevos derechos significativos. 
En especial, introduce el derecho de las mujeres a la toma de decisiones autónomas, aboliendo las 
nociones de tutela masculina y de obediencia debida de la esposa; establece una igualdad de derechos 
y de responsabilidades en la familia; y equipara y amplía los derechos de mujeres y de hombres a iniciar 
el procedimiento de divorcio. 

La reforma del Moudawana en 2004 allanó el camino para la modificación posterior de la ley. Aún más 
importancia tiene el hecho de que la Constitución de 2011 garantiza la igualdad entre mujeres y hombres, 
prohíbe todas las formas de discriminación contra las mujeres y exige al Estado que promueva los 
derechos de las mujeres en su totalidad. Aunque estos cambios trascendentales han sido bien recibidos, 
queda mucho por hacer para adaptar todas las leyes domésticas a los tratados internacionales de 
derechos humanos a los que el Estado marroquí se ha adherido, así como para garantizar que todos los 
grupos de mujeres se beneficien de la igualdad de protección ante la ley (véase la historia: Contar con 
las mujeres).

RECUADRO 1.1  
La acción colectiva de las mujeres allana el camino a la reforma jurídica en Marruecos

El poder de acción política es clave para la 
reforma del derecho de familia 
¿Cómo se explica el hecho de que algunos países hayan 
registrado avances significativos en la reforma jurídica, 
pero no otros? El análisis de datos de los 71 países 
sugiere que el poder de acción política de las mujeres, 
especialmente la influencia de los movimientos feministas 
autónomos, es un importante catalizador de la reforma 
del derecho de familia.17 Tanto en entornos autoritarios 
como democráticos, -quienes defienden los derechos de 
las mujeres han aprovechado las oportunidades políticas 
para llevar a cabo reformas jurídicas de ampliación de 
la igualdad, por medio de alianzas con otros agentes 
como representantes gubernamentales, legistas , políticas 
y políticos y especialistas en desarrollo. Sin embargo, 
no basta con la presión social; también debe existir 
receptividad al cambio por parte del Estado.

¿Qué factores determinan la disposición del Estado 
con respecto a la reforma del derecho de familia? 
El análisis revela que existe una estrecha asociación 
entre el carácter de la relación Estado-religión y el 
grado de igualdad de género. En aquellos países 
donde el Estado desempeña un papel activo en el 
mantenimiento de prácticas, doctrinas e instituciones 
religiosas, el derecho de familia tiende a discriminar 
a las mujeres. En contextos en los que las instituciones 
políticas y eclesiásticas se encuentran más separadas, 
el derecho de familia tiende a ser más igualitario. 
Con esto no se sugiere que las religiones sean 
inherentemente patriarcales, sino que lo son en un 
sentido histórico (como lo son la mayoría de las 
tradiciones seculares). La conclusión clave es que 
la doctrina religiosa tiene menos probabilidades de 
evolucionar y de adaptarse a las prácticas sociales 
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cambiantes cuando está sostenida por el Estado. En 
esos contextos, las interpretaciones patriarcales de la 
religión persisten, y resulta difícil reformar el derecho 
de familia. Los desafíos para las interpretaciones 
religiosas respaldadas por la legislación tienden 
a considerarse desafíos para la configuración 
institucional en su conjunto que comprometen al 
poder estatal y a la autoridad religiosa.18  

El legado histórico también influye en el alcance de la 
igualdad jurídica. Los países que experimentaron el 
dominio comunista a menudo cuentan con derechos 
de familia con igualdad de género debido a que los 
gobiernos comunistas promovían cambios en los roles 
de las mujeres para alentar el pleno empleo y para 
marginar la religión y las culturas tradicionales. El legado 
del colonialismo británico, en contraste, ha supuesto un 
obstáculo para la reforma, creando múltiples derechos 
de familia sobre la base de las identidades culturales de 
las comunidades agrupadas en Estados poscoloniales. 
La existencia de sistemas jurídicos plurales basados en 
la identidad cultural o religiosa puede plantear retos 
particulares para las mujeres que reclaman justicia.19   

Incluso allí donde se han logrado avances hacia 
la igualdad en el derecho de familia, mantenerlos 
puede resultar complicado en países donde las 
fuerzas conservadoras y los grupos extremistas que 
se oponen a la igualdad de género están ganando 
terreno. En países desarrollados y en desarrollo, 
estos grupos hacen un uso indebido de la religión, 
la tradición y la cultura para reformar las leyes, las 
instituciones estatales y las normas sociales, con el 
fin de restringir los derechos humanos de mujeres 
y niñas y de consolidar los roles estereotipados de 
género, tanto en la “esfera privada” como en la vida 
pública.20 Para resistir ante este retroceso y dejar 
claro que la cultura y la religión no pueden constituir 
una justificación para la violación de los derechos, 
son cruciales las alianzas entre quienes defienden los 
derechos de las mujeres y otras fuerzas afines, tanto 
si pertenecen al gobierno como a la sociedad civil 
nacional y mundial.

Otra esfera del derecho donde inciden las 
disposiciones consuetudinarias y religiosas es el 
de la propiedad de bienes y la herencia. Como 

Figura 1.2

Igualdad de género en las leyes sobre posesión de propiedades y sobre herencias, por región, 1990 y 2010 
  Se han registrado avances en algunas regiones, pero en otras las leyes de propiedad y de herencia 
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Nota: el indicador “igualdad de derechos de propiedad en el matrimonio” mide si existen diferencias basadas en el género en cuanto al derecho a poseer, administrar o disponer de las 
propiedades por parte de los hombres y mujeres casados. Sin embargo, el indicador no capta las diferencias en cuanto a la gestión de los derechos de propiedad en caso de divorcio. Por 
ejemplo, en varios países de la región MENA, las mujeres pueden tener propiedades dentro del matrimonio, pero su derecho de propiedad no es automático si se divorcian (véase UNICEF 2011a). 
La “igualdad (entre hijos e hijas) en materia sucesoria” se refiere a si existen diferencias basadas en el género en las normas de sucesión intestada (es decir, en ausencia de testamento) de cara a 
la transmisión de propiedades de madres y padres a hijas e hijos; y la “igualdad (del o la cónyuge superviviente) en materia sucesoria” significa que ambos cónyuges disfrutan de igual condición 
y derechos a la hora de heredar bienes en ausencia de testamento. Las regiones son las siguientes: CEECA (Europa Central y Oriental y Asia Central); Desarolladas (regiones desarrolladas); EAP 
(Asia Oriental y el Pacífico); LAC (América Latina y el Caribe); MENA (Oriente Medio y Norte de África); SA (Asia Meridional); SSA (África Subsahariana). Véanse las agrupaciones regionales de 
ONU Mujeres para la lista de países y territorios incluidos en cada región en el anexo 7.
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se muestra en la figura 1.2, se ha registrado 
un avance significativo entre 1990 y 2010 en la 
reducción de la discriminación jurídica contra 
las mujeres en lo tocante a su capacidad para 
heredar y poseer activos a su nombre; si bien este 
avance también ha sido irregular en las distintas 
regiones. Europa Central y Oriental, así como Asia 
Central y las regiones desarrolladas han eliminado 
las restricciones jurídicas sobre los derechos de 
propiedad de las mujeres. El progreso también 
ha sido destacado en América Latina y el Caribe. 
Los países del África Subsahariana, que iniciaron 
este período con el mayor número de restricciones 
jurídicas en comparación con otras regiones, han 
dado importantes pasos al eliminar las diferencias de 
género en el derecho a poseer bienes. En contraste, 
el avance en la reducción de las desigualdades de 
género en la legislación ha sido menos destacado en 
Oriente Medio, Norte de África y Asia Meridional.21  

Reforma de la condición jurídica de 
las mujeres en el trabajo, la licencia de 
maternidad y el cuidado infantil  
¿Qué sucede con los derechos jurídicos que dan 
forma al acceso de las mujeres a un trabajo 
remunerado y las políticas sobre igualdad de 
condiciones en el trabajo, la licencia de maternidad 
y paternidad y el cuidado infantil? Con base en un 
análisis de más de una decena de leyes y políticas 
que abarcan a 70 países a lo largo de tres decenios 
(1975-2005), un estudio más reciente traza el 
progreso desigual registrado también en estos 
ámbitos.22  

Durante este período se redujo el número de 
países con políticas que consolidan formalmente la 
discriminación entre los sexos en el lugar de trabajo 
(por ejemplo, prohibiendo a las mujeres ejercer 
determinados empleos, realizar trabajos nocturnos 

Figura 1.3

Porcentage de países que cuentan con disposiciones jurídicas y políticas, 1975-2005 
 Un número creciente de países ha introducido leyes y políticas para igualar la condición de las mujeres en el 

trabajo y para contemplar la licencia de maternidad y servicios de cuidado infantil
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Nota: basado en un estudio de las disposiciones legales y las políticas en 70 países. Las definiciones, la metodología y el tamaño muestral difieren de los datos utilizados en el anexo 3 (véanse las 
notas estadísticas en el anexo).a mide si existen leyes que prohíban la discriminación en el lugar de trabajo, por ejemplo en la contratación, la remuneración, la finalización de la relación laboral, 
el acceso a la capacitación y la igualdad de participación en sindicatos u órganos de gobernanza de la empresa.b mide si existe una política de guarderías a escala nacional o federal.
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u horas extraordinarias).23 En 1975 era muy habitual 
no tomar medidas para prohibir la discriminación. En 
2005 sucedía justo lo contrario: la mayoría de los países 
proscribían la discriminación en el lugar de trabajo 
(véase la figura 1.3). Por ejemplo, en 1975, solamente en 
torno a una tercera parte de los países había legislado 
a favor de la igualdad salarial; en 2005, la proporción 
había ascendido hasta el 86%.24   

De igual manera, como muestra la figura 1.3, ha 
crecido el número de países que ofrecen licencias 
de maternidad remuneradas a las mujeres que 
trabajan de manera asalariada y se ha registrado 
una ampliación notable de la licencia de paternidad.  
Asimismo, para 2005, más del 81% de los 70 países 
analizados tenía vigente una política de guarderías 
y un 43% se había comprometido a prestar ese 
servicio.25 

Como ha sucedido con el derecho de familia, los 
movimientos de mujeres han desempeñado una 
función esencial en el impulso de los derechos 
jurídicos de las mujeres al trabajo y en el trabajo. 
Las organizaciones de mujeres han tenido un 
protagonismo fundamental en la introducción 
de cambios con respecto al derecho legal de las 
mujeres al trabajo; por ejemplo, la prohibición de 
la discriminación o el fomento de la igualdad en la 
contratación y la promoción. Los niveles generales 
de ingreso fueron un factor importante para la 
adopción de las disposiciones relativas a la licencia de 
maternidad y de paternidad: sin ingresos adecuados, 
es improbable que los países adopten una licencia de 
maternidad remunerada financiada por el Estado.26 
Los movimientos de mujeres también han influido 
en el desarrollo de políticas de cuidado infantil, una 
cuestión en la que se han aliado con partidos políticos 
con un programa redistributivo. 

DESIGUALDADES PERSISTENTES EN LA 
PRÁCTICA

Las brechas persisten, aunque en muchos países 
los obstáculos jurídicos que impiden a las mujeres 
disfrutar de las mismas oportunidades y carreras 
que los hombres parecen haber disminuido. No 
obstante, sigue registrándose una segregación de 
género muy extendida que arrincona a las mujeres 
en los segmentos peor remunerados del mercado 
laboral. En el hogar y la comunidad, las mujeres 
y las niñas siguen asumiendo la mayor parte del 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado. 
Las desigualdades de género relativas a los 
ingresos obtenidos, la riqueza, el uso del tiempo 

y la seguridad social, documentadas en detalle 
en los capítulos 2 y 3, indican claramente que 
existe un problema serio: ¿por qué la “igualdad 
de oportunidades” no se traduce en resultados 
equitativos? Es altamente improbable que las 
mujeres como grupo hayan elegido de manera 
deliberada y coherente medios de vida peor 
remunerados.27 E incluso aunque mujeres y hombres 
hubieran “elegido libremente” unas opciones 
de sustento diferentes, ¿por qué las actividades 
económicas elegidas habitualmente por las mujeres 
llevan aparejada de manera sistemática una 
valoración más reducida en el mercado laboral que 
las elegidas por los hombres?28   

Normas sociales discriminatorias
Incluso en los países donde se han instrumentado 
leyes sobre igualdad de género, las desigualdades 
de poder entre mujeres y hombres, así como los 
estereotipos de género y las normas sociales 
discriminatorias están profundamente arraigadas. 
En algunos contextos, las prácticas y las estructuras 
patriarcales limitan la capacidad de las mujeres 
para encontrar un trabajo remunerado, o incluso 
atención sanitaria, y para participar en la vida 
política y social. Los estereotipos de género 
refuerzan las normas de desigualdad entre los 
sexos, como la devaluación continuada del “trabajo 
de las mujeres” o la creencia de que mujeres y 
hombres deben ser confinados a roles sociales 
limitados y segregados.29  

En el mercado laboral, los estereotipos sobre 
ocupaciones aptas para mujeres y hombres sirven 
para mantener la división del trabajo en función 
del género. Las mujeres y los hombres jóvenes 
que acceden a empleos asociados con el sexo 
opuesto se arriesgan al menosprecio o al ridículo. 
Las mujeres que trabajan en sectores dominados 
por hombres pueden ver su trabajo devaluado y 
su competencia cuestionada. Esto, por su parte, 
puede afectar a sus perspectivas de lograr una 
promoción o un aumento salarial.30 Los hombres 
cuentan con escasos incentivos para aceptar 
ocupaciones dominadas por las mujeres, dado que 
esos empleos a menudo están peor remunerados 
que otros equivalentes en los que se registra un 
dominio masculino.31 Estos estereotipos influyen 
inevitablemente en las elecciones de mujeres y de 
hombres, también cuando la legislación contempla la 
“igualdad de oportunidades”. 

De manera más amplia, las normas sociales 
habitualmente presuponen que las mujeres asumirán 
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la responsabilidad principal de las tareas domésticas 
y del cuidado de las hijas y los hijos y de otros 
miembros de la familia. Esto limita su participación 
en el mercado laboral en comparación con los 
hombres, o las limita a empleos de baja calidad y 
peor remunerados y a medios de vida que pueden 
ser “reconciliados” con un empleo no remunerado, 
aunque a menudo con un costo muy elevado para las 
propias mujeres. 

El poder de las normas sociales es tal que en 
ocasiones las mujeres no reivindican sus derechos 
jurídicos debido a la presión sobre ellas para 
ajustarse a las expectativas sociales. Por ejemplo, 
incluso cuando las mujeres pueden heredar 
legalmente tierras de manera equitativa con respecto 
a los hombres, una mujer puede renunciar a ese 
derecho para mantener buenas relaciones con sus 
hermanos, de cuyo apoyo podría depender en caso 
de litigio conyugal, viudez o necesidad económica. 
Esta práctica es frecuente en muchas partes de Asia 
Meridional, especialmente cuando las mujeres se 
casan y se trasladan muy lejos de las aldeas en las 
que nacieron.32 

En 2005, la India dio un gran paso al modificar la 
Ley de Sucesión Hindú (1956) para otorgar a hijas y 
a hijos una proporción equitativa de la herencia de 
tierras agrícolas a escala nacional. En la práctica, 
varios factores han impedido la aplicación de estas 
disposiciones sobre el terreno. Entre ellos figuran 
la oposición de los hermanos a que sus hermanas 
hereden tierras paternas, la creencia de que la dote 
constituye la participación de la hija en la propiedad 
de su familia natal, los complicados sistemas 
administrativos y la comprensión fragmentaria de 
sus derechos jurídicos por parte de las mujeres.33 
Incluso aunque la mayor parte de las mujeres 
asegura querer heredar tierras, muestra su renuencia 
a contrariar a su familiar de origen, especialmente a 
sus hermanos. 

Para abordar las lagunas en la aplicación de esta 
importante ley son necesarios múltiples esfuerzos 
en distintos niveles: se necesitan campañas dirigidas 
a mejorar el conocimiento por parte de las mujeres 
de sus derechos fundamentales y para suprimir 
las normas sociales discriminatorias; asimismo, es 
necesario simplificar los procedimientos jurídicos 
y formar al funcionariado público para mejorar 
su capacidad de respuesta a los derechos de las 
mujeres a la tierra. Las medidas de creación de 

empleo y de protección social también ayudarán a 
reducir la dependencia de las mujeres de las redes 
familiares para obtener seguridad económica.

Limitaciones estructurales
El hecho de que las mujeres tengan garantizado 
su acceso a la tierra no siempre se traduce en 
medios de vida remunerados, debido a las diversas 
restricciones estructurales a las que deben hacer 
frente. También la agricultura de subsistencia 
precisa de determinado capital para comprar 
semillas y utensilios, pero una actividad de cultivo 
comercial más remunerada requiere desembolsos 
más generosos. Las investigaciones en el África 
Subsahariana indican que las sumas de dinero 
necesarias para lograr que la agricultura sea viable 
se sitúan fuera del alcance de muchas campesinas. 
Como añadido, las mujeres deben enfrentarse a 
obstáculos para su participación en los mercados 
(véase el capítulo 2).34   

La obtención de resultados equitativos gracias a 
una legislación sobre igualdad de derechos resulta 
especialmente complicada para las trabajadoras 
pobres y para las pertenecientes a grupos indígenas 
y a minorías étnicas. La falta de conocimiento de 
sus derechos y las barreras sociales pueden impedir 
que estas mujeres puedan seguir denunciando su 
situación dentro del sistema de justicia formal.35 Por 
ejemplo, las mujeres dalit pobres del estado indio 
de Uttar Pradesh tienen más probabilidades de 
sufrir abusos por parte de quienes prestan servicios, 
o de ser presionadas para pagar sobornos, que 
las mujeres más ricas o de casta superior. En 
tales casos, raramente se presentan denuncias 
debido al miedo a la victimización y a abusos 
posteriores.36 De igual manera, las trabajadoras 
domésticas migrantes se enfrentan habitualmente 
a vulneraciones de sus derechos en el trabajo. Sin 
embargo, las leyes laborales nacionales a menudo 
las excluyen de su cobertura y la legislación sobre 
residencia estipula que deben ser respaldadas 
por sus empleadoras y empleadores. Los costos 
financieros, las barreras lingüísticas y las actitudes 
discriminatorias en el seno del poder judicial 
también impiden este recurso a la justicia.37  

En la esfera política, la igualdad de derechos de 
las mujeres para votar y para aspirar a cargos 
políticos está reconocida actualmente en la mayor 
parte de los países. Sin embargo, la eliminación 
de las barreras formales no garantiza que esa 

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   34 6/12/15   2:23 PM



35

El sistema internacional de derechos humanos en 
general, y la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer 
(CEDAW) en particular, reconocen las limitaciones 
de la igualdad formal a la hora de garantizar la 
igualdad en la práctica. Dentro del sistema de 
derechos humanos y sus tratados asociados se 
favorece intensamente el hecho de ir más allá de 
la igualdad formal y de la disposición relativa a la 
“igualdad de trato”. 

El concepto de igualdad sustantiva ha sido promovido 
en tratados fundamentales de derechos humanos 
para capturar una interpretación más amplia: la 
de que la desigualdad puede ser estructural y la 
discriminación, indirecta; la de que la igualdad debe 
ser entendida en relación con resultados como las 
oportunidades; y la de que puede ser necesario el 
“trato diferente” para lograr la igualdad en la práctica 
(véase el recuadro 1.2). Mientras que la igualdad 
formal se refiere a la adopción de leyes y políticas 

que traten a los hombres y las mujeres por igual, la 
igualdad sustantiva concierne a los resultados de 
dichas leyes y políticas: “conseguir no que mantengan, 
sino que alivien la situación desfavorable de suyo que 
sufren ciertos grupos”.40  

El concepto de igualdad sustantiva surgió del 
reconocimiento de que, debido al legado de 
desigualdades históricas, desventajas estructurales, 
diferencias biológicas y sesgos en el modo en que la 
legislación y las políticas se aplican en la práctica, la 
igualdad formal no es suficiente para garantizar que 
las mujeres sean capaces de disfrutar de los mismos 
derechos que los hombres. Para lograr la igualdad 
sustantiva, en consecuencia, es necesario abordar 
tanto la discriminación directa como la indirecta. Para 
alcanzarla también es necesario adoptar medidas 
específicas que corrijan las desventajas de las mujeres 
y, a largo plazo, la transformación de las instituciones y 
las estructuras que refuerzan y reproducen relaciones 
de poder desiguales entre mujeres y hombres. 

LA IGUALDAD SUSTANTIVA EN LOS 
MARCOS DE DERECHOS HUMANOS

“igualdad de oportunidades” vaya a convertirse en 
real.38 Las mujeres siguen estando excluidas de los 
cargos públicos por las actitudes discriminatorias y 
por las redes masculinas en el colectivo político, por 
la falta de financiación para llevar a cabo campañas 
electorales y por las responsabilidades familiares que 
colisionan con las horas de trabajo obligatorias en 
las instituciones políticas. En reconocimiento de estas 
limitaciones, son muchos los países desarrollados y en 

desarrollo que han adoptado cuotas para incrementar 
la representación de las mujeres.39

La idea de que son necesarias medidas especiales 
para superar las desventajas que enfrentan las 
mujeres puede trasladarse con éxito a otros ámbitos. 
En efecto, la necesidad de medidas como esas para 
lograr la igualdad está reconocida desde hace mucho 
en el sistema internacional de derechos humanos.
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El artículo 1 de la CEDAW supone un primer paso hacia el concepto de igualdad sustantiva en su 
definición integral de “discriminación contra la mujer”: 

La expresión “discriminación contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en 
el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil 
o en cualquier otra esfera.41

Esta definición fundacional prohíbe el trato discriminatorio (discriminación directa) así como los 
resultados discriminatorios (discriminación indirecta); también impide la discriminación tanto 
intencionada como no intencionada.42  

La necesidad de abordar la igualdad de resultados está claramente indicada en el artículo 3 de la 
Convención, que obliga a los Estados partes a adoptar todas las medidas apropiadas 

para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el 
goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre. 

Este énfasis en la igualdad de resultados se trata con más detenimiento en la Recomendación General 
núm. 25 del Comité de la CEDAW sobre medidas especiales de carácter temporal, que recalca la 
insuficiencia de un “enfoque puramente jurídico o programático” para “alcanzar de facto la igualdad 
con los hombres, que el Comité interpreta como igualdad sustantiva”.43 De igual manera, el Comité que 
supervisa la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), 
indica que la “igualdad sustantiva se ocupa, además, de los efectos de las leyes, las políticas y las 
prácticas, así como de garantizar que no mantienen, sino que más bien alivian, la desventaja inherente 
experimentada por grupos específicos”.44 

RECUADRO 1.2 
La igualdad sustantiva según se define en el sistema de derechos humanos 

Abordaje de la discriminación indirecta
La Recomendación General núm. 25 referida a 
medidas especiales de carácter temporal del 
Comité de la CEDAW prohíbe de manera explícita la 
discriminación indirecta “que puede darse cuando 
las leyes, las políticas y los programas se basan en 
criterios que aparentemente son neutros desde el punto 
de vista del género pero que, de hecho, repercuten 
negativamente en la mujer”. 

Las leyes, las políticas y los programas que son 
neutros desde el punto de vista del género pueden, 
sin proponérselo, perpetuar las consecuencias 

de la discriminación pasada. Pueden elaborarse 
tomando como ejemplo, de manera inadvertida, 
estilos de vida masculinos y así no tener en cuenta 
aspectos de la vida de la mujer que pueden diferir 
de los del hombre. Estas diferencias pueden existir 
como consecuencia de expectativas, actitudes y 
comportamientos estereotípicos hacia la mujer 
que se basan en las diferencias biológicas entre los 
sexos. También pueden deberse a la subordinación 
generalizada de la mujer al hombre.45 

En otras palabras, “cualquier trato que tenga 
por objeto o por resultado reducir o anular el 
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reconocimiento, el disfrute o el ejercicio por las 
mujeres de sus derechos humanos y libertades 
fundamentales constituye discriminación, incluso 
cuando no sea en forma intencional”.46 Por tanto, 
incluso cuando los resultados desiguales no pueden 
ser atribuidos a actos conscientes particulares, esto no 
significa que no se esté produciendo la discriminación. 
Esto contrasta con una interpretación limitada de 
la discriminación como los actos intencionados de 
personas, lo que sugiere que si no existe intención no 
puede haber discriminación. 

Un ejemplo son las medidas de austeridad adoptadas 
desde 2010 en muchos países de todo el mundo para 
reducir los déficits presupuestarios. No tienen como 
objetivo específico dañar a un grupo concreto, pero 
las pruebas disponibles sugieren que dichas medidas 
están intensamente sesgadas contra los hogares de 
ingresos bajos, y especialmente contra las mujeres 
en el seno de esos hogares.47 En el examen periódico 
universal del Consejo de Derechos Humanos de 
enero de 2015, por ejemplo, España fue criticada 
por sus pares debido a las duras repercusiones de 
sus medidas de austeridad, especialmente sobre las 
mujeres, las personas migrantes, las personas con 
discapacidad y las niñas y los niños.48 El concepto de 
discriminación indirecta sirve para hacer hincapié en 
el modo en que políticas o prácticas aparentemente 
“neutras” pueden acarrear desventajas para algunos 
grupos debido a las desigualdades estructurales e 
históricas.

La necesidad de medidas especiales de 
carácter temporal
La CEDAW también deja claro que puede ser 
necesario un trato no idéntico que tenga como 
objetivo abordar las desventajas de las mujeres, 
con el fin de facilitar la consecución de la igualdad 
sustantiva entre los géneros.49 La idea de “igualdad 
de trato” no es suficiente para alcanzar la igualdad 
sustantiva y la no discriminación también está 
reconocida por otros tratados de derechos humanos, 
como la Convención sobre la eliminación de la 
discriminación racial (CERD), que recomienda la 
aplicación de “medidas especiales” (artículo 1). 

El apartado 1 del artículo 1 de la CEDAW fomenta el 
uso de “medidas especiales de carácter temporal”, 
encaminadas a “acelerar la igualdad de facto entre 
el hombre y la mujer” poniendo remedio a los efectos 
de la discriminación pasada o presente contra las 
mujeres y promoviendo los cambios estructurales, 
sociales y culturales necesarios para alcanzar la 
igualdad sustantiva de las mujeres. El Comité de la 

CEDAW ha aclarado que estas medidas no deben 
ser consideradas necesarias de manera permanente, 
aunque el significado de “temporal” pueda, de hecho, 
implicar la aplicación de dichas medidas durante un 
período prolongado. El Comité explica asimismo que 
dichas medidas pueden ser suspendidas cuando los 
resultados previstos se hayan alcanzado y mantenido 
durante un tiempo.50  

Para hacer posible la igualdad en el disfrute de los 
derechos, los Estados deben adoptar medidas positivas 
para eliminar todas las formas de discriminación 
contra las mujeres, incluida la discriminación estructural 
e indirecta. Para lograrlo pueden basarse en los 
fundamentos de la igualdad formal, pero también 
será necesario ir más allá para garantizar que la 
repercusión de las leyes, las políticas y las prácticas 
corrija la desventaja que experimentan las mujeres. 

¿QUIÉN TIENE LA OBLIGACIÓN DE 
DEFENDER LOS DERECHOS ECONÓMICOS 
Y SOCIALES DE LAS MUJERES?

Además de la CEDAW, que es un punto de referencia 
esencial para comprender el significado de la 
igualdad de género, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) 
y el trabajo del comité que supervisa su trabajo, son 
asimismo fundamentales para comprender y tratar 
los derechos económicos y sociales de las mujeres.51 El 
Pacto abarca en gran profundidad la realización de 
los derechos económicos y sociales. Específicamente 
trata los derechos al trabajo y a condiciones laborales 
justas y favorables (artículos 6 y 7), cuya realización 
se analiza de manera detallada en el capítulo 2 de 
este Informe. El Pacto también incluye el derecho a 
la seguridad social y a un nivel de vida adecuado 
(artículos 9 y 11), que se aborda en el capítulo 3. 
En varios de sus artículos, el Pacto hace referencia 
específica a los derechos de las mujeres, como a 
la igualdad salarial (artículo 7) y a la licencia de 
maternidad remunerada (artículo 10). 

El sistema internacional de derechos humanos 
aclara las obligaciones de los Estados de respetar, 
proteger y realizar los derechos humanos.52 La 
obligación de respeto exige dejar de interferir, directa 
o indirectamente, en el disfrute de los derechos 
humanos. La obligación de protección requiere 
adoptar medidas que impidan que terceros como 
otras personas o el sector privado interfieran en el 
disfrute de los derechos. Finalmente, la obligación de 
cumplimiento les exige adoptar medidas apropiadas 
para la plena realización de los derechos. 
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Así pues, los Estados tienen una función proactiva 
como árbitros de los derechos sociales y económicos. 
Por ejemplo, si los servicios de salud son prestados 
por terceros como proveedores privados, como 
sucede con frecuencia, el Estado debe regular a esos 
agentes para garantizar que no se ponga en peligro 
la disponibilidad, la accesibilidad, la aceptabilidad 
(incluida la asequibilidad) y la calidad de la atención 
sanitaria. Siguiendo la misma lógica, el Estado 
tiene la obligación de regular la conducta de las 
y los empleadores con el objetivo de garantizar la 
realización de los diversos derechos reconocidos a 

las trabajadoras y los trabajadores. La obligación 
de cumplimiento significa que cuando los individuos 
no pueden realizar su derecho, por ejemplo, a la 
seguridad social a través del sistema contributivo 
vigente, por motivos que escapan a su control, 
entonces el Estado tiene la obligación de establecer 
planes no contributivos u otras formas de apoyo 
social para asegurar que toda la ciudadanía pueda 
disfrutar de su derecho.53 El recuadro 1.3 describe 
otras obligaciones clave del Estado con respecto a los 
derechos económicos y sociales, que se analizan más 
detalladamente en el capítulo 4.

El PIDESC enumera una serie de obligaciones que los Estados deben cumplir para realizar los derechos 
especificados en el tratado. Según el apartado 1 del artículo 2, todos los Estados partes deben 
adoptar medidas “tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 
especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr 
progresivamente la plena efectividad de los derechos” reconocidos en el Pacto.  

Aunque las medidas para realizar los derechos económicos, sociales y culturales pueden ser 
adoptadas de manera progresiva, los Estados deben aplicar el máximo de los recursos disponibles 
para avanzar tan rápido como resulte posible, recurriendo para ello tanto a recursos nacionales como 
internacionales.54 Las relatorías especiales de las Naciones Unidas han aclarado la importancia de la 
tributación a este respecto, subrayando la necesidad de ampliar la base imponible, enfrentar los abusos 
tributarios, reevaluar la contribución de las corporaciones y garantizar el uso sostenible de los ingresos 
generados a partir de los recursos naturales.55 

Según el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), los Estados partes 
tienen la obligación fundamental de garantizar la satisfacción de, cuando menos, niveles mínimos 
indispensables de cada uno de los derechos.56 La disposición de niveles mínimos indispensable es una 
obligación inmediata. Se trata de un complemento perfecto para la CEDAW: aclara que no solamente 
importan las lagunas relativas al disfrute de los derechos, sino también el nivel de dicho disfrute. 
También significa que el Estado tiene la obligación de dar prioridad a los derechos de la población 
más pobres y más vulnerables, especialmente en relación con los niveles mínimos indispensables de 
alimentos, educación y salud.57 Incluso en épocas de restricciones severas de los recursos, los Estados 
deben garantizar el respeto de los derechos de los grupos vulnerables.58  

RECUADRO 1.3 
Obligaciones del Estado en virtud del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (PIDESC): ¿responsabilidad en qué sentido?
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Los Estados también deben proteger frente al retroceso deliberado (o reincidencia); por ejemplo, 
frente a recortes del gasto en servicios públicos que son cruciales para la realización de los derechos 
económicos y sociales, o a recortes de tributos que son necesarios para financiar esos servicios.59 Incluso 
en un contexto de crisis económica, los gobiernos deben aplicar estos principios.60 

Otra obligación inmediata es garantizar la no discriminación en el disfrute de los derechos económicos, 
sociales y culturales.61 Esto significa que las medidas adoptadas por un Estado para realizar 
progresivamente estos derechos deben ser no discriminatorias tanto en su formulación política como en 
sus repercusiones. 

Finalmente, el derecho de las personas a participar es un “componente integral” de cualquier política o 
práctica que persiga cumplir la obligación estatal de garantizar la igualdad de derechos de mujeres y 
de hombres para el disfrute de todos los derechos humanos.62  

Ampliación de la red de rendición de 
cuentas 
En virtud de la legislación internacional sobre derechos 
humanos, los Estados son los principales responsables 
de la protección y la realización de los derechos de 
quienes se hallan bajo su jurisdicción. A escala nacional, 
todos los ministerios se ocupan de los derechos 
humanos (no solamente a la Salud, Educación, Vivienda 
y Empleo, sino también los de Economía, Planificación, 
Comercio y Finanzas), así como los gobiernos locales, 
municipales y regionales.

Sin embargo, en la economía mundial actual, cada 
vez más integrada y en la que los Estados también 
experimentan una descentralización política y 
externalizan la prestación de servicios públicos y otras 
funciones, la responsabilidad estatal en relación con 
los derechos humanos se engloba en “una mayor red 
de rendición de cuentas”.63 Esta red comprende no 
solamente el abanico de organismos estatales que 
operan a distinta escala, sino también el sector privado, 
otros gobiernos y organizaciones internacionales. 

Los agentes no estatales son responsables ante la 
ciudadanía del modo en que sus acciones afectan 
la realización de los derechos humanos, incluidos 
los derechos sociales y económicos. Esto se aplica 
en particular al sector privado, que desempeña una 
función importante en el desarrollo económico y en la 
generación de empleo.  

El recurso a la “responsabilidad social corporativa” 
(RSC), y más tarde a la rendición de cuentas 

corporativa, forma parte de una respuesta no 
solamente a las anomalías del mercado, sino también 
a “la incapacidad, percibida o real, de los gobiernos, 
particularmente en países en desarrollo, para ser 
agentes eficaces de regulación y desarrollo, y para 
proporcionar productos y servicios esenciales”.64 
El programa de responsabilidad corporativa ha 
evolucionado considerablemente a lo largo de los 
dos últimos decenios para abarcar un mayor número 
de empresas y sectores, así como un conjunto de 
cuestiones más amplio, como los derechos laborales, y 
también para buscar el compromiso de los sindicatos 
y otras organizaciones de la sociedad civil junto a las 
empresas.65    

No obstante, el porcentaje de empresas implicadas 
todavía es bajo, y las iniciativas de RSC son más 
frecuentes en sectores donde existe una preocupación 
por el “riesgo para la reputación” entre las y los 
consumidores de países desarrollados (por ejemplo: 
juguetes, productos electrónicos u hortícolas, 
etc.). Existe el riesgo que de que iniciativas bien 
intencionadas generen “enclaves de buenas prácticas” 
que tengan escasos vínculos con el resto de la 
economía.66 Las iniciativas en curso para mejorar la 
rendición de cuentas corporativa no deben desviar 
la atención de la necesidad de introducir mejoras en 
la regulación y la aplicación en todos los sectores, 
no solamente en aquellos que producen con fines de 
exportación.67 

Las evaluaciones de los efectos a largo plazo de 
las iniciativas voluntarias del sector privado acerca 
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de las condiciones laborales señalan algunas 
repercusiones positivas en términos de salud y 
seguridad de las y los trabajadores, pago de salarios 
mínimos y reducción de las horas extraordinarias 
desproporcionadas, pero otras mucho más débiles 
en términos de igualdad de género, discriminación 
salarial y libertad de asociación.68 Por otra parte, 
las ventajas suelen limitarse a la plantilla regular y 
fija, y no incluyen a la mano de obra esporádica, 
especialmente el gran número de trabajadoras 
temporales y por contrato que trabajan con varios 
grados de separación de las empresas matrices.69 
Pero la autorregulación voluntaria es más vulnerable 
a las críticas debido a su historial de ejecución.70 Las 
iniciativas de RSC en marcha no están en condiciones 
de garantizar que las empresas cumplan las normas 
de derechos humanos establecidas. En particular, 
carecen de la capacidad para imponer sanciones 
eficaces o estipular las medidas correctivas y 
reparadoras apropiadas.71

Estos fallos quedaron claramente de manifiesto 
en 2013 con el derrumbe de la fábrica de Rana 
Plaza en Bangladesh, donde fallecieron más de 
mil trabajadoras y trabajadores. Tras varios años 
de iniciativas voluntarias para mejorar las cadenas 
de valor mundiales de ropa, este desastre impulsó 
finalmente medidas más enérgicas como el Acuerdo 
vinculante sobre incendios y seguridad en los edificios 
de Bangladesh, que responsabiliza jurídicamente a 
las empresas de velar por la seguridad de las fábricas 
(véase la historia: Resurgir de las cenizas). Entretanto, 
a escala mundial, el respaldo en 2011 del Consejo de 
Derechos Humanos a los Principios rectores sobre 
las empresas y los derechos humanos,72 que afirman 
que las empresas comerciales tienen como mínimo la 
obligación de respetar todos los derechos humanos en 
sus operaciones en aplicación de una norma de “no 
causar daño”, representa un avance prometedor que 
puede reforzar la responsabilidad de las empresas en 
materia de derechos humanos.

Las acciones u omisiones de las corporaciones 
transnacionales, las instituciones financieras 
internacionales y regionales, los bancos multilaterales 
de desarrollo, las agencias de calificación crediticia 
y las fundaciones privadas pueden limitar el espacio 
político para que los Estados cumplan sus obligaciones 
en materia de derechos humanos. Por otra parte, las 
desigualdades mundiales implican que las acciones 
y omisiones de los Estados más poderosos tienen 
repercusiones adversas sobre la capacidad de los 
Estados más pequeños y menos poderosos para cumplir 
sus obligaciones en materia de derechos humanos. 

En 2013, los países de ingresos altos solamente 
representaban el 18% de la población mundial, pero 
generaban el 70% de los ingresos mundiales.73 La 
falta de regulación por parte de los países ricos de los 
volátiles flujos financieros, que desencadenaron la crisis 
financiera de 2008, no solamente hundió sus propias 
economías en la recesión sino que también tuvo efectos 
colaterales en el resto del mundo. Los déficits fiscales 
generados por la crisis han llevado tanto a los países 
en desarrollo como a los desarrollados a recortar el 
gasto público de carácter social, lo que amenaza con 
incrementar la pobreza y la desigualdad de género.74 
Así pues, es necesario un conjunto de principios sobre 
las obligaciones extraterritoriales que contemple 
normas para hacer responsables a gobiernos, 
instituciones financieras internacionales, organizaciones 
intergubernamentales y corporaciones transnacionales 
de las acciones que afectan a la realización de los 
derechos en todo el mundo. Esta cuestión se examina 
de manera más pormenorizada en el capítulo 4.

En reconocimiento de las transformaciones que se 
están produciendo en el interior, por encima y por 
debajo del Estado, ha comenzado a emerger una 
interpretación multidimensional de la responsabilidad 
en materia de derechos humanos.75 Aunque genera 
niveles de rendición de cuentas más complejos, los 
Estados siguen siendo los principales responsables y 
deben crear las condiciones para que las personas, 
bajo su jurisdicción efectiva, puedan disfrutar de sus 
derechos, incluidos los derechos económicos y sociales.       

EXIGENCIA DE RESPONSABILIDADES EN 
EL ÁMBITO DE LOS DERECHOS DE LAS 
MUJERES

El concepto de igualdad sustantiva se fundamenta en 
un Estado propicio, que tenga la obligación positiva 
de proteger y realizar los derechos. Pero ¿cómo es 
posible hacer realidad estos principios para que 
definan la actuación del Estado sobre el terreno? 
Algunos hablarán aquí de paradoja: los Estados, que 
son vistos como los principales responsables y garantes 
de los derechos, pueden carecer de la capacidad o 
de la voluntad política necesarias para proteger y 
promover los derechos. Y lo que es peor, con frecuencia 
vulneran los derechos de los grupos sociales más 
desfavorecidos. El proceso de traducción (de los 
derechos en políticas y de estas en cambios reales 
en la vida de las mujeres) ha sido extremadamente 
desigual en todo el mundo.76 ¿Cómo pueden utilizarse 
los derechos humanos para crear un tipo de Estado que 
respete, proteja y cumpla los derechos humanos, y los 
derechos de las mujeres en particular?
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Los mecanismos internacionales de derechos 
humanos pueden ser muy útiles para recordar a 
los Estados sus obligaciones para con las mujeres. 
Por ejemplo, en sus Observaciones Finales sobre el 
Reino Unido, el Comité de la CEDAW manifestó su 
preocupación acerca del modo en que las medidas 
de austeridad adoptadas por el Gobierno habían 
conducido a “recortes severos en la financiación de 
organizaciones que prestan servicios sociales a las 
mujeres”, así como por los recortes presupuestarios 
en el sector público que “afectan a las mujeres de 
manera desproporcionada, debido a su concentración 
en este sector”.77  

La realización de los derechos humanos en ocasiones 
es vista como contingente en un marco democrático, 
al ser sus condiciones mínimas el derecho universal 
a participar en las elecciones como votantes y 
representantes, comicios regulares y libres, la libre 
asociación y la libertad de medios de comunicación.78 
Sin embargo, en la práctica la relación entre el 
activismo en pro de los derechos y la democracia 
funciona de un modo más complejo.79    

En primer lugar, el activismo a favor de los derechos 
humanos a escala mundial ha cosechado un éxito 
tan notable que incluso los Estados que no son 
formalmente democráticos han firmado al menos 
algunos tratados de derechos humanos. Esto genera 
la posibilidad para las y los defensores de poner 
en marcha campañas favorables a medidas que 
apoyen la realización de los derechos de las mujeres, 
incluso en sistemas políticos no democráticos o 
escasamente democráticos. Por ejemplo, en el 
proceso de recopilación por parte de los Estados de 
sus informes nacionales para el Comité de la CEDAW, 
quienes defienden los derechos de las mujeres tienen 
la oportunidad de elaborar sus propios informes 
paralelos, formular observaciones sobre el informe 
oficial del gobierno y reclamar una mayor atención 
en las políticas. El activismo ha empleado este 
proceso y los compromisos de los gobiernos en virtud 
de la CEDAW para obtener cambios positivos para 
los derechos de las mujeres: desde la reforma del 
derecho de familia en Fiji en 2003 y el de Marruecos 
en 2004 (véase el recuadro 1.1) hasta la extensa 
campaña por una legislación contra el acoso sexual 
en la India, que finalmente logró su objetivo en 2012.80  

Esto no quiere decir que la sociedad civil no se 
enfrente a grandes desafíos cuando la libertad 
de expresión y de asociación y el derecho a la 
información presentan debilidades, y cuando los 
mecanismos para hacer responsables a los gobiernos 
de la vulneración o de la realización inadecuada de 

los derechos son escasos o inexistentes. Los derechos 
civiles y políticos son fundamentales si se quiere que 
existan y se desarrollen las condiciones necesarias 
para la rendición de cuentas.81 Pero incluso cuando 
los sistemas políticos nacionales no son formalmente 
democráticos, pueden darse formas localizadas 
de organización; por ejemplo, derechos laborales, 
derechos sociales o derechos civiles y políticos 
de las mujeres. La promoción de los derechos no 
debe esperar a que exista un régimen plenamente 
democrático para emerger. De hecho, el proceso de 
reivindicación de los derechos puede contribuir al 
desarrollo de la responsabilidad estatal en materia de 
derechos de las mujeres.82 

En segundo lugar, incluso en entornos formalmente 
democráticos, puede que la idea de los derechos 
humanos no sea acogida de manera entusiasta 
por toda la ciudadanía. La lucha por los derechos 
humanos a menudo ha debido hacer frente a dos 
importantes conjuntos de desafíos: uno es que 
los Estados pueden tener poca responsabilidad, 
o ninguna, especialmente para con los grupos 
sociales desfavorecidos o pobres; y el otro es que las 
desigualdades (de género, raza, clase, origen étnico e 
identidad social) pueden haberse normalizado de tal 
manera que no sean percibidas como injustas, ni tan 
siquiera por parte de quienes están más subordinados 
o de quienes más sufren la discriminación.83  

La importancia de la acción colectiva de 
las mujeres
La presencia de organizaciones de mujeres puede 
cambiar las cosas de manera significativa en estos 
dos frentes, legitimando las preocupaciones sobre 
los derechos de las mujeres en la esfera de la 
formulación de políticas públicas, colocando en la 
agenda pública inquietudes ocultas hasta el momento 
o que se consideraban “privadas”, como la vulneración 
de los derechos sexuales y reproductivos de las 
mujeres, y fomentando la capacidad de quienes 
experimentan múltiples formas de discriminación 
para tomar parte en iniciativas de promoción que se 
hagan eco de su experiencia.84 Esto resulta evidente 
en el trabajo de base de las organizaciones no 
gubernamentales  y las organizaciones de mujeres en 
suburbios urbanos, aldeas rurales y comunidades de 
migrantes marginadas, cuyo objetivo es generar unas 
condiciones propicias para que las mujeres se reúnan 
y debatan sobre su situación y sus restricciones, 
y canalizar sus recomendaciones sobre cómo les 
gustaría mejorar las cosas.    

De hecho, la pertinencia de los derechos humanos no 
reside exclusivamente en la forma en que se utilizan 
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para inspirar nuevas leyes, tanto nacionales como 
internacionales.85  Quienes han visto vulnerados sus 
derechos humanos también pueden usarlos para 
afirmar sus reclamaciones morales. El activismo puede 
emplearlos como una herramienta para el seguimiento 
de las políticas o para llevar a cabo labores de 
promoción dirigidas a mejorar el alcance efectivo de 
los derechos humanos reconocidos. El debate público, 
las campañas políticas y las organizaciones colectivas 
en torno a los derechos humanos también son medios 
importantes para cuestionar las normas sociales 
discriminatorias, las relaciones de poder desiguales y 
la distribución no equitativa de los recursos, así como 
para alentar a las mujeres pobres y marginadas a 
verse a sí mismas como titulares de derechos. El trabajo 
con las comunidades marginadas debe comenzar 
con la realidad de la vida de las mujeres, y crear un 
espacio para la reflexión crítica y la puesta en común 
de experiencias. Para conseguirlo, el activismo puede 
no utilizar siempre el lenguaje de los derechos humanos 
como punto de partida, prefiriendo el empleo de 

conceptos de justicia y de dignidad que tienen mayor 
eco en los grupos comunitarios de mujeres.86 

Volviendo a la cuestión de los derechos jurídicos 
con la que se iniciaba este capítulo, el motivo para 
incluir los derechos económicos y sociales de las 
mujeres en la legislación no es solamente que puedan 
hacerse valer ante un tribunal, sino también generar 
el impulso político y social para garantizar que las 
mujeres puedan disfrutar de sus derechos en la 
práctica. Cuando los derechos económicos y sociales 
son reconocidos en las constituciones y consagrados 
en la legislación, surge la posibilidad de desarrollar 
una legitimación política para ellos. También hace 
posible crear un horizonte de expectativas sociales e 
incentivar las iniciativas públicas. Ese reconocimiento 
puede ayudar a las mujeres a entenderse con quienes 
administran las leyes y los programas que dan forma 
a su vida, sean la administración de registros de 
tierras, quienes proveen servicios de salud o cuerpos 
docentes y la administración de escuelas públicas.87

Como se ha mostrado en la sección anterior, un desafío 
clave en todo el mundo es hacer realidad los derechos 
formales para hacer posible el disfrute práctico de los 
derechos humanos por parte de las mujeres. Este es el 
camino hacia la igualdad sustantiva. La intervención 
pública es fundamental para apoyar este proceso. 
A partir del trabajo de Sandra Fredman y elaborado 
por Fredman y Goldblatt (2014), la presente sección 
propone un marco, derivado de los tratados de 
derechos humanos así como del trabajo de los órganos 
creados en virtud de tratados, para ayudar a los 
gobiernos y a otros agentes clave a que se produzca 
este cambio.88 El marco identifica tres dimensiones 
interconectadas así como las medidas que es necesario 
adoptar para transformar las estructuras y las 
instituciones vigentes, de manera que todas las mujeres 
sean capaces de disfrutar de sus derechos:  

Corrección de la desventaja socioeconómica de las 
mujeres 

Abordaje de los estereotipos, el estigma y la 
violencia

Fortalecimiento del poder de acción, la voz y la 
participación de las mujeres.89  

Este Informe se centra en la primera dimensión (la 
corrección de las desventajas socioeconómicas) y la 
consecución de los derechos económicos y sociales de 
las mujeres. Sin embargo, como se aprecia en la figura 
1.4, algo que también dejan claro los siguientes capítulos, 
las mujeres no pueden disfrutar de estos derechos sin 
una intervención dirigida a abordar los estereotipos, el 
estigma y la violencia, y a ampliar el poder de acción, la 
voz y la participación de las mujeres.

IGUALDAD SUSTANTIVA PARA LAS MUJERES: 
UN MARCO DE ACTUACIÓN
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TRANSFORMAR           
LAS INSTITUCIONES       
Y ESTRUCTURAS

Implantar salarios 
mínimos para todas 
las trabajadoras 
y trabajadores

Introducir 
transferencias 
sociales 
universales
que no 
estigmaticen 
a las mujeres 
pobres

Ayudar a las organizaciones 
de mujeres a influir en la 
formulación de la política 
económica

CORREGIR                
LA DESVENTAJA 
SOCIOECONÓMICA

FORTALECER              
EL PODER DE ACCIÓN,                    
LA VOZ Y                 
LA PARTICIPACIÓN

ABORDAR LOS 
ESTEREOTIPOS,                  
EL ESTIGMA Y                   
LA VIOLENCIA

Figura 1.4
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Los estereotipos, el estigma y la violencia son medios 
perjudiciales con los que las jerarquías, tanto en el 
mercado laboral como en la vida cotidiana, se afianzan 
y se consolidan. Es necesario eliminarlos para derribar los 
obstáculos que impiden a las mujeres ejercer sus derechos 
al trabajo y a la seguridad social, por ejemplo. La 
consolidación del poder de acción y la voz colectiva de las 
mujeres es un objetivo importante en sí mismo y también 
ha impulsado cambios en la legislación, las políticas y las 
prácticas que hacen posible la realización de los derechos 
económicos y sociales. La transformación duradera de 
las estructuras e instituciones sociales es posible cuando 
los cambios en estas tres dimensiones (recursos, respeto 
y poder de acción) se entrecruzan y trabajan de manera 
concertada. 

En el resto de este capítulo se analizan los avances 
generales hacia la igualdad sustantiva en estas 
diferentes dimensiones para preparar el terreno para 
un análisis más detallado de las políticas públicas en 
capítulos posteriores. Se plantean tres interrogantes: 
¿Son capaces las políticas económicas y sociales de 
corregir la desventaja socioeconómica de las mujeres? 
¿Abordan las políticas públicas aspectos fuertemente 
arraigados como los estereotipos, el estigma y la 
violencia de género? ¿Puede generar el proceso de 
formulación de políticas públicas espacios para que los 
diferentes grupos de mujeres actúen colectivamente y 
consigan que quienes están a cargo de la formulación 
de políticas escuchen su voz? 

CORRECCIÓN DE LA DESVENTAJA 
SOCIOECONÓMICA DE LAS MUJERES

La desventaja socioeconómica de las mujeres se refleja 
en desigualdades de género generalizadas en lo tocante 
a los ingresos obtenidos, la titularidad de propiedades, el 
acceso a los servicios y el uso del tiempo. La ausencia de 
datos desglosados por sexo supone un obstáculo para 
conocer si las mujeres, con carácter general, tienen mayor 
probabilidad que los hombres de vivir en la pobreza 
(véase el recuadro 1.4). No obstante, a escala mundial, 
tres de cada cuatro hombres en edad de trabajar forman 
parte de la población activa, frente al 50% en el caso 
de las mujeres en edad de trabajar. Entre la población 
ocupada, las mujeres representan aproximadamente 
dos tercios del total de trabajadores que contribuyen a 
la familia empleados en negocios familiares de manera 
no remunerada.90 Las mujeres ganan menos que los 
hombres por un trabajo de igual valor y tienen menos 
probabilidades que los hombres de recibir una pensión. 
Mundialmente, las mujeres en promedio ganan 24% 
menos que los hombres (véase el anexo 4) y tienen 

menos probabilidades que los hombres de recibir una 
pensión. Esto se traduce en grandes desigualdades entre 
mujeres y hombres en los ingresos correspondientes a 
toda la vida laboral (véase el anexo 5). Sin embargo, 
en todas las regiones las mujeres trabajan más que los 
hombres: realizan en promedio al menos dos veces y 
media la cantidad de trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado que los hombres, y si se combina el trabajo 
remunerado y el no remunerado, en casi todos los países 
las mujeres trabajan más horas al día que los hombres 
(véase el anexo 6). 

Las causas originarias de estas desigualdades residen 
en estructuras de poder dispares que son mantenidas 
por las leyes, normas y prácticas sociales, por las 
fuerzas del mercado y por las políticas públicas tanto 
en la “esfera privada” del hogar y la familia como en 
el ámbito público. Las políticas económicas y sociales 
son importantes para atacar las causas de esas 
desigualdades. Estas políticas deben prestar especial 
atención a garantizar el disfrute de los derechos 
por parte de las mujeres y las niñas de hogares 
desfavorecidos y pobres que hacen frente a múltiples 
formas de discriminación. 

¿En qué medida han apoyado las políticas públicas 
la realización progresiva de los derechos sociales y 
económicos de las mujeres durante el último decenio? 
En general, y en muchos países, las mujeres han logrado 
importantes conquistas sociales en términos de acceso 
a la educación y, en menor grado, a servicios de salud 
y al empleo. Pero ha sido difícil preservar esos logros 
y traducirlos en una calidad de vida adecuada. Las 
políticas públicas han socavado las conquistas sociales 
de las mujeres o bien no las han respaldado por medio 
de mejores oportunidades en el mercado laboral. Las 
brechas de género se reducen en algunos ámbitos, pero 
las arraigadas y crecientes desigualdades en materia de 
riqueza implican que las mujeres más pobres quedan 
atrás. Para preservar y ampliar las costosas conquistas 
de las mujeres es necesario un conjunto diferente de 
políticas económicas y sociales, algo que se analiza en los 
siguientes capítulos. 

Brechas entre las mujeres y niñas ricas y las 
pobres
Los datos desglosados recogidos para supervisar 
el avance hacia la consecución de los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio (ODM) desde 2000 muestran 
que se ha registrado un progreso general para las 
mujeres en lo tocante al acceso a la educación y a 
la salud en todas las regiones.91 Sin embargo, los 
datos por países indican que este avance ha sido 
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La pobreza continúa siendo un grave desafío a escala mundial. Desde 1990 se ha avanzado en la 
reducción de la pobreza extrema, pero en 2011, 1.000 millones de personas (lo que equivale al 14,5% 
de la población del planeta) seguían viviendo en la extrema pobreza. Se desconoce cuántas de las 
personas pobres son mujeres y niñas.92  En parte, esto se debe a que el indicador de pobreza extrema 
(cuyo umbral está establecido en 1,25 dólares de los Estados Unidos al día) se calcula utilizando datos de 
ingresos agregados a nivel de hogar, lo que dificulta la estimación de índices de pobreza individuales y, 
en consecuencia, de las diferente incidencia y gravedad de la pobreza según el género.   

En ausencia de datos sobre las tasas de pobreza individual, se ha elaborado un indicador indirecto 
del mayor riesgo de pobreza al que están expuestas las mujeres. En dicho indicador, el porcentaje 
de mujeres en edad de trabajar que viven en hogares pobres (definido como el 20% de hogares 
con menores ingresos) se compara con el porcentaje de hombres en edad de trabajar que viven en 
esos mismos hogares.93 Utilizando este indicador, como muestra la figura 1.5, las mujeres tienen una 
probabilidad mayor de vivir en la pobreza en 41 de los 75 países para los que se dispone de datos. Son 
muchos los factores que contribuyen a que las mujeres sean más vulnerables a la pobreza, como la 
desigualdad de acceso a un trabajo remunerado, los menores ingresos, la falta de protección social y el 
limitado acceso a los activos, como la tierra y la propiedad (véanse los capítulos 2 y 3). 

Un análisis de las características de los hogares pobres indica que los países en los que las mujeres 
presentan un mayor riesgo de pobreza también tienden a registrar una alta representación de hogares 
integrados exclusivamente por mujeres (es decir, sin hombres adultos) entre el 20% de los hogares con 
ingresos más bajos. Esto sugiere que las mujeres separadas, viudas y madres solteras (incluidas las que 
encabezan hogares en los que no existe una pareja masculina) están expuestas a un riesgo mayor.94 

Incluso en los países en los que las mujeres tienen la misma probabilidad que los hombres de vivir en un 
hogar pobre, están expuestas a un riesgo mayor de sufrir privación en otras áreas clave del bienestar, 
como la educación, y tienen menor probabilidad de disponer de una fuente de ingresos independiente 
a través del trabajo remunerado (véase el anexo 1). Es probable que todo ello se traduzca en una 
distribución desigual del poder y los recursos en el seno del hogar.

América Latina y el Caribe es la única región en la que se ha llevado a cabo un análisis de los hogares 
más pobres según su composición de género a lo largo del tiempo. Dicho análisis muestra que las 
mujeres no solo superan en número a los hombres entre las personas que viven en hogares por debajo 
de la línea de pobreza, sino que la proporción de mujeres frente a la de hombres que viven en hogares 
pobres ha aumentado a lo largo del tiempo, pasando de 108 mujeres por cada 100 hombres en 1997 a 
117 mujeres por cada 100 hombres en 2012. Esta tendencia creciente se ha producido en un contexto de 
descenso de las tasas de pobreza en el conjunto de la región: en 1997, un 44,8% de la población vivía 
por debajo de la línea de pobreza, frente a un 32,7% en 2012. Las nuevas políticas sociales, dirigidas a 
los segmentos más pobres de la población, han contribuido a reducir la pobreza en la región, pero sus 
efectos varían según el alcance de los programas y el monto de las transferencias.95 Además, las mujeres 
más pobres siguen enfrentándose a barreras para acceder a un trabajo decente. Por consiguiente, es 
necesario intensificar los esfuerzos para realizar los derechos de las mujeres al trabajo y en el trabajo si 
se quiere que estas se beneficien por igual del crecimiento económico y de la reducción de la pobreza.

RECUADRO 1.4 
Género y pobreza: ¿Qué sabemos?
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muy desigual entre los distintos grupos sociales. 
Particularmente alarmante resulta el hecho de que 
en muchos países persiste una brecha, o bien se 
está agrandando, entre el acceso a los servicios 
de salud de los grupos más pobres de mujeres en 
comparación con las mujeres de grupos sociales más 
pudientes.

El panorama resulta más esperanzador con respecto 
a las desigualdades basadas en la riqueza en lo 
tocante a la asistencia de las niñas a la enseñanza 
secundaria. Las inversiones en educación realizadas 
desde la adopción de los ODM ha contribuido a 
reducir las brechas de género en la matriculación 
tanto en enseñanza primaria como secundaria en los 
países en desarrollo, si bien las tasas de abandono 
siguen siendo elevadas en algunos contextos, 
principalmente en el caso de las niñas.96 Se han 
registrado avances importantes en la reducción de las 

brechas de género en las matriculaciones brutas en el 
segundo ciclo de la enseñanza secundaria. 

Estas inversiones han reducido las brechas en cuanto a 
asistencia educativa entre el alumnado rico y el pobre, 
aunque no han logrado eliminarlas. Basándose en los 
datos de 23 países, la figura 1.6 muestra que a comienzos 
de siglo la asistencia neta a la educación secundaria 
fue, en muchos casos, significativamente menor para las 
niñas en el quintil de menor riqueza que para las niñas 
situadas en el quintil superior.97 En prácticamente todos 
estos países, las desigualdades basadas en la riqueza 
en lo tocante a la asistencia se han reducido durante la 
última década, pero en otros persisten de manera muy 
significativa. Por ejemplo, en Mozambique las niñas 
pertenecientes al quintil de riqueza más alto todavía 
tenían una probabilidad 27 veces mayor que las niñas 
del quintil de riqueza más pobre de asistir a la educación 
secundaria en 2011, frente a las 47 veces de 2003. 

Figura 1.5

Proporción de  mujeres en comparación con los hombres en edad de trabajar (20-59 años) en el 20% más pobres de 
los hogares 

 Las mujeres tienen más probabilidades de vivir en los hogares más pobres en 41 de los 75 países

Fuente: cálculos elaborados por ONU Mujeres a partir de los útimos datos disponibles utilizando encuestas demográficas y de salud (DHS) y la encuesta a base de indicadores múltiples (MICS). 

Nota: este indicador se mide en función de la proporción de mujeres y hombres con edades comprendidas entre 20 y 59 años en todos los hogares para tomar en consideración el hecho de 
que las mujeres suelen estar sobrerrepresentadas en toda la población. Véase el anexo 1 para más detalles. Los valores superiores a 1,03 indican que las mujeres están sobrerrepresentadas en 
el quintil más pobre. Los valores por debajo de 0,97 indican que los hombres están sobrerrepresntados en el quintil más pobre. Los valores entre 0,97 y 1,03 indican paridad. ‘Hogares pobres’ se 
refiere al 20% inferior de los hogares, utilizando el índice de riqueza como indicador indirecto en la encuesta demográfica de salud y la encuesta a base de indicadores múltiples en DHS y MICS.
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Figura 1.6

Proporción de asistencia neta a la enseñanza secundaria entre niñas pertenecientes a los quintiles de riqueza 
superior e inferior, en 2000-2005 y 2007-2013 

  La desigualdad en la asistencia a la educación secundaria entre las niñas más ricas y las más pobres ha 
disminuido en la mayoría de los países, si bien persisten grandes desigualdades   

Fuente: cálculos de ONU Mujeres a partir de datos de encuestas demográficas y de salud.98     
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Asimismo, siguen registrándose amplias disparidades 
entre regiones. Entre 2000 y 2012, el índice de paridad 
entre los géneros (IPG) en las matriculaciones netas 
en enseñanza secundaria aumentó del 0,92 al 0,96 en 
términos globales, pero los valores del IPG oscilaron 
entre un máximo de 1,07 en América Latina y el Caribe 
(lo que denota una ventaja para las niñas) y un mínimo 
de 0,87 en el África Subsahariana.99 Puede decirse que 
el enfoque fuertemente centrado en el incremento de 
las matriculaciones en los últimos años, en un intento de 
alcanzar los ODM, también ha podido ir en detrimento 
de la atención prestada a la calidad de la enseñanza. 
La Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) informa 
que al menos 250 millones de los 650 millones de niñas 
y niños en edad de asistir a la escuela primaria en el 

mundo no están aprendiendo los rudimentos básicos 
de comprensión lectora y de matemáticas.100 Varios 
estudios llevados a cabo en diferentes países indican 
que el género, la ubicación rural y la pobreza tienen 
una importancia clave a la hora de determinar los 
resultados de aprendizaje.101  

Lento avance en el ámbito de la salud 
El avance ha sido más lento en los resultados 
relativos a la salud. Existen grandes problemas para 
obtener datos sobre la mortalidad materna, pero 
las estimaciones disponibles cifran el número de 
muertes maternas en un total de 289.000 en 2013, un 
descenso del 45% con respecto a la cifra de 1990.102 
Se trata de una disminución muy significativa, pero 
que no llega a lo fijado por los ODM, una reducción 
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Figura 1.7

Proporción de acceso a asistencia profesional cualificada prestada a las mujeres pertenecientes a los quintiles 
superior e inferior de riqueza, 2000-2005 y 2007-2013 

 La desigualdad en el acceso a una asistencia profesional en el parto entre las mujeres más ricas y las más 
pobres se ha reducido en algunos países, pero las disparidades se mantienen

Fuente: elaboración propia a partir de encuestas demográficas y de salud.103

Nota: la asistencia profesional cualificada se refiere a la prestada por un médico, enfermera(o) o partera(o) durante el parto para todos los partos durante los últimos cinco años.  
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del porcentaje de mortalidad materna del 75% para 
2015. Los elevados niveles de mortalidad materna 
persisten especialmente en el África Subsahariana y 
en Asia Meridional, que conjuntamente representan 
un 86% del total de las muertes maternas en 2013.104 
Estas muertes, en su mayor parte son evitables. Están 
relacionadas con la baja condición de las mujeres así 
como con servicios de salud inadecuados en los países 
en desarrollo, como los bajos porcentajes de asistencia 
profesional durante el parto, en particular la falta de 
acceso de las mujeres a servicios de atención obstétrica 
de emergencia, abortos inseguros y la inexistencia de 
atención sanitaria para enfermedades no aparentes 
como la malaria, el VIH y el SIDA, que provocan 
complicaciones en el embarazo. 

Los patrones y las tendencias en el porcentaje de 
nacimientos asistidos por un profesional sanitario 

capacitado en 25 países desde comienzos de siglo 
reflejan diferencias significativas y continuas en el 
acceso de las mujeres a los servicios de salud, tal 
como se muestra en la figura 1.7.105 En los 25 países, las 
mujeres del quintil más pobre tuvieron un acceso menor 
a un profesional capacitado durante el alumbramiento 
que las mujeres pertenecientes al quintil de mayor 
riqueza, durante toda esa década. La brecha se ha 
reducido en 13 países; se observa que las mujeres 
pobres se están recuperando, pero en otros 11 países la 
disparidad no experimenta cambios o bien es mayor de 
lo que era a comienzos de siglo, lo que indica que las 
mujeres más pobres han quedado atrás. Por ejemplo, 
en Nigeria, con un 82%, la asistencia profesional 
durante el parto para el quintil más rico no cambió 
en exceso entre 2003 y 2013, pero la situación para el 
quintil más pobre en realidad ha empeorado, con un 
descenso desde el 11% hasta el 5%.
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La crisis y la austeridad ponen en peligro 
los derechos económicos y sociales de las 
mujeres
La crisis económica mundial de 2008 y las políticas de 
austeridad aplicadas con posterioridad en muchos 
países desde 2010 han restringido más aún el avance 
hacia la realización de los derechos económicos y 
sociales de las mujeres.106

En general, la expansión del empleo en la primera 
década del siglo ha sido lenta, y el incremento de la 
participación de la fuerza de trabajo femenina se 
ha ralentizado tras un crecimiento significativo en 
los decenios anteriores. Las conquistas de derechos 
laborales por parte de las mujeres son limitadas: 
en el África Subsahariana y en Asia Meridional, 
especialmente, la mayoría de las trabajadoras siguen 
concentradas en formas de empleo mal remuneradas y 
con escasa igualdad, que no garantizan ni tan siquiera 
los derechos laborales básicos (véase el capítulo 2). 

En los países desarrollados, particularmente, se ha 
producido una regresión en materia de derechos 
económicos y sociales. La crisis afectó intensamente a los 
sectores con destacada representación masculina (como 
la construcción y las finanzas). Debido a esto, la brecha 
de género en el desempleo se redujo inmediatamente 
después de la crisis por un proceso de igualación a la 
baja: más hombres que mujeres perdieron su empleo. 
Sin embargo, allí donde se está produciendo una 
recuperación económica (por ejemplo, en los Estados 
Unidos de América) el empleo masculino se está 
recuperando con mayor rapidez que el femenino.107  

Los efectos de la crisis y las políticas de austeridad 
fueron menos agudos en los países en desarrollo, pero 
supusieron un freno para la creación de empleo y las 
inversiones públicas en infraestructuras y servicios. En 
Asia, las mujeres se han visto mucho más afectadas 
que los hombres por las pérdidas de empleos debido 
a su concentración en el sector de la fabricación de 
productos destinados a la exportación, duramente 
golpeado por la crisis.108 Por otra parte, la persistencia 
de los precios altos y volátiles de los alimentos a escala 
mundial con posterioridad a los incrementos producidos 
en 2008 ha afectado a los derechos de millones de 
personas a disponer de alimentos y a disfrutar de 
condiciones de vida adecuadas. Frente al elevado 
precio de los alimentos, los hogares adquieren artículos 
alimentarios más baratos y de menor calidad y adoptan 
dietas menos diversas, lo que a menudo implica una 
dedicación adicional por parte de las mujeres para 
adquirir y preparar los alimentos.109

Con la llegada de las medidas de austeridad desde 
2010, también se han registrado importantes recortes 
en el gasto público destinado a servicios y prestaciones 
de bienestar social. El gasto en prestaciones para la 
niñez, por ejemplo, que alcanzó su máximo en Europa 
en 2009, cayó por debajo de los niveles de 2008.110 En 
los países en desarrollo, los recortes han afectado a 
los subsidios para alimentos, combustible, electricidad 
y transporte, y han amenazado la ampliación de los 
programas emergentes de protección social.111 Estos 
efectos de la crisis económica y de la austeridad 
continúan haciéndose sentir y pueden seguir poniendo 
en peligro la realización de los derechos económicos y 
sociales de las mujeres en los próximos años.112 

ABORDAJE DE LOS ESTEREOTIPOS, EL 
ESTIGMA Y LA VIOLENCIA

Los estereotipos, el estigma y la violencia a menudo 
agravan las desventajas materiales e impiden a 
las mujeres acceder a servicios y a oportunidades 
que pueden mejorar su situación. El hecho de sufrir 
violencia, por ejemplo, no solamente es una violación 
de la dignidad y del bienestar físico y mental de las 
persona, sino que también puede conducir a la falta 
de vivienda y a la pobreza.113 Prevenir la mortalidad 
materna no consiste simplemente en aumentar las 
intervenciones técnicas o en ofrecer una atención 
sanitaria asequible, sino que también implica 
abordar el estigma y la discriminación por parte de 
quienes proveen los servicios, que puede influir en la 
decisión de las mujeres a la hora de solicitar atención 
para su salud reproductiva.114  

Los estereotipos de género se traducen en 
segregación de género, primero en el sistema 
educativo y posteriormente en el mercado laboral. 
Las niñas siguen teniendo menos probabilidades que 
los niños de elegir estudios en campos tecnológicos 
y científicos y, cuando lo hacen, es menos probable 
que obtengan puestos de trabajo con remuneración 
elevada en esos ámbitos. Estas “elecciones” están 
basadas en estereotipos sobre ocupaciones 
idóneas para las niñas, en lugar de basarse en las 
capacidades.115 Lo mismo sucede en el mercado 
laboral, donde las mujeres tienen una amplia 
representación en categorías administrativas y de 
asistencia, así como en profesiones relacionadas con 
los cuidados, que tienden a estar mal remuneradas 
(véase el capítulo 2).116  

Los estereotipos de género también determinan 
el modo en que mujeres y hombres dividen su 
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tiempo entre el trabajo doméstico y de cuidados 
remunerado y no remunerado, y entre trabajo y 
ocio. Resulta más difícil acabar con los estereotipos 
que definen la prestación de cuidados como 
esencialmente femenina (y materna), que con 
aquellos que consideraban el mantenimiento de la 
familia un ámbito masculino.117 Cada vez son más 
las mujeres que adoptan estilos de vida y patrones 
de trabajo considerados masculinos, participando 
de manera más intensa en el mercado laboral. Sin 
embargo, los hombres no están asumiendo en la 
misma medida una mayor responsabilidad en el 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado, 
mayoritariamente considerado propio de mujeres. 
Las brechas de género en el trabajo no remunerado 
se reducen en los países desarrollados, pero persisten 
de manera más evidente que las correspondientes 
a las actividades en el seno del mercado laboral 
prácticamente en todas partes.118  

Descrito como un proceso de deshumanización, 
degradación y devaluación de las personas en 
determinados grupos de población,119 el estigma 
es un arma que utiliza el poder para definir qué es 
“normal” o “aceptable” como medio para conservar 
su posición con respecto a un grupo subordinado. El 
estigma e incluso la violencia son utilizados a menudo 
para aplicar estereotipos y normas sociales sobre un 
comportamiento femenino y masculino “apropiado”.120 
El estigma es invocado con frecuencia cuando el 
género se entrecruza con otras características, como 
la discapacidad y la sexualidad así como la pobreza, 
la raza, la casta, el origen étnico y la condición de 
persona migrante. Por ejemplo, las mujeres migrantes 
pertenecientes a minorías étnicas que trabajan en el 
servicio doméstico a menudo son estigmatizadas por 
ser atrasadas, sucias o portadoras de enfermedades, 
justificando así su posición subordinada con respecto a 
sus empleadoras y empleadores.121 La estigmatización 
tiene consecuencias de gran alcance para la 
realización de los derechos económicos y sociales: 
vuelve invisibles las necesidades de determinados 
grupos e individuos, los empuja hacia los márgenes de 
la sociedad y los excluye del acceso a los recursos y a 
los servicios, como se explica en el capítulo 3.122

La violencia contra las mujeres
El uso de la violencia contra las mujeres por parte de 
los hombres es un problema generalizado en todos los 
países y los grupos socioeconómicos. A escala mundial, 
una de cada tres mujeres afirma haber experimentado 
violencia física y/o sexual en algún momento de su 
vida, habitualmente perpetrada por su pareja.123 Los 
cambios en la prevalencia de la violencia contra las 
mujeres a lo largo del tiempo son difíciles de evaluar, 

dada la escasez de datos fidedignos y comparables, 
pero sin dudas sigue siendo un problema muy 
extendido.

Durante muchos decenios, las y los activistas y las y 
los investigadores de los derechos de las mujeres han 
documentado que la desigualdad de género y el poder 
de los hombres sobre las mujeres crean un contexto 
favorable a la comisión de actos violentos contra las 
mujeres. Cuando niñas y mujeres acceden a la escuela, 
al trabajo, medios de transporte público y el mercado 
en gran número, a menudo son objeto de un examen 
no deseado, de acoso e incluso de agresiones. La 
violencia también se utiliza como un modo de castigar 
la no conformidad con los estereotipos de género 
dominantes; por ejemplo, en relación con la orientación 
sexual (véase el recuadro 1.5).

La violencia contra las mujeres también tiende 
a aumentar en tiempos de agitación y de 
desplazamiento asociados con conflictos armados y 
desastres naturales, así como en períodos de crisis e 
inestabilidad, cuando las personas se enfrentan a la 
incertidumbre. Por ejemplo, la violencia doméstica 
puede crecer cuando los hombres están desempleados, 
incluso (y, en ocasiones, especialmente) si las mujeres 
aportan ingresos al hogar.124   

En respuesta a las movilizaciones masivas de los 
movimientos en defensa de las mujeres desde el 
decenio de 1970 en adelante, varios países han 
adoptado leyes que tipifican como delito la violencia 
contra las mujeres, como se ha puesto de manifiesto 
en la figura 1.1. Sin embargo, la aplicación de 
estas disposiciones jurídicas rara vez cuenta con el 
respaldo de inversiones adecuadas en servicios, en 
desarrollo de capacidades de sus prestadores y en 
las campañas públicas necesarias para prevenir 
eficazmente la violencia contra las mujeres. Abordar 
estas carencias exige una inversión significativa que 
haga de los hogares y espacios públicos lugares 
seguros para mujeres y niñas, y que garantice el acceso 
a la justicia. También requiere un compromiso por 
parte de quienes tienen a su cargo la formulación de 
políticas para prevenir la violencia antes de que se 
manifieste, cambiando las actitudes comunitarias que 
la aceptan.125  

Los servicios policiales de algunos países han 
comenzado a responder de manera más eficaz 
ante la violencia contra las mujeres, especialmente 
a la violencia por parte de la pareja. En el estado 
australiano de Victoria, por ejemplo, en lo que se 
considera ampliamente una “práctica óptima”, los 
altos cargos gubernamentales y policiales han sido 
fundamentales para lograr cambios positivos en el 
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modo en que los servicios tratan esta cuestión. Otros 
factores cruciales han sido: la capacitación en materia 
de violencia contra las mujeres para la policía en 
todos los niveles; la adopción de medidas de ejecución 
relacionadas con el elevado número de acusaciones y 
procesos y las reducidas tasas de reincidencia delictiva; 
así como un cambio desde los modelos de “justicia 
penal” hacia enfoques más amplios para ofrecer 
recomendaciones y apoyo a las víctimas. Un elemento 
fundamental para el éxito de estos cambios ha sido 
la experiencia y el asesoramiento que ofrecen las 

organizaciones de mujeres que trabajan para erradicar 
la violencia contra las mujeres.127  

El activismo de las mujeres también ha desempeñado 
un papel fundamental para el reconocimiento, en 
las normas y los acuerdos internacionales, de la 
violencia contra las mujeres como una vulneración de 
los derechos humanos y una forma de discriminación. 
La CEDAW no la especificó originalmente como tal, 
lo que hizo que esta laguna fuese denunciada por 
oleadas de activismo global y de apoyo feminista. 

Las mujeres y niñas con identidades sexuales no conformes, como mujeres lesbianas, gays, bisexuales 
y transgénero (LGBT) frecuentemente se enfrentan a abusos emocionales, verbales, sexuales y físicos, 
incluso al asesinato, y asimismo se les niega el empleo, la educación, la salud y otros derechos básicos. 
La violación “correctiva”, una práctica que se utiliza para castigar a mujeres y niñas no conformes, 
ostensiblemente para “curar” sus preferencias sexuales, es un ejemplo particularmente atroz de los 
abusos. 

Sudáfrica ha sido pionero en el reconocimiento constitucional de los derechos del colectivo LGBT, aunque 
estos derechos siguen siendo ampliamente vulnerados. Las mujeres y las niñas que transgreden las 
normas sociales y culturales sobre sexualidad, o que no se ajustan a las recomendaciones dominantes 
sobre cómo “deberían actuar” las mujeres y sobre “qué aspecto deberían tener” a menudo se convierten 
en objeto de esta práctica. Las lesbianas pobres, negras y que residen en poblados corren un riesgo 
especial. Los grupos de apoyo a las personas LGBT denuncian que, solamente en Ciudad del Cabo, 
cada semana se registran 10 nuevos casos de violación “correctiva” diarios. Muchos casos están sin 
documentar debido a la percepción de las víctimas de que el sistema de justicia penal no es receptivo a 
sus demandas. Entre 1998 y 2009, más de 31 lesbianas fueron asesinadas en Sudáfrica, pero solamente 
uno de estos casos terminó en una condena. 

Las ONG y las y los activistas pro LGBT han criticado al Gobierno por no cumplir sus obligaciones 
constitucionales de impedir y prohibir estos crímenes. En respuesta a sus demandas y a una petición 
acompañada por 170.000 firmas de 163 países, el Departamento de Justicia y Desarrollo Constitucional 
estableció un grupo de trabajo nacional en 2011 para diseñar una estrategia para luchar contra este 
problema. El grupo de trabajo desarrolló la Estrategia Nacional de Intervención (2014-2017), que adopta 
un enfoque intersectorial, introduciendo programas de prevención, mejorando las respuestas del 
sistema de justicia penal y reforzando la capacidad institucional para abordar y prevenir esas formas de 
violencia. La aplicación de estas medidas es supervisada actualmente por organizaciones de la sociedad 
civil, organizaciones no gubernamentales y grupos activistas. Entretanto, se mantiene la preocupación 
acerca de la necesidad de una mayor educación pública para abordar las actitudes discriminatorias 
subyacentes.126

RECUADRO 1.5 
Estereotipos de género y castigo por la no conformidad con ellos: el caso de la violación 
“correctiva” en Sudáfrica   
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Finalmente, en 1992, el Comité de la CEDAW adoptó 
la recomendación general núm. 19 sobre la violencia 
contra la mujer. Esta recomendación declara 
de manera inequívoca que existe una forma de 
discriminación de género que “impide gravemente 
que la mujer goce de derechos y libertades en pie 
de igualdad con el hombre”.128 Esta conquista y otras 
posteriores se consolidaron durante la Conferencia 
de Beijing en 1995, que en su declaración oficial 
reconoció que la violencia contra las mujeres es un 
problema crucial, recalcando que se trata de un 
impedimento para el pleno disfrute de los derechos 
humanos por parte de las mujeres. En años recientes, 
los organismos intergubernamentales y especialistas 
de las Naciones Unidas han seguido avanzando 
en el programa mundial sobre violencia contra las 
mujeres, incluso en la Comisión de la Condición 
Jurídica y Social de la Mujer en su 57º período de 
sesiones, en marzo de 2013.129 

FORTALECIMIENTO DEL PODER DE 
ACCIÓN, LA VOZ Y LA PARTICIPACIÓN DE 
LAS MUJERES

Corregir la desventaja socioeconómica que afecta 
a las mujeres y luchar contra los estereotipos, 
el estigma y la violencia que vulneran directa e 
indirectamente sus derechos exige fortalecer el poder 
de acción, la voz y la participación de las mujeres, 
tanto en el plano individual como en el colectivo.  

El poder de acción se refiere a la capacidad 
para definir los objetivos personales y actuar en 
consecuencia.130 A menudo está asociada con la toma 
de decisiones dentro del hogar sobre la asignación 
cotidiana de recursos y responsabilidades. Estas 
decisiones afectan la capacidad de las mujeres 
para ejercer sus derechos tanto en la esfera pública 
como en la privada. El creciente poder de acción 
de las mujeres en la toma de decisiones en el 
seno de la familia es un objetivo importante en 
sí mismo y también tiene un efecto positivo en el 
propio bienestar de las mujeres así como en el del 
resto del hogar, especialmente de las hijas y los 
hijos. Varios factores afectan el poder de acción de 
las mujeres, como su capacidad de obtención de 
ingresos; las normas sociales y la legislación que rige 
el matrimonio, el divorcio, la herencia y la custodia 
infantil; y sus compromisos sociales y colectivos 
más allá de su familia inmediata y sus redes de 
parentesco.131  

La voz se define como los actos o argumentos que 
influyen en las decisiones públicas; habitualmente 
en foros públicos de adopción de decisiones como 

las asambleas legislativas.132 La voz y la influencia 
en la toma de decisiones, al igual que el poder de 
acción, tienen un valor intrínseco como propiciadoras 
del disfrute individual y colectivo de las libertades 
y los derechos democráticos. Por otra parte, sirven 
para garantizar que los intereses específicos de 
un grupo estén representados y se promuevan en 
las políticas públicas y en otros foros de toma de 
decisiones. Por ejemplo, la voz de las mujeres es 
importante en las decisiones sobre prioridades de 
gasto público para garantizar una prestación de 
servicios, infraestructuras y una seguridad social 
adecuadas, para garantizar su integridad física y sus 
derechos reproductivos. La prestación de mejores 
servicios para las mujeres realza el poder de acción 
de estas en sus relaciones de pareja, reduciendo 
su dependencia en otros integrantes del hogar y 
proporcionándoles una posición de “retirada” más 
protegida en caso de conflicto o de ruptura de la 
relación. 

La participación puede entenderse como los 
esfuerzos organizados destinados a incrementar 
el control sobre los recursos y las instituciones 
reguladoras en determinadas situaciones sociales 
por parte de grupos y movimientos que hasta ese 
momento estaban excluidos de dicho control.133 La 
participación eficaz de las mujeres consiste en algo 
más que una mera presencia numérica en los foros de 
toma de decisiones, tanto a escala local como nacional. 
Las mujeres que ocupan puestos decisorios deben estar 
en condiciones de articular las cuestiones que interesan 
a diferentes grupos de mujeres, especialmente a las 
más desfavorecidas, y de actuar en consecuencia. 
Quienes defienden los derechos de las mujeres y las 
organizaciones feministas autónomas desempeñan 
una función crucial en este ámbito, trasladando las 
inquietudes de las mujeres al proceso de toma de 
decisiones y haciendo que sean tenidas en cuenta 
por quienes adoptan las decisiones y quienes prestan 
servicios.134   

Voz y participación de las mujeres en la 
política y en la formulación de políticas 
En los últimos años se ha registrado un incremento 
en la representación política de las mujeres, y cada 
vez son más las mujeres elegidas en asambleas 
nacionales. El promedio mundial ha ido en ascenso 
y en 2014 se situó cerca del 22%; lejos de la igualdad, 
pero no obstante supone una mejora en comparación 
con el 14% de 2000.135 La adopción de medidas de 
acción afirmativa, como las cuotas de representación 
en las listas electorales de los partidos o la reserva 
de escaños, ha sido fundamental para facilitar el 
acceso de las mujeres a las asambleas nacionales. Las 
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innovaciones en los sistemas electorales y las medidas 
de discriminación positiva son fruto tanto de la presión 
de los movimientos de mujeres como de la influencia 
de las declaraciones y resoluciones mundiales. Las 
mujeres también han realizado incursiones en los 
gobiernos locales en algunos países.136 No obstante, su 
presencia en puestos ejecutivos en los gobiernos sigue 
siendo minoritaria, y se limita principalmente a carteras 
condicionadas por los estereotipos de género.137 

Avanzar hacia la paridad numérica en los cargos 
públicos sigue siendo un componente esencial de 
la profundización democrática y de la creación 
de una sociedad más justa. La participación de 
las mujeres en la política también puede tener un 
efecto ejemplificador, al fomentar el interés de otras 
mujeres por los cargos públicos. Sin embargo ¿ayuda 
la presencia de las mujeres en la política formal a 
incluir los intereses de ese colectivo en el proceso de 
formulación de políticas? La evidencia al respecto es 
contradictoria.  

Existen evidencias, principalmente en países 
escandinavos, que respaldan el argumento de que 
contar con una “masa crítica” de mujeres en foros 
de toma de decisiones puede generar un cambio 
de prioridades que favorezca los intereses de las 
mujeres.138 La presencia de mujeres parlamentarias en 
varios países en desarrollo ha permitido la adopción 
de medidas para elevar el perfil de las cuestiones 
de género en los debates legislativos: algunas 
han formado grupos de mujeres para impulsar la 
colaboración entre partidos y para coordinar su 
trabajo en los comités legislativos, mientras que otras 
han organizado comités sobre derechos e igualdad 
de oportunidades para las mujeres.139 En los niveles 
inferiores a las asambleas legislativas, como los 
organismos de gobierno locales, encontramos algunas 
pruebas que demuestran que cuando las mujeres 
tienen mayor participación y voz en la administración 
pública, es más probable que los recursos públicos 
sean destinados a prioridades de desarrollo humano, 
como salud infantil, nutrición y acceso al empleo.140 
Investigaciones recientes sobre las instituciones 
silvícolas comunitarias que rigen el acceso a los 
productos forestales en Gujarat (la India) y Nepal y la 
utilización de dichos productos también apuntan a que 
el hecho de contar con una masa crítica de mujeres 
incrementa la probabilidad de que estas asistan a 
reuniones y expresen sus inquietudes.141  

Facilitar el acceso de las mujeres a los puestos públicos 
no garantiza por sí mismo la inclusión de la agenda de 
derechos de las mujeres en la formulación de políticas. 
Las mujeres políticas, al igual que sus homólogos 

de sexo masculino, pueden abordar las cuestiones 
que preocupan a sus partidos y a su electorado, y 
los derechos de las mujeres pueden no figurar en el 
programa de quienes representan a grupos sociales 
tradicionales o a partidos conservadores. Además, 
sus vínculos con las organizaciones de defensa de 
los derechos de las mujeres pueden ser débiles 
o inexistentes. Las deficiencias en el gobierno, en 
particular el control de los grupos dominantes a 
escala local, no se solucionan por arte de magia 
incorporando un mayor número de mujeres.142 Al haber 
accedido más mujeres a cargos políticos, muchas 
han descubierto patrones y prácticas profundamente 
arraigados en la toma de decisiones públicas y en la 
aplicación de políticas que suponen un freno para las 
políticas progresistas.143 La traducción de la presencia 
de mujeres en la esfera política en un progresivo 
cambio de las políticas también exige que el Estado y 
los partidos se muestren receptivos a estas cuestiones y 
que la cultura política sea compatible con los derechos 
humanos y las reivindicaciones de igualdad. La 
capacidad del Estado para aplicar políticas y regular 
los mercados de manera eficaz también cuenta a 
la hora de determinar si es posible fomentar en la 
práctica los derechos de las mujeres.144  

El número de mujeres en la política formal puede no 
ser el mejor indicador de la calidad de su participación 
política ni de su eficacia a la hora de orientar la 
adopción de decisiones hacia las cuestiones de género. 
El número, tamaño e incidencia de las organizaciones 
activas de mujeres pueden ser indicadores más 
acertados de la participación política de las mujeres.145 
Lo más importante es que se ha demostrado que la 
fuerza de los movimientos autónomos de mujeres 
y el modo en que se relacionan con las mujeres en 
cargos públicos y con la burocracia es un ingrediente 
clave del avance hacia políticas públicas con 
perspectiva de género (véase la sección Igualdad 
ante la ley).146 Esto requiere tiempo y recursos, algo 
de lo que habitualmente carecen las organizaciones 
de mujeres. Así pues, las medidas que igualan la 
distribución de recursos, en cuanto a tiempo y dinero, 
entre las mujeres y los hombres (tal como se plasma 
en la primera dimensión del marco que aparece en la 
figura 1.4) también contribuyen a reforzar el poder de 
acción, la voz y la participación de las mujeres. 

Organizaciones y movimientos de mujeres 
Se han logrado avances significativos en los derechos 
formales de las mujeres, especialmente cuando han 
existido movimientos de mujeres organizados y con una 
base amplia. Sin embargo, para desarrollar movimientos 
inclusivos y eficaces, las mujeres deben hacer frente a 
obstáculos tenaces que emanan de las estructuras de 
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Creado en 1993, Vía Campesina es un movimiento integrado por 160 organizaciones comunitarias que 
representan al campesinado, minifundistas, trabajadoras y trabajadores agrarios, migrantes, jóvenes, 
grupos indígenas y personas sin tierra en más de 70 países.151 En su Conferencia Internacional celebrada 
en Txacala (México) en 1996, debido a la organización de los colectivos de mujeres presentes dentro 
del movimiento, se determinó que las cuestiones de género eran cruciales para el funcionamiento 
interno de Vía Campesina. Tras la conferencia, las mujeres de Vía Campesina comenzaron a reunirse en 
espacios autónomos para definir un programa común. En palabras de un observador: “Dado que las 
mujeres hablan desde su experiencia laboral en organizaciones campesinas y agrícolas, una sensación 
real de camaradería, puesta en común de opiniones y de respeto mutuo permitió el debate de modelos 
potenciales y planes de trabajo en el seno de Vía Campesina”.152 

Los logros han sido importantes. Hoy en día las mujeres son una fuerza crucial en este movimiento. La 
participación y la representación de las mujeres han aumentado, han ocupado puestos de liderazgo y se 
han logrado avances significativos hacia la paridad en la representación femenina en los organismos de 
toma de decisiones. En su sección de América Latina, por ejemplo, se estableció la paridad en 1997. 

RECUADRO 1.6 
Oposición a la dominación masculina en los movimientos agrarios: el caso de Vía Campesina

gobierno con sesgo de género, así como a múltiples 
líneas de división, basadas en el origen étnico, la raza, 
la clase social o la orientación sexual.147 Por ejemplo, en 
América Latina,  el avance en materia legislativa para 
consolidar los derechos de las trabajadoras domésticas, 
que con frecuencia proceden de grupos raciales y étnicos 
desfavorecidos, a menudo se ha estancado debido a la 
reticencia de los parlamentos nacionales. En ocasiones, 
esta resistencia ha procedido de legisladoras que pueden 
participar en la actividad política solamente porque 
sus trabajadoras domésticas dedican largas horas a 
mantener a sus familias. En algunos contextos, incluidos 
el Estado Plurinacional de Bolivia, el Brasil y Chile, sin 
embargo, las organizaciones de trabajadoras domésticas 
han logrado superar esta resistencia y obtener reformas 
jurídicas mediante la combinación de una presión 
sostenida y autónoma como movimiento y la construcción 
de alianzas con partidos progresistas, organizaciones 
sindicales y organizaciones indígenas.148 

Además de organizarse a través de sus propios 
movimientos y organizaciones, las mujeres han 
desempeñado un papel clave en pro de los derechos 
económicos y sociales de su colectivo en el seno de 

movimientos laborales y de justicia social más amplios. 
Estos movimientos pueden generar transformaciones 
profundas y duraderas. Sin embargo, los derechos de las 
mujeres y la igualdad de género habitualmente no son 
prioritarios en los programas de los movimientos sociales 
“convencionales”, ni tan siquiera cuando las mujeres 
son miembros activos de ellos.149 En todo el mundo, las 
mujeres han trabajado a menudo junto a hombres en pos 
de objetivos compartidos (independencia, democracia, 
derechos laborales y redistribución), solamente para 
comprobar que sus necesidades e intereses como mujeres 
son marginados o pospuestos.150  

No obstante, también se registran experiencias más 
optimistas que ilustran el modo en que se puede lograr 
ese progreso por y para las mujeres en el seno de 
movimientos y organizaciones más amplios (véase el 
capítulo 2, sobre los cambios recientes en los sindicatos). 
Por ejemplo, las inquietudes específicas de las mujeres 
han salido a la palestra con Vía Campesina, un 
movimiento agrario transnacional que lucha por el acceso 
de las personas del medio rural a la tierra, el territorio, los 
alimentos, el agua y las semillas en un marco de derechos 
humanos (véase el recuadro 1.6). 
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Se han creado escuelas de capacitación para mostrar los vínculos entre el género y la desigualdad 
de clase, que han ayudado a las mujeres a desafiar a las estructuras dominadas por hombres y al 
comportamiento sexista dentro de sus respectivas organizaciones. Las inquietudes específicas de las 
mujeres también han obtenido mayor visibilidad en el programa del movimiento. Cuando Vía Campesina 
desarrolló su posición política sobre la soberanía alimentaria a finales del decenio de 1990, por ejemplo, 
las mujeres argumentaron que, debido a que ellas eran las principales responsables del bienestar 
de sus familias, la soberanía alimentaria debía incluir una reducción drástica del uso de productos 
agroquímicos peligrosos para la salud. A la vez, sostenían que debido al acceso desigual por parte de 
las mujeres a los recursos productivos, la soberanía alimentaria solamente podía alcanzarse mediante 
un aumento de su participación en la formulación de las políticas agrícolas. 

Más recientemente, en 2008, Vía Campesina puso en marcha una campaña de alto perfil para acabar 
con la violencia contra las mujeres, considerada un problema estructural respaldado tanto por el 
capitalismo como por el modelo patriarcal, incluida la violencia dentro del propio movimiento. 

Este ejemplo positivo de mujeres que promueven su 
propio programa dentro de un movimiento social 
de base amplia destaca los tipos de estrategias y de 
alianzas que los movimientos de mujeres deben forjar 
con el fin de potenciar los derechos económicos y 
sociales de mujeres y niñas. No obstante, uno de los 
mayores obstáculos con los que se encuentran los 
programas de igualdad de género es la dificultad 
de trabajar con instituciones políticas y de gobierno 
que presentan sesgos de género (desde partidos 
políticos hasta sistemas judiciales pasando por la 
burocracia estatal), que mantienen su resistencia ante 
las reclamaciones de igualdad de las mujeres y hacen 
necesaria una profunda reforma institucional. 

TRANSFORMACIÓN DE ESTRUCTURAS 
E INSTITUCIONES PARA LOGRAR LA 
IGUALDAD SUSTANTIVA DE LAS MUJERES 

El cambio en la vida de las mujeres se produce cuando 
el aumento de sus recursos, su respeto y su poder 
de acción se refuerzan entre sí de manera sinérgica: 
cuando los recursos y las oportunidades vitales 
permiten condiciones de vida adecuadas para todas 
las mujeres, así como el tiempo y los recursos para 
un mayor poder de acción y voz; cuando las mujeres 
pueden vivir su vida con dignidad y respeto; y cuando 

pueden hacer oír sus intereses y participar en pie de 
igualdad con los hombres en todas las decisiones que 
afectan su vida. Estos son el objetivo y la visión a largo 
plazo hacia los que debe tender la actuación pública. El 
cambio duradero es posible gracias a iniciativas tanto 
a gran escala como a pequeña escala que transforman 
las estructuras y las instituciones para desbaratar las 
normas discriminatorias y los estereotipos de género, 
para redistribuir los recursos y para crear espacios y 
mecanismos que permitan a las mujeres articular sus 
reclamaciones y actuar colectivamente para reivindicar 
sus derechos. 

Una innovadora iniciativa gubernamental en el Brasil, 
Chapéu de Palha Mulher (véase la historia: Hacer 
realidad los derechos), capta los elementos clave 
necesarios para lograr dichas transformaciones. 
Esta iniciativa contra la pobreza llega mucho 
más lejos que los programas convencionales de 
transferencias monetarias condicionadas dirigidos 
a las mujeres pobres y que proponen cambiar las 
estructuras que sostienen las jerarquías de género 
y restringen el disfrute de los derechos de las 
mujeres, al proporcionar lo siguiente: un curso de 
tres meses de duración sobre ciudadanía y política 
pública que reúne a las mujeres para despertar 
conciencia sobre sus derechos y que constituye 
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Las leyes que reconocen la igualdad de derechos para 
mujeres y hombres constituyen una base sólida, y de 
hecho una condición previa, para exigir y alcanzar la 
igualdad de género. Sin embargo, la consecución de 
la igualdad de género en la práctica, especialmente 
para las mujeres más pobres y para aquellas que han 
sido marginadas, hace necesario el desmantelamiento 
de las barreras estructurales, así como de las normas 
sociales y los estereotipos discriminadores. Las normas 
y los principios internacionales de derechos humanos 
establecen obligaciones claras para ir más allá de la 
igualdad formal y de la dispensa de la “igualdad de 
trato”, reconociendo que para alcanzar la igualdad en 
términos de resultados podría ser necesario un trato 
diferente. 

En virtud de sus compromisos con los tratados de 
derechos humanos, como la CEDAW y el PIDESC, 
los Estados tienen la obligación de adoptar 
medidas positivas para eliminar todas las formas 

de discriminación contra las mujeres, incluida la 
discriminación estructural e indirecta que pueda 
producirse cuando la legislación, las políticas y los 
programas basados en criterios aparentemente 
neutrales en materia de género tienen una incidencia 
perjudicial sobre las mujeres. La acción colectiva de 
estas ha sido crucial para incluir la igualdad de género 
en el sistema de derechos humanos y sigue siendo 
vital para la realización de la igualdad sustantiva. En 
el proceso de reivindicación de los derechos, la acción 
colectiva de las mujeres puede contribuir a desarrollar la 
responsabilidad del Estado para con las mujeres.  

El marco enunciado en este capítulo puede ayudar a 
los gobiernos a cumplir sus obligaciones de respetar, 
proteger y realizar los derechos humanos, y puede 
impulsar a quienes promueven los derechos de las 
mujeres a exigir responsabilidades a los gobiernos y a 
otros garantes de derechos del cumplimiento de sus 
compromisos. 

CONCLUSIONES

un espacio para el debate y la reflexión crítica; 
capacitación en ocupaciones dominadas por los 
hombres y que pueden desafiar las segmentaciones 
de género en el mercado laboral y proporcionar un 
empleo mejor remunerado; y servicios de cuidado 
infantil que les permiten participar en las sesiones 
de capacitación.153 El reto es proyectar a otra 
dimensión el enfoque transformador de programas 
como Chapéu de Palha Mulher y proporcionar 
recursos, servicios y espacios que respondan a las 
necesidades inmediatas de las mujeres, modificando 
al mismo tiempo las estructuras que refuerzan 
su subordinación y que limitan el disfrute de sus 
derechos en la práctica.   

Como se verá en los capítulos sucesivos, más de lo 
mismo no es suficiente para las mujeres y las niñas. 
La igualdad sustantiva exige una transformación 
esencial de las instituciones económicas y sociales 
en todos los ámbitos sociales, desde el hogar 

hasta el mercado laboral y desde las instituciones 
políticas comunales a las locales, nacionales y 
mundiales. En lugar de añadir simplemente el trabajo 
remunerado o la reducción de la pobreza a la ya 
extensa lista de ‘cosas por hacer’ de las mujeres, 
las responsabilidades de generación de ingresos, 
así como el trabajo doméstico y de cuidados deben 
tener una distribución más igualitaria. Las estructuras 
de empleo con predominio de los hombres deben 
transformarse de tal forma que resulten favorables 
para mujeres y hombres por igual y que sean en 
beneficio de la sociedad en general (véase el 
capítulo 2); la protección y los servicios sociales no 
solamente deben perseguir la equiparación del 
acceso para las mujeres, sino que además deben 
volverse a diseñar otorgándole a los derechos de las 
mujeres un lugar central (véase el capítulo 3); y las 
políticas económicas vigentes deberían reorientarse 
considerablemente para apoyar en lugar de restringir 
la realización de los derechos (véase el capítulo 4).
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Basándose en la interpretación del concepto de 
igualdad sustantiva en los textos sobre derechos 
humanos, este marco contiene tres dimensiones 
interrelacionadas que deben ir acompañadas de 
medidas para avanzar hacia la igualdad sustantiva de 
las mujeres: corregir las desventajas socioeconómicas 
de las mujeres; abordar los estereotipos, el estigma y 

la violencia; y reforzar el poder de acción, la voz y la 
participación de las mujeres. La actuación pública en 
estas tres dimensiones posibilitan cambios significativos 
en las normas institucionales y las estructuras de 
incentivos vigentes, permitiendo el cumplimiento de los 
derechos y provocando transformaciones perdurables 
en la vida de las mujeres y las niñas.
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La mañana del 24 de abril de 2013, miles de trabajadoras y 
trabajadores acudieron como cada día a trabajar al edificio 
comercial de ocho plantas ubicado en Rana Plaza, a las 
afueras del distrito de Daca, en Bangladesh. Pocas horas 
después, el edificio se derrumbó cobrándose la vida de 1.137 
personas y causando heridas a otras 2.500. Muchas de las 
personas que fallecieron aquella mañana eran mujeres. 

El 80% de los 4,2 millones de personas que integran la población 
ocupada en la industria textil orientada a la exportación son 
mujeres. Para muchas de ellas, estos trabajos representan la 
primera oportunidad de obtener independencia económica y 
un empleo fuera del hogar. Sin embargo, la tragedia de Rana 
Plaza demostró que este empleo es un arma de doble filo. 
Esta industria ha creado unos entornos de trabajo altamente 
inseguros, peligrosos y en los que impera la explotación. Las 
trabajadoras sufren desigualdad, acoso, violencia y perciben 
una remuneración muy baja.  

En la actualidad, pese a que cuatro de cada cinco trabajadores 
de las líneas de producción de las 5.000 fábricas textiles con 
las que cuenta Bangladesh son mujeres, solo 1 de cada 20 
desempeñan responsabilidades de supervisión.

“Se sienten satisfechos por dar a una mujer un trabajo 
consistente en manejar una máquina de coser, pero no les 
gusta tanto verlas en puestos de mayor responsabilidad”, dice 
Kalpona Akter, directora ejecutiva del Centro de Bangladesh 
para la Solidaridad de los Trabajadores, que inició su vida 

El cambio tras la tragedia del 
sector textil en Bangladesh   
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RESURGIR DE 
LAS CENIZAS

EL PROGRESO DE LAS MUJERES
/ HISTORIAS DE CAMBIO

Kalpona Akter, Directora Ejecutiva del Centro de Bangladesh para la Solidaridad de los 
Trabajadores (BCWS), en su oficina

Foto: ONU Mujeres/ Saiful huq Omi
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laboral a los 12 años en la planta de la fábrica de prendas de 
vestir. “Muchas de esas mujeres se ven obligadas a trabajar 
en entornos injustos e inseguros porque no tienen ninguna 
capacidad para cambiar las cosas”, manifiesta.

El día anterior al derrumbamiento del edificio de Rana Plaza, 
este había sido declarado inseguro; y, sin embargo, los 
propietarios de la fábrica exigieron a las trabajadoras y los 
trabajadores que volvieran a sus puestos.  

“En Bangladesh, la industria textil nunca ha permitido que las 
y los trabajadores levanten la voz. La política siempre se ha 
centrado en el crecimiento del sector y en conseguir que las 
empresas internacionales sigan satisfechas”, señala Kalpona. 
“Este tipo de poder sobre los derechos de las trabajadoras 
y los trabajadores creó el entorno propicio para que se 
produjera este desastre.”

No obstante, Rana Plaza supuso un punto de inflexión. La 
indignación que se desató a escala mundial tras el desastre 
llevó al gobierno de Bangladesh a anunciar la introducción 
de una serie de cambios en su legislación laboral, incluida 
una relajación de las restricciones a las que se enfrentaban 

las y los trabajadores para crear organizaciones sindicales, 
la contratación de un mayor número de inspectoras e 
inspectores y un incremento del 77% del salario mínimo para 
las trabajadoras y trabajadores del sector textil. 

Al mismo tiempo, las marcas textiles internacionales 
que se abastecen desde Bangladesh se unieron a los 
sindicatos nacionales e internacionales, a los movimientos 
internacionales de solidaridad de las y los trabajadores y a las 
ONG para crear el Acuerdo de Bangladesh sobre Protección 
de Incendios y Seguridad de la Edificación. 

Dicho Acuerdo tiene el objetivo de abordar los graves 
problemas del sector textil en lo tocante a la salud y la 
seguridad, a través de un sistema de inspecciones de seguridad 
independientes a las fábricas cuyas conclusiones se harán 
públicas. El Acuerdo protege asimismo los derechos de las 
trabajadoras y trabajadores, al establecer la responsabilidad 
jurídica de las empresas en materia de seguridad y proteger 
el derecho del personal a rechazar los trabajos peligrosos o a 
negarse a entrar en edificios inseguros. 

Lo que diferencia a este Acuerdo de otras iniciativas 
anteriores relacionadas con la seguridad de las trabajadoras 
y trabajadores es el hecho de que los compromisos contraídos 
son legalmente exigibles a través de un mecanismo de 
arbitraje vinculante, que está respaldado por los tribunales de 
los países de origen de las empresas firmantes del Acuerdo.

Otra novedad importante es que el Acuerdo sitúa a las 
trabajadoras y trabajadores en el centro de la reforma de los 
aspectos de salud y seguridad del sector textil. El acuerdo está 
cogestionado por  representantes empresariales y de las y los 
trabajadores y asigna a estos últimos una función nuclear en 
su aplicación.

Hasta el momento, más de 190 marcas de más de 20 
países han firmado el Acuerdo, cuyo ámbito de aplicación 
abarca a 1.500 plantas en las que trabajan alrededor 
de 2 millones de personas. Este año, sus 110 ingenieras e 
ingenieros independientes han llevado a cabo inspecciones 
en centenares de plantas. En el marco de dichas inspecciones 
se han identificado más de 80.000 problemas de seguridad y 
se ha suspendido la producción de 17 fábricas. 

Además, tras la catástrofe de Rana Plaza se han creado 
las condiciones necesarias para que las trabajadoras y 
trabajadores del sector textil puedan acogerse a la relajación 
de las restricciones gubernamentales impuestas a los 
sindicatos. 

“El desastre de Rana Plaza permitió sentar las bases para que 
las y los trabajadores se organicen”, señala Kalpona. “En los 
dos últimos años se han inscrito unos 200 nuevos sindicatos 
del sector textil; el 65% de las personas que lideran estas 
organizaciones y la mayoría de sus miembros son mujeres. 
En 2014, estas líderes sindicales iniciaron un proceso de 
negociación colectiva con las direcciones de sus respectivas 
fábricas, lo que representa una señal positiva que apunta 
a que se está empezando a producir un cambio en lo que 
respecta a los derechos de las mujeres en el sector. El reto es 
conseguir que esos cambios sean duraderos.”

“El desastre de Rana Plaza
permitió sentar las bases
para que las y los
trabajadores se organicen”.

Foto: ONU Mujeres/ Saiful huq Omi
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El desafío, sin duda, es considerable. A pesar de la nueva 
legislación laboral, tan solo un 5% de la población trabajadora 
del sector textil está organizada en sindicatos. Además, 
por el momento la implantación sindical no llega a 300 
empresas. El Fondo de Donantes de Rana Plaza, respaldado 
por las Naciones Unidas y creado para indemnizar con 40 
millones de dólares de los Estados Unidos a las trabajadoras 
y trabajadores que resultaron heridos en la tragedia y a 
la familia de las personas fallecidas, se encuentra aún a 
9 millones de dólares de los Estados Unidos de su objetivo. 
Varias destacadas marcas estadounidenses que se negaron 
a firmar el Acuerdo jurídicamente vinculante han creado un 
programa paralelo denominado Alianza para la Seguridad 
de los Trabajadores de Bangladesh, lo que podría dividir el 
apoyo político y empresarial del que goza el Acuerdo.  

No obstante, continúa reinando el optimismo en torno al 
hecho de que de las cenizas de Rana Plaza pueden emerger 
cambios positivos.  

“Hemos conseguido hacer oír nuestra voz tanto a nivel local 
como internacional, y gracias a ello estamos logrando sentar 

las bases para exigir responsabilidades a quienes ostentan 
el poder”, afirma Kalpona, que explica que las constantes 
campañas que se están llevando a cabo a través de los medios 
de comunicación, las peticiones en línea y las iniciativas de 
concienciación de los consumidores impulsadas por las ONG 
internacionales, los sindicatos y los grupos de consumidores 
están sirviendo para presionar a las empresas del sector textil 
a que firmen el Acuerdo o paguen una indemnización.

“Las mujeres que trabajan en las fábricas de Bangladesh 
empiezan a sentir que al fin se escucha su voz. Y eso supone 
un verdadero avance”, concluye.

Hasta el momento,
más de 190 marcas de
más de 20 países han
firmado el Acuerdo

Kalpona se reúne con integrantes del sindicato en su oficina

Foto: ONU Mujeres/ Saiful huq Omi

61

Historia: Annie Kelly. Para consultar más información sobre el Acuerdo de Bangladesh sobre Protección de Incendios y Seguridad de la Edificación, véase    
www.bangladeshaccord.org; Para más información sobre la campaña por compensaciones para las víctimas de Rana Plaza, véase www.cleanclothes.org/ranaplaza
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TRANSFORMAR EL 
TRABAJO EN FAVOR DE 
LOS DERECHOS DE LAS 
MUJERES
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En todo el mundo, un total de 53 millones de personas 
(un 80% de las cuales son mujeres) trabajan en el empleo 
doméstico. Su trabajo contribuye al crecimiento económico, 
promueve la participación de las mujeres en el mercado 
laboral y proporciona cuidados cruciales a millones de 
personas dependientes. Todos los días cocinan, limpian, 
cuidan de personas mayores y ayudan a las niñas y los niños 
a realizar las tareas escolares, desempeñando funciones 
vitales para los hogares y las comunidades.

“El trabajo doméstico hace posible todos los demás tipos de 
trabajo”, afirma Ai-jen Poo, directora de la Alianza Nacional 
de Empleadas Domésticas, una asociación nacional 
integrada por grupos de empleadas domésticas de todo los 
Estados Unidos.  

“Las trabajadoras domésticas siempre han desempeñado 
un papel esencial para el funcionamiento de las economías 
nacionales, pero en la actualidad son absolutamente 
cruciales para el crecimiento de la economía mundial”. 

Sin embargo, como población trabajadora, estos millones de 
mujeres permanecen en gran medida invisibles. En muchos 
países, las leyes nacionales sobre el trabajo excluyen a las 

La acción colectiva conduce 
a la victoria a las empleadas 
domésticas en Nueva York  
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UN POCO DE 
HISTORIA 

EL PROGRESO DE LAS MUJERES
/ HISTORIAS DE CAMBIO

Ai-jen Poo, Directora de la Alianza Nacional de Empleadas Domésticas (NDWA) y Co-
directora de la campaña Caring Across Generations 

Foto: ONU Mujeres/Ryan Brown
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empleadas domésticas. Esto las expone a sufrir abusos y 
explotación y les impide exigir seguridad y protección en el 
lugar de trabajo.

“Debido a la baja representación que, de forma crónica, 
sufren las mujeres en los puestos de poder y riqueza, su 
trabajo se sigue infravalorando y padecen explotación; todo 
ello se hace particularmente patente en la forma en que 
tratamos a nuestras empleadas domésticas”, señala Ai-jen.

“A pesar de que se ha producido un cambio muy importante 
en el papel que ejercen las mujeres en el lugar de trabajo, 
continúa dándose por hecho que todo el trabajo relacionado 
con la familia es responsabilidad suya. Además, todavía hoy 
persiste una dinámica racial histórica. La actitud de que este 
tipo de trabajo debe ser realizado sin remuneración o por 
muy poco dinero por mujeres de color, una creencia que sigue 
profundamente arraigada y que está sustentada por las leyes 
laborales en todo el mundo”.

En torno a 200.000 personas (de las que la inmensa mayoría 
son mujeres procedentes de fuera de los Estados Unidos) 
trabajan como empleadas domésticas en la ciudad de Nueva 
York. Sin embargo, hasta 2010, ninguna de ellas gozaba de 
protección (ni tan siquiera de reconocimiento) en las leyes del 
estado de Nueva York.

En 2000, un grupo de empleadas domésticas procedentes de 
Filipinas que vivían y trabajaban en la ciudad comenzaron a 
movilizarse para tratar de cambiar la situación. Crearon una 
organización llamada Domestic Workers United (DWU) con 
el propósito de intentar ganar poder como colectivo y de 
conseguir unas normas laborales justas para el sector. 

A través de una serie de reuniones mensuales, DWU empezó 
a tomar forma; centenares y después miles de empleadas 
domésticas de toda la ciudad se afiliaron a la organización.  

Llevaron a cabo iniciativas diarias de divulgación en 
parques, zonas de juegos, iglesias y en la calle, y ayudaron 
a las trabajadoras a organizarse en los barrios en los que 
vivían y trabajaban. 

Mediante una red de alianzas con sindicatos, empleadoras 
y empleadores, líderes religiosos y miembros del poder 
legislativo del estado de Nueva York, se dio impulso al 
objetivo de DWU de elaborar una Carta de Derechos de las 
y los empleados domésticos, que por vez primera dotara a 
este colectivo de los mismos derechos básicos de los que 
otras trabajadoras y trabajadores llevaban disfrutando 
durante decenios. 

“Para muchos representantes parlamentarios el aprendizaje 
fue complicado, ya que el concepto de derechos de las 

Ai-jen en una manifestación con miembros de la NDWA y de National People’s Action para exigir rendición de cuentas por la crisis financiera, en Washington, D.C. 

Foto: NDWA
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empleadas domésticas les era completamente extraño”, 
señala Ai-jen. “Fueron muchas las empleadas domésticas que 
tenían miedo de verse expuestas, de perder sus trabajos o de 
quedar señaladas por participar en la campaña. Tuvimos que 
enfrentarnos a la resistencia de empleadoras y empleadores, 
porque aunque muchos de ellos apreciaban que las empleadas 
domésticas pudieran tener derechos, temían perder una mano 
de obra que realizaba las tareas domésticas para ellos a un 
costo tan asequible”.

En 2010, DWU consiguió que se aprobara la Carta de 
Derechos de los empleados domésticos del estado de 
Nueva York, el primer instrumento legislativo de los Estados 
Unidos que protege de manera integral los derechos de 
este colectivo. Entre otras disposiciones, la Carta estableció 
el derecho al pago de las horas extraordinarias, un día 
de descanso cada siete días, vacaciones retribuidas y 
protección en virtud de la ley estatal de derechos humanos. 

“Las alianzas que forjamos fueron cruciales”, indica Ai-
jen. “Dedicamos varios años a entablar relaciones con 
las empleadoras y los empleadores, los sindicatos y otros 
grupos de trabajadores. Muchos de los representantes 
parlamentarios que defendieron nuestros intereses eran 
hijos e hijas de empleadas domésticas”.

En los últimos cinco años, DWU ha trabajado para intentar 
garantizar una aplicación exitosa de la Carta, mediante la 
ampliación de sus programas de difusión y la continuación 
de sus esfuerzos dirigidos a crear sólidas redes con las y los 
empleadores, que constituyen el vínculo fundamental para 
asegurar el cumplimiento de las disposiciones de la Carta.

“Siempre va a resultar complicado garantizar que las 
empleadas domésticas realicen sus derechos, porque sigue 
existiendo una cultura muy importante que defiende que 
hay que respetar la privacidad del hogar familiar”, afirma 
Ai-jen. “En la actualidad estamos centradas en asegurar 
que las y los empleadores conozcan sus responsabilidades 
legales y que las trabajadoras sepan cómo garantizar que 
sus contratos reflejen claramente los derechos que tienen 
en virtud de esta legislación”.

Desde la aprobación de la Carta se han seguido impulsando 
los derechos de las y los empleados domésticos tanto en 
los Estados Unidos como a escala internacional. En julio de 
2013, Hawái siguió la estela de Nueva York y se convirtió en 
el segundo estado en aprobar disposiciones de protección 
laboral para las y los empleados domésticos. California hizo 
lo propio en enero de 2014 y Massachusetts se les unió en 
julio de ese mismo año.  

En 2013 entró en vigor el primer Convenio de la OIT sobre 
las empleadas y los empleados domésticos, algo que Ai-jen 
considera un “motor fundamental para el cambio”. Según 

ella, en muchos países del mundo las y los empleados 
domésticos están utilizando la demanda de ratificación de 
este Convenio por parte de sus respectivos países como 
grito de guerra para la acción colectiva.   

“Nuestro movimiento no solo pretende crear un entorno de 
trabajo digno para las y los empleados de hogar, sino una 
sociedad más atenta, que reconozca que es fundamental 
abordar los derechos de este grupo para hacer frente a las 
desigualdades sociales en todo el mundo”, concluye.
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“Su trabajo se sigue
infravalorando y padecen
explotación; todo ello se hace
particularmente patente
en la forma en que
tratamos a nuestras
empleadas domésticas”

Organizadoras se manifiestan en la calle por un  mayor reconocimiento de los 
derechos de las trabajadoras domésticas 

Foto: NDWA

Historia: Annie Kelly. Para consultar más información sobre NDWA, véase www.domesticworkers.org
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El trabajo remunerado puede ser un pilar fundamental para 
la igualdad sustantiva de las mujeres, pero solo cuando es 
compatible con una responsabilidad compartida entre mujeres y 
hombres por el trabajo de cuidados no remunerado; cuando les 
permite a las mujeres tener tiempo para el ocio y el aprendizaje; 
y cuando proporciona ingresos suficientes para mantener un nivel 
de vida adecuado.

En los dos últimos decenios, el índice de participación de las 
mujeres en la población activa se ha estancado en todo el 
mundo, aunque con variaciones regionales significativas. En 
todo el mundo, solo la mitad de las mujeres forma parte de la 
población activa, en comparación con más de las tres cuartas 
partes de los hombres; esta brecha sigue abierta en todas partes. 

En las regiones en desarrollo, la mayoría de las mujeres 
permanecen concentradas en trabajos inseguros, sin protección y 
mal remunerados en los sectores urbanos informales y agrícolas. 
La segregación ocupacional y las brechas salariales de género 
persisten en todo el mundo, a pesar de los esfuerzos dirigidos a 
eliminarlas. 

Los resultados desiguales para las mujeres en el mercado laboral 
son el factor que más contribuye a su desventaja socioeconómica 
general. En el transcurso de la vida, las diferencias de género en 
los índices de empleo y las remuneraciones se combinan para 
crear grandes diferencias acumulativas entre los ingresos de las 
mujeres y los de los hombres.

EN BREVE
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Los notables avances en la superación de las brechas de género 
en la educación han contribuido a mejorar la situación de las 
mujeres en el trabajo, pero por el momento no son suficientes 
para corregir la desventaja que sufren en el mercado laboral. 

El trabajo doméstico y de cuidados no remunerado limita de 
forma considerable las oportunidades económicas de las mujeres. 
Para la consecución de la igualdad sustantiva es esencial que 
se reconozca el valor económico de ese trabajo, se reduzca la 
carga que supone y se distribuya de modo más equitativo entre 
mujeres y hombres, y entre los hogares y la sociedad.

Es preciso adoptar medidas públicas para crear empleos 
decentes, apoyar a las mujeres para que puedan aprovechar 
las oportunidades de empleo y empoderarlas para que puedan 
dar forma a sus entornos laborales. Solo entonces el trabajo 
remunerado contribuirá a la realización de la igualdad sustantiva 
de las mujeres. 

En todo el mundo, las trabajadoras han desarrollado una serie 
de estrategias para promover sus derechos. Se requiere un 
mayor apoyo para empoderar a las mujeres, tanto dentro de 
los movimientos obreros más amplios como en sus esfuerzos por 
crear organizaciones autónomas.

/5
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/8

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   69 6/12/15   2:23 PM



INTRODUCCIÓN

El acceso al empleo decente es un derecho 
humano básico, que proporciona ingresos y otras 
recompensas intrínsecas como la dignidad y la 
integración social. La creación de trabajo decente 
ocupa un lugar central en las estrategias de 
desarrollo inclusivo y en beneficio de los sectores 
pobres; fortalece a las personas, las comunidades 
y las naciones.1 Concretamente, el acceso a un 
empleo de buena calidad y remunerado fuera 
del hogar es quizá el factor que más contribuye 
al empoderamiento económico de las mujeres.2 
Desempeña un papel clave, pues les permite tener 

autonomía financiera y poder de acción. Esto, a su 
vez, puede mejorar la distribución de recursos y 
poder en el seno del hogar además de ampliar las 
oportunidades fuera de este. 

Los tratados internacionales de derechos humanos 
y los convenios de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) reconocen la importancia fundamental 
del derecho al trabajo —a la ocupación plena y 
productiva— y de los derechos laborales —a la no 
discriminación y a disfrutar de condiciones de trabajo 
justas, seguras y equitativas (véase el recuadro 2.1). 

La Declaración Universal de Derechos Humanos establece que: “Toda persona tiene derecho al 
trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la 
protección contra el desempleo”.3  

Según el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), los derechos en 
el trabajo son esenciales para la propia definición de trabajo, el cual debe ser digno: “la calificación 
de un trabajo como digno presupone que respeta los derechos fundamentales del trabajador”, incluido 
“el respeto a la integridad física y mental del trabajador” y una remuneración que permita “a los 
trabajadores vivir y asegurar la vida de sus familias”.4  

Para las mujeres, en concreto, el derecho al trabajo requiere igualdad de oportunidades y de trato 
además de la eliminación de la discriminación por motivo del matrimonio o la maternidad, tal como 
se define en el PIDESC y en la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW).5 

Además, los derechos laborales incluyen:

•	 Salarios justos e igual remuneración por trabajo de igual valor

•	 Condiciones de trabajo seguras y saludables6  

•	 Igualdad de oportunidades y no discriminación, incluso en lo que respecta a la contratación, los 
ascensos y la formación profesional7  

RECUADRO 2.1 
El derecho al trabajo y los derechos laborales en los marcos de derechos humanos
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Se observan progresos en la igualdad 
formal, pero los obstáculos persisten
El mundo ha hecho significativos avances para 
garantizar la igualdad entre mujeres y hombres en 
cuanto a su derecho al trabajo, los derechos laborales 
y el acceso a los recursos económicos.11 El rápido 
aumento del acceso a la educación junto con un mayor 
control de su fertilidad ha permitido a las mujeres tener 
mejores oportunidades de trabajo remunerado.

En 2014, 59 países habían aprobado leyes que 
establecían la obligatoriedad del salario igual por un 
trabajo del mismo valor;12 125 países contaban con leyes 
que prohibían el acoso sexual en el lugar de trabajo;13 
128 países tenían leyes que garantizaban la igualdad 
de las mujeres casadas en cuanto a los bienes; y en 112 
países las hijas tenían los mismos derechos hereditarios 
que los hijos.14 Los tratados de derechos humanos han 
sido un instrumento del progreso, pues han establecido 
normas mundiales y han permitido a quienes defienden 
la igualdad de género exigir responsabilidades a los 
gobiernos.15 Sin embargo, todavía hay un largo camino 
por recorrer para cerrar las brechas en los marcos 
jurídicos y revocar las normas discriminatorias en lo 
referente al acceso de las mujeres al mercado laboral. 
Unos 77 países todavía tienen restricciones en el tipo 
de trabajo que pueden desempeñar las mujeres, que 
por ejemplo les impiden trabajar por la noche o ejercer 
ocupaciones en la minería o la construcción.16 

La incorporación de las mujeres a la población activa 
sigue encontrando otros obstáculos importantes. 
A nivel mundial, la tasa de participación de las 
mujeres en la población activa se ha estancado 
desde el decenio de 1990. En la actualidad, solo 
la mitad de las mujeres forma parte de la fuerza 
laboral, frente a más de las tres cuartas partes de 
los hombres. A pesar de que existen variaciones 
regionales considerables, esta brecha de género 
no se ha eliminado en ningún lugar. Las mejoras 
en el acceso a la educación tampoco han logrado 
cerrar la brecha salarial de género. Mundialmente, 
las mujeres ganan en promedio 24% menos que los 
hombres (véase el anexo 4). El resultado acumulado 
de estas brechas en la participación en la población 
activa, así como en lo que se refiere a los ingresos 
y las transferencias sociales, es considerable. Un 
estudio de cuatro países estima que existen brechas 
salariales entre mujeres y hombres de entre el 31% y 
el 75% (véase el recuadro 2.4). 

¿Cómo se explica la persistencia de la desventaja 
socioeconómica de las mujeres en el mercado laboral 
a pesar de las considerables mejoras logradas en 
materia de igualdad formal? 

En primer lugar, las mujeres han ingresado al 
mercado laboral de manera masiva, a veces 
en respuesta a crisis y penurias económicas, en 

• Descanso, ocio y una limitación razonable del horario de trabajo así como vacaciones periódicas 
remuneradas8  

• El derecho a crear sindicatos para la promoción y protección de los intereses económicos y 
sociales de los trabajadores, así como afiliarse a ellos9 

• La seguridad social, incluidas, a modo de ejemplo, las “protecciones especiales” como la licencia 
remunerada y beneficios adecuados para las mujeres antes y después del parto10  

Además de las disposiciones del PIDESC y la CEDAW, hay un conjunto exhaustivo de normas laborales 
internacionales en los 189 Convenios de la OIT, que son tratados internacionales vinculantes para las 
partes, y 203 recomendaciones, que ofrecen pautas para ayudar a los países a aplicar los convenios. 
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una época en que las economías no han creado 
suficientes empleos decentes. En consecuencia, 
millones de mujeres y hombres tienen empleos de 
mala calidad y poco seguros. 

En segundo lugar, la gama de oportunidades de 
las que disfrutan las mujeres está limitada por 
los estereotipos de género y las normas sociales 
dominantes, tanto en los hogares como en los 
mercados laborales. Las aptitudes de las mujeres, y el 
tipo de trabajo que desempeñan —incluido el trabajo 
de cuidados remunerado, como la enseñanza, la 
enfermería, el cuidado de menores y personas 
ancianas, y el trabajo social— están infravaloradas 
en comparación con los empleos que desempeñan 
los hombres.17  

En tercer lugar, el trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado, que es esencial para reproducir 
la fuerza de trabajo, sigue representando un gran 
obstáculo para que las mujeres puedan tener trabajos 
remunerados. En todas las regiones, las mujeres siguen 
asumiendo la responsabilidad de la mayor parte del 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado: en la 
mayoría de los países, cuando se combina el trabajo 
remunerado y el no remunerado, las mujeres trabajan 
más horas por día que los hombres (véase el anexo 
3).18 Este es un problema especialmente candente para 
las mujeres en los hogares de menores ingresos y con 
pocas posibilidades de contar con cuidado infantil 
asequible y de calidad. 

El desafío del trabajo decente
Tanto en los países en desarrollo como en los 
desarrollados, el efecto moderador de las políticas 
macroeconómicas significa que los mercados laborales 
no están creando suficientes empleos de calidad 
decente, especialmente para las personas jóvenes 
(véase el capítulo 4).19 Si bien las tasas de participación 
en la población activa se han estancado a nivel 
mundial, en 2013 había unos 750 millones más de 
mujeres y 1.000 millones más de hombres en la fuerza 
laboral en comparación con 1990 debido al crecimiento 
demográfico.20 La escasez de empleos decentes 
significa que millones de mujeres y hombres se están 
viendo obligados a aceptar empleos de mala calidad, 
con frecuencia en la economía informal. El desempleo 
mundial ha seguido creciendo, y se calcula que 202 
millones de mujeres y hombres estaban desempleados 
en 2013.21 Preocupa especialmente el aumento del 
nivel de desempleo entre las personas jóvenes: en el 
Oriente Medio y el Norte de África, el 51% de las mujeres 
jóvenes y el 23% de los hombres jóvenes de entre 15 y 
24 años de edad estaban desempleados en 2013. Esto 

se compara con la tasa mundial de desempleo de 7% 
entre las mujeres y de 6% entre los hombres.22

La liberalización del comercio desde principios 
del decenio de 1980 ha producido un aumento 
del empleo en algunos países en desarrollo que 
producen para los mercados de exportación, lo que 
ha brindado oportunidades para las mujeres, incluso 
en las zonas rurales. Sin embargo, estos empleos a 
menudo se concentran en los segmentos de más baja 
remuneración y más inseguros de las cadenas de 
valor mundiales, en los que las mujeres desempeñan 
ocupaciones como trabajadoras temporales o de 
temporada, en la horticultura para la exportación o la 
manufactura de prendas de vestir.23  

En otros lugares, la liberalización financiera, la 
desregulación del mercado laboral y la externalización 
de empleos del sector público han fortalecido el 
poder de negociación de las empresas frente a las y 
los trabajadores; en consecuencia, los salarios reales 
sufren una presión a la baja y los derechos laborales 
se han visto socavados. La posición negociadora 
más débil de las mujeres en el mercado laboral les 
ha dificultado especialmente el acceso a empleos 
decentes en este entorno complejo. En la mayoría de 
los países de ingresos bajos y medianos, los empleos 
informales siguen siendo la norma, especialmente 
para las mujeres. 

La mala calidad de muchos trabajos y, asociada 
a esto, la creciente desigualdad de los ingresos 
generan una preocupación creciente entre las y 
los responsables de la formulación de políticas, las 
organizaciones de la sociedad civil y algunas/os 
líderes empresariales. La mayoría de las mujeres 
y los hombres viven en sociedades en las que hay 
más desigualdad en la distribución de los ingresos 
en la actualidad que en 1990.24 Tanto en los países 
desarrollados como en los que están en desarrollo, los 
ingresos de las personas con salarios más elevados 
han aumentado rápidamente mientras que para las 
personas de ingresos medianos y bajos, estos han 
aumentado poco o nada.25 Las desigualdades, cada 
vez mayores, acarrean costos sociales elevados y 
afectan a la estabilidad económica.26  

Un amplio abanico de agentes políticos reconoce 
que, en lugar de “distorsionar” el mercado laboral, la 
intervención estatal puede reducir los desequilibrios 
de poder entre las y los trabajadores y las empresas y 
contribuir a una distribución más justa de los riesgos, 
así como a la mejora de la salud y la cohesión social y 
a un aumento de la demanda agregada.27  
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Algunos países, especialmente en América Latina, han 
logrado recientemente frenar la tendencia creciente 
de las desigualdades.28 Esos países han demostrado 
que, con la combinación adecuada de políticas 
económicas y sociales, es posible crear empleo 
decente que respalde la realización de los derechos 
de las mujeres al trabajo y sus derechos laborales 
(véase el recuadro 2.2). 

Las personas responsables de la formulación de 
políticas también están empezando a reconocer que 
el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
limita poderosamente la participación de las mujeres 
en el mercado laboral, y estas limitaciones se 
exacerban por el envejecimiento de la población y 
los recortes de los servicios sociales.29   

Para dar respuesta a estas cuestiones se requiere 
algo más que guarderías en los lugares de 
trabajo y retoques a las políticas fiscales. Mientras 
los mercados laborales sigan funcionando 
conforme a de la expectativa de que el empleo es 
ininterrumpido, durante toda la vida y a tiempo 
completo, será inevitable que las personas que 
hacen la mayor parte del trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado resulten perjudicadas. Es 
necesario acometer una reflexión profunda sobre 
la forma de organización del trabajo remunerado y 
no remunerado. Las responsabilidades del trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado deben 
distribuirse de forma más equitativa entre mujeres y 
hombres, entre los hogares y la sociedad. 

Entre 2001 y 2009 se crearon en el Brasil 17 millones de nuevos puestos de trabajo, de los cuales 
más de 10 millones eran empleos en los que las y los trabajadores poseen tarjetas del seguro social 
(Carteira de Trabalho). Esto representa un importante cambio con respecto al decenio de 1990, 
en el que el desempleo se duplicó, el sector informal creció notablemente y los salarios reales 
disminuyeron.30 Demuestra que las medidas gubernamentales adecuadas pueden producir excelentes 
resultados, incluso en un contexto de una mayor flexibilidad y vulnerabilidad del empleo en la 
economía mundial. 

Las tasas de participación de las mujeres en la población activa aumentaron del 54 al 58% entre 2001 
y 2009, y la proporción que accedía a empleos con tarjeta del seguro social aumentó del 30 al 35%.31 
La duplicación del salario mínimo en el decenio de 2000 también tuvo importantes efectos sobre 
las brechas salariales de género. Entre 1995 y 2007, dicha brecha disminuyó del 38 al 29%. Lo más 
importante es que esta reducción se ha logrado por medio de aumentos de los salarios tanto de las 
mujeres como de los hombres, y no porque los salarios de los hombres hayan caído.32 

El éxito del Brasil en la creación de empleos decentes es el resultado de un conjunto de políticas 
económicas y sociales. La política macroeconómica dirigida a generar un crecimiento inclusivo 
contribuyó a la creación de empleos. La inversión en inspecciones de trabajo y la simplificación 
y armonización de los costos de inscripción y de la administración tributaria para las empresas 
pequeñas y medianas han fomentado la formalización de los empleos y las compañías.33 El aumento 
del valor real de los salarios mínimos ha ayudado a reducir la pobreza y ha contribuido al 66% de la 
disminución de la desigualdad en el período 2000-2008. Las políticas de protección social también 
han tenido importantes efectos: otro 16% de la caída de la desigualdad se debió al aumento de las 
pensiones y el 12% al programa de bienestar social Bolsa Familia.34 

RECUADRO 2.2 
El papel del Estado en la creación de trabajo decente en el Brasil
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Estructura del capítulo 
En la primera parte de este capítulo se evalúan los 
avances de las tasas de participación de las mujeres 
y los hombres en la población activa y se analiza la 
contribución de las políticas económicas y sociales 
más amplias al logro de la igualdad sustantiva en el 
mercado laboral. El resto del capítulo está dedicado 
a examinar de qué modo puede lograrse la igualdad 
sustantiva en el trabajo en un entorno mundial difícil. Se 
apoya en el marco formulado en el capítulo 1 y propone 
una agenda exhaustiva de medidas públicas de los 
gobiernos, las organizaciones sociales y las empresas 
para abordar los obstáculos persistentes al derecho de 
las mujeres al trabajo y sus derechos laborales. 

El capítulo muestra que para corregir la desventaja 
socioeconómica de las mujeres se requieren 
medidas encaminadas a reconocer y apoyar el 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado, 
hacer frente a la segregación de género en las 
ocupaciones y cerrar la brecha salariales de género. 
La segregación de género es una causa fundamental 
de las diferencias salariales entre mujeres y hombres. 
Para abordar este problema es preciso centrarse 
en los estereotipos, el estigma y la violencia que 

contribuyen a agrupar sistemáticamente a las 
mujeres en empleos de menos prestigio y con salarios 
más bajos. El capítulo luego propone tres campos 
prioritarios para las medidas públicas: los empleos 
informales, los medios de vida rurales y los empleos 
en el sector público. La última sección del capítulo 
destaca que es necesario fortalecer el poder de 
acción, la voz y la participación de las mujeres. La 
capacidad de las mujeres para ejercer influencia y 
moldear sus lugares y condiciones de trabajo —ya 
sea por medio de sindicatos o recurriendo a nuevas 
formas de acción colectiva— es fundamental para el 
logro de la igualdad sustantiva. 

En el largo plazo, el desafío consiste en transformar 
los mercados laborales y los hogares de forma que 
permitan que todas las personas puedan disfrutar de 
un nivel de vida decente. Basándose en experiencias 
de todo el mundo, el capítulo demuestra que, si bien 
el progreso hacia el fortalecimiento de los derechos 
de las mujeres en el trabajo ha sido dispar, no es 
imposible. Aun en el cambiante contexto mundial de 
la actualidad, algunos países han logrado avances 
considerables hacia la igualdad sustantiva en el 
trabajo. 

AVANCES DESIGUALES EN CUANTO A 
LA PARTICIPACIÓN DE LAS MUJERES 
EN LA POBLACIÓN ACTIVA

En todo el mundo, la tasa de participación de las 
mujeres en la población activa se ha estancado 
desde principios del decenio de 1990, aunque 
con variaciones regionales significativas (pueden 
consultarse las definiciones en el recuadro 2.3). En 
2013, el 50% de las mujeres participaba en la fuerza 
de trabajo, lo que representa un descenso de dos 
puntos porcentuales con respecto a 1990. Aunque 

la brecha de género en la tasa de participación en 
la población activa se ha reducido levemente en 
este período, esto se debió principalmente a que las 
tasas de participación de los hombres disminuyeron 
más rápidamente que las de las mujeres. La brecha 
de género es llamativa y persistente: la mitad de las 
mujeres forma parte de la fuerza de trabajo, frente 
a más de las tres cuartas partes de los hombres.
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La tasa de participación en la población activa refleja las personas que están actualmente empleadas 
y las que están desempleadas (es decir, las personas que no están empleadas pero que están en 
condiciones de trabajar y buscan empleo) como porcentaje de la población en edad de trabajar. La 
población en edad de trabajar se define generalmente como las personas de 15 años o más (con 
algunas variaciones nacionales en cuanto a los límites).35 

Las tasas de participación en la población activa relativamente más altas que presentan muchos 
países en desarrollo reflejan la alta proporción de personas —principalmente mujeres— que trabajan 
en la producción de subsistencia. Las tasas de desempleo —definida como la cantidad de personas 
desempleadas como porcentaje de la población activa— generalmente son mucho menores en los 
países en desarrollo que en los desarrollados. Este se debe a que, a falta de seguro de desempleo, la 
mayoría de las personas en los países en desarrollo no puede permitirse el desempleo y en cambio 
trabaja en empleos informales. Ninguno de estos indicadores tiene en cuenta el trabajo doméstico y 
de cuidados no remunerado, que es fundamental para la reproducción de la fuerza laboral (véase el 
recuadro 2.5).

El debate continuo sobre los méritos de estos indicadores llevó a que la Conferencia Internacional de 
Estadísticos del Trabajo aceptara en 2013 la necesidad de renovarlos en su integridad.36 Los cambios 
acordados incluyen una nueva definición del trabajo y una definición más rigurosa del empleo, de forma 
que incluya solamente a aquellas personas que se dedican a actividades destinadas “principalmente” 
a obtener una remuneración o una ganancia. Esto excluye a las personas que producen bienes y 
servicios “principalmente” para su uso personal o aquellas que realizan trabajos voluntarios. Estos 
cambios significarían que la agricultura de subsistencia, así como el trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado, se clasificarían como trabajo pero no como empleo. Como resultado, se compilarían 
estadísticas mejores —y más significativas— sobre el trabajo de las mujeres y los hombres, incluidas las 
tasas de participación en la población activa y de empleo y desempleo, así como sobre el tiempo que 
las mujeres dedican al trabajo doméstico y de cuidados no remunerado (véase El seguimiento de los 
derechos económicos y sociales de las mujeres en los anexos).37  

RECUADRO 2.3 
Participación en la población activa, tasas de empleo y desempleo

PARTICIPACIÓN DE LAS MUJERES EN 
LA POBLACIÓN ACTIVA: TENDENCIAS 
REGIONALES

Más allá de estos datos mundiales, existen importantes 
variaciones regionales. La figura 2.1 muestra las 
tendencias en la participación masculina y femenina en 
la población activa por región entre 1990 y 2013. En este 
período, la participación de las mujeres en la fuerza 
de trabajo aumentó en América Latina y el Caribe, en 

el África Subsahariana, en las regiones desarrolladas y 
en cierta medida en Oriente Medio y el Norte de África. 
El mayor aumento fue en América Latina y el Caribe, 
donde la participación de las mujeres en la población 
activa pasó del 40 al 54%, lo que redujo la brecha de 
género de 42 a 26 puntos porcentuales. En el África 
Subsahariana, la participación de las mujeres aumentó 
del 59 al 64% en el mismo período, dejando una brecha 
de género de 13 puntos porcentuales, la más baja de 
todas las regiones. 
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Figura 2.1

Tasa de participación en la población activa por sexo y por región, 1990-2013 
 A escala mundial, las tasas de participación de las mujeres en la población activa se han estancado, aunque 

con variaciones regionales significativas
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Fuente: medias ponderadas calculadas por ONU Mujeres utilizando datos extraídos de OIT 2015c.

Nota: las regiones son las siguientes: CEECA (Europa Central y Oriental y Asia Central); Desarolladas (regiones desarrolladas); EAP (Asia Oriental y el Pacífico); LAC (América Latina y el 
Caribe); MENA (Oriente Medio y Norte de África); SA (Asia Meridional); SSA (África Subsahariana). Véanse las agrupaciones regionales de ONU Mujeres para la lista de países y territorios 
incluidos en cada región en el anexo 7.

Mientras tanto, la tasa de participación de las mujeres 
en la población activa disminuyó en Europa Central y 
Oriental y Asia Central, en Asia Oriental y en el Pacífico 
así como en Asia Meridional, regiones que representan 
aproximadamente el 60% de la población femenina en 
edad de trabajar a escala mundial.38 El descenso de la 
tasa de participación de las mujeres en la población 
activa en Asia Meridional se debe sobre todo a las 
menores tasas de participación en la India, debido a 
que las mujeres jóvenes permanecen más tiempo en 
el sistema educativo así como a una falta general de 
oportunidades de empleo para ellas.39  

En Europa Central y Oriental y Asia Central, la caída de 
la producción económica tras el desmantelamiento del 
socialismo de Estado y la transición a una economía de 
mercado han tenido efectos negativos sobre el empleo, a 
pesar de una cierta recuperación a partir del año 2000. 
Desde la transición, estos países también han puesto 
menos énfasis en las políticas que permiten a las mujeres 
combinar el trabajo y las responsabilidades familiares. 
El resultado de todos estos factores es que la tasa de 
participación de las mujeres en la población activa no ha 
recuperado sus niveles anteriores a la transición.40    

¿Más oportunidades o un esfuerzo por 
sobrevivir? 
Los aumentos en la tasa de participación de las mujeres 
en la población activa pueden indicar que existen más 
oportunidades para que las mujeres puedan acceder a 

empleos remunerados. En algunos países de América 
Latina, las políticas focalizadas para el mercado laboral, 
así como las políticas macroeconómicas y sociales, han 
contribuido a un aumento de los empleos informales, lo 
que ha beneficiado a las mujeres (véase el recuadro 2.2). 

La disminución de las tasas de fertilidad también ha 
desempeñado un papel importante en el aumento 
de la tasa de participación en la población activa de 
las mujeres que se encuentran en la edad de máximo 
rendimiento laboral (de 25 a 54 años). En todo el mundo, 
la tasa media de participación femenina para este grupo 
etario aumentó en 11 puntos porcentuales (del 63 al 74%), 
mientras que la tasa media de participación masculina en 
el mismo grupo de edad experimentó una variación muy 
leve, del 95 al 94%. Durante sus años reproductivos (entre 
los 20 y los 44 años de edad), la oferta de mano de obra 
de las mujeres se reduce en el equivalente de casi dos 
años por cada hija o hijo que nace. Las reducciones de las 
tasas medias de fertilidad de 5,2 a 2,4 niñas/os por mujer 
en los cuatro últimos decenios41 pueden haber aumentado 
la oferta de mano de obra de las mujeres en 5,3 años, lo 
que supone el 12% de la vida laboral ininterrumpida de 
una mujer.42  

Pero para algunas mujeres, estas mayores tasas de 
participación en la población activa también reflejan la 
“oferta de mano de obra con carácter de urgencia”, por 
la que la pobreza y la falta de protección social llevan 
a las mujeres al mercado laboral para poder satisfacer 
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Figura 2.2

Brechas de género en la participación en la población activa por grupo de edad, 1990 y 2013 
 Las brechas de género aumentan de forma marcada cuando es más probable que las mujeres tengan hijas 

e hijos 

Fuente:  medias ponderadas calculadas por ONU Mujeres utilizando datos extraídos de OIT 2015c.

sus necesidades básicas.43 En los países en desarrollo, 
la cobertura del seguro de desempleo es reducida 
o inexistente y son pocas las personas que pueden 
permitirse estar mucho tiempo sin empleo, por lo que se 
ven obligadas a aceptar trabajos informales y de mala 
calidad. 

En todas partes persisten las brechas de 
género 
Como muestra la figura 2.1, la tasa de participación de las 
mujeres en la población activa todavía está muy por detrás 
de la de los hombres en todas las regiones. Por ejemplo, 
menos de la cuarta parte de las mujeres del Oriente Medio 
y el Norte de África y la tercera parte de las mujeres de 
Asia Meridional participan en la fuerza de trabajo, en 
comparación con al menos las tres cuartas partes de los 
hombres en cada región, y los cambios producidos en las 
brechas de género desde 1990 son escasos.

En estas regiones, la capacidad de las mujeres para 
desempeñar un trabajo remunerado fuera del hogar está 
limitada por rígidas normas sociales y por determinadas 
expectativas culturales acerca del papel de las mujeres en 
el seno de la familia y en la esfera pública. Para aquellas 
mujeres que se incorporan a la población activa, las 
normas sociales también pueden limitar los tipos o las 
ubicaciones del trabajo que pueden realizar, así como sus 
ingresos y su capacidad para mantener el control sobre 
ellos. Por ejemplo, la práctica del purdah o aislamiento 

en algunas comunidades significa que las mujeres están 
confinadas a trabajar en el hogar o en ocupaciones 
exclusivamente femeninas.44

La figura 2.2 muestra que las brechas de género en la 
tasa de participación en la población activa varían por 
edad además de por región. Mundialmente, las brechas 
suelen ser menores en los grupos de edad más jóvenes 
y aumentan de forma marcada cuando las mujeres 
llegan a sus años reproductivos. Aunque las brechas de 
género se han venido reduciendo en este grupo etario en 
algunas regiones, las elevadas disparidades en la tasa de 
participación en la población activa en los años en los que 
las mujeres tienen hijas e hijos indican que la combinación 
del trabajo remunerado y el no remunerado sigue siendo 
un importante desafío en todo el mundo (véase la figura 
2.3 y la sección  la sección sobre trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado). 

En la mayoría de las regiones, las brechas de género en la 
tasa de participación en la población activa solo vuelven a 
disminuir después de los 65 años, cuando las mujeres y los 
hombres empiezan a jubilarse. La excepción a esta norma 
es el África Subsahariana, donde el 41% de las mujeres y 
el 63% de los hombres de 65 años o más se encuentran 
activos.45 Las altas tasas de pobreza entre la población 
de edad avanzada y el limitado alcance de las pensiones 
hacen que en esta región sea imposible jubilarse para las 
mujeres y los hombres por igual.
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En todas las regiones, casi todos los hombres pertenecientes al principal grupo en edad de trabajar (de 25 a 54 años) se 
encuentran en situación de actividad, mientras que en el caso de las mujeres las tasas de actividad presentan fuertes variaciones. 

La brecha de género es llamativa y persistente: ninguna región ha conseguido eliminarla.
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Fuente: OIT 2015c. 

Nota: los nombres de los países aparecen expresados de acuerdo con los códigos de tres letras de la Organización Internacional de Normalización (ISO).

* 26 se refiere a la brecha de participación en la población activa de todas las mujeres y todos los hombres en edad de trabajar (15 años de edad o más).

Figura 2.3

UN VISTAZO A LA BRECHA 
Brecha de género en la participación en la población activa a escala mundial
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Otra tendencia llamativa es la disminución de la tasa de 
participación en la población activa de los jóvenes de 
ambos sexos (de 15 a 24 años de edad), debido a una 
mayor demanda de educación. En todo el mundo, la tasa 
de participación de las mujeres jóvenes en la población 
activa cayó del 51 al 39% entre 1990 y 2013, y en el caso de 
los hombres jóvenes, del 68 al 55% en el mismo período. 
El hecho de que las mujeres jóvenes permanezcan cada 
vez más en el sistema educativo representa un cambio 
positivo que en última instancia podría contribuir a mejorar 
sus resultados en el mercado laboral.46 Sin embargo, 
como se mostrará en la próxima sección, el aumento 
del nivel educativo alcanzado por las mujeres en los 
últimos decenios no ha producido necesariamente 
una mejora proporcional en sus resultados en el 
mercado laboral con respecto a los de los hombres.

LA EDUCACIÓN: ¿EL GRAN 
INSTRUMENTO DE NIVELACIÓN?

Uno de los principales factores en favor de la 
igualdad de género y los derechos de las mujeres 
en los últimos 60 años ha sido el rápido aumento 
de la educación de las niñas.47 La educación, 
particularmente la del nivel secundario, se asocia 
con una serie de resultados positivos para las 
mujeres y las niñas, incluidas una mayor conciencia 
de sus derechos, más participación en la toma de 
decisiones, menor probabilidad de casarse e ingresar 
a la maternidad a una edad temprana y la reducción 
de la probabilidad de morir durante el parto.48 

El promedio de años de escolarización ha 
aumentado con mayor rapidez para las mujeres que 
para los hombres en la mayoría de las regiones, lo 
que ha incidido en una reducción de las brechas de 
género. Un ejemplo al respecto es lo sucedido en 
Oriente Medio y el Norte de África, que en 1950 era 
la región en que las mujeres obtenían los niveles 
educativos más bajos. Para el año 2010, mientras 
el promedio de años de instrucción de los hombres 
había aumentado por un factor de siete (de 1,1 a 8,0), 
el promedio de años de instrucción de las mujeres 
había aumentado 16 veces (de 0,4 a 6,5).

En los países en desarrollo, los avances en el grado 
de instrucción son en gran medida el resultado 
de aumentos en la matriculación en la enseñanza 
primaria y en la educación segundaria inferior. Sin 
embargo, en los tres últimos decenios también se 
han producido avances notables en la educación 
terciaria. En 2009, las tasas de matriculación brutas 
de las mujeres en la educación terciaria eran más 
altas que las de los hombres en Europa Oriental 
y Asia Central, Asia Oriental y el Pacífico, América 

Latina y el Caribe, Oriente Medio y el Norte de África 
así como en las regiones desarrolladas. Esto significa 
que, en muchos países, una generación entera 
de mujeres ha alcanzado niveles educativos más 
elevados que los hombres.49  

La educación y los resultados en el 
mercado laboral 
En relación con el empleo, a menudo se considera 
que la educación es el “gran factor nivelador”, por 
la idea de que la igualdad de oportunidades para 
las mujeres y los hombres incidirá en resultados más 
igualitarios en el mercado laboral.50  Sin embargo, en 
los países en desarrollo, la relación entre la mejora 
del nivel educativo y la participación en la población 
activa no es directa.  

En los países desarrollados suele observarse una 
relación claramente positiva entre la educación y 
la participación en la población activa, pero en los 
países en desarrollo la relación tiende a parecerse a 
una curva en forma de U. Las mujeres con educación 
primaria y secundaria inferior presentan tasas de 
actividad relativamente bajas en comparación con 
las que carecen de instrucción y las que cursaron 
estudios terciarios. Las mujeres con poca o ninguna 
educación suelen provenir de hogares muy pobres, 
lo que las obliga a aceptar cualquier trabajo 
mal remunerado y que exija poca cualificación 
(especialmente en ausencia de seguridad social), 
mientras que es más probable que las que poseen 
un cierto nivel educativo puedan permitirse una 
situación de inactividad. En los niveles educativos 
más elevados, especialmente el terciario, el costo de 
oportunidad de no trabajar es importante, por lo que 
en este grupo la tasa de actividad es elevada.51

Por lo que respecta a la calidad del empleo, los 
niveles educativos más elevados se asocian con una 
reducción de las brechas de género en el acceso 
al empleo formal y con mayores ingresos para las 
mujeres. Dichos niveles educativos permiten a las 
mujeres acceder a ocupaciones mejor remuneradas 
y a empleos con mejores salarios dentro de esas 
ocupaciones.52  

Sin embargo, el hecho de haber incrementado 
su nivel educativo no ha sido una panacea para 
las desventajas que afrontan las mujeres en el 
mercado laboral. Las tasas de “transición” de las 
mujeres jóvenes de la educación al empleo son 
permanentemente inferiores a las de los hombres 
jóvenes, lo que contribuye a los altos niveles de 
desempleo que padecen las mujeres jóvenes en 
muchas regiones.53  
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Además, las ganancias en materia de educación 
de las mujeres no han tenido los efectos positivos 
esperados sobre las brechas salariales de género. En 
un estudio llevado a cabo sobre 64 países, tras tener 
en cuenta las diferencias de género en la educación, 
el tamaño de la brecha salarial (ajustada) aumentó, 
lo que indica que el mayor nivel educativo de las 
mujeres no se ha visto recompensado de forma plena 
o igualitaria en el mercado laboral.54 En todos los 

niveles educativos (incluido el nivel “sin estudios”), las 
mujeres ganan en promedio menos que los hombres. 
Estas brechas de género reflejan un trato diferente 
en el mercado laboral debido a la discriminación, la 
segregación ocupacional y las mayores limitaciones 
que experimentan las mujeres, pues deben equilibrar 
el empleo con las responsabilidades familiares; 
y ninguno de estos factores puede ser abordado 
únicamente a través de la educación.55  

HACIA LA IGUALDAD SUSTANTIVA 
EN EL TRABAJO REMUNERADO Y NO 
REMUNERADO

La desigualdad de resultados de las mujeres en el 
mercado laboral es el factor que más contribuye 
a su desventaja socioeconómica general. En el 
transcurso de una vida, las diferencias en los índices 
de empleo y las remuneraciones se combinan para 
crear grandes diferencias acumulativas entre los 
ingresos de las mujeres y los de los hombres. Los 
datos referentes a Francia, Alemania, Suecia y 

Turquía sugieren que las mujeres ganan entre un 31% 
y un 75% menos que los hombres en el transcurso de 
su vida (véase el recuadro 2.4). Es probable que la 
brecha salarial de género a lo largo de toda la vida 
sea especialmente amplia en países como Turquía, 
donde la participación de las mujeres en la población 
activa es baja, y en los países en desarrollo, donde la 
cobertura de la protección social es muy limitada.

La desigualdad de ingresos entre mujeres y hombres suele medirse en términos de brechas 
salariales de género por hora, semana, mes o año. Estos datos ofrecen una imagen de la situación 
en un momento dado, pero no revelan nada acerca cómo se acumlan las desventajas de las 
mujeres a lo largo de toda la vida.  Las brechas salariales de género, así como las diferencias en las 
tasas de participación en la población activa, el tipo de empleo (informal o formal, asalariado o por 
cuenta propia), el nivel de instrucción y experiencia, y la generosidad de las transferencias sociales, 
contribuyen a las diferencias en los ingresos de las mujeres y los hombres a lo largo de toda la vida. 

RECUADRO 2.4 
Acumulación de la desventaja socioeconómicas. Brechas salariales de género a lo largo de toda la 
vida 
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En un estudio sobre Alemania, Francia, Suecia y Turquía se evaluaron los factores que generan 
o mitigan las brechas de género en los ingresos obtenidos a lo largo de toda la vida utilizando 
métodos actuariales.56 Estos países poseen regímenes políticos diversos: Suecia tiene un régimen de 
bienestar social “universal” y relativamente equitativo en cuanto al género; Francia y Alemania son dos 
regímenes “conservadores” basados en el seguro social; y Turquía es un país de ingresos medianos 
con un régimen de seguridad social que ofrece una cobertura desigual. Las brechas de género en la 
participación en la población activa también varían significativamente entre los cuatro países. En un 
extremo de la escala se encuentra Suecia, donde el 60% de las mujeres se encontraba en situación de 
actividad en 2013 (frente al 68% de los hombres), mientras que en Turquía, el mismo año, solo el 29% 
de las mujeres formaba parte de la población activa (en comparación con el 71% de los hombres).57 

Las brechas de género en los ingresos obtenidos a lo largo de toda la vida son considerables en 
los cuatro países. En Francia y Suecia, el ingreso de las mujeres a lo largo de la vida tras tener en 
cuenta todas las transferencias sociales es un 31% más bajo que el de los hombres. En Alemania, las 
mujeres tienen la expectativa de ganar un 49% menos que los hombres, mientras que en Turquía, es 
probable que una mujer gane solo el 25% del ingreso de un hombre en toda su vida. 

Los menores niveles de participación de las mujeres en el mercado laboral, que en parte son el 
resultado de las responsabilidades que asumen en el ámbito del trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado, son el factor más importante al que obedece la brecha de género a lo largo de toda la 
vida. Por ejemplo, en Alemania, cuando llega a los 45 años de edad, una mujer que ha tenido un/a 
hijo/a puede esperar ganar hasta 285.000 dólares de los Estados Unidos menos que una mujer que 
ha trabajado a tiempo completo, sin interrupción.58  

Estos resultados muestran que, los sistemas de transferencias sociales —como las pensiones y las 
asignaciones familiares— acompañados de políticas integrales dirigidas a fomentar el empleo 
de las mujeres, incluídos los servicios de cuidado infantil y licencias parentales pueden contribuir 
sustancialmente a reducir las brechas de género en los ingresos obtenidos a lo largo de toda la vida 
(véase el capítulo 3). 

Si bien los resultados de este estudio corresponden únicamente a cuatro países, en el caso de 
Francia, Alemania y Suecia pueden ser un indicador del espectro de brechas de género en los 
ingresos obtenidos a lo largo de toda la vida en los países desarrollados. Los resultados para 
Turquía demuestran qué podría esperarse en países con una baja participación de las mujeres en 
la población activa o en contextos donde la mayoría de las mujeres tienen empleos informales y la 
cobertura social es limitada.

Las opciones laborales de las mujeres están 
sumamente limitadas por las expectativas 
sociales que las cargan con una responsabilidad 
desproporcionada en lo que respecta al trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado. Si no reciben 
apoyo adecuado, es posible que “elijan” un trabajo 
a tiempo parcial o informal que pueda combinarse 
con estas responsabilidades no remuneradas. Las 
instituciones y prácticas del mercado laboral también 
empujan a las mujeres hacia una gama limitada de 
ocupaciones segregadas por sexo en los niveles más 
bajos de la jerarquía de empleos. Y, dado que las 
mujeres generalmente ganan menos que sus parejas 
masculinas, las decisiones del hogar tienden a reforzar 

una división del trabajo en la cual los hombres “se 
especializan” en el trabajo remunerado mientras que 
las mujeres “se especializan” en las tareas del hogar. 

A fin de corregir la desventaja socioeconómica de las 
mujeres y romper este ciclo, es preciso tomar medidas 
concertadas en tres frentes. En primer lugar, se requiere 
una reorganización del trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado; en segundo lugar, se necesitan 
intervenciones dirigidas a eliminar la segregación 
ocupacional de la mano de obra; y en tercer lugar, 
deben reducirse las brechas salariales de género. En las 
tres secciones que siguen se analizan estos desafíos y los 
progresos realizados en estas tres áreas. 
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TRABAJO DOMÉSTICO Y DE CUIDADOS 
NO REMUNERADO: EL PILAR DE TODA LA 
ACTIVIDAD ECONÓMICA

El trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
contribuye al bienestar humano y al desarrollo 
económico en general, pues permite la crianza de 

personas sanas, productivas, capaces de aprender 
y creativas.59  El trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado produce y reproduce la mano de obra 
del mercado, de forma cotidiana y generación tras 
generación, pero los análisis tradicionales del empleo y 
los mercados laborales suelen ignorarlo por completo 
(véase el recuadro 2.5).60  

El trabajo no remunerado incluye una variada gama de actividades que son realizadas en su mayoría por 
mujeres y sin remuneración. Hay tres grandes categorías:61 

• El trabajo no remunerado en empresas familiares, que comprende la producción de bienes o servicios 
para su venta en el mercado, lo que se conoce como la contribución de trabajo familiar

• El trabajo no remunerado que comprende la producción de bienes para el autoconsumo (p. ej., recoger 
agua o leña)

• El trabajo no remunerado que comprende la prestación de servicios para el autoconsumo (p. ej., cocinar 
o limpiar, además del cuidado de persona a persona)

En este Informe se utiliza el concepto de trabajo doméstico y de cuidados no remunerado para representar 
a las dos últimas categorías de la relación anterior. Además del cuidado personal (por ejemplo, alimentar a 
una niña o un niño, o bañar a una anciana o anciano débil) y el trabajo doméstico, esto también incluye otras 
actividades (como el acarreo de agua o leña) que son esenciales desde el punto de vista “reproductivo” en la 
vida diaria, especialmente en los entornos de bajos ingresos. 

A pesar de su enorme valor, el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado permanece casi invisible 
en las mediciones habituales de la economía (véase el capítulo 4). Si bien el trabajo no remunerado en las 
empresas familiares está incluido en los cálculos sistemáticos del producto interno bruto (PIB), el trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado, tal como se define en este Informe, rara vez es incluido en lo que se 
conoce como la frontera de producción del Sistema de Cuentas Nacionales (SCN). 

Aunque las tareas de acarreo de agua y recolección de leña forman parte oficialmente de la frontera de 
producción del SCN desde 1993, esto rara vez se aplica en la práctica. Todo el resto del trabajo doméstico 
y de cuidados no remunerado que se realiza en los hogares sigue apareciendo en el SCN como “actividad 
autónoma con limitadas repercusiones en el resto de la economía”.62  

Este Informe adopta un enfoque totalmente diferente, al asumir que la prestación no remunerada de 
servicios en el hogar para el consumo propio es una forma de trabajo que tiene repercusiones en las 
economías de todos los tamaños a través de los efectos que ejerce en la mano de obra en su conjunto. Esta 
perspectiva está ganando terreno: en 2013, la Conferencia Internacional de Estadísticos del Trabajo acordó 
una serie de importantes cambios en las definiciones y mediciones del trabajo y el empleo. Decidieron que 
el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado se clasificará como trabajo, lo que debería llevar a una 
mejor medición y valoración de estas actividades en el futuro (véase el recuadro 2.3).63  

RECUADRO 2.5 
El trabajo no remunerado: una nota sobre la terminología 
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La desigual distribución del trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado
En todas las economías y las culturas, las mujeres y 
las niñas llevan a cabo la mayor parte del trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado. En el 
mundo, las mujeres realizan casi 2,5 veces más 
la cantidad de este trabajo que los hombres, con 
grandes disparidades de género en el tiempo que 
se dedica a cocinar, limpiar y cuidar a los miembros 
del hogar (véase el anexo 3).64 La participación 
de las mujeres en este trabajo varía mucho en los 
diferentes países según la amplitud y la cobertura 
de los servicios públicos como el suministro de agua 
y el saneamiento, la energía, la atención de la salud 
y el cuidado infantil. Dentro de los países también 
se aprecian variaciones significativas en cuanto a 
la cantidad de trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado que llevan a cabo las mujeres, en 
función de la edad, los ingresos, la ubicación y la 
presencia de niñas y niños en el hogar.65   

Por ejemplo, en Argelia, las mujeres de las zonas rurales 
hacen 5,5 horas de trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado por día, frente a 5,1 horas en el caso de las 
mujeres urbanas; la dedicación llega a 7,3 horas por día 
para las mujeres con hijas o hijos menores de 4 años. 
La contribución de los hombres al trabajo doméstico 
permanece constante en menos de una hora por día 
en todas estas categorías.66 En el Pakistán, las mujeres 
rurales realizan 4,9 horas de trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado por día, mientras que los 
hombres del medio rural se ocupan de estas tareas 0,5 
horas cada día.67

El contexto económico y social general también 
constituye un elemento diferenciador en lo que 
concierne al trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado que realizan las mujeres. Las crisis 
sanitarias, como la pandemia de VIH y el más reciente 
brote del virus del ébola crean cargas adicionales 
de trabajo de cuidados no remunerado, además 
de riesgos para la salud de las mujeres (véase el 
recuadro 3.7). En aquellos lugares donde los sistemas 
de salud carecen de recursos suficientes o funcionan 
al límite de su capacidad, son las cuidadoras en el 
hogar, principalmente mujeres, quienes se hacen 
cargo de la responsabilidad, con un apoyo o una 
remuneración escasos (véase la historia: Un lugar en 
la mesa).68 Las medidas de austeridad adoptadas tras 
la crisis financiera mundial han aumentado aún más 
la carga de cuidados no remunerados, especialmente 
para las mujeres pobres, que suelen ser quienes más 
dependen de los servicios públicos.69 

La responsabilidad de ocuparse de 
las tareas de cuidados limita las 
oportunidades económicas de las mujeres 
La responsabilidad desproporcionada de las 
mujeres en lo que respecta al trabajo doméstico y 
de cuidados no remunerado limita su participación 
en la población activa. En la Unión Europea, en 2013, 
el 25% de las mujeres —frente a solo el 3% de los 
hombres— cita los cuidados y otras responsabilidades 
familiares como la razón de su situación de 
inactividad.70 El efecto de estas responsabilidades de 
las mujeres sobre los resultados del mercado laboral 
se refleja también en las significativas diferencias que 
existen entre las tasas de empleo de las mujeres con y sin 
hijas e hijos. 

También en este aspecto, las políticas pueden marcar 
una diferencia importante: los países de la UE que 
proporcionan apoyo integral a madres y padres 
trabajadores presentan tasas más elevadas de empleo 
femenino que los países que no cuentan con este tipo 
de políticas.71 La prestación de servicios de cuidado 
infantil está fuertemente asociada a tasas de empleo 
femenino más elevadas, pero las políticas para fomentar 
la licencia de maternidad y paternidad remunerada 
también tienen efectos destacables.72  

La figura 2.4 compara las tasas de empleo de las 
madres en los países de la UE según los diferentes tipos 
de régimen de política familiar en función del número 
de hijas e hijos. En un extremo de la escala, en los países 
nórdicos, donde el apoyo integral para madres y padres 
que trabajan de forma remunerada incluye una licencia 
remunerada generosa, servicios de cuidado infantil 
de alta calidad y opciones de trabajo flexible, es más 
probable que las mujeres con hijas e hijos registren tasas 
de empleo superiores a la media. En el otro extremo, en 
Europa Meridional, ese apoyo es mínimo, se registra la 
probabilidad más baja de que las mujeres con hijas e 
hijos estén empleadas. Las diferencias entre países en lo 
que respecta a las tasas de empleo son especialmente 
elevadas para aquellas mujeres con dos o más hijos.

En los países en desarrollo,la presencia de niñas y niños 
en el hogar junto con el matrimonio se asocian con 
tasas de empleo más bajas para las mujeres pero más 
altas para los hombres.73 Por ejemplo, en México, el 
46% de las mujeres con edades comprendidas entre 25 
y 34 años en hogares nucleares con niñas y niños muy 
pequeños se encontraba activa en 2010, en comparación 
con el 55% de las mujeres en los hogares sin niñas ni 
niños. Las cifras de los hombres eran el 99 y el 96%, 
respectivamente.74 
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Cuidado infantil inadecuado 
Los datos de las encuestas realizadas en 32 países 
en desarrollo ilustran los problemas a los que se 
enfrentan las trabajadoras para acceder al cuidado 
infantil. Cuando se les preguntó quién se ocupa de 
sus hijas e hijos mientras ellas trabajan, el 39% de las 
trabajadoras con niñas y niños menores de 6 años 
contestó que lo hacían ellas mismas. Solo el 4% de 
las encuestadas dijo recurrir a alguna solución de 

cuidado infantil organizada, como muestra la figura 
2.5. Entre las mujeres más pobres, apenas el 1% usaba 
ese tipo de centros, y muchas dependían de otros 
familiares o de sus hijas mayores para que cuidaran 
de los menores. El hecho de que tantas mujeres, 
especialmente las más pobres, tengan que cuidar a 
sus hijas e hijos en el lugar de trabajo influye en el tipo 
de trabajo que pueden llevar a cabo así como en la 
calidad del cuidado que reciben los menores. 

Figura 2.4

Tasas medias de empleo de mujeres por cantidad de hijas e hijos en países de la Unión Europea, por régimen de 
política familiar, 2013 

 En Europa, las tasas de empleo entre las mujeres son mucho más elevadas en aquellos países con vigencia 
de políticas a favor de la familia

Fuente: cálculos de ONU Mujeres a partir de datos extraídos de Eurostat 2015. 

Nota: clasificación de regímenes de políticas de familia, a partir de Thévenon 2011:

1.  Asistencia limitada a las familias. 
2. Licencias prolongadas pero prestaciones monetarias reducidas y servicios de guardería escasos para  menores de 3 años. 
3. Período breve de licencia remunerada, con apoyo para familias monoparentales de ingresos bajos y para familias con niñas y niños en edad preescolar. 
4. Elevados apoyos a los ingresos pero prestación de servicios limitada para las familias con niñas y niños menores de 3 años en las que ambos miembros de la pareja obtienen ingresos.  
5. Apoyo sólido y continuo para madres y padres que trabajan de manera remunerada y tienen hijas e hijos menores de 3 años. 
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Figura 2.5

Arreglo típico para el cuidado infantil por parte de las mujeres trabajadoras con niñas y niños menores de 6 años 
 En los países en desarrollo, son muy pocas las trabajadoras que tienen acceso a servicios de guardería o 

cuidado infantil organizados

Fuente: medias no ponderadas calculadas por ONU Mujeres a partir de datos extraídos de ICF International 2015.

Notas: N=32 países en desarrollo. Las encuestas se realizaron entre 1995 y 2002. Este indicador corresponde al porcentaje de encuestadas que respondieron a la pregunta “¿Quién cuida de 
sus hijas e hijos?”

Los efectos del cuidado de las personas 
ancianas 
A medida que la población envejece, también aumentan 
las demandas de cuidados para las personas enfermas 
y ancianas. En los países de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), 
más del 10% de las personas mayores de 50 años, de 
los cuales las dos terceras partes son mujeres, presta 
algún tipo de cuidado informal —generalmente no 
remunerado— a personas enfermas o ancianas. Se 
espera que en algunos países esta cifra aumente entre 
un 20 y un 30% para el año 2050.75 Del mismo modo 
que el cuidado infantil, el cuidado de las personas 
enfermas y ancianas tiene efectos negativos sobre las 
opciones de empleo de las mujeres. Por ejemplo, en los 
Estados Unidos, un estudio concluyó que las mujeres de 
entre 55 y 67 años de edad que prestaban cuidados no 
remunerados a su madre o su padre reducían sus horas 
de trabajo en un 41%, en promedio.76  

Mientras tanto, los gobiernos, especialmente en los 
países en desarrollo, no han afrontado de forma 

sistemática el cuidado de las personas ancianas 
como una cuestión de política. Las dos terceras 
partes de la población mundial con 60 años o más 
viven en países en desarrollo, y las proyecciones 
indican que para el año 2050 esta proporción 
llegará al 80%.77 Por lo tanto, el cuidado de las 
personas ancianas será una cuestión cada vez 
más importante que, en caso de no abordarse, 
seguirá siendo un importante obstáculo para las 
oportunidades de empleo para las mujeres.

Reconocimiento, reducción y redistribución 
del trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado de las mujeres
En los países en desarrollo, los gobiernos pueden 
adoptar una serie de medidas para reconocer, reducir 
y redistribuir el trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado de las mujeres. Estas medidas incluyen 
inversiones en servicios sociales básicos e infraestructura, 
especialmente la atención de la salud, y el agua y el 
saneamiento, que son esenciales para hacer el trabajo 
menos pesado; y la prestación de servicios de cuidado 

Po
rc

en
ta

je

45

40

35

30

25

20

15

10

5

0
La propia 

encuestada
Otras/os
familiares

Otra
niña

Vecinas/os, amigas/
os, otras/os

Servicios de 
guardería o 

cuidado infantil 
organizados

Otro
niño

Empleado/a 
doméstico/a, 

persona contratada

Esposo 
o pareja

44

29

22

28

18

4 5

10

15

5
1 2 31 0

5

39

26

12
5 4 4 3 3

  Más pobre   Más rico Promedio

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   86 6/12/15   2:23 PM



87

infantil, que pueden permitir que las mujeres participen 
en el trabajo remunerado. En el capítulo 3 se analizan 
estas esferas de política con más detalle.78  

Las inversiones en electricidad e infraestructura 
energética, como las cocinas no contaminantes, también 
son esenciales. Unos 1.300 millones de personas carecen 
de electricidad básica para iluminar sus hogares, 
mientras que casi 1.000 millones de personas en todo 
el mundo dependen de los combustibles sólidos para 
cocinar y calentarse. Mujeres y niñas, especialmente 
en las zonas rurales, pasan muchas horas recogiendo 
madera, carbón vegetal, estiércol de animales y residuos 
de los cultivos para este fin.79 Las cocinas de biomasa 
tradicionales son el factor principal que contribuye a la 
contaminación atmosférica en el interior de la vivienda, 
que es la responsable de más de 4 millones de muertes 
por año,80 pero además, estos déficits imponen cargas 
de trabajo no remunerado que limitan el tiempo del 
que disponen las mujeres y las niñas para el trabajo 
remunerado, la educación y el ocio.81  

Se necesita además un sistema integral de licencia 
parental remunerada que facilite el acceso de las 
mujeres al mercado laboral. Dicho sistema debería 
incluir: licencia de maternidad, que permitan a las 
madres recuperarse del parto y cuidar a sus bebés 
durante las primeras semanas de vida; licencia de 
paternidad, que permita a los padres apoyar a sus 
compañeras en las semanas siguientes al nacimiento; 
y licencia parental, que la madre o el padre puedan 
disfrutar durante un período de tiempo más 
prolongado. 

Licencia de maternidad: se aprecian 
algunos avances, pero la cobertura es 
inadecuada
El Convenio de la OIT sobre la protección de la 
maternidad (núm. 183) establece que las madres, 
incluidas las ocupadas en modalidades informales de 
trabajo, tienen derecho a una licencia de maternidad 
de al menos 14 semanas, que se abonará de forma 
colectiva (es decir, no correrán exclusivamente a cargo 
de las y los empleadores) y equivaldrá como mínimo a 
las dos terceras partes de la remuneración anterior.82 
Casi todos los países del mundo han adoptado alguna 
forma de legislación de protección de la maternidad, 
pero solo 63 Estados cumplen con estas normas 
mínimas de la OIT.83 Incluso en los lugares en los que 
esa legislación está vigente, hay obstáculos prácticos 
que impiden que las mujeres hagan efectivos sus 
derechos: se calcula que solamente el 28% de las 
mujeres empleadas en todo el mundo gozan en la 
práctica de algún tipo de licencia de maternidad.84 

En el mundo en desarrollo, los países de América 
Latina han realizado progresos considerables en 
el cumplimiento de la norma de la OIT de las 14 
semanas de licencia de maternidad remunerada 
y en garantizar que un mayor número de mujeres, 
incluidas las que tienen trabajos informales, puedan 
disfrutar de ella. En el Brasil, las trabajadoras rurales 
y domésticas obtuvieron el derecho a la licencia de 
maternidad en 1991 y, tras un fallo judicial en 2012, las 
trabajadoras temporales también gozan actualmente 
de ese derecho. Chile y Costa Rica también otorgan el 
derecho a licencia de maternidad a las trabajadoras 
temporales. Sin embargo, incluso cuando las 
trabajadoras informales tengan jurídicamente 
derecho a disfrutar de una licencia de maternidad, 
suelen ser pocas las que la utilizan.85 A fin de reducir 
los obstáculos para que las mujeres de ingresos 
bajos accedan sus derechos, es importante asegurar 
que las prestaciones asociadas a esa licencia sean 
comparativamente generosas —lo ideal es que su 
monto permita mantener íntegramente el nivel de 
ingresos anterior— y vayan acompañadas de medidas 
dirigidas a ampliar la cobertura y vigilar su aplicación. 

Si bien la posibilidad de disfrutar de una licencia 
de maternidad puede ayudar a las mujeres a 
mantener sus empleos remunerados, la igualdad 
sustantiva también requiere políticas que aborden los 
estereotipos de género asociados a la prestación de 
cuidados y que fomenten una división más equitativa 
del trabajo no remunerado.86 Las licencias breves 
pueden fortalecer la permanencia de las mujeres 
en el mercado laboral, pero las licencias más largas 
pueden conducir a la pérdida o el deterioro de las 
aptitudes. Las licencias más largas también aumentan 
el riesgo de que las y los empleadores discriminen 
a las mujeres embarazadas o a aquellas que se 
encuentren en edad de procrear.87 Por todas estas 
razones es importante que se introduzcan políticas 
que ofrezcan la posibilidad de disfrutar de licencia de 
paternidad o de la licencia parental y para que estas 
licencias resulten atractivas para los padres.

Licencia parental y de paternidad: 
desafíos para los estereotipos de género 
En 2013, 80 países contaban con disposiciones sobre 
licencia de paternidad, y 66, con licencia parental. Sin 
embargo, estos derechos suelen estar muy limitados y 
ser variables; a veces se trata de solo uno o dos días de 
licencia no remunerada.88 En 1974, Suecia se convirtió en 
el primer país del mundo que concedía licencia parental 
como un derecho familiar que ambos progenitores 
podían compartir. En los 15 años siguientes, Dinamarca, 
Finlandia, Islandia y Noruega siguieron su ejemplo.89  
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Hoy en día, la licencia parental es común en las 
regiones desarrolladas y en Europa Central y Oriental 
y Asia Central. Es infrecuente en otras regiones 
y, donde existe, no suele ser remunerada.90 Por 
ejemplo, en América Latina, donde se han producido 
importantes avances en la concesión de la licencia 
de maternidad, los intentos de otorgar licencia de 
paternidad o licencia parental compartida han 
sido muy limitados. Este enfoque “maternalista” 
deja intactos los roles de género tradicionales y 
posiblemente refuerce el papel de las mujeres como 
principales cuidadoras de las hijas e hijos.91 

Además, la prestación de la licencia parental, 
que es neutral en cuanto al género, no conduce 
automáticamente a la igualdad de género en su 
utilización. Incluso en aquellos lugares en los que las 
políticas permiten compartir la licencia parental, son 
las madres quienes utilizan la mayor parte de ese 
tiempo.92 Los estudios disponibles concluyen que se 
estigmatiza a los hombres por usar sus derechos de 
licencia y se los considera menos dignos de ascensos.93 

En respuesta a la baja utilización, Noruega fue el 
primer país que estableció las “cuotas de papá”, 
en virtud de las cuales se otorgan partes de una 
licencia no transferible sobre la base de que “lo que 
no se usa se pierde”. Estas cuotas se han replicado 
en varios países, y los datos sobre utilización de las 
licencias muestran que este tipo de medidas marca 
una diferencia. Por ejemplo, en Islandia, el 84% de 
los padres dispuso de la totalidad de su cuota de tres 
meses de licencia en 2007.94 Este tipo de políticas 
también podría aumentar la disposición a largo 
plazo de los hombres de asumir responsabilidades de 
cuidados.95  

Financiación de la licencia de maternidad, 
de paternidad y parental 
La generosidad de las prestaciones asociadas a estas 
licencias, así como la forma de financiarlas, reviste 
importancia desde el punto de vista de la igualdad de 
género. En primer lugar, toda licencia debería implicar 
una remuneración equivalente a un porcentaje 
relativamente alto de los salarios habituales (lo que 

Figura 2.6

Financiación de la licencia de maternidad por región, 2013 
 En la cuarta parte de los países, las y los empleadores financian íntegramente las licencias de maternidad

Fuente: cálculos de ONU Mujeres a partir de datos extraídos de OIT 2014d.
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se conoce como “tasa de reemplazo”) para impedir 
que las madres pierdan ingresos, especialmente 
aquellas de ingresos bajos que de otra forma no 
podrían permitirse disfrutar de la licencia.96 En las 
regiones desarrolladas, así como en Europa Central y 
Oriental y en Asia Central, lo normal es que las tasas 
de reemplazo sean equivalentes, como mínimo, a dos 
terceras partes de la remuneración anterior, pero esas 
tasas son mucho menos frecuentes en los países en 
desarrollo.97 En el caso de las licencias de paternidad 
y parentales también es importante que las tasas de 
reemplazo sean elevadas, a fin de alentar a los hombres 
a utilizar las prestaciones a las que tienen derecho, ya 
que generalmente tienen salarios mayores que los de 
las mujeres.98 Las tasas de reemplazo elevadas también 
transmiten un claro mensaje de que el trabajo de 
cuidados es socialmente valioso.

En segundo lugar, la financiación colectiva de la licencia 
parental remunerada a través de impuestos generales o 
sistemas de seguro social es preferible a la financiación 
a cargo de las y los empleadores de manera individual, 
que podría volverlos renuentes a contratar mujeres 
en edad de procrear.99 En la actualidad, la licencia de 
maternidad se financia por medio de contribuciones 
de la seguridad social en el 58% de los países, a cargo 
de las empresas en el 26%, y por una combinación de 
aportaciones del gobierno y el empresariado en el 
los países restantes (véase la figura 2.6).100 Las y los 
empleadores son responsables de financiar la licencia 
en la mayor parte de los países de Oriente Medio y el 
Norte de África, así como en Asia Meridional. También 
hay regiones en las que la mayoría de los países 
no cumple con la norma de la OIT de 14 semanas 
de licencia de maternidad remunerada y donde la 
participación de las mujeres en la población activa es 
especialmente baja.

Recomendaciones 
Las políticas dirigidas a reconocer, reducir y redistribuir el 
trabajo de cuidados no remunerado son esenciales para 
promover la igualdad sustantiva. La inversión pública en 
infraestructura básica y políticas favorables a la familia 
amplían las opciones de empleo remunerado de las 
mujeres, remediando así su desventaja socioeconómica. 
El fomento de una distribución más equitativa del 
trabajo doméstico y decuidados no remunerado entre 
mujeres y hombres también ayudaría a abordar los 
estereotipos y cambiar las normas sociales, y podría 
transformar tanto los mercados laborales como los 
hogares. Para acercarse a la igualdad sustantiva, los 
gobiernos deberán:

• Invertir en infraestructura básica y servicios 
(agua y saneamiento, salud, electricidad y 

cocinas no contaminantes) para reducir las 
cargas de trabajo no remunerado de las mujeres 
y que estas puedan disponer de tiempo para 
actividades productivas y de ocio (véase el 
capítulo 3)

• Ampliar la cobertura de los servicios de cuidado 
infantil en consonancia con las necesidades de 
las madres y los padres que trabajan de manera 
remunerada (véase el capítulo 3)

• Esforzarse por ofrecer sistemas integrales de 
licencias remuneradas, incluida una licencia de 
maternidad de al menos 14 semanas, licencia de 
paternidad y licencia parental que la madre y el 
padre puedan compartir y disfrutar

• Ampliar el derecho a la licencia de maternidad, 
de paternidad y parental a las y los trabajadores 
informales, junto con medidas para asegurar su 
aplicación

• Garantizar que las licencias supongan al menos 
dos terceras partes de los ingresos anteriores, de 
modo que las mujeres y los hombres más pobres 
puedan permitirse disfrutarlas 

• Financiar las licencias por medio de mecanismos 
colectivos, como aportaciones de seguridad social 
y/o con cargo a los impuestos generales

• Incentivar a los padres para que utilicen la licencia 
de paternidad y la parental, por medio de cuotas 
de acuerdo con el principio de que lo que no se 
usa, se pierde.

LA SEGREGACIÓN OCUPACIONAL, UN 
PROBLEMA GENERALIZADO QUE ES 
PRECISO ABORDAR 

Una mayor participación en la población activa no 
garantiza la igualdad de condiciones para las mujeres 
en términos de resultados en el mercado laboral. La 
segregación ocupacional por motivos de género —por 
la cual las mujeres y los hombres suelen trabajar en 
diferentes ocupaciones (segregación horizontal) y 
en diferentes niveles, cargos o puestos de jerarquía 
(segregación vertical)— es un factor clave de la 
desventaja socioeconómica de las mujeres.101 Este tipo 
de segregación prevalece tanto en el empleo formal 
como en el informal.

Patrones y consecuencias de la 
segregación ocupacional 
La segregación ocupacional es generalizada, 
persistente y relativamente resistente al cambio, 
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aunque los países se estén desarrollando 
económicamente.102 Las consecuencias adversas de 
la segregación ocupacional son múltiples y de gran 
alcance, pues afectan incluso la calidad del trabajo 
al que pueden acceder las mujeres y la valoración de 
sus aptitudes. En general, sus efectos más perniciosos 
son que mantiene las persistentes brechas salariales 
de género.103 La exclusión de grandes sectores de 
la mano de obra de ciertos empleos es también un 

desperdicio de talento humano que tiene efectos 
negativos sobre la economía en su conjunto.104 

La figura 2.7 presenta datos sobre la segregación 
ocupacional por región, mostrando que es prevalente 
y tiene un patrón llamativamente similar en las 
regiones desarrolladas y las no desarrolladas. 
Cada categoría ocupacional incluye trabajadoras y 
trabajadores tanto formales como informales. 

En todo el mundo, las mujeres tienen una presencia 
desproporcionada en los puestos administrativos y de 
apoyo (63%) y en puestos en el sector de servicios y 
ventas (55%) en comparación con las ocupaciones de 
gestión (33%). Están infrarrepresentadas en el trabajo 
cualificado en el sector de agricultura y pesca (37%) 
y en ocupaciones artesanales y comerciales (17%). 
Con un 53% la proporción de mujeres en ocupaciones 

profesionales es significativa en todas las regiones, 
pero también en esta categoría hay una marcada 
segregación de género.105 Por ejemplo, los datos 
correspondientes a los Estados Unidos muestran 
que entre los profesionales de la salud, las mujeres 
representan un 36% del total de médicos y cirujanos, 
pero un 90% de las y los profesionales de enfermería 
titulados.106  

Figura 2.7

Porcentaje de mujeres en los grupos ocupacionales seleccionados, 2013   
 Los patrones de segregación ocupacional son similares en todos los países, con una presencia 

desproporcionada de las mujeres en tareas administrativas y de apoyo

Fuente: cálculos de ONU Mujeres a partir de datos extraídos de OIT 2015a.

Nota: los datos corresponden a medias ponderadas calculadas para 99 países, de los que 74 se encuentran en regiones en desarrollo y 25 en regiones desarrolladas, a partir de los últimos 
datos disponibles para cada país.
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Figura 2.8

Variación de la proporción de mujeres en diferentes ocupaciones, 2000–2010 
 Más mujeres han accedido a puestos profesionales y directivos, pero en las ocupaciones dominadas por los 

hombres la segregación se ha agudizado

Fuente: cálculos elaborados por ONU Mujeres a partir de datos extraídos de OIT 2015c.

Nota: el tamaño muestral es de 83 países. La clasificación de ocupaciones como mixtas o dominadas por hombres o por mujeres sigue la regla propuesta por Hakim (1993), citada en Bettio 
y Veraschagina 2009. Las ocupaciones dominadas por mujeres son aquellas en las que la proporción de mujeres es 15 puntos superior a la proporción total de mujeres en el empleo total (es 
decir, 55% o más); las dominadas por hombres, por su parte, son aquellas en las que las mujeres suponen un 15% o menos de su representación en el empleo total (es decir, 25% o menos). 
El resto se consideran ocupaciones mixtas. El cálculo de la proporción de mujeres utilizado para determinar las ocupaciones dominadas por cada sexo se basa en los datos nacionales más 
recientes. Los promedios empleados para calcular las variaciones no están ponderados.

Igual que el empleo formal, el empleo informal presenta 
una fuerte segregación de género. En la figura 2.7, 
la categoría de ocupaciones “elementales” incluye 
numerosos empleos informales, en los que las mujeres 
se concentran en el trabajo doméstico y la limpieza, y es 
más probable que los hombres desempeñen trabajos no 
cualificados en la minería y la industria manufacturera. 

Tendencias de la segregación ocupacional
En los dos últimos decenios se ha producido una leve 
disminución de la segregación ocupacional, pues las 
mujeres han seguido accediendo a categorías laborales 
que ya son bastante “mixtas”. Al mismo tiempo, las 
ocupaciones en que inicialmente predominaban los 
hombres han seguido ofreciendo pocas oportunidades 
a las mujeres. Las ocupaciones predominantemente 

femeninas (que suelen ser las menor prestigio y 
remuneración) han mantenido o aumentado la 
presencia femenina.107  

La figura 2.8 muestra un aumento de la proporción de 
mujeres en algunas categorías ocupacionales mixtas 
entre 2000 y 2010, como los puestos directivos y de 
gestión, y las ocupaciones profesionales y técnicas. 
Sin embargo, en el mismo período, la proporción de 
mujeres en ocupaciones en que predominan los hombres 
—por ejemplo, empleos vinculados a la artesanía y el 
comercio, operación de instalaciones y maquinaria y 
montaje— disminuyó en 2,1 y 1,6 puntos porcentuales, 
respectivamente. Hubo pocos cambios en las 
ocupaciones en las que predominan las mujeres, como 
oficinistas y trabajadoras de servicios. 
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Causas de la segregación ocupacional 
La persistencia de la segregación ocupacional puede 
explicarse por diferencias de género en la educación, 
la formación y la experiencia; la discriminación; las 
normas sociales; y la desigual distribución del trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado.108 Los 
estereotipos profundamente arraigados sobre los 
roles y las diferencias de género en las aptitudes, y 
la estigmatización de algunas ocupaciones influyen 
fuertemente en las preferencias y mantienen la 
segregación ocupacional. 

Los niveles más elevados de educación están asociados 
a una reducción de la segregación ocupacional en los 
Estados Unidos: un análisis de los datos disponibles 
de 1970 a 2000 permite concluir que la segregación 
disminuyó más entre los titulados universitarios; sin 
embargo, hubo muy pocos cambios entre las personas 
que no habían finalizado sus estudios secundarios.109 
En el marco de este análisis también se observó que 
el ritmo de cambio durante este período disminuyó 
significativamente, y prácticamente se detuvo en el 
decenio de 2000, lo que sugiere que la educación por sí 
sola no es suficiente para resolver el problema.110  

Además, las diferencias en las áreas de especialización 
educativa de las niñas y los niños siguen siendo 
arraigadas y ejercen una poderosa influencia sobre la 
segregación ocupacional. Estas diferencias comienzan 
a una edad temprana pero se amplían a medida que 
las y los jóvenes pasan por el sistema educativo. Es 
más probable que las mujeres estudien humanidades, 
mientras que los hombres se especializan en campos 
técnicos y científicos muy valorados.111 Las diferencias de 
género en la elección de materias en la escuela también 
llevan a que las mujeres accedan en menor medida a la 
educación y formación técnica y profesional, que podría 
mejorar sus aptitudes y sus resultados en el mercado 
laboral.112  

La violencia de género perpetúa la segregación 
ocupacional. El acoso sexual generalizado y otras formas 
de violencia en el lugar de trabajo sirven para reforzar 
o mantener las jerarquías existentes y las relaciones de 
poder entre los géneros. Por ejemplo, las mujeres pueden 
ser reticentes a aceptar un empleo en una ocupación en 
la que predominen los hombres o a solicitar un ascenso 
por la amenaza real o aparente de sufrir acoso o 
violencia, lo que perpetúa la segregación. 

Una encuesta llevada a cabo recientemente en los países 
de la UE reveló que el 75% de las mujeres que ostentan 
puestos directivos y profesionales de alto nivel y el 61% de 
las mujeres que desempeñan ocupaciones en el sector 
de los servicios habían sufrido algún tipo de acoso sexual 
en el transcurso de su vida.113 En un estudio realizado con 

mujeres que trabajaban en oficios típicamente masculinos 
en los Estados Unidos, casi la tercera parte declaró que 
sufría acoso sexual con frecuencia o siempre.114 Aunque no 
hay encuestas comparables para los países en desarrollo, 
varios estudios destacan que las mujeres son blanco de 
acoso sexual de parte de empleadores, proveedores, 
directivos o proveedores de servicios, que solicitan favores 
sexuales a cambio del pago puntual o de un ascenso.115  

Este tipo de violencia tiene repercusiones para las mujeres 
en todos los niveles: las mujeres en puestos directivos o de 
gestión pueden quedar señaladas, porque representan 
una amenaza para el poder masculino.116 Para algunas 
mujeres como las trabajadoras domésticas, migrantes 
o sexuales puede ser especialmente difícil y arriesgado 
hacer frente a este tipo de abusos por la falta de 
protección jurídica y de acceso a la justicia.117 

En los países en desarrollo, la falta de apoyo para 
el cuidado infantil y el hecho de que las mujeres con 
frecuencia deban combinar el cuidado infantil con la 
obtención de ingresos (véase la figura 2.5) contribuyen a 
su segregación en empleos informales por cuenta propia, 
como trabajos realizados desde su casa. Asimismo, es 
más probable que los trabajos en el sector de los servicios 
ofrezcan horarios que se adapten a las exigencias de los 
cuidados no remunerados (p. ej., la enseñanza) u horarios 
flexibles o de tiempo parcial (p.ej., ventas o trabajo de 
oficina) que permitan a las mujeres combinar el trabajo 
remunerado con otros trabajos no remunerados. El 
empleo de las mujeres en el sector de los servicios ha 
aumentado del 36% del empleo femenino total en 1990 
al 51% en 2013.118 La concentración de mujeres en estas 
funciones significa que estos empleos suelen estar 
infravalorados y que su remuneración está penalizada.119  

Una parte importante del aumento de los puestos de 
trabajo en el sector de los servicios se concentra en el 
trabajo doméstico. Por ejemplo, en América Latina y el 
Caribe, el trabajo doméstico remunerado representa 
el 15% de la mano de obra femenina y explica un 22% 
del crecimiento del empleo femenino en el sector de 
los servicios en esta región entre 1995 y 2010.120 La 
agrupación de mujeres de ingresos bajos en el trabajo 
doméstico remunerado, muchas de ellas migrantes y/o 
pertenecientes a minorías étnicas, ha contribuido a que 
persista la segregación ocupacional en el tramo inferior 
de la escala laboral. Mientras tanto, las mujeres más 
acaudaladas, profesionales, se han beneficiado de la 
disponibilidad de mano de obra barata para mejorar sus 
propias perspectivas laborales, lo que ha profundizado la 
desigualdad de clase entre las mujeres.121  

Abordaje de la segregación ocupacional
Reconociendo el derecho de las mujeres a trabajar en la 
ocupación que prefieran, 67 gobiernos de todo el mundo 
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han aprobado leyes contra la discriminación de género 
en las prácticas de contratación laboral (anexo 3). Los 
gobiernos también han revocado leyes que limitaban 
el tipo de trabajo que podían desempeñar las mujeres, 
que, por ejemplo, les impedían trabajar por la noche o 
desempeñar ocupaciones en determinados sectores.122 
Estas medidas legislativas constituyen un importante 
paso hacia la eliminación de la discriminación directa, 
pero se necesita un mayor número de medidas 
normativas para lograr la igualdad sustantiva, abordar 
los factores indirectos que impulsan la segregación 
ocupacional y los límites que esta impone al acceso de 
las mujeres al trabajo decente. Una parte esencial de 
este esfuerzo consiste en hacer frente a los estereotipos 
de género acerca de las tareas que las mujeres son 
“capaces” de hacer y que se consideran socialmente 
“aceptables”.

Educación, formación y tutoría 
Los enfoques innovadores de la educación y la 
formación que desafían los estereotipos y están 
diseñados para llegar a las mujeres y las niñas durante 
toda la vida también desempeñan un papel importante 
a la hora de abordar la segregación ocupacional. 
Para las mujeres que están estancadas en empleos 
mal remunerados e informales, la falta de educación 
y formación básicas puede ser un obstáculo muy 
importante para acceder a empleos de mejor calidad. 
En todo el mundo, casi 800 millones de personas 
adultas son analfabetas y carecen de conocimientos 
de aritmética, y casi las dos terceras partes de ellas 
son mujeres.123 Algunos grupos de mujeres están en 
una situación de particular desventaja: en América 
Latina, por ejemplo, las mujeres indígenas tienen más 
del doble de probabilidades de ser analfabetas que las 
mujeres no indígenas.124 Los programas de educación 
para personas adultas y no formales que ayudan a 
las mujeres a estar capacitadas para ocupaciones 
mejor valoradas son esenciales para aumentar sus 
oportunidades en el mercado laboral (véase la historia: 
Hacer realidad los derechos). 

En el caso de las mujeres que trabajan en las 
cadenas de valor mundiales como asalariadas 
o pequeñas productoras, las oportunidades de 
formación pueden ayudarles a acceder a actividades 
mejor remuneradas. Ese tipo de capacitación debe 
diseñarse cuidadosamente, teniendo en cuenta la 
responsabilidad de las mujeres en lo que se refiere al 
trabajo de cuidados no remunerado, que dificulta la 
participación en programas de capacitación por la 
noche o en fines de semana, y para asegurar que las 
mujeres que trabajan en puestos temporales o como 

trabajadoras de temporada en las cadenas de valor 
puedan permitirse participar en dichas iniciativas.125  

Los programas que alientan a las niñas a estudiar 
ciencias y materias técnicas y ofrecen orientación 
profesional pueden resultar eficaces para cuestionar 
los estereotipos profundamente arraigados que 
contribuyen a las diferencias entre géneros en la 
elección. Por ejemplo, en Nigeria, la fundación Youth 
for Technology ha creado la Young Girls Science 
and Health Tele-Academy, que anima a las niñas 
a identificar desafíos reales en sus comunidades, a 
llevar a cabo investigaciones científicas y a adaptar 
técnicas de ingenierías para abordar esos retos. Más 
de la mitad de las egresadas de la Tele-Academy han 
cursado estudios universitarios de ciencia, tecnología, 
ingeniería y matemáticas o carreras profesionales en 
estas disciplinas.126 

También se puede mejorar el acceso de las mujeres 
jóvenes a los programas de educación y formación 
técnica y profesional a través de mecanismos de apoyo 
a sus responsabilidades familiares y de cuidados no 
remuneradas. En América Latina, los programas Joven 
han demostrado tener efectos positivos en las mujeres 
jóvenes. En el Perú, por ejemplo, el programa ProJoven 
iba dirigido a las mujeres y hombres jóvenes de 
familias pobres que viven en zonas urbanas, a los que 
brindó tres meses de formación en aula y pasantías 
con la meta explícita de dotar a las mujeres de las 
destrezas necesarias para desempeñar ocupaciones 
tradicionalmente masculinas. Las aprendices recibieron 
un estipendio, y las madres recibieron una cantidad 
equivalente al doble para apoyar su participación. Al 
cabo de 18 meses, las participantes tenían un 15% más 
de probabilidades de estar empleadas y generaron un 
93% más de ingresos laborales que las no participantes 
con entornos similares. Los niveles de segregación 
ocupacional también eran más bajos entre las 
participantes.127 

Para las mujeres que logran hacerse un lugar en 
ocupaciones en las que tradicionalmente predominan 
los hombres, es necesario el apoyo para evitar 
que las mujeres abandonen su carrera antes de 
llegar a los puestos superiores de la jerarquía. Por 
ejemplo, el proyecto African Women in Agricultural 
Research and Development ha proporcionado desde 
2008 subvenciones a casi 400 científicas para que 
desarrollen sus aptitudes y su capacidad de liderazgo 
a través de tutorías y de la creación de redes. A 
medida que aumenta el número de mujeres que se 
matriculan para estudiar ciencias agrícolas en el África 
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Subsahariana, este programa de desarrollo profesional 
tiene el objetivo de abordar las mayores tasas de 
abandono de las mujeres en este campo.128 

Objetivos y cuotas
Los objetivos y las cuotas son otra forma de atacar 
la segregación ocupacional y de hacer frente a 
los estereotipos. Han resultado más eficaces para 
abordar la segregación vertical que la horizontal, pues 
la eliminación de los estereotipos sobre la capacidad 
de las mujeres para asumir puestos de gestión y 
dirección —por ejemplo, en las juntas corporativas— 
resulta más sencilla que animar a los hombres a 
dedicarse a ocupaciones como el cuidado infantil, que 
tradicionalmente se consideran “trabajo de mujeres” y 
están mal remuneradas.

Pero aun en los casos en que esos empleos sean 
relativamente decentes, puede ser difícil animar a los 
hombres a dedicarse a ocupaciones feminizadas, como 
ilustra la experiencia de Noruega. Un decreto ministerial 
aprobado en el decenio de 1990 tenía la finalidad 
de elevar la representación de los hombres entre el 
personal de los jardines de infancia al 20%.129 Para 2010, 
tras un esfuerzo sostenido del Gobierno, alrededor del 
10% de esos trabajadores eran hombres. A pesar de ser 
baja, el país tenía la proporción más elevada de Europa 
de trabajadores varones en los jardines de infancia.130  

En cambio, Noruega introdujo en 2006 una cuota del 
40% para las juntas corporativas que se cumplió en 
dos años.131 Este éxito visible ha llevado a otros países 
a seguir su ejemplo, entre los que figuran Bélgica, el 
Brasil, Alemania, Islandia, Italia, Malasia, los Países 
Bajos y España.132 También se han usado los objetivos 
y las cuotas para aumentar el acceso de las mujeres a 

los puestos de toma de decisiones en el sector público 
(véase más adelante la sección titulada Aumento del 
empleo de las mujeres en el sector público).

Eliminación de la violencia en el lugar de 
trabajo
Para el año 2014, 125 países habían aprobado leyes 
sobre el acoso sexual en el lugar de trabajo (véase el 
anexo 3).133 La escasez de datos sobre la prevalencia 
de la violencia contra las mujeres hace difícil evaluar 
los efectos de este tipo de leyes, aunque sin duda 
transmiten una importante señal de que ese tipo de 
conducta no es aceptable en el lugar de trabajo. 
Para garantizar la aplicación eficaz de estas leyes, 
los empresarios deben invertir en la formación en el 
lugar de trabajo de empleados y gerentes, así como 
concienciar sobre procedimientos de denuncia y 
apoyo para que las mujeres puedan presentarse ante 
los juzgados. Se ha observado que la capacitación 
está asociada a un cambio de actitudes y una mayor 
concienciación acerca del acoso sexual, especialmente 
entre los hombres.134  

Se necesitan medidas adicionales para asegurar que 
las mujeres con empleos informales estén igualmente 
protegidas contra la violencia y el acoso. Es esencial 
que se sancionen leyes adecuadas, redactadas con 
amplitud suficiente como para abarcar una gran 
diversidad de lugares de trabajo, incluidos los hogares 
donde trabajan las empleadas domésticas, y que 
incluyan disposiciones para apoyar el acceso de estas 
mujeres a la justicia. Las inversiones en infraestructura 
urbana para quienes trabajan en el comercio 
informal, como las mujeres en los mercados, también 
pueden contribuir a crear entornos seguros para las 
trabajadoras (véase el recuadro 2.6).

Las mujeres suponen el 80% de las personas dedicadas a la venta en los mercados de Port Moresby, la 
capital de Papua Nueva Guinea. Los mercados son un importante punto de reunión donde las mujeres de la 
ciudad y las de las zonas rurales circundantes pueden vender sus productos, generar ingresos y desarrollar 
redes sociales. Sin embargo, hasta hace poco, los mercados no eran lugares apropiados ni seguros para 
las y los comerciantes: la gestión de residuos y las instalaciones de agua y saneamiento prácticamente no 
existían y la violencia contra las mujeres era un problema muy frecuente. 

RECUADRO 2.6 
Mercados más seguros en Port Moresby, Papua Nueva Guinea
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La Confederación Sindical Internacional (CSI) y otros 
sindicatos están reclamando un nuevo convenio de la OIT 
sobre la violencia de género para impulsar la adopción 
de medidas más firmes en esta materia por parte de los 
gobiernos y los empleadores. Se necesita un convenio 
que aborde todas las formas de violencia y acoso 
sexual en el lugar de trabajo y que, a la vez, proponga 
medidas para que las empresas puedan apoyar a las 
mujeres que sufren violencia a manos de sus parejas. 
Este convenio abarcaría asuntos socioeconómicos y 
jurídicos, el acceso a la justicia, la salud y la seguridad en 
el trabajo, y la educación.136 En 2015, con apoyo de grupos 
de trabajadoras y trabajadores y de algunos gobiernos, el 
Consejo de Administración de la OIT introdujo este asunto 
en la agenda de una futura Conferencia Internacional del 
Trabajo.137 

Recomendaciones
La segregación ocupacional desempeña un papel 
importante en lo que respecta al mantenimiento y 
la consolidación de la desventaja socioeconómica 
de las mujeres. Esto tiene efectos directos sobre las 
remuneraciones y perpetúa la brecha salarial de 
género. Se necesitan políticas dirigidas a garantizar la 
igualdad de acceso de las mujeres a una amplia gama 
de oportunidades económicas y a que puedan sacar 
el máximo partido a sus aptitudes. Los gobiernos, las 
instituciones educativas y las y los empleadores deberán:  

• Asegurarse de aprobar leyes que prohíban la 
discriminación contra las mujeres en la contratación, 

la formación profesional y los ascensos, y de revocar 
las leyes que limiten el acceso de las mujeres a 
determinadas ocupaciones

• Facilitar el acceso de las mujeres durante 
toda la vida a la educación, la formación y las 
tutorías, incluidas la alfabetización básica, la 
formación en el lugar de trabajo para mejorar 
sus destrezas y la adquisición de aptitudes no 
tradicionales para ayudarlas a ascender en la 
escala laboral 

• Ofrecer orientación profesional y estímulo a las 
mujeres jóvenes, por ejemplo, por medio de tutorías 
para que estudien ciencias, tecnología, ingeniería 
o matemáticas así como otras materias en las 
que predominan los hombres, y también para que 
disfruten de un mayor acceso a la educación y 
formación técnica y profesional

• Adoptar y aplicar cuotas y objetivos para reducir la 
segregación vertical

• Abordar el acoso sexual en el lugar de trabajo 
a través de la aprobación y aplicación de leyes 
adecuadas así como mediante la capacitación, la 
sensibilización y el apoyo a las mujeres para que 
accedan a la justicia

• Impulsar a los gobiernos y empleadoras/es a que 
adopten otras medidas por medio de un convenio 
de la OIT sobre la violencia de género. 

Casi el 55% de las vendedoras entrevistadas en 2011 dijo que había sufrido alguna forma de violencia en los 
mercados, y el 22% mencionó incidentes de violencia sexual. La mayoría de las mujeres no denunció estos 
delitos ni trató de obtener justicia. Las mujeres también fueron víctimas de extorsión: se les obligó a hacer 
pagos a cambio de seguridad y de la custodia y almacenamiento de sus productos. La policía y el personal 
de seguridad a menudo carecían de formación y en algunos casos estaban ellos mismos involucrados en la 
violencia.

ONU Mujeres y el Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (ONU Hábitat) 
ejecutan el programa Ciudades Seguras Libres de Violencia contra las Mujeres y las Niñas en Port Moresby  
en colaboración con las autoridades locales, la policía, organizaciones de mujeres, vendedoras y vendedores 
y clientes.135 Este programa se centra en garantizar que los mercados de la ciudad sean seguros para todas 
las personas que los utilizan. 

Los estatutos del mercado local incluyen actualmente una serie de artículos que abordan la seguridad 
de las mujeres. Las vendedoras están volviendo a los mercados tras una primera etapa de mejora de 
la infraestructura. Se ha desarrollado una campaña selectiva de sensibilización del público acerca del 
acoso sexual y la violencia sexual. Una innovación del programa ha sido el establecimiento de una alianza 
entre la Comisión Nacional del Distrito de la Capital (NCDC) y las instituciones financieras para permitir la 
recaudación de las tarifas del mercado a través del uso de la tecnología de teléfonos móviles. Al mismo 
tiempo, esto reduce la exposición de las mujeres a la extorsión y mejora la recaudación de ingresos por parte 
de la NCDC.

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   95 6/12/15   2:23 PM



CERRAR LAS BRECHAS SALARIALES DE 
GÉNERO

Las persistentes brechas salariales de género son 
una característica común a casi todos los mercados 
laborales.138 Mundialmente, las mujeres en promedio 
ganan 24% menos que los hombres. A nivel regional, la 
brecha salarial oscila entre el 33% en Asia Meridional y el 
14% en Oriente Medio y el Norte de África. En esta última, 
son relativamente pocas las mujeres que tienen empleo, 
pero aquellas que lo tienen suelen contar con mayor 
nivel de instrucción y desempeñarse en puestos bien 
remunerados, lo que explica la brecha salarial de género 
más baja (anexo 4). Solo es posible calcular las brechas 
salariales de género de modo fiable para las personas 
asalariadas, por lo que estas cifras mundiales y regionales 
subestiman la verdadera magnitud de las diferencias de 
los ingresos en los países en desarrollo, donde predomina 
el trabajo por cuenta propia.139 Las brechas salariales de 

género, combinadas con una menor participación de 
las mujeres en la población activa, producen grandes 
brechas acumuladas en los ingresos obtenidos a 
lo largo de toda la vida entre mujeres y hombres 
(véase el recuadro 2.4). También contribuyen a la 
desventaja de las mujeres en los ingresos en concepto 
de pensiones en una etapa posterior de la vida (véase 
el capítulo 3). 

Las brechas salariales de género: 
progresos y retrocesos
En general, las brechas salariales de género se han 
estrechado levemente en el último decenio, ya que entre 
2000 y 2010 se redujeron en 45 de los 50 países para los 
que se dispone de datos (véase la figura 2.9). Sin embargo, 
el ritmo de cambio ha sido lento, y en la mayoría de los 
países las brechas siguen siendo importantes. En Australia, 
Colombia, Finlandia, Mongolia y el Paraguay, las brechas 
salariales de género se han ampliado.

Fuente: cálculos elaborados por ONU Mujeres a partir de datos sobre salarios nominales extraídos de OIT 2015b y de datos del Índice de Precios de Consumo extraídos de Banco Mundial 2015d.

Nota: los datos sobre salarios utilizados para este análisis hacen referencia a los ingresos medios de las trabajadoras y los trabajadores, e incluye tanto la remuneración en efectivo como en 
especie por el tiempo trabajado, el trabajo realizado y las vacaciones retribuidas.  

Figura 2.9

Brecha salarial de género no ajustada, en 2000 y 2010 
 Las brechas salariales de género se han reducido en la mayoría de los países, pero a veces en el contexto de 
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Para aquellos países donde las brechas salariales de 
género se han reducido, es importante analizar por 
qué se cierran: ¿está sucediendo en un contexto de 
aumento general de los salarios, en el que las mujeres 
se están situando al mismo nivel que los hombres? ¿O 
está sucediendo en un contexto de descenso de los 
salarios, en el que los niveles de vida caen para todas las 
personas? La figura 2.9 sugiere un panorama mixto. 

En 32 de los 45 países en los que se han estrechado 
las brechas salariales de género, los cambios han sido 
inequívocamente positivos, con un aumento general 
de los salarios reales y una disminución de la brecha 
salarial de género, lo que significa que los salarios de 
las mujeres han aumentado más rápidamente que 
los de los hombres. Este ha sido el caso, por ejemplo, 
en el Brasil, Nepal, Malta y Ucrania. Mientras tanto, 
en otros cinco países las brechas de género se han 
estrechado en un contexto de caída de los salarios 
reales tanto de las mujeres como de los hombres. En 
estos casos, las brechas han disminuido solamente 
porque los salarios de los hombres han caído más 
drásticamente que los de las mujeres. Este patrón 
—que prevalece en Egipto, El Salvador, Hong Kong 
(Región Administrativa Especial de China), Panamá 
y Sri Lanka— mal puede ser considerado progreso, 
porque en lugar de que las mujeres alcancen a los 
hombres se produce una nivelación de todos a la 
baja.140 

En los seis países restantes, la brecha salarial de 
género se ha estrechado en el contexto de un aumento 
de los salarios reales de las mujeres y una caída o 
estancamiento de los salarios de los hombres. Este es 
el caso en Austria, Honduras, Israel, el Japón, México y 
el Estado de Palestina, donde las mujeres han ganado 
terreno en términos de remuneración mientras que los 
hombres lo están perdiendo. 

El deterioro de los salarios de los hombres es 
especialmente notable en el caso de los que perciben 
ingresos bajos. En los países desarrollados, la 
desaparición de puestos de trabajo en las industrias 
manufactureras debido al progreso tecnológico y a 
la decadencia de las industrias tradicionales, unida a 
la escasa influencia de las organizaciones sindicales, 
ha producido una presión a la baja sobre los salarios 
de las y los trabajadores con menor nivel educativo.141 
En los países en desarrollo, la globalización y la 
liberalización del comercio han aumentado las 
primas por aptitud para una minoría de trabajadoras 
y trabajadores altamente cualificados. Pero, 
para la mayoría de las y los trabajadores menos 
cualificados, la mayor movilidad del capital, la menor 

sindicalización y la falta de regulación han mantenido 
los ingresos en niveles bajos.142  

Techos de cristal y pisos pegajosos: 
variaciones en las brechas salariales de 
género
Las mayores brechas salariales de género suelen 
encontrarse en la parte superior de la escala salarial 
—el “techo de cristal” para las trabajadoras altamente 
cualificadas— y en la inferior —el “piso pegajoso” 
para las mujeres que trabajan en empleos con menor 
remuneración.143 Como corolario, las brechas salariales 
de género pueden ser mayores en los países donde la 
distribución general de los salarios es más desigual. 
Por ejemplo, en los países de la OCDE, las brechas 
salariales de género son menores en los países 
nórdicos, donde las desigualdades salariales generales 
(la dispersión salarial) son menores.144  

En un estudio de 26 países europeos se encontró 
un techo de cristal en 11 de ellos y un piso pegajoso 
en 12. En tres países —Alemania, los Países Bajos y 
Noruega— las mujeres situadas en ambos extremos 
de la distribución salarial se enfrentaban a grandes 
brechas salariales de género.145 En muchas regiones 
en desarrollo se encuentran patrones similares si se 
toma la educación como indicador indirecto de la 
situación socioeconómica. Las brechas salariales de 
género suelen ser amplias para las y los trabajadores 
sin instrucción, pero todavía mayores para quienes 
cursaron estudios secundarios y postsecundarios.146 
También suelen ser más amplias en los empleos 
informales que en los formales. Por ejemplo, en el 
África Subsahariana la brecha salarial de género 
es del 28% en los empleos informales, donde 
se desempeña la mayoría de las mujeres, en 
comparación con el 6% en el caso del sector formal.147   

Con respecto a las diferencias entre las zonas rurales y 
las urbanas, las brechas salariales de género a veces 
son más amplias en estas últimas. Esto puede deberse 
a que las opciones de empleo en las zonas rurales son 
bastante limitadas tanto para las mujeres como para 
los hombres y con baja remuneración para todos, 
mientras que en las zonas urbanas puede haber una 
mayor variedad de oportunidades laborales, aunque 
con mayores diferencias salariales.148 Por ejemplo, 
en Asia Meridional, las mujeres urbanas ganan un 
42% menos que sus contrapartes varones; mientras 
que las mujeres rurales perciben un 28% menos que 
los hombres. Tanto las mujeres como los hombres 
obtienen ingresos inferiores al promedio en las zonas 
rurales y, en términos absolutos, las mujeres rurales 
están en lo más bajo de la escala de ingresos.149 
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En algunas partes de América Latina, las brechas 
salariales de género pueden agravarse por el origen 
étnico, de modo que las mujeres indígenas sufren una 
desventaja especial.150  

Causas de las brechas salariales de 
género 
Al buscar las causas de las brechas salariales de 
género, los análisis económicos tradicionales a menudo 
tratan de aislar la discriminación directa o “pura” 
controlando una serie de factores que influyen en las 
remuneraciones de las mujeres y los hombres, incluidas 
la educación y la experiencia laboral. Mientras que la 
discriminación “pura” suele producirse con empresas 
que eligen deliberadamente pagar menos a las 
mujeres que a los hombres por los mismos trabajos, 
con frecuencia se atribuyen otros componentes de la 
brecha salarial de género a las preferencias de cada 
género (es decir, las mujeres “prefieren” empleos en 
sectores peor remunerados) o a sus decisiones (es 
decir, las mujeres adquieren menos experiencia laboral 
porque “eligen” dedicar parte de su tiempo a cuidar a 
sus dependientes).151  

Sin embargo, esta idea es discutible porque los 
logros académicos, las “opciones” profesionales y 
las trayectorias laborales están a su vez moldeadas 
por un entorno que atribuye la mayor parte del 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado a 
las mujeres y por estereotipos que las concentran en 
ocupaciones infravaloradas.152 Por lo tanto, el énfasis 
en la discriminación “pura” ignora todas las formas de 
discriminación indirecta que padecen las mujeres en el 
transcurso de su vida.

Las materias que estudian las mujeres (p. ej., 
humanidades, salud o trabajo social) están 
infravaloradas en comparación con las que eligen 
los hombres (p. ej., ingeniería, ciencias y agricultura) 
aunque las sociedades necesitan personas dedicadas 
a la enseñanza y la enfermería tanto como necesitan 
a las que se especializan en ciencias e ingeniería. 
Como se discute en la sección anterior, las diferencias 
en la elección de materias llevan a la segregación 
ocupacional, que es una causa fundamental de la 
brecha salarial de género: en 33 países de ingresos 
bajos y medianos, las diferencias de género en la 
ocupación y el sector de empleo explican entre el 
10% y el 50% de la brecha de género observada 
en las remuneraciones.153 En los Estados Unidos, la 
investigación ha comprobado que en los casos en 
que se redujo la segregación ocupacional, también 
disminuyeron las brechas salariales de género.154 Por 
lo tanto, los dos fenómenos están estrechamente 
vinculados.

La maternidad o paternidad y el matrimonio también 
imponen una penalización a las remuneraciones 
de las mujeres mientras que otorgan una ventaja 
a los hombres. Por ejemplo, en el Reino Unido y los 
Estados Unidos, entre el 40% y el 50% de la brecha 
salarial de género puede atribuirse a la maternidad o 
paternidad y el matrimonio. En ambos países, si bien 
la brecha salarial de género, considerada en general, 
ha seguido una tendencia descendente, la brecha en 
caso de maternidad o paternidad está aumentando.155 
En los Estados Unidos, las mujeres solteras ganan 96 
centavos por cada dólar de un hombre soltero, pero las 
mujeres casadas con al menos una hija o hijo ganan 
76 centavos por cada dólar de un padre casado.156 En 
el África Subsahariana y Asia Meridional, la presencia 
de menores en el hogar está asociada a brechas 
salariales de género del 31% y el 35%, respectivamente, 
comparado con el 4% y el 14% en el caso de las mujeres 
que viven en hogares sin niñas o niños.157 

Cerrar las brechas salariales de género 
El abordaje de las brechas salariales de género 
requiere un abanico de intervenciones que se ocupen 
tanto de la discriminación “pura” como de la indirecta. 
Se ha observado que las políticas a favor de la familia 
reducen la brecha salarial de género en los países de 
la UE, con efectos más marcados en el “techo de cristal” 
que en el “piso pegajoso”.158 En aquellos lugares donde 
la fuerza laboral está organizada, los acuerdos de 
negociación colectiva ayudan a reducir la dispersión 
salarial y la desigualdad y, por lo tanto, pueden reducir 
las disparidades de género en las remuneraciones.159  

Una estrategia muy frecuente es la aprobación de leyes 
de igualdad de remuneración, que en muchos casos se 
han aplicado por la vía judicial (véase el recuadro 2.7). 
Dada la magnitud de la segregación ocupacional, las 
leyes deberían especificar la igualdad de remuneración 
por trabajo de igual valor y no solo aplicarse a 
las situaciones en que mujeres y hombres hacen 
exactamente el mismo trabajo, que son infrecuentes. 
Sin embargo, evaluar qué constituye “trabajo de igual 
valor” es una tarea compleja, especialmente cuando el 
trabajo de las mujeres es objeto de una infravaloración 
sistemática.160 

En muchos países europeos, donde hace varios decenios 
que existen leyes de igualdad de remuneración, pero 
donde las brechas salariales de género siguen siendo 
imposibles de superar, las personas responsables de la 
formulación de políticas han buscado otras medidas 
para impulsar la acción de las y los empleadores de los 
sectores público y privado. Por ejemplo, en Alemania, 
el Ministerio Federal de Familia, Tercera Edad, Mujeres 
y Juventud ha desarrollado una herramienta llamada 
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Logib-D para ayudar a las empresas a analizar las 
estructuras de pagos y personal a fin de determinar 
la existencia y la amplitud de las brechas salariales 
de género. Las empresas pueden acceder a paquetes 
de apoyo adaptados a su situación para ayudarlas 
a reducir las brechas observadas. En la actualidad 
Logib-D está disponible en la República Checa, 
Israel, Luxemburgo y Suiza.167 El Gobierno alemán ha 
reconocido que las leyes de igualdad de remuneración, 
aun cuando estén bien aplicadas, no son suficientes por 
sí solas, y también ha formulado nuevas políticas a favor 
de la familia para respaldar a las mujeres que trabajan 
de manera remunerada. 

Salarios mínimos
Los salarios mínimos desempeñan un papel esencial 
a la hora de abordar las bajas remuneraciones, pues 
reducen la desigualdad y disminuyen la brecha salarial 
entre mujeres y hombres. Las mujeres suelen estar 
desproporcionadamente representadas en trabajos 
con baja remuneración: en 22 de los 34 países para 
los que se dispone de datos, las mujeres tienen más 

probabilidades que los hombres de trabajar en 
empleos con baja remuneración.168 En consecuencia, 
son quienes más pueden beneficiarse de los salarios 
mínimos, que son fundamentales para corregir su 
desventaja socioeconómica y hacer efectivo su derecho 
a un nivel de vida adecuado.

En los países de la OCDE, la presencia de un salario 
mínimo, establido en un nivel relativamente alto, 
reduce el riesgo de las mujeres a ocuparse en empleos 
de baja remuneración, y disminuye la brecha salarial 
de género. Esta brecha es del 6% en los países que 
tienen un salario mínimo obligatorio fijado en el 40% 
o más del salario promedio, lo que supone 10 puntos 
porcentuales menos que la brecha salarial promedio 
entre hombres y mujeres en los países de la OCDE.169 
Asimismo, en el Brasil se ha asociado la duplicación del 
salario mínimo en el decenio de 2000 a una reducción 
de la brecha salarial de género (véase el recuadro 
2.2). Un estudio realizado en la India calculó que si 
se extendiera el salario mínimo a todas las personas 
asalariadas, la brecha salarial de género caería del 16 

Unison es el sindicato más numeroso del sector público del Reino Unido: representa a 1.300.000 trabajadores 
del sector público, dos tercios de los cuales son mujeres. En 2013, logró un innovador acuerdo de igualdad 
de remuneración con el ayuntamiento de Birmingham, que beneficia directamente a unas 11.000 mujeres 
que trabajan en dicha institución.161 El sindicato denunció que el ayuntamiento había discriminado 
sistemáticamente a las mujeres que trabajaban como cocineras, limpiadoras y cuidadoras, pagándoles 
menos en primas y beneficios que a sus colegas de sexo masculino que hacían trabajos equivalentes 
como barrenderos y recolectores de residuos. En un primer momento, el ayuntamiento sostuvo que el 
plazo disponible para interponer una acción judicial había vencido. Entonces, en 2012, las trabajadoras se 
presentaron ante el Tribunal Supremo del Reino Unido, que decidió que el asunto debía presentarse ante 
los tribunales civiles y no ante los laborales, lo que amplió el plazo de prescripción de seis meses a seis 
años.162 Como resultado de este fallo, que tiene importantes consecuencias para las personas que exigen 
la reparación de la desigualdad de género en las remuneraciones de otros sectores, el ayuntamiento de 
Birmingham resolvió llegar a un acuerdo, con un costo estimado de 1.800 millones de dólares.163 

Entre 2010 y 2012, en un caso histórico sobre igualdad salarial iniciado por la Australian Services Union, el 
ombudsman del Gobierno en materia de empleo, Fair Work Australia (FWA), decidió a favor de 150.000 
trabajadoras y trabajadores del sector de los servicios sociales y comunitarios. FWA decidió que el género 
había sido un importante factor en la infravaloración de la mano de obra predominantemente femenina 
del sector, que presta servicios a menores vulnerables, personas enfermas, ancianas y con discapacidades, 
personas refugiadas y sobrevivientes de violencia.164 Como resultado del caso, se acordó que las y los 
trabajadores recibirían aumentos salariales de entre el 23 y el 45% a lo largo de ocho años, para lo cual el 
Gobierno federal comprometió cerca de 1.800 millones de dólares.165 Los sindicatos tienen la esperanza de 
que este caso ayude a establecer normas de igual remuneración en otros sectores.166  

RECUADRO 2.7 
Los sindicatos luchan por la igualdad de remuneración por trabajo de igual valor
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al 10% para las y los trabajadores asalariados y del 26 
al 8% para las y los trabajadores ocasionales.170  

De los 151 países para los que existen datos disponibles, 
solo la mitad, aproximadamente, tiene un sistema integral 
de salario mínimo que se aplica de modo uniforme en 
el ámbito nacional o regional, mientras que el resto 
tiene diversos salarios mínimos que se fijan por sector 
u ocupación.171 Los temores de que los salarios mínimos 
podrían frustrar la creación de empleos en general 
han resultado infundados.172  En cambio, al aumentar 
los ingresos de las trabajadoras y los trabajadores más 
pobres, los salarios mínimos pueden ayudar a fomentar la 
demanda agregada, y de ese modo estimular la inversión 
y crear economías más fuertes.173 

La efectiva materialización de los beneficios de los 
salarios mínimos depende del grado de cumplimiento 
de estos, lo que varía enormemente de un país a otro. 
Generalmente lo más fácil de hacer cumplir son los 
salarios mínimos uniformes, pero en todos los casos es 
necesario contar con información clara para empresas 
y trabajadoras/es, inspecciones laborales rigurosas 
y sanciones para los incumplimientos.174 También es 
preciso revisar periódicamente el nivel de los salarios 
mínimos para asegurar que aumenten, al menos, en 
consonancia con la inflación, de modo que conserven su 
valor real.

En algunos casos, la legislación sobre el salario mínimo 
abarca el empleo informal, donde se concentra la 
mayoría de las trabajadoras. El Brasil, Costa Rica, 
México y el Perú tienen leyes de salario mínimo para 
toda la fuerza laboral, con independencia del sector 
o la condición de las empresas empleadoras.175 Chile, 
Portugal y Trinidad y Tobago están entre los países 
que recientemente han extendido los salarios mínimos 
nacionales a quienes realizan trabajo doméstico, que con 
frecuencia es un empleo informal.176  

En Sudáfrica, donde el 15% de las trabajadoras son 
empleadas domésticas remuneradas,177 una ley de 2002 
estableció un salario mínimo para el trabajo doméstico 
e impuso un aumento del 8% del salario de ese año. El 
efecto combinado de esas medidas, evaluado 16 meses 
después de su introducción, fue un aumento del 20% de 
los salarios de las trabajadoras domésticas.178 Incluso 
en los países donde las y los trabajadores informales 
no están amparados por las leyes de salario mínimo, 
sí pueden invocarlo como una forma de negociar una 
remuneración mejor (el llamado “efecto faro”). Un estudio 
llegó a la conclusión de que los ingresos promedio de 
la mano de obra informal habían aumentado en 8 de 11 
países analizados tras la introducción del salario mínimo; 
por ejemplo, un 15% en Malí y un 7% en el Perú.179  

En los países en desarrollo con grandes picos 
estacionales de desempleo, los programas de garantía 
del empleo pueden ayudar a elevar el nivel salarial 
al garantizar una cantidad determinada de trabajo  
realizado por un monto fijo, de modo que las mujeres 
y los hombres pobres no se vean obligados a aceptar 
trabajo en condiciones de explotación (véase el 
capítulo 3). 

La valoración del trabajo de cuidados 
remunerado
El trabajo de cuidados remunerado, que incluye el 
trabajo doméstico, el cuidado infantil, la educación 
preescolar, la enseñanza, la enfermería y el trabajo 
social son ocupaciones altamente feminizadas. A 
pesar de la amplia aceptación del papel fundamental 
que desempeña el trabajo de cuidados, a menudo se 
infravaloran las aptitudes necesarias para realizarlo, lo 
que contribuye a una representación desproporcionada 
de mujeres entre las personas con baja remuneración y 
a la persistencia de las brechas salariales de género.180  

Un reciente estudio realizado sobre 12 países 
desarrollados y en desarrollo observó que el 
trabajo remunerado con frecuencia conlleva una 
“penalización salarial”, lo que significa que no se 
compensa adecuadamente por sus aptitudes y su 
experiencia a quienes realizan trabajo de cuidados 
en comparación con otras personas empleadas.181 La 
prestación de cuidados, lo mismo que otros “bienes 
públicos”, suele estar infravalorada y mal pagada por 
el mercado.182 Las personas que requieren cuidados, 
como menores, personas ancianas, enfermas o con 
discapacidad a menudo son las menos capacitadas 
para pagar los verdaderos costos de los servicios de 
cuidados de calidad. Las mujeres, que representan 
la mayoría de las personas que prestan cuidados, 
terminan subsidiando estos costos por medio de su 
trabajo mal remunerado. 

Existe la posibilidad de adoptar medidas legales 
para abordar la cuestión de la valoración adecuada 
del trabajo de cuidados (véase el recuadro 2.7).183 
Sin embargo, las medidas en esta área no deben 
dejarse en manos de los juzgados. El mismo estudio 
de 12 países concluyó que la infravaloración del 
trabajo de cuidados remunerado no es inevitable y 
depende de las políticas. En países con bajos niveles 
de desigualdad salarial, altos niveles de implantación 
sindical y gasto público generoso en materia de 
cuidados, las personas que prestan cuidados 
remunerados no sufren una penalización salarial.184 
Por lo tanto, las políticas públicas son necesarias para 
garantizar que las personas que prestan cuidados 
reciban una remuneración adecuada. 
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También es importante regular adecuadamente el 
trabajo de cuidados y capacitar a las personas que 
lo llevan a cabo, con el fin de mantener y mejorar sus 
aptitudes de forma continua. Estas medidas también 
respaldan la contratación y retención de personal 
y son esenciales para mantener la calidad de los 
servicios de cuidados, lo que beneficia tanto a las y los 
trabajadores como a las personas  a su cuidado.185 

Recomendaciones
Los mayores niveles de educación de las mujeres no 
han traído consigo en todos los casos una disminución 
de las brechas salariales de género, que también se 
han revelado resistentes a las leyes sobre igualdad 
salarial. Se necesitan medidas adicionales. Para abordar 
la desigualdad de género en las remuneraciones, los 
gobiernos, las empleadoras y los empleadores y los 
sindicatos deberán: 

• Implementar políticas nacionales de salario 
mínimo bien diseñadas, que establezcan un nivel 
salarial adecuado, se apliquen a la fuerza de 

trabajo y se hagan cumplir estrictamente por 
medio de inspecciones laborales y sanciones 

• Invertir la infravaloración sistemática del 
trabajo de cuidados remunerado por medio 
de la creación de trabajos de cuidados bien 
remunerados y protegidos en el sector público, 
trabajando con las y los empleadores para 
mejorar la reglamentación y la normativa 
del sector de los cuidados e invirtiendo en el 
desarrollo de aptitudes profesionales y en la 
capacitación de las personas cuidadoras

• Fomentar y proteger la negociación colectiva de 
la remuneración y las condiciones de trabajo, pues 
se ha demostrado que reduce la dispersión y la 
desigualdad salariales 

• Asegurar la aplicación de leyes de igualdad salarial 
por medio de iniciativas encaminadas a alentar a 
las empresas públicas y privadas a aumentar la 
transparencia y la rendición de cuentas con respecto 
a sus estructuras salariales.

ÁMBITOS PRIORITARIOS PARA 
PROMOVER LA IGUALDAD 
SUSTANTIVA EN EL TRABAJO 

La gran mayoría de las mujeres trabajadoras en los 
países en desarrollo están empleadas, o trabajan por 
cuenta propia, en trabajos informales. Las medidas 
dirigidas a aumentar la viabilidad económica y 
la protección de los empleos informales son, por 
tanto, una prioridad para abordar la desventaja 
socioeconómica de las mujeres y fomentar la igualdad 
sustantiva. Esto requiere un abordaje multifacético 
que tenga en cuenta los problemas específicos de las 
mujeres en diferentes partes de la economía informal, 
además de las medidas más amplias que se detallan 
en la sección anterior. 

Las intervenciones en el mercado laboral, como 
los salarios mínimos, pueden ampliarse y aplicarse 
a algunas mujeres que desempeñan trabajos 

informales, como las que trabajan en el servicio 
doméstico o en pequeñas empresas orientadas a 
la exportación. Sin embargo, es posible que estas 
políticas no lleguen a las personas que trabajan 
por cuenta propia, como las y los vendedores 
ambulantes, quienes se beneficiarán más de la 
creación de espacios seguros y saludables para la 
comercialización de sus productos. Y también será 
diferente el conjunto de medidas necesarias para 
mejorar los modos de vida de las mujeres rurales, 
pues deberán centrarse especialmente en facilitar el 
acceso seguro a la tierra, los servicios de extensión y 
los mercados para sus productos. 

Las medidas públicas también deberán dar prioridad 
a la creación de trabajo decente en el sector público 
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como forma de promover la igualdad sustantiva de 
las mujeres. Un sector público bien remunerado y 
seguro tiene la capacidad de generar un dividendo 
doble: aumentar el empleo de las mujeres y ampliar 
el acceso a los servicios que reducen el trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado de las 
mujeres. En las siguientes secciones se examina cada 
uno de estos ámbitos con más detalle. 

LAS MUJERES EN LOS EMPLEOS 
INFORMALES 

La realización de los derechos laborales de las mujeres, 
que son un componente clave de la igualdad sustantiva, 
requiere que las mujeres puedan acceder a empleos con 
remuneración decente, condiciones de trabajo seguras 
y protección social. Sin embargo, en amplias partes 
del mundo, el empleo no cumple con estos criterios. El 
trabajo informal es la norma en los países en desarrollo, 
tanto en las zonas rurales como en las urbanas.186 En 
Asia Meridional, el África Subsahariana, Asia Oriental y 
Sudoriental (con la excepción de China), más del 75% de 
los puestos de trabajo corresponde al sector informal. 
Las bajas remuneraciones, las malas condiciones de 
trabajo y la falta de cobertura de la protección social 
que caracterizan al empleo informal significan que 
las personas que realizan este tipo de trabajo tienen 
mayores probabilidades de vivir en la pobreza que 
aquellas que tienen empleos formales.187  

Entre las y los trabajadores informales se encuentran 
las personas que trabajan por cuenta propia —como 
vendedores ambulantes y pequeños comerciantes 
(de alimentos o artículos de consumo menores) o 
proveedores de servicios (peluquería, sastrería) —
así como quienes se dedican a la agricultura de 
subsistencia, cultivando alimentos suficientes para sus 
familias y tal vez algo más para la venta o el trueque. 
Pero el trabajo informal también incluye a trabajadoras 
y trabajadores asalariados que realizan trabajo 
doméstico o agrícola estacional, así como personal 
industrial subcontratado que trabaja desde su casa o en 
pequeños talleres. 

Una de las formas más vulnerables de empleo informal 
es la “contribución de trabajo familiar”. En todo el mundo, 
las mujeres representan el 63% de estos trabajadores, 
que tienen un empleo sin remuneración en negocios o 
granjas familiares (véase el recuadro 2.3).188 Esto limita 
su autonomía y su capacidad de tomar decisiones en 
el hogar, como también, en un sentido más amplio, su 
empoderamiento.189  

Incidencia del empleo informal
Las tres cuartas partes de las personas pobres 
del mundo viven y trabajan en zonas rurales.190 La 
mayoría obtiene su sustento del trabajo agrícola, 
que casi siempre es informal.191 La figura 2.9 muestra 
que en Asia Meridional y en el África Subsahariana, 
donde la agricultura sigue teniendo un peso muy 
importante desde el punto de vista del empleo, el 71% 
y el 59% de las mujeres empleadas, respectivamente, 
tiene trabajos agrícolas, generalmente como 
granjeras a pequeña escala, en comparación con el 
47% y el 56% de los hombres. 

En Asia Oriental y Sudoriental (excluida China), 
la tercera parte de las mujeres y los hombres 
empleados tienen empleos agrícolas informales por 
cuenta propia.192 Los empleos asalariados informales 
en la agricultura son especialmente importantes para 
las mujeres en Asia Meridional, donde la emigración 
significa que las tareas antes realizadas por hombres 
—como la preparación de la tierra, los cultivos, la 
aplicación de plaguicidas, la cosecha, las actividades 
posteriores a la cosecha y la comercialización de los 
productos— ahora son llevadas a cabo por mujeres, 
pero a cambio de salarios más bajos.193 

Las jerarquías de género en el empleo informal 
significan que los hombres predominan en los 
empleos más protegidos y mejor remunerados 
de la parte superior de la escala (es decir, como 
empleadores informales y trabajadores informales 
asalariados), mientras que las mujeres están 
representadas de forma desproporcionada en las 
ocupaciones menos seguras y peor remuneradas 
en la parte inferior (es decir, como trabajadoras 
industriales en su domicilio/trabajadoras domésticas 
y trabajadoras que contribuyen a la empresa 
familiar), como ilustra la figura 2.11.194 En Asia 
Meridional, por ejemplo, el 64% de las mujeres (frente 
al 54% de los hombres) trabaja por cuenta propia, 
mientras que el 36% de los hombres tiene empleos 
informales asalariados en comparación con el 31% de 
las mujeres. Incluso entre los trabajadores informales 
por cuenta propia, las mujeres suelen estar 
concentradas en las actividades peor remuneradas. 
Entre los recolectores de residuos, por ejemplo, los 
hombres suelen dedicarse a recoger chatarra, que 
es más valiosa, mientras que las mujeres recogen 
plásticos y cartón, que son menos valiosos.195 Esta 
segmentación contribuye a originar las amplias 
brechas salariales que existen entre mujeres y 
hombres.196
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Figura 2.10

Empleo informal como porcentaje del empleo total, según tipo de empleo y sexo, 2004-2010  
 En las regiones en desarrollo, hasta un 95% del empleo femenino es de carácter informal

Fuente: cálculos de ONU Mujeres a partir de datos extraídos de los cuadros 2 y 4 de Vanek et al. 2014. 

Nota: las estimaciones referentes a Asia Oriental y Sudoriental (ESA) excluyen a China. Se excluye la región de Oriente Medio y Norte de África (MENA) debido a la falta de datos para las 
diferentes categorías expuestas. Dado que el empleo agrícola casi siempre carece de protección social, estas estimaciones asumen que todo el empleo agrícola en los países en desarrollo 
es de carácter informal. 
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Fuente: WIEGO 2015a.

En las regiones desarrolladas se habla con frecuencia 
del empleo informal como empleo no regular o 
atípico. Estas formas inseguras de trabajo, en las 
que las mujeres están desproporcionadamente 
representadas, suelen ser por cuenta propia, 
temporales o por turnos, lo que priva a las y los 
trabajadores de la protección que ofrece el empleo 
regular a tiempo completo.197 En los países de la 
OCDE, las mujeres constituyen el 44% del total de 
personas empleadas pero el 66% de los trabajadores 
con contratos temporales involuntarios.198 Los datos 
indican que, desde el comienzo de la crisis económica, 
los niveles de empleo informal han ido en aumento 
en algunos de estos países. Por ejemplo, en el Reino 
Unido, la mayor parte del incremento total del 
empleo desde 2008 se ha producido en los trabajos 
por cuenta propia mal remunerados, y las mujeres 
explican el 54% de dicho aumento.199 Las mujeres que 

tienen este tipo de empleos ganan en promedio solo el 
35% de los ingresos anuales medios en el Reino Unido, 
y un 42% menos que los hombres que tienen el mismo 
tipo de empleos.200 

Tendencias en el empleo informal 
Es difícil establecer las tendencias del empleo informal: 
el propio concepto ha evolucionado y los datos no 
se recogen de forma sistemática para todos los 
países en el transcurso del tiempo.201 Sin embargo, 
investigaciones sobre el empleo “no protegido”—que 
comparte muchas de las características del empleo— 
señalan una disminución tanto para las mujeres como 
para los hombres entre 2000 y 2010 como muestra 
la figura 2.12. En dos países (el Ecuador y Etiopía), las 
tasas de empleo “no protegido” de las mujeres han 
disminuido con mayor rapidez que las de los hombres. 
En cambio, en China, Egipto y México, la proporción de 

Figura 2.11

Segmentación del empleo informal según ingresos medios y sexo 
 Dentro del empleo informal, las mujeres se concentran en los puestos menos seguros y peor remunerados
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Figura 2.12

Proporción de mujeres y de hombres en empleos sin protección en el último decenio (como porcentaje del 
empleo no agrícola total), alrededor de 2000 y 2010 

 Los trabajos ‘sin protección’ descienden en algunos países, pero siguen afectando a una elevada proporción 
del empleo

Fuente: Raveendran 2014; Comblon et al. 2014; Dong et al. 2014; Gammage et al. 2014a,b; Gammage et al. 2014; Gammage y Kraft 2014; Said, Petrovich y Khalil 2014; y Kedir 2014.

Nota: los valores reflejan las variables disponibles en las  encuestas individuales. No son comparables entre países y, en algunos casos, puede que tampoco lo sean con las estimaciones 
nacionales oficiales que utilizan la definición del concepto de informalidad de la Conferencia Internacional de Estadísticos del Trabajo (ICLS)205. Pueden consultarse las definiciones utilizadas 
en las encuestas en la nota final. 

hombres con empleos “no protegidos” se ha reducido 
más rápidamente que la de las mujeres. En el Brasil se 
observaron disminuciones similares para las mujeres 
y los hombres. En el Camerún, la India y Malí, donde 
más del 90% de los trabajadores tiene empleos ”no 
protegidos”, esta proporción ha cambiado muy poco 
para las mujeres y los hombres.202

La reducción de la incidencia del empleo “no 
protegido” es un signo de progreso. Sin embargo, no 

ha seguido el ritmo del incremento de la mano de 
obra, por lo que la cantidad absoluta de personas con 
empleos “no protegidos” sigue creciendo.203 En Egipto, 
por ejemplo, a pesar de una reducción de 4 puntos 
porcentuales del número de empleos “no protegidos” 
de las mujeres y de 10 puntos porcentuales en el 
caso de los hombres entre 1998 y 2012, la cantidad 
real de mujeres y hombres que tienen este tipo de 
trabajos aumentó en 750.000 y 1 millón de personas, 
respectivamente.204  
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Ampliación de los derechos laborales 
para las y los trabajadores domésticos 
remunerados
Además de las políticas macroeconómicas dirigidas 
a crear más y mejores empleos (analizadas en el 
capítulo 4), se necesitan medidas concretas para 
extender la protección social a las personas que 
trabajan en empleos informales (véase el capítulo 
3) y para regular mejor el trabajo informal a fin de 
promover el disfrute de los derechos laborales básicos 
por parte de las y los trabajadores.

El trabajo doméstico remunerado es una fuente de 
empleo asalariado muy importante y que sigue una 
tendencia creciente, pero la mayor parte de este 
empleo es informal y de mala calidad. En 2010 había 
53 millones de trabajadoras y trabajadores domésticos 
en todo el mundo, lo que representa un aumento de 
casi 20 millones desde 1995. La inmensa mayoría de 
ellos, el 83%, son mujeres.206 Según la OIT, también 
hay casi 12 millones de niñas de entre 5 y 17 años de 
edad que realizan trabajo doméstico remunerado.207 
Las y los trabajadores domésticos hacen sus tareas 
en los domicilios de sus empleadoras/es, con 
quienes mantienen una relación de subordinación y 
dependencia, y pueden sufrir abusos psicológicos y 
físicos de parte de la empleadora o el empleador o de 
otros miembros de la familia.208 

Casi el 30% de las y los trabajadores domésticos 
está excluido actualmente de la legislación laboral 
nacional, el 43% no está amparado por las leyes 
de salario mínimo y el 36% no tiene derecho a 
protección por maternidad.209 Las y los trabajadores 
domésticos migrantes están especialmente 
marginados, y con frecuencia carecen de apoyo y 
protección legal tanto en el país de origen como en 
el de acogida. Por ejemplo, la legislación laboral 
no ampara a las y los trabajadores domésticos 
migrantes en la mayoría de los países de la 
región de Oriente Medio y el Norte de África. Estos 
trabajadores, en su mayoría mujeres, representan 
entre una cuarta y una tercera parte de los 22 
millones de trabajadoras y trabajadores migrantes 
en esos países.210  

Las y los trabajadores domésticos migrantes son 
especialmente vulnerables a los abusos porque 
dependen de las agencias de contratación y carecen 
de información confiable sobre los procedimientos 
de migración. Una vez que han llegado al país de 
acogida, su libertad para cambiar de empleadora o 
empleador es limitada, ya que estos frecuentemente 
retienen los documentos de viaje y de identidad. En 

casos de abusos, estas/os trabajadoras/es carecen 
de acceso a mecanismos eficaces de reparación.211  

El Convenio núm. 189 de la OIT: una 
victoria para las y los trabajadores 
domésticos de todo el mundo
Gracias en buena medida a los esfuerzos de las 
organizaciones de trabajadoras y trabajadores 
domésticos, las personas responsables de la formulación 
de políticas a escala mundial y nacional han empezado 
a centrarse en cómo mejorar la calidad de este empleo. 
Estos esfuerzos culminaron en 2011, con la aprobación 
del Convenio de la OIT (núm. 189) sobre las trabajadoras 
y los trabajadores domésticos. El Convenio requiere 
que los Estados extiendan los derechos laborales 
básicos a las y los trabajadores domésticos, como las 
horas normales de trabajo con períodos de descanso 
regulares, la compensación de las horas extraordinarias, 
las vacaciones anuales remuneradas, el salario mínimo, 
un entorno de trabajo seguro y saludable y prestaciones 
de seguridad social.212 Hasta la fecha, 17 países han 
ratificado el Convenio.213 

En varios países, los cambios de política ya estaban 
en marcha. En el estado de Nueva York, en los 
Estados Unidos, la Alianza Nacional de Empleadas 
Domésticas llevó a cabo una exitosa campaña con la 
que logró que se aprobara una de las declaraciones 
de derechos para estos trabajadores que se cuenta 
entre las más progresistas del mundo (véase la 
historia: Un poco de historia). 

La aplicación de estas normas del trabajo mejoradas 
para las y los trabajadores domésticos sigue 
siendo un desafío importante. Algunas medidas 
prioritarias para apoyar el cumplimiento son: los 
contratos modelo, las inspecciones de trabajo 
eficaces y un mejor acceso a la justicia. Por ejemplo, 
en Sudáfrica desde 2003 la obligación de inscribir 
a las y los trabajadores domésticos y de pagar 
contribuciones a la seguridad social. Para el año 
2008, se habían registrado 633.000 trabajadoras 
y trabajadores domésticos en el Fondo de Seguro 
de Desempleo.214 El cumplimiento se asegura a 
través de inspecciones periódicas y también de la 
imposición de sanciones. En caso de controversia, las 
y los trabajadores domésticos pueden recurrir a la 
Comisión de Conciliación, Mediación y Arbitraje.215 En 
la misma línea y conforme a su Ley de trabajadores 
migrantes de 1995, Filipinas estableció un fondo a 
fin de que las y los trabajadores migrantes pudieran 
acceder a servicios jurídicos en caso de violación 
de sus derechos o de controversias con las y los 
empleadores.216 
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Aumento de la viabilidad del empleo 
urbano por cuenta propia de las mujeres 
El empleo por cuenta propia compone la mayor parte 
del empleo informal de las mujeres en las zonas 
urbanas y rurales. Pero los marcos de políticas o bien 
pasan por alto a estas trabajadoras o en algunos 
casos les dificultan la posibilidad de obtener un ingreso 
decente. Las limitaciones a la productividad de las 
personas que trabajan por cuenta propia en el sector 
informal rara vez son visibles para quienes se encargan 
de la planificación urbana y la formulación de políticas. 

Por ejemplo, las personas que trabajan en su 
domicilio posiblemente absorban muchos costos 
no salariales para proporcionar el lugar de trabajo, 
el equipo, la electricidad y el transporte necesarios 
para elaborar sus productos. Las y los vendedores 
ambulantes necesitan servicios fiables, como 
electricidad y transporte a los mercados para la venta 
oportuna de sus artículos. Si no disponen de acceso a 
financiación, las y los trabajadores por cuenta propia 
tienen dificultades para mantener su negocio a flote. 
Incluso suele faltar la infraestructura básica, y con 
frecuencia se hace caso omiso de las necesidades 
de las mujeres. Por ejemplo, en 2013, los tres órganos 

municipales de Nueva Delhi, la India, admitieron ante 
el Tribunal Superior que tenían 3.712 inodoros públicos 
para hombres y solo 269 para mujeres.217 La falta de 
instalaciones afecta a la salud de las vendedoras 
ambulantes, y en consecuencia muchas padecen 
trastornos renales.218 

Para mejorar las condiciones de trabajo de las 
mujeres urbanas que trabajan por cuenta propia 
y para ayudar a que estas formas precarias de 
empleo sean más viables, se requieren medidas a 
nivel municipal, regional y nacional a fin de brindar 
servicios e infraestructura, dar reconocimiento jurídico 
a los trabajadores informales, introducir medidas 
de salud y seguridad en el trabajo y proporcionar 
acceso a la financiación. Las personas encargadas 
de la planificación urbana deberán tener en cuenta 
las necesidades de las y los trabajadores informales 
que trabajan por cuenta propia y comprender que el 
hogar y la calle también son lugares de producción 
y comercio (véase el recuadro 2.8).219 Las medidas 
requeridas no suelen considerarse habitualmente 
como políticas del mercado laboral, pero tienen el 
potencial de marcar una gran diferencia para las 
trabajadoras informales y sus familias.    

Las mujeres representan una importante proporción de los 10 millones de vendedores ambulantes urbanos 
de la India. En marzo de 2014, tras varios decenios de lucha de la Asociación de Mujeres Trabajadoras por 
Cuenta Propia (SEWA, por su sigla en inglés) y la Asociación Nacional de Vendedores Ambulantes de la India 
(NASVI), que incluyó una huelga de hambre de cuatro días, el Parlamento de la India aprobó la Ley de venta 
ambulante (protección de los medios de vida y reglamentación de la venta ambulante).220  

Esta ley reconoce que las y los vendedores ambulantes desempeñan un papel positivo en la generación 
de empleo. Busca equilibrar el derecho al trabajo de las y los vendedores con la necesidad de impedir el 
hacinamiento urbano y las condiciones insalubres, así como establecer la situación jurídica de estas personas 
para protegerlas del hostigamiento que con frecuencia sufren de parte de la policía y las autoridades. 

La ley obliga a que las y los vendedores ambulantes tomen parte en los proceso de planificación del 
gobierno local a través de su participación en los Comités de Venta Callejera junto con representantes del 
gobierno local, organizaciones no gubernamentales y organizaciones comunitarias. Los Comités supervisan 
la realización de encuestas de vendedoras/es, emiten certificados de venta ambulante y recomiendan la 
elaboración de normas. La Ley incluye además un mecanismo de resolución de conflictos para solucionar las 
quejas y controversias presentadas por las y los vendedores ambulantes.221 

RECUADRO 2.8 
La intervención de los trabajadores informales en la planificación local y municipal en la India
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Por ejemplo, el marco jurídico y reglamentario es 
importante para las y los recolectores de residuos que 
dependen del acceso a estos en vertederos, puntos de 
recolección o desplazándose de puerta a puerta. Sin 
embargo, dado que la gestión de residuos y el reciclaje 
se han vuelto un gran negocio, las y los recolectores de 
residuos y sus asociaciones a menudo no pueden cumplir 
con los rigurosos requisitos de los procesos de licitación 
para acceder a los grandes contratos municipales. 

Los cambios a menudo han llegado en respuesta a 
movilizaciones de los movimientos de las y los trabajadores 
informales, que han tenido algunos importantes éxitos 
en años recientes a la hora de organizarse para 
la negociación colectiva a fin de lograr una mejor 
colaboración con los actores estatales y del mercado.222 
Tras una labor de promoción que duró varios años por 
parte de las y los recolectores de residuos colombianos, 
el Tribunal Constitucional del país falló en 2011 que los 
que se encuentran en Bogotá deben ser incluidos en 
la planificación del saneamiento municipal. Las y los 
recolectores de residuos de Bogotá fueron reconocidos 
posteriormente como prestadores de un servicio público 
y, a partir de marzo de 2013, la ciudad les paga los 
materiales que recogen de acuerdo con tarifas fijas 
especificadas en contratos formales.223  

Mejorar la salud y la seguridad de las 
trabajadoras y los trabajadores informales
El peligro constante y las deficientes condiciones de 
trabajo son un hecho cotidiano para millones de 
trabajadoras y trabajadores en todo el mundo. Los 
efectos de esas condiciones tuvieron una demostración 
trágica en el desastre de Rana Plaza en 2013, en el que 
más de 3.600 personas murieron o resultaron heridas 
cuando se derrumbó una fábrica de ocho plantas en 
el distrito de Daca, en Bangladesh (véase la historia: 
Resurgir de las cenizas). 

Las y los trabajadores informales por cuenta propia 
también afrontan graves riesgos en sus tareas 
cotidianas. Una vendedora ambulante trabaja en 
una calle bulliciosa, expuesta al ruido, los gases de 
los vehículos, el sol y la lluvia.224 Pueden echarla de la 
calle o del mercado, y eso puede suceder con violencia 
por parte de las autoridades. El mayor riesgo para 
quienes venden en mercados cerrados es un incendio 
que puede destruir sus medios de subsistencia. Una 
mujer que trabaja por cuenta propia en su domicilio 
puede tener mala ventilación, luz insuficiente y equipo 
inadecuado. 

Ninguno de estos sectores laborales y lugares de 
trabajo está amparado por las normas y reglamentos 
de salud y seguridad en el trabajo (a veces llamada 

seguridad y salud medioambiental).225 El gobierno local 
también desempeña un papel fundamental en la salud 
y la seguridad de las y los trabajadores tanto en los 
hogares como en los espacios públicos a través de sus 
responsabilidades y sus inversiones en infraestructura 
básica como agua y saneamiento, bomberos y 
alumbrado. 

Un proyecto de investigación-acción de Mujeres 
en Empleo Informal: Globalizando y Organizando 
(WIEGO) en cinco países integra a las trabajadoras y 
los trabajadores informales y sus lugares de trabajo 
en la disciplina y práctica de la salud y seguridad 
en el trabajo.226 Entre otras estrategias, el proyecto 
respalda la cooperación entre especialistas en 
diseño ergonómico y organizaciones de trabajadoras 
informales para producir mejores herramientas como 
carros, guantes y bastones de remover para las y los 
recolectores de residuos. La iniciativa ha mostrado la 
eficacia a corto plazo de la participación de las y los 
trabajadores en el diálogo sobre cuestiones específicas 
de la ciudad, como el desatasque de desagües y la 
reducción del riesgo de incendios. A más largo plazo, 
el desafío consiste en crear plataformas institucionales 
permanentes para llevar a cabo negociaciones 
equitativas entre las autoridades de la ciudad y las y 
los trabajadores informales, a fin de lograr tanto una 
mejor gestión municipal como una mayor seguridad en 
los lugares de trabajo. 

Acceso a la financiación para mujeres que 
trabajan por cuenta propia
El acceso a los servicios financieros, incluidos el crédito, 
los préstamos y el ahorro, es esencial para las mujeres 
de ingresos bajos, pero rara vez está disponible para 
ellas. Estos servicios pueden ayudar a los hogares a 
hacer frente a los trastornos económicos ocasionados 
por gastos inesperados, por ejemplo, la atención de la 
salud, matrículas escolares o gastos funerarios. Para las 
personas que trabajan por cuenta propia, especialmente 
las mujeres, el acceso al crédito también puede ser 
una condición esencial de su trabajo. Una encuesta a 
vendedoras y vendedores ambulantes observó que solo 
el 37% de las mujeres podía utilizar capital propio para 
poner en marcha su negocio, en comparación con el 68% 
de los hombres.227 Además de los gastos de puesta en 
funcionamiento, los vendedores necesitan poder acceder 
al capital circulante todos los días, puesto que las 
pequeñas ganancias que generan cada día a menudo 
son insuficientes para cubrir el costo de comprar más 
existencias el día siguiente.228 Como se analiza en la 
sección siguiente, las y los pequeños agricultores también 
necesitan acceder a los servicios financieros para poder 
comprar semillas y fertilizantes, invertir en equipos y 
satisfacer otras necesidades.
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Los bancos comerciales convencionales generalmente 
están poco dispuestos a operar con trabajadoras y 
trabajadores pobres debido a los costos y riesgos que 
supone la administración de préstamos de pequeño 
monto. En consecuencia, las y los trabajadores deben 
recurrir a prestamistas explotadores o proveedoras/
es que venden a crédito a tasas elevadas muy 
desfavorables. En respuesta al problema de la 
exclusión financiera, han surgido en los últimos 
decenios instituciones de microfinanzas que se han 
extendido rápidamente en los países en desarrollo. 
Las mujeres suelen representar la mayoría de quienes 
reciben préstamos debido a que se las considera 
más fiables en lo que respecta a su devolución.229 Sin 
embargo, la experiencia ha puesto de manifiesto que 
las prácticas crediticias de muchas instituciones de 
microfinanzas, especialmente aquellas que operan con 
fines de lucro y están sujetas a escasa reglamentación, 
pueden aumentar en la práctica la vulnerabilidad 
económica de las mujeres y el endeudamiento de los 
hogares.230  

El acceso a las microfinanzas puede respaldar la 
seguridad económica de las mujeres cuando lo 
ofrecen las organizaciones de la sociedad civil en el 
marco de un enfoque holístico dirigido a ampliar las 
oportunidades y los derechos. Muchas organizaciones 
de trabajadoras y trabajadores informales por cuenta 
propia ofrecen pequeños préstamos y planes de ahorro 
como parte de un amplio conjunto de medidas de 
apoyo para sus miembros. Un ejemplo es Didi Bahini 
Sewa Samaj en Nepal, que organiza a las personas 
que trabajan en su domicilio, les ofrece capacitación, 
acceso a los mercados y préstamos sin interés que no 
requieren garantía.231 Sin embargo, los sistemas de 
microfinanzas bien diseñados no deberían sustituir 
la ampliación del alcance de los mecanismos de 
financiación institucional. Es preciso contar con un 
conjunto de instituciones financieras inclusivas, como 
cooperativas de crédito y bancos de desarrollo local 
y comunitarios. Estos deben regularse e incentivarse 
por medio de subvenciones para garantizar que sean 
accesibles a las mujeres pobres y a las microempresas 
de las que estas dependen.232 

Recomendaciones 
Las políticas dirigidas a corregir la desventaja 
socioeconómica de las mujeres deben tener el objetivo 
de aumentar las ganancias del trabajo informal, 
mejorar las condiciones de trabajo y eliminar la violencia 
y los abusos que afrontan estas trabajadoras. Las 
trabajadoras domésticas deben estar protegidas por 
todas las leyes laborales. La inclusión de las trabajadoras 
informales en la planificación urbana y la toma de 
decisiones puede ayudar a aumentar su poder de 

acción, su voz y su participación, así como asegurar que 
los entornos de la ciudad apoyen su trabajo en lugar de 
socavarlo. Las medidas públicas prioritarias son, entre 
otras:

• La extensión de las medidas de protección social, 
como la atención de la salud y los regímenes 
de pensiones, a las mujeres que tienen empleos 
informales (véase el capítulo 3)

• La ratificación del Convenio núm. 189 de la OIT 
para reconocer los derechos de las trabajadoras 
domésticas a disfrutar de condiciones de trabajo 
decentes, remuneración adecuada, a estar 
protegidas frente a la violencia y los abusos y a 
acceder a la protección social

• La ampliación del alcance de las normas sobre 
salud y seguridad en el trabajo a fin de que 
abarquen a las y los trabajadores informales, 
reconociendo los peligros especiales que afrontan 
las mujeres como trabajadoras en el domicilio, 
vendedoras ambulantes y recolectoras de residuos

• La inversión en infraestructura urbana y rural 
como la electricidad, el agua y el saneamiento y 
el transporte, así como en mercados seguros con 
instalaciones de almacenamiento seguras

• El acceso a los servicios financieros para las 
trabajadoras informales, incluidos el crédito y el 
ahorro.

INCREMENTO DE LA RENTABILIDAD QUE 
OFRECEN LAS PEQUEÑAS EXPLOTACIONES 
AGRÍCOLAS GESTIONADAS POR MUJERES

La viabilidad de los medios de subsistencia rurales en 
los países en desarrollo ha estado bajo presión desde 
principios del decenio de 1980.233 Las políticas de ajuste 
estructural condujeron a la reducción del apoyo 
estatal a la agricultura en muchos países, incluida 
la prestación de servicios de comercialización, 
crédito, insumos y extensión, así como la inversión 
en infraestructura, riego e investigación. En este 
período también ha disminuido la asistencia para 
el desarrollo destinada al sector agrícola. Los 
comerciantes privados y los proveedores de crédito 
no han ocupado el espacio que quedó tras la 
retirada del Estado, y las y los agricultores pobres y 
las personas que viven en zonas apartadas son los 
más afectados por ello.234  

En los años recientes, el aumento y la volatilidad 
de los precios mundiales de los alimentos, en parte 
debido a la especulación financiera así como a la 
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desposesión de tierras agrícolas, se han combinado 
para producir resultados adversos para los agricultores 
pobres y marginados, especialmente las mujeres (véase 
el recuadro 2.9).235 El cambio climático también ha 
tenido efectos negativos sobre la producción agrícola y 
los precios, agravando los problemas de las personas 
pobres que viven en zonas rurales.236 Como resultado 
de estos factores, algunos gobiernos, especialmente en 
el África Subsahariana, están empezando a reconocer 
la necesidad de tener un papel más activo en la 
gobernanza de los mercados en las zonas rurales y en 
la prestación de apoyo al sector agrícola. En algunos 
casos, estos esfuerzos se han centrado especialmente 
en los pequeños agricultores, incluidas las mujeres.237 

Dada la importancia del empleo agrícola de las 
mujeres, las políticas dirigidas a hacer que la 

agricultura a pequeña escala sea más productiva 
y viable son esenciales para corregir la desventaja 
socioeconómica de las mujeres en los entornos 
agrícolas. Se necesita también inversión en 
infraestructura rural, incluidos el abastecimiento de 
agua y el saneamiento, y servicios sociales, como la 
atención de la salud (véase el capítulo 3). Además, 
se necesitan los derechos seguros sobre la tierra, 
apuntalados por la modificación de los regímenes 
de propiedad matrimonial. De igual manera, las 
prioridades deben ser una mejora significativa del 
acceso a los insumos agrícolas, los servicios y los 
mercados a fin de aumentar la rentabilidad de las 
actividades agrícolas de las mujeres. El apoyo a la 
acción colectiva de las mujeres y los programas de 
adquisiciones públicas pueden contribuir a aumentar el 
acceso de las mujeres a los mercados. 

El aumento de la extensión de las plantaciones de palma de aceite ha sido una importante causa de 
desposesión de tierras y deforestación en Asia Sudoriental desde la década de 1980, pero el reciente auge de 
los biocombustibles ha acelerado la tendencia.238 En Indonesia se han deforestado millones de hectáreas de 
tierras que generalmente estaban en posesión a título consuetudinario de las poblaciones rurales, las cuales 
dependen de estas tierras para su sustento pero cuyos derechos no son reconocidos por el Estado.239  

En la comunidad hibun dayak, en el Kalimantán occidental, el gobierno provincial otorgó concesiones de 
uso a largo plazo a empresas privadas que utilizarán la tierra para plantar palma aceitera. Los regímenes 
de indemnización para la población desposeída incluían su incorporación como agricultores por contrato, o 
subcontratados, en pequeñas parcelas que rodean la plantación principal y bajo condiciones muy desfavorables. 

Antes del otorgamiento de las concesiones, las normas consuetudinarias no hacían una diferencia de género 
en los derechos sucesorios sobre la tierra de propiedad individual: cualquiera de las hijas o hijos que cuidara 
a la madre o el padre heredaba la mayor parte de la tierra. El sistema de indemnización estatal socavó los 
derechos que las mujeres tenían anteriormente. Solo se registró a quienes ejercían la “jefatura del hogar” 
como agricultores subcontratados y, en consecuencia, solo 6 de los 98 agricultores por contrato fueron 
mujeres (divorciadas o viudas). 

Los efectos sobre las relaciones de género han sido profundos. Antes de las plantaciones había una división 
del trabajo bastante equilibrada entre mujeres y hombres en la agricultura de subsistencia y la producción de 
cultivos comerciales. Después, las mujeres quedaron como responsables del trabajo con mayor intensidad 
de mano de obra, como el mantenimiento de los árboles, en tierras que no controlaban. Esto llevó a una 
escalada de los conflictos domésticos sobre el control de los ingresos procedentes del aceite de palma y a un 
aumento de la violencia contra las mujeres. El trabajo reproductivo de las mujeres también sufrió cuando se 
construyeron cercos alrededor de los recursos de propiedad común: varios tipos de frutas y verduras locales 
que formaban parte de la dieta habitual se volvieron escasos, y las materias primas para los productos 
artesanales se perdieron con la destrucción de los bosques. 

RECUADRO 2.9 
Efectos que ejerce la desposesión de tierras sobre las mujeres en Indonesia
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Aumento del acceso de las mujeres a la 
tierra y del control de esta
Las mujeres se enfrentan a una desventaja sistemática 
en lo que respecta a los derechos sobre la tierra debido 
a la existencia de leyes, costumbres y normas que o bien 
les impiden la posesión o la propiedad, o hacen que sus 
derechos dependan de su esposo o de un familiar de 
sexo masculino. Esto tiene consecuencias especiales en el 
África Subsahariana y en Asia Meridional, donde grandes 
cantidades de mujeres dependen de la tierra para sus 
medios de subsistencia. Es esencial fortalecer los derechos 
de las mujeres sobre la tierra y otros recursos productivos, 
no solo en beneficio de su productividad a corto plazo 
sino también para ampliar su poder general de acción y 
para protegerlas contra las crisis.240  

Reforma de los regímenes de propiedad 
matrimonial  
Es preciso contar con marcos jurídicos adecuados y 
con programas con perspectiva de género. En primer 
lugar, el reconocimiento de los derechos sobre los bienes 
adquiridos durante el matrimonio puede aumentar los 
activos que son propiedad de las mujeres porque estas, 
especialmente cuando están casadas, tienen menos 
probabilidades que los hombres de poder adquirir activos 
individuales. Estos derechos reconocen las contribuciones 
remuneradas y no remuneradas que las mujeres hacen 
a los hogares al considerar que los activos adquiridos 
durante el matrimonio son propiedad conjunta de la 
pareja. 

Investigaciones recientes sobre la propiedad individual de 
los activos han concluido que los sistemas matrimoniales 
con propiedad conjunta o común (como el vigente en 
el Ecuador) son más favorables a las mujeres que los 
que se basan en la “separación de bienes” (como los 
que se aplican en Ghana y el estado de Karnataka, en la 
India). En los regímenes matrimoniales que establecen 
una separación de bienes, en caso de disolución 
del matrimonio toda la propiedad se trata como de 
titularidad individual. En Ghana y Karnataka, las mujeres 
tienen el 36% y el 20%, respectivamente, de la propiedad 
de la tierra. En cambio, en el Ecuador, donde tanto las 

hijas como los hijos heredan las tierras y prevalece una 
“comunidad parcial” de los bienes (por la que todos los 
bienes que se adquieren por cualquiera de los cónyuges 
durante el matrimonio, salvo las y los heredados, 
pertenecen a ambos conjuntamente), las mujeres 
constituyen la mayoría —el 52%— de los propietarios de 
tierras.241  

Programas de titularidad de la tierra y 
reformas con perspectiva de género
Los programas de reforma de la tenencia de la tierra y 
los de titularidad de la tierra también pueden fomentar 
el acceso de las mujeres a la tierra si se diseñan 
sistemáticamente teniendo en cuenta la igualdad de 
género. La diferencia reside en dos factores. 

El primero es la titularidad conjunta. Los títulos de 
propiedad individuales pueden aumentar la autonomía 
de las mujeres y volver a equilibrar las relaciones de 
género en el hogar, y en algunos casos pueden ser 
adecuados. Sin embargo, la mayoría de las mujeres 
pobres dependen de su pertenencia al hogar para 
su sustento y sobrevivencia. Por lo tanto, debe darse 
prioridad a los esfuerzos dirigidos a asegurar el 
acceso de las mujeres a los recursos en el seno del 
hogar, a través de la titularidad conjunta, los derechos 
hereditarios para las hijas y las copias de los títulos de 
propiedad.242 El segundo que requiere una atención 
desde las políticas son las iniciativas encaminadas a 
fortalecer el poder de acción, la voz y la participación de 
las mujeres, tanto por medio de la representación en los 
órganos decisorios que administran los derechos sobre 
la tierra como a través de organizaciones autónomas de 
mujeres que vigilan el proceso y reclaman la rendición 
de cuentas.243  

En Rwanda, el proceso de registro de la tierra iniciado 
a mediados del decenio de 2000 otorgó a las mujeres 
casadas la igualdad de derechos de propiedad sobre 
las parcelas de tierra del hogar. Un estudio realizado en 
2011 observó que las mujeres que estaban en una unión 
formal tenían una probabilidad 17 puntos porcentuales 
mayor de ser consideradas propietarias conjuntas 

En las aldeas se acumularon las quejas, pues llevó años conseguir que se reconocieran los derechos de 
las familias a recibir parcelas de tierra en compensación. Los aldeanos bloquearon y cosecharon parte de 
la plantación e iniciaron una acción judicial. Si bien las mujeres fueron excluidas de los ámbitos políticos 
formales, como el sindicato local, se movilizaron en el ámbito informal para hacer valer sus derechos. Estos 
esfuerzos han llevado a que muchas aldeas reciban parcelas en compensación, pero poco más.
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después de la reforma que con anterioridad a esta.244  
Las organizaciones de mujeres, como la Rwandan 
Women’s Network y Haguruka, colaboraron con las 
autoridades locales para vigilar los registros de tierras 
y sensibilizar al funcionariado y las comunidades en 
lo referente a los cambios.245 Sin embargo, el mismo 
estudio observó una reducción de 8 puntos porcentuales 
en la probabilidad de que una mujer en una unión 
informal tenga documentada la titularidad de la tierra, 
lo que destaca la importancia de que los procesos de 
reforma sean sensibles a las soluciones consuetudinarias 
vigentes.246 

Es poco probable que los programas descendentes de 
titularidad de la tierra, que o bien socavan los derechos 
vigentes de las mujeres sobre la tierra, ignoran las 
limitaciones que las soluciones consuetudinarias de 
tenencia o las instituciones de gobernanza de la tierra 
imponen a las mujeres o fracasan en la sensibilización 
del público, logren garantizar los derechos de las 
mujeres. En algunos casos, los programas de titularidad 
de la tierra mal diseñados han desencadenado 
oleadas de adquisiciones especulativas de tierra que 
han beneficiado sobre todo a las élites locales en 
detrimento de las personas con derechos menos claros 
sobre la tierra, incluidas las mujeres y las personas 
migrantes.247  

En algunos países del África Subsahariana, los 
esfuerzos por utilizar las instituciones “tradicionales” o 
consuetudinarias para reformar la tenencia de la tierra 
han acarreado problemas para las mujeres, pues estas 
a veces carecen de derechos o de poder de decisión en 
los sistemas consuetudinarios. El reconocimiento formal 
de esas instituciones por los gobiernos o los organismos 
internacionales de desarrollo puede otorgarles una mayor 
legitimidad de la que tenían anteriormente, y esto puede 
consolidar aún más la desventaja de las mujeres y su falta 
de poder de acción.248  

Necesidad de asegurar los medios de vida 
de las mujeres rurales
Los esfuerzos jurídicos y normativos dirigidos a fortalecer 
los derechos de las mujeres sobre la tierra agrícola son 
importantes, pero la tenencia segura de la tierra no 
puede, por sí sola, poner fin a la pobreza de las mujeres 
rurales.249 En Etiopía, por ejemplo, aun cuando las 
mujeres tengan un certificado de posesión de la tierra 
o se les reconozca informalmente su control sobre esta, 
las normas sociales impiden que se ocupen ellas mismas 
de ararla.250 Por lo tanto, los hogares encabezados por 
mujeres están obligados a tener aparceros que trabajen 
la tierra, lo que significa que ganan mucho menos que los 
hogares que tienen acceso a mano de obra masculina. 
Por lo tanto, además de la reforma del régimen de 

tenencia de la tierra, se necesitan otras medidas políticas 
encaminadas a mejorar la rentabilidad del empleo y las 
empresas agrícolas de las mujeres.

Promoción del acceso de las mujeres a 
los servicios agrícolas, los mercados y las 
finanzas
Los servicios de extensión agrícola prestan un apoyo 
esencial a las agricultoras para que puedan aumentar su 
productividad y sus ingresos. El alcance de estos servicios 
suele ser inadecuado en general, pero las mujeres 
tienen una mayor posibilidad de quedar excluidas de 
ellos. Por ejemplo, en Ghana, solo el 12% de los hogares 
encabezados por hombres y menos del 2% de los 
encabezados por mujeres, en promedio, declararon 
haber recibido orientación por parte de estos servicios.251 
En algunos casos, la falta de funcionarias en los servicios 
de extensión significa que no esté socialmente bien visto 
que las mujeres reciban estos servicios.252 La exclusión 
de las actividades de extensión es un problema especial 
en el contexto del cambio climático, en que las lluvias 
son menos predecibles y las malas cosechas van en 
aumento, por lo que es especialmente importante que 
las y los pequeños agricultores reciban apoyo para 
adaptarse. 

Las mujeres también se enfrentan a numerosos 
obstáculos para acceder a los mercados, incluida 
la falta de capacidad para producir un volumen 
suficiente o productos de buena calidad; la falta 
de mercados seguros o relaciones consolidadas 
con vendedoras y vendedores; problemas con el 
transporte; limitaciones de movilidad y falta de tiempo 
a causa de la carga de trabajo no remunerado.253 
En los casos en que las mujeres participan directamente 
en los mercados, a menudo están confinadas a 
determinados productos, segmentos del mercado o 
ubicaciones. En las cadenas mundiales de valor, los 
contratos agrarios rara vez se formalizan con mujeres 
agricultoras.254  

La participación en cooperativas u otros grupos de 
acción colectiva puede brindar beneficios económicos 
claros a las mujeres rurales y proporcionarles un 
mayor control sobre los ingresos e incluso sobre la 
tierra.255 En Malí, por ejemplo, en los dos últimos 
decenios algunas mujeres han creado sus propias 
cooperativas en el sector de la manteca de karité, 
lo que ha mejorado la calidad del producto y ha 
aumentado los ingresos anuales de las afiliadas.256 La 
participación de las mujeres en las cooperativas ha 
contribuido a modificar las percepciones sobre los roles 
de género, aumentando el reconocimiento que reciben 
y sus oportunidades de negociar con los líderes de la 
comunidad para sostener sus actividades.257   
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Los grupos de ahorro rural bien diseñados y dirigidos a 
las mujeres pueden servir para aumentar su acceso a la 
financiación, junto con la financiación institucional que 
proporciona el Estado a través de bancos comunitarios 
y de desarrollo.258 Estos grupos pueden resultar muy 
útiles para contribuir a aumentar los ingresos de las 
mujeres y su productividad, especialmente cuando 
están asociados a oportunidades en el mercado.259 
La participación puede fortalecer el capital social 
de las mujeres, reducir su vulnerabilidad ante las 
perturbaciones y mejorar su gestión financiera y sus 
aptitudes de liderazgo.260 También puede facilitar la 
acumulación de activos individuales y conjuntos que 
las mujeres controlan directamente. La calidad de 
socias vincula a las mujeres de escasos recursos con los 
servicios que prestan las cooperativas más formales, 
en las que su representación —especialmente en 
posiciones de liderazgo— es generalmente baja.261  

Para que las mujeres puedan beneficiarse de su 
condición de miembros de grupos de acción colectiva, 
se requieren políticas nacionales que establezcan que 
las mujeres y los hombres tienen el mismo derecho 
a asociarse a dichos grupos.  Puede ser necesario 
modificar los estatutos locales y los criterios de 
afiliación para permitir que las mujeres se asocien por 
derecho propio. 

Uso estratégico de los recursos y 
adquisiciones públicas
Los subsidios para la adquisición de insumos, como 
fertilizantes y semillas, se suprimieron en gran medida 
durante las reformas de ajuste estructural introducidas 
en el decenio de 1980. Quienes critican este tipo de 
medidas sostienen que los subsidios distorsionan 
los precios y benefician principalmente a las y los 
productores y negocios agrícolas acaudalados. A 
finales del decenio de 1990, se desarrolló una tendencia 
opuesta para subsidios “inteligentes”, más dirigidos a 
grupos específicos, que podrían producir beneficios 
económicos y sociales más amplios.262  

Países como Ghana, Kenya, Malí, Nigeria, Rwanda, 
Senegal y la República Unida de Tanzanía han iniciado 
recientemente nuevos programas de subvenciones para 
la adquisición de insumos. Desde 2005, el gobierno 
de Malawi lleva a cabo un programa de subsidios 
a los insumos agrícolas dirigido a las pequeñas y los 
pequeños agricultores de ingresos bajos que poseen 
tierras pero no tienen con qué comprar insumos a los 
precios del mercado. Si bien algunos estudios han 
observado que las mujeres todavía se encuentran 
en desventaja en lo que se refiere a la recepción de 
estos subsidios, otros han constatado que el acceso 
a fertilizantes subvencionados mejora los resultados 

de las parcelas controladas por mujeres y aumenta 
la probabilidad de que los hogares encabezados por 
mujeres cultiven variedades de productos que ofrecen 
un rendimiento mayor.263 

Las adquisiciones públicas a pequeños agricultores 
están ganando terreno como planteamiento 
político. Asegurar que las productoras agrícolas 
puedan beneficiarse de estas oportunidades de 
adquisiciones públicas es una forma de corregir la 
desventaja que sufren en los mercados agrícolas. 
El programa Compras para el Progreso (P4P) del 
Programa Mundial de Alimentos compra a las y los 
pequeños agricultores los productos alimenticios 
básicos para la asistencia alimentaria. Se trata de 
una iniciativa piloto, realizada entre 2008 y 2013 
en 20 países, con el objetivo de que participaran 
500.000 pequeños agricultores y que la mitad de 
ellos fueran mujeres.264 Si bien no se ha alcanzado 
la meta del 50%, los datos indican que desde la 
aplicación de la estrategia de género para superar 
los obstáculos a la participación de las mujeres, 
este programa ha facilitado su incorporación a 
organizaciones de agricultores, ha mejorado su 
acceso al crédito, les ha permitido tener mayores 
ingresos, ha mejorado sus aptitudes y les ha 
brindado tecnología que les permite ahorrar 
tiempo.265 

El Brasil ha recurrido con frecuencia a las 
adquisiciones públicas a pequeñas y pequeños 
agricultores en el marco de la política de seguridad 
alimentaria integral del país (Fome Zero). 
Implementada a partir de 2003, ha contribuido 
a la disminución sostenida del hambre en las 
zonas rurales, especialmente entre los hogares 
encabezados por mujeres.266 Desde 2009 es 
obligatorio que al menos el 30% de los recursos 
financieros que transfiere el Gobierno a los estados 
y municipios para ejecutar el Programa Nacional de 
Alimentación Escolar, que beneficia a 49 millones 
de niñas y niños, se destine a comprar alimentos 
producidos en granjas familiares, incluidas las de las 
comunidades indígenas.267 

Recomendaciones
Después de años de negligencia, existe un 
reconocimiento creciente entre las y los responsables 
de la formulación de políticas en torno al hecho 
de que el Estado debe tener un rol más activo en 
la gobernanza de los mercados en las economías 
agrarias para apoyar los medios de vida rurales. 
Con el fin de corregir la desventaja socioeconómica 
de las mujeres, es esencial que las medidas públicas 
tengan en cuenta las necesidades especiales de 
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las que trabajan en estos entornos, casi todas 
trabajadoras informales y muchas pequeñas 
agricultoras. Los gobiernos deberán:

•	 Garantizar que las mujeres tengan acceso seguro 
a la tierra por medio de programas de reforma de 
la tenencia de la tierra con perspectiva de género, 
tales como iniciativas de titularidad conjunta

•	 Buscar la participación de las organizaciones de 
mujeres en el diseño e implementación con el 
fin de garantizar una atención apropiada a las 
preocupaciones de género

•	 Reformar otros aspectos del marco jurídico, incluidos 
los regímenes de propiedad matrimonial y las leyes 
sucesorias, para ayudar a garantizar que las mujeres 
y las niñas puedan acceder en pie de igualdad a los 
activos y la tierra

•	 Aumentar el acceso de las mujeres a los servicios 
de extensión agrícola, incluida la contratación de 
personal femenino que, en algunos contextos, puede 
ser más eficaz para llegar a las mujeres agricultoras

•	 Facilitar el acceso de las mujeres a los mercados, por 
ejemplo tratando de favorecerlas como proveedoras 
de los programas de adquisiciones públicas y 
alimentación escolar

•	 Apoyar la acción colectiva de las mujeres en las 
zonas rurales para que puedan acceder a recursos 
productivos como la financiación, la capacitación, 
las tecnologías de procesamiento de alimentos y los 
sistemas de riego.

ESTIMULAR EL EMPLEO DE LAS MUJERES EN 
EL SECTOR PÚBLICO

Las políticas dirigidas a la creación de puestos de trabajo 
generalmente se centran en el sector privado como 
motor principal del aumento del empleo. Pero el sector 
público también es una importante fuente de trabajos, 
y presta servicios que benefician tanto a la economía 
como a la sociedad en su conjunto. Las mujeres que 
trabajan en el sector público están concentradas en 
ocupaciones relacionadas con la salud, la educación y los 
servicios de cuidados, que a la vez apoyan y reducen el 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado de las 
mujeres.268  

Las trabajadoras y los trabajadores del sector público 
son esenciales para estimular el crecimiento económico 
y regular los mercados. Por ejemplo, como se indicó en 
la sección anterior, el personal de extensión agrícola 
contribuye a aumentar la productividad de las y los 

pequeños agricultores.269 Además, las y los inspectores 
tributarios pueden asegurar la eficaz recaudación 
de impuestos, que es esencial para financiar la 
infraestructura y los servicios públicos, mientras que las 
y los inspectores laborales vigilan la aplicación de las 
normas del mercado laboral, como los salarios mínimos. 

El sector público ha sido históricamente una importante 
fuente de trabajo asalariado formal para las mujeres, con 
remuneración decente, buenas condiciones de empleo, 
seguridad laboral y aportaciones a planes de pensiones 
que se asocian con los altos grados de sindicalización y 
las oportunidades para la negociación colectiva.270 Como 
tal, desempeña un importante papel en el establecimiento 
y el fomento de criterios para las políticas de igualdad de 
género del sector privado. 

Proporción de mujeres que trabajan en el 
sector público 
En los países de la OCDE, las mujeres reprsentan en 
promedio el 57% de los empleados públicos.271 Los 
últimos datos de la OIT para 49 países en desarrollo y en 
transición muestran una amplia variación en la proporción 
que representan las mujeres sobre el empleo en la 
administración pública, que oscila entre el 19% en Guinea 
y el 70% en Eslovenia. En total, la proporción de mujeres 
en el empleo del sector público superó su proporción en el 
empleo total en 46 de los 64 países.272  

Sin embargo, las empleadas del sector público suelen 
estar agrupadas en puestos subalternos y de menor 
remuneración así como en sectores generalmente 
feminizados, como la educación y la salud.273 En algunos 
países en desarrollo, las mujeres que trabajan en el sector 
de la salud y el de los cuidados reciben una remuneración 
inferior al salario mínimo —por ejemplo, las trabajadoras 
sanitarias del Pakistán (véase el capítulo 3)— o trabajan 
como voluntarias, como las de los centros de cuidado 
infantil Anganwadi en la India.274  

Mientras tanto, en todas las regiones las mujeres siguen 
infrarrepresentadas en los puestos superiores de toma 
de decisiones en el sector público. En los 15 países de 
la OCDE para los que se dispone de datos, las mujeres 
ocupan el 29% de los puestos directivos superiores.275 
Del mismo modo, un reciente estudio del Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
mostró que las mujeres representan el 30% o más de 
las personas que ocupan esos puestos en solo 5 de 35 
países y territorios en desarrollo (Botswana, Colombia, 
Costa Rica, Croacia y Sudáfrica).276  

Muchos países, entre los que figuran Colombia, 
Mongolia, Filipinas y Sudán del Sur, han aplicado 
cuotas u objetivos para el empleo femenino en el sector 
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público. En Colombia, por ejemplo, se ha superado 
una cuota que se había fijado en el 30%, y en 2011 las 
mujeres ocupaban el 40% de los puestos de adopción de 
decisiones en la administración pública.277  

Las mujeres se han enfrentado a obstáculos especiales 
para acceder al empleo en el sector público en 
situaciones post-conflicto. La igualdad de género y 
los sectores sociales, que son las áreas en las que las 
mujeres tienen mayor probabilidad de encontrar un 
empleo, a menudo quedan rezagados en el proceso 
de reconstrucción de la infraestructura estatal y la 
restauración de las funciones de gobierno básicas.278 
En respuesta a este problema, el informe 2010 del 
Secretario General de las Naciones Unidas sobre 
Participación de las mujeres en la consolidación de la 
paz enfatiza la importancia del empleo de las mujeres 
en su Plan de Acción de siete puntos.279 

Los efectos de la austeridad y la 
externalización en el empleo del sector 
público 
Las políticas de austeridad aplicadas tras la crisis 
económica han provocado una fuerte disminución en 
el empleo en el sector público. Entre 2008 y 2011, los 

gobiernos de 27 de los 45 países que disponen de datos, 
incluidos la mayoría de los países de la UE, ordenaron 
recortes o congelación de los salarios del sector 
público.280 La reducción del número de empleos como 
parte de estas medidas de ahorro tiene consecuencias 
especialmente negativas para las oportunidades de 
empleo de las mujeres, ya que es más probable que 
ocupen puestos temporales o a tiempo parcial que 
son más vulnerables a los despidos colectivos (véase el 
capítulo 4).

Otra tendencia generalizada en el sector público tanto 
en los países en desarrollo como en los desarrollados 
es el aumento de la externalización de los servicios 
públicos a empresas privadas, las cuales tal vez 
no cumplan los términos y condiciones de empleo 
establecidos para el sector público. La atenuación de 
la distinción entre empleos formales e informales como 
resultado de la externalización está produciendo una 
inseguridad cada vez mayor en los empleos del sector 
público y aumentando la complejidad de las relaciones 
laborales.281 La externalización con frecuencia se 
produce en sectores en los que se concentran las 
mujeres, como los servicios de comidas, la limpieza o el 
trabajo de cuidados (véase el recuadro 2.10). 

La Universidad de Ciudad del Cabo, como muchas otras universidades, está financiada principalmente 
por el gobierno y a través de las matrículas estudiantiles, pero tiene dificultades para recaudar fondos 
suficientes para brindar una enseñanza de calidad, investigación y otros servicios. Por eso trató de recortar 
los costos para equilibrar las cuentas y externalizó varios servicios. En 1999, a pesar de la resistencia de la 
plantilla, que son principalmente mujeres negras mal remuneradas, las operaciones generales de limpieza se 
externalizaron a una empresa privada llamada Supercare, que es una de las mayores empresas de limpieza 
de Sudáfrica. 

Como empleadas de Supercare, las limpiadoras dejaron de ser empleadas directas de la UCT y se 
encontraron inmersas en una relación de trabajo triangular. Este tipo de acuerdo es cada vez más común: 
una empresa subcontratada proporciona las y los trabajadores y les paga el salario, mientras que la 
determinación del trabajo que realizan corresponde a la organización que contrata los servicios. 

A consecuencia de la externalización, el personal de limpieza de Supercare perdió muchos beneficios, 
incluidos el acceso a la asistencia médica y los planes de jubilación, de los que anteriormente disfrutaba 
gracias a las aportaciones de las trabajadoras y trabajadores mejor remunerados de la universidad. 
También pasó a tener contratos de duración determinada en lugar de permanentes. 

RECUADRO 2.10 
Externalización de los empleos del sector público en la Unviersidad de Ciudad del Cabo

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   115 6/12/15   2:23 PM



A pesar de estar distribuido en varios campus y diferentes edificios, el personal de Supercare se organizó 
para reclamar sus derechos. En parte como resultado de la presión ejercida, la Universidad redactó un 
código de conducta progresista para las empresas contratadas que condujo a importantes aumentos 
salariales. Sin embargo, dichas empresas utilizaron la introducción del código de conducta para aumentar el 
horario habitual de trabajo del personal de limpieza de 40 a 45 horas por semana, que este debía trabajar 
sin cobrar compensación por horas extraordinarias. Después de dos años de lucha, las horas del personal de 
limpieza volvieron a ser 40 por semana y finalmente se acordó la indemnización por las diversas formas de 
pago inferior al debido en el transcurso de varios años. 

A pesar de esta victoria, el personal de Supercare todavía tiene muchos problemas. El proceso de 
externalización condujo a la informalización de los empleos formales del personal de limpieza, aun a pesar 
del código de conducta de la universidad, y el resultado ha sido una importante pérdida de beneficios y 
seguridad laboral para estas personas.282

La externalización no es inevitable y puede revocarse. 
Como resultado de una campaña similar a la descrita 
en el recuadro 2.10, organizada por limpiadoras 
y limpiadores, personal y estudiantes de la Queen 
Mary University de Londres, las y los limpiadores 
“externalizados” fueron contratados nuevamente por la 
universidad. El personal de limpieza, que antes cobraba el 
salario mínimo y muy pocos beneficios, logró importantes 
aumentos de sueldo y el derecho a licencia remunerada 
por enfermedad, vacaciones, un aumento negociado de 
sueldos todos los años y acceso a un plan de pensiones 
con aportaciones de la empresa.283 También se han 
producido beneficios más amplios: la decisión de la 
universidad ha incentivado mejoras en la productividad y 
la prestación de servicios a cambio de un aumento muy 
pequeño de los costos.284  

Incremento del empleo de las mujeres en el 
sector público
Ampliar los servicios públicos para lograr la realización 
de los derechos de las mujeres requerirá la creación de 
nuevos empleos. En todo el mundo, se necesitan 10,3 
millones más de trabajadoras y trabajadores de la salud 
(médicos, personal auxiliar y matronas), la mayoría de 
ellos en Asia (7,1 millones) y África (2,8 millones) para que 
se pueda prestar una atención de salud universal.285 La 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura (UNESCO) estima que se necesitan 
27 millones de nuevos profesores en todo el mundo para 
alcanzar la meta de la enseñanza primaria universal en 
2030.286 Esto representa una gran oportunidad para la 
creación de empleos decentes para las mujeres en estos 
sectores, así como en los servicios de cuidado infantil y 
de personas ancianas. 

El aprovechamiento de esta oportunidad generaría 
dos beneficios: apoyo al bienestar humano así como 

empleo y beneficios económicos más amplios.287 
La ubicación de los empleos de cuidados en el 
sector público probablemente asegure mejores 
remuneraciones y condiciones para quienes tengan 
esos empleos.288 El hecho de que aumente el número 
de mujeres que trabajan en el sector público también 
puede facilitar los esfuerzos dirigidos a aumentar 
el acceso de las mujeres y las niñas a los servicios 
públicos. Los estudios llevados a cabo en diferentes 
países muestran una correlación positiva entre la 
paridad de género en la matriculación escolar y la 
proporción de maestras, por ejemplo.289  

Hay varios ejemplos de gobiernos que crearon empleo 
por medio de la inversión en servicios sociales. En la 
República de Corea, el Gobierno ha ampliado de forma 
notable la prestación de servicios sociales desde 2000 
a través de planes de seguro universal de largo plazo 
para las personas ancianas y servicios de cuidado 
infantil subvencionados. El Ecuador ha aumentado la 
inversión en servicios públicos y al mismo tiempo el 
empleo público, eliminando además las prácticas de 
externalización, lo que ha mejorado los salarios y las 
condiciones de las trabajadoras y los trabajadores.290  

Recomendaciones
El aumento del empleo en el sector público en 
trabajos de cuidados remunerados, así como en la 
administración pública en general, puede contribuir 
de forma importante al logro de la igualdad 
sustantiva. El apoyo que ofrecen los servicios públicos 
dotados de recursos adecuados y la reducción 
del trabajo no remunerado de las mujeres puede 
proporcionar empleos de buena calidad para estas 
y ayudar a corregir su desventaja socioeconómica. 
El hecho de aumentar la capacidad de los gobiernos 
para regular el mercado laboral y recaudar 
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impuestos también contribuye a la realización de 
los derechos, al asegurar que el trabajo sea decente 
y que los servicios sociales estén adecuadamente 
financiados. Las prioridades de las políticas públicas 
incluyen:

• Reconocer el potencial de creación de empleos 
en el sector público y garantizar que las mujeres 
puedan acceder a esos trabajos

• Proteger los empleos en el sector público frente 
a medidas de austeridad innecesarias y, cuando 
sea necesario hacer recortes, asegurar que no 

recaigan de forma desproporcionada sobre las 
mujeres

• Evitar la externalización de los empleos del 
sector público a empresas privadas y trabajar 
con los sindicatos para aumentar la eficacia de 
la prestación de servicios, protegiendo al mismo 
tiempo los derechos de las y los trabajadores 

• Garantizar la representación equitativa 
de las mujeres en los niveles superiores de 
responsabilidad y de dirección del sector público. 
Con ese fin, puede resultar útil establecer cuotas.

MOVIMIENTOS DE MUJERES 
DIRIGIDOS A LOGRAR LA IGUALDAD 
SUSTANTIVA EN EL TRABAJO

En este capítulo se ha definido una agenda audaz 
para producir la transformación de los mercados 
laborales a fin de que las mujeres puedan acceder 
a empleos decentes y remunerados que sean 
compatibles con el trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado y que ofrezcan condiciones de 
trabajo seguras y saludables, salarios adecuados 
y acceso a la protección social. Para lograr estos 
cambios es preciso adoptar medidas en numerosos 
frentes y por parte de actores diversos, incluidos las 
y los responsables de la formulación de políticas, las 
empresas y las organizaciones de la sociedad civil, en 
especial los sindicatos. 

La acción colectiva que pueden contribuir a mejorar el 
acceso de las mujeres al trabajo decente. Por ejemplo, 
como se muestra en el capítulo 1, los movimientos de 
mujeres han desempeñado un papel esencial, logrando 
reformas jurídicas que prohíben la discriminación en el 
lugar de trabajo e introducen los servicios de cuidado 
infantil;291 los países con una implantación sindical y 
una negociación colectiva fuertes suelen presentar 
menores brechas salariales entre hombres y mujeres;292 

las organizaciones de mujeres han sido un instrumento 
importante para la consecución de mejoras en las 
condiciones de trabajo y las remuneraciones (véase 
el recuadro 2.11); la acción colectiva a través de 
cooperativas, como en las zonas rurales en el África 
Subsahariana, ha ayudado a las mujeres a poner en 
común recursos, lograr economías de escala y acceder 
a los mercados;293 y los grupos de ahorro y autoayuda 
han apoyado los medios de vida de las mujeres y 
fortalecido su poder de acción, su voz y su participación  
en los hogares y las comunidades de un modo más 
amplio.294  

Las mujeres han desempeñado un papel activo 
tanto en los sindicatos tradicionales como en otras 
organizaciones de trabajadoras y trabajadores 
informales que han surgido en las décadas recientes, 
especialmente en los países en desarrollo. En los 
sindicatos tradicionales, las mujeres se han unido a 
la lucha de larga data por los derechos de las y los 
trabajadores en cuestiones como las remuneraciones 
adecuadas y el horario de trabajo, pero también han 
puesto sobre el tapete algunas inquietudes como las 
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brechas salariales entre mujeres y hombres, el acoso 
sexual en el lugar de trabajo, el transporte seguro y 
asequible y los servicios de cuidado infantil.

En los últimos años, la globalización y la 
liberalización económica han socavado el poder 
de las organizaciones sindicales y algunos países 
han marginado a los sindicatos de la elaboración 
de políticas económicas. Los sindicatos también 
se enfrentan a una mayor hostilidad por parte de 
algunas empresas, que recientemente han puesto en 
duda el fundamento jurídico del derecho a huelga, 
el derecho más fundamental que poseen todas las 
trabajadoras y todos los trabajadores.295 En este 
entorno hostil, las sindicalistas han desempeñado un 
papel importante en los esfuerzos dirigidos a renovar 
el movimiento a fin de hacerlo más representativo, 
democrático y relevante en el mundo actual.296 Han 
sostenido que una forma de reafirmar el poder y la 
influencia de las organizaciones sindicales es representar 
a las y los trabajadores en toda su diversidad. 

MUJERES TRABAJADORAS Y EL 
MOVIMIENTO SINDICAL 

El movimiento sindical internacional ha desempeñado 
un papel fundamental en la ampliación del alcance de 
los derechos de las y los trabajadores en todo el mundo. 
Sin embargo, históricamente y del mismo modo que 
muchos movimientos sociales, los sindicatos a menudo 
han omitido incluir a las mujeres y consideran que las 
cuestiones relacionadas con los derechos de estas no son 
prioritarias. Por eso, las mujeres han debido luchar para 
hacer oír su voz y ser reconocidas en dos frentes: por las 
empresas y por los propios sindicatos. 

Aunque no se lleva a cabo una recolección sistemática de 
datos mundiales sobre afiliación a los sindicatos por sexo, 
existen pruebas de que la afiliación de las mujeres ha 
aumentado. Un análisis realizado en 2012 sobre 39 países 
en desarrollo y desarrollados constató que las mujeres 
representaban un 40% de los afiliados en dos tercios 
de los países estudiados y que en el decenio de 2000 la 
afiliación de mujeres aumentó en la mayoría de ellos.297 

Esta tendencia podría estar determinada por varios 
factores. Los cambios en los patrones de empleo han 
llevado a una reducción del sindicalismo en el sector 
privado, donde generalmente han predominado los 
hombres. En su lugar, los sindicatos del sector público, 
donde trabajan grandes cantidades de mujeres, han 
adquirido un peso mayor. Por ejemplo, Public Services 
International (PSI) agrupa a 669 sindicatos de 154 países 
y representa a 20 millones de personas que trabajan en el 
sector público, dos tercios de las cuales son mujeres. PSI 
hace campañas a favor de muchas cuestiones laborales 

conocidas, como el trabajo precario y el efecto de la 
privatización sobre los servicios públicos, pero también 
se ocupa de asuntos que son especialmente importantes 
para las mujeres, como la alfabetización y el acceso 
asequible al agua. 

A pesar de haber aumentado la cantidad de afiliadas y 
haber logrado que se consideren algunas cuestiones de 
género, las mujeres, con notables excepciones, siguen 
estando infrarrepresentadas en la dirección de los 
sindicatos.298 Un estudio de la OIT en 2002 observó que las 
mujeres apenas suponían el 1% del total de representantes 
en los órganos decisorios de los sindicatos.299 Una encuesta 
realizada entre los sindicatos de la UE en 2014 mostró un 
panorama más alentador, pero aún así constataba que las 
mujeres ocupaban solo el 10% de los cargos de presidencia 
y el 25% de las vicepresidencias y secretarías generales.300 
La falta de mujeres en los puestos superiores de los 
sindicatos refleja los mismos problemas que otros sectores: 
la cultura de los sindicatos sigue estando dominada por los 
hombres, y las “redes de viejos amigos” ejercen una gran 
influencia a la hora de decidir quién llega a los puestos 
de mayor jerarquía; la responsabilidad de las mujeres en 
lo que respecta al trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado les deja menos tiempo para dedicarse a las 
actividades de establecimiento de redes que necesitarían 
para apoyar su liderazgo.  Con frecuencia se espera 
que las mujeres ocupen puestos administrativos y no se 
las identifica como posibles directoras ni se les brinda 
la capacitación y las oportunidades para desarrollar las 
aptitudes necesarias.301  

Las cuotas y los escaños reservados para los puestos 
de toma de decisiones pueden ayudar a superar los 
obstáculos al liderazgo de las mujeres. Sin embargo, 
cuando las mujeres llegan a los puestos superiores, su 
capacidad para modificar la cultura de los sindicatos y 
representar con eficacia la postura sobre los derechos 
de las mujeres depende del grado en que hayan 
construido una base de apoyo. Además de fomentar su 
liderazgo, también es preciso crear espacios para grupos 
oficiosos, divisiones y comités de mujeres en el seno de 
las estructuras de los sindicatos para fomentar, apoyar y 
hacer responsables a quienes ocupan puestos de toma 
de decisiones. Este enfoque dirigido a amplificar las voces 
de las mujeres en las organizaciones de la sociedad civil 
ha tenido mucho éxito en el movimiento internacional de 
campesinos Via Campesina (véase el recuadro 1.6).302  

LAS MUJERES Y LOS MOVIMIENTOS DE 
TRABAJADORES INFORMALES

Mientras la afiliación de mujeres ha ido en aumento y los 
sindicatos han mejorado su capacidad para incorporar 
las cuestiones de género en sus campañas y en la 
negociación colectiva, las mujeres que tienen empleos 
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informales han optado, de forma paralela, por formar sus 
propias organizaciones para defender sus intereses.303  

Las personas que trabajan en empleos informales 
enfrentan numerosos desafíos al momento de 
organizarse. En el caso de quienes trabajan por cuenta 
propia, la tradicional relación entre empleador/a y 
empleado/a, que es la base de la negociación colectiva, 
no existe. Para las mujeres que trabajan en los niveles 
inferiores de las cadenas mundiales de valor —por 
ejemplo, en las fábricas de ropa— la negociación de las 
condiciones laborales con las y los propietarios de las 
fábricas locales puede tener efectos limitados cuando 
la presión de las remuneraciones a la baja y las malas 
condiciones de trabajo se origina muy lejos, en las 
empresas matrices del Norte (véase la historia: Resurgir 
de las cenizas). Además, las y los trabajadores informales 
con frecuencia hacen sus tareas en lugares dispersos, lo 
que hace difícil que se unan para construir una identidad 
colectiva y coordinar campañas.304  

Determinadas formas de trabajo informal —como 
el trabajo sexual y la recolección de residuos— están 

estigmatizadas, y eso puede hacer que las y los 
trabajadores ni siquiera deseen decir en qué trabajan. 
Algunas trabajadoras y trabajadores informales afrontan 
muchas formas de discriminación y exclusión: por 
ejemplo, los migrantes a menudo padecen hostilidad 
por parte de las autoridades y también de otras/os 
trabajadoras/es, que piensan que están restando valor a 
sus empleos.305 

Para abordar estos desafíos es necesario aplicar 
estrategias diversas y adaptadas a los contextos. Junto 
con las diferencias de género, también las de clase, 
casta, raza, origen étnico y las divisiones nacionales 
deben ser objeto de una negociación cuidadosa 
e incorporarse a las estrategias que se definen en 
función de identidades y objetivos compartidos.306 Lo 
que las organizaciones de trabajadoras y trabajadores 
informales tienen en común son las prioridades 
generales para buscar corregir la desventaja 
socioeconómica que enfrentan, haciendo que el 
trabajo sea más viable y ofrezca una remuneración 
más adecuada, así como para combatir los estigmas y 
reformular las normas sociales (véase el recuadro 2.11). 

Las organizaciones de trabajadoras informales a menudo empiezan con iniciativas dirigidas a hacer frente 
a necesidades prácticas inmediatas y empoderar a sus asociadas para que se consideren trabajadoras 
dotadas de derechos, como el pilar de la construcción de una identidad colectiva. En el largo plazo, la 
meta es apoyar a las mujeres a fin de que puedan negociar con las y los empleadores, las empresas 
subcontratantes y las y los compradores, los gobiernos nacionales y locales e incluso el público en general 
para lograr determinados cambios. 

La organización de trabajadoras y trabajadores informales más grande y más conocida es la Self-Employed 
Women’s Association (SEWA), creada en la India en 1972. En la actualidad, SEWA cuenta con casi 2 millones 
de afiliadas que abarcan diferentes modalidades de trabajo informal. La organización presta una serie 
de servicios a sus afiliadas —como servicios de ahorro y crédito, atención de la salud y cuidado infantil, así 
como seguros, asistencia jurídica y desarrollo de capacidades— para permitir que las mujeres se vuelvan 
autosuficientes.307 SEWA también apoya a sus afiliadas en las negociaciones con las y los empleadores para 
mejorar las condiciones de trabajo. Por ejemplo, SEWA Delhi, en alianza con la británica Ethical Trading 
Initiative (ETI), negoció con las principales empresas para que compraran directamente a las mujeres que 
trabajan en su domicilio en lugar de hacerlo a través de intermediarias e intermediarios de la cadena de 
suministro. Esto permitió que las trabajadoras subcontratadas se convirtieran en personas que trabajan por 
cuenta propia, con su propio grupo de productoras, y que negociaran mejores precios para sus artículos.308  

En el Brasil, la Federación Nacional de Trabajadoras Domésticas (FENATRAD) se ha situado en la vanguardia de 
los esfuerzos encaminados a mejorar las condiciones de trabajo de los 7 millones de trabajadoras domésticas 
del país, lo que ha llevado a sucesivas reformas para promover sus derechos.309 Junto con estas campañas, 
FENETRAD ha impartido cursos nocturnos y por radio y ha fomentado la creación de redes en las comunidades, 
familias e iglesias para vincularse con trabajadoras domésticas aisladas y a las que es difícil llegar.310  

RECUADRO 2.11 
Movimientos de trabajadoras informales a favor del cambio
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El colectivo de trabajadoras y trabajadores sexuales Veshya Anyay Mukti Parishad (VAMP) de la India ha 
fomentado el diálogo entre estos y el público en general para transformar las percepciones y eliminar el 
estigma que rodea a su trabajo. VAMP ha forjado una identidad común entre diversas mujeres que realizan 
trabajo sexual y ha tratado de reformular su lucha en términos más amplios con base en sus derechos, en 
lugar de centrarse de forma exclusiva en la salud sexual. La acción colectiva de las trabajadoras sexuales 
ha sido esencial para modificar su propia percepción, y la del resto de personas, acerca de su trabajo así 
como para reclamar sus derechos y un trato igualitario como seres humanos, trabajadoras y ciudadanas. 
En consecuencia, estas mujeres están ganando reconocimiento no solo como trabajadoras sexuales sino 
también como educadoras en materia de VIH, sostén de sus hogares y mujeres con movilidad social 
ascendente.311

Recomendaciones 
Para lograr la transformación de los mercados 
laborales que exige la igualdad sustantiva, las mujeres 
deben desempeñar un papel activo e influir en la 
configuración de sus lugares de trabajo. A fin de 
fortalecer el poder de acción, la voz y la participación 
de las mujeres, las prioridades de los gobiernos, 
donantes, organizaciones internacionales y sindicatos 
deben ser, entre otras:

•	 Asegurar la existencia de un marco jurídico 
propicio para la acción colectiva de las mujeres en 
relación con sus derechos económicos y sociales, 
incluido el derecho a la negociación colectiva y el 
derecho a huelga

•	 Aumentar la financiación de las organizaciones 
de mujeres trabajadoras, especialmente las 
que representan a las trabajadoras informales 
marginadas o estigmatizadas, para mejorar 
las condiciones de trabajo y hacer efectivos los 

derechos. La asistencia internacional para el 
desarrollo por parte de gobiernos o donantes 
privados puede ser importante para apoyar 
a las organizaciones que necesiten conservar 
la independencia con respecto a sus propios 
gobiernos

•	 Crear espacios para los movimientos de mujeres, 
como grupos oficiosos y comités en el seno de los 
sindicatos tradicionales y otras organizaciones 
sindicales, para fortalecer las capacidades de las 
mujeres e incorporar las cuestiones de igualdad de 
género

•	 Aumentar la representación de las mujeres —
incluidas las que tienen empleos informales y a 
tiempo parcial— en los sindicatos, especialmente 
en los puestos de toma de decisiones, y garantizar 
que los asuntos relativos a los derechos de las 
mujeres se incluyan siempre en los acuerdos que se 
suscriban en el marco de la negociación colectiva.

El trabajo remunerado puede ser un pilar fundamental 
para la igualdad sustantiva de las mujeres, pero 
solo cuando es compatible con un reparto de 
responsabilidades entre mujeres y hombres en lo 
que respecta al trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado; cuando permite a las mujeres disponer 
de tiempo para el ocio y el aprendizaje; y cuando 
proporciona ingresos suficientes para mantener un 

nivel de vida adecuado. Este tipo de trabajo es la base 
fundamental del empoderamiento económico de las 
mujeres, con potencial para brindarles recursos, respeto y 
poder de acción.

Sin embargo, en los años recientes los gobiernos de 
todas las regiones han tenido dificultades para generar 
suficiente empleo decente; en este período, la capacidad 

CONCLUSIONES
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de las organizaciones sindicales para negociar mejores 
salarios y condiciones de empleo también ha disminuido. 
En este difícil contexto mundial, las mujeres siguen 
enfrentándose a obstáculos específicos de género para 
acceder a los mercados laborales. Los esfuerzos para 
crear “condiciones de competencia equitativas” por medio 
de la eliminación de los impedimentos legales al empleo 
de las mujeres y garantizando su acceso igualitario a la 
educación no han sido suficientes, por sí solos, para cerrar 
las brechas entre mujeres y hombres en la participación y 
en las remuneraciones. 

El punto de vista tradicional de que la reglamentación 
“distorsiona” los mercados laborales y frustra la creación 
de empleos ha sido ampliamente refutado. Esto abre 
un espacio para un conjunto de políticas más proactivas 
a fin de aumentar la cantidad y mejorar la calidad de 
los empleos disponibles. Como destaca el capítulo 4, 
un entorno de políticas macroeconómicas adecuadas 
es esencial para este fin. Debe diseñarse el marco de 
políticas de modo que apoye la igualdad sustantiva de las 
mujeres. Una forma de afrontar ese desafío es mediante 
el fortalecimiento del poder de acción, la voz y la 
participación de las mujeres como parte fundamental de 
la elaboración de una agenda para el cambio, por medio 
de sindicatos y otras organizaciones de trabajadores que 
representen las diversas experiencias de las mujeres en el 
trabajo.

Las medidas dirigidas a corregir la desventaja 
socioeconómica de las mujeres deben ser una prioridad. 
Cuando se fijan los salarios mínimos al nivel adecuado 
y se aplican de forma adecuada, tienen un efecto 
muy importante en el aumento de los ingresos de las 
trabajadoras más pobres y se ha observado que también 
reducen las brechas salariales de género. Para ofrecer 
un nivel básico de seguridad salarial, también es esencial 
la ampliación de la cobertura de los salarios mínimos 
así como la protección social, incluidas las pensiones 
y la atención de salud, a todas las trabajadoras. Para 
millones de mujeres que trabajan por cuenta propia en 
empleos informales, es preciso contar con medidas que 
les permitan pasar de realizar actividades de subsistencia 
a ser propietarias de empresas viables y rentables; estas 
medidas van desde el reconocimiento legal hasta la 
inversión en infraestructura urbana, desde garantizar el 
acceso a la tierra y los mercados hasta la accesibilidad de 
los servicios financieros para todas las personas. 

Pero estas medidas solo serán eficaces si también se 
abordan los estereotipos, el estigma y la violencia contra 
las mujeres. Buena parte de la desventaja que sufren 
las mujeres en los mercados laborales se origina en los 
estereotipos persistentes acerca del tipo de trabajo que 

es adecuado para ellas. Los estereotipos de género, 
que definen la prestación de cuidados como una tarea 
femenina por excelencia, han sido mucho más difíciles 
de erradicar que aquellos que establecen que el papel 
de sostén de la familia corresponde a los hombres. A 
falta de servicios de cuidados adecuados, el resultado a 
menudo ha sido que las mujeres asumen más trabajos 
remunerados pero sus responsabilidades por el trabajo 
no remunerado no cambian, lo que tiene efectos 
negativos en la calidad del trabajo que puedan aceptar y 
en su propia calidad de vida. 

Los estereotipos de género también impulsan la 
segregación ocupacional y empujan a las mujeres hacia 
un conjunto limitado de empleos que reflejan sus roles 
como cuidadoras no remuneradas, por lo que su trabajo 
se infravalora. Las jerarquías en el lugar de trabajo con 
frecuencia se mantienen por medios violentos, incluido 
el acoso sexual, que refuerza el poder masculino 
y desalienta a las mujeres a aceptar empleos “no 
tradicionales” o a ascender en la escala laboral.

Para abordar estas cuestiones es preciso replantearse 
completamente la organización del trabajo remunerado 
y el trabajo de cuidados no remunerado, comenzando 
por una distribución más equitativa del trabajo doméstico 
y de cuidados no remunerado entre las mujeres y los 
hombres, así como entre los hogares y la sociedad. Un 
cambio radical en la forma en que la sociedad valora el 
trabajo de las mujeres también significaría reconocer la 
enorme contribución que hacen los trabajos remunerados 
en la enseñanza, la enfermería y el trabajo doméstico 
para el funcionamiento diario de las economías y las 
sociedades, y compensar adecuadamente a las mujeres 
por este trabajo. 

Las políticas sociales y de empleo están estrechamente 
vinculadas, y ambas son esenciales para la realización 
de los derechos económicos y sociales y para la igualdad 
sustantiva de las mujeres. Aunque se aplicara en su 
totalidad la agenda de cambio descrita en este capítulo, 
se necesita contar con protección social y servicios 
públicos a fin de garantizar el abanico completo de 
derechos, ya sea que las mujeres participen en el trabajo 
remunerado o no. Las transferencias sociales, como las 
pensiones y los subsidios familiares, son imprescindibles 
para apoyar a las familias con hijas e hijos y para 
ofrecerles seguridad en términos de ingresos a lo largo de 
toda la vida. Y los servicios scociales, como la atención de 
la salud y el cuidado infantil o el agua y el saneamiento, 
no solo son esenciales para las mujeres sino que 
contribuyen a la reproducción diaria e intergeneracional 
de una mano de obra saludable. En el capítulo 3 de este 
Informe se analizan todas estas cuestiones de política.
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FORMULAR POLÍTICAS 
SOCIALES IDÓNEAS 
PARA LAS MUJERES
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El empoderamiento de las mujeres es uno de los elementos 
centrales del programa de transferencias monetarias 
condicionadas de Egipto. Nacido en un clima político 
turbulento, el programa ha sobrevivido a la convulsión 
provocada por la revolución de la Primavera Árabe y la 
agitación política que le siguió, y ha beneficiado a algunas 
de las mujeres más marginadas de Egipto.

En el marco del programa, las familias con bajos ingresos 
reciben ayudas económicas del gobierno egipcio siempre 
y cuando cumplan determinadas condiciones relativas a la 
escolarización, la nutrición y la realización de visitas regulares 
a los centros de salud. 

El programa se puso en marcha en 2008 y fue el primero de 
este tipo en el mundo árabe, aunque la idea no era nueva: en 
toda América Latina existen desde hace tiempo programas 
de transferencias monetarias condicionadas para reducir 
la pobreza. Estos programas van dirigidos a las mujeres 
pero están diseñados sin tener en cuenta sus derechos. Los 
colectivos feministas han argumentado que la obligación 
de cumplir las condiciones necesarias para tener derecho a 
percibir estas prestaciones puede convertirse en una carga 
para las mujeres, incrementar la carga de trabajo que 
soportan y reforzar la idea estereotipada de que el trabajo 
de cuidados no remunerado es responsabilidad suya.

La trasformación de la protección 
social de las mujeres en Egipto 

125

EL ESTALLIDO 
DE UNA 
REVOLUCIÓN 

EL PROGRESO DE LAS MUJERES
/ HISTORIAS DE CAMBIO

Una familia del barrio Ain El-Sira en El Cairo

Foto: Pathways of Women’s Empowerment/Heba Gowayed
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El equipo encargado de la gestión del programa de Egipto, 
liderado por la Dra. Hania Sholkamy, investigadora feminista 
del Centro de Investigaciones Sociales de la Universidad 
Americana de El Cairo, tomó el marco normativo vigente 
para las transferencias monetarias condicionadas y lo 
modificó, situando los derechos de las mujeres en un lugar 
central.

El equipo egipcio decidió que debía compensarse a las mujeres 
por el tiempo que tuvieran que dedicar al cumplimiento de 
las condiciones exigidas, reconociendo y retribuyendo su 
trabajo de cuidados no remunerados, y que el pago debería 
efectuarse mediante transferencias bancarias de modo que 
las mujeres pudieran mantener el control de sus finanzas. La 
administración del programa puso en marcha en 2009 un 
programa piloto con 400 familias del barrio marginal de Ain 
El-Sira, en El Cairo.

“Sabíamos que había críticas a las condicionalidades, pero 
pronto nos dimos cuenta de que, si estaban bien diseñadas, 
estas podían reforzar el poder de decisión de las mujeres en el 
hogar”, señala Hania. Las mujeres de Ain El-Sira manifestaron 
al equipo responsable que querían que sus hijas e hijos 
recibieran educación, estuvieran sanos y bien alimentados, 
y que si el Estado compartía sus deseos, ello les permitiría 
invertir el dinero del modo que consideraran más apropiado. 

“Hablamos con las mujeres de la zona, con trabajadoras y 
trabajadores sociales y desarrollamos nuestro programa en 

consulta con mujeres y con el personal que trabajaba sobre 
el terreno, que también resultó estar integrado por mujeres”, 
indica Hania.  

Puede que el cambio más importante se produjera cuando se 
emitieron las tarjetas bancarias a nombre de las beneficiarias del 
programa. Cuando acudieron a recogerlas, el director del banco 
cerró la oficina y llamó a la policía, pues nunca había visto mujeres 
pobres en su entidad. Fue necesaria una cierta intervención 
diplomática para que Hania pudiera entregar las tarjetas a 
las mujeres. A continuación, les enseñó a elegir su número de 
identificación personal y a utilizar el cajero automático. 

El equipo egipcio decidió que
debía compensarse a lasmujeres
por el tiempo que tuvieran que
dedicar al cumplimiento de las
condiciones exigidas,reconociendo
y retribuyendo su trabajo de
cuidados no remunerados

Caminata en el barrio Ain-El-Sira de El Cairo

Foto: Pathways of Women’s Empowerment/Heba Gowayed
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“Aquellas mujeres se preocupaban muchísimo por proteger su 
dinero, por no perder nunca su tarjeta, no dejársela a nadie y 
no olvidar su PIN”, afirma Hania. El pequeño pedazo de plástico 
proporcionó a las mujeres un nuevo sentimiento de dignidad. 
Poseían algo poderoso que no pertenecía a ninguno de los otros 
miembros de su familia.

El papel de las y los trabajadores sociales también fue 
fundamental. En su mayoría también mujeres de bajos 
ingresos, estas trabajadoras brindan apoyo e información. 
También organizan reuniones mensuales a las que asisten las 
participantes del programa para tratar temas como la vivienda, 
el voto y la salud.

Al cabo de un año, sus hijas e hijos iban mejorando el 
rendimiento escolar. Las mujeres trabajaban menos horas 
pero sus empleos eran mejores: la fiabilidad de los pagos 
significaba que sabían que sus necesidades básicas 
quedarían satisfechas, por lo que no necesitaban aceptar 
trabajos mal pagados y en los que sufrieran explotación 
para sobrevivir. Más de una cuarta parte de las mujeres 
que habían denunciado ser víctimas de violencia doméstica 
dijeron que esta había desaparecido a partir del momento 
en que se había aliviado la presión económica a la que se 
veía sometida la familia, y que ya no tenían que pedir dinero 
a sus esposos. La iniciativa experimental fue un éxito.

Cuando el equipo se preparaba para desplegar el programa 
y llegar a 25.000 familias de 65 aldeas del Alto Egipto, llegó la 
Primavera Árabe. El proyecto quedó en suspenso. En 2012, el 
Gobierno anunció su intención de suprimir el programa en su 
totalidad, lo que provocó la indignación de las mujeres de Ain 
El-Sira. “Recibí una llamada telefónica del jefe de seguridad del 
Ministerio de Asuntos Sociales. Me dijo que aquellas mujeres se 
estaban manifestando y montando barricadas ante el edificio”, 
recuerda Hania sonriendo. “Habían tomado el transporte 
público y acudido al Ministerio para exigir que no se suprimiera 
el programa”. Finalmente sus protestas resultaron estériles. Se 
consideraba que el programa era contrario al interés de Egipto. 
La voluntad política de mantenerlo se había esfumado.

Sin embargo, la idea del programa seguía arraigada en 
la mente de la ciudadanía. Cuando, en junio de 2013, se 
produjo un nuevo cambio de régimen, se nombró una nueva 
ministra, Ghada Wali, que anteriormente (en el marco de las 
responsabilidades que había ejercido en el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo -PNUD-) había ayudado 
a Sholkamy a captar fondos para sufragar los costos de sus 
investigaciones. La nueva ministra invitó a Sholkamy a retomar 
el programa, que hoy en día ya se está desplegando a escala 
nacional con una dotación presupuestaria que contribuirá a 
ayudar a medio millón de familias en seis meses.

Hania tuvo que enfrentarse a una curva de aprendizaje muy 
empinada. “Al principio tenía la esperanza de que nadie se 
percataría de que esos fondos iban destinados a mujeres. Sin 
embargo, la revolución trajo consigo un intenso control”, indica. 
“Ahora no es posible tener la certeza en ningún momento de si 
el programa continuará o no”. Pero, según ella, si el equipo tiene 
la oportunidad de seguir desarrollando su trabajo, su impulso 
será imparable.

“Este tipo de iniciativas necesitan irse consolidando, como los 
sedimentos de un río. Hay que ir capa a capa, trabajando 
con cada nivel de personas interesadas en empoderar a las 
mujeres, sobre todo a las pobres, y avanzar juntos paso a paso. 
Así es como se consigue llegar a un punto en el que no hay 
vuelta atrás”.

“Este tipo de iniciativas
necesitan irse consolidando,
como los sedimentos de un río.
Hay que ir capa a capa,
trabajando con cada nivel de
personas interesadas en
empoderar a las mujeres”.
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Hania Sholkamy, investigadora principal del Programa de transferencias 
monetarias condicionadas de Egipto 

Foto: ONU Mujeres/Ryan Brown

Historia: Jenny Kleeman. Para consultar más información sobre el programa de transferencias monetarias condicionadas de Egipto, véase Sholkamy 2014 y el sitio 
web de Pathways of Women’s Empowerment: www.pathwaysofempowerment.org
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Las estructuras demográficas, familiares y de los hogares están 
experimentando cambios fundamentales tanto en los países 
desarrollados como en desarrollo. Estos cambios tienen profundas 
implicaciones para la seguridad de los ingresos y la prestación de 
cuidados. Las políticas sociales deben adaptarse a la realidad del 
envejecimiento de la población, los hogares monoparentales y la 
migración.

En la actualidad, un 73% de la población mundial disfruta 
únicamente de protección social parcial o carece de cualquier tipo 
de protección. Dentro de este grupo, la representación de mujeres 
es muy elevada.

La mejor forma de realizar los derechos económicos y sociales 
para todas las personas, sin discriminación, es adoptar un enfoque 
integral en lo que respecta a la política social, que combine el 
acceso universal a los servicios sociales con sistemas adecuados de 
transferencias sociales que establezcan un piso de protección social. 

La definición de estos pisos debería basarse en un diagnóstico 
exhaustivo de las necesidades de cuidados con el fin de asegurar 
que la protección social contribuya al reconocimiento, la reducción 
y la redistribución del trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado.  

EN BREVE

/1

/2

/3

/4
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Las transferencias sociales pueden reducir la pobreza y la 
desigualdad, así como permitir que las mujeres puedan 
incrementar sus ingresos personales. Para lograr este objetivo, 
los montos deben ser suficientemente elevados y revisarse con 
regularidad para garantizar el derecho a disfrutar de un nivel de 
vida adecuado.

Los servicios sociales accesibles y asequibles constituyen otro factor 
esencial para lograr la igualdad sustantiva para las mujeres. El 
efecto de estos servicios sobre la pobreza y la desigualdad puede 
ser incluso mayor que el de los sistemas de transferencias sociales.

Los servicios sociales son particularmente importantes para aliviar 
la carga del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
que se impone a las mujeres y las niñas. Es necesario incrementar 
en particular la inversión pública destinada a servicios de salud, 
atención, abastecimiento de agua y saneamiento.

En conjunto, las transferencias sociales y los servicios sociales 
pueden constituir una poderosa herramienta para corregir 
la desventaja socioeconómica que sufren las mujeres como 
consecuencia de sus responsabilidades de cuidados no 
remuneradas y de la desigualdad de oportunidades de empleo. 
Para ello, sin embargo, es preciso transformar estos instrumentos 
con el fin de que respondan mejor a los derechos de las mujeres.

/5

/6

/7

/8
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INTRODUCCIÓN

La política social es fundamental para lograr la justicia 
social, los derechos de las mujeres y la igualdad 
de género. La política social se define en términos 
generales como un conjunto de intervenciones públicas 
que afectan al bienestar de la ciudadanía;1 suele 
considerarse que engloba aspectos como la seguridad 
de los ingresos, la salud, la vivienda y la educación. 

Por consiguiente, resulta crucial para la reducción de 
la pobreza y la desigualdad, el fortalecimiento de las 
capacidades humanas y la realización de los derechos 
humanos, cuyo disfrute está consagrado hace largo 
tiempo en los tratados internacionales de derechos 
humanos (véase el recuadro 3.1). 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales estipula claramente una serie de 
derechos económicos y sociales, que incluyen, entre otros:

•	 El derecho a seguridad social (artículo 9)

•	 El derecho a un nivel de vida adecuado, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados      
(artículo 11)

•	 El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental (artículo 12)

•	 El derecho a la educación (artículo 13)

En 2010, la Asamblea General de las Naciones Unidas reconoció asimismo el agua y el saneamiento como 
derecho humano “esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos”,2  reforzando 
una aclaración anterior del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que incluía el derecho al 
agua como parte del derecho a disfrutar de un nivel de vida adecuado y del derecho a la salud.3 

Pese a que los derechos anteriores están codificados por separado, en la práctica su realización 
presenta un alto grado de interdependencia. Por ejemplo, la realización del derecho a la salud no solo 
requiere servicios sanitarios accesibles y asequibles, sino también la disponibilidad de alimentos, agua 
y saneamiento, vestido y vivienda; acceso a una educación de calidad; y protección frente a riesgos y 
contingencias tales como la maternidad, la enfermedad o los accidentes de trabajo a través de una 
seguridad social adecuada. 

Los Estados deben garantizar que los hombres y las mujeres puedan disfrutar de estos derechos por igual 
y sin discriminación (artículo 3). El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha aclarado 
asimismo que la realización de estos derechos depende de la accesibilidad, asequibilidad, aceptabilidad y 
calidad de los servicios sociales conexos así como de la adecuación de las transferencias sociales, como las 
pensiones, las asignaciones familiares o las prestaciones por desempleo. 

RECUADRO 3.1  
Interrelación e indivisibilidad de los derechos económicos y sociales
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Tal como se ha indicado en el capítulo 2, el empleo 
remunerado no siempre ofrece una vía de salida de 
la pobreza. Tampoco conduce automáticamente 
al empoderamiento de las mujeres ni las protege 
de la dependencia económica. Para garantizar el 
derecho de las mujeres a disfrutar de un nivel de 
vida adecuado, las políticas de empleo dirigidas a la 
creación y la regulación de trabajo decente deben 
ir acompañadas por un sistema de protección social 
y servicios sociales que proporcionen seguridad en 
términos de ingresos y permitan a las personas vivir con 
dignidad. 

Hacia un piso de protección social universal  
Recientemente, la Iniciativa de las Naciones Unidas 
sobre un piso de protección social ha materializado 
los derechos descritos aquí, así como una estrategia 
concreta para su realización progresiva. Dicha 
iniciativa propone un conjunto de garantías mínimas 
definidas a escala nacional, incluida la seguridad 
básica de los ingresos para las niñas, los niños, las 
personas adultas en edad de trabajar, las personas 
mayores y las personas con discapacidad. También 
establece servicios sociales básicos para todas las 
personas.4  Esta iniciativa resulta muy prometedora 
para las mujeres, que están excesivamente 
representadas entre los grupos excluidos de los 
programas de protección social vigentes. 

Allí donde la provisión de servicios públicos presenta 
debilidades, la desigualdad de género en el acceso 
a los servicios sociales y a la protección social es 
particularmente marcada, puesto que el menor acceso 
de las mujeres a los ingresos y los activos hace que 
tengan menos posibilidades que los hombres de 
participar en los planes de seguro privado y una mayor 
probabilidad de no utilizar los servicios sociales por 
las tasas asociadas al uso de estos servicios.5 Existe 
el temor de que la persistente crisis económica y las 
consiguientes medidas de austeridad fiscal tengan 
efectos similares a los de los programas de ajuste 
estructural ejecutados en los decenios de 1980 y 1990, 
cuyas consecuencias sociales fueron devastadoras, 
sobre todo para las mujeres, las niñas y los niños.6  

En ausencia de un apoyo público adecuado, los 
hombres y las mujeres, en especial los que viven 
en hogares de bajos ingresos, se ven obligados 
a depender de las redes sociales informales.7  La 
dependencia de la familia, los parientes y la comunidad 
puede resultar profundamente problemática para 
las mujeres. Por un lado, las redes informales están 
estructuradas fundamentalmente en torno al trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado que 
realizan las mujeres. Por otro, es muy poco frecuente 
que se reconozcan y aborden adecuadamente las 

necesidades de apoyo de las propias mujeres, debido 
a las normas sociales dominantes y a las relaciones 
de poder entre los géneros. Además, las estructuras 
familiares y de los hogares cambian con rapidez, 
lo que afecta la capacidad de prestación de apoyo 
informal tanto en el seno de los hogares como entre 
unos hogares y otros (véase el recuadro 3.2).  

Una mayor implicación del Estado no garantiza per 
se que la política social genere resultados equitativos. 
Existen numerosos ejemplos de brechas de género 
en el acceso a los programas de protección social de 
gestión estatal y de sesgos de género en la prestación 
de servicios sociales. En ocasiones, la protección social 
y los servicios sociales se proporcionan de maneras 
que estigmatizan a las mujeres o les asignan roles 
estereotipados —sobre todo a las que son pobres, 
sufren alguna discapacidad o pertenecen a grupos 
indígenas o a minorías étnicas—, llegando incluso 
a imponerles una carga aún mayor de trabajo no 
remunerado. Pese a todo, el Estado “sigue siendo el 
único actor capaz de extraer los vastos recursos de 
la sociedad que posibilitan la adopción de políticas 
distributivas y redistributivas fundamentales y (…) la vía 
más directa para llegar a los grupos sociales pobres e 
influir en las condiciones en las que viven”.8  

Los pisos de protección social definidos a escala 
nacional pueden constituir una poderosa herramienta 
para combatir la desventaja socioeconómica 
que sufren las mujeres. Sin embargo, con el fin 
de promover la igualdad sustantiva, el diseño de 
los programas de protección social debe tener en 
cuenta el género (y otros factores de discriminación) 
que impiden a las mujeres disfrutar de sus derechos 
socioeconómicos en pie de igualdad con los 
hombres. A modo de ejemplo, la desproporcionada 
responsabilidad que pesa sobre las mujeres en lo 
que respecta al trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado les impide disfrutar de su derecho al 
trabajo, al descanso y el ocio, a la seguridad social, a 
la educación y a la salud.9 Es preciso reconocer este 
hecho en el diseño y la implementación de los pisos 
de protección social abordando los estereotipos, 
el estigma y la violencia a través de medidas que 
reduzcan los riesgos y responsabilidades específicos 
de género. De igual modo, los derechos de las mujeres 
a disfrutar de seguridad en términos de ingresos y 
a acceder a los servicios sociales básicos no puede 
depender de su supuesta relación con un hombre que 
actúe como sostén de la familia, ya que de ese modo 
podrían quedar expuestas al riesgo de sufrir abusos, 
humillación o violencia, o de quedar excluidas de 
esos derechos. Con el fin de evitar una dependencia 
económica no deseada, las políticas sociales deben 
tratar a las mujeres como titulares individuales de 
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derechos. Asimismo, es preciso intensificar los esfuerzos 
para que la prestación de servicios sociales —como 
la educación, la salud, la vivienda, el agua y el 
saneamiento— respondan a las necesidades específicas 
de las mujeres y las niñas. Tal como se muestra en este 
capítulo, el, fortalecimiento del poder de acción, la 
voz y la participación de las mujeres en el diseño y 
la ejecución de las políticas sociales puede mejorar la 
capacidad de respuesta del Estado a las necesidades 
de las mujeres y la rendición de cuentas en lo referente 
a la igualdad de género.

En el entorno económico actual, la inversión en 
protección social y servicios sociales puede parecer 
complicada, pero ello no quiere decir que sea 
imposible. De hecho, algunos países como la Argentina 
y China han incrementado sus inversiones en protección 
social en respuesta a las recientes crisis económicas.10 
Incluso los países más pobres tienen capacidad para 
ofrecer un paquete básico de prestaciones acorde 
con el piso de protección social establecido por las 
Naciones Unidas.11 Existen estimaciones, por ejemplo, 
que afirman que la introducción de la universalidad 
en las pensiones sociales conllevaría un costo anual 
que equivaldría aproximadamente al 1% del producto 
interno bruto (PIB) en la mayoría de los países del 
África Subsahariana. En Viet Nam, un paquete 
consistente en una asignación familiar por hija o 
hijo menor de 16 años equivalente al 50% del salario 
mínimo, servicios educativos adicionales y una comida 
por día costaría un 0,8% del PIB. 

En muchos países de ingreso bajo será necesario 
ir introduciendo estas prestaciones de manera 
progresiva, junto con una intensificación de los 
esfuerzos dirigidos a ampliar el espacio fiscal (véase el 
capítulo 4). Los gobiernos y los donantes deben calibrar 
los costos inmediatos asociados a estas inversiones 
sociales con sus beneficios a largo plazo: una 
protección social adecuada puede impedir el deterioro 
de las aptitudes en épocas de desempleo generalizado 
y garantizar la continuidad de la inversión en nutrición, 
salud y escolarización infantiles.12  

Estructura del capítulo
En consonancia con los pilares en los que se sustenta el 
piso de protección social, este capítulo se ha dividido en 
dos partes. La figura 3.1 ofrece una descripción visual:

La primera parte de este capítulo se centra en las 
transferencias sociales. Estas son las medidas más 
habituales a las que recurren los gobiernos para 
proporcionar seguridad en términos de ingresos a su 
ciudadanía a lo largo de toda la vida. En la segunda 
parte se analiza en profundidad la prestación de 
servicios sociales y bienes públicos esenciales. Se presta 
una atención particular a la atención de la salud, al 
agua y el saneamiento y los servicios de cuidados; 

en todos estos ámbitos siguen existiendo retos muy 
importantes para la realización de los derechos de las 
mujeres y las niñas.13  Se trata de áreas de importancia 
crucial para el logro de la igualdad sustantiva, a 
pesar de que han recibido una atención limitada por 
parte de los colectivos feministas en comparación con 
otras cuestiones, como los derechos reproductivos o 
la violencia contra las mujeres. En ambas secciones, 
el capítulo examina las políticas y los programas 
vigentes desde la perspectiva de género y destaca las 
formas a través de las que se pueden obtener mejores 
resultados para la promoción de la igualdad sustantiva 
para las mujeres. Asimismo, se presta una atención 
específica a las limitaciones a las que se enfrentan las 
mujeres indígenas, las mujeres rurales, las mujeres con 
discapacidad y las mujeres migrantes y pertenecientes a 
minorías étnicas, que tienen múltiples dificultades para 
realizar sus derechos. 

Este capítulo respalda el argumento —apoyado también 
por otros organismos de las Naciones Unidas— de que 
la mejor forma de realizar los derechos económicos y 
sociales para todas las personas sin discriminación es a 
través de un enfoque integral con respecto a la política 
social, que combine el acceso universal a los servicios 
sociales con la protección social mediante sistemas de 
transferencias contributivas y no contributivas.14  Pese 
a que, a corto plazo, los modelos de protección social 
focalizados que buscan beneficiar a los hogares más 
pobres pueden parecer más económicos, los sistemas 
universales que benefician a toda la ciudadanía 
pueden ampliar las opciones de financiación, puesto 
que aumentan la disposición de los grupos de ingresos 
medianos y altos a pagar impuestos para poder 
disfrutar, también ellos, de sistemas educativos, de salud 
o de pensiones de calidad.15 

Para lograr la igualdad sustantiva para las mujeres, el 
reto no consiste únicamente en corregir la desventaja que 
sufren en el acceso a las transferencias y los servicios ya 
vigentes; también es necesario modificar estos para que 
tengan mejor en cuenta las diferencias entre la situación 
actual y las necesidades de los hombres y las mujeres, 
así como para abordar eficazmente los estereotipos, 
el estigma y la violencia. Este capítulo pone de relieve 
una serie de innovaciones prometedoras observadas en 
un conjunto de áreas de política que pueden contribuir 
a este cambio. Asimismo, subraya el papel vital que 
desempeñan los movimientos y organizaciones de 
mujeres a la hora de plantear cuestiones nuevas o 
ignoradas —incluida la violencia contra las mujeres 
y el trabajo doméstico y de cuidado de personas 
no remunerado— que deben abordarse a través de 
políticas públicas. Por último, destaca la importancia 
de las organizaciones de mujeres que trabajan con 
otros organismos e instituciones, como los gobiernos, los 
parlamentos y la administración pública, para traducir 
sus demandas en cambios normativos concretos.
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Un sistema de protección social y servicios sociales bien diseñados pueden reducir las brechas 
de género de las tasas de pobreza, mejorar la seguridad de los ingresos de las mujeres y su 
acceso a ingresos personales, proporcionar un salvavidas a las mujeres pobres (en especial 
a las madres solteras) y contribuir a la reducción y redistribución del trabajo doméstico y de 

cuidados no remunerado

* En rigor, los programas de obras públicas o de garantía de empleo no son transferencias sociales, puesto que la prestación monetaria suele adoptar la forma de un salario que la persona beneficiaria 
cobra a cambio del trabajo que realiza. No obstante, dado que su objetivo es similar a las prestaciones por desempleo tradicionales —a saber, mejorar la seguridad de los ingresos de las personas 

desempleadas—, se incluyen en la categoría de transferencias sociales a efectos de este capítulo.

Figura 3.1

Prestaciones por               
hijas e hijos

Subsidios de desempleo       
/ obras públicas*  

Pensiones de vejez

Servicios sanitarios

Servicios de cuidados

Agua y saneamiento

POLÍTICA SOCIAL

MODALIDADES DE ACCESO

TRANSFERENCIAS 
SOCIALES

SERVICIOS 
SOCIALES

No contributivas
Para optar a recibir transferencias o 
acceder a los servicios no se exigen 

contribuciones previas a los beneficiarios

Universales
Para optar a recibir transferencias o 

acceder a los servicios solo se exige cumplir 
la condición de residencia

No condicionadas
No se exigen requisitos adicionales

Contributivas
La percepción de transferencias o el acceso 
a los servicios depende de las contribuciones 
previas al seguro social, que por lo general 

cubren a las personas asalariadas que 
trabajan en un empleo formal

Dependientes de los 
recursos

La percepción de transferencias o el 
acceso a los servicios depende de que la 

persona pueda demostrar una situación de 
necesidad; por lo general, estas prestaciones 

van dirigidas a hogares con ingresos 
inferiores a un determinado umbral

Condicionadas
La percepción de transferencias depende 

del cumplimiento de condiciones 
adicionales, tales como requisitos de tipo 
laboral, visitas médicas o asistencia a la 

escuela

Un sistema de protección social y servicios sociales bien diseñados pueden impulsar la realización de los derechos de las mujeres

ESTRUCTURA DEL CAPÍTULO Y TERMINOLOGÍA UTILIZADA 
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Tanto los países en desarrollo como los desarrollados han experimentado grandes cambios en los patrones 
de formación de familias y en sus sistemas de organización vital, incluido el envejecimiento de la población, 
el retraso del matrimonio, el descenso de la fecundidad, el aumento de las tasas de cohabitación fuera del 
matrimonio, el incremento de uniones de personas del mismo sexo, la elevación de las tasas de divorcio 
y el crecimiento del número de hogares unipersonales, encabezados por una mujer o un menor de 
edad, multigeneracionales y transnacionales. Estos cambios han conducido a una enorme diversidad de 
estructuras familiares y de los hogares, que cuestiona las hipótesis estereotipadas acerca de la “familia” en 
las que se ha sustentado durante largo tiempo la política social en los diferentes países y regiones.20 

En la actualidad, en torno a un 15% de las niñas y los niños que viven en países de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) residen en hogares monoparentales, y se espera que este 
porcentaje continúe aumentando.21 Las mujeres, que encabezan el 85% de estos hogares en la OCDE,22 

RECUADRO 3.2 
Cambios en las estructuras demográficas, familiares y de los hogares: nuevos desafíos para la 
protección social

HACIA LA IGUALDAD DE GÉNERO EN 
LOS SISTEMAS DE TRANSFERENCIAS 
SOCIALES

LAS TRANSFERENCIAS SOCIALES Y LA 
SEGURIDAD DE LOS INGRESOS DE LAS 
MUJERES 

Las transferencias sociales —como las asignaciones 
familiares y por hijas e hijos, las prestaciones por 
desempleo, las licencias de maternidad y parentales 
retribuidas, las pensiones de jubilación y las 
prestaciones por discapacidad— desempeñan un 
papel fundamental en la reducción de la pobreza y la 
desigualdad.16 Desde la perspectiva de los derechos 
humanos, los sistemas de transferencias sociales 
adecuadamente diseñados no solo refuerzan el 
derecho a disfrutar de un nivel de vida adecuado, 
sino que además contribuyen a la realización de otros 
derechos, como la educación, la alimentación, la salud 
y el trabajo.17 Dichos sistemas fomentan las inversiones 
dirigidas al desarrollo de las aptitudes y capacidades 
humanas, facilitan la adquisición de activos 
productivos, estabilizan la demanda en períodos de 
crisis económicas, estimulan la actividad productiva y 
ayudan a las personas a buscar empleo.18  

Las transferencias sociales pueden constituir una 
poderosa herramienta para combatir la desventaja 
socioeconómica que sufren las mujeres. Debido a 
la desigualdad de oportunidades de empleo, estas 
son particularmente vulnerables a la inseguridad 
económica y a la dependencia financiera. Los 
cambios en la estructura familiar y de los hogares 
también tienen consecuencias muy importantes para 
la seguridad de los ingresos de las mujeres (véase 
el recuadro 3.2). Son muchas las mujeres que, en 
numerosas partes del mundo, crían a sus hijas e hijos 
solas; además, la migración (tanto de mujeres como 
de hombres) plantea desafíos adicionales para el 
cuidado de los menores o de las y los progenitores de 
edad avanzada. Las redes de seguridad informales 
presentan una fragilidad creciente: muchos hogares 
no pueden permitirse ayudar a otros durante largos 
períodos, y, al mismo tiempo, el apoyo comunitario 
suele ser mínimo y precario.19 Las transferencias 
sociales pueden mitigar estos riesgos y reducir 
el efecto de las desigualdades inducidas por el 
mercado.
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a menudo no reciben (u optan por no recibir) ningún tipo de ingreso por parte de un hombre. En varios 
países desarrollados, los hogares encabezados por mujeres solteras tienen una probabilidad tres veces 
mayor de vivir en la pobreza que los hogares en los que las madres conviven con su cónyuge o pareja; 
este hecho refleja la dificultad de combinar las responsabilidades familiares con la obtención de ingresos 
adecuados.23 Las políticas sociales —incluidos los apoyos a los ingresos, las licencias parentales y los 
servicios de cuidado infantil— pueden marcar la diferencia en este sentido. 

En América Latina, el peso de las familias nucleares con dos progenitores y de las familias ampliadas 
se redujo entre 1990 y 2004, al tiempo que aumentaba la proporción de hogares monoparentales.24 En 
América Central y el África Subsahariana, un porcentaje particularmente elevado de niñas y niños vive con 
uno de sus progenitores o con ninguno de ellos. En Sudáfrica, por ejemplo, un país en el que la crianza de 
las hijas e hijos tiene lugar a menudo fuera del matrimonio, solo un 35% de los menores vivían con ambos 
progenitores en 2012, mientras que un 39% residía con sus madres pero no con sus padres, un 23% no vivían 
con ninguno de sus progenitores y un 3% vivía solo con sus padres.25 

El envejecimiento demográfico representa un desafío fundamental para la política social, tanto en los 
países en desarrollo como en los desarrollados.26 Las previsiones apuntan a que, entre 2013 y 2050, la 
población mundial de 60 años o más se duplicará con creces.27 En 2050, cerca de un 80% de la población 
mundial de edad avanzada vivirá en las regiones menos desarrolladas.28 La migración, tanto nacional 
como internacional, también plantea retos, como la organización de los cuidados, dado el creciente 
número de mujeres que se trasladan de unos lugares a otros. En China, por ejemplo, la migración de las 
zonas rurales a las ciudades por parte de personas adultas en edad de trabajar ha provocado que nada 
menos que un 28% de las niñas y niños rurales vivan solo con uno de sus progenitores, con sus abuelas y 
abuelos o con otros parientes.29  

Las transferencias sociales reducen la 
pobreza y la desigualdad 
Las transferencias sociales públicas ejercen un 
importante efecto de reducción de la pobreza. Un 
reciente estudio de las tasas de pobreza imperantes 
antes y después de este tipo de transferencias en 
27 países de ingreso alto y en 10 países de ingreso 
mediano muestra que en los países desarrollados 
las transferencias sociales reducen la proporción de 
mujeres y hombres que viven en hogares pobres en 
torno a un 60%, y en América Latina disminuyen la 
pobreza masculina y femenina un 30%.30 En Sudáfrica, 
por ejemplo, las transferencias reducen los índices de 
pobreza un 37%. El efecto es menor en China, la India y 
la República de Corea, aunque sigue siendo significativo, 
puesto que la reducción de la pobreza en esos países 
derivada de las transferencias sociales alcanza un 18%, 
un 11% y un 32%, respectivamente.31

Las transferencias sociales también disminuyen la brecha 
de género de las tasas de pobreza e incrementan el 
acceso de las mujeres a un ingreso personal. En 28 países 
en los que las mujeres tienen mayores probabilidades que 
los hombres de vivir en hogares pobres antes de realizar 

las transferencias, la brecha de género de la pobreza se 
reduce sustancialmente después de estas. En Guatemala, 
por ejemplo, los índices de pobreza de las mujeres son 
4,2 puntos porcentuales mayores que los de los hombres 
antes de aplicar las transferencias, pero casi 1 punto 
porcentual menores después de aplicarlas.  

De los 17 países para los que existen datos disponibles 
a nivel individual sobre el acceso de las mujeres a los 
ingresos procedentes del empleo remunerado y las 
transferencias sociales, los ingresos que perciben las 
mujeres por la realización de trabajos remunerados 
son inferiores a los de los hombres antes de aplicar 
las transferencias sociales; la diferencia oscila entre 
un 33% en Guatemala y un 75% en Dinamarca, como 
muestra la figura 3.2.32 Con la excepción de Colombia y 
Guatemala, esta relación mejora una vez que se tienen 
en cuenta las transferencias sociales. Pese a todo, los 
ingresos personales de las mujeres continúan siendo 
sustancialmente inferiores a los de los hombres en todo 
el mundo, lo que indica que las transferencias sociales 
vigentes no son suficientes para corregir la desventaja 
derivada de la desigualdad de género en el mercado 
laboral. 
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Desde el punto de vista de la igualdad de género, el 
creciente énfasis que están poniendo los países de 
ingresos bajos y medianos en la protección social 
resulta alentador. El mayor acceso a las pensiones 
no contributivas puede mejorar la seguridad de los 
ingresos de las mujeres en la vejez; al mismo tiempo, 
el incremento de las transferencias monetarias a las 
familias con hijas e hijos puede favorecer la inversión en 
educación para las niñas y la actividad económica de 
las mujeres (ambos aspectos se tratan con detalle más 
adelante). No obstante, los sistemas de transferencias 
sociales se enfrentan a importantes desafíos en 
muchos países, entre los que cabe citar una cobertura 
insuficiente, el bajo monto de las prestaciones y la 
fragmentación institucional. Entretanto, muchos países 
de ingresos altos están limitando la protección social 
que ofrecen en respuesta a las medidas de austeridad 
adoptadas (véase el capítulo 4).33  

Las secciones siguientes se centran en los tres tipos más 
importantes de transferencias sociales que impulsan la 
seguridad de los ingresos en diferentes momentos del 
ciclo vital: asignaciones familiares y por hijas e hijos, 
incluidos programas de transferencias monetarias 
condicionadas; prestaciones por desempleo, incluidos 
planes de garantía laboral; y pensiones de jubilación, 
que incluyen tanto los sistemas contributivos como 
los no contributivos. Para cada tipo de transferencia, 
se analizan diferentes formas de provisión de las 
prestaciones —universal y focalizada, condicionada y 
no condicionada— a través del prisma de la igualdad 
sustantiva. Por último, estas secciones ponen de 
relieve una serie de vías a través de las que se pueden 
transformar los sistemas de transferencias sociales con 
el fin de mejorar la igualdad de género, a través de una 
participación activa de las mujeres en su diseño, gestión 
y seguimiento.

Fuente: Gornick y Jäntti 2014, con base en datos procedentes de la base de datos del Estudio sobre los Ingresos de Luxemburgo.

Nota: los ingresos de mercado incluyen, por ejemplo, los procedentes tanto de los salarios de las personas que trabajan por cuenta ajena como de las ganancias de quienes trabajan por 
cuenta propia, así como las pensiones de jubilación (públicas y privadas). El ingreso disponible añade a lo anterior, por ejemplo, las pensiones estatales de vejez y de supervivientes, las 
prestaciones de desempleo, las prestaciones por enfermedades y lesiones de corta duración, los apoyos por hijas e hijos y las prestaciones asociadas a la licencia familiar. Tanto los ingresos 
de mercado como los ingresos disponibles se expresan netos de impuestos. Los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado.
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Figura 3.2

Ingreso personal de las mujeres como porcentaje del ingreso personal de los hombres antes de aplicar 
transferencias (ingreso de mercado) y después de aplicarlas (ingreso disponible), 2000–2010 

 Las transferencias reducen en todos los países la brecha de género de los ingresos procedentes del empleo 
remunerado, pero no la eliminan
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Fuente: Gornick y Jäntti 2014, con base en datos procedentes de la base de datos del Estudio sobre los Ingresos de Luxemburgo.

Nota: los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado.

  Tasas de pobreza antes de 
las transferencias

  Tasas de pobreza después 
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Figura 3.3

Tasas de pobreza de madres solteras antes y después de las transferencias (porcentaje de madres solteras) en 
una serie de países seleccionados, 2000–2010  

 Las transferencias sociales son fundamentales para reducir la pobreza de las madres solteras

TRANSFERENCIAS SOCIALES PARA 
FAMILIAS CON HIJAS E HIJOS

Existe un interés creciente entre los gobiernos y los 
donantes en el potencial que ofrece la política social para 
mitigar la pobreza en las familias, un problema que se 
considera particularmente perjudicial para el desarrollo 
infantil a largo plazo.34 Las familias con hijas e hijos están 
expuestas a un riesgo mayor de caer en la pobreza 
debido al costo asociado a su crianza y a la dificultad 
de combinar el trabajo remunerado con las tareas de 
atención. Los hogares monoparentales, la mayor parte de 
los cuales están encabezados por mujeres, se enfrentan 
a los mayores desafíos (véase el recuadro 3.2). Además, 
como muestra la figura 3.3, en ausencia de transferencias 
sociales, más de la mitad de las madres solteras y sus hijas 
e hijos vivirían en la pobreza en muchos países. 

Las transferencias sociales son fundamentales para reducir 
la pobreza de las madres solteras en todos los países, 
aunque el efecto de estas transferencias varía de unos 
a otros. En un extremo del espectro se observa que, en 

Dinamarca, Polonia y Suecia, las transferencias disminuyen 
la pobreza de las madres solteras entre un 70% y un 90%. 
En el otro extremo se encuentran la India, Italia, el Japón 
y Sudáfrica, países en los que la pobreza de las madres 
solteras se reduce entre un 18% y un 30% gracias a las 
transferencias. Pese a que los índices de pobreza de las 
madres solteras siguen siendo superiores a la media en 
casi todos los países, las transferencias tienen un efecto 
evidente en su reducción. 

Crecimiento de los programas de 
transferencias relacionados con la infancia 
La igualdad de género y la seguridad de los ingresos 
de las mujeres nunca han sido objetivos fundamentales 
de las prestaciones familiares o por hijas e hijos, cuya 
finalidad suele ser ayudar a las familias a sufragar 
los costos derivados de la crianza. No obstante, dado 
que a menudo proporcionan una fuente de ingresos 
autónomos a las madres y suponen un reconocimiento 
de la función que desempeñan estas en la sociedad, 
tienen el potencial de contribuir al logro de la igualdad 
sustantiva para las mujeres. 
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Las transferencias relacionadas con la infancia adoptan 
diferentes formas y montos; incluyen transferencias 
directas, exenciones fiscales indirectas así como 
mecanismos universales o selectivos, condicionados o 
no.35 Estas transferencias tienen un dilatado historial en el 
mundo desarrollado, donde han evolucionado pasando 
de transferencias dirigidas a las huérfanas y huérfanos 
y viudas vulnerables a otros tipos de prestaciones de 
carácter más universal.36 En 2012, más de la mitad de 
los países de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE) para los que se 
disponían datos proporcionaban asignaciones familiares 
universales. Sin embargo, ante la crisis económica y 
la austeridad imperante, los gobiernos tienen cada 
vez más la tentación de abandonar el criterio de 
universalidad y optar por prestaciones selectivas. Por 
ejemplo, desde 2011, el Reino Unido ha congelado las 
asignaciones por hijas e hijos y las ha transformado en 
derechos focalizados, cuando anteriormente eran de 
naturaleza universal.37  

En los países en desarrollo, una nueva generación de 
programas de transferencias monetarias relacionadas 
con la infancia canaliza los pagos a las madres, 
desde el convencimiento de que estas tienen mayores 
probabilidades que los hombres de priorizar el bienestar 
de sus hijas e hijos.38 Los programas de transferencias 
monetarias condicionadas, que se pusieron en marcha 
en el decenio de 1990 en dos países —el Brasil y 
México—, se han extendido ya a más de dos decenas 
de países en África y Asia y a prácticamente toda 
América Latina (puede consultarse una serie de ejemplos 
seleccionados en el cuadro 3.1).39 Existen pruebas 
cada vez más abundantes de que las transferencias 
monetarias contribuyen a la reducción de la pobreza y la 
desigualdad.40 En la mayoría de los casos, la percepción 
de prestaciones está condicionada a la escolarización 
de las niñas y los niños, a que estos se sometan a los 
exámenes de salud prescritos o a la participación en 
talleres de crianza. El acceso a estas prestaciones 
normalmente también es focalizado, ya que van dirigidas 
específicamente a los hogares pobres y vulnerables. Sin 
embargo, existen algunas excepciones: en la Argentina, 
por ejemplo, se introdujo una asignación universal por 
hija/o en 2009 con el fin de proporcionar prestaciones 
familiares a aquellas familias que no estuvieran ya 
cubiertas por las asignaciones contempladas en el 
sistema contributivo. 

Transferencias sociales y educación de las 
niñas 
Las transferencias condicionadas y no condicionadas 
también pueden apoyar la realización de los derechos de 

las niñas y los niños a la educación, la alimentación y la 
salud a través de la mejora de las tasas de escolarización, 
los niveles de nutrición y los índices de inmunización.41 
En algunos casos, a través de la adopción de medidas 
afirmativas, las transferencias monetarias se han 
utilizado para corregir la desventaja que sufren las niñas 
en lo que respecta a la participación en la educación 
secundaria. En Bangladesh, por ejemplo, el Programa 
de Remuneración en favor de la Escuela Secundaria 
Femenina ha reducido las disparidades de género en la 
matriculación y ha impulsado las tasas de finalización 
de las niñas, al sufragar los gastos de enseñanza y 
proporcionar una asignación económica mensual a las 
niñas.42 En México, las transferencias del programa 
Oportunidades, recientemente rebautizado como 
Prospera, eran un 10% más altas para las niñas que para 
los niños al inicio de la enseñanza secundaria, que es el 
momento en el que existe mayor riesgo de abandono 
por parte de las jóvenes estudiantes.43  

Estas medidas envían a los hogares y las comunidades 
un poderoso mensaje de que “merece la pena invertir 
en las niñas”, y pueden actuar a modo de catalizadores 
de la igualdad de género a largo plazo.44 El hecho 
de disfrutar de mejores oportunidades educativas 
incrementa la autoestima y las oportunidades vitales de 
las niñas a través del aumento de sus ingresos a lo largo 
de la vida, el retraso del matrimonio y la reducción de 
las tasas de fecundidad y de mortalidad materna.45 En 
Malawi, por ejemplo, un programa de transferencias 
monetarias dirigido a las niñas no solo tuvo como 
resultado un aumento de los índices de escolarización, 
sino también una disminución del número de matrimonios 
precoces y del de embarazos en la adolescencia.46 

Los programas de transferencias monetarias relacionados 
con la infancia también pueden proporcionar una 
fuente de ingresos fiable y regular a las mujeres que se 
ocupan del cuidado de sus hijas e hijos, sobre todo a las 
que reciben un apoyo limitado o nulo por parte de sus 
parejas masculinas. Se ha descubierto en varios casos 
que estos programas fomentan la actividad económica 
de las mujeres. En México, por ejemplo, la participación 
de las mujeres en el programa Oportunidades/Prospera 
ha estado asociada a un aumento de la inversión en 
activos productivos controlados por estas; por su parte, la 
garantía de una asignación económica mensual regular 
en el Brasil facilitó el acceso de las mujeres al crédito y 
permitió a muchas de ellas regresar al ámbito educativo.47 
El subsidio de apoyo infantil de Sudáfrica ha facilitado 
el acceso de las mujeres al empleo remunerado.48 Por 
último, las transferencias monetarias pueden mejorar 
la autoestima y la seguridad financiera de las mujeres, 
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Cuadro 3.1

Programas de transferencias monetarias para familias con hijas e hijos en una serie de países en desarrollo 
seleccionados 

País Programas de 
transferencia 
monetarias

Año de 
introducción

Alcance Monto de las 
prestaciones

Condiciones

Argentina Asignación 
Universal por Hijo  
y Asignaciones 
Familiares

2009 En total, 10,5 
millones de niñas/
os = el 85% del 
total

$46 mensuales Sí

Bolivia (Estado 
Plurinacional de)

Bono Juancito 
Pinto

2006 400.000 hogares 
= 19% de la 
población

$29 anuales Sí

Brasil Bolsa Familia 2003 14 millones de 
hogares = 29% de 
la población

$35–284 mensuales, 
según tamaño y 
características del hogar

Sí

Ecuador Bono de Desarrollo 
Humano

2003 1,2 millones de 
hogares = 41% de 
la población

$50 mensuales Sí

Ghana Livelihood 
Empowerment 
Against Poverty

2008 70.000 hogares = 
1% de la población

De $4 a $7 mensuales, 
según tamaño y 
características del hogar

Sí

Malawi Social Cash 
Transfer 
Programme

2006 28.000 hogares = 
1% de la población

De $4 a $13 mensuales, 
según tamaño y 
características del hogar

No

México Oportunidades/ 
Prospera

1997 6,6 millones de 
hogares = 27% de 
la población

De $25 a $219 
mensuales, según 
tamaño y características 
del hogar

Sí

Namibia Child Maintenance 
Grant

1960 86.100 niñas/os = 
9% del total

$26 mensuales para 
el primer hija/o, 13 
dólares por cada hija/o 
adicional

Sí

Sudáfrica Child Support 
Grant

1998 11,3 millones de 
niñas/os = 55% del 
total

$35 mensuales Sí  
(desde 2011)

Fuentes: CEPAL 2014b; DFID UK 2011; Barrientos y Nino-Zarazua 2010; Fultz y Francis 2013; Levine et al. 2009; Gobierno de Ghana 2013; Patel 2011; Roca 2011.

Nota: los montos de todas las prestaciones están expresados en dólares de los Estados Unidos.
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además de ofrecerles oportunidades para acceder a 
nuevos espacios públicos y para comunicarse con otras 
mujeres.49  

El empoderamiento no está garantizado 
Sin embargo, los programas de transferencias monetarias 
no siempre resultan beneficiosos para las mujeres y 
no logran automáticamente el “empoderamiento”. A 
menudo el monto de las prestaciones es excesivamente 
bajo como para dotar de independencia financiera a 
las mujeres o de mayor peso en las decisiones del hogar. 
Las evaluaciones del programa “Empoderamiento de 
los medios de vida contra la pobreza” de Ghana, por 
ejemplo, pusieron de manifiesto que, a pesar de que las 
transferencias iban dirigidas a las mujeres, la adopción 
de decisiones seguía estando en manos de los esposos, 
hermanos e hijos.50 En este caso, al bajo nivel de las 
prestaciones se unía la irregularidad y la escasa 
coherencia de los pagos. 

Además, existe una tensión entre el apoyo económico 
que proporcionan estos programas, por un lado, y 
el riesgo de que refuercen la exclusión, el estigma 
o los estereotipos de género a través del uso de la 
condicionalidad y de modalidades focalizadas, por 
otro. Las modalidades focalizadas plantean el peligro 
de excluir a personas potencialmente vulnerables 
y que puedan cumplir los requisitos exigidos.51 Los 
métodos empleados suelen ser complejos y opacos, 
lo que dificulta que las mujeres puedan “analizar 
el proceso de selección, reclamar sus derechos 
y exigir responsabilidades a los administradores 
de los programas por los errores cometidos”.52 La 
investigación llevada a cabo sobre el programa 
Oportunidades/Prospera, por ejemplo, puso 
de manifiesto la existencia de un resentimiento 
generalizado y una falta de comprensión del proceso 
de selección de beneficiarias y beneficiarios por parte 
de las personas no beneficiarias del programa, que 
no entendían por qué eran excluidas de este, lo que 
generaba tensiones sociales y división en el seno de 
las comunidades.53  

Asimismo, las intervenciones focalizadas tienen 
mayores probabilidades de contribuir a la 
estigmatización que los programas universales, puesto 
que van dirigidas específicamente a determinados 
grupos sociales desfavorecidos. En el Estado 
Plurinacional de Bolivia, el Ecuador y Sudáfrica, por 
ejemplo, las transferencias monetarias han generado 
estereotipos acerca de la población beneficiaria, 
tildándola de perezosa o de que tiene más hijas e 
hijos para poder recibir prestaciones.54 El temor a 
enfrentarse a actitudes discriminatorias, acoso y 
abuso puede desalentar a las mujeres a solicitar estas 

transferencias, incluso si tienen derecho a percibirlas. 
El riesgo de estigmatización es máximo allí donde 
las desigualdades de género se cruzan con otros 
factores de desventaja, como la clase social, el origen 
étnico, la discapacidad, la ubicación geográfica o la 
raza. En el programa de transferencias monetarias 
condicionadas del Ecuador (denominado Bono de 
Desarrollo Humano) por ejemplo, algunas mujeres 
indígenas no cobraron sus prestaciones debido a que 
los vigilantes privados de la institución financiera las 
maltrataron mientras se encontraban en la fila de 
espera.55  

Por último, los programas focalizados pueden mejorar 
la facultad discrecional de quienes administran los 
programas para retener el pago de las prestaciones 
o para someter a sus potenciales beneficiarias 
y beneficiarios a “comprobaciones” adicionales 
humillantes.56 Las oficinas de administración pueden 
creer que tienen derecho a vigilar el comportamiento 
de la población beneficiaria de estas prestaciones 
o a inspeccionar sus hogares.57 Los sistemas de 
información centralizados y las tecnologías que 
permiten realizar pagos por vía electrónica, que ya 
se han introducido en algunos países, pueden reducir 
el riesgo de que se produzca este tipo de malas 
prácticas administrativas y aumentar la eficiencia y la 
transparencia de los métodos de selección.58  

Condicionalidad: ¿ni eficaz ni favorable al 
empoderamiento?

Las condiciones que se espera que cumplan 
las madres en los programas de transferencias 
monetarias —como la participación en talleres de 
crianza o el hecho de llevar a sus hijas e hijos a las 
revisiones médicas— reproducen los estereotipos de 
género. La vinculación del cobro de las transferencias 
al cuidado de las hijas y los hijos por parte de las 
madres refuerza la idea de que el bienestar infantil 
es responsabilidad de las mujeres y no contribuye en 
absoluto a la participación de los hombres en la labor 
de crianza. Es más, los requisitos que se establezcan 
pueden imponer una carga aún mayor a las mujeres 
e impedir que puedan dedicar más tiempo a la 
realización de actividades generadoras de ingresos.59  

La condicionalidad también puede agravar el 
riesgo de estigmatización y abuso por parte de 
las autoridades. Los requisitos que exigen llevar 
a los menores a las revisiones médicas regulares 
o garantizar la escolarización están basados en 
supuestos paternalistas y a menudo racialmente 
sesgados acerca de la capacidad de las personas 
pobres para tomar decisiones racionales. En lugar de 
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reflejar una negligencia por parte de las personas 
beneficiarias, el incumplimiento de los requisitos 
de estos programas puede deberse a la falta de 
servicios accesibles, a la calidad inadecuada de 
dichos servicios o —en el caso de las poblaciones 
indígenas— a barreras lingüísticas.60 Los resultados 
observados en el Estado Plurinacional de Bolivia y 
el Perú, por ejemplo, sugieren que la distancia a los 
centros de salud, los largos tiempos de espera y el 
maltrato por parte del personal llevaron a las mujeres 
a renunciar a los servicios de salud materna, incluso 
en aquellos casos en que las condiciones estipuladas 
las animaban a utilizarlos.61  

Existe un intenso debate entre especialistas 
y profesionales en torno a la cuestión de si la 
condicionalidad es necesaria para mejorar 
la nutrición infantil, la salud y la educación.62 
Los donantes y las instituciones financieras 
internacionales continúan respaldando de forma 
decidida estos mecanismos, pero las nuevas 
investigaciones disponibles sugieren que la inyección 
de cantidades de efectivo adicionales en un hogar 
podría ser suficiente para generar resultados 
positivos.63 El subsidio de apoyo infantil de Sudáfrica, 
por ejemplo —uno de los pocos programas de 
transferencias relacionados con la infancia que, 
hasta fechas recientes, no incluía condicionalidad— 
logró reducir la pobreza y mejorar la matriculación 
y la asistencia escolares sin introducir condiciones.64 
Un análisis aleatorio de las transferencias monetarias 
realizadas en Malawi descubrió también que las 
transferencias condicionadas y no condicionadas 
obtenían los mismos resultados en lo que respecta al 
aumento de las tasas de matriculación escolar y la 
reducción de los índices de abandono.65   

El seguimiento y la aplicación de las condiciones, así 
como la verificación de su cumplimiento, conllevan 
costos significativos tanto para los gobiernos como 
para las personas beneficiarias. En el caso de que, 
en la práctica, las condiciones exigidas no influyan 
de manera significativa en el desarrollo infantil, 
puede que sea preferible dedicar el presupuesto 
público a invertir en más y mejores escuelas y 
centros de atención primaria de la salud. Además, es 
posible que se pueda lograr el efecto deseado de la 
condicionalidad sobre el bienestar infantil por otros 
medios, como a través de subsidios para las comidas 
escolares o la gratuidad de estas, revisiones médicas 
en las escuelas y programas locales de salud familiar 
que lleguen a los pobres, como sucede en el Brasil.66 

Recomendaciones 
Las asignaciones universales por hijas e hijos 
constituyen una parte muy importante de los pisos de 
protección social, y pueden ayudar a las familias a 
soportar parte de los costos asociados a la crianza. 
Para contribuir al logro de la igualdad sustantiva, los 
programas de transferencias monetarias relacionadas 
con la infancia deben: 

• Incluir el empoderamiento de las mujeres como 
objetivo explícito, en lugar de como un efecto 
secundario accidental; para ello, deben mejorar 
la seguridad de los ingresos de las mujeres y 
el acceso de estas a oportunidades de trabajo 
decente 

• Proporcionar prestaciones de monto adecuado y 
prestar más y mejores servicios —incluidos los de 
salud, educación y capacitación, crédito y cuidado 
infantil— que respondan a las necesidades 
inmediatas de las mujeres y afiancen la seguridad 
de sus ingresos a largo plazo 

• Trabajar en pos de la universalidad en lugar de 
optar por programas de asignaciones focalizadas, 
a fin de evitar el estigma y la exclusión erróneos y 
de reducir los costos administrativos 

• Reconsiderar la utilización de la condicionalidad; 
cuando la contribución de las condiciones 
establecidas al desarrollo social (en términos, por 
ejemplo, de salud y supervivencia infantil) sea 
cuestionable, deberían eliminarse 

• Sensibilizar a los hogares beneficiarios, a las 
oficinas de gestión de los programas y a quienes 
proveen los servicios acerca de las normas sociales 
perjudiciales y de la distribución igualitaria de 
responsabilidades.

Para hacer realidad estos cambios, las mujeres 
beneficiarias y las personas que trabajan en la defensa 
de la igualdad de género deben participar en el diseño, 
la implementación y el seguimiento de los programas 
de transferencias monetarias. Las experiencias 
recientes del Brasil y Egipto, por ejemplo, muestran que 
la participación activa de los defensores y defensoras 
de los derechos de la mujer puede catalizar el cambio. 
En ambos casos, las transferencias monetarias habían 
sido diseñadas expresamente teniendo en cuenta 
los derechos de las mujeres, con el fin de corregir las 
limitaciones de los programas existentes (véase el 
recuadro 3.3). 
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En el estado de Pernambuco, en la zona nororiental del Brasil, el programa Chapeu de Palha Mulher, 
puesto en marcha en 2007, canaliza las transferencias monetarias hacia los hogares rurales pobres 
con objeto de combatir el hambre que se genera entre las cosechas de caña de azúcar (véase la 
historia: Hacer realidad los derechos). Sin embargo, a diferencia del programa Bolsa Familia (véase 
el cuadro 3.1), este programa respalda directamente el empoderamiento económico de las mujeres, 
al capacitarlas para realizar trabajos no tradicionales en el pujante sector de la construcción en dicha 
región. Entre las medidas específicas adoptadas cabe citar las siguientes:

•	 La transferencia monetaria está condicionada a la participación en cursos sobre derechos de 
ciudadanía y en iniciativas de capacitación profesional para mujeres 

•	 Las educadoras populares feministas alientan a las mujeres a explorar la forma en que los 
estereotipos de género limitan sus ambiciones. De ese modo, se abre un mayor abanico de opciones 
formativas en trabajos no tradicionales, como la soldadura, la fontanería o la electricidad 

•	 Las sesiones de capacitación incluyen información sobre las leyes referentes a la violencia doméstica 
y los servicios conexos

•	 Se proporcionan servicios de cuidado infantil, transporte y comidas con el fin de permitir que las 
mujeres puedan participar en los cursos de capacitación67 

En Egipto, activistas feministas, especialistas del mundo académico y funcionariado público se reunieron 
para llevar a cabo un programa experimental de transferencias monetarias condicionadas en el barrio 
marginal de Ain El-Sira, en el Cairo (véase la historia: El estallido de una revolución). Partiendo del 
reconocimiento de algunas de las carencias que presentan los programas de transferencias monetarias 
condicionadas convencionales, la iniciativa experimental Ain-el-Sira buscaba cuestionar la dinámica 
de género tradicional, que hace hincapié en la función de las mujeres como madres e ignora sus roles 
productivos y poder de acción. Cabe destacar cuatro características clave relacionadas con el diseño del 
programa: 

•	 Se fomentó la participación de las mujeres en el empleo remunerado, partiendo de una práctica 
anterior que condicionaba las transferencias a la demostración de estar desempleada 

•	 Los pagos se transferían directamente a las cuentas bancarias de las mujeres, con el fin de proteger 
los fondos frente a posibles exigencias familiares o robos comunitarios y de proporcionar a las 
mujeres una sensación de seguridad 

•	 Se utilizaron herramientas de seguimiento autónomo que permitían a las mujeres supervisar su 
propio cumplimiento y evitar de ese modo que las trabajadoras y trabajadores sociales tuvieran un 
control excesivo sobre la información 

•	 Se organizaron sesiones colectivas para grupos de 15 o 20 beneficiarias con objeto de apoyar 
su participación en la gestión del programa y facilitar una acción colectiva constante entre las 
mujeres68  

RECUADRO 3.3 
Transformación de los programas de transferencias monetarias condicionadas para 
empoderar a las mujeres en el Brasil y Egipto
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TRANSFERENCIAS SOCIALES PARA 
PERSONAS ADULTAS EN EDAD DE TRABAJAR

En la mayoría de los países de ingreso alto de todo 
el mundo, los gobiernos proporcionan transferencias 
sociales a los hombres y mujeres que tienen 
limitaciones para participar en el mercado laboral 
como consecuencia de enfermedades, discapacidad, 
maternidad/paternidad o desempleo. En el caso 
de las mujeres en edad de trabajar, los servicios de 
cuidado infantil, abastecimiento de agua y saneamiento 
(que se exponen en la sección Inversión en servicios 
sociales), entre otros, son cruciales para corregir la 
desventaja socioeconómica que sufren, al posibilitar 
que participen en la población activa. Además, las 
transferencias relacionadas con la infancia pueden 
ayudarles a soportar parte de los costos asociados a 
la crianza de sus hijos (véase la sección Transferencias 
sociales para familias con hijas e hijos), mientras que la 
licencia de maternidad y parental retribuida garantiza 
la disponibilidad de ingresos durante los primeros 
meses de vida del bebé, cuando los progenitores deben 
permanecer en el hogar (véase el capítulo 2). Esta 
sección se centra en la seguridad de los ingresos para las 
personas desempleadas. 

En los países desarrollados, la seguridad de los ingresos 
para las personas desempleadas suele proporcionarse 
a través de transferencias temporales procedentes del 
seguro de desempleo o de programas de asistencia 
social a largo plazo. Sin embargo, en buena parte del 
mundo en desarrollo no existe este tipo de programas o 
solo llegan a una minoría, sobre todo en los casos en que 
la gran mayoría de la fuerza laboral desarrolla empleos 
por cuenta propia de carácter informal, como sucede 
en muchos países del África Subsahariana y de Asia 
Meridional (véase el capítulo 2). A escala mundial, solo un 
12% de las personas desempleadas reciben asignaciones 
económicas públicas. En algunos países europeos la 
cobertura efectiva alcanza a más del 90% de la población 
desempleada, mientras que en Asia y el Pacífico este 
porcentaje se reduce a tan solo un 7%, a un 5% en la 
región de América Latina y el Caribe, a menos de un 3% en 
Oriente Medio y no llega al 1% en el África Subsahariana.69 
En el momento de redactar este Informe, más de la 
mitad de los países para los que se dispone de datos no 
proporcionan ningún tipo de protección social legalmente 
establecida contra el desempleo, aunque las leyes de 
algunos de ellos contemplan indemnizaciones por cese.70  

En algunos países en desarrollo han surgido 
programas de asistencia social a gran escala que 
combinan empleo y protección social y ofrecen 
cierto grado (limitado) de seguridad de los ingresos 
a las personas desempleadas, subempleadas o 
que perciben ingresos bajos. Los programas de 
obras públicas o de garantía de empleo, como 
los puestos en marcha en la Argentina, Etiopía, la 
India y Sudáfrica (véase el cuadro 3.2) constituyen 
una forma de prestaciones sociales condicionales 
o encauzadas de manera automática, más que 
programas de bienestar basados en los derechos. 
Sin embargo, estos programas pueden proporcionar 
a las mujeres y hombres pobres o desempleados 
una importante fuente de ingresos frente a niveles 
persistentemente altos de desempleo, a la pobreza 
rural generalizada y a la crisis económica. Además, 
algunos programas, como el Programa Nacional 
de Garantía de Empleo Rural (NREGS) de la India, 
pueden ofrecer mejores condiciones a las mujeres 
que las alternativas laborales disponibles en el 
mercado. 

Es frecuente introducir programas de obras 
públicas a modo de medidas temporales en 
respuesta a desastres naturales o crisis económicas; 
posteriormente, dichos programas se van retirando 
de forma progresiva a medida que van mejorando 
las condiciones. Este fue el caso del Plan Jefes y Jefas 
de Hogar Desempleados introducido en la Argentina 
durante la crisis económica de 2001 y suprimido 
en 2010. Además, las restricciones presupuestarias 
suelen limitar el alcance de los programas e 
impiden que estos lleguen a todas las personas 
que pueden necesitar un empleo. En algunos 
casos se ha utilizado este tipo de programas con 
carácter permanente para promover el derecho 
al trabajo como derecho garantizado; así ocurrió, 
por ejemplo, en el programa NREGS de la India.71 
En la práctica, el número de programas en curso 
cuyo alcance es nacional o que proporcionan un 
derecho garantizado es reducido, aunque algunos 
se han convertido en intervenciones a largo plazo 
en respuesta a un alto desempleo y subempleo 
estructurales o a una inseguridad alimentaria 
crónica. Es el caso, por ejemplo, del Programa 
Ampliado de Obras Públicas de Sudáfrica (EPWP), 
así como del Programa “Red de Seguridad 
Productiva” (PSNP) (véase el recuadro 3.4).
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Diseño de programas de obras públicas 
sensibles al género 
Los índices de participación femenina en los 
programas de obras públicos son elevados (véase el 
cuadro 3.2), lo que refleja el alcance de la pobreza 
y el desempleo de las mujeres y, en el caso de los 

programas NREGS de la India y EPWP de Sudáfrica, la 
aplicación de cuotas de género. En 2004, el programa 
EPWP de Sudáfrica estableció una cuota del 60% para 
las mujeres—que posteriormente se redujo al 40%— 
así como para los jóvenes (20%) y las personas con 
discapacidad (2%).72 En 2012, las mujeres representaban 

País Programa Prestaciones ofrecidas Año de 
introducción

Situación 
actual

Porcentaje de 
participación de 
mujeres (media 
nacional)

Argentina Plan Jefes y 
Jefas de Hogar 
Desempleados

Apoyos económicos 
de 150 pesos a cambio 
de 20 horas de trabajo 
remunerado.

2001 Finalizó en 
2010

71

Etiopía Productive Safety
Net Programme 
(PSNP)

Los hogares con 
personas adultas aptas 
para trabajar reciben 
una transferencia 
equivalente a 15 kg de 
cereal (en efectivo o 
alimentos) a cambio de 
cinco días de trabajo por 
mes y por miembro del 
hogar. Los hogares cuyos 
miembros no pueden 
trabajar (por embarazo, 
lactancia, discapacidad, 
enfermedad o vejez) 
reciben la misma 
transferencia, pero en 
este caso no se aplican 
los requisitos laborales.

2005 
(experimental)

Inició su 
tercera fase 
en 2015

40

India National Rural
Employment
Guarantee Scheme 
(NREGS)

100 días de trabajo en 
un ejercicio económico 
para los hogares 
rurales inscritos 
según demanda, con 
salarios mínimos, 
paridad salarial de 
género y provisión de 
instalaciones laborales 
básicas.

2005 En curso, 
contemplado 
en la 
legislación

48

Sudáfrica Expanded Public
Works Programme 
(EPWP)

Oportunidades laborales 
para personas pobres y 
desempleadas, junto con 
capacitación básica en 
algunos sectores.

2004 Inició la 
tercera fase

62

Fuente: Gobierno de Sudáfrica 2012 ; Holmes et al. 2011; Kelkar 2009; Gobierno de la India 2014; Tabbush 2010.

Cuadro 3.2

Programas seleccionados de garantía de empleo en África, Asia y América Latina
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más del 60% del total de participantes.73 En la India, 
las mujeres suponían casi un 50% de los participantes 
en el programa NREGS a escala nacional en 2010 (no 
obstante, su proporción variaba de forma significativa 
de unos estados a otros).74  Durante la fase de diseño, 
los defensores y defensoras de los derechos de las 
mujeres lograron varias victorias importantes, incluida 
una reserva de un tercio de los puestos de trabajo 
para las mujeres y la provisión obligatoria de servicios 
de cuidado infantil en todos los centros de trabajo.75  
Sin embargo, la falta de seguimiento y vigilancia del 
cumplimiento hace que este tipo de servicios rara vez se 
implementen.76  En algunos estados, incluido el de Uttar 
Pradesh, las organizaciones de mujeres han conseguido 
mejorar la sensibilidad al género del programa NREGS e 
incrementar las tasas de participación de las mujeres, los 
salarios de estas y su representación en los órganos de 
supervisión.77 

Sin embargo, las prestaciones que ofrecen estos 
programas no siempre han sido suficientes para 
proporcionar a los participantes un nivel de vida 
adecuado. En el plan ejecutado en la Argentina, por 
ejemplo, los pagos representaban aproximadamente 
un 75% del salario mínimo mensual hasta 2002, pero su 
monto fue disminuyendo progresivamente hasta el 10% 
en 2010, dado que el salario mínimo aumentó en los 
años posteriores.78 La adecuación de las prestaciones 
fue también un asunto crucial en la primera fase del 
programa EPWP de Sudáfrica. No existía un salario 
mínimo específico y el monto de las asignaciones 
variaba ampliamente de unas regiones y sectores 
a otros; los pagos realizados en el marco de los 
programas sociales eran especialmente bajos. En el 
período 2008/2009, el monto medio correspondiente 
al trabajo en el sector social, donde predominan las 
mujeres, era de 43 rand (5,8 dólares de los Estados 
Unidos) diario frente a 78 rand (9,6 dólares) en los 
componentes de infraestructura más tradicionales, en 
los que el peso de los hombres es muy superior.79 En 
la segunda fase del programa se introdujo un salario 
mínimo de 60 rand diarios con el fin de corregir el bajo 
nivel y la variabilidad de las prestaciones. Además, se 
ajustó en función de la inflación anual, de modo que a 
mediados de 2013 el salario mínimo era de 66,34 rand 
(6,9 dólares). Esta cifra es similar al salario mínimo 
estipulado para las trabajadoras domésticas, y superior 
a la asignación económica media abonada durante la 
primera fase del programa EPWP.80  

Muchos programas de obras públicas siguen 
presentando sesgos de género que diluyen sus 
beneficios o discriminan a determinadas categorías 
de mujeres. En el programa NREGS de la India, por 
ejemplo, la garantía de 100 horas de trabajo por hogar 
rural entraña el riesgo de situar a las mujeres en el 
último lugar, dadas las desigualdades en las relaciones 
de poder.81 Si bien la regla de reserva para las mujeres 
ayuda a contrarrestar el sesgo de género, el incremento 

de la disponibilidad global de oportunidades laborales 
y la definición de estas como un derecho individual 
serían medidas beneficiosas tanto para los hombres 
como para las mujeres. Es probable que los programas 
de obras públicas que solo ofrecen trabajo físicamente 
exigente también excluyan a algunas mujeres o las 
sitúen en desventaja allí donde los salarios estén 
vinculados a la carga de trabajo. 

Ventajas de la participación en obras 
públicas 
Desde un punto de vista más positivo, determinadas 
características del diseño de los programas de obras 
públicas han mejorado los beneficios directos e 
indirectos que ofrece este tipo de iniciativas, incluidos 
las que favorecen específicamente a las mujeres. En el 
programa NREGS, por ejemplo, los salarios se fijan en 
consonancia con el salario mínimo estipulado a escala 
estatal, que en algunos estados es mayor que los salarios 
que suelen percibir las mujeres por el desempeño de 
puestos de trabajo no cualificados en el sector agrícola.82 
La disponibilidad de trabajo a través del programa 
NREGS también puede haber tenido un efecto en 
cadena positivo, al elevar los salarios que reciben las 
trabajadoras agrarias en las zonas aledañas.83  Las 
evaluaciones del programa Plan Jefes y Jefas en la 
Argentina sugieren que, pese a que su efecto sobre la 
pobreza es poco claro, la iniciativa redujo el desempleo 
y ayudó a la población beneficiaria a acceder a nuevos 
puestos de trabajo.84 Las mujeres participantes valoraron 
de forma particular la adquisición de nuevas aptitudes y 
la mayor probabilidad de encontrar un empleo formal.85  

La introducción de un componente de servicios sociales 
en el programa EPWP de Sudáfrica constituye también 
una innovación importante que favorece la igualdad de 
género. Las oportunidades de trabajo en los servicios 
sociales que ofrece el programa incluyen el cuidado 
infantil y la atención domiciliaria de pacientes con 
VIH y SIDA. Esto ha sido beneficioso para las mujeres, 
puesto que a ellas se les han asignado muchas de las 
oportunidades laborales en el sector social. Es posible 
que también haya beneficiado de forma indirecta 
a mujeres y niñas, al aliviar la carga de trabajo que 
soportan las cuidadoras familiares no remuneradas.86  

El Programa “Red de Seguridad Productiva” (PSNP) 
de Etiopía ilustra vivamente el potencial que ofrecen 
los programas de garantía de empleo para incluir 
elementos sensibles al género (véase el recuadro 
3.4). También demuestra la gran dificultad que existe 
para conseguir que dichos elementos funcionen 
adecuadamente sobre el terreno. Este hecho no solo 
pone de relieve la necesidad de que el diseño de los 
programas tenga en cuenta las cuestiones de género, 
sino también la importancia de supervisar su ejecución 
y de contar con mecanismos eficaces para mejorar el 
rendimiento de los programas en lo que respecta a los 
derechos de las mujeres.
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Recomendaciones 
Para crear pisos de protección social universal, 
es preciso redoblar los esfuerzos para ampliar la 
protección por desempleo, sobre todo en los países 
en desarrollo. Si bien desde el punto de vista de los 
derechos humanos es preferible ofrecer un apoyo 
no condicionado a las personas desempleadas 
para mantener un nivel de vida adecuado, la 
creación de programas de obras públicas, si están 

adecuadamente diseñados, puede contribuir a 
corregir la desventaja socioeconómica que sufren las 
mujeres. Para que dichos programas respondan a las 
necesidades de estas, deben: 

•	 Proporcionar un nivel mínimo de empleo accesible 
y un apoyo adecuado en términos de ingresos 
a todas las personas que puedan necesitarlo. 
Lo ideal es que todo ello esté respaldado por un 
derecho jurídicamente vinculante y exigible 

Puesto en marcha en 2005 como un componente clave de la estrategia nacional de seguridad 
alimentaria, el Programa “Red de Seguridad Productiva” (PSNP) de Etiopía se ha convertido en una de 
las mayores iniciativas de protección social del África Subsahariana. El programa proporciona alimentos 
y transferencias monetarias a más de 7 millones de personas que sufren inseguridad alimentaria crónica, 
sobre todo en las zonas rurales, con el fin de estabilizar el consumo de los hogares y evitar el deterioro 
de sus recursos. En el caso de los hogares en los que hay personas en condiciones de trabajar, las 
prestaciones se ofrecen a cambio de trabajo en proyectos comunitarios agrícolas y de infraestructura. En 
los hogares en los que no hay mano de obra disponible —por enfermedad, discapacidad, vejez, embarazo 
o lactancia—, los alimentos y las transferencias monetarias se proporcionan sin condiciones. El componente 
de obras públicas también persigue crear infraestructura y activos comunitarios, como carreteras, fuentes 
de abastecimiento de agua y combustible. Todos ellos son potencialmente beneficiosos para las mujeres. 
Una evaluación descubrió que la construcción y la mejora de las carreteras habían facilitado el acceso a la 
atención de la salud, incluso para las mujeres embarazadas que buscaban cuidados de maternidad.87  

Las mujeres representan aproximadamente un 40% de los participantes en los proyectos de obras públicas. 
El diseño del PSNP tiene en cuenta las necesidades prácticas de las mujeres en varios niveles.88 Prevé 
la prestación de servicios de cuidado infantil de base comunitaria y la reducción del tiempo de trabajo 
para las mujeres con hijas e hijos, y establece asignaciones directas para las mujeres antes y después del 
parto sin necesidad de cumplir requisitos de tipo laboral. En respuesta a las normas sociales que limitan la 
capacidad de las mujeres para arar sus tierras, también permite utilizar personal de obras públicas para 
cultivar las parcelas de tierra privadas de los hogares encabezados por mujeres.89 Además, se supone 
que las obras públicas dan prioridad a proyectos dirigidos a reducir la carga de trabajo que soportan las 
mujeres.90  

No obstante, la implementación de medidas favorables a las mujeres resultó inadecuada durante las 
dos primeras fases del programa, puesto que apenas se ofrecían servicios de guardería, horarios de 
trabajo reducidos y tareas con un menor grado de exigencia física para las mujeres.91 El programa 
tampoco aborda la desigualdad de las relaciones de género en los niveles doméstico y comunitario.92 La 
participación en las obras públicas contempladas en el proyecto PSNP es por hogar, al igual que el pago; 
no depende de quién realice el trabajo, e ignora el hecho de que las mujeres pueden no tener el mismo 
peso en las decisiones referentes a la utilización de los fondos. De igual modo, a nivel comunitario no se 
aborda la desigualdad de acceso de las mujeres a los servicios de extensión agrícola y al crédito; el diseño 
de los servicios de extensión sigue respondiendo únicamente a las necesidades de los agricultores de sexo 
masculino.93 

RECUADRO 3.4 
El programa PSNP de Etiopía: un diseño con perspectiva de género que responde a los 
desafíos que plantea la ejecución

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   146 6/12/15   2:23 PM



147

• Proporcionar acceso a las prestaciones como 
derecho individual y no del hogar, y utilizar cuotas 
o reservas para mujeres con el fin de garantizar la 
igualdad de participación  

• Ofrecer trabajo no manual que las mujeres 
puedan realizar razonablemente, y asegurar el 
pago de salarios iguales por dicho trabajo 

• Prestar servicios de cuidado infantil obligatorios y 
otros servicios básicos, garantizando su supervisión 
y cumplimiento.

TRANSFERENCIAS SOCIALES PARA 
PERSONAS MAYORES 

El cambio demográfico plantea un desafío significativo, 
tanto desde el punto de vista de la seguridad de los 
ingresos como de la prestación de servicios de atención 
a una población que envejece con rapidez (véase 
la sección Servicios de cuidado en en el capítulo 3). 
Algunos gobiernos están respondiendo a este reto con 
mayor eficacia que otros, tal como se muestra en esta 
sección. En los países desarrollados, estas cuestiones 
son objeto de un acalorado debate. No obstante, en 
torno a dos terceras partes de la población mundial de 
edad avanzada94 vive en el mundo en desarrollo, y las 
previsiones apuntan a que esta proporción aumentará 
hasta cerca del 80% de aquí a 2050.95 A escala mundial, 
cerca de la mitad de la población que ha superado la 
edad legal de jubilación recibe una pensión por este 
concepto, mientras que solo un 31% de la población en 
edad de trabajar realiza aportaciones a un plan de 
pensiones.96  

La desventaja socioeconómica de las 
mujeres en la vejez  
El envejecimiento tiene consecuencias específicas para 
las mujeres y, por tanto, para los resultados en materia 
de igualdad de género. En primer lugar, su esperanza 
de vida tiende a ser mayor que la de los hombres. 
En segundo lugar, tienen menos acceso que estos a 
la tierra y a otros recursos que podrían ayudarlas a 
mantener un nivel de vida adecuado en la vejez. En 
la India, por ejemplo, un 60% de las mujeres (frente 
al 30% de los hombres) carecen de activos de valor a 
su nombre, y son pocas las viudas que pueden contar 
con el apoyo de la familia o la comunidad.97 Incluso 
en los países cuyos sistemas de pensiones ofrecen una 
cobertura elevada, las mujeres tienen una probabilidad 
significativamente superior a la de los hombres de 
sufrir pobreza en la vejez. En la UE, por ejemplo, la 
tasa de pobreza de las mujeres de edad avanzada 

es un 37% mayor que el de sus homólogos varones.98 
En tercer lugar, las normas de género predominantes 
y el hecho de que las mujeres tienden a casarse o a 
cohabitar con hombres mayores que ellas implican que 
son ellas quienes asumen la mayor parte del trabajo 
doméstico y de cuidado de personas no retribuidos, al 
tener que cuidar de sus cónyuges de edad avanzada 
así como de sus suegras/os, amistades, vecinas y 
vecinos.99 

En la mayoría de los países para los que existen datos 
disponibles, las mujeres tienen menores probabilidades 
que los hombres de cobrar una pensión en la vejez, 
y cuando la perciben, su monto suele ser inferior 
a la de estos, como muestra la figura 3.4. Europa 
Central y Oriental y Asia Central presentan índices de 
cobertura relativamente elevados; algunos países, 
como Kirguistán, han logrado la cobertura universal 
para hombres y mujeres, a menudo gracias a una 
combinación eficaz de sistemas de pensiones sociales 
contributivos y no contributivos.100 Sin embargo, en otros 
países de esta región siguen existiendo importantes 
brechas de género. En varios países de América 
Latina y el Caribe, como la República Dominicana y El 
Salvador, entre otros, la cobertura de las pensiones que 
cobran las mujeres en la vejez es inferior a la mitad 
de la cobertura de la que disfrutan los hombres, ya 
de por sí reducida. El Estado Plurinacional de Bolivia 
constituye una excepción notable, ya que ofrece 
cobertura universal tanto para los hombres como para 
las mujeres debido a la introducción de un sistema 
universal de pensiones no contributivas. 

Lo mismo ocurre en el caso de Botswana, Lesotho y 
Mauricio, países que constituyen las excepciones en la 
región del África Subsahariana, donde la cobertura en 
la mayor parte de los países es baja para los hombres 
y prácticamente nula para las mujeres. En Burundi, 
por ejemplo, el 2% o menos de las mujeres que han 
superado la edad de jubilación legalmente establecida 
cobran una pensión, frente al 7% de los hombres. 
Las mayores brechas de género en la cobertura, no 
obstante, se observan en Egipto y Jordania, donde 
un 62% y un 82% de los hombres, respectivamente, 
perciben una pensión, frente a tan solo un 8% y un 12% 
de las mujeres. Pese a que algunos países europeos 
han alcanzado altas tasas de cobertura entre las 
mujeres, los montos de sus prestaciones suelen ser 
inferiores a las que cobran los hombres. En Francia, 
Alemania, Grecia e Italia, por ejemplo, la pensión 
media de las mujeres es más de un 30% inferior a la 
que perciben los hombres.101 
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Figura 3.4

Proporción de personas que han superado la edad legal que da derecho al cobro de una pensión y reciben una 
pensión de vejez en una serie de países seleccionados, según sexo, de 2006 a 2012 

 En la mayoría de los países, las mujeres tienen menores probabilidades que los hombres de recibir una 
pensión de vejez

Fuente: OIT 2014h. 

Nota: los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado. El anexo 5 ofrece una lista exhaustiva de países con sus respectivos datos. El monto de las prestaciones de 
pensión que reciben los hombres y las mujeres varía sustancialmente de unos países a otros, así como en el seno de cada uno de ellos. A pesar de que la proporción de mujeres y hombres 
que reciben una pensión de vejez es relativamente elevada, el monto de dichas prestaciones puede presentar brechas de género muy importantes; lo mismo ocurre en el caso de las 
pensiones no contributivas, de las que las mujeres dependen en mucha mayor medida que los hombres.
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Estos tres países prácticamente alcanzan la cobertura universal y 
brechas de género comparativamente inferiores en la cobertura de 
las pensiones gracias a la introducción de pensiones no contributivas 

disponibles para un amplio sector de la población.
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Fuente: OIT 2014h. 

Nota: los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado. El anexo 5 ofrece una lista exhaustiva de países con sus respectivos datos.
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Figura 3.5

Proporción de la población en edad de trabajar que realiza aportaciones a un plan de pensiones en una serie de 
países seleccionados, según sexo, de 2007 a 2012  

 En la mayoría de los países, las mujeres tienen una probabilidad mucho menor que los hombres de realizar 
aportaciones a un plan de pensiones
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Las brechas de género en lo que respecta a las 
pensiones reflejan las diferentes trayectorias vitales 
y laborales que siguen los hombres y las mujeres. 
Además, el diseño de los sistemas de pensiones suele 
penalizar sistemáticamente a las mujeres, reforzando 
aún más la desventaja socioeconómica que sufren en 
la vejez. Sin embargo, estos resultados desiguales son 
evitables y se pueden corregir a través de actuaciones 
en varios frentes. En el capítulo 2 ya se ha descrito una 
serie de medidas que pueden facilitar el acceso de 
las mujeres al trabajo decente y eliminar las brechas 
salariales de género. Asimismo, los sistemas de 
pensiones pueden diseñarse o reformarse de forma 
que permitan abordar la desventaja socioeconómica 
a la que se ven expuestas las mujeres en la vejez. En 
primer lugar, en los sistemas de pensiones contributivas 
es preciso lograr la igualdad de acceso y reducir las 
brechas de género en lo que respecta al monto de las 
prestaciones. En segundo lugar, es preciso ampliar la 
cobertura y los montos de las pensiones sociales no 
contributivas, sobre todo en los países en los que la 
mayoría de las personas de edad avanzada carecen 
actualmente de cualquier tipo de protección social en la 
vejez. En las secciones siguientes se abordan estas dos 
estrategias con mayor detalle.

Sesgos de género en las pensiones 
contributivas
En la actualidad, las mujeres afrontan desventajas muy 
importantes en los sistemas de pensiones contributivas 
dependientes de los ingresos; estos son además la 
modalidad dominante de cobertura en los países que 
ofrecen planes de pensiones.102 Las mujeres participan 
en menor medida que los hombres en el mercado 
laboral y tienen mayores probabilidades que estos de 
estar desempleadas o de trabajar en el sector informal 
o a tiempo parcial. También tienden a cobrar salarios 
más bajos y a dejar de trabajar con más frecuencia 
que los hombres para cuidar a personas dependientes. 
Como muestra la figura 3.5, esto significa que, 
en la mayoría de los países, las mujeres están 
insuficientemente representadas entre los colectivos 
que realizan aportaciones a los sistemas de pensiones 
contributivas. 

Fuera del mundo desarrollado, los sistemas 
contributivos excluyen a la mayoría de los hombres 
y las mujeres en edad de trabajar. Las brechas de 
género varían de forma significativa, pero también 
tienden a ser mayores en las regiones en desarrollo. En 
algunos países de Oriente Medio y el Norte de África, 
los hombres tienen una probabilidad 10 veces mayor 
que las mujeres de contribuir a un plan de pensiones. Si 
bien las tasas de cobertura de ambos sexos son bajas 
en Asia Meridional y el África Subsahariana, las mujeres 
continúan expuestas a desventajas significativas en 
comparación con los hombres. Incluso en países que 
presentan tasas de cobertura relativamente altas, 

como Gabón, el porcentaje de mujeres que realizan 
contribuciones a la seguridad social es muy inferior al 
de los hombres (24% frente a 89%). En América Latina 
y el Caribe, así como en Asia Oriental y el Pacífico, las 
brechas de género son más reducidas, pero también 
son importantes. En la República Dominicana, por 
ejemplo, el 23% de los hombres son contribuyentes 
activos al sistema de pensiones, frente al 18% de las 
mujeres.103  

También se observan brechas de género evidentes en 
el monto de las pensiones vinculadas a los ingresos, 
y estas diferencias son mayores en el caso de las 
mujeres con hijas e hijos. En Francia, por ejemplo, la 
brecha de género de las pensiones (en comparación 
con la pensión media que perciben los hombres) es de 
un 19% para las mujeres sin hijas/os, de un 31% para las 
que tienen uno o dos hijas/os y del 50% para aquellas 
que tienen tres hijas/os o más.104 Estas disparidades 
no solo socavan la igualdad de género en la vejez 
sino también el derecho de las mujeres a disfrutar de 
un nivel de vida adecuado. En términos relativos, el 
ingreso medio que ofrecen las pensiones a las mujeres 
solteras es igual o apenas superior al umbral de la 
pobreza en varios países europeos, como la República 
Checa, Estonia, Alemania, Islandia, Letonia, Eslovenia 
o el Reino Unido.105  

El cambio a las cuentas individuales de 
capitalización 
Al menos en 26 países, principalmente ubicados en 
América Latina, Europa Central y Oriental y Asia 
Central, se ha producido a lo largo de los dos últimos 
decenios un incremento de los planes de cuentas 
individuales de capitalización, muchos de ellos de 
gestión privada, tras la experiencia anterior de 
Chile en 1981 y el asesoramiento de las instituciones 
financieras internacionales, como el Banco Mundial.106 
El paso de un sistema de seguridad social a las 
cuentas individuales de capitalización ha tenido 
efectos perjudiciales, sobre todo en lo que respecta 
a la seguridad de los ingresos de las mujeres en 
la vejez.107 Esto se debe tanto a que el monto de 
las prestaciones depende directamente de las 
contribuciones pasadas y a que la fórmula de cálculo 
utilizada suele tener en cuenta el número de años 
que se espera que la persona cobre su pensión, 
penalizando a las mujeres por jubilarse de forma 
anticipada y, en algunos casos, su mayor longevidad 
media a través de la utilización de tablas actuariales 
específicas para cada género. En Chile, por ejemplo, 
la combinación de estos factores crea una brecha 
de género del 66% en las pensiones derivadas del 
sistema de cuentas individuales de capitalización 
(véase la figura 3.6). 

Pero, incluso en los casos en los que ya se han 
introducido sistemas de cuentas individuales de 
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Si las mujeres fueran como los hombres —en cuanto a sus características individuales, sus 
patrones de empleo, sus salarios y el tratamiento que reciben en el sistema de pensiones—, 

su pensión mensual media sería igual que la de los hombres en el marco del sistema chileno 
de cuentas individuales de capitalización, pero:

La brecha de género de las pensiones se debe a múltiples factores; al final, las pensiones de las 
mujeres equivalen aproximadamente a tan solo un tercio de las que perciben los hombres

LAS MUJERES PRESENTAN DIFERENTES PATRONES DE 
PARTICIPACIÓN EN EL MERCADO LABORAL QUE LOS 

HOMBRES

LAS MUJERES COBRAN MENOS QUE LOS HOMBRES,
POR LO QUE SUS CONTRIBUCIONES AL SISTEMA DE 

PENSIONES SON INFERIORES

LA BRECHA SE AMPLÍA SI LAS MUJERES SE JUBILAN 
AL ALCANZAR LA EDAD LEGALMENTE ESTABLECIDA 

DE 60 AÑOS EN COMPARACIÓN CON LA DE LOS 
HOMBRES (65 AÑOS)

LAS MUJERES TIENDEN A VIVIR MÁS QUE LOS 
HOMBRES, POR LO QUE SUS AHORROS PROCEDENTES 
DE LAS PENSIONES SE DISTRIBUYEN A LO LARGO DE 

UN PERÍODO DE TIEMPO MAYOR

338 

274  

200  

129  

114  
US$

338  
US$

Fuente: basado en Fajnzylber 2014.

Nota: los resultados expuestos en este gráfico se basan en proyecciones econométricas elaboradas a partir de datos de una cohorte de mujeres chilenas extraída de la Encuesta de Protección Social 
correspondiente a 2002. Factores como la edad, la educación y la presencia de hijas e hijos se mantuvieron constantes. El efecto de dichos factores depende del orden en que se incluyó cada uno de ellos en el 
cálculo, de modo que los elementos introducidos en un momento anterior del análisis adquirían mayor importancia.

Figura 3.6

Sistema de cuentas individuales de ahorro, Chile

DETERIORO DE LAS PENSIONES DE LAS MUJERES Y
BRECHA DE GÉNERO DE LAS PENSIONES 
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capitalización, todavía queda mucho por hacer para 
corregir la desventaja socioeconómica que sufren 
las mujeres. La reforma del sistema de pensiones 
emprendida en Chile, impulsada por la Presidenta 
Michelle Bachelet, introdujo una serie de medidas 

sensibles al género y contrarrestó algunos de los 
efectos negativos de las políticas anteriores (véase el 
recuadro 3.5). El liderazgo y el compromiso de Bachelet 
con la promoción de la igualdad de género resultaron 
cruciales para el éxito del proceso de reforma.108  

A principios del decenio de 1980, Chile emprendió una reforma fundamental de su sistema de pensiones. En 
el marco de dicha reforma, se introdujeron las cuentas individuales de capitalización de gestión privada y 
se fueron retirando progresivamente los planes de seguridad social de gestión pública. Este cambio tuvo un 
efecto particularmente adverso sobre los derechos de pensión de las mujeres.109 Para las personas con ahorros 
individuales limitados, las pensiones mínimas exigían un largo historial contributivo (20 años), lo que limitaba el 
acceso de las mujeres a estas prestaciones, al tiempo que las pensiones no contributivas eran bajas y estaban 
sujetas a requisitos muy estrictos. A mediados del decenio de 2000, solo un 55% de las mujeres de más de 65 
años de edad percibían una pensión de jubilación, frente al 71% de los hombres. Las brechas de género en el 
nivel de las prestaciones derivadas del sistema de cuentas individuales de capitalización también eran amplias 
(véase la figura 3.6).

Cuando Michelle Bachelet presentó su candidatura a presidir el país en 2006, prometió llevar a cabo un 
examen en profundidad del sistema de pensiones. Una vez elegida, utilizó sus atribuciones presidenciales para 
garantizar que el proyecto de reforma otorgara un lugar central al acceso de las mujeres a las pensiones. Para 
ello, ordenó a la comisión encargada de la reforma del sistema de pensiones que eliminara la discriminación 
de género de dicho sistema. A pesar de que no fue posible lograr plenamente este ambicioso objetivo, la 
reforma de 2008 permitió mejorar significativamente la seguridad de los ingresos de las mujeres en la vejez a 
través de:

•	 La ampliación de la cobertura de las pensiones no contributivas al 60% de los hogares con menores 
ingresos mediante la simplificación de los criterios de admisibilidad. En 2013, más del 70% de las 
prestaciones no contributivas fueron dirigidas a mujeres.110 

•	 El reconocimiento de los períodos de interrupción laboral derivada de la crianza de las hijas y los hijos, 
a través de créditos de atención a personas dependientes, que se ha estimado que incrementan las 
pensiones medias de las mujeres en un 20%.111  

•	 La introducción de disposiciones que prevean el reparto de la pensión en caso de divorcio, de modo 
que los fondos acumulados por el cónyuge perceptor (por lo general, el esposo) en concepto de pensión 
durante el matrimonio se dividan entre ambos cónyuges en caso de separación si el juez considera que 
una de las dos partes se enfrenta a una desventaja económica. 

Pese a estos avances, el alcance de las reformas de las pensiones con perspectiva de género ha sido limitado 
debido a la naturaleza privatizada del sistema de pensiones del país. Además, la administración era reacia 
a revisar el sistema de cuentas individuales de capitalización por temor a provocar turbulencias en los 
mercados financieros y por la oposición a la que se enfrentaba por parte de una serie de poderosos intereses 
empresariales, entre los que figuraban empresas privadas administradoras de los fondos de pensiones.112 Pese 
a que la expansión de las pensiones no contributivas allanó el camino a la reforma, esta decisión permitió la 
supervivencia de una de las características más discriminatorias del sistema de pensiones chileno: las tablas 
actuariales específicas a cada género. Queda por ver si la comisión recientemente creada para analizar 
posibles nuevas reformas al sistema de pensiones abordará esta cuestión durante el segundo mandato de la 
Presidenta Bachelet (2014–2018). 

RECUADRO 3.5 
Corrección de la desventaja socioeconómica de las mujeres a través de la reforma del 
sistema de pensiones chileno acometida en 2008
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Entretanto, las reformas de las pensiones que se están 
llevando a cabo en muchos países europeos suponen 
una pérdida de derechos. Francia, Grecia, Irlanda, Italia 
y España han endurecido sus normas de admisibilidad, 
han fortalecido el vínculo entre las contribuciones y los 
ingresos o han modificado sus fórmulas de cálculo, 
abandonando el salario final para adoptar como base las 
ganancias medias obtenidas a lo largo de toda la vida. 
Otros países han reducido o congelado la indexación de 
las prestaciones. Es probable que estas medidas afecten 
de forma desproporcionada a las mujeres. Para mitigar 
estos riesgos, algunos países han introducido medidas 
encaminadas a reforzar los derechos de pensión de 
las mujeres junto con reformas más amplias dirigidas a 
contener los costos. En España, por ejemplo, las reformas 
recientes elevaron la edad de jubilación y el número de 
años de contribución exigido para tener derecho a cobrar 
una pensión íntegra, aunque también incrementaron las 
prestaciones de familiar sobreviviente y los créditos por 
cuidado de personas dependientes.113  

Reforma de los sistemas de pensiones 
contributivas
Las características fundamentales del diseño de las 
pensiones, incluidos los requisitos de admisibilidad y 
las fórmulas de cálculo de las prestaciones, afectan la 
intensidad con la que las desigualdades en el mercado 
laboral se reproducen en la vejez. Por regla general, 
cuanto más estrecho es el vínculo entre los derechos 
de pensión y la vida laboral pasada (y el historial 
contributivo), mayor es la desventaja socioeconómica a 
la que se enfrentan las mujeres en comparación con los 
hombres. 

En los sistemas contributivos, las personas suelen 
tener derecho a cobrar la pensión al alcanzar la edad 
de jubilación si cumplen un número mínimo de años 
cotizados y/o de vida laboral, lo que en ocasiones 
se denomina “período de devengo”. En ausencia de 
mecanismos adecuados para compensar el tiempo 
dedicado al trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado, una duración elevada de los períodos de 
devengo puede limitar el acceso de las mujeres a las 
pensiones de jubilación. En la Argentina, por ejemplo, 
cuando el período de devengo se elevó a 30 años 
a principios del decenio de 1990, la cobertura de las 
mujeres cayó del 73 al 65%.114 Esta tendencia se invirtió una 
década más tarde, cuando se eliminaron los requisitos 
contributivos. De ese modo, aumentaron los niveles 
globales de acceso y disminuyó la brecha de género de 
la cobertura de las pensiones. Además, muchos países 
han establecido tradicionalmente la edad de jubilación de 
las mujeres hasta cinco años antes que la de los hombres 
(véase el anexo 5).115 En los sistemas en los que los 
derechos de pensión guardan una relación estrecha con 
las contribuciones, como sucede en el caso del sistema 
de cuentas individuales de capitalización de Chile, esto 
puede tener efectos negativos para la seguridad de los 
ingresos de las mujeres (véase la figura 3.6).

Las fórmulas de cálculo de las pensiones especifican 
cómo se calcula el monto de las prestaciones para cada 
pensionista. Por lo general se basan en las contribuciones 
o los ingresos pasados. Las fórmulas que reflejan 
estrechamente los historiales contributivos y de ingresos 
tienden a generar prestaciones más bajas para las 
mujeres que para los hombres, mientras que la inclusión 
de componentes redistributivos o de montos fijos tienden 
a favorecer a aquellas. El período de percepción de 
ingresos contemplado también tiene importancia desde 
el punto de vista de la igualdad de género, al igual que 
la existencia de pensiones mínimas y de mecanismos de 
indexación; estos últimos permiten ajustar regularmente 
las pensiones a la inflación o a los incrementos salariales. 
Cuando las pensiones se calculan con base en los ingresos 
medios obtenidos a lo largo de toda la vida en lugar de 
tomar como referencia el salario de los últimos años, por 
ejemplo, la penalización por los períodos transcurridos 
fuera del mercado laboral será mayor. Cuando las 
prestaciones no se actualicen de acuerdo con un índice, 
la población beneficiaria podrá tener dificultades para 
mantener su nivel de vida debido al aumento de los 
costos. Dado que las mujeres viven más tiempo que los 
hombres, se enfrentan a mayores riesgos de depreciación 
del valor de sus pensiones.116  

Créditos por cuidado de personas 
dependientes 
Los créditos de contribución relacionados con el 
cuidado de personas dependientes son otra importante 
herramienta de política que permite mejorar la 
adecuación de las pensiones de jubilación para las 
mujeres. Este tipo de créditos se utiliza ampliamente en 
los países desarrollados y en fechas recientes también 
se ha introducido en algunos países en desarrollo. 
Los créditos por cuidado de personas dependientes 
reconocen y compensan la pérdida de contribuciones 
derivada de los períodos transcurridos —generalmente 
por las mujeres— fuera de la población activa para 
cuidar de personas dependientes. Estos créditos se 
pueden otorgar con independencia de si las personas 
dependientes son menores, personas de edad avanzada, 
personas enfermas o con discapacidad. No obstante, 
en la práctica, estos créditos suelen adjudicarse por el 
cuidado infantil.117 En el Uruguay, por ejemplo, las mujeres 
reciben un crédito equivalente a un año de contribución 
por hija/o, hasta un máximo de cinco hijas/os. Desde 
2010, las madres en el Estado Plurinacional de Bolivia 
reciben un crédito por cuidado de personas dependientes 
equivalente a un año de contribución por hija/o hasta 
el tercer hija/o. Estos créditos se pueden utilizar para 
aumentar el monto de las pensiones o para jubilarse a 
una edad más temprana.118  

Los créditos por cuidado de personas dependientes 
constituyen una valiosa herramienta para mejorar las 
pensiones de las mujeres en los sistemas contributivos. 
Suelen integrarse en un paquete más amplio de medidas 
encaminadas a incrementar la igualdad y ayudan a 

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   153 6/12/15   2:23 PM



corregir la desventaja socioeconómica de las mujeres 
en la vejez. En los países en que la cobertura de las 
pensiones contributivas es baja, estos créditos no tienen 
una función tan relevante. En esos casos, las mujeres se 
beneficiarán de un modo especial de la introducción 
de pensiones no contributivas universales y de montos 
adecuados, como se expone en la sección siguiente. 

Para corregir eficazmente la desventaja que sufren 
las mujeres, los créditos por cuidado de personas 
dependientes deben ser lo bastante generosos como 
para compensar el tiempo dedicado a la crianza de 
las hijas y los hijos u otros períodos de interrupción de 
la vida laboral con motivo del cuidado de personas 
dependientes. En sus niveles actuales, los créditos 
por cuidado infantil tienen un efecto positivo (aunque 
limitado) en las pensiones de las mujeres. En varios 
países de la OCDE y de la UE, por ejemplo, las 
pensiones de las madres disminuirían entre 3 y 7 
puntos porcentuales en promedio en ausencia de estos 
créditos.119 En los países en que los créditos por cuidado 
de personas dependientes están basados en el salario 
mínimo, como sucede en Chile y Polonia, las mujeres 
que obtienen un salario superior al mínimo durante 
los períodos transcurridos fuera del mercado laboral 
resultan penalizadas.120  

En muchos sistemas de pensiones, los créditos por 
cuidado de personas dependientes se abonan a los 
cuidadores principales, con independencia de su sexo. 
En la práctica, sin embargo, estos créditos se otorgan en 
una proporción muy superior a mujeres que a hombres, 
dado que aquellas asumen la mayor parte del trabajo 

del cuidado de personas dependientes. En Finlandia y 
Suecia, estos créditos están vinculados a las licencias 
parentales de uso exclusivo para los padres y las 
prestaciones monetarias asociadas; de ese modo, 
los hombres tienen incentivos a colaborar en mayor 
medida en el cuidado de las personas dependientes 
y ello permite transformar las relaciones de género.121 
Por el contrario, la mayoría de los créditos por 
cuidado de personas dependientes recientemente 
introducidos en América Latina van dirigidos a 
las madres, excluyendo a los padres y a otros 
cuidadores. Esto representa una oportunidad perdida 
para cuestionar los estereotipos de género. 

La importancia creciente de las pensiones 
sociales
La importancia de las pensiones no contributivas —
también denominadas pensiones básicas o sociales— 
goza de un reconocimiento creciente. Las pensiones 
sociales tienen un papel particularmente relevante 
en países en los que la cobertura de los sistemas de 
seguridad social contributivos es limitada y en los que 
la mayoría de la mano de obra trabaja en el empleo 
informal. Dado que las personas con un historial 
contributivo limitado tienden a concentrarse entre 
los grupos de bajos ingresos, las pensiones sociales 
no contributivas resultan esenciales para evitar la 
pobreza en la vejez. La acción colectiva por parte de 
los hombres y mujeres de edad avanzada ha influido 
de manera fundamental tanto en la introducción 
de pensiones sociales como en su mejora (véase el 
recuadro 3.6).122 

En Filipinas, las asociaciones de personas mayores —con el apoyo de HelpAge International— presionaron 
al Gobierno y lograron que introdujera las pensiones sociales en 2010. Estas movilizaciones estuvieron 
encabezadas por mujeres de edad avanzada. 

En 2007, la ONG Coalición de Servicios de la Tercera Edad (COSE) puso en marcha una serie de iniciativas de 
promoción dirigidas a conseguir la introducción de las pensiones sociales. La COSE elaboró un proyecto de 
ley de pensiones sociales, identificó y se puso en contacto con posibles patrocinadores del poder legislativo 
y movilizó a sus adherentes para que asistieran a las audiencias de las comisiones parlamentarias. Estos 
esfuerzos estuvieron precedidos por un trabajo de varios años de recopilación de pruebas y generación de 
apoyo comunitario a través de investigaciones participativas. 

Pese a su convicción de que una pensión social universal constituye el mejor enfoque, la COSE optó por 
plantear en el proyecto un sistema focalizado como objetivo más realista. La COSE trabajó con representantes 
del parlamento, difundió la iniciativa a través de los medios de comunicación y utilizó las ocasiones especiales 

RECUADRO 3.6 
Promoción de las pensiones sociales: estrategias de la sociedad civil en Filipinas
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Las mujeres se benefician de las pensiones 
universales  
Hasta 2014, HelpAge International había contabilizado 
más de 100 sistemas de pensiones sociales en todo 
el mundo. Estos sistemas presentan importantes 
diferencias en cuanto a su diseño, cobertura y 
efectos.124 Las mujeres se benefician especialmente de 
la introducción de estos regímenes, debido a su mayor 
longevidad y a la fuerte exclusión de la que son objeto 
en los sistemas contributivos. 

En algunos países, como el Estado Plurinacional de 
Bolivia, Botswana, Mauricio, Namibia, Tailandia y las 
zonas rurales del Brasil, el acceso a estas pensiones 
se ha establecido como un derecho universal de todas 
las personas mayores. En el Estado Plurinacional de 
Bolivia, por ejemplo, el programa Renta Dignidad ha 
ayudado a conseguir que la cobertura de las pensiones 
sea prácticamente universal, lo que representa un logro 
muy importante en un país en el que anteriormente las 
personas mayores disfrutaban de un piso de protección 
social muy limitado. Las mujeres son las principales 
destinatarias de la Renta Dignidad, así como de la 
pensión básica de jubilación contemplada en Mauricio 
y de la Pensión Básica Solidaria de Chile.125  

En otros países con programas focalizados (como 
Kirguistán, Lesotho, México y Nepal), el acceso está 
condicionado a una comprobación de las pensiones 
y solo se otorga en el caso de que la persona 
solicitante no tenga derecho a percibir ningún otro 
tipo de pensión, ya sea de carácter contributivo o de 
viudez o invalidez. Otros condicionan el acceso a una 
verificación de los recursos; los umbrales de ingreso 
definidos, que son variables de unos países a otros, 
suelen definirse a nivel de hogar (así ocurre, por 
ejemplo, en Bangladesh, Chile, Sudáfrica y Ucrania).

Las mujeres se benefician más de los regímenes 
universales que se ofrecen a toda la ciudadanía o 
residentes, o que solo tienen en cuenta si la persona 
beneficiaria percibe alguna otra pensión. Las 
prestaciones universales o dependientes del cobro de 
otras pensiones estimulan la autonomía económica de 
las mujeres, fortalecen su poder de acción y su voz en 
el seno de los hogares y elevan su condición social.126 
Por el contrario, las pensiones focalizadas  exigen que 
los hogares —no las personas— carezcan de otras 
fuentes de ingresos. En consecuencia, excluyen a las 
mujeres que viven en hogares que superan el umbral 
de ingresos establecido, incluso si dichas mujeres no 
tienen acceso a ningún otro ingreso personal. Este tipo 
de pensiones dan por supuesto que los ingresos que 
aportan los cónyuges u otros familiares de esas mujeres 
se distribuirán de forma equitativa en el hogar, lo que 
no siempre es el caso. 

Los montos de las pensiones sociales son casi siempre 
inferiores a las que se perciben en virtud de regímenes 
contributivos, en los que el peso de los hombres es 
muy superior al de las mujeres. El Anexo 5 ilustra la 
enorme variación que existe de unos países a otros en 
el monto de las prestaciones que ofrecen los sistemas 
de pensiones básicas. En Mauricio, por ejemplo, 
que contaba con un régimen de pensiones sociales 
universales desde 1958, la pensión básica de jubilación 
asciende a unos 118 dólares de los Estados Unidos 
mensuales, lo que equivale aproximadamente a cinco 
veces la línea de pobreza. Sin embargo, la pensión 
nacional de vejez Indira Gandhi de la India y la pensión 
de vejez de Bangladesh ofrecen una prestación de unos 
3 dólares de los Estados Unidos por mes, una cantidad 
que se queda en el 22% de la línea de pobreza. Dado 
que las mujeres presentan una mayor dependencia 
que los hombres con respecto a las pensiones no 

(como el Día Internacional de las Personas Mayores) para involucrar a las personas de edad avanzada en la 
campaña y buscar su apoyo. A principios de 2010, se reunió un gran número de manifestantes frente al palacio 
presidencial con el fin de asegurarse de que la Presidenta firmara el proyecto de ley, superando las objeciones 
que planteaba el Ministerio de Hacienda. La acción colectiva de las personas mayores fue crucial para la 
aprobación de la Ley ampliada de los ciudadanos de edad avanzada en 2010. 

Desde entonces, la COSE ha realizado un seguimiento de la aplicación de la ley y ha elaborado propuestas 
concretas para mejorarla. Entre los principales desafíos que se plantean en ese sentido figuran los bajos 
montos de las pensiones (12 dólares de los Estados Unidos por mes) así como los estrictos requisitos que deben 
cumplir las y los solicitantes para poder cobrarlas. En la actualidad, la pensión solo está disponible para los 
ciudadanos y ciudadanas de más de 77 años que sufren alguna discapacidad o se encuentran delicados 
de salud y que no cobran otras pensiones o carecen de ayuda regular por parte de su familia. En 2014, el 
Gobierno duplicó el presupuesto destinado a las pensiones sociales, lo que significa que a partir de entonces 
estas pueden llegar a un mayor número de personas.123   
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contributivas, la adecuación de estas pensiones reviste 
una importancia fundamental desde la perspectiva de 
la igualdad de género.127  

Recomendaciones 
Los tipos específicos de reformas necesarias 
para corregir la desventaja socioeconómica que 
experimentan las mujeres en la vejez dependen del 
contexto económico y social así como del nivel y la 
forma de la cobertura vigente. La combinación de 
pensiones de jubilación contributivas y no contributivas 
puede constituir un medio eficaz para avanzar en pos 
de la introducción de pisos nacionales de protección 
social. Las pensiones sociales universales son la mejor 
manera de garantizar un nivel de vida adecuado para 
todas las personas mayores, hombres y mujeres, pero 
son especialmente importantes para estas últimas, 
puesto que disfrutan de un menor acceso que los 
hombres en la vejez a las pensiones contributivas, al 
ahorro y a los recursos. Para que las reformas de las 
pensiones apoyen eficazmente la igualdad de género 
es fundamental que: 

•	 Se movilice e incluya a las mujeres de edad 
avanzada y a las defensoras de los derechos de 
las mujeres en los debates sobre la reforma de las 
pensiones

•	 Se amplíe la cobertura de las pensiones sociales, 
sobre todo en los países de bajos ingresos en 
los que la mayoría de las personas de edad 
avanzada carecen actualmente de cualquier tipo 
de protección social en la vejez

•	 Hasta que se introduzcan sistemas universales, 
opten por la comprobación del derecho 
a percibir otras pensiones frente a la 
comprobación de los recursos del hogar, con el 
fin de garantizar que todas las mujeres que no 
cobren una pensión propia se beneficien de las 
pensiones sociales

•	 En el caso de optarse por la comprobación de 
los recursos, los umbrales de ingresos deberán 
ajustarse para reflejar el número de personas 
mayores residentes en el hogar y garantizar 
que todas las personas de edad avanzada que 
cumplan los requisitos para ello reciban una 
pensión social personal

•	 Se iguale el acceso a los regímenes de pensiones 
contributivas cuando estos ofrezcan una 
cobertura amplia, y se reduzcan las brechas 
de género en lo que se refiere al monto de las 
pensiones a través de la adaptación de los 
criterios de admisibilidad y de las fórmulas 
de cálculo para que tengan en cuenta las 
trayectorias vitales y laborales de las mujeres 

•	 Se establezcan créditos por cuidado de personas 
dependientes para todas las personas que lleven 
a cabo esta labor con independencia de su sexo, 
a fin de compensar la pérdida de contribuciones 
durante los períodos de inactividad como 
consecuencia del cuidado de personas 
dependientes (niños, personas mayores, 
familiares enfermos o con discapacidad).

INVERSIÓN EN SERVICIOS SOCIALES:  
UNA PIEZA ESENCIAL DE LA IGUALDAD 
DE GÉNERO

SERVICIOS SOCIALES Y REALIZACIÓN DE 
LOS DERECHOS DE LAS MUJERES 

La inversión pública en servicios sociales accesibles 
y asequibles de buena calidad (como los relativos 
a la salud, la educación, el suministro de agua y el 
saneamiento, y también a la prestación de cuidados) 
resulta fundamental para la realización de los derechos 
económicos y sociales, incluido el derecho a una calidad 

de vida adecuada.128 Está demostrado que el efecto de 
los servicios sociales sobre la pobreza y la desigualdad 
puede ser superior al de las transferencias sociales. En 
los países de la OCDE, los servicios sociales en especie 
incrementan la renta disponible en aproximadamente 
un 30%, en comparación con el 23% de las transferencias 
sociales monetarias, reduciendo casi a la mitad la 
pobreza y aliviando la desigualdad en un promedio 
del 20%.129  En el Brasil y México, los servicios educativos 
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En febrero de 2015, el brote de ébola se ha cobrado la vida de más de 9.000 personas, principalmente en 
Guinea, Liberia y Sierra Leona.137 La falta de acceso a agua potable, saneamientos y otras infraestructuras, 
así como viviendas deficientes y el hacinamiento en barrios pobres urbanos han contribuido a una rápida 
propagación de la epidemia.138 Debilitados por las presiones tributarias, la reducción del empleo en el 
sector público y una descentralización precipitada, los sistemas sanitarios han experimentado problemas 

RECUADRO 3.7 
Falta de inversiones en servicios sociales y la dimensión de género del ébola 

y sanitarios contribuyen a reducir la desigualdad de 
los ingresos más del doble que los impuestos y las 
transferencias sociales combinados.130  

Los servicios sociales son particularmente importantes 
para las mujeres. Debido a las necesidades sanitarias 
específicas de su género, como las reproductivas, las 
mujeres recurren a los servicios de salud pública en 
una medida mucho mayor que los hombres. También 
tienden a ocuparse del grueso de la atención sanitaria 
no remunerada, acompañando a niñas, niños y a 
otros familiares en visitas médicas y cuidando de 
familiares enfermos en el hogar. Cuando no existen 
servicios sociales básicos y las necesidades de cuidado 
son considerables, aumenta la carga de trabajo no 
remunerado para mujeres y niñas. En cambio, la 
inversión en servicios básicos puede reducir la demanda 
de trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
a las mujeres, dejándoles más tiempo para otras 
actividades. Por ejemplo, un estudio centrado en zonas 
rurales del Senegal llegó a la conclusión de que el 
ahorro en tiempo asociado a pequeños sistemas de 
canalización de agua y a una mayor disponibilidad de 
agua permitía a las mujeres mejorar sus actividades 
productivas y poner en marcha nuevas iniciativas.131 
Por su parte, un estudio sobre las zonas urbanas de 
Marruecos mostró que la conexión a la red de suministro 
de agua incrementaba el tiempo que las mujeres 
dedican al ocio, como vida social con vecinas y vecinos o 
ver la televisión.132 

Diferencias evidentes en la prestación de 
servicios 
Millones de mujeres y de hombres ven a diario 
cómo se les niegan sus derechos a unos servicios 
sociales dignos debido a la falta de una inversión 
pública adecuada. Los gobiernos se enfrentan a 
desafíos enormes para garantizar la disponibilidad, 

la accesibilidad y la calidad de los servicios sociales 
para toda la ciudadanía, sin discriminación. En 
promedio, el gasto público per cápita en salud se 
incrementó entre 2000 y 2010 en la mayoría de 
las regiones, pero se registran grandes diferencias 
en los niveles de gasto y en la proporción del PIB 
dedicada a la asistencia sanitaria entre regiones 
desarrolladas y regiones en desarrollo. En 2012, los 
gobiernos de las regiones desarrolladas gastaron 
más de 5.500 dólares americanos (en términos de 
paridad de poder adquisitivo o PPA) per cápita en 
la salud de su ciudadanía (un 8,1% del PIB), mientras 
que las cantidades medias para Asia Meridional y el 
África Subsahariana solamente fueron de 202 y 159 
dólares (en PPA) per cápita (un 1,5% y un 3% del PIB, 
respectivamente).133   

Los bajos niveles de gasto en salud se traducen en 
graves deficiencias en la prestación de servicios, 
como escasez de personal y baja motivación, que son 
problemas característicos de las zonas rurales. En el 
África Subsahariana hay menos de un/a médico/a 
cada 1.000 habitantes y, en promedio, seis enfermeros/
as y/o parteras cada 1.000 habitantes, mientras que en 
las regiones desarrolladas  esa proporción es de 16 y 9, 
respectivamente.134 Según la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT),135 a escala mundial son necesarios 
10 millones de trabajadoras y trabajadores sanitarios 
adicionales para garantizar la prestación de servicios de 
salud para todas las personas, en su mayoría en Asia (7 
millones) y África (3 millones). Las instalaciones sanitarias 
también carecen de equipos y medicamentos esenciales, 
e incluso de suministro de energía y de agua.136 Las 
consecuencias devastadoras de la falta de inversiones 
en sanidad y en otros servicios sociales han quedado 
trágicamente de manifiesto con motivo de la actual 
epidemia de ébola en el África Subsahariana (véase 
recuadro 3.7). 
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para darle respuesta.139 El ébola ha causado estragos especialmente entre las mujeres y niñas. Debido a su 
representación mayoritaria entre cuidadoras/es, personal auxiliar sanitario y comerciantes de frontera, las 
mujeres presentan un riesgo mayor de exposición, y en Guinea y Sierra Leona el número de mujeres que ha 
contraído el virus supera notablemente al de hombres contagiados.140 Algunos informes también indican que el 
número de mujeres fallecidas por ébola es muy superior al de hombres.141 Además, las observaciones sobre el 
terreno señalan una serie de consecuencias indirectas para las mujeres. Debido a que el personal médico está 
centrado en el ébola y a que muchas personas tienen miedo a infectarse si visitan instalaciones sanitarias, las 
mujeres no están recibiendo tratamiento para otras enfermedades, y los partos se han vuelto más arriesgados 
porque las clínicas maternas se han visto obligadas a cerrar sus puertas o porque las mujeres embarazadas 
deciden permanecer en el hogar y dar a luz allí.142 

La asequibilidad y accesibilidad son cuestiones muy 
importantes, en especial para las mujeres que no 
están en condiciones de afrontar copagos o costos de 
viaje para llegar hasta las instalaciones sanitarias. La 
deficiente calidad del servicio, así como las normas 
sociales discriminatorias, la estigmatización y el miedo 
a la violencia también disuaden a mujeres y niñas de 
utilizar las instalaciones educativas, sanitarias, de agua 
o de saneamiento. Abordar estos obstáculos resulta 
fundamental para garantizar la igualdad en el disfrute 
de los derechos. 

Las mujeres se han organizado para mejorar su acceso 
a los servicios sociales y la prestación de estos a través 
de su participación en comités de gestión del agua 
o de escuelas, de juntas sanitarias locales y de foros 
de pacientes.143 Garantizar la transformación de los 
servicios sociales a largo plazo exige la intervención 
gubernamental para hacer que la prestación de servicios 
tenga en cuenta la igualdad de género. Esta intervención 
debe reafirmarse poniendo la información a disposición 
de la ciudadanía, haciendo seguimientos regulares 
de la actuación de los proveedores, recompensando 
la receptividad y castigando la desatención de las 
necesidades de las mujeres. La vigilancia por parte de 
las y los usuarios y las organizaciones de la sociedad civil 
también es crucial para contrarrestar las estrategias de 
los grupos de presión conservadores o de los intereses 
creados para socavar los mandatos sobre igualdad de 
género durante su aplicación. Esto resulta de particular 
importancia cuando la prestación de servicios genera 
controversia, como sucede con la salud sexual y 
reproductiva.144  

El resto del capítulo se centra en tres tipos de servicios 
sociales: sanidad, cuidados y agua y saneamiento. 
También examina la medida en que la política y la 
prestación actuales en cada uno de estos ámbitos 
respalda la igualdad de género y la realización de los 
derechos económicos y sociales de las mujeres. 

SERVICIOS DE SALUD 

Las diferencias biológicas entre mujeres y hombres 
(así como las diferencias determinadas socialmente 
en lo que respecta a sus derechos, funciones y 
responsabilidades) tienen una incidencia en su 
estado de salud y en los riesgos para este.145 Por 
ejemplo, aunque las mujeres en todo el mundo 
tienden a vivir más tiempo que los hombres, tanto 
por motivos biológicos como de comportamiento, 
sus vidas no son necesariamente más saludables. 
La falta de control sobre los recursos, la carga de 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado y 
la violencia de género socavan el bienestar de las 
mujeres. En algunos países, la discriminación por 
motivo de género perjudica al patrón general de 
mayor longevidad femenina, por lo que la esperanza 
de vida femenina al nacer es similar a la masculina.146 

El derecho a la salud está consagrado en varios 
tratados e instrumentos de derechos humanos 
(véase el recuadro 3.8). Va más allá del acceso 
a los servicios de salud y abarca un abanico de 
factores que influyen en la posibilidad de que 
las personas puedan llevar una vida saludable. 
Está estrechamente vinculado a otros derechos 
económicos y sociales, como los derechos a la 
alimentación, a la protección social, a la vivienda, al 
agua y al saneamiento, así como a los derechos en 
el trabajo. Por ejemplo, la mayor morbilidad de las 
mujeres a edades avanzadas puede verse agudizada 
por su menor acceso a las pensiones, mientras que 
los riesgos para la salud durante el embarazo se ven 
afectados por la disponibilidad de una prestación 
por maternidad y por las condiciones de salud y de 
seguridad en el trabajo (véase el capítulo 2), así 
como por su acceso a los cuidados prenatales.
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El derecho a la salud ha sido consagrado en varios tratados y convenciones internacionales, como 
la Declaración Universal de Derechos Humanos (artículo 25, apartado 1) y el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 12, apartado 2d). 

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) 
declara explícitamente que “los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar 
la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclusive los que se refieren 
a la planificación de la familia” (artículo 12). La Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo 
de El Cairo (1994) y la Cuarta Conferencia Mundial sobre las Mujeres de Beijing (1995) aclararon además 
que el derecho de las mujeres a la salud incluye los derechos en materia de salud reproductiva. 

El derecho a la salud contiene tanto libertades como derechos. Las libertades incluyen el derecho a no 
recibir un tratamiento sanitario no consensuado, como experimentos médicos o la esterilización forzosa. 
Los derechos incluyen el derecho de acceso a las instalaciones, los productos y los servicios de salud 
sin discriminación, el derecho al tratamiento preventivo y el control de enfermedades, y el derecho 
a participar en la toma de decisiones relacionadas con la salud a escala nacional y comunitaria. Las 
instalaciones, los productos y los servicios sanitarios deben suministrarse de tal manera que sean libres, 
accesibles, aceptables y de buena calidad para toda la ciudadanía y sin discriminación.

RECUADRO 3.8 
El derecho a la salud 

Mejorar el acceso de las mujeres a la 
atención de la salud 
Superar los obstáculos financieros para acceder 
a la atención de la salud es un importante paso 
inicial hacia el disfrute del derecho a la salud para 
toda la ciudadanía. Cada año, unos 100 millones de 
personas caen por debajo de la línea de pobreza 
debido a los desastrosos costos sanitarios, e incluso 
los pagos relativamente reducidos pueden conducir 
a una catástrofe financiera.147 La atención de la 
salud asequible es de particular importancia para 
las mujeres porque tienen mayores limitaciones 
de acceso a ingresos personales, hacen frente a 
problemas sanitarios con un costo elevado, como el 
embarazo y el parto, y a menudo son responsables 
de los cuidados sanitarios de la familia. Como se 
indica en la figura 3.7, en todas las regiones las 
mujeres de ingresos bajos se enfrentan a importantes 
obstáculos para acceder a la atención de la salud 
en una medida mucho mayor que las mujeres de 
ingresos altos. 

Pero incluso en el caso de las mujeres acomodadas, 
los obstáculos para acceder a la salud pueden resultar 
significativos: en el Estado Plurinacional de Bolivia, 
la República Democrática del Congo, Etiopía, Haití, 
el Perú y Timor-Leste, por ejemplo, la mayoría de las 
mujeres, tengan ingresos altos o bajos, denuncian la 
existencia de esos obstáculos. Además de los ingresos, 
las restricciones a la movilidad o la necesidad de 
obtener el permiso de la familia puede limitar el 
acceso de mujeres y de niñas a la atención de la salud, 
especialmente cuando las instalaciones sanitarias no 
están ubicadas en las cercanías.148 La discriminación por 
motivos de raza y origen étnico (entre otros factores) 
también puede comprometer el acceso de las mujeres 
a la atención de la salud. En Nepal y Viet Nam, por 
ejemplo, las mujeres pertenecientes a minorías étnicas 
e indígenas tienen menos probabilidades de acceder 
a medios anticonceptivos, a cuidados prenatales y a 
una asistencia experta durante el parto.149 Las prácticas 
condescendientes y coercitivas de quienes prestan 
los servicios de salud también pueden hacer que las 
mujeres no acudan a dichos servicios.150  

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   159 6/12/15   2:23 PM



Figura 3.7

Porcentaje de mujeres que declararon experimentar problemas para acceder a la atención sanitaria según 
quintil de riqueza, 2010-2013  

 Las mujeres, sobre todo las que viven en hogares con menores ingresos, se enfrentan a grandes obstáculos 
para acceder a la atención de la salud

Fuente: ICF International 2015.

Nota: los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado. Las encuestas demográficas y de salud formulan a las personas encuestadas la pregunta siguiente: Son 
muchos los factores que pueden impedir a las mujeres recibir consejos o tratamiento médicos. Sírvase indicar si, cuando usted está enfermo/a y desea obtener consejos o tratamiento 
médicos, los aspectos que se enumeran a continuación le suponen un problema grave o no. Obtener permiso para ir al médico. Conseguir el dinero necesario para recibir consejos o 
tratamiento. La distancia a la que se encuentra el centro de salud. El hecho de no querer acudir usted solo/a. Los datos del gráfico reflejan el porcentaje de mujeres que señalaron que al 
menos uno de los aspectos anteriores suponía un problema para ellas.

Las iniciativas para ampliar la cobertura y para 
garantizar la asequibilidad de la asistencia sanitaria son 
cruciales para abordar los obstáculos financieros a los 
que se enfrentan los derechos de las mujeres a la salud. 
Recientemente, muchos gobiernos han comenzado 
a sopesar opciones para hacer más asequibles los 
servicios de salud. Más adelante se analizan las 
implicaciones de diferentes modalidades de financiación 
para los servicios de salud y la igualdad de género. No 
obstante, alcanzar una igualdad sustantiva en materia 

sanitaria exige mejoras en la calidad de los servicios, así 
como un cambio institucional y de actitud más amplio 
que permita abordar de inmediato los estereotipos, el 
estigma y la violencia. Así pues, esta sección examina a 
continuación cómo puede transformarse la prestación 
de atención sanitaria para permitir que todas las 
mujeres y niñas tengan acceso a esos servicios, para 
dar respuesta a sus necesidades sanitarias específicas 
y para concederles más protagonismo en el sistema de 
salud. 
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Los pagos de bolsillo refuerzan la 
desigualdad
La mayor parte de los países financia la atención de 
la salud mediante una combinación de fuentes, como 
ingresos gubernamentales, seguridad social, seguros 
comunitarios, seguros privados y pagos de bolsillo. 
Cada uno de estos mecanismos presenta implicaciones 
diferentes para el acceso a los servicios de salud, para la 
igualdad y para la protección frente a las consecuencias 
financieras de una enfermedad. 

Los pagos en el punto de prestación del servicio 
son una manera altamente ineficaz y desigual de 
financiar la atención sanitaria.151 En África, los pagos 
de bolsillo por hogar superan al gasto público en 
salud, mientras que en regiones más ricas como 
Europa Occidental y América del Norte solamente 
representan una pequeña fracción del gasto total 
en salud. En muchos países, quienes viven en la 
pobreza incurren en pagos más elevados que otros 
grupos de la población porque se ven afectados más 
a menudo por enfermedades. En los sistemas de 
salud comercializados se han instaurado medidas 
específicas para abordar las necesidades de los 
grupos vulnerables (como la exención del cobro de 
tarifas o los subsidios), pero con frecuencia se han 
mostrado ineficaces a la hora de reducir los pagos 
de bolsillo.152 Los recortes actuales al gasto público en 
salud amenazan con incrementar la carga financiera 
de los hogares. Por ejemplo, entres 2007 y 2011, los 
pagos en atención sanitaria aumentaron un 35% en la 
República Unida de Tanzanía, un 8% en Ucrania y un 
6% en Sri Lanka.153  

También se ha comprobado que los pagos de bolsillo 
refuerzan la desventaja de las mujeres a la hora de 
acceder a la atención de la salud. En muchos países, 
como el Brasil, la República Dominicana, el Ecuador, 
el Paraguay y el Perú, los pagos por parte de mujeres 
resultan ser sistemáticamente más elevados que los 
de los hombres, no solamente por las necesidades 
sanitarias específicas de cada género, sino también 
debido a la mayor frecuencia de las enfermedades 
crónicas y de algunos problemas de salud mental 
entre las mujeres.154 Esto también incrementa la 
probabilidad de que las mujeres no busquen los 
cuidados debido a su menor capacidad de pago.155 
Aunque las mujeres de hogares pobres tienen menos 
probabilidades de someterse a tratamiento, una 
investigación letona también detectó brechas de 
género significativas en las necesidades de salud 
insatisfechas entre grupos de ingresos altos.156 Un 
reciente estudio etnográfico en Malí también ha 
mostrado que, cuando el tratamiento médico requiere 

copagos, el acceso a la atención sanitaria para las 
mujeres y los niños dependía de la predisposición de 
las parejas masculinas y de los padres a proporcionar 
el dinero necesario.157  

Hacer asequible la atención sanitaria: en 
busca de la cobertura universal 
Durante los dos últimos decenios, varios países 
han comenzado a desplegar reformas de 
cobertura sanitaria universal, empleando diversos 
enfoques y fuentes de financiación para mejorar 
la asequibilidad.158 La cobertura sanitaria universal 
consiste en garantizar que todas las personas 
puedan usar los servicios sanitarios de promoción, 
prevención, curación, rehabilitación y paliación que 
necesitan, de una calidad suficiente para resultar 
eficaces, al tiempo que también se garantiza que el 
uso de estos servicios no exponga a las y los usuarios 
a penurias financieras.159 Estas experiencias ponen 
de manifiesto tanto el potencial como las dificultades 
que entrañan los diferentes enfoques en términos 
de una igualdad significativa para las mujeres y las 
niñas.160 La igualdad de género puede evaluarse en 
cuanto al número de mujeres y hombres que disfrutan 
de cobertura, así como por los tipos de servicios y el 
grado de protección financiera ofrecida.161  

El hecho de si se abordan adecuadamente las 
necesidades sanitarias específicas de mujeres y 
de niñas resulta de particular importancia cuando 
las reformas de la cobertura universal definen los 
“paquetes de servicios esenciales”. Las decisiones 
acerca de qué problemas de salud se incluyen 
pueden presentar un intenso sesgo de género. Por 
ejemplo, a finales de los años 90, una evaluación de 
los paquetes de servicios esenciales financiados con 
dinero público en 152 países descubrió que a menudo 
no se habían incluido en ellos los cuidados durante 
el parto y la atención obstétrica de emergencia.162 
Aunque los abortos inseguros se cobran la vida de 
miles de mujeres cada año, resulta infrecuente que se 
incluya el aborto seguro en los paquetes de servicios 
esenciales, aunque sea legal.163 Cuando se incluyen las 
necesidades de salud reproductiva, a menudo se hace 
de manera selectiva, centrándose en la salud materna 
y en los partos seguros, e ignorando los derechos 
reproductivos de las adolescentes y de las mujeres 
mayores. 

Atención asequible de la salud en los 
Estados Unidos (Affordable Care Act) 
La aprobación en 2010 de la Ley de protección del 
paciente y de atención asequible de la salud (ACA, por 
su sigla en inglés) en los Estados Unidos fue un hito, 
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que acercó al país a la cobertura sanitaria universal 
tras décadas de intentos fallidos.164  Antes de la ACA, 
casi un 16% de la ciudadanía estadounidense carecía 
de seguro de salud, y dado que las aseguradoras 
privadas tenían una autoridad significativa para 
excluir solicitantes, fijar diferentes tasas o excluir 
determinados tratamientos médicos, incluso aquellas 
personas con seguro podrían encontrarse sin la 
cobertura para servicios médicos que necesitaban. 
Una vez aplicada plenamente la ACA, el seguro 
sanitario será obligatorio para toda la ciudadanía 
y los planes de seguros deberán incluir servicios 
sanitarios básicos. 

Se espera que esta ley mejore ampliamente el acceso 
a los servicios de salud, también el de las mujeres. 
Se espera, por ejemplo, que 47 millones de mujeres 
obtengan acceso a cuidados sanitarios preventivos 
gratuitos.165 La ACA declara ilegal las políticas de 
precios discriminatorias de las aseguradoras privadas 
que cobran primas más elevadas a las mujeres y a las 
personas con enfermedades preexistentes. Establece 
una cobertura obligatoria y total de los gastos de los 
servicios de reproducción y de planificación familiar, 
así como de los servicios médicos preventivos para 
mujeres, como las mamografías y las detecciones de 
cáncer de cuello uterino. Y contempla servicios más 
exhaustivos para mujeres embarazadas y madres 
en Medicaid y para todas las mujeres incluidas en 
Medicare.166  

Sin embargo, aunque la ACA amplía el acceso a los 
servicios básicos de atención sanitaria, especialmente 
para las mujeres, no concreta la cobertura universal 
para todas las personas sin discriminación. Dos 
grandes vías para ampliar la cobertura (la expansión 
del seguro por cuenta del empleador o la empleadora 
y la de Medicaid) han desfavorecido en el pasado a 
las mujeres, especialmente a las solteras, sin recursos 
y pertenecientes a minorías étnicas, y probablemente 
sigan haciéndolo en el futuro. 

En primer lugar, la cobertura del seguro por cuenta 
del empleador o la empleadora permite a las 
empresas tomar decisiones sobre el tipo de planes 
de salud que ofrecen a su plantilla, lo que lleva a 
una variabilidad en lo que se cubre y el monto de la 
aportación de los empleadores y empleadoras. Este 
poder discrecional fue reafirmado más aún por una 
sentencia del Tribunal Supremo de 2014 que permite 
a determinados empleadores y empleadoras excluir 
las asignaciones para el control de la natalidad, de 
reciente introducción, basándose en sus creencias 
religiosas.167 La plantilla mejor remunerada tiene más 

probabilidades de obtener un seguro a través de 
sus empleadoras o empleadores y también disfrutan 
de una mejor cobertura que los puestos con menor 
salario. Esto tiene importantes implicaciones de 
género, dado que las mujeres (especialmente las 
mujeres afroamericanas y las inmigrantes) tienen 
una presencia mayoritaria en las ocupaciones con 
salarios bajos. 

En segundo lugar, las normas de idoneidad y los 
pisos de las prestaciones de Medicaid varían y 
tienden a ser más restrictivos en aquellos estados con 
una mayor proporción de personas afroamericanas 
en su población.168 La población inmigrante 
indocumentada está completamente excluida de 
la adquisición de seguros sanitarios. Finalmente, 
la reforma no aborda una necesidad sanitaria 
estratégica fundamental para las mujeres, ya que 
impide la financiación federal de los abortos. En 
consecuencia, el “derecho a decidir” sigue siendo 
inasequible para muchas mujeres, especialmente 
para aquellas de ingresos bajos. 

Ampliación de la cobertura de salud en 
Tailandia 
En Tailandia, el Gobierno introdujo el Plan de 
Cobertura Universal (UCS), que dio comienzo 
en 2001. En el marco de este plan, los ingresos 
generales se utilizan para pagar las contribuciones 
del 80% de la población, esto es, de toda la 
ciudadanía que no esté ya cubierta por seguros 
sociales públicos para el personal asalariado del 
sector privado y el funcionariado público.169 La 
introducción del UCS llegó tras varios intentos fallidos 
de ampliar la cobertura del seguro social para 
quienes se desempeñan en la economía informal, 
que representan en torno al 62% de la fuerza de 
trabajo.170 El UCS registra hogares enteros y ofrece un 
completo paquete de prestaciones, como una amplia 
gama de servicios de salud sexual y reproductiva; 
por ejemplo, el aborto seguro en caso de violación o 
de riesgos para la salud.171 Dado que el Estado asume 
prácticamente el costo total para la mayoría de la 
población,172 el sistema tailandés es comparable a 
los sistemas sanitarios financiados con impuestos de 
Malasia, Sri Lanka o el Reino Unido, que ofrecen altos 
niveles de protección financiera.173 

El UCS ha obtenido excelentes resultados. En 2010, 
la cobertura sanitaria total había alcanzado al 98% 
de la población y la proporción de pagos de bolsillo 
en el gasto sanitario total había bajado desde el 
27% de 2002 al 14%. La utilización de servicios se ha 
incrementado entre las personas que anteriormente 
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no estaban aseguradas, especialmente las mujeres 
desfavorecidas en edad de procrear y sus hijas e 
hijos.174 Este espectacular avance no es solamente el 
resultado del UCS como proyecto de inversión en la 
ampliación de centros de atención primaria de la salud, 
especialmente en zonas rurales, sino que también ha 
garantizado que la cobertura universal se traduzca en 
el acceso a servicios sobre el terreno.175 Sin embargo, a 
pesar de que oficialmente están cubiertos por el UCS, 
algunos grupos siguen encontrando obstáculos para 
acceder. Entre ellos están las mujeres mayores, las 
mujeres que residen en zonas remotas y las minorías 
étnicas y comunidades migrantes.176  

Aumento de los seguros comunitarios de 
salud en Rwanda 
En contraste con los planes nacionales de financiación 
con impuestos o de seguros sociales, el seguro 
comunitario de salud (CBHI) se dirige a segmentos de 
la población de ingresos bajos y con escasa capacidad 
contributiva, a menudo a escala local. Los planes de CBHI 
varían considerablemente, pero con frecuencia se basan 
en la solidaridad y poseen características geográficas, 
ocupacionales, étnicas, religiosas o de género comunes, y 
el riesgo es compartido en el seno de esa comunidad en 
particular. La pertenencia es voluntaria y, en la mayoría 
de los casos, los planes de CBHI funcionan de manera 
participativa y sin ánimo de lucro.177  

Los planes de CBHI habitualmente ofrecen paquetes 
de servicios limitados y con frecuencia excluyen 
necesidades sanitarias clave como los servicios 
rutinarios de salud sexual y reproductiva.178 El avance 
en la ampliación de la cobertura también puede 
resultar dolorosamente lento. En la República Unida 
de Tanzanía, por ejemplo, los planes de seguridad 
social y comunitaria tardaron una década en registrar 
solamente al 17% de la población.179 En Ghana, donde 
los planes comunitarios fueron absorbidos por el 
Plan Nacional de Seguros Sanitarios (NHIS) a partir 
de 2003, casi dos tercios de la población seguían sin 
cobertura en 2011.180 Incluso cuando las primas se fijan 
en niveles bajos, los planes de CBHI a menudo no 
llegan a los grupos más desfavorecidos: en Ghana, 
un 39% de mujeres y un 32% de hombres afirmaron no 
haberse registrado en el NHIS debido a que la prima 
era demasiado cara.181 

La experiencia del CBHI en Rwanda ha sido más 
positiva. Sus planes han formado parte de una 

estrategia general del Gobierno para reconstruir el 
sistema de salud tras el genocidio de 1994. En 1999, se 
crearon de manera experimental mutuas sanitarias 
(Mutuelles de Santé) en tres distritos, ampliándose 
posteriormente la iniciativa a otras zonas. Las mutuas 
registran a hogares enteros y ofrecen un paquete 
mínimo de servicios de atención primaria, así como 
un paquete de servicios complementarios a escala 
de distrito. Quienes lo usan contribuyen a través del 
copago,182 pero la cuarta parte más desfavorecida 
de la población está exenta gracias a la financiación 
de donantes internacionales. El paquete de servicios 
incluye la planificación familiar, los cuidados pre 
y posnatales, el parto, las pruebas de VIH y su 
tratamiento, así como las medicinas recetadas. 
En 2011/2012, la cobertura de estas mutuas había 
alcanzado al 91% de la población.183 Junto con los planes 
de seguridad social preexistentes, este plan ha situado 
a Rwanda cerca del objetivo de la cobertura universal 
en el plazo de una década. 

Las reformas en Rwanda han reducido 
significativamente los obstáculos financieros para 
el acceso a la atención de la salud por parte de 
las mujeres y han ampliado su aceptación de los 
servicios. La proporción de mujeres que indicó que 
la falta de fondos era el principal obstáculo para 
acceder a la asistencia sanitaria se ha reducido 
del 71% en 2005 al 53% en 2010. Durante el mismo 
período, la asistencia cualificada durante el parto 
aumentó del 39 al 69% y el uso por parte de las 
mujeres de métodos anticonceptivos modernos pasó 
del 10 al 25%. Las brechas entre el acceso por parte 
de mujeres de zonas rurales y de zonas urbanas, y 
entre el acceso por parte de grupos de mujeres de 
ingresos altos y de ingresos bajos se han reducido 
de manera considerable, y el acceso se ha ampliado 
para todos los grupos.184 El recuadro 3.10 destaca 
la espectacular incidencia de estos cambios en los 
índices de mortalidad materna. Estos logros se han 
visto reforzados por inversiones significativas en 
infraestructuras sanitarias y prestación de servicios, 
con un importante respaldo por parte de donantes 
internacionales.185 Un sistema de financiación basado 
en resultados recompensa a los servicios por un mejor 
seguimiento de sus pacientes. Indicadores y sistemas 
de control mejorados supervisan el progreso de los 
resultados sanitarios, como por ejemplo, la proporción 
de mujeres que dan a luz en instalaciones sanitarias.186  
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En 2013, los países del África Subsahariana representaban en torno a un 62% de las muertes maternas en todo 
el mundo 2013.187 La mayoría de las complicaciones responsables del fallecimiento de las mujeres durante 
el embarazo y el parto pueden prevenirse si se mejora el acceso a la planificación familiar, a cuidados 
prenatales eficaces y a asistencia cualificada durante el parto, lo que incluye los cuidados obstétricos de 
emergencia. Sin embargo, la mejora de estos servicios se ve obstaculizada por la falta de información, por 
instalaciones inaccesibles y por costos prohibitivos. Y las deficiencias en la calidad de la atención se traducen 
en errores de diagnóstico y de tratamiento de las complicaciones relacionadas con el embarazo.  

La experiencia de Rwanda demuestra que es posible superar estos obstáculos. Tras el genocidio de 1994, 
Rwanda se encontraba entre los países más pobres del mundo, su sistema sanitario estaba en ruinas y los 
índices de mortalidad materna se situaban muy por encima de la media regional. Sin embargo, como se 
muestra en el gráfico 3.7, Rwanda ha reducido el número de muertes maternas con más rapidez que la 
mayoría de otros países del África Subsahariana, desde las 1.400 muertes por 100.000 nacimientos vivos de 
1990 a las 310 registradas en 2013. Junto a Cabo Verde, Eritrea y Guinea Ecuatorial, Rwanda está entre los 
únicos cuatro países de la región que van camino de cumplir la meta de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(ODM) consistente en reducir la mortalidad materna en un 75% entre 1990 y 2015.188 

RECUADRO 3.9 
La rápida disminución de la mortalidad materna en Rwanda

Figura 3.8

Tendencias de la tasa de mortalidad materna: promedio regional en Rwanda y en el África 
Subsahariana, 1990-2013  

 La mortalidad materna ha descendido en Rwanda con mayor rapidez que el promedio regional

Fuente: OMS et al. 2014.
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Este espectacular progreso se debe a una combinación de medidas:189  

• El rápido despliegue de los seguros de salud eliminó las barreras financieras para acceder a los servicios, 
en particular para los traslados en ambulancia a instalaciones de alto nivel para intervenciones urgentes

• La expansión a escala nacional de centros de salud pública equipados adecuadamente y con una gestión 
descentralizada ha permitido una financiación basada en resultados

• Las y los trabajadores comunitarios de la salud (CHW) prestan atención prenatal y servicios de parto en 
centros de salud, y asimismo promueven la higiene, los seguros de salud y la planificación familiar

• Las nuevas tecnologías móviles ayudan a los CHW a hacer un seguimiento de las mujeres gestantes y 
permiten una repuesta rápida ante complicaciones relacionadas con el embarazo, así como derivar 
casos al servicio de cuidados obstétricos de emergencia en caso de ser necesario

• Los CHW y demás profesionales de la salud reciben incentivos para cumplir los objetivos de salud materna 
e infantil, y ofrecen atención de calidad, con visitas regulares para hacer un seguimiento del cumplimiento

• Los procesos participativos a escala local, que proporcionan un mecanismo para trasladar a las políticas 
las sugerencias sobre problemas y lecciones, resultan fundamentales para mejorar la rendición de 
cuentas dentro del sistema sanitario en su conjunto.

En general, la cobertura universal del seguro de salud 
es un paso importante en la dirección correcta, del que 
pueden beneficiarse las mujeres. Pero las experiencias 
en Rwanda y Tailandia demuestran que para resultar 
eficaz, son necesarios subsidios considerables de los 
impuestos generales o del apoyo internacional para 
compensar la limitada capacidad contributiva de las 
mujeres y los hombres de ingresos bajos. En ambos 
casos, las notables mejoras en los resultados sanitarios, 
especialmente para las mujeres, también son el fruto 
de inversiones a largo plazo en servicios de salud 
descentralizados y del desarrollo de una capacidad 
administrativa para gestionarlos de manera eficiente. 
Esto sugiere que los planes de seguros contributivos 
o comunitarios pueden no ser la manera más eficaz 
para lograr un acceso asequible a la atención sanitaria, 
especialmente en países de bajos ingresos donde las 
cantidades que se pueden obtener de las trabajadoras 
y los trabajadores informales y de otros grupos de 
ingresos bajos habitualmente suelen ser reducidas.190 
En su lugar, los recursos podrían ser invertidos 
directamente en la ampliación y el funcionamiento 
de instalaciones sanitarias públicas con el objetivo de 
desarrollar sistemas de salud nacionales gratuitos en el 
punto de prestación del servicio. 

Hacia una prestación de servicios con 
perspectiva de género
La asequibilidad no es el único obstáculo para la 
igualdad de acceso a la atención sanitaria para 
mujeres y niñas. Las diferencias de género y las 
desigualdades estructurales, como las que se 
derivan de los estereotipos, el estigma y la violencia, 
también deben abordarse en el nivel de prestación 
de servicios.191 Las normas de género y los sesgos 
configuran la manera en que las mujeres perciben 
su propia salud e influyen en su modo de actuar en 
relación con sus necesidades sanitarias. A escala 
doméstica, los problemas de salud de las mujeres 
pueden ser ignorados debido al valor relativamente 
bajo que se concede a sus vidas, por lo que los 
recursos se destinan preferentemente a los miembros 
masculinos del hogar.192  

Las mujeres a menudo deben obtener la autorización 
de la familia para solicitar atención médica. La figura 
3.9 muestra que, en diferentes países, una proporción 
significativa de mujeres no toma decisiones de manera 
independiente en relación con su atención sanitaria: así 
sucede, por ejemplo, con más de dos terceras partes 
de las mujeres del Senegal.
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Figura 3.9

Porcentaje de mujeres que afirman no tomar la decisión final sobre su propia atención sanitaria, 2010-2013  
 En muchos países, la autonomía de las mujeres en relación con su propia atención sanitaria está limitada

Fuente: ICF International 2015.

Nota: los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado. Los datos incluidos en este gráfico reflejan el porcentaje de mujeres que declararon que, en lo referente 
a su propia atención sanitaria, la decisión final no les corresponde a ellas, o que deben tomarla junto con su esposo, pareja u otra persona. Las regiones se distribuyen del siguiente modo: 
CEECA (Europa Central y Oriental y Asia Central); Desarrolladas (Regiones Desarrolladas); EAP (Asia Oriental y el Pacífico); LAC (América Latina y el Caribe); MENA (Oriente Medio y Norte de 
África); SA (Asia Meridional); SSA (África Subsahariana). Pueden consultarse en el anexo 7 las agrupaciones regionales de ONU Mujeres para la lista de países y territorios incluidos en cada 
región.
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SA

MENA

LAC

EAP

CEECA

El acceso de las mujeres a los servicios de salud también 
puede verse afectado por la ubicación, los horarios de 
apertura y el personal de los servicios sanitarios. Como 
se muestra en la figura 3.110, cuando los servicios están 
alejados, las mujeres deben hacer frente a costos de 
transporte y a riesgos de seguridad que les disuaden de 

buscar atención, en especial si residen en zonas rurales. En 
algunas comunidades, la capacidad de las mujeres para 
moverse libremente en espacios públicos está limitada, 
lo que hace difícil para ellas acudir a las instalaciones 
médicas o recibir consejo médico confidencial fuera de su 
hogar. 
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Finalmente, las mujeres pueden mostrarse renuentes 
a consultar a médicos del sexo opuesto, o sentirse 
culturalmente impelidas a no hacerlo. En estos 
casos, la ausencia de personal sanitario femenino 
contribuye a generar un obstáculo significativo para 
el acceso. En el Estado Plurinacional de Bolivia, 

Etiopía, Maldivas, Nepal, el Perú, Santo Tomé y 
Príncipe y Timor-Leste, por ejemplo, la mitad o más 
de las mujeres que afirman tener dificultades para 
acceder a la atención sanitaria citan preocupaciones 
relacionadas con la disponibilidad de proveedoras 
de servicios de salud.193  

Figura 3.10

Porcentaje de mujeres que declararon experimentar problemas para acceder a la atención sanitaria debido a la 
distancia hasta los centros de salud, por ubicación, 2010-2014 

 Los servicios sanitarios alejados son un obstáculo importante para el acceso de muchas mujeres, 
especialmente en zonas rurales

Fuente: ICF International 2015.

Nota: los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado. Los datos incluidos en el gráfico reflejan el porcentaje de mujeres que, cuando se les formuló la pregunta 
referente a los factores que limitan el acceso a la atención de la salud en el marco de la encuesta demográfica y de salud, señalaron que la distancia al centro sanitario supone un problema 
(véase la nota a la figura 3.7).
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Derribar las barreras institucionales
Para superar estos obstáculos es posible adoptar 
diferentes medidas. Las clínicas multiusos que integran 
servicios (por ejemplo, servicios de salud sexual y 
reproductiva junto con cuidados pediátricos) pueden 
ahorrar tiempo a las mujeres que se encargan de las 
niñas y los niños o de otras personas dependientes. Esto 
incrementa la probabilidad de que las mujeres busquen 
consejo o tratamiento para sus propios problemas de 
salud.194 La mejora de los centros sanitarios rurales, la 
formación de trabajadoras y trabajadores comunitarios 
de la salud para visitas a domicilio y la creación de 
sistemas para un transporte de urgencia confiable 
pueden cambiar las cosas de manera significativa para 
las mujeres de zonas rurales, tal y como demuestra la 
experiencia de Rwanda (véase el recuadro 3.9).

Los servicios de divulgación pueden mejorar el acceso, 
la privacidad y la confidencialidad para las mujeres 
que experimentan limitaciones en su movilidad o 
en su interacción con los varones prestadores de 
cuidados. En el Pakistán, por ejemplo, el programa 
de trabajadoras en pro de la salud (Lady Health 
Workers o LHW) ofrece servicios sanitarios puerta a 
puerta principalmente para mujeres rurales que no 
pueden visitar centros de salud. Creado en 1993, el 
programa ha formado a más de 100.000 mujeres 
como trabajadoras comunitarias de la salud (CHW). 
Estas trabajadoras ofrecen información, prestan 
servicios básicos y dan acceso a cuidados posteriores. 
El programa se ha mostrado eficaz para mejorar 
la atención sanitaria materna e infantil, como los 
servicios prenatales y la asistencia cualificada durante 
los partos. Entre sus resultados positivos figuran 
una mejora de las tasas de inmunización infantil y 
una mayor aceptación de los anticonceptivos.195 El 
programa LHW también ha reforzado las aptitudes 
y las capacidades, así como las oportunidades de 
obtener ingresos, de las mujeres que se forman como 
CHW. En un contexto en el que las opciones de empleo 
para mujeres son muy limitadas, esto ha mejorado la 
situación de las mujeres en el seno de la comunidad y 
el hogar.196  

Abordar los estereotipos, el estigma y la 
violencia
Unas relaciones profesionales, respetuosas y no 
abusivas entre quienes prestan servicios de salud y sus 
pacientes constituyen un aspecto importante de una 
atención sanitaria de calidad y específicamente de una 
prestación de servicios con perspectiva de género. Por 
ejemplo, en algunas maternidades de América Latina, 
el Caribe y el África Subsahariana se ha documentado 
un trato agresivo a las mujeres durante el parto por 
parte de personal sanitario sobrecargado de trabajo y 
mal remunerado.197 Es necesario actuar para combatir 
el estigma, la discriminación y el abuso contra las 
mujeres y niñas que buscan recibir cuidados.

El rediseño de los planes de estudio médicos y la 
oferta de una formación en el lugar de trabajo pueden 
abordar estos problemas y mejorar la comprensión de 
las y los profesionales de la salud sobre cómo afectan 
a la salud de las mujeres las normas y las funciones de 
género. La violencia doméstica es un buen ejemplo. 
Quienes prestan atención sanitaria desempeñan un 
papel crucial a la hora de detectar abusos y de cuidar 
a mujeres víctimas de la violencia. No obstante, sin 
la formación apropiada y sin protocolos de examen 
o mecanismos de derivación claros, el personal 
sanitario a menudo es incapaz de identificar y de 
apoyar adecuadamente a esas víctimas.198 Este 
personal puede no reaccionar ante señales obvias o 
incluso puede culpar a las víctimas, especialmente en 
sociedades en las que se tolera la violencia contra las 
mujeres. 

En la República Dominicana, Profamilia, una filial 
de la Federación Internacional de Planificación 
Familiar, desarrolló un modelo integral para abordar 
esta cuestión en el seno de su red de clínicas.199 La 
organización comenzó a formar a todo el personal 
de las clínicas, desarrolló un proceso estándar para 
examinar a sus pacientes y creó espacios in situ 
para el asesoramiento psicológico y jurídico. Las 
evaluaciones internas muestran que el programa 
cambió la percepción del personal hacia la violencia 
doméstica, generando un descenso radical de la 
tendencia a culpar a la víctima. Las experiencias de 
mujeres que buscan atención en sus clínicas también 
han mejorado. Asimismo se han registrado avances en 
la región del Pacífico, donde recientes estudios sobre 
la prevalencia han detectado altos niveles de violencia 
contra las mujeres (véase el recuadro 3.10).

Con frecuencia, las organizaciones de mujeres se 
han situado a la vanguardia a la hora de descubrir 
y denunciar anomalías en la prestación de servicios 
de salud, impulsando así importantes reformas. 
Por ejemplo, la movilización de mujeres pobres y 
marginadas contra los servicios de salud materna 
de mala calidad en Uttar Pradesh (India) abrió la 
puerta a mejoras tangibles, como una reducción 
de las demandas de pagos informales.200 En el 
Perú, en el marco de un programa de planificación 
familiar más amplio, abogadas feministas y 
organizaciones defensoras de los derechos de las 
mujeres colaboraron para sacar a la luz campañas 
de esterilización masiva dirigidas sistemáticamente 
a mujeres indígenas en comunidades rurales 
desfavorecidas. Su apoyo propició una investigación 
por parte de la comisión nacional de derechos 
humanos que finalmente condujo a una reforma del 
programa.201 Estas iniciativas y otras similares allanan 
el camino para una transformación más amplia de los 
servicios sanitarios que permita a las mujeres disfrutar 
de su derecho a la salud. 
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No obstante, es importante señalar que los obstáculos 
para la igualdad de mujeres y niñas a la hora de 
disfrutar de su derecho a la salud no pueden ser 
desmantelados solamente por el sistema de salud. 
Por ejemplo, para que las adolescentes tengan 
conciencia de sus derechos sexuales y reproductivos, 
la educación sexual en los colegios puede ser tan 
fundamental como el acceso a un asesoramiento 
confidencial y a medios anticonceptivos asequibles 
en los centros de salud.203 La igualdad sustantiva 
en materia de salud exige cambios más amplios de 
las normas sociales y las relaciones de poder entre 
géneros, así como la aplicación de políticas que 
mejoren los derechos y la situación de mujeres y niñas.

Recomendaciones 
La transformación de los sistemas sanitarios en 
pos de la igualdad sustantiva para las mujeres 
requiere la eliminación de las barreras financieras, 
geográficas y sociales que impiden el acceso de 
mujeres y de niñas, y asimismo hace necesario 
abordar de inmediato sus necesidades sanitarias. 
En consonancia con el piso de protección social, 
los sistemas nacionales de salud que prestan 
atención sanitaria universal y asequible son la mejor 
manera de garantizar la accesibilidad y pueden ser 
desarrollados gradualmente. Para eliminar todos los 
obstáculos que encuentran las mujeres y las niñas, los 
sistemas deben: 

Las investigaciones recientes sobre la prevalencia de la violencia contra las mujeres en el Pacífico han sido 
cruciales para impulsar un cambio de políticas, también en lo relativo al sistema sanitario. Los estudios sobre 
prevalencia de las Islas del Pacífico, respaldados por el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA), 
la Secretaría de la Comunidad del Pacífico y los gobiernos de Australia y Nueva Zelandia, muestran que en 
5 de cada 10 países sobre los que se dispone de datos, la violencia por parte de la pareja afecta a más del 
50% de las mujeres. Con un 68%, Kiribati registra la tasa de violencia doméstica más elevada de la región. Por 
otra parte, un 11% de las mujeres de Kiribati con edades comprendidas entre los 15 y los 49 años denunciaron 
violencia física por parte de hombres que no eran sus parejas, habitualmente miembros masculinos de la 
familia como padres o padrastros, y un 10% aseguró haber sufrido violencia sexual ajena a sus parejas. La 
incidencia negativa de la violencia sobre la salud sexual, física y mental de las mujeres está bien documentada, 
e incluye embarazos no deseados, abortos inseguros, abortos espontáneos, enfermedades de transmisión 
sexual, ansiedad emocional y pensamientos relacionados con el suicidio. 

En respuesta, el Gobierno de Kiribati ha comenzado a integrar la cuestión de la violencia contra las mujeres 
en la programación de salud sexual y reproductiva, por ejemplo, creando una instalación sanitaria para 
mujeres, niñas y niños en South Tarawa (cerca de un hospital de referencia y un albergue) que dará apoyo a 
las derivaciones entre entidades de apoyo psicosocial, apoyo legal y atención médica. El Ministerio de Salud 
y el Ministerio de la Mujer, Juventud y Asuntos Sociales han nombrado personal de coordinación para la lucha 
contra la violencia de género y así apoyar la promoción de la salud en las islas periféricas, el desarrollo de 
capacidades y una mejora de la disponibilidad de los anticonceptivos de emergencia. Con el apoyo del UNFPA 
y la Universidad de Tecnología de Auckland, se han formado profesionales de la salud para aplicar un enfoque 
centrado en las mujeres, que da voz a las supervivientes y que busca soluciones consideradas seguras para 
ellas, y a la vez las pone en contacto con otros servicios. Se han aplicado medidas especiales para llegar a las 
adolescentes mediante la divulgación en las comunidades, la educación por pares y programas completos de 
educación sexual. Las mejoras en los sistemas de información sobre salud, como los procedimientos estándar 
para la presentación de informes mensuales y para la evaluación y la atención de las víctimas de violencia de 
género, permitirán hacer un seguimiento de estos avances.202

RECUADRO 3.10 
Abordar la violencia contra las mujeres a través del sistema de salud: el caso de Kiribati
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•	 Eliminar los pagos de bolsillo y sustituirlos con 
diferentes mecanismos de financiación 

•	 Avanzar progresivamente hacia una cobertura 
universal que sea asequible a través de 
los sistemas nacionales de salud o de la 
combinación eficaz de contribuciones a los 
seguros y financiación pública 

•	 Ofrecer un nivel básico de atención gratuita 
universal, con independencia de la situación 
laboral o familiar; como mínimo, las mujeres y 
las niñas deben tener a su disposición servicios 
de salud sexual y reproductiva

•	 Invertir en la prestación de servicios sanitarios, 
incluyendo infraestructuras básicas, personal y 
medicinas esenciales, para lograr una cobertura 
universal sobre el terreno

•	 Modernizar los centros de salud rurales, formar 
a trabajadoras y trabajadores de la salud para 
realizar visitas a domicilio y crear sistemas para 
un transporte de emergencia confiable que 
mejore la comunicación de las mujeres en zonas 
rurales 

•	 Formar a personal sanitario en derechos de 
las mujeres y para la prestación de servicios 
centrados en las mujeres

•	 Institucionalizar los mecanismos para mejorar 
la responsabilidad de quienes prestan servicios 
de salud para con mujeres y niñas, incluyendo 
sistemas de seguimiento y de incentivos eficaces 
que aumenten la perspectiva de género de los 
servicios. 

SERVICIOS DE CUIDADO 

Los cuidados de personas dependientes (menores, 
personas con discapacidad, personas mayores, 
personas con enfermedades crónicas y otras que 
necesitan asistencia en su vida cotidiana) están 
íntimamente vinculados a la salud y a otros servicios 
sociales. Esta conexión resulta particularmente visible 
en el caso de los cuidados para personas con VIH y 
SIDA. Por ejemplo, las y los cuidadores comunitarios 
y familiares en Kenya, Uganda y Zimbabwe, así 
como en otros países del África Subsahariana, han 
demandado de manera insistente mejores servicios 
de salud que incluyan el acceso a la terapia con 
antirretrovirales, así como un mayor reconocimiento 
y respaldo de sus cuidados no remunerados (véase la 
historia: Un lugar en la mesa).

El derecho a prestar y a recibir cuidados
El marco internacional de derechos humanos tiene 
poco que decir acerca del derecho a recibir cuidados. 
El derecho de los menores a recibir cuidados está 
reconocido de manera explícita en la Convención sobre 
los Derechos del Niño,204 por ejemplo, pero se echa de 
menos una mayor claridad sobre cómo se realizará 
este derecho de un modo que no perjudique la 
igualdad y que no infrinja los derechos de las mujeres 
a una calidad de vida, de trabajo y de descanso 
adecuada, entre otros aspectos. La tendencia ha sido 
dar por hecho que las madres y otras mujeres y niñas 
de la familia están disponibles para dar respuesta a 
las necesidades de los menores y de otras personas 
dependientes de manera no remunerada. 

Los colectivos feministas llevan tiempo proponiendo 
que los derechos a prestar y a recibir cuidados 
deben ser reconocidos como derechos humanos.205 
Más recientemente, en el seno del sistema de las 
Naciones Unidas también ha aumentado el interés por 
el trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
y por sus implicaciones para los derechos humanos 
de las mujeres. En su histórico informe sobre trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado, pobreza 
y derechos humanos, la entonces Relatora Especial 
de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos 
y la extrema pobreza, Magdalena Sepúlveda, indicó 
que “unas responsabilidades de cuidado pesadas 
y desiguales son un importante obstáculo para la 
igualdad de género y para el disfrute equitativo por 
parte de las mujeres de los derechos humanos; y, en 
muchos casos, condenan a las mujeres a la pobreza. 
Por tanto, la negativa de los Estados a proporcionar, 
financiar, apoyar y regular de manera adecuada 
los cuidados contradice sus obligaciones en materia 
de derechos humanos, generando y exacerbando 
desigualdades y amenazando el disfrute de sus 
derechos por parte de las mujeres”.206 

En este contexto, unos servicios de cuidado disponibles, 
accesibles y asequibles desempeñan una función 
doble. Por una parte, estos servicios pueden promover 
la autonomía, los derechos y las capacidades de 
quienes necesitan cuidados y apoyo. Esta ha sido una 
demanda permanente de los movimientos de defensa 
de los derechos de las personas con discapacidad, por 
ejemplo. Estos movimientos también han denunciado 
el hecho de que los servicios sociales a menudo se 
prestan de maneras que restringen los derechos, 
ya que limitan la autonomía e impiden la plena 
participación de personas con discapacidad en sus 
comunidades. Las personas discapacitadas son objeto 
de procedimientos degradantes y de confinamiento en 
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instituciones, a menudo con elevados índices de abuso. 
Los activistas también han cuestionado directamente el 
propio concepto de cuidados, al considerar que restan 

autonomía y cosifican a las personas con discapacidad, 
especialmente si se conciben como un flujo unidireccional 
en el que se da y se recibe (véase el recuadro 3.11). 

Por otro lado, los servicios de cuidados pueden reducir 
las limitaciones de tiempo a las que se enfrentan 
quienes (especialmente mujeres) se ocupan de 
este trabajo no remunerado de manera cotidiana. 
Como tales, desempeñan un papel fundamental 
en la promoción de una igualdad sustantiva para 
las mujeres. La disponibilidad de los servicios de 
cuidados puede ayudar a compensar la desventaja 
socioeconómica de las mujeres, al mejorar su 
capacidad para conseguir un trabajo remunerado. 
Los servicios de cuidados también contribuyen a la 
transformación de los estereotipos de género, pues 

permiten a las mujeres salir del hogar y acceder 
al ámbito público. De esa manera las mujeres 
pueden disfrutar de un abanico de derechos, como 
los derechos al trabajo, la educación, la salud y la 
participación. 

Con el fin de desempeñar esas funciones, los servicios 
de cuidados deben ser asequibles, accesibles, de una 
calidad apropiada y respetuosos de los derechos y 
la dignidad tanto de las y los cuidadores como de las 
personas a las que dispensan los cuidados.214 En la 
actualidad, estas condiciones están lejos de darse. 

La investigación y la defensa de los cuidados se han centrado primordialmente en los derechos y las 
necesidades de quienes prestan los cuidados, tanto remunerados como no remunerados. Así, se han puesto 
de manifiesto sus costos emocionales y financieros y se ha elaborado una exhaustiva agenda política que gira 
en torno a un mayor reconocimiento y apoyo material de quienes brindan los cuidados en términos de tiempo, 
dinero y servicios.207 Los derechos y las necesidades de quienes reciben los cuidados, en contraste, han sido 
objeto de una atención relativamente pequeña en los debates sobre el tema.208 El movimiento de defensa de 
las personas con discapacidad ha denunciado enérgicamente este sesgo. 

Las personas con discapacidad han ampliado la agenda política sobre los cuidados, identificándose como 
sujetos de derechos, no como objetos de cuidados.209 Por otra parte, han llamado la atención sobre el hecho 
de que también las personas discapacitadas a menudo prestan cuidados.210 En la lucha por sus derechos 
humanos, las personas con discapacidad han hecho hincapié en la importancia del empoderamiento, la 
autonomía y la autodeterminación, tanto en sus vidas como en el modo en que se satisfacen sus necesidades.211  

Puede parecer que estos desafíos enfrentan los derechos de las y los cuidadores a los de las y los destinatarios 
de los cuidados. De hecho, sin embargo, ambos colectivos comparten historias, objetivos e intereses comunes. 
Ambos han luchado contra la opresión, la desigualdad y la discriminación. Ambos sufren una carencia de 
derechos y de sistemas sociales de apoyo que les protejan frente al empobrecimiento y la explotación.212 Aunque 
cada parte tiene sus preocupaciones específicas, están en condiciones de desarrollar una agenda común sobre 
el reconocimiento y los recursos. 

Por ejemplo, las transformaciones de la infraestructura física y social, que ofrezca opciones de un transporte 
mejor y más accesible, contribuyen a la autonomía de las personas con discapacidad al mismo tiempo que 
reducen las demandas de quienes les ayudan. Es necesario forjar alianzas entre el movimiento de defensa de 
los derechos de las personas con discapacidad y las organizaciones de cuidadoras y cuidadores en torno a 
demandas comunes de infraestructuras y servicios asequibles, accesibles y adecuados para trabajar por “una 
vida plena tanto para el cuidador como para la persona cuidada”.213 

RECUADRO 3.11 
Los cuidados y los derechos de las personas con discapacidad 
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Educación y cuidados en la primera infancia 
En la mayor parte de los países, los servicios de cuidados 
todavía son escasos, y allí donde existen, su cobertura 
y calidad a menudo son desiguales. Los datos sobre la 
educación y los cuidados en la primera infancia (ECPI) 
ilustran este punto.215 En los países de la OCDE, por 
ejemplo, la cobertura de los servicios de ECPI para niñas 
y niños entre los 0 y los 2 años, cuando la carga de los 
cuidados es mayor para las mujeres, está muy rezagada 
con respecto a la cobertura para menores de entre 3 y 
5 años. La cobertura para menores de entre 3 y 5 años 
se sitúa por encima del 70% en la mayoría de los países 
de la OCDE y cerca de la cobertura universal en algunos, 
mientras que la cobertura media para las niñas y los 
niños de 0-2 años solamente es del 33%, con importantes 
variaciones en los distintos países.216 La cobertura es 
particularmente baja en los países de Europa Oriental, 
donde el apoyo público a las políticas favorables a las 

familias se redujo significativamente con la transición 
del socialismo estatal a una economía de mercado. 
Entretanto, los países nórdicos, los Países Bajos y Francia, 
Malta y la República de Corea alcanzan los máximos 
niveles de cobertura entre menores de 3 años.

Por otra parte, los servicios de cuidados para menores 
de 3 años raramente se prestan de manera gratuita, y 
los costos varían de manera igualmente amplia que las 
tasas de cobertura. En los países de la OCDE, el costo 
medio de los cuidados a tiempo completo para menores 
de 2 años supera el 16% de los ingresos, pero oscila entre 
el 5% en Grecia hasta más del 30% en Suiza. El elevado 
costo del cuidado infantil puede limitar la capacidad de 
las mujeres para trabajar fuera de su hogar u obligar a 
madres y padres a optar por disposiciones de cuidados 
informales, que ofrecen niveles variables de calidad y que 
a menudo dependen de trabajadoras relativamente mal 
remuneradas.217  

Figura 3.11

Tasas de matriculación netas en preescolar y guardería en América Latina y el Caribe, 2012 
 En América Latina, los servicios de cuidado infantil se han ampliado, pero las tasas de cobertura siguen 

siendo bajas, especialmente para los niños más pequeños

Fuente: CEPAL 2014a.

Nota: los datos son los más recientes disponibles.  a. En el caso de la educación preescolar, la matriculación neta se estimó utilizando modelos lineales a partir de las encuestas de hogares 
realizadas en los países para los que existe información disponible. Los grupos de edad varían en función de la edad oficial de inicio de la escolarización establecida en cada país.      
b. Solamente zonas urbanas.
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Fuente: CEPAL 2014a. 

Nota: los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado. a. Solamente zonas urbanas.

Quintil superior de riqueza

Quintil inferior de riqueza

Figura 3.12

Índice de asistencia a la enseñanza preescolar por quintil de ingresos en países de América Latina, 2006-2012  
 En América Latina, las niñas y niños que viven en hogares con mayores ingresos tienen mayor probabilidad 

de asistir a la enseñanza preescolar que las niñas y niños de hogares con ingresos más bajos

La inversión pública en servicios de ECPI ha 
ganado terreno en la agenda política tanto de los 
países en desarrollo como de los desarrollados. En 
Europa se ha producido un cambio gradual en el 
gasto durante los últimos 15 años, alejándose de 
las transferencias financieras relacionadas con la 
infancia y favoreciendo a los servicios de ECPI, junto 
con mayores esfuerzos para dirigir el gasto hacia los 
menores más jóvenes.218 Incluso países como Alemania 
y los Países Bajos (a menudo considerados bastiones 
de las políticas de familia) han realizado inversiones 
significativas en la ampliación de los servicios de 
cuidado infantil para menores de 3 años.219 

Asia Oriental y el Pacífico, así como América Latina 
y el Caribe, también han visto avances significativos 
en la ampliación de los servicios de ECPI. La 

matriculación preescolar en esas dos regiones 
experimentó un crecimiento de 30 y 21 puntos 
porcentuales, respectivamente, entre 1999 y 2012.220 
Las figuras 3.11 y 3.12 muestran, no obstante, que en 
América Latina y el Caribe, donde hay disponibles 
datos más detallados, la cobertura media para 
menores de 3 años se mantiene en niveles muy bajos 
y las desigualdades en los distintos grupos de ingresos 
son significativas. Algunos países de la región han 
realizado avances importantes para ampliar los 
servicios de ECPI y también han tenido éxito a la hora 
de reducir las desigualdades basadas en los ingresos 
para el acceso a estos servicios, como se analiza más 
adelante. La Argentina, el Brasil, Chile, México y el 
Uruguay han invertido en prestación de servicios tanto 
en el nivel preescolar (3-6 años) como de guardería 
(0-3 años).221  
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Equilibrar las necesidades educativas y 
de cuidado infantil 
En muchos países desarrollados, así como de 
América Latina, los servicios de preescolar y de 
cuidado infantil se han desarrollado en paralelo.222 
El modelo educativo de los servicios de preescolar 
sostiene que las niñas y los niños necesitan acceder 
a la escolarización antes de alcanzar la edad de 
la educación obligatoria. Este modelo tiende a ser 
bastante universalista, es decir, se preocupa por la 
educación temprana de todas las niñas y niños. Sin 
embargo, no está necesariamente en sintonía con las 
necesidades de las madres y los padres que trabajan 
de manera remunerada. De hecho, los servicios de 
preescolar a menudo solamente ofrecen programas 
a tiempo parcial. La prestación del servicio de 
cuidado infantil, en contraste, se basa en un modelo 
de conciliación entre vida laboral y familiar dirigido 
a permitir que las madres y los padres trabajen fuera 
del hogar y protejan a sus hijas e hijos mientras lo 
hacen. Sin embargo, a diferencia de los servicios 
de preescolar, que se ofrecen a todas las niñas y los 
niños, este tipo de prestación ha tendido a ser más 
específica, centrándose en menores de hogares 
vulnerables o de ingresos bajos.

Las iniciativas recientes para ampliar los servicios 
de ECPI en Chile y México ilustran esta división. En 
México, los servicios de preescolar para menores de 
entre 3 y 5 años están integrados en el marco más 
amplio del sistema educativo, con una matriculación 
preescolar obligatoria para este grupo de edad 
desde 2002. Esta estrategia, que también ha sido 
aplicada en Argentina, ha permitido elevar la 
asistencia y reducir la brecha de cobertura entre 
grupos de ingresos altos y de ingresos bajos. 
Sin embargo, reflejando su misión educativa, la 
mayoría de los servicios de preescolar solamente 
ofrecen programas de media jornada, limitando la 
medida en que pueden liberar a las madres y los 
padres que trabajan de forma remunerada de sus 
responsabilidades de cuidado infantil. El acceso al 
servicio de guardería formal y a jornada completa, 
especialmente para las/os más pequeñas/os, ha 
estado restringido en gran parte a mujeres con un 
empleo formal.223  

Para remediar esta deficiencia, en 2007 el 
Gobierno mexicano puso en marcha el Programa 
de Guarderías y Estancias Infantiles para Apoyar 
a Madres Trabajadoras. Este programa promueve 
la creación de guarderías de tipo doméstico o 
comunitario para menores procedentes de hogares 
de ingresos bajos, en los que las madres y los padres 

no tienen acceso a otros servicios de guardería. Los 
Hogares Comunitarios en Colombia y Guatemala 
siguen un enfoque similar.224 En México, las madres 
y los padres reciben apoyo a través de un sistema 
de cupones que reduce los copagos en una escala 
variable basada en los ingresos del hogar. Los logros 
en términos de ampliación de la cobertura han 
sido sobresalientes. El programa constituye ahora 
la fuente individual más importante de servicios de 
guardería para menores de 4 años, ya que gestiona 
el 84% de las guarderías del país y absorbe el 56% 
del total de matriculaciones para ese grupo de edad. 

El programa constituye un paso importante hacia 
la universalidad de los servicios de cuidado infantil. 
Sin embargo, existen dudas sobre la calidad de los 
servicios y los empleos que generan. El programa 
tiene un presupuesto significativamente menor 
que los servicios disponibles para trabajadoras 
y trabajadores formales que contribuyen a la 
seguridad social, y sus requisitos son menos exigentes 
en términos de credenciales educativas del personal 
e infraestructuras básicas. La calidad de los empleos 
que se han creado también es discutible. El personal 
remunerado y sus ayudantes son trabajadoras y 
trabajadores por cuenta propia, por lo que carecen 
de acceso a la protección social. Este personal se 
ha quejado por el bajo nivel de los subsidios y han 
indicado que es difícil cumplir los requisitos de 
prestación del programa y al mismo tiempo ganar un 
salario digno.225  

Chile también ha registrado avances en términos 
de equiparación de los servicios de cuidado 
infantil, especialmente desde 2006. A diferencia 
de México, los servicios de guardería se ampliaron 
al incrementarse la disponibilidad de los servicios 
de guardería públicos financiados con impuestos 
para menores de entre 0 y 3 años procedentes de 
hogares de ingresos bajos. Por efecto de esto, la 
cobertura se incrementó del 17% en 2006 hasta un 
26% en 2011, y la brecha en cuanto al acceso a estos 
servicios entre grupos socioeconómicos también se 
ha reducido.226 Además, se ha trabajado para ofrecer 
servicios de maneras que cubran las necesidades 
de las madres trabajadoras, garantizando que 
la mayoría de los centros de guardería de nueva 
creación ofrecen horarios de jornada completa y 
ampliados. Sin embargo, al igual que en México, 
los servicios de guardería para menores de 3 
años van acompañados por un sistema preescolar 
para menores de 4 y 5 años que ofrece en gran 
medida programas a tiempo parcial y que utiliza un 
calendario escolar, con vacaciones prolongadas. 
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Cuidado de personas adultas dependientes 
Como se ha indicado anteriormente, el 
envejecimiento representa un desafío creciente para 
la prestación de seguridad en materia de ingresos 
por medio de planes de pensiones adecuados. 
También genera nuevos requisitos para el cuidado. 
Algunos países desarrollados, como Dinamarca, 
Noruega y Suecia, ofrecen servicios de cuidados 
a largo plazo financiados mediante impuestos 
dirigidos a personas mayores, y tanto el Japón 
(desde 2000) como la República de Corea (2008) 
han introducido seguros de cuidados a largo plazo 
siguiendo el ejemplo de Alemania (1995). Gracias a 
estos sistemas, las personas mayores tienen acceso 
a una gama de servicios en función de la intensidad 
de sus necesidades, como cuidados ambulatorios 
y domésticos, así como cuidados de día con base 
institucional, residencias y hogares para personas 
mayores.227  

No obstante, en general las respuestas de las 
políticas a las necesidades de cuidados de personas 
adultas dependientes (como las personas mayores 
vulnerables y las personas discapacitadas) han 
ganado terreno con mayor lentitud que aquellas 
respuestas dirigidas a cubrir las necesidades de los 
cuidados infantiles, incluso en países desarrollados. 
El gasto público en cuidados para mayores sigue 
siendo bajo.228 Familias, amistades, vecinas y vecinos 
y redes vecinales prestan el grueso de los cuidados a 
largo plazo, y las mujeres asumen la mayor parte del 
trabajo no remunerado.229  

Entretanto, en los países de ingresos medianos o bajos, 
los servicios para mayores vulnerables y otras personas 
adultas dependientes siguen siendo muy limitados. 
En Myanmar, Tailandia y Viet Nam, por ejemplo, los 
gobiernos han ayudado a las organizaciones no 
gubernamentales en la contratación y la formación de 
cuidadoras y cuidadores voluntarios, y en la creación 
de grupos de autoayuda como modo de gestionar la 
creciente proporción de personas mayores que necesitan 
asistencia.230 En otros países, como China y Singapur, 
se han aprobado leyes para estipular la obligación de 
las hijas e hijos adultos de cuidar a sus madres y padres 
ancianos, con amenazas de encarcelamiento o de 
multas.231 En ambos casos, el compromiso estatal en 
términos de financiación y de prestación de servicios es 
mínimo. En consecuencia, existen pocas alternativas a los 
cuidados familiares no remunerados, que tienen costos 
económicos y psicológicos enormes para las mujeres. 

Una reciente encuesta sobre disposiciones de cuidados 
a largo plazo en China, México, Nigeria y el Perú 
descubrió que quienes asumen las tareas de cuidados 
de las personas mayores dependientes con demencia 
eran mayoritariamente mujeres (hijas o nueras, así 
como cónyuges) y que muchas de ellas habían reducido 
su trabajo remunerado para prestar cuidados no 
remunerados (véase el cuadro 3.3).232 Como sucede en los 
países de ingresos altos, los cuidados no remunerados se 
asocian con una importante tensión psicológica.233  Con la 
excepción de los hogares de Beijing y Lima, pocas familias 
pueden permitirse la contratación de personal para 
aliviar esta carga.
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Cuadro 3.3

Disposiciones de cuidados para personas mayores en China, México, Nigeria y el Perú

Perú México China Nigeria

Urbano Rural Urbano Rural Urbano Rural

Principal responsable 
de proveer cuidados 
es mujer

86% 89% 83% 82% 67% 50% s/d

El/la Cuidador/a 
principal ha 
interrumpido su 
trabajo remunerado 
para prestar 
los servicios de 
cuidados

16% 23% 25% 37% 4% 48% 39%

Cuidador/a 
remunerado 

33% 8% 4% 1% 45% 2% 2%

Fuente: basado en Mayston et al. 2012, cuadro 1.

Hacia una respuesta integrada: los 
cuidados y la definición de los pisos 
nacionales de protección social
Los servicios de cuidados son cruciales para la 
igualdad sustantiva para mujeres y niñas. Con el fin 
de abordar los derechos del personal que presta 
servicios de cuidados y de quienes reciben cuidados 
de manera completa, sin embargo, es necesaria una 
combinación de inversiones: en infraestructuras sociales 
básicas, desde agua y saneamiento a sistemas de 
transporte público; en servicios sociales, desde atención 
primaria de la salud hasta programas escolares; y 
en transferencias sociales, desde prestaciones por 
discapacidad hasta licencias parentales remuneradas. 
Esto también debe tenerse presente a la hora de 
diseñar los pisos nacionales de protección social. El 
establecimiento de prioridades para la inversión en 
protección social debe incluir una evaluación exhaustiva 
de las necesidades de quienes prestan servicios de 
cuidado y de quienes los reciben, para garantizar que 
las políticas contribuyan al reconocimiento, la reducción 
y la redistribución de los cuidados y del trabajo 
doméstico no remunerados. 

La combinación óptima de transferencias y de servicios 
que responda mejor a este objetivo depende del 
contexto nacional. Los países de ingresos bajos y con 

graves carencias en materia de servicios sociales 
pueden optar inicialmente por centrarse en ampliar el 
acceso al suministro de agua potable, especialmente en 
zonas rurales, para reducir las demandas del tiempo y 
las energías de mujeres y niñas. Los países de ingresos 
medianos y altos, por su parte, podrían poner más 
énfasis en las políticas de conciliación entre vida laboral 
y familiar, como la licencia parental y los servicios de 
cuidado infantil y para mayores. En ambos casos, las 
prioridades de protección social deben determinarse 
por medio de un diálogo abierto que implique a todas 
las partes interesadas y que cuente con la participación 
activa de las mujeres.  

El Uruguay ha sido pionero en un proceso de este tipo 
con la creación del Sistema Nacional de Cuidados en 
2011. Ya en 2007 el Gobierno puso en marcha amplias 
consultas con la sociedad civil para rediseñar su marco 
de protección social. Quienes defienden los derechos de 
las mujeres han participado activamente en este proceso, 
colocando los cuidados directamente en la agenda 
gubernamental (véase el recuadro 3.13). El Sistema 
Nacional de Cuidados se articula explícitamente en 
torno a la igualdad de género y a los derechos humanos 
quienes prestan los cuidados, tanto remunerados como 
no remunerados, e incluye a niñas, niños, a personas 
mayores y a personas con discapacidad. 
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Las acciones combinadas de organizaciones de legisladoras y profesoras feministas han sido fundamentales 
para colocar los cuidados en la agenda pública y política en el Uruguay.234 A mediados de la década 
pasada, una red de organizaciones de mujeres (la Red de Género y Familia) y varias profesoras feministas 
comenzaron a colaborar. Juntas forjaron una interpretación común de los cuidados desde el punto de vista 
de la igualdad de género y los derechos humanos, analizaron los marcos normativos vigentes y detectaron 
lagunas en la cobertura. Los resultados de dos encuestas sobre uso del tiempo realizadas por el Instituto 
Nacional de Estadística, el Instituto Nacional de las Mujeres y ONU Mujeres aportaron pruebas contundentes 
sobre la distribución desigual de los cuidados no remunerados entre mujeres y hombres. También pusieron 
de manifiesto otras desigualdades en el acceso a los cuidados basadas en los ingresos y en las etapas de la 
vida.235  

En 2008, la Red de Género y Familia organizó mesas redondas para que el funcionariado gubernamental, 
organizaciones de la sociedad civil y proveedoras y proveedores de servicios de cuidados debatieran estas 
cuestiones. Las sesiones pusieron sobre la mesa la naturaleza insuficiente y fragmentada de los servicios de 
cuidados vigentes, dando pie a la idea de un sistema de cuidados integrado. Las representantes electas del 
Frente Amplio, partido de izquierda en el Gobierno, colocaron con éxito esta idea en la agenda política, de 
manera que la plataforma de esta formación para su reelección de cara al período 2010-2014 incluyó la 
promesa de crear un sistema nacional de cuidados. Después de que el Frente asumiera de nuevo el poder, el 
Gobierno organizó 22 debates en todo el país para garantizar una amplia participación en el diseño del nuevo 
sistema, desde organizaciones de mujeres, pensionistas, cuidadoras y cuidadores y sus familias, hasta quienes 
administran programas, prestadoras y prestadores de servicios y autoridades regionales y locales. En 2011, el 
Ejecutivo aprobó la propuesta subsiguiente de creación del Sistema Nacional de Cuidados. 

La propuesta era ambiciosa y explícitamente basada en los derechos, con referencias a convenios y acuerdos 
internacionales y regionales. Su enfoque es universal, comenzando por las personas más desfavorecidas y 
previendo una ampliación progresiva de las prestaciones y los servicios. Quienes prestan los cuidados, tanto 
de manera remunerada como no remunerada, son considerados un grupo destinatario clave del apoyo 
gubernamental, junto a tres grupos de la población destinataria de los cuidados: niñas y niños en edad 
preescolar, personas ancianas y personas con discapacidad. Se han propuesto medidas para mejorar las 
condiciones laborales y los salarios del personal remunerado, y para aumentar los apoyos a los familiares que 
brindan los cuidados de forma no remunerada. También se ha alcanzado el compromiso de promover un 
reparto equitativo de las responsabilidades por las tareas de cuidados entre mujeres y hombres, por ejemplo 
a través de campañas de sensibilización o de incentivos especiales para contratar varones como parte del 
personal de cuidados.236 

Pese a estos logros, la aplicación real de los componentes del sistema está siendo lenta. Uno de los desafíos 
clave es dotar al sistema de una base financiera segura. En paralelo, es necesario ampliar los procesos 
de planificación estratégica para garantizar la implantación, como objetivos, calendarios y presupuestos 
concretos, así como definir con claridad el liderazgo institucional de los diferentes componentes del sistema. 
Para conseguirlo, las coaliciones de la sociedad civil deben mantener la presión y asegurarse de que los 
cuidados sigan ocupando un lugar destacado en la agenda política.

RECUADRO 3.12 
Hacia un sistema nacional de cuidados en el Uruguay: el papel del poder de acción de las 
mujeres 
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Recomendaciones 
Los servicios de cuidados son un componente 
esencial de la prestación de servicios sociales 
y una poderosa herramienta para promover la 
igualdad sustantiva para las mujeres. Ayudan a 
las mujeres a mejorar su acceso a oportunidades 
laborales y reducen las desigualdades sociales e 
intergeneracionales, haciendo que los cuidados 
extrafamiliares resulten accesibles y asequibles para 
los hogares desfavorecidos y de ingresos bajos. Con 
el fin de recoger el “doble dividendo” en términos de 
empoderamiento económico de las mujeres y de salud 
y educación infantil, las maneras en que se prestan 
estos servicios resultan fundamentales. Entre las 
prioridades figuran:

•	 Mejorar el alcance y la calidad de los servicios 
de cuidado infantil y de personas adultas 
dependientes  

•	 Desarrollar estrategias nacionales de cuidados 
integrales por medio de procesos participativos, 
cuya aplicación se oriente a la ampliación 
progresiva de los servicios y los derechos

•	 Contemplar la obligatoriedad de la educación 
preescolar e invertir en la prestación de servicios 
públicos de cuidado infantil, de manera que se 
reduzcan las brechas de acceso en el contexto 
de las desigualdades por ingresos  

•	 Hacer compatibles la educación durante la 
primera infancia y los servicios de cuidados 
con las necesidades de madres y padres que 
trabajan de forma remunerada, y mejorar 
los niveles de calidad mediante el desarrollo 
curricular y la profesionalización de quienes 
prestan servicios de cuidados 

•	 Incluir la evaluación y la respuesta a las 
necesidades de cuidados, incluidas las de 
las personas mayores y las personas con 
discapacidad, en el desarrollo de los pisos 
nacionales de protección social, seleccionando la 
mejor combinación de transferencias y servicios 
para el contexto nacional

•	 En los países de ingresos bajos, introducir 
o ampliar los programas escolares de 
alimentación, así como las inversiones en agua 
y saneamiento, para aliviar la carga de las 
cuidadoras y los cuidadores no remunerados.

AGUA Y SANEAMIENTO

En 2010, la Asamblea General de las Naciones Unidas 
reconoció al fin el derecho al agua potable y el 
saneamiento como derecho humano fundamental 
(véase el recuadro 3.1).237 Sin embargo, pese a los 
importantes avances producidos desde principios del 
decenio de 1990, en 2012 todavía cerca de 1.000 millones 
de personas carecían de acceso a una fuente de agua 
“mejorada”, definida por la Organización Mundial de 
la Salud (OMS) como agua procedente de un pozo 
protegido, un manantial protegido, recolección de agua 
de lluvia o un grifo.238 Oceanía y el África Subsahariana 
presentan la mayor proporción de personas que 
dependen de fuentes de agua inseguras, como agua 
superficial procedente de ríos, arroyos o lagunas, así 
como de pozos abiertos sin protección.239 En todo el 
mundo en desarrollo, el acceso a fuentes de agua 
mejoradas es mayor en las zonas urbanas que en las 
rurales, y los grupos de altos ingresos disfrutan de un 
acceso significativamente superior al de aquellos cuyos 
ingresos son bajos. En Sierra Leona, por ejemplo, un 87% 
de los hogares urbanos tienen acceso a agua potable, 
frente a tan solo un 35% de los hogares rurales.240 No 
obstante, la fiabilidad, la calidad y la asequibilidad del 
acceso no están garantizados para los hogares más 
pobres, ni siquiera en las zonas urbanas.241  

De forma similar, más de 2.500 millones de personas 
siguen sin tener acceso a instalaciones de saneamiento 
mejoradas como retretes con cisterna, letrinas 
de compostaje o letrinas de pozo mejoradas con 
ventilación.242 De ellas, más de 700 millones de 
personas utilizan instalaciones compartidas, lo que 
plantea problemas particulares para las mujeres y 
las niñas debido a la falta de privacidad y seguridad. 
Como sucede con el agua, los hogares rurales y más 
pobres tienen una probabilidad muy inferior a la de 
los hogares urbanos y más acomodados de acceder a 
instalaciones de saneamiento mejoradas. En el África 
Subsahariana, por ejemplo, un 73% de los hogares 
pertenecientes al 20% más rico de la población tiene 
acceso a instalaciones de saneamiento mejoradas, 
frente al 15% de los hogares pertenecientes al 20% más 
pobre.243 A escala mundial, la defecación al aire libre 
sigue siendo la norma para más de 1.000 millones de 
personas, sobre todo en las zonas rurales.244  

Incluso en los casos en que se dispone de instalaciones 
de agua y saneamiento mejoradas en la vivienda o en 
sus cercanías, la desigualdad en los hogares puede 
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afectar a la capacidad de las mujeres para utilizarlas. 
Por ejemplo, la Relatora Especial sobre el derecho al 
acceso al agua potable y el saneamiento, Catarina 
de Alburquerque, informó que, en la misión que llevó 
a cabo en el Senegal en 2012, visitó a familias “que 
tenían cerrada con un candado la llave de conexión 
del suministro de agua con el fin de controlar el 
consumo”. Las mujeres, las niñas y los niños se 
quejaban de la falta de agua para higiene personal 
y para la limpieza del hogar; en algunos casos, la 
llave del candado estaba en poder del hombre que 
encabezaba la familia”.245 

La realización de los derechos de las mujeres al 
agua y el saneamiento requiere prestar atención a 
las decisiones sobre quién obtiene agua y con qué 
fines, quién tiene acceso al saneamiento y cómo 
se tratan y eliminan las aguas residuales. Todo ello 
refleja las dinámicas de poder y las prioridades 
políticas. Los datos disponibles son insuficientes 
para ofrecer una panorámica completa de estas 
cuestiones. La mayor parte de la información 
referente al agua y el saneamiento se recopila a 
través de encuestas de hogares; dichas encuestas no 
incluyen una desagregación por sexo de los datos 
que se obtienen sobre la mayoría de los temas. De 
ese modo, las desigualdades en el seno del hogar 
pueden permanecer ocultas.246 La Relatora Especial 
ha sugerido modificar las encuestas de hogares con 
el fin de detectar esas desigualdades “centrándose 
en el uso real que hacen todos los miembros de un 
hogar del agua, el saneamiento y la higiene”. Además, 
ha instado a adoptar medidas específicas con el 
fin de evaluar “la capacidad de todas las mujeres 
y las adolescentes para gestionar su menstruación 
con higiene y dignidad”.247 La recopilación de datos 
sobre la utilización real de las instalaciones de agua 
y saneamiento en los lugares públicos, como las 
escuelas y los hospitales, también es crucial para 
comprender mejor si las mujeres y las niñas son 
capaces de disfrutar de este derecho. 

El acceso inadecuado al agua y el 
saneamiento pone en peligro la salud de las 
mujeres
Aparte de constituir en sí misma una violación de los 
derechos humanos, la falta de agua y saneamiento 
limita indirectamente el disfrute de otros derechos 
por parte de las mujeres, como los referentes a la 
educación, la salud y el derecho a vivir sin violencia. 
Uno de los principales obstáculos para la educación 
de las niñas en los países en desarrollo, por ejemplo, 
es la falta de instalaciones de saneamiento que 
permitan a las adolescentes gestionar su menstruación. 

Las enfermedades provocadas por la falta de agua y 
saneamiento adecuados incrementa la necesidad de 
cuidar de familiares enfermos, una responsabilidad que 
recae primordialmente en las mujeres y las niñas. Las 
mujeres también son susceptibles de verse expuestas 
a un riesgo sanitario mayor, ya que, por su papel de 
cuidadoras, pueden sufrir enfermedades relacionadas 
con la falta de agua y saneamiento. El tracoma, por 
ejemplo, es una enfermedad infecciosa de la vista que 
puede provocar ceguera; esta enfermedad se propaga 
fácilmente en condiciones de hacinamiento y falta de 
agua y saneamiento adecuados.248 El tracoma afecta 
a 2,2 millones de personas en todo el mundo. Se ha 
demostrado que las mujeres tienen una probabilidad 
1,8 veces mayor que los hombres de resultar infectadas, 
dado que al ser ellas quienes cuidan de las personas 
enfermas, es más fácil que mantengan un contacto 
cercano con la infección.249

Debido a la menstruación, el embarazo y las 
enfermedades relacionadas con este, así como a 
los tabúes y estigmas que rodean a todo ello, la 
disponibilidad de instalaciones adecuadas de agua y 
saneamiento reviste una importancia particular para 
las mujeres. Durante el parto, es fundamental contar 
con un entorno higiénico para la supervivencia de 
la madre y el bebé, lo que incluye la necesidad de 
disponer de agua y saneamiento adecuados.250 La 
fístula obstétrica —una complicación relacionada con 
el embarazo que afecta a dos millones de mujeres en 
África y Asia— provoca incontinencia; a su vez, esta 
genera estigmatización social y graves problemas de 
salud. La falta de acceso al agua y el saneamiento 
refuerza el estigma de las mujeres que sufren esa 
dolencia, que necesitan lavarse y bañarse con 
frecuencia.251  

Entretanto, las letrinas se siguen construyendo sin 
instalaciones o espacios que permitan a las mujeres 
lavarse y utilizar el método de saneamiento de su 
elección; además, con frecuencia no ofrecen medios 
para el desecho de productos sanitarios. A menudo 
no hay compresas disponibles o resultan inasequibles, 
pues los sistemas de salud no las consideran artículos 
esenciales y en ocasiones puede ser necesario 
importarlas. En ausencia de compresas, las mujeres 
y las niñas suelen verse obligadas a utilizar métodos 
sanitarios poco higiénicos, como paños, barro, ceniza o 
papel de periódico. 

Por lo general, las mujeres dan mayor prioridad que 
los hombres al hecho de disponer de un retrete en el 
hogar y requieren mayor privacidad para satisfacer sus 
necesidades. Sin embargo, rara vez poseen el control 
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de los recursos del hogar, lo que les permitiría tomar 
la decisión de invertir en la instalación de un aseo. En 
los casos en que sencillamente no hay instalaciones 
de saneamiento, las mujeres y las niñas se ven 
obligadas a ampararse en la oscuridad, buscando 
espacios privados y arriesgándose a sufrir ataques 
de personas o animales en el camino.252 Las mujeres 
y las niñas que utilizan instalaciones de saneamiento 
compartidas en entornos informales pueden verse 
expuestas a una amenaza de violencia muy real.253  

La estigmatización puede provocar la 
exclusión social en la utilización de los 
servicios de abastecimiento de agua y 
saneamiento
Incluso en los casos en los que existe disponibilidad 
de servicios de abastecimiento de agua y 
saneamiento, el estigma puede provocar que grupos 
sociales enteros sufran desventaja y exclusión en 
el acceso a dichos servicios en función de la casta, 
la raza, el origen étnico o el género.254 En la India, 
por ejemplo, las personas dalit a menudo tienen 

prohibido utilizar los grifos y pozos ubicados en 
zonas en las que residen otros grupos de población, 
y las mujeres dalit se ven obligadas a permanecer en 
filas de espera separadas cerca de la boca del pozo 
para extraer agua una vez que finalizan las personas 
no dalit.255 En Eslovenia, el requisito de aportar 
una prueba de propiedad u ocupación autorizada 
para recibir servicios municipales ha constituido 
una barrera fundamental para el acceso de las 
comunidades romaníes al agua. La eliminación 
de dichos requisitos ha tenido efectos positivos: 
35 de los 38 asentamientos romaníes de la región 
de Prekmurje, por ejemplo, han podido acceder al 
agua y el saneamiento tras la supresión de dichas 
condiciones. Por el contrario, el hecho de tratar de 
beneficiar a grupos vulnerables puede reforzar su 
estigmatización. A modo de ejemplo, los programas 
puestos en marcha en algunos municipios de Europa 
Oriental para duchar a las niñas y los niños romaníes 
tuvieron “el efecto no deseado de identificar a esos 
niños como excesivamente ‘sucios’ como para recibir 
educación”.256

Fuente: Naciones Unidas 2012.

Nota: los datos están basados en promedios ponderados según la población de 25 países del África Subsahariana.

62+23+6+9A Mujeres
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23%

Niños
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Figura 3.13

Distribución porcentual de la carga de trabajo que supone la recogida de agua en hogares del África 
Subsahariana que carecen de agua corriente, 2006-2009 

 En el África Subsahariana, las mujeres y las niñas son las principales encargadas de la tarea de acarreo de 
agua para sus familias

Niñas
9%
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El estigma suele estar vinculado a una percepción 
de falta de higiene. Esto afecta a los derechos de 
las mujeres y niñas que menstrúan, las mujeres 
con fístula obstétrica y las que viven con el VIH y 
el SIDA, que pueden sufrir aislamiento, movilidad 
reducida y ver limitado su acceso a las instalaciones 
compartidas de agua y saneamiento. El silencio 
social y la vergüenza individual se combinan y hacen 
que las necesidades de las mujeres y las niñas en 
lo que respecta al agua y el saneamiento, incluso 
en lo tocante a la higiene menstrual, permanezcan 
invisibles. 

La recolección de agua supone una gran 
carga para las mujeres y las niñas
En el África Subsahariana, solo un 55% de los hogares 
se encuentran a menos de 15 minutos de distancia de 
una fuente de agua. Las mujeres y las niñas son las 
principales encargadas de acarrear agua para sus 
familias; como muestra la figura 3.13, ellas son las que 
se ocupan de esta tarea en más del 70% de los hogares 
que lo necesitan.257 En las zonas rurales, cuando las 
fuentes de abastecimiento de agua están distantes, 
las mujeres tienen que caminar hasta dos horas para 
recoger el agua. En el ámbito urbano, cuando el agua 
se obtiene de fuentes públicas comunitarias, deben 
esperar en fila durante más de una hora.258 Los datos 
de un estudio realizado en 25 países de la región 
indican que las mujeres dedican en total 16 millones de 
horas al día a la tarea de recoger agua.259 Los estudios 
de caso realizados en todo el mundo muestran que 
la “pobreza de tiempo” relacionada con el agua se 
traduce en una pérdida de ingresos para las mujeres 
y de tiempo de escolarización para las niñas.260 La 
extracción y el acarreo de agua provocan asimismo 
desgaste físico a las mujeres, y la inseguridad de los 
derechos de acceso al agua puede dar lugar a niveles 
muy elevados de estrés psicológico.261  

Aumentar la disponibilidad, la asequibilidad y la accesibilidad 
del agua y el saneamiento es prioritario para mejorar 
la igualdad sustantiva, puesto que en ausencia de estos 
recursos, las mujeres soportan de forma desproporcionada 
la carga del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
de personas dependientes y su salud se ve afectada.262 Y a 
la inversa: la mejora del acceso al agua está asociada a un 
incremento de las actividades productivas que realizan las 
mujeres, así como de los índices de escolarización infantil.263 

Lo ideal es que cada hogar cuente con una fuente de 
suministro de agua corriente, pero no es la realidad que vive 
la mayoría de las mujeres y niñas en los países de ingresos 
bajos, sobre todo en las zonas rurales o en las zonas urbanas 
marginadas. Una elevada proporción de la población 
pobre del mundo depende de un suministro que presenta 

importantes deficiencias264 mediante fuentes públicas, 
quioscos de agua y agentes de reparto. Estas fuentes se 
contabilizan como “mejoradas”, pero en ocasiones también 
exigen a las mujeres y las niñas caminar largas distancias 
o esperar varias horas en la fila. En consecuencia, se ha 
sugerido que, después de 2015, uno de los indicadores del 
acceso a los servicios básicos de abastecimiento de agua sea 
el porcentaje de población que utiliza una fuente mejorada 
con un tiempo de recogida total de 30 minutos o menos, 
incluidos el trayecto de ida y vuelta y el tiempo de espera.265 

También se ha descubierto que las fuentes públicas cobran 
precios varias veces superiores a las tarifas asociadas a una 
conexión de red para hogares de bajos ingresos en Benin, 
Kenya, Malí, el Senegal y Uganda.266 Quienes distribuyen 
el agua cobran a menudo un precio unitario muy superior 
que los servicios públicos. Cuanto más alejado del hogar se 
encuentra el punto de suministro de agua, mayor es el precio, 
incluso sin tener en cuenta los costos de oportunidad que 
surgen del desplazamiento y el tiempo de espera, sobre todo 
para las mujeres y las niñas. 

Regular la participación del sector privado en el 
abastecimiento de agua y el saneamiento 
Invertir en agua y saneamiento para mujeres y niñas no es solo 
un paso necesario para el cumplimiento de los compromisos 
internacionales en materia de derechos humanos, sino que 
además tiene sentido desde el punto de vista económico. 
En general, los beneficios en términos de mejora de la 
productividad y la salud superan los costos asociados a 
la prestación y el mantenimiento de servicios de agua y 
saneamiento.267 Al igual que sucede en el caso de otros bienes 
públicos, no obstante, es improbable que los mercados por 
sí solos suministren el agua y el saneamiento de un modo 
asequible, equitativo y a una escala adecuada. Por lo tanto, 
se trata de un sector claramente destinado a recibir inversión 
pública. 

En los barrios marginales de bajos ingresos u otros 
asentamientos informales, donde la inversión inicial de 
capital y los costos de establecimiento son elevados y 
la rentabilidad de la inversión a corto plazo es baja, el 
Estado puede ser el único actor dispuesto a financiar la 
ampliación de los servicios (y también el único capaz 
de hacerlo).268  De igual modo, es improbable que los 
enfoques de base comunitaria—como la recolección de 
agua de lluvia, las bombas de pedal o las campañas de 
saneamiento total de base comunitaria— se extiendan 
sin apoyo estatal.269 La implicación del sector público 
y la regulación son necesarias para garantizar la 
asequibilidad de los servicios de abastecimiento de 
agua y saneamiento y que dichos servicios reflejen las 
necesidades de los grupos marginados. Incluso en los 
casos en que existe disponibilidad de conexiones de 
red, los costos de la infraestructura, de conexión y de 
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suministro pueden presentar barreras de acceso 
formidables, sobre todo para los hogares de ingresos 
bajos, y pueden requerir el establecimiento de 
subsidios.

La participación del sector privado en la provisión 
de agua y saneamiento ha tenido resultados 
mixtos desde el punto de vista de la disponibilidad 
y la asequibilidad. Existen iniciativas que han 
logrado incrementar con éxito el acceso al agua 
y el saneamiento a través de la privatización. En 
el Senegal, por ejemplo, la empresa privada SdE 
(Sénégalaise des Eaux) amplió el número de hogares 
conectados a la red del 58% al 87%; muchas de 
estas conexiones estaban subvencionadas a través 
de la exención del pago de la cuota de conexión, y 
cada dos meses se suministran 20 metros cúbicos 
de agua a una tarifa reducida.270 Entretanto, el 
Gobierno continúa respaldando la instalación y el 
mantenimiento de la infraestructura, sobre todo en 
las zonas rurales.271 No obstante, también se observan 
anomalías espectaculares en la privatización del 
abastecimiento de agua. A principios del decenio 
de 2000, por ejemplo, la Argentina, el Estado 
Plurinacional de Bolivia, Indonesia y Filipinas pusieron 
fin a sus contratos de concesión con empresas 
proveedoras privadas en respuesta a las protestas 
ciudadanas —a menudo encabezadas por mujeres— 
o a las acciones judiciales interpuestas como 
consecuencia del incremento de las tarifas.272  

En cualquier caso, es fundamental contar con un 
marco reglamentario eficaz para garantizar que los 
servicios continúen extendiéndose a las zonas más 
desfavorecidas, se proporcionen a todos los grupos 
sin discriminación y sean asequibles para toda la 
población.

Garantizar el acceso y la asequibilidad 
Existen varios enfoques que pueden permitir mejorar la 
asequibilidad del suministro de agua corriente. Entre ellos 
figura la exención de las cuotas de conexión y suministro 
o la aplicación de cuotas subvencionadas, la regulación 
de las tarifas y la concesión de subsidios selectivos para 
aliviar la carga financiera que soportan los hogares 
pobres. 

En Camboya, por ejemplo, la Autoridad de Suministro 
de Agua Phnom Penh (PPWSA), empresa de titularidad 
pública creada en el decenio de 1990, tuvo un éxito 
notable en la provisión de acceso al agua por parte de 
las personas pobres residentes en zonas urbanas. La 
empresa adoptó un enfoque favorable a los hogares 
pobres que incluye subsidios a la conexión (de hasta un 
100%), la posibilidad de que realicen los pagos a plazos 
y la prohibición de cortar el suministro. Según se ha 
indicado, el costo del agua es 25 veces menor que en el 
pasado, sin que ello haya afectado el nivel de servicio.273 
Además, la empresa ha desarrollado un activo papel de 
búsqueda de hogares que pueden necesitar asistencia 
financiera y de concienciación sobre la disponibilidad de 
subsidios. 

En Sudáfrica, el derecho al agua está consagrado en 
la Constitución. Con el fin de realizar este derecho, las 
autoridades utilizan diversas estrategias para la provisión 
de servicios básicos y gratuitos de abastecimiento de 
agua y saneamiento. Cada hogar tiene derecho a que 
se le suministren gratuitamente 6.000 litros de agua 
potable por mes, y se está procediendo a instalar letrinas 
de pozo mejoradas con ventilación y retretes de cisterna 
para sustituir las letrinas de balde en los municipios. No 
obstante, en el marco de la aplicación de esta política 
se han planteado dudas en cuanto a la definición de los 
derechos mínimos (véase el recuadro 3.13).

En 2009, el Tribunal Constitucional de Sudáfrica dictó sentencia en relación con un asunto referente al acceso 
al agua en Soweto (Johannesburgo): Mazibuko y Otros c. la Ciudad de Johannesburgo. Los cinco demandantes 
(cuatro de los cuales eran mujeres) procedían de un asentamiento informal integrado por hogares en los que 
vivían entre 3 y 20 personas. En consonancia con la garantía del derecho al agua consagrada en la Constitución 
sudafricana, Johannesburgo introdujo la política de abastecimiento básico gratuito de agua con el fin de 
proporcionar a todos los hogares al menos 25 litros de agua por día, mediante la instalación de contadores 
prepagos que permiten suministrar agua hasta el límite máximo definido (6 kilolitros por mes). Además de ello, se 

RECUADRO 3.13 
Las mujeres reclamaron su derecho al agua ante el Tribunal Constitucional de Sudáfrica 
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Subvencionar el consumo de agua 
Cuando un porcentaje elevado de la población está 
conectado a la red, los subsidios constituyen un 
mecanismo que favorece la asequibilidad. Chile, por 
ejemplo, aplica un subsidio al consumo de agua de los 
hogares de bajos ingresos desde 1989. Dicho subsidio 
se financia mediante impuestos y cubre entre un 25% y 
un 85% del costo de los 20 primeros metros cúbicos de 
agua por mes. En Colombia se ha puesto en marcha un 
régimen tarifario basado en el principio de solidaridad. 
En el marco de dicho sistema, los hogares de bajos 
ingresos reciben un subsidio graduado que se financia 
a través de las tarifas superiores que pagan los hogares 
más ricos.277  

No obstante, allí donde existen limitaciones de acceso 
a la red, los subsidios pueden excluir a quienes tienen 
mayores dificultades para acceder a un suministro de 
agua asequible. En esos contextos puede resultar más 
adecuado subvencionar y regular las fuentes de agua 
que utilizan los hogares pobres —incluidas las fuentes 
públicas y los quioscos de agua—278 La transformación 
de los sectores del agua y el saneamiento de Kenya 
a principios del decenio de 2000, por ejemplo, estuvo 
impulsada por un enfoque favorable a los hogares 
pobres y perseguía expresamente mejorar el derecho 
al agua potable.279 Los quioscos de agua deben vender 
agua potable a precios controlados y asequibles, 
así como ofrecer alternativas a quienes no puedan 
permitirse pagar una factura mensual. Las nuevas 
directrices tarifarias también establecen que los hogares 
pueden destinar como máximo un 5% de su presupuesto 
al gasto en agua y saneamiento. 

Hacia unas políticas de abastecimiento de 
agua y saneamiento con perspectiva de 
género
Las iniciativas dirigidas a mejorar la disponibilidad y 
la asequibilidad de los servicios de abastecimiento de 
agua y saneamiento deben tener en cuenta también 
las necesidades específicas de las mujeres en este 
ámbito y trabajar en pos del fortalecimiento de la 
capacidad de las mujeres y las niñas para expresar sus 
preocupaciones. Esto trasciende la mera provisión de un 
grifo y un retrete en cada hogar. 

La participación de las mujeres en diferentes niveles es 
crucial para el desarrollo de iniciativas de suministro 
de agua y saneamiento eficaces y sensibles al género. 
Las experiencias de Etiopía, la India, Kenya, Nepal, el 
Pakistán, Sudáfrica y la República Unida de Tanzanía 
sugieren que el hecho de otorgar un papel central 
a las mujeres en las decisiones relacionadas con el 
abastecimiento de agua permite mejorar el acceso 
y la eficacia del suministro en función de los costos, 
así como reducir la corrupción en la financiación del 
agua.280 Las mujeres también han desempeñado un 
papel esencial en el éxito del saneamiento total liderado 
por la comunidad (CLTS), un enfoque que no contempla 
subsidios, sino que anima a la gente a construir sus 
propios retretes o letrinas con recursos locales para 
poner fin a la defecación al aire libre. El CLTS alienta a 
las mujeres a asumir roles de liderazgo, pero también 
puede terminar imponiéndoles una carga de trabajo 
mayor, puesto que se basa en las concepciones 
tradicionales de que las mujeres se encargan de la 
limpieza y el orden en la familia.281  

exigió a las y los usuarios que adquirieran créditos para obtener agua a través de los contadores. 

Las y los demandantes cuestionaron la política municipal basándose en varios argumentos. Por un lado, 
manifestaron que la cantidad de agua suministrada de forma gratuita era demasiado baja y que no tenía en 
cuenta el tamaño del hogar. Asimismo, afirmaron que la política no consideraba las necesidades especiales de 
personas que podían precisar de una cantidad de agua mayor.

En el fallo inicial, el tribunal de rango inferior que juzgó el asunto reconoció explícitamente las dimensiones de 
género involucradas en el acceso al agua, y falló que, dado que las mujeres y las niñas asumían una carga de 
tareas desproporcionada en relación con el agua, la política incurría en una discriminación indirecta por razón 
de sexo.274 Sin embargo, en última instancia, el Tribunal Constitucional concluyó que la política municipal era 
razonable y coherente con su obligación de realizar progresivamente el derecho al agua, una posición que 
fue objeto de duras críticas por parte de los activistas de derechos humanos.275 Pese a este revés, el asunto ha 
propiciado un cambio en la política. Posteriormente, el ayuntamiento de Johannesburgo se comprometió a 
suministrar gratuitamente una cantidad mayor de agua a los hogares extremadamente pobres y a abordar 
algunas de las deficiencias atribuidas a la utilización de los contadores de agua prepagos.276  
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Si se quiere que fomenten la igualdad sustantiva, 
los programas de agua y saneamiento deben 
abordar conscientemente el estigma, los estereotipos 
y la violencia relacionados con las necesidades 
sanitarias de las mujeres y las niñas. Las campañas 
de concienciación y promoción son una forma de 
superar los tabúes y visibilizar dichas necesidades. La 
higiene menstrual, por ejemplo, fue uno de los temas 
fundamentales tratados en el marco de la iniciativa 
Nirmal Bharat Yatra de la India, una campaña 
de saneamiento a escala nacional dirigida por el 
Consejo de colaboración para el abastecimiento de 
agua potable y el saneamiento, un órgano con sede 
en Ginebra. En 2012, la campaña se desplazó por 
las zonas rurales del país en un trayecto de 2.000 
kilómetros, llegando a más de 12.000 mujeres y niñas 
con el mensaje de que la menstruación es tan natural 
como el hambre o el sudor, y que no hay motivo para 
sentirse avergonzadas o atemorizadas por ello.282  

De manera similar, Plan International se propuso 
abordar los estereotipos en los proyectos de CLTS en 
el África Occidental. En Sierra Leona, por ejemplo, 
los proyectos comenzaron con una evaluación de 
las actitudes relacionadas con los estereotipos de 
género en lo tocante al saneamiento. Con base en 
la información recabada, se organizaron sesiones 
de concienciación para analizar las actitudes sobre 
las tareas que se consideraba que debían realizar 
las mujeres y las niñas, como limpiar las letrinas, 
lavar la ropa, fregar los platos, barrer, recoger agua 
y lavar y vestir a las niñas y los niños. De acuerdo 
con la documentación del proyecto, estas iniciativas 
lograron cambiar las actitudes; por ejemplo, desde la 
puesta en marcha de la campaña de concienciación, 
tanto las niñas como los niños barren y limpian las 
letrinas y las instalaciones de forma rotativa.283 

Recomendaciones 
La inversión en servicios de abastecimiento de agua y 
saneamiento no solo es esencial para la realización del 
derecho al agua; también puede aliviar la carga que 
soportan las mujeres y las niñas, mejorar su seguridad 
física y promover su disfrute de otros derechos, como 
el derecho a la educación, a la salud, al trabajo, al 
descanso y al ocio. Entre las medidas concretas dirigidas 
a promover la igualdad sustantiva en cuanto al agua y el 
saneamiento figuran las siguientes: 

•	 Dar prioridad a la extensión de estos servicios a las 
zonas más desfavorecidas, particularmente a las 
zonas rurales pobres y a los asentamientos de bajos 
ingresos de las zonas urbanas 

•	 Garantizar la accesibilidad del agua en el hogar o 
su recolección en un plazo máximo de 30 minutos, 
incluido el trayecto de ida y vuelta y el tiempo de 
espera

•	 Hacer que los servicios de abastecimiento de agua 
y saneamiento sean asequibles a través de una 
regulación gubernamental eficaz, exenciones de las 
cuotas de conexión, tarifas favorables a los hogares 
pobres y la aplicación de subsidios 

•	 Diseñar los servicios de abastecimiento de agua y 
saneamiento teniendo en cuenta las necesidades de 
las mujeres y las niñas

•	 Crear conciencia sobre temas tabúes, como la fístula 
obstétrica y la higiene menstrual, que pueden limitar 
el acceso de las mujeres y las niñas a los servicios 

•	 Aumentar las oportunidades para que las usuarias 
de los servicios y las organizaciones de mujeres 
participen en la adopción de decisiones sobre los 
servicios de abastecimiento de agua y saneamiento y 
en la gestión de dichos servicios.

La política social es esencial para avanzar hacia la 
igualdad sustantiva para las mujeres: puede reducir 
la pobreza y la desigualdad, impulsar la seguridad 
de los ingresos y la independencia económica de las 
mujeres y contribuir a la realización de un amplio 
conjunto de derechos económicos y sociales. Sin 

embargo, tal como se ha puesto de manifiesto en 
este capítulo, es necesario introducir reformas e 
innovaciones en la provisión de transferencias y 
servicios sociales con el fin de garantizar que lleguen 
a las mujeres y las niñas y que respondan a sus 
necesidades. 

CONCLUSIONES
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En primer lugar, se necesita una respuesta integrada 
para corregir la desventaja socioeconómica que sufren 
las mujeres. Es necesaria una combinación de servicios 
sociales favorables a las mujeres y de transferencias 
sociales adecuadas con el fin de garantizar que 
puedan disfrutar de su derecho a la protección 
social y a gozar de un nivel de vida adecuado. La 
prestación de servicios sociales adecuados y asequibles 
—en particular, servicios de salud, de cuidados y 
abastecimiento de agua y saneamiento— es esencial 
para reducir la carga de trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado que soportan las mujeres y, 
de ese modo, aumentar su probabilidad de obtener 
acceso a la educación o a una fuente de ingresos 
propia. 

Las transferencias sociales constituyen un medio 
fundamental para luchar contra la pobreza y la 
desigualdad, sobre todo en favor de las mujeres 
que crían solas a sus hijas e hijos, las que tienen 
dificultades para encontrar un empleo remunerado 
debido a las elevadas tasas de desempleo y a la 
fuerte discriminación de que son objeto en el mercado 
laboral, y las que se enfrentan a la pobreza en la vejez 
como consecuencia de la desventaja socioeconómica 
que experimentaron a lo largo de toda su vida. La 
extensión e institucionalización de los programas 
de transferencias monetarias a gran escala y de los 
regímenes de pensiones no contributivas constituyen un 
paso alentador para las mujeres, sobre todo en algunos 
países de ingresos medianos. Sin embargo, es preciso 
intensificar los esfuerzos para eliminar los sesgos de 
género y avanzar hacia la cobertura universal. El 
fomento de la igualdad sustantiva no solo requiere un 
mayor acceso a los servicios y transferencias sociales 
vigentes, sino también una transformación radical del 
modo en que se organizan y distribuyen. 

En segundo lugar, las políticas y los programas sociales 
pueden ser medios muy eficaces para combatir los 
estereotipos, el estigma y la violencia. Esto puede 
hacerse de varias formas. Como mínimo, es necesario 
eliminar las características de las políticas y programas 
que perpetúan los estereotipos de género o el estigma 
social. Los programas de transferencias sociales, 
por ejemplo, no deberían imponer condiciones que 
aumenten la carga de trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado que soportan las mujeres, y tendrían 
que perseguir gradualmente el objetivo de la cobertura 
universal con objeto de evitar el estigma. Desde un 
punto de vista más positivo, las políticas y programas 

pueden proporcionar incentivos para que los hombres 
asuman responsabilidades en la crianza de las hijas y 
los hijos y desarrollar la capacidad de los servicios de 
salud para responder a la violencia contra las mujeres. 
Además, los gobiernos y la sociedad civil pueden 
llevar a cabo campañas de concienciación dirigidas a 
superar los tabúes de género en torno, por ejemplo, a 
la menstruación, con el fin de permitir que las mujeres y 
las niñas puedan disfrutar efectivamente de su derecho 
al saneamiento.

En tercer lugar, para transformar las políticas y 
los programas sociales en el sentido indicado, es 
necesario contar con el liderazgo político de las 
mujeres y con el fortalecimiento del poder de acción, 
su voz y su participación a través del fomento de 
investigaciones, iniciativas de promoción, acciones 
legales y movilizaciones feministas. Desde el diseño de 
programas de transferencias monetarias favorables al 
empoderamiento de las mujeres en el Brasil y Egipto 
hasta el reconocimiento de su trabajo de cuidados en 
la formulación de políticas nacionales en el Uruguay, 
pasando por el suministro de agua y saneamiento 
urbanos asequibles y adecuados en Sudáfrica, las 
mujeres se han organizado y han colaborado para 
definir, reclamar y defender sus derechos.  

La Iniciativa sobre un piso de protección social 
constituye un paso muy importante en la dirección 
correcta, si bien es importante prestar atención a 
la hora de definir las prioridades de las inversiones 
sociales. Cuando tengan que definir los pisos 
nacionales protección social, los países deberían llevar 
a cabo diagnósticos en profundidad de las necesidades 
de los cuidadores y cuidadoras, así como de las 
personas receptoras de dichos cuidados, con objeto de 
garantizar que la expansión de las transferencias y de 
los servicios contribuya al reconocimiento, la reducción 
y la redistribución del trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado. Todos los países que presentan vacíos 
de cobertura importantes deberían dar prioridad al 
establecimiento de pisos de protección social para 
toda su ciudadanía. Sin embargo, el objetivo no debe 
ser quedarse ahí, sino ampliar la gama y el monto de 
las prestaciones así como la calidad de los servicios 
brindados. En consecuencia, sería necesario definir 
desde el principio las estrategias que se utilizarán para 
financiar una extensión progresiva de las transferencias 
y servicios. El capítulo siguiente, dedicado a la política 
macroeconómica, aborda este tema en mayor 
profundidad. 
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Violet Shivutse sabe por experiencia propia que, para defender 
eficazmente sus intereses, las mujeres necesitan organizarse, 
definir objetivos y, a continuación, insistir para que se les 
conceda un lugar en la mesa de toma de decisiones.

Esta agricultora de 47 años es la fundadora de la delegación 
de la Alianza de Cuidados Domiciliarios en Kenya, una 
organización que reúne a unas 30.000 cuidadoras y cuidadores 
de 11 países africanos. Estos cuidadores, la inmensa mayoría 
de los cuales son mujeres, atienden y cuidan a un total de 
unas 200.000 amigas, amigos, familiares y vecinas y vecinos, 
muchos de ellos afectados por el VIH y SIDA.  

“Nuestro principal objetivo... es garantizar que podamos 
expresarnos con una voz común a fin de presionar para que 
se reconozca el papel crucial que desempeñamos las y los 
cuidadores en la prestación de servicios de atención de la 
salud y del VIH y SIDA en nuestras comunidades. Muchas de 
las cuidadoras y cuidadores asociados a nuestra organización 
han llegado a un nivel en el que gozan de verdadero 
reconocimiento por parte de altos cargos gubernamentales”, 
afirma Violet.

Pero esto no siempre ha sido así. Violet explica que ha costado 
mucho tiempo y esfuerzo llegar hasta este punto. Durante años, 
las cuidadoras y cuidadores no gozaban de reconocimiento 
alguno (o muy escaso) por la función esencial que ejercían, 
llegando donde no podían llegar los centros de salud formales.

Las cuidadoras de Kenya se 
unen para exigir participación 

187

UN LUGAR EN 
LA MESA 

EL PROGRESO DE LAS MUJERES
/ HISTORIAS DE CAMBIO

Violet Shivutse habla a la comunidad en Kakamega, en el oeste de Kenya

Foto: ONU Mujeres/Alex Kamweru
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La historia de empoderamiento 
de las cuidadoras de Kenya 
llega a la raíz de algunos de 
los problemas de exclusión que 
afectan muchas de las facetas 
de la vida de las mujeres en todo 
el mundo.

Cuando, a finales del decenio de 
1990, trabajaba con pequeños 
agricultores en el oeste de 
Kenya, Violet observó que los 
agricultores tenían la capacidad de obtener préstamos o 
apoyo de los programas de extensión agrícola, mientras que 
las mujeres solían estar en el campo, trabajando duro, con 
escaso apoyo y sin participación en la toma de decisiones.

También se dio cuenta de que muchas mujeres de su 
comunidad seguían muriendo al dar a luz, y de que la 
respuesta del hospital de la zona consistía en culpar a las 
parteras tradicionales.

Estremecida por la muerte de una mujer local, Violet se puso 
en contacto con el hospital local y pidió que se incluyera a 
estas parteras en sus programas de extensión en lugar de 
condenarlas al ostracismo.

El hospital aceptó trabajar con 
las parteras tradicionales para 
facilitar clínicas móviles para 
las mujeres en las aldeas. Dado 
que muchas de las parteras eran 
analfabetas, no eran capaces 
de rellenar los formularios del 
hospital, de modo que Violet se 
ofreció a hacerlo por ellas.

Fue el primer paso de un viaje 
que llevó a Violet a crear la 

asociación Shibuye Community Health Workers. Desde 
su creación, la organización ha ampliado su ámbito de 
actuación para incluir otros problemas de salud, como las 
epidemias de sarampión, la diarrea o el asesoramiento en 
materia de saneamiento, nutrición adecuada y planificación 
familiar.

Entonces, cuando a mediados del decenio de 1990 Kenya 
se vio afectada por la pandemia de SIDA, las cuidadoras 
se vieron sometidas a una presión creciente. En 1996, la 
tasa de prevalencia del VIH en el país alcanzó un 10,5% y 
tres años después se declaró el VIH y SIDA como desastre 
nacional y emergencia de salud pública. Desde el inicio de 
la crisis, las cuidadoras de Kenya se situaron en primera 

“Las cuidadoras
fortalecemos el tejido social

porque para nosotras
la salud comienza
en la comunidad”

Violet con colegas de trabajo

Foto: ONU Mujeres/Alex Kamweru
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línea de defensa, proporcionando tratamientos de larga 
duración a los pacientes en sus domicilios, garantizando 
que sus campos estuvieran atendidos, luchando contra el 
estigma y defendiendo los derechos de las mujeres con VIH 
y SIDA a poseer tierras.

Al principio, sin embargo, apenas se reconocieron sus 
esfuerzos.

“Cada vez que llegaban recursos para luchar contra el VIH y 
SIDA o (que se celebraban) reuniones para debatir sobre la 
política contra el VIH, las cuidadoras quedaban excluidas o 
estaban representadas por grandes organizaciones”, señala 
Violet.

Su epifanía llegó durante una reunión celebrada en Nairobi en 
2003 con el fin de debatir sobre el efecto que estaba teniendo 
el VIH y SIDA en África.

“Los donantes y las personas responsables de la formulación de 
políticas que se encontraban en la sala decían: ‘sabemos que 
las cuidadoras están ahí, pero es un colectivo fragmentado, 
trabajan en grupos muy pequeños, por lo que resulta difícil 
integrarlas en la toma de decisiones, ya que unas cuidadoras 
no pueden representar adecuadamente los intereses de las 
otras’”, relata. 

Violet transmitió esto a su comunidad y empezó a pensar 
en crear una delegación local de la Alianza de Cuidados 
Domiciliarios, una organización que ya trabajaba en el 
ámbito del VIH y SIDA en otros países de África. Las mujeres 
se organizaron y comenzaron a hablar con las autoridades 
sobre el modo de mejorar la política de lucha contra el VIH 
y SIDA. Una de las primeras reuniones que mantuvieron fue 
con el Comité de Control del SIDA de su circunscripción, que 
forma parte de la Comisión Nacional de Control del SIDA.

A medida que la Alianza de Cuidados Domiciliarios 
crecía, Violet se dio cuenta de la necesidad de abordar 
determinadas concepciones fuertemente arraigadas 
acerca de la naturaleza de la atención de la salud.

“Existía la visión de que la salud empieza en el centro sanitario. 
Así que dijimos: ‘la salud empieza en la comunidad’”.

Violet explica que el trabajo que estaban realizando las 
cuidadoras con el VIH y SIDA era una necesidad desde el 
punto de vista económico, pues contribuyeron a sostener un 
sistema nacional de salud sometido a una presión extrema, 
pero que también constituía un imperativo moral y social.

“Las cuidadoras fortalecen el tejido social , porque en el 
contexto Africano, cualquier persona enferma pertenece a 
su comunidad... No se trata solo de que los centros de salud 
estén al borde del colapso. No. De lo que se trata realmente 
es de... lo que debería hacer la gente cuando las personas 
caen enfermas y sufren una enfermedad prolongada. 
Nosotras no damos respuesta únicamente al sistema de 
atención sanitaria”, explica.

En la actualidad, la delegación de la Alianza de Cuidados 

Domiciliarios de Kenya cuenta con unas 3.200 asociadas. 
En los últimos años, su labor de promoción se ha centrado 
en crear unas relaciones positivas entre la comunidad y los 
centros de salud, ayudando a las cuidadoras a organizarse 
y a acceder a recursos y a foros clave de formulación 
políticas.  

Para Violet, que a menudo acude a las reuniones mundiales 
en representación de las cuidadoras, el hecho de seguir 
en su comunidad es fundamental para poder continuar 
desarrollando su trabajo con eficacia.

“A mi juicio”, dice, “esta es una forma de trabajar de un 
modo integral en el ámbito del desarrollo: no me limito a 
ser elegida para sentarme en un comité, sino que procedo 
de una comunidad”.

El hecho de que Violet
continúe en su comunidad es
fundamental para su eficacia
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Historia: Clar Nichonghaile. Para consultar más información sobre Violet y su trabajo, véase www.homebasedcarealliance.org

Foto: ONU Mujeres/Alex Kamweru
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HACIA UN ENTORNO 
MACROECONÓMICO 
FAVORABLE
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Las políticas macroeconómicas afectan a la disponibilidad 
de empleos remunerados y de los recursos necesarios para 
implementar las políticas sociales. Por tanto, son fundamentales 
para crear un entorno propicio en el cual sea posible 
promover la igualdad sustantiva de las mujeres. 

Generalmente se asume que las políticas macroeconómicas 
son neutrales en cuanto al género. En la práctica, tienen 
consecuencias distributivas que repercuten de forma diferente 
en las mujeres y en los hombres, y tienen una influencia más 
amplia sobre las dinámicas de género.

Las políticas macroeconómicas actuales no tienen 
adecuadamente en cuenta la importancia del trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado y de las inversiones 
no comerciales en las personas. También han limitado 
artificialmente los recursos de los que pueden disponer los 
gobiernos para financiar las políticas y los programas para la 
igualdad de género.

EN BREVE

/1
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Las políticas macroeconómicas y sociales deben trabajar 
conjuntamente para garantizar la sostenibilidad económica. 
La contribución económica de las políticas sociales y el 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado debe ser 
reconocida e incorporada a la formulación de las políticas 
macroeconómicas.

Un enfoque basado en los derechos ofrece un marco 
alternativo para evaluar y priorizar las opciones de política 
económica. Esto puede fomentar la realización de los derechos 
a lo largo del tiempo, la movilización de los recursos para la 
igualdad de género, la reducción de la discriminación y la 
democratización de la gobernanza económica.

Una mejor coordinación de las políticas globales y la 
gobernanza económica internacional, inspirada en los 
Principios de Maastricht, es esencial para crear un entorno 
macroeconómico que favorezca la realización de los derechos 
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INTRODUCCIÓN

Los avances en la igualdad sustantiva de las mujeres 
pueden lograrse mediante el establecimiento 
de mecanismos de protección social básicos 
y mejorando la cantidad y calidad de los 
empleos remunerados, como se ha sostenido en 
capítulos anteriores de este Informe. Las políticas 
macroeconómicas dan forma al entorno económico 
general que permite la realización de los derechos 
económicos y sociales de las mujeres por medio de 
sus efectos en la creación de empleo y el margen 
de acción fiscal en especial. El modo de diseño e 
implementación de las políticas macroeconómicas 
tendrá, por tanto, un efecto directo sobre la 
probabilidad de que se alcance la igualdad de 
género. Dos grandes categorías de políticas 
macroeconómicas son la política fiscal y la política 
monetaria. La política fiscal comprende el uso de los 
gastos públicos, los impuestos y el endeudamiento 
público para alcanzar los objetivos económicos y 
sociales. La política monetaria opera a través de 
los mercados y las instituciones financieras para 
influir en la masa monetaria, las tasas de interés, la 
disponibilidad de crédito y los tipos de cambio.

A pesar de su importancia para muchos y diversos 
resultados económicos y sociales, la gestión 
macroeconómica generalmente se centra en un 
conjunto limitado de objetivos tales como el aumento 
de las tasas de crecimiento del producto interno 
bruto (PIB) o la reducción de la inflación a niveles 
sumamente bajos. Las cuestiones relativas a la 
desigualdad o la distribución están ausentes o se 
abordan de forma deficiente.1 Con frecuencia se 
supone que el crecimiento económico acarreará 
soluciones para problemas persistentes como la 
desigualdad de género, pero los datos demuestran 
que un crecimiento más rápido, por sí solo, no 
permite superar esos problemas.2 Para que las 
políticas económicas y sociales puedan contribuir a 
la realización de la igualdad sustantiva, es necesario 
repensar las políticas macroeconómicas.

Importancia de la política macroeconómica 
para la igualdad de género
Las políticas macroeconómicas se ocupan de los 
agregados económicos, generalmente sin hacer 
referencia a la igualdad de género. Por ejemplo, 

las metas de las políticas macroeconómicas, como 
las tasas de interés, no consideran tasas de interés 
diferentes para las mujeres y los hombres. En 
consecuencia, a menudo se dice que estas políticas 
son neutrales en materia de género. Sin embargo, las 
políticas económicas de base amplia tienen efectos 
desde el punto de vista del género, pues interactúan 
con las características estructurales de la economía, 
como la distribución del trabajo no remunerado y la 
segregación de mujeres y hombres hacia diferentes 
tipos de empleos, de modo que producen resultados 
claramente diferenciados en cuanto al género. 

El recuadro 4.1 ofrece un ejemplo del modo en que 
una política fiscal aparentemente neutral en materia 
de género en el Reino Unido, en respuesta a la crisis 
de 2008, tuvo efectos diferenciados para las mujeres 
y los hombres. 

Las políticas macroeconómicas pueden limitar o 
ampliar las posibilidades de corregir la situación 
de desventaja socioeconómica de las mujeres por 
diversos caminos, directos e indirectos. 

En primer lugar, las políticas macroeconómicas 
tienen efectos directos tanto en la cantidad como en 
la calidad de las oportunidades de empleo para las 
mujeres y los hombres. Además, debido a la gran 
segregación ocupacional en el mercado laboral, 
descrita en detalle en el capítulo 2, las políticas 
económicas tienen claros efectos sobre algunos 
sectores especiales, tales como el de los servicios, 
que afectarán los empleos de las mujeres y los 
hombres de modo diferente. 

En segundo lugar, las políticas macroeconómicas 
afectan la carga de trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado a través de sus efectos sobre el 
empleo, los ingresos de los hogares y los niveles de 
vida. La demanda de trabajo no remunerado puede 
aumentar en épocas de trastornos económicos, 
aumentando la carga que soportan las mujeres.  

En tercer lugar, las políticas macroeconómicas 
tienen consecuencias distributivas —por ejemplo, a 
través de los impuestos— que afectan a las mujeres 
y los hombres de modo diferente y que pueden o 
bien aumentar la desventaja socioeconómica de las 
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El Women’s Budget Group (WBG) del Reino Unido ha aplicado una perspectiva de género a las políticas 
fiscales y de gasto público del gobierno británico tras la crisis de 2008.6 Destaca que la estrategia para 
volver a equilibrar el presupuesto a partir de 2010 se ha apoyado principalmente en recortar los gastos 
en lugar de aumentar los impuestos. Es más probable que los recortes de los servicios públicos y la 
protección social afecten a las mujeres mientras que los hombres, quienes en promedio ganan más en 
los empleos remunerados, se verían más directamente afectados por los cambios en la política fiscal.7 El 
WBG calcula que las madres solteras serán las más afectadas por los recortes, así como por los cambios 
en los impuestos que constituyen las políticas de consolidación fiscal del Reino Unido. Para este grupo se 
calcula una disminución de los ingresos del 15,6%, mientras que las parejas en edad de trabajar sin hijos 
solo perderían un 4,1%.8

RECUADRO 4.1 
Sesgos de género en el presupuesto y la política fiscal: el Women’s Budget Group

mujeres o, tal vez, promover una redistribución de 
recursos que las beneficie. 

Y en cuarto lugar, las políticas macroeconómicas 
afectan a los recursos de los que disponen los 
gobiernos para financiar las políticas sociales y 
los programas de protección social que pueden 
utilizarse para reducir la desventaja socioeconómica 
de las mujeres, como se demuestra en el capítulo 3. 

La gestión macroeconómica y la reglamentación 
financiera pueden tener efectos sobre la 
incertidumbre de la economía y la probabilidad de 
crisis y riesgos sistémicos, en los que las mujeres 
y los hombres cargarán con diferentes costos de 
las repercusiones negativas. La volatilidad a nivel 
macroeconómico produce resultados que a la 
vez reflejan y refuerzan las dinámicas de género 
imperantes, aunque los resultados diferirán en 

función de los contextos. En la Argentina, por 
ejemplo, durante la crisis económica de cuatro 
años que comenzó en 1998, las mujeres ingresaron 
al mercado laboral para compensar las fuertes 
caídas en los ingresos de los hogares.3 En Filipinas, 
tras la crisis económica que sufrió Asia Oriental 
en 1997, el desempleo masculino aumentó más 
rápidamente que el femenino, mientras que las 
mujeres con empleos remunerados tuvieron horarios 
de trabajo más largos.4 En contraste, las mujeres se 
retiraron de la fuerza laboral remunerada tras la 
crisis de 1997 en la República de Corea.5 Cuando se 
presiona a las mujeres para que ingresen al mercado 
laboral debido a penurias económicas, a menudo 
se emplean en actividades precarias, informales y 
mal remuneradas. Cuando una crisis impulsa a las 
mujeres a retirarse del empleo remunerado, vuelven 
a posiciones de dependencia en el hogar, con menos 

autonomía y menores posibilidades de obtener 
ingresos propios.

De modo que las consecuencias de las políticas 
macroeconómicas van más allá de la esfera 
económica y tienen efectos en las dinámicas 
de género en los hogares y en la sociedad. 
Especialmente en épocas de crisis, los efectos de 
las políticas macroeconómicas en las jerarquías 
sociales pueden ser marcados, y pueden conllevar 
una intensificación de los estereotipos, el estigma 
y la violencia. Las políticas macroeconómicas 

dirigidas a la estabilización —generalmente a través 
de la reducción del gasto público o el logro de 
tasas de inflación muy bajas— tienden a reducir las 
oportunidades de empleo y los niveles de vida, como 
sucedió con los programas de austeridad adoptados 
en muchos países en respuesta a la crisis mundial de 
2008. A medida que los empleos se vuelven escasos 
y los ingresos de los hogares se reducen, los grupos 
más poderosos tienden a afirmar sus identidades 
colectivas por medio de prácticas patriarcales, 
racistas o nacionalistas.9 Esto puede reforzar los 
estereotipos, incluido el de género, llevar a la 
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estigmatización e incluso desencadenar violencia en 
formas que perpetúan los patrones de desigualdad 
y las jerarquías sociales.10 En Grecia, por ejemplo, se 
produjo una intensificación de la violencia racial y 
xenofóbica como resultado de la recesión económica 
vinculada a la crisis de la deuda soberana europea.11

Economistas feministas y quienes defienden los 
derechos de las mujeres han elaborado marcos, 
enfoques y metodologías para respaldar la 
integración de las metas de igualdad de género en 
las políticas y la planificación macroeconómicas. 
Por ejemplo, una serie de gobiernos han adoptado 
presupuestos con perspectiva de género, lo que ha 
ayudado a priorizar la reasignación de los recursos 
disponibles para contribuir a la igualdad de género. 
La aplicación eficaz de estos enfoques requiere 
mejores datos desagregados por sexo y el análisis 
de los efectos de las políticas en las mujeres y los 
hombres. Fundamentalmente, también requiere 
el fortalecimiento del poder de acción, la voz 
y la participación de las mujeres en la toma de 
decisiones macroeconómicas para intensificar la 
capacidad de respuesta y la rendición de cuentas de 
las instituciones nacionales y mundiales encargadas 
del diseño y la aplicación de las políticas económicas.

Resumen del capítulo
Por sí solas, las políticas macroeconómicas no 
pueden lograr la igualdad de género; también 
son esenciales las políticas progresistas sociales 

y de empleo, como se explicó en los capítulos 
anteriores. Pero el marco macroeconómico en el 
que se implementan otras políticas amplía o limita 
su alcance para fomentar la igualdad sustantiva 
de las mujeres. Este capítulo empieza destacando 
las formas en que los enfoques actuales de las 
políticas macroeconómicas reducen las posibilidades 
de realizar los derechos económicos y sociales de 
las mujeres. Se analiza el modo en que la falta de 
atención a los objetivos sociales, la incapacidad 
para integrar el trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado y un insuficiente esfuerzo por crear 
empleo y movilizar recursos limitan fuertemente la 
capacidad de estos abordajes para adelantar la 
igualdad sustantiva. A continuación se exponen los 
componentes esenciales de un marco basado en 
los derechos para las políticas macroeconómicas 
que podría respaldar la igualdad sustantiva. 
Seguidamente, el capítulo hace hincapié en la 
necesidad de contar con nuevos mecanismos 
de gobernanza económica mundial capaces de 
mejorar la coordinación internacional y de realizar 
los derechos económicos y sociales. Concluye 
subrayando la necesidad de disponer de políticas 
macroeconómicas que supongan la rendición de 
cuentas, incorporen las cuestiones relacionadas 
con la distribución, reconozcan la importancia de 
la inversión en las personas y también el papel del 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
para promover la igualdad sustantiva.  

¿QUÉ TIENEN DE MALO LAS 
POLÍTICAS MACROECONÓMICAS?

En la práctica, las políticas macroeconómicas rara vez 
toman en cuenta los derechos económicos y sociales, 
los resultados distributivos o la igualdad de género. 
Por ello, las estrategias macroeconómicas pueden 
dificultar el progreso hacia la igualdad sustantiva 
o incluso ser desfavorables a la realización de los 
derechos de las mujeres. 

En la actualidad hay tres áreas fundamentales en las 
que las políticas macroeconómicas limitan el progreso 
hacia la igualdad sustantiva. En primer lugar, las 
metas estrechas de las políticas macroeconómicas y 
los sesgos de género en el análisis macroeconómico 
significan que las políticas a menudo omiten 
abordar las desventajas estructurales a las que se 
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enfrentan las mujeres. En segundo lugar, un esfuerzo 
insuficiente de las políticas macroeconómicas por 
crear empleos significa que el progreso hacia la 
corrección de la desventaja socioeconómica de las 
mujeres en el mercado laboral es limitado. Y en tercer 
lugar, las políticas macroeconómicas restrictivas 
significan que hay insuficientes recursos para 
financiar de modo sostenible las políticas sociales 
que apoyan la igualdad de género o para garantizar 
que las formas en que se aplican los gastos y los 
impuestos tengan consecuencias distributivas 
positivas en lugar de negativas. Las siguientes 
secciones analizan cada uno de estos asuntos en 
detalle. 

LAS CUESTIONES DE GÉNERO EN LAS 
POLÍTICAS MACROECONÓMICAS Y SUS 
OBJETIVOS

Las políticas macroeconómicas generalmente 
se centran en elevar el nivel del PIB como meta 
principal, y la expansión del PIB (crecimiento) se usa 
como medida del progreso económico. Sin embargo, 
los resultados económicos y sociales más amplios 
pueden resultar más importantes para mejorar la 
vida de las mujeres y los hombres, incluso a través de 
mejores oportunidades de atención médica, acceso 
a la educación, oportunidades de empleo decente, 
la posibilidad de vivir sin violencia y de tener un lugar 
seguro donde vivir. Los marcos alternativos para 
evaluar el progreso —como los derechos humanos o 
el desarrollo humano— enfatizan lo que las personas 
pueden hacer o en qué pueden convertirse en el 
transcurso de su vida. Los aumentos del PIB son 
importantes solo como un medio para mejorar los 
resultados sociales, incluida una mayor igualdad de 
género. 

¿La igualdad de género contribuye al 
crecimiento?  
Las investigaciones y la formulación de políticas han 
empezado a prestar más atención a la relación entre 
la igualdad de género y el crecimiento económico.12 
Por ejemplo, los datos recientes sobre la relación 
entre la desigualdad de género en la educación y 
los niveles de PIB y crecimiento sugieren que una 
mayor igualdad en la enseñanza tiene una asociación 
positiva con el PIB, por lo menos en los países de 
ingresos medianos y bajos.13  La reducción de las 
desigualdades en la enseñanza y la elevación del 
nivel promedio de la educación de las mujeres 
parecen apoyar un mejor desempeño económico, 
medido como PIB per cápita, y aumentar las 
capacidades productivas individuales. 

La figura 4.1 representa la relación de la matriculación 
de mujeres-hombres en la escuela secundaria con 
el ingreso per cápita, ilustrando la relación positiva 
entre el nivel de PIB y las brechas en el grado de 
instrucción.14 La relación aumenta con los ingresos 
promedio, pero a medida que se acerca a la paridad, 
la curva se aplana. Esto indica que la relación entre 
el índice de matriculación en la escuela secundaria 
y el ingreso per cápita es diferente en los países de 
ingresos bajos y altos. Como regla general, la mayor 
igualdad en la educación se asocia con niveles más 
elevados de PIB. Sin embargo, en los niveles de 
ingresos más bajos también se observa una variación 
considerable en la relación mujeres-hombres de 
matriculación en la escuela secundaria entre países 
con ingresos similares, lo que sugiere la importancia 
de otros factores además del PIB promedio. Por 
ejemplo, Burkina Faso (1.435 dólares de los Estados 
Unidos) y Rwanda ($1.312) tenían niveles similares 
de ingreso per cápita en 2011, pero la relación era 
significativamente más elevada en Rwanda que en 
Burkina Faso: 1,02 en comparación con 0,78. Esto 
muestra que aun a los niveles más bajos de PIB se 
puede alcanzar la paridad de género en la educación.

La figura no indica si el crecimiento económico 
eleva el índice de matriculación o si, por el contrario, 
una mayor igualdad de género en la educación 
secundaria contribuye a incrementar los ingresos. 
Y el hecho de centrarse en la tasa de matriculación 
mujer-hombre proporciona una imagen incompleta 
en términos de la igualdad sustantiva, porque no 
se tiene en cuenta la calidad de la educación que 
reciben las mujeres y los hombres jóvenes ni las 
diferencias en la retención y los logros académicos.

Del mismo modo, un aumento en el índice de 
participación de las mujeres en la población activa, 
o una reducción de la brecha entre la participación 
en la fuerza laboral de las mujeres y la de los 
hombres, han demostrado capacidad para acelerar 
el crecimiento.15 Los índices de participación de las 
mujeres en la población activa son generalmente 
más bajos que los de los hombres —en algunos 
casos, significativamente— y las mujeres que trabajan 
en empleos remunerados suelen concentrarse en 
actividades de baja productividad con ingresos bajos 
(véase el capítulo 2). Estos patrones de segregación 
indican una asignación ineficiente del trabajo en la 
cual se impide la participación de las mujeres en 
actividades en las que podrían ser más productivas.16 
Por lo tanto, se espera que una flexibilización de las 
limitaciones de género en los mercados laborales 
eleve los índices promedio de ingresos y crecimiento.
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Figura 4.1

Índice de matriculación mujer-hombre en la escuela secundaria y PIB per cápita, 2011  
 Una mayor igualdad en la educación se asocia con un PIB más elevado
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Fuente: Banco Mundial 2015d.

La igualdad de género también puede contribuir al 
crecimiento a través de su efecto a largo plazo en 
el desarrollo humano. Los datos demuestran que la 
educación y el estado de salud de las madres influyen 
positivamente en la salud de sus hijas e hijos. Esto 
puede contribuir al futuro crecimiento económico.17 

Sin embargo, también puede darse la situación inversa: 
cuando se usan otros indicadores, la desigualdad de 
género (en lugar de la igualdad) parece contribuir al 
crecimiento económico y los resultados macroeconómicos, 
al menos en el corto plazo. Las mujeres frecuentemente 
ganan menos que los hombres y las brechas de género 
en los ingresos pueden ayudar a disminuir los costos 
promedio de la mano de obra. La investigación sobre 
las economías de mercado emergentes en Asia, Europa 
y América Latina sugiere que las brechas salariales más 
elevadas aumentan la competitividad en los casos en 
que las mujeres ocupan una parte desproporcionada de 

los empleos en actividades con alto coeficiente de mano 
de obra orientadas a la exportación.18 De este modo, las 
desigualdades de género en los salarios pueden contribuir 
al éxito de un crecimiento orientado a la exportación 
y mejorar la balanza de pagos de un país en el corto 
plazo. Sin embargo, puesto que este tipo de crecimiento 
se basa en la desigualdad, no puede ser considerado 
inclusivo; y en el largo plazo la igualdad de género puede 
ser más beneficiosa para el crecimiento a través de sus 
efectos sobre el desarrollo humano de las mujeres, como 
por ejemplo las mejoras de los logros educativos, ya 
mencionadas. 

La desigual división de género del empleo, según 
la cual las mujeres llevan a cabo una parte 
desproporcionada del trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado, también puede contribuir 
al crecimiento del PIB tal como se mide en la 
actualidad. Muchas personas se benefician del 
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trabajo no remunerado que realizan las mujeres en 
el hogar, incluido el cuidado de otras personas.19 Por 
ejemplo, las empresas dependen de los recursos 
humanos que se producen y sostienen por medio 
de ese tipo de trabajo. Por lo tanto, la distribución 
desigual de los costos del cuidado apoya el 
crecimiento económico, pues quienes se benefician 
de estas inversiones en la próxima generación no 
pagan los costos asociados. 

En general, los datos sobre la relación entre el 
crecimiento económico y la igualdad o desigualdad 
de género son diversos y la relación causal puede 
no ser clara.20 ¿La igualdad de género contribuye a 
lograr tasas de crecimiento más elevadas? El Banco 
Mundial ha analizado esta relación y ha concluido 
que, desde el punto de vista económico, tiene sentido 
mejorar la igualdad de género; es decir, contribuye 
al crecimiento y el desarrollo económicos.21 De hecho, 
la asociación de la mayor igualdad o desigualdad 
de género con el crecimiento económico depende 
del indicador específico que se use. Las medidas de 
igualdad que enfatizan las actividades o atributos 
productivos de las mujeres —como la reducción de 
las brechas en la participación en la población activa 
y los logros educativos— generalmente se asocian 
con un crecimiento más rápido. En cambio, cuando 
los indicadores se basan en el rendimiento de la 
actividad productiva de las mujeres, como los niveles 
salariales, la desigualdad de género puede contribuir 
al crecimiento.22 

Por el contrario, con frecuencia se supone que el 
crecimiento económico conducirá a una mayor 
igualdad de género. Sin embargo, el crecimiento que 
se fundamenta en un aumento de la competitividad 
mundial mediante la reducción de los costos en 
realidad puede reforzar las desigualdades de género 
con la disminución de los costos de la mano de obra 
o la transferencia de los costos del trabajo doméstico 
y de cuidados no remunerado a las mujeres.23 
Además, los beneficios del crecimiento pueden 
distribuirse de modo que refuercen los patrones 
existentes de poder económico, las jerarquías de 
género en el empleo y las normas patriarcales. 
Por ejemplo, los planes de seguridad social de la 
estrategia de desarrollo de la República de Corea 
desde el decenio de 1960 hasta principios del 
decenio de 1990, un período de rápido crecimiento, 
dependían de que los hogares y las familias 
prestaran los servicios de cuidados en lugar de 
ofrecerlos a través de programas de gobierno 
financiados por impuestos, lo que reforzaba una 
división de género del empleo sumamente desigual.24 

La igualdad de género es un objetivo importante en 
sí misma, y no puede ser vista únicamente como un 
instrumento del crecimiento económico.25 Para que 
las políticas macroeconómicas fomenten la igualdad 
sustantiva es necesario que vayan más allá del 
crecimiento económico e incluyan un conjunto más 
amplio de objetivos y metas, como se analiza más 
adelante en este capítulo.

Ni medido ni reconocido: el trabajo no 
remunerado en la política y estadísticas 
macroeconómicas
Las definiciones internacionales del Sistema de 
Cuentas Nacionales (SCN) definen el PIB como el 
valor de mercado de los bienes y servicios finales 
producidos en un país en un período determinado. 
Buena parte del trabajo no remunerado realizado 
predominantemente por las mujeres no está 
incorporado en el cálculo del PIB ni reflejado en otros 
indicadores macroeconómicos. En particular, está 
excluida la producción de servicios no comerciales 
en el hogar bajo la forma de cuidados y trabajo 
doméstico no remunerados (véase el recuadro 2.5). 
Las políticas macroeconómicas no dan cuenta de 
los costos desproporcionados para las mujeres del 
trabajo no remunerado, por lo que refuerzan la 
infravaloración y la marginación del trabajo de las 
mujeres.26

El trabajo de cuidados y el trabajo doméstico no 
remunerados comprenden diferentes tipos de 
actividades, incluidas las tareas del hogar (como la 
preparación de las comidas y la limpieza), el cuidado 
de personas (menores, personas enfermas, personas 
con discapacidad y personas mayores débiles), 
la recolección de agua y combustible y el trabajo 
voluntario en la comunidad.27 La figura 4.2 desglosa 
las estimaciones del tiempo dedicado por día a 
determinadas categorías de trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado en seis países: la Argentina, 
la India, Nicaragua, la República de Corea, Sudáfrica 
y la República Unida de Tanzanía. En todos los casos 
las mujeres asumen una mayor carga de trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado que los 
hombres.  

El tiempo que se dedica al trabajo no remunerado tiene 
un valor económico real, pero ese valor no es reconocido 
por los conceptos macroeconómicos y los sistemas de 
contabilidad actuales. Por ejemplo, en los Estados Unidos, 
el valor total de los servicios de cuidado de menores 
no remunerados en 2012 se calculó en 3,2 billones de 
dólares, lo que equivale aproximadamente al 20% 
del valor total del PIB de este país (que ese año tuvo 
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Figura 4.2 

Tiempo dedicado por día al trabajo doméstico y de cuidados no remunerado, por sexo y valor total como 
porcentaje del PIB 

 Las mujeres dedican más tiempo que los hombres al trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
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  Trabajo comunitario no 
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Fuente: Budlender 2008. Basado en encuestas sobre el uso del tiempo en cada país: Argentina (2005, solo Buenos Aires), India (1998/1999), Nicaragua (1998), República de Corea (2004), 
Sudáfrica (2000) y República Unida de Tanzanía (2006).

Nota: asolo Buenos Aires. El valor del trabajo de cuidados no remunerado se basa en los salarios de las personas empleadas en ocupaciones con tareas similares a las domésticas, ya sea que 
las desempeñen en hogares o instituciones. Pueden consultarse en Budlender (2008) los cálculos basados en otras categorías de salarios. La comparación entre países debería hacerse con 
cautela ya que la población de referencia y la metodología de recopilación de datos varían de un país a otro.

un valor de 16,2 billones de dólares).28 Para los países 
mencionados en la figura 4.2, el valor total del trabajo 
de cuidados no remunerado se calcula entre el 10 y el 
39% del PIB.29 

El valor económico del trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado es comparable o mayor al de algunos 

sectores económicos clave. Por ejemplo, el análisis de 
la situación en México, que se muestra en la figura 4.3, 
estima que el valor del trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado es el 21% del PIB, más que la suma de 
la industria manufacturera, el comercio, los negocios 
inmobiliarios, la minería, la construcción y el transporte 
y almacenamiento. 
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Figura 4.3 

Valor económico del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado y de determinadas áreas de actividades 
económicas seleccionadas, como porcentaje del PIB, 2013 

 En México, el valor económico del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado es mayor que la minería, 
la construcción, y el transporte y almacenamiento combinados

Trabajo doméstico 
y de cuidados no 

remunerado

Manufactura Comercio Bienes raíces Minería Transporte y 
almacenamiento

Construcción

21 17 16 11 7 7 6

Fuente: INEGI 2014.

Nota: el trabajo de cuidados no remunerado incluye las tareas de cuidados y apoyo, la limpieza y mantenimiento del hogar, la limpieza y cuidado de la ropa y el calzado, la preparación de 
alimentos, las compras y la administración del hogar, la ayuda a otros hogares y el trabajo voluntario. Véanse las definiciones en el recuadro 2.5.

La exclusión del trabajo no remunerado impone 
un sesgo a la planificación económica 
No todo el trabajo no remunerado supone cuidar a otras 
personas. En muchos países, el tiempo dedicado a recoger 
combustible o acarrear agua constituye una importante carga 
en términos de tiempo para las mujeres.30 Las inversiones 
públicas en infraestructura básica, como los grifos de agua 
accesibles, podrían reducir enormemente la cantidad de 
tiempo que se dedica a estas actividades (véanse los capítulos 
2 y 3). Esto, a su vez, puede tener efectos positivos sobre la 
participación de las mujeres en la población activa, sus ingresos 
provenientes de empleos remunerados y su empoderamiento 
económico, pero rara vez se consideran esos beneficios 
derivados de una infraestructura de mayor calidad.31

La exclusión del valor del trabajo no remunerado de las cuentas 
nacionales impone un sesgo a la baja en los cálculos del nivel 
total de actividad económica reflejado en el PIB (como indica 
la figura 4.2). Al mismo tiempo, se piensa que la exclusión de 
las actividades no comerciales impone un sesgo al alza al 
crecimiento de las actividades económicas.32 Esto se debe a que 
el valor de la producción doméstica no remunerada crece más 
lentamente en el tiempo que el valor de mercado de los bienes 
y servicios incluidos en los cálculos normales del PIB. Sesgos 
parecidos afectan a la contabilización del trabajo de las mujeres 
en el PIB y las estadísticas de crecimiento. Cuando aumenta el 
número de mujeres que se incorporan a la población activa, el 

PIB aumenta por definición, mientras que cualquier reducción 
en el valor del trabajo no remunerado en el hogar que resulte de 
esto no se contabiliza y por lo tanto permanece “oculta”.33 

Estas cuestiones de género en la contabilidad económica tienen 
consecuencias directas en las políticas, por ejemplo, cuando 
se evalúa la eficiencia de las asignaciones presupuestarias. 
Los “ahorros” logrados mediante los recortes del gasto 
gubernamental en servicios públicos a menudo aumentan 
la demanda de trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado. Dado que estos costos ocultos no se reconocen 
en la planificación económica, esto puede crear la ilusión de 
ganancias de eficiencia cuando de hecho los costos se están 
transfiriendo del sector público a la esfera privada.34 Por 
ejemplo, en el sector de la salud, puede parecer que aumenta 
la eficiencia cuando disminuye el tiempo que los pacientes 
pasan en el hospital y en consecuencia el costo del tratamiento 
por paciente parece reducirse. Pero los recortes del gasto 
en salud pública pueden tener un efecto dominó importante 
y no reconocido para las y los cuidadores en los hogares, 
quienes pueden verse forzados a abandonar horas de trabajo 
remunerado para cuidar a un miembro de la familia enfermo. 
Esto probablemente tenga un efecto desproporcionado sobre 
las mujeres como principales proveedoras de cuidados.

Con el fin de reconocer adecuadamente y valorar el trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado, es preciso medirlo. 
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Los datos de las encuestas sobre el uso del tiempo 
son fundamentales para conocer la cantidad de 
tiempo que las mujeres y los hombres dedican a 
diferentes actividades; sin embargo, no se dispone 
de información fidedigna sobre el uso del tiempo en 
muchos países del mundo. Es necesario contar con 
más encuestas regulares sobre el uso del tiempo, 
con datos desglosados por sexo, nivel de ingresos, 
ubicación geográfica y otras categorías pertinentes 
como la raza y el origen étnico. Esta información 
puede ser utilizada por las personas responsables 
de formular políticas para tomar mejores decisiones 
sobre las políticas macroeconómicas que reflejen de 
un modo más completo las actividades que hacen 
funcionar a una economía y las consecuencias de 
las opciones elegidas para mejorar la igualdad 
sustantiva. 

El desarrollo del potencial humano como 
inversión
Otras variables macroeconómicas están sujetas a 
problemas conceptuales similares, con consecuencias 
potencialmente importantes para las políticas. Por 
ejemplo, el gasto de los hogares en las niñas y los 
niños se clasifica actualmente como un gasto de 
consumo. Sin embargo, hay buenas razones para 
sostener que estos gastos representan una inversión 
en las capacidades humanas futuras y por lo tanto 
deberían contabilizarse de forma separada de otros 
gastos de consumo.35 Las actividades no comerciales 
y no remuneradas de cuidado infantil representan 
una inversión similar, pero no están contabilizadas de 
ninguna forma en las estadísticas macroeconómicas, 
ni como consumo ni como inversión. Por ello, puede 
sostenerse que la inversión total está infravalorada 
en las estadísticas económicas actuales porque no 
incluyen la inversión en potencial humano, tanto en 
términos de tiempo como de dinero. 

Lo mismo se aplica a los gastos presupuestarios. Por 
ejemplo, el gasto en el mantenimiento de servicios 
para la primera infancia está clasificado como 
un consumo público (gastos corrientes), aunque 
la construcción de nuevas guarderías y clínicas 
está clasificada como inversión pública (gasto 
de capital). El endeudamiento para financiar las 
inversiones públicas se considera aceptable, pero 
no así el destinado a respaldar el funcionamiento 
de esas instalaciones públicas. Las definiciones 
tradicionales y las estadísticas no comprenden el 
desarrollo de las capacidades humanas como una 
forma de inversión que rinda beneficios en el futuro. 
La consiguiente clasificación errónea de estos gastos 
impone a las decisiones políticas un sesgo contrario 
a las inversiones públicas en el desarrollo de las 

capacidades humanas. La inversión insuficiente en ese 
tipo de instalaciones públicas refuerza en los hechos la 
dependencia de la sociedad en el trabajo doméstico 
y de cuidados no remunerado que llevan a cabo las 
y los progenitores, especialmente las madres, para 
subsanar las carencias.

POLÍTICAS MACROECONÓMICAS, 
EMPLEO E IGUALDAD DE GÉNERO

Para abordar la desventaja socioeconómica de 
las mujeres y alcanzar la igualdad sustantiva, es 
fundamental aumentar las oportunidades de las 
que disfrutan estas para acceder a empleos de 
calidad y remunerados, como se ha mostrado en el 
capítulo 2. Las políticas macroeconómicas pueden 
crear un entorno que fomente una mejora en la 
calidad y cantidad de los empleos disponibles. Sin 
embargo, aunque antes del decenio de 1980, cuando 
el pensamiento neoliberal comenzó a dominar el 
panorama político, en muchas partes del mundo las 
estrategias macroeconómicas intentaron abordar la 
falta de oportunidades de empleo, en la actualidad a 
menudo limitan tanto la cantidad como la calidad de 
las oportunidades de empleo disponibles. 

Crecimiento sin empleo 
Las políticas que buscan promover mejores resultados 
en lo tocante al empleo tienen dos componentes: el 
aumento de la demanda de trabajo remunerado en 
la economía; y el incremento de la movilidad de las 
y los trabajadores para que las personas puedan 
aprovechar las oportunidades de empleo cuando 
aparecen. Las políticas macroeconómicas pueden ser 
especialmente importantes para influir en la demanda 
general de mano de obra en la economía.

Aunque los enfoques de política dominantes 
reconocen ahora el valor de la protección social y 
la necesidad de regular el mercado laboral para 
mejorar los resultados en materia de empleo, en lo 
que respecta a las políticas macroeconómicas los 
cambios han sido muy escasos desde el decenio de 
1980. Es frecuente asumir que la creación de empleo 
es un subproducto automático del crecimiento 
económico. En realidad, el crecimiento no se traduce 
automáticamente en más y mejores empleos. Los 
estudios han documentado en muchos países una 
reducción del número de nuevos empleos que se 
crean cuando la producción se expande.36 Algunos 
países han sufrido períodos de “crecimiento sin 
empleo”. Por ejemplo, en la India, en un período de 
25 años a partir de 1971, la producción del sector 
manufacturero en general se expandió sin que ello 
conllevara apenas cambios en el empleo debido 
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a los aumentos en la intensidad de capital de la 
producción.37 

Una explicación de este lento crecimiento en la 
demanda de mano de obra es que los niveles de 
inversión que podrían respaldar la creación de 
empleo han disminuido sustancialmente en muchas 
partes del mundo, concretamente a partir del 
decenio de 1980.38 Un crecimiento más lento de 
la inversión productiva se traduce en una mayor 
lentitud del aumento de la demanda de mano de 
obra. 

Las políticas macroeconómicas afectan al empleo 
a través de varios canales además de influir en el 
nivel de las inversiones privadas. Las reducciones 
del gasto público mencionadas anteriormente han 
llevado a una disminución del tamaño del sector 
público y a la privatización de servicios y empresas 
públicos. Esto ha reducido la contribución relativa 
de las instituciones y los organismos del gobierno 
al empleo formal: durante el decenio de 1990, 
el volumen de empleo público disminuyó más 
rápidamente o aumentó más lentamente que el 
empleo del sector privado en la mayoría de los 
países.39 La reducción de la proporción del empleo 
en el sector público ha resultado especialmente 
evidente en las economías en transición de Europa 
Oriental y Asia Central. Como ha mostrado el 
capítulo 2, el empleo público es una importante 
fuente de empleos de buena calidad para las 
mujeres y es probable que esta reducción tenga 
efectos desproporcionados sobre los resultados de 
estas en materia de empleo.

Políticas monetarias y oportunidades de 
empleo 
Las políticas monetarias también pueden afectar a los 
resultados en materia de empleo. En la mayoría de los 
países, estas políticas se centran casi exclusivamente 
en lograr unas bajas tasas de inflación, lo que se 
consigue elevando las tasas de interés para evitar 
que los precios aumenten más rápidamente.40 Las 
tasas de interés elevadas ralentizan la actividad 
económica, pues hacen que el crédito se vuelva 
más caro y menos accesible, y por ello reducen las 
compras destinadas al consumo y aumentan el costo 
de financiar inversiones productivas. Además, unas 
tasas de interés elevadas hacen que las inversiones 
financieras resulten más atractivas que las inversiones 
en actividades productivas. Todos estos factores 
reducen la demanda de mano de obra. 

La política monetaria también puede tener efectos 
en función del género sobre el empleo, aunque estos 
varían en los diferentes países y dependen de factores 
estructurales. Investigaciones recientes han mostrado 
que el empleo de las mujeres ha descendido más 
rápidamente que el de los hombres en una serie de 
países en desarrollo —entre los que figuran el Brasil, 
Colombia, Costa Rica, Filipinas y la República de 
Corea— en los que se observa una reducción de la 
inflación asociada a políticas monetarias restrictivas.41 
En los países que mantienen un entorno monetario 
menos restrictivo, esas desigualdades de género son 
menos evidentes. Las diferencias en las dinámicas del 
empleo de las mujeres y el de los hombres también 
parecen ser menos pronunciadas cuando los tipos de 
cambio se mantienen en un nivel competitivo. 

En los países de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE), un estudio de 
las políticas monetarias no encontró ninguna prueba 
de que existan efectos diferentes sobre las tasas de 
empleo de las mujeres y los hombres.42 Sin embargo, 
las investigaciones centradas en algunos países 
de ingresos altos han puesto de manifiesto que las 
políticas monetarias tienen efectos diferentes sobre los 
hombres y las mujeres: por ejemplo, la investigación 
sobre las políticas de la Reserva Federal de los 
Estados Unidos reveló que el aumento de las tasas 
de interés aumentó los índices de desempleo de las 
mujeres en comparación con el de los hombres, pero 
esta relación varía de un estado a otro y cambia 
según la composición racial de la población.43

Unas tasas de interés real más elevadas, que 
aumentan el rendimiento de las inversiones 
financieras, también atraen flujos de capital a corto 
plazo provenientes de otros países, que pueden 
causar inestabilidad, puesto que esos flujos pueden 
irse tan fácilmente como llegaron, como se vio en la 
crisis de Asia Oriental en 1997.44 Los flujos de ingreso 
de capital también pueden llevar a una apreciación 
del tipo de cambio, lo cual a su vez reduce la 
competitividad de las industrias exportadoras y 
de aquellos sectores que compiten con productos 
importados, así como la inversión en ellos.45 Un 
tipo de cambio sobrevalorado tiene un efecto 
desproporcionado sobre el empleo de las mujeres 
cuando estas están concentradas en los sectores que 
producen artículos de exportación o en sectores que 
compiten con bienes y servicios importados.

En general, a partir de la década de 1980 las políticas 
macroeconómicas no han apoyado la demanda 
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de mano de obra frente a la creciente oferta de 
esta. Cuando la demanda de mano de obra crece 
lentamente en comparación con la oferta, los 
niveles de desempleo abierto aumentan, el empleo 
informal se extiende y proliferan otras formas 
atípicas y no regulares de trabajo, como el trabajo 
a tiempo parcial, las contrataciones a corto plazo 
y los mercados de jornaleros. Al mismo tiempo, el 
poder de negociación se vuelca a favor de las y los 
empleadores y las y los propietarios de empresas. 
Esta tendencia se ve reforzada por una reducción 
de la proporción de los empleos del sector público 
en el empleo en general. El resultado es una presión 
a la baja sobre los salarios y las condiciones de 
empleo. Como se ha demostrado en el capítulo 2, 
esto sucedió en una época en la que, en muchas 
partes del mundo, la participación de las mujeres 
en la población activa iba en aumento, de modo 
que la falta de oportunidades de empleo decente 
restringe específicamente las opciones de empleo de 
las mujeres así como las perspectivas de corregir la 
desventaja socioeconómica que sufren.

POLÍTICAS MACROECONÓMICAS, 
POLÍTICAS SOCIALES E IGUALDAD DE 
GÉNERO

Los recursos de que disponen los gobiernos para 
aplicar las políticas tendientes a promover la igualdad 
de género descritas en los capítulos 2 y 3 no son 
fijos. Vienen determinados, en parte, por las políticas 
macroeconómicas, incluidas las políticas tributarias, las 
decisiones sobre la financiación del gasto público con 
déficit presupuestario y la gestión de la deuda.46 Los 
regímenes que aplican políticas neoliberales han tendido 
a reducir los ingresos fiscales en relación con el tamaño 
de la economía, de modo que se dispone de un menor 
volumen de recursos públicos para financiar el gasto 
público. Frente a la reducción de los ingresos del gobierno, 
los esfuerzos dirigidos a controlar el déficit presupuestario 
han hecho énfasis en la reducción del gasto, con recortes 
que a menudo afectan desproporcionadamente 
a las mujeres. La crisis financiera mundial de 2008 
desencadenó una crisis de la deuda soberana en Europa, 
y llevó en algunos países a fuertes recortes del gasto 
social (véase el recuadro 4.2). Estos recortes han tenido 
importantes consecuencias negativas para el logro de la 
igualdad sustantiva.

Aunque la crisis financiera mundial de 2008 se originó en el sector privado, en el largo plazo también ha 
afectado a los presupuestos públicos. En muchos países desarrollados, los gobiernos utilizaron fondos 
públicos para rescatar al sector financiero, trasladando deudas incobrables y pasivos de los bancos a 
los balances de los gobiernos. A pesar de los niveles cada vez más altos de la deuda y las caídas del 
PIB, la respuesta inicial de las políticas a la crisis fue aumentar el gasto para estimular la economía. Sin 
embargo, esta fase expansionista duró poco. 

Para el año 2010, la combinación de los paquetes de rescate financiero y los gastos para estimular la 
economía, junto con la caída de los ingresos provenientes de impuestos debido a la desaceleración 
económica, habían preparado el escenario para una crisis de la deuda soberana en Europa. Como 
resultado, en algunos países se han producido drásticos recortes de las transferencias sociales y los 
servicios públicos, lo que ha provocado un retroceso de los derechos económicos y sociales de las 
mujeres y los hombres, así como un revés para la igualdad de género. Por ejemplo, los gastos en 
prestaciones para las familias con niñas y niños, que habían alcanzado su nivel máximo en 2009, 
cayeron por debajo de los niveles de 2008 en 14 de los 23 países europeos para los que se disponía de 
datos en 2011.47

Los países en desarrollo también han sido testigos de la volatilidad de los ingresos presupuestarios como 
resultado de la crisis de 2008. A medida que la deuda pública ha aumentado, también lo ha hecho la 

RECUADRO 4.2 
Crisis, austeridad y retroceso de los derechos económicos y sociales de las mujeres
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Las políticas fiscales y los recursos para 
realizar los derechos económicos y sociales 
de las mujeres 
Desde el decenio de 1980 se ha producido una 
reducción de la capacidad de muchos países para 
movilizar los recursos necesarios para financiar el 
gasto público, lo que a menudo se conoce como 
una reducción del espacio fiscal.49 Se esperaba 
que los países con préstamos del Fondo Monetario 
Internacional (FMI) simplificaran su estructura tributaria 
y ampliaran la base tributaria por medio de una serie 
de medidas como la reducción de los tipos de los 
impuestos sobre la renta y sobre las sociedades, la 
disminución de los impuestos sobre las actividades 
económicas como parte de medidas de liberalización 
más amplias y la ampliación del impuesto sobre el valor 
agregado (IVA), que grava los bienes de consumo y los 
servicios.50 Como resultado, muchos países de ingresos 
bajos redujeron sus impuestos sobre las actividades 
económicas, lo que causó una importante caída de los 
ingresos que no se vio compensada por otros aumentos 
de ingresos provenientes de otros impuestos.51 Esto, a 
su vez, ha llevado a una reducción general del ingreso 
público por concepto de impuestos como porcentaje 
del PIB.52

El ingreso público como porcentaje del PIB tiende a 
aumentar con el ingreso per cápita, como se ilustra 
para 168 países en la figura 4.4.53 En los países 
de ingresos bajos, la agricultura y las actividades 
informales suelen representar una proporción mayor 

del PIB; estas actividades contribuyen menos a los 
ingresos tributarios. La base tributaria de los países 
más pobres también es más baja debido a los altos 
índices de pobreza y la menor riqueza general, y la 
capacidad de las instituciones públicas para recaudar 
impuestos también a menudo está subdesarrollada. 
Cuando se producen recortes al gasto público, estos 
pueden reducir aún más la capacidad administrativa, 
volviendo aún más difícil la movilización de recursos 
por medio de impuestos.

Sin embargo, la figura 4.4 también muestra que las 
economías con niveles de desarrollo (PIB per cápita) 
similares exhiben unas capacidades muy diferentes de 
movilización de los recursos públicos.54 Esto sugiere que 
a pesar de los bajos ingresos, muchos países podrían 
movilizar recursos adicionales por medio de cambios 
adecuados en las políticas y las instituciones. En 2005, 
el Proyecto del Milenio de las Naciones Unidas estimó 
que los gobiernos de cinco países en desarrollo —
Bangladesh, Camboya, Ghana, Uganda y la República 
Unida de Tanzanía— deberían poder generar hasta un 
4% más de PIB en ingresos tributarios en un decenio.55 
El FMI, en su informe Fiscal Monitor 2013, reconoce 
que en los países de ingresos bajos y medianos “el 
potencial para aumentar los ingresos es a menudo 
considerable”.56 Esto sugiere que el espacio fiscal es 
significativamente más elevado de lo que sugiere 
el actual nivel de ingresos públicos. En una sección 
posterior se analiza el modo en que varios países 
han ampliado su espacio fiscal (concretamente en la 

presión para recortar los gastos, lo que ha significado una amenaza para los subsidios de alimentos, 
combustible, electricidad y transporte, así como para la ampliación de los programas emergentes de 
protección social (descritos en el capítulo 3). En el momento de redactar este Informe, las investigaciones 
de las políticas mostraron que, a pesar de una respuesta inicial expansionista frente a la crisis, una 
cantidad cada vez mayor de países en desarrollo proyectaba importantes recortes de los gastos 
gubernamentales, especialmente en América Latina. El Fondo Monetario Internacional (FMI) preveía 
que 92 de los 133 países seguirían políticas fiscales de austeridad en 2014 y reformarían el sector de las 
pensiones de vejez y el de la salud en busca de criterios más focalizados para las prestaciones sociales.48 

Es probable que las mujeres sientan los efectos de estos recortes con mayor intensidad por su elevada 
representación entre las personas que prestan servicios de primera línea en el sector público. Las 
mujeres también dependen más que los hombres de las transferencias y los servicios públicos para 
satisfacer sus propias necesidades. Como proveedoras de cuidados no remunerados para familiares 
y amistades, cuando se reduce el apoyo público, la carga de prestar cuidados recae de forma 
desproporcionada sobre las mujeres.
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titulada “Una agenda de políticas macroeconómicas 
basada en los derechos”).

Las políticas sociales también pueden financiarse por 
medio de endeudamiento. La sostenibilidad de una 
expansión fiscal —es decir, un aumento del gasto— 
depende fundamentalmente del modo en que se 
utilicen los recursos públicos.57 Es más probable que 
una expansión fiscal sea sostenible cuando el gasto 
financie inversiones en lugar de consumo. Para los 
gobiernos que desean llevar adelante el tipo de 
políticas sociales destacadas en el capítulo 3 a través 
de la expansión fiscal, es importante reconocer que 
las inversiones en cuidado infantil, atención médica 
o educación generan beneficios económicos de 
largo plazo. Es más probable que estas inversiones 
sean autosostenibles, ya que tienen la capacidad de 
elevar el ingreso público en el futuro para amortizar 
el endeudamiento o financiar futuras inversiones.58 
Un replanteamiento de la relación entre las políticas 

sociales y la sostenibilidad fiscal podría cambiar el 
enfoque de las políticas, de modo que contribuyan a 
una mayor igualdad de género en el futuro.

Las consecuencias distributivas de las 
políticas tributarias
Existen numerosas estrategias para financiar la 
protección social y los servicios sociales, desde 
contribuciones privadas hasta impuestos públicos.59 
Como muestra la figura 4.5, el modo de recaudar 
ingresos tiene importantes consecuencias para la 
solidaridad social así como para la igualdad de 
género. Por ejemplo, los servicios como el cuidado 
infantil pueden ser proporcionados exclusivamente 
por el hogar, en cuyo caso los costos son soportados 
por los miembros del hogar. Este puede considerarse 
una forma de tributación implícita (llamada “impuesto 
de carga de tiempo”), con efectos regresivos y 
desproporcionados para las mujeres.60 El trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado genera 

Figura 4.4

Ingresos públicos generales (como porcentaje del PIB per cápita) y PIB per cápita, 2013 
 Los países más ricos suelen tener ingresos públicos más elevados, pero la capacidad de movilizar recursos 

públicos varía mucho entre países con niveles de ingresos similares
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Nota: los ingresos públicos se refieren a los ingresos generales, incluidas las subvenciones. No existen estadísticas regulares sobre los ingresos, a menudo son incompletas y no son 
comparables entre los diferentes países. Los datos deben interpretarse con cautela. El PIB per cápita corresponde a cifras de 2013 a precios constantes de 2011.
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beneficios para la economía y, en algunos casos, 
sustituye los gastos públicos en servicios sociales. En 
efecto, representa una transferencia monetaria de 
las mujeres a otras personas en la economía. Si las 
mujeres no prestaran este servicio, las instituciones —
como el Estado— deberían actuar para impedir que la 
economía del cuidado colapsara. 

Cuando los servicios se prestan a través de instituciones 
estatales o del mercado —por ejemplo, las plazas 
escolares o la atención médica— es posible que las 
personas deban afrontar copagos. Como ha mostrado 
el capítulo 3, los copagos en el punto de servicio pueden 
ser una carga especial para las mujeres. Los planes 
de seguro privado permiten que las personas paguen 
por adelantado para acceder a los servicios cuando 
los necesiten, pero estos planes rara vez son asequibles 
para los hogares de ingresos bajos. Los seguros 
sociales públicos pueden ser más redistributivos porque 
ponen en común los riesgos y los recursos, incluidos los 
subsidios estatales para los hogares de ingresos bajos.61

Por último, los servicios sociales pueden financiarse 
enteramente con los ingresos públicos generales que 
provienen de impuestos indirectos, como el IVA, o 

impuestos directos, como un impuesto sobre la renta. 
La financiación de los servicios sociales a partir de los 
ingresos públicos generales tiende a crear el mayor 
margen para la redistribución y la igualdad sustantiva, 
pero aun así algunos impuestos son más progresivos 
que otros. Por ejemplo, los impuestos indirectos como el 
IVA pueden ser regresivos, dependiendo de cómo estén 
diseñados, porque los hogares de ingresos bajos gastan 
una porción mayor de sus ingresos en los bienes de 
consumo básicos que los hogares de mayores ingresos.  

Además, algunas políticas tributarias contienen sesgos 
de género explícitos y tratan a las mujeres y los hombres 
de modo diferente. Por ejemplo, en algunos sistemas 
tributarios los hombres reciben deducciones para 
dependientes de forma automática, mientras que 
esto solo se permite a las mujeres en circunstancias 
especiales.62

Lo más frecuente es que la desigualdad de trato 
sea implícita, en los casos en que las disposiciones 
aparentemente neutrales en materia de género tienen 
diferentes efectos sobre las mujeres y los hombres 
debido a las fuentes estructurales de desigualdad 
de género. Por ejemplo, las exenciones tributarias 

Impuesto de carga de tiempo (auto prestación)

Copagos (el más regresivo y menos solidario)

Planes de seguro privado (planes prepagos)

Seguros sociales públicos

Impuestos indirectos

Impuestos para fines específicos

Impuestos directos (los más progresivos y más solidarios)

Figura 4.5

Tipos de ingresos, su carácter regresivo y sus efectos en las relaciones sociales 
 Los impuestos directos son los más progresivos y fomentan la mayor solidaridad social

Fuente: basado en Delamonica y Mehrotra 2009.

Carácter               
regresivo

Carácter                
solidario
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vinculadas al trabajo pueden llegar de forma 
desproporcionada a los hombres, pues estos tienen más 
probabilidad que las mujeres de contar con empleos 
formales que se benefician con este tipo de exenciones. 
Las mujeres pueden soportar una carga mayor del 
IVA cuando son las responsables de adquirir los bienes 
de consumo necesarios para el hogar. Los impuestos 
progresivos sobre la renta pueden, en la práctica, gravar 
los ingresos de las mujeres a una tasa más alta que 
los de los hombres cuando los ingresos del hogar se 
ponen en común para calcular los impuestos debidos y 
el ingreso de las mujeres es considerado un suplemento 
del ingreso de un hombre que es sostén de la familia.63 
Es frecuente que estas consecuencias distributivas no 
se tengan en cuenta a la hora de definir las políticas 
tributarias.

Las estrategias macroeconómicas dominantes han 
reducido artificialmente el espacio fiscal del que 
disponen los gobiernos, limitando los recursos para 
financiar las políticas y los programas sociales que 
pueden ayudar a mejorar la igualdad de género. 
Desde un punto de vista más general, se han formulado 
políticas fiscales con poca atención a sus efectos sobre 
la desigualdad y los costos sociales de los recortes al 
gasto público. Existe el potencial para movilizar recursos 
adicionales para respaldar la realización de los derechos 
económicos y sociales. Esto exige un abordaje diferente 
de las políticas macroeconómicas, como se describirá en 
la siguiente sección. 

La interconexión de las políticas 
macroeconómicas y sociales 
Los marcos y los procesos actuales de las políticas 
tienden a separar artificialmente las políticas 
macroeconómicas y las sociales. Se considera que la 

función de estas últimas consiste principalmente en 
mantener la estabilidad de los precios y promover 
el crecimiento. En el momento de formularlas, no se 
tiene en cuenta el impacto de las políticas sociales 
sobre el entorno macroeconómico y la futura 
trayectoria de la economía. Si bien se reconoce 
que las políticas sociales son importantes, solo 
se implementarán cuando se hayan establecido 
los parámetros macroeconómicos generales. En 
particular, no se toma en cuenta el modo en que el 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
moldea el entorno macroeconómico.

Los servicios sociales tienen consecuencias 
macroeconómicas, ya se presten a través del 
gobierno, de proveedores privados o adopten 
la forma de trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado. Las políticas de desarrollo infantil, 
educación, salud y protección social, analizadas en 
el capítulo 3, tienen consecuencias directas para 
la productividad, el crecimiento y los resultados 
económicos. De forma similar, las políticas de apoyo 
a la juventud en su transición a la edad adulta y 
su ingreso al mercado laboral, analizadas en el 
capítulo 2, tienen consecuencias para los resultados 
globales de la economía. La división artificial entre 
políticas macroeconómicas y estas otras áreas 
de las políticas significa que en la formulación de 
las estrategias macroeconómicas se presta una 
atención excesivamente escasa al empleo, el trabajo 
remunerado y las cuestiones sociales. 

La Figura 4.6 ilustra la relación entre las políticas 
económicas y las sociales y muestra en qué consiste 
un enfoque de política macroeconómica basada en 
los derechos.

UNA AGENDA DE POLÍTICAS 
MACROECONÓMICAS BASADA EN 
LOS DERECHOS

Muchos de los problemas de las políticas 
macroeconómicas que acabamos de analizar son bien 
conocidos. Pero, en la práctica, rara vez se aplican 

alternativas para las políticas y, en la mayoría de los 
casos, el abordaje de las políticas macroeconómicas 
efectivamente implementadas no ha cambiado 
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Las divisiones entre la política económica y la política social son artificiales;
es fundamental conectar ambas esferas para hacer realidad los derechos

OBJETIVO ÚLTIMO

La plena realización de los derechos económicos y sociales para todas las personas

Las inversiones en 
agua y saneamiento 
pueden ayudar a 
reducir y redistribuir 
el trabajo doméstico 
y de cuidados no 
remunerado

La elaboración de presupuestos 
con perspectiva de género 
orienta las políticas fiscales 
y presupuestarias con el fin 

de mejorar los resultados en 
materia de igualdad de género

El aumento del 
PIB es importante 
solo como medio 
para mejorar los 

resultados sociales, 
incluida una 

mayor igualdad de 
género

Un enfoque rígido 
centrado en lograr 
una baja inflación 
puede dar lugar a 
un menor número 

de oportunidades de 
empleo

La escasez de puestos 
de trabajo y la 

inseguridad económica 
pueden aumentar 

la vulnerabilidad 
y reforzar los 

estereotipos, el estigma 
y la violencia

El gasto en salud 
y educación 
genera beneficios 
económicos a 
largo plazo, que en 
el futuro pueden 
traducirse en un 
aumento de los 
ingresos públicos

El trabajo de cuidados no 
remunerado provoca una 
transferencia de tiempo 
y recursos de las mujeres 
a otras personas, lo que 
resulta beneficioso para la 
economía
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de forma significativa desde el decenio de 1980. 
Sin embargo, existen alternativas a los enfoques 
neoliberales de la macroeconomía, incluidas varias 
formas de macroeconomía keynesiana y estructuralista. 
Estas alternativas enfatizan que los mercados no 
siempre funcionan bien; los mercados no regulados 
pueden llevar a crisis financieras, a fuertes caídas 
del empleo y a una provisión inadecuada de bienes y 
servicios públicos así como al deterioro medioambiental; 
la distribución es importante; y la desigualdad afecta 
a la estabilidad y los resultados económicos. Además, 
instan a los gobiernos a regular los mercados y mejorar 
los resultados de la economía por medio de políticas 
sociales y de empleo. 

Las y los economistas feministas han enriquecido 
y desarrollado esos marcos alternativos con una 
comprensión más profunda de los resultados 
distributivos de las opciones macroeconómicas y 
por la inclusión de una consideración del trabajo 
no remunerado, mostrando que estos aspectos son 
fundamentales para comprender el funcionamiento 
de las economías.64 Además, un enfoque de la 
economía basado en los derechos humanos ofrece 
un marco claro para evaluar las opciones de política 
macroeconómica, apoyándose en los tratados 
y organismos clave del sistema internacional 
de derechos humanos que son aplicables a la 
realización de los derechos económicos y sociales de 
las mujeres, especialmente el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) 
y la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW).65 
La aplicación de sus principios a la conducción 

de las políticas macroeconómicas podría tener 
consecuencias transformadoras. Específicamente, 
un marco de derechos humanos para las políticas 
macroeconómicas:

•	 Ofrece alternativas al crecimiento del PIB y la 
inflación baja como objetivos primordiales de las 
políticas económicas  

•	 Proporciona un conjunto de principios éticos 
para la formulación y evaluación de políticas 
económicas que se derivan de los acuerdos 
internacionales

•	 Aclara los deberes y obligaciones de los Estados 
y establece una conexión con un conjunto de 
procedimientos nacionales e internacionales para 
la rendición de cuentas de los Estados

•	 Incorpora un enfoque democrático y participativo 
a la gobernanza económica pues, desde la 
perspectiva de los derechos humanos, el proceso 
de elaboración de políticas macroeconómicas es 
importante, además de sus resultados.

El marco de derechos humanos tiene importantes 
consecuencias para la política tributaria, la política 
monetaria, las políticas para promover la estabilidad 
macroeconómica, la inversión en las personas y 
el proceso por el que se adoptan las decisiones 
de política económica. El recuadro 4.3 resume los 
principios y las obligaciones de derechos humanos 
presentadas en el capítulo 1 (recuadro 1.3) que 
son pertinentes para desarrollar un enfoque de la 
macroeconomía alternativo y basado en los derechos.

Varios principios y obligaciones de derechos humanos son especialmente importantes para la valoración 
y la evaluación de una política macroeconómica desde la perspectiva de los derechos humanos.

No discriminación e igualdad: Para las políticas macroeconómicas basadas en los derechos, 
esto significa que la consideración de los resultados distributivos es fundamental. Las políticas 
macroeconómicas deben evaluarse en términos de resultados sesgados o desiguales con relación al 
disfrute de los derechos. Esto es una obligación inmediata de los gobiernos. 

RECUADRO 4.3 
Principios fundamentales para una política macroeconómica basada en los derechos 
humanos 
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MAXIMIZACIÓN DE LOS RECURSOS PARA 
LA IGUALDAD SUSTANTIVA

Para la realización de los derechos y el logro de 
una mayor igualdad de género es fundamental la 
movilización de los recursos nacionales. Los gobiernos 
deberían tomar medidas, hasta el máximo de los 
recursos disponibles, para realizar los derechos 
económicos y sociales en el tiempo (véase el recuadro 
4.3). Las políticas macroeconómicas —incluidas la 
política tributaria, los gastos públicos y la gestión 
de la deuda— afectan directamente a los recursos 
que pueden utilizarse para realizar los derechos. 
Aunque los recortes tributarios y la reducción del 
gasto público han limitado el margen de maniobra 
presupuestario, muchos países tienen la capacidad 
de generar recursos públicos adicionales. Esta sección 
se centra en la forma en que se pueden movilizar 
recursos adicionales mejorando la eficiencia de la 
recaudación de ingresos, ampliando el conjunto 
de impuestos utilizados para generar ingresos y 
con endeudamiento para financiar inversiones 

que produzcan importantes beneficios sociales. 
Más adelante, el capítulo analiza las dimensiones 
internacionales de la movilización de los recursos.

Aumento de los ingresos a través de 
una mayor eficiencia de la recaudación 
impositiva
Es posible aumentar los ingresos tributarios 
mejorando la eficiencia de la recaudación de 
impuestos, ya sea abordando las limitaciones 
institucionales y de capacidades o a través de la 
creación de nuevos impuestos. Esto es especialmente 
importante en los países de ingresos bajos, en los 
que los problemas de la administración tributaria 
suelen ser agudos. Un sistema tributario más eficiente 
también genera beneficios más amplios, puesto 
que reduce el tiempo y los esfuerzos que supone el 
cumplimiento de las leyes tributarias y porque permite 
a los países adoptar modalidades de tributación más 
diversas.67

Muchos países del África Subsahariana han 
generado ingresos públicos adicionales al mejorar 
la forma en que se recaudan los impuestos.68 Las 

Niveles mínimos imprescindibles: Las políticas macroeconómicas deben formularse de modo que se 
cumpla con los niveles mínimos imprescindibles de los derechos. Por ejemplo, las personas no deberían 
ser privadas de los alimentos imprescindibles, la vivienda básica o la educación. Esto también es una 
obligación inmediata.

Realización progresiva y sin retrocesos: El progreso económico y social se mide en términos de la 
realización progresiva de los derechos en el transcurso del tiempo, y no como crecimiento reflejado en el 
producto interno bruto (PIB). Las opciones de política macroeconómica deberían evitar la erosión de esos 
derechos en el tiempo (es decir, evitar el retroceso). 

Máximo de los recursos disponibles: Las políticas macroeconómicas —incluidos el gasto público, 
los impuestos, la financiación de la deuda y la política monetaria— tienen efectos sobre los recursos 
disponibles para la realización de los derechos. Los gobiernos tienen la obligación de tomar medidas, 
hasta el máximo de los recursos disponibles, para realizar los derechos económicos y sociales en el tiempo.

Rendición de cuentas, transparencia y participación: La formulación de las políticas macroeconómicas, 
incluido el proceso de elaboración del presupuesto y la política monetaria, debería llevarse a cabo 
con participación democrática. Una participación significativa requiere del acceso a la información 
(transparencia) y la capacidad de exigir responsabilidades a los gobiernos (rendición de cuentas). 

Obligaciones extraterritoriales: En el marco de los derechos humanos, las obligaciones extraterritoriales 
son aquellos actos y omisiones de un gobierno que afectan el goce de los derechos fuera del territorio del 
propio Estado.66 A escala mundial, es necesario un abordaje coordinado de la política macroeconómica si 
se desea lograr la realización de los derechos en la mayor medida posible.  
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reformas emprendidas incluyen la organización de la 
recaudación de impuestos sobre una base funcional 
en lugar de geográfica (por ejemplo, impuestos a 
la actividad económica, impuestos sobre la renta, 
IVA); la creación de organismos de recaudación de 
impuestos independientes; la emisión de certificados 
de buen cumplimiento tributario a las empresas que 
paguen lo debido; y mejorando la información y los 
servicios en relación con los tributos para ayudar a 
las y los contribuyentes.69 Por ejemplo, las reformas de 
la Rwanda Revenue Authority (RRA), han producido un 
aumento del 60% en los ingresos del gobierno como 
porcentaje del PIB entre 1998 y 2005: del 9 al 14,7%. 
Al mismo tiempo se han reducido los costos de la 
recaudación. Estas reformas incluyen el fortalecimiento 
de la estructura organizativa interna de la RRA y una 
mayor rendición de cuentas ante otros sectores del 
gobierno y los contribuyentes.70 

Como resultado de la liberalización del comercio, 
algunos países han perdido ingresos provenientes 
de impuestos sobre la actividad económica y no 
los han reemplazado adecuadamente con otras 
fuentes de ingresos. Un estudio de ocho países —
Côte d’Ivoire, Egipto, Jordania, Kenya, Malawi, el 
Senegal, Sri Lanka y Uganda— comparó los países 
que pudieron recuperar los ingresos provenientes de 
impuestos sobre la actividad económica perdidos con 

aquellos que no lograron hacerlo y concluyó que una 
reforma tributaria nacional, incluida la ampliación 
de los impuestos al consumo y sobre la renta, era 
fundamental para proteger los ingresos públicos.71 De 
un modo más general, las políticas macroeconómicas 
deberían tener el objetivo de ampliar la combinación 
de fuentes de ingresos para mejorar el espacio fiscal 
y maximizar la posible generación de ingresos. La 
combinación de impuestos adecuada variará de un 
país a otro en función de los recursos disponibles, la 
capacidad administrativa y la estructura de la economía. 
Sin embargo, todos los países deberían poder revisar su 
estructura fiscal así como la base tributaria e identificar 
las reformas que repercutirían en un aumento de los 
recursos públicos.

Movilización de ingresos tributarios para 
financiar la protección social
El Estado Plurinacional de Bolivia y Botswana han 
utilizado los ingresos obtenidos de la extracción de 
recursos naturales para financiar sus sistemas de 
protección social, incluidos los programas de salud, 
los complementos de ingresos para las poblaciones 
vulnerables y las pensiones de vejez.72 De forma similar, 
Papua Nueva Guinea está considerando la posibilidad 
de usar ingresos provenientes de la producción de gas 
para establecer un fondo de riqueza soberana para 
financiar políticas sociales (véase el recuadro 4.4). 

En mayo de 2014, Papua Nueva Guinea empezó a exportar gas natural licuado a Asia bajo el proyecto 
LNG, y se espera que gracias a ello los ingresos públicos aumenten de manera sustancial. A fin de 
gestionar las consecuencias económicas de este aumento de recursos, el Gobierno ha considerado la 
posibilidad de establecer un Fondo de Riqueza Soberana de Papua Nueva Guinea (PNG SWF, en inglés). 
Se espera que el SWF aborde los desafíos de la gestión financiera —incluidas la insuficiente rendición de 
cuentas, la débil gobernanza y la falta de independencia de los gestores del fondo— que han socavado 
los procesos presupuestarios y fiscales en el pasado y que también permita al Gobierno gestionar mejor 
las consecuencias macroeconómicas de un importante aumento de los flujos financieros que llegan al 
país. Por tanto, el establecimiento del SWF también tiene la posibilidad de aumentar significativamente 
el espacio fiscal sin comprometer la estabilidad macroeconómica. Los recursos generados pueden 
utilizarse para implementar y ampliar las políticas sociales que abordan los desafíos a los que se 
enfrentan las mujeres.73

RECUADRO 4.4 
Creación de un fondo de riqueza soberana en Papua Nueva Guinea
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En 1997, el Brasil incorporó un impuesto sobre las 
transacciones financieras para ampliar el espacio 
fiscal y usó buena parte de los ingresos para financiar 
políticas y servicios sociales, como el acceso a la 
atención médica y la protección social, incluido 
el programa de transferencias monetarias Bolsa 
Família. En 2008 se eliminó el impuesto sobre las 
transacciones financieras y en la actualidad se 
recaudan ingresos tributarios de otras fuentes, como 
un aumento en las cotizaciones a la seguridad social 
de las instituciones financieras y un impuesto sobre 
las operaciones de crédito y las transacciones con 
divisas.74 Para muchos países, el aumento de las 
cotizaciones al sistema de seguridad social ha sido 
un modo eficaz de aumentar el espacio fiscal.75

Los sistemas tributarios pueden utilizarse para 
redistribuir los ingresos y corregir las desventajas 
socioeconómicas asegurando que las mujeres y 
los grupos marginados no deban soportar una 
carga desproporcionada y que compartan en pie 
de igualdad los beneficios y los servicios que se 
financian con esos ingresos. Por ejemplo, en el 
caso de los impuestos sobre el valor agregado y 
sobre las ventas, deberían exonerarse o gravarse 
con tipo cero los gastos en artículos de primera 
necesidad, pues ese tipo de gastos absorbe una 
gran parte de los ingresos de las personas pobres y 
específicamente de las mujeres. Mientras tanto, las 
exenciones y deducciones tributarias que benefician 
primordialmente a los grupos más acaudalados 
pueden reducirse al mínimo o suprimirse (véase la 
figura 4.4). 

También se pueden movilizar recursos para la 
igualdad de género por medio de una modificación 
de las prioridades de gasto de modo que se 
garantice la obtención de mejores resultados 
en lo que respecta a la igualdad de género. 
Las asignaciones presupuestarias deberían ser 
trasladadas de aquellas áreas que provocan escasos 
beneficios sociales o no mitigan las desigualdades 
a otras en las que produzcan mayores beneficios 
y contribuyan a mejores resultados distributivos. 
Por ejemplo, los gobiernos de Camboya, Costa 
Rica, Mauricio y Sri Lanka han reducido los gastos 
en el capítulo de defensa y seguridad para apoyar 
un aumento del gasto social.76 Del mismo modo, 
Tailandia aumentó los recursos disponibles para 
la cobertura de salud universal, analizada en el 
capítulo 3, por medio de una modificación de las 
prioridades del presupuesto.77 Los subsidios para 
grupos de interés especiales, como los rescates a 
gran escala de los sectores financieros, representan 
un mal uso de unos recursos fiscales de por sí 

escasos.78 Estos deberían limitarse o eliminarse con 
el fin de financiar inversiones sociales y públicas 
estratégicas.

Endeudamiento público y reestructuración 
de la deuda
El endeudamiento público constituye otra forma de 
financiar el gasto social para apoyar la realización 
de los derechos. Sin embargo, el endeudamiento 
genera obligaciones sobre los presupuestos futuros 
porque habrá que pagar el servicio de la deuda 
y amortizar el capital. Además, la deuda externa 
acarrea riesgos adicionales, pues una depreciación 
del tipo de cambio puede aumentar la carga del 
pago de intereses. Para decidir si la financiación 
con déficit puede contribuir a una realización 
sostenible de los derechos en el tiempo, es esencial 
considerar si el gobierno está usando la deuda de 
formas que apoyan la realización de los derechos 
sin comprometer los futuros flujos de ingresos, pues 
esto violaría el principio del máximo de los recursos 
disponibles si se tienen en cuenta las generaciones 
futuras. 

El endeudamiento para financiar las inversiones 
sociales puede aumentar la productividad y alentar 
la inversión privada, llevando a tasas de crecimiento 
más elevadas. Un crecimiento más rápido genera 
recursos económicos adicionales que pueden producir 
ingresos tributarios mayores y permitir a los gobiernos 
pagar la deuda.79 Por ejemplo, las políticas fiscales 
expansivas financiadas con deuda tienen una mayor 
probabilidad de ser sostenibles cuando los gastos 
adicionales se concentran en áreas que mejoran la 
productividad, como la educación.80

Al mismo tiempo, las grandes cargas de la deuda 
pueden reducir los recursos disponibles para financiar 
inversiones sociales cuando los costos del servicio 
de la deuda se desplazan a otras áreas de gasto. En 
esos casos, la reducción de las cargas de la deuda 
o la reestructuración de la deuda nacional pueden 
ayudar a liberar recursos financieros. Por ejemplo, 
Tailandia pudo reducir los costos del servicio de 
la deuda, en parte mediante la reducción de su 
dependencia en la deuda externa, y la tercera parte 
de los recursos liberados se utilizó para financiar 
programas sociales.81

Es preciso tener en cuenta las contrapartidas 
de los gastos púbicos financiados con deuda. El 
endeudamiento público generalmente ocurre en el 
contexto de unas relaciones de poder desiguales. Por 
ejemplo, la amenaza de negar el acceso al crédito 
y la capacidad de exigir el reembolso en plazos 
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determinados otorgan a los acreedores un poder 
considerable sobre los prestatarios. La deuda se 
vuelve un dispositivo disciplinario que puede usarse 
para determinar las políticas públicas y reforzar 
las dependencias mundiales. La imposición de 
programas de ajuste estructural durante la crisis de la 
deuda latinoamericana en el decenio de 1980 es solo 
un ejemplo de estas dinámicas. Del mismo modo, los 
programas de austeridad adoptados como resultado 
de la crisis de la deuda soberana europea tras la 
crisis financiera mundial de 2008 reflejan relaciones 
de poder similares.82 

Hacia un gasto público con perspectiva de 
género
Para que las políticas económicas puedan apoyar 
la consecución de la igualdad sustantiva, deben 
ser no discriminatorias tanto en su diseño como 
en sus efectos. Para cumplir los principios de no 
discriminación, el gasto público no debe reforzar 
las desigualdades imperantes y debe beneficiar a 
las poblaciones vulnerables y marginadas.83 Esto 
requiere una auditoría de los presupuestos en 
términos de sus consecuencias distributivas además 
de las áreas específicas de los gastos. Existe la 
posibilidad de movilizar recursos para la igualdad 
de género por medio de una modificación de las 
prioridades de gasto, con el fin de garantizar unos 
mejores resultados en este aspecto. 

Los presupuestos con perspectiva de género 
constituyen un enfoque bastante frecuente cuyo 
objetivo es guiar la formulación de políticas fiscales 
y presupuestarias para mejorar los resultados en 
materia de igualdad de género. También pueden 
utilizarse para evaluar el cumplimiento de las 
obligaciones de derechos humanos, como las 
establecidas en la CEDAW.84 Los presupuestos con 
perspectiva de género conllevan el análisis de 
los efectos de la asignación del gasto público, la 
imposición y la prestación de servicios públicos 
en función del género, utilizando para ello 
datos desglosados por sexo sobre las personas 
beneficiarias de las diferentes categorías de gastos 
o prestaciones de servicios y sobre la incidencia 
de la tributación.85 Esta metodología se ha 
utilizado para evaluar la asistencia oficial para el 
desarrollo.86 Lo ideal es que un análisis de género 
de los presupuestos nacionales incluya un examen 
de la política fiscal a nivel agregado: gastos totales, 
ingresos totales y financiación con déficit. En vista 
del papel clave que desempeñan los empleos 
remunerados en la mejora de la igualdad de género, 
es importante que el análisis presupuestario no 
se limite a los gastos sociales como la salud, la 

educación y la seguridad social, sino que también 
se incluya el estudio de las inversiones públicas en 
sectores económicos como la infraestructura.

Por ejemplo, el Gobierno de Nepal incorporó 
los presupuestos con perspectiva de género en 
el ejercicio fiscal 2007/2008 por medio de la 
integración de la perspectiva de género en el marco 
de las políticas de desarrollo del país. Las medidas 
específicas incluyeron auditorías de género de los 
ministerios pertinentes, evaluaciones de género, 
actividades de concienciación y el establecimiento 
de un Comité de Presupuesto con Perspectiva de 
Género. El Ministerio de Finanzas desarrolló un 
sistema de seguimiento del presupuesto para medir 
el grado de perspectiva de género de los gastos 
públicos y el apoyo de los donantes. Como resultado 
de estos cambios, las asignaciones presupuestarias 
con perspectiva de género en Nepal aumentaron 
sostenidamente del 11% en 2007 a casi el 22% en 
2014. Esto ha contribuido a la prestación de mejores 
servicios públicos para las mujeres y las niñas. El 
Gobierno se ha comprometido ahora a llevar a 
cabo una evaluación exhaustiva de los efectos para 
valorar de qué modo y en qué medida el aumento en 
las asignaciones ha contribuido a cambiar la vida de 
las mujeres.87 

Recomendaciones
Para hacer realidad los derechos de las mujeres, es 
preciso captar un volumen de recursos suficiente y 
asignarlos en consonancia con los principios de no 
discriminación e igualdad. Al diseñar y aplicar las 
políticas fiscales, los gobiernos deberían: 

•	 Mejorar la eficiencia de la recaudación de 
impuestos a través de un abordaje de las 
limitaciones institucionales y las capacidades, con 
el fin de movilizar recursos adicionales aunque la 
combinación de impuestos y los tipos impositivos 
no cambien 

•	 Aumentar los ingresos tributarios por medio 
de la incorporación de nuevas leyes y políticas 
fiscales que generen recursos a partir de áreas 
insuficientemente gravadas, como el sector 
financiero o las exportaciones de recursos 
naturales

•	 Modificar las prioridades de gasto hacia áreas 
que promuevan la igualdad de género y apoyen 
la realización de los derechos

•	 Diseñar sistemas tributarios para redistribuir 
los ingresos y corregir la desventaja 
socioeconómica garantizando que las mujeres 
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y los grupos marginados no soporten una carga 
desproporcionada

• En los casos en que corresponda, utilizar el 
endeudamiento para movilizar recursos a fin de 
mejorar la igualdad sustantiva, especialmente 
cuando esos recursos se utilicen para financiar 
inversiones, incluidas las inversiones en 
capacidades humanas, con significativos 
beneficios sociales de largo plazo

• Evaluar el endeudamiento adicional para 
asegurarse de que sea sostenible y que los 
costos crecientes del servicio de la deuda no 
comprometan la realización de los derechos en 
el futuro

• Usar los presupuestos con perspectiva de género 
para orientar la movilización de recursos y las 
decisiones de gasto.

UNA POLÍTICA MONETARIA A FAVOR DE 
LOS DERECHOS HUMANOS 

Los principios de derechos humanos de no 
discriminación e igualdad, el uso del máximo de los 
recursos disponibles y la rendición de cuentas, la 
transparencia y la participación tienen importantes 
consecuencias para la conducción de la política 
monetaria. La política monetaria influye directamente 
en los recursos disponibles para la realización de los 
derechos económicos y sociales, especialmente el 
derecho al trabajo, pues afecta las tasas de interés, 
los tipos de cambio y la cantidad de crédito disponible 
en la economía. Sin embargo, los bancos centrales 
rara vez deben rendir cuentas del cumplimiento de las 
obligaciones de derechos humanos. 

La política monetaria convencional suele tener una meta 
—la reducción de la inflación— y cuenta con un conjunto 
de herramientas más bien limitado para alcanzarla: 
los tipos de interés o la tasa de crecimiento de la 
oferta monetaria. En general se espera que los bancos 
centrales mantengan la inflación lo más baja posible 
conforme a las políticas de estabilidad de los precios. 
Rara vez se toman en cuenta las concesiones recíprocas 
entre el mantenimiento de las metas de inflación, la 
realización de los derechos y la igualdad de género. 
Aunque la gestión de la inflación es un importante 
objetivo de la política monetaria, los beneficios de 
mantener tasas de inflación muy bajas no siempre 
resultan claros, especialmente cuando existen esas 
concesiones recíprocas.88 

Un enfoque alternativo consistiría en incorporar otras 
metas en la formulación de la política monetaria, como 

la actividad económica real, el empleo o los ingresos.89 
Los comités encargados de la política monetaria 
podrían tener el mandato de analizar las consecuencias 
distributivas de las políticas elegidas, incluido el efecto 
de la inflación y las tasas de interés sobre la igualdad de 
género y otros resultados distributivos. 

Tras la crisis de 2008, numerosos bancos centrales 
alteraron su enfoque de la política monetaria 
centrándose en estimular la actividad económica real 
en lugar de perseguir únicamente el objetivo de la 
inflación. Por ejemplo, en el Brasil, el banco central 
(Banco Central do Brasil) redujo considerablemente 
las tasas de interés como respuesta a una fuerte 
disminución inicial del PIB real.90 La Reserva Federal de 
los Estados Unidos siguió una política de flexibilización 
cuantitativa —con la compra de activos financieros 
para aumentar directamente la masa monetaria en 
la economía— en respuesta a niveles históricamente 
elevados de desempleo y por la necesidad de garantizar 
la liquidez adecuada para el sector financiero.91 
Aunque la flexibilización cuantitativa puede ayudar a 
abordar el desempleo y estabilizar la economía, en los 
países en los que se adoptó esta política las personas 
acaudaladas parecen haberse beneficiado de manera 
desproporcionada.92 También puede tener efectos 
indirectos en otras economías al aumentar los flujos de 
capital, aumentar los precios de los activos y afectar al 
tipo de cambio.93 Estas cuestiones transfronterizas se 
analizan con más detalle en la sección “Gobernanza 
económica mundial e igualdad de género”.

La política monetaria influye en el volumen de crédito 
que genera el sector bancario. La utilización de estos 
recursos —y la medida en que apoyan los objetivos 
sociales, incluidas las mejoras de la igualdad de 
género— depende de la forma de organización y 
regulación del sector financiero.94 Los bancos centrales 
desempeñan un papel regulador fundamental, pues 
establecen las normas y los incentivos y determinan la 
forma en que el sector financiero canaliza y asigna sus 
recursos. Al cambiar esas reglas, los bancos centrales 
pueden canalizar el crédito hacia usos que apoyen la 
realización de los derechos y promuevan la igualdad de 
género. 

Por ejemplo, los bancos centrales podrían reforzar los 
requisitos reglamentarios para los bancos comerciales 
que no extiendan un determinado volumen de crédito 
a las áreas asociadas a la realización de los derechos 
económicos y sociales, incluida la vivienda, las 
inversiones generadoras de empleo o los préstamos 
a las mujeres que trabajan por cuenta propia. Los 
bancos de desarrollo públicos podrían dirigir recursos 
hacia las áreas prioritarias cuando los objetivos 
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sociales y los incentivos privados sean divergentes. Las 
políticas de asignación de crédito amplían el conjunto 
de herramientas disponibles para procurar una serie 
de objetivos y deben ser consideradas como parte 
de un enfoque alternativo con respecto a la gestión 
macroeconómica.

Sin embargo, debido a la mayor movilidad 
transfronteriza del capital y las finanzas, los gobiernos 
pueden tener un margen limitado para aplicar políticas 
monetarias alternativas. Muchos países no pueden 
aplicar políticas independientes de tipo de cambio y 
tasa de interés, lo que restringe su capacidad de buscar 
alternativas monetarias. Esto plantea las importantes 
cuestiones del margen de acción de las políticas, la 
soberanía estatal y la gobernanza económica mundial, 
que se analizan en profundidad más adelante en este 
capítulo. 

Recomendaciones
Para ayudar a realizar los derechos económicos y 
sociales y contribuir a la igualdad sustantiva para las 
mujeres, la política monetaria debería:

•	 Incorporar metas adicionales (y no centrarse 
únicamente en reducir la inflación), como la 
actividad productiva real, el empleo o los ingresos, 
estableciendo vínculos con la realización de los 
derechos en el tiempo

•	 Considerar las consecuencias distributivas, a través 
de comités de política monetaria, incluidos los efectos 
de la inflación y las tasas de interés, sobre la igualdad 
de género

•	 Adoptar políticas y reglamentos para los bancos 
centrales que alienten los préstamos comerciales 
para apoyar la realización de los derechos 
económicos y sociales, a través de la inversión 
en vivienda y en sectores con alta capacidad de 
creación de empleo o préstamos a pequeñas 
empresas y trabajadoras y trabajadores por cuenta 
propia

•	 Considerar la incorporación de requisitos e 
incentivos que alienten a los bancos comerciales 
a otorgar créditos adicionales en las áreas 
de preocupación social como la vivienda, las 
inversiones con capacidad de crear empleo o los 
créditos a las empresas pequeñas o agrícolas; 
los bancos de desarrollo también podrían dirigir 
recursos a estas áreas prioritarias

•	 Aumentar la rendición de cuentas, la participación y 
la transparencia en la formulación de la política del 

banco central, incluso fortaleciendo las voces de las 
organizaciones defensoras de los derechos de las 
mujeres.

EVITAR EL RETROCESO DE LOS DERECHOS 
ECONÓMICOS Y SOCIALES

La globalización financiera ha venido acompañada 
de la amenaza de que se produzcan flujos financieros 
desestabilizadores y crisis económicas periódicas que 
pueden provocar un retroceso en la realización de 
los derechos. Como parte de sus obligaciones en el 
sistema internacional de derechos humanos, los Estados 
deberían tomar medidas para protegerse contra el 
retroceso en el disfrute de los derechos, como por 
ejemplo la disminución de los derechos laborales, el 
aumento de las demandas de trabajo no remunerado 
de las mujeres o el incremento de la violencia contra las 
mujeres.  

Por lo tanto, la política macroeconómica debería tratar 
de minimizar los riesgos sistémicos para reducir las 
vulnerabilidades. Las diversas experiencias analizadas 
en este Informe destacan los resultados diferenciados 
por género de la respuesta a un impacto económico 
negativo que afectan la participación de las mujeres 
en la población activa, las demandas de su trabajo no 
remunerado y la distribución de ingresos y poder en el 
hogar. La política macroeconómica puede abordar la 
inestabilidad asegurando la disponibilidad de recursos 
adecuados para financiar la protección social con el fin 
de que los grupos y las poblaciones vulnerables puedan 
afrontar perturbaciones adversas (tal como se describe 
en el capítulo 3). Las políticas de protección social 
también tienen consecuencias macroeconómicas. Por 
ejemplo, los países cuyas economías están orientadas 
al exterior son muy sensibles a las perturbaciones en la 
economía mundial. Las políticas de protección social 
funcionan como estabilizadores automáticos frente a 
esa volatilidad, y por tanto contribuyen al desarrollo 
económico del país (véase el recuadro 4.5).

La política macroeconómica puede desempeñar un 
papel fundamental en la reducción de la probabilidad 
de que se produzca un revés económico devastador, 
como la crisis financiera mundial de 2008, que puede 
producir retrocesos en el disfrute de los derechos 
humanos. Uno de los factores que contribuyó a la crisis 
fue la falta de regulación adecuada en los países con 
los mayores centros financieros, y concretamente en 
los mercados financieros de los Estados Unidos.95 Una 
reglamentación financiera prudente puede reducir este 
tipo de crisis financieras y contener sus consecuencias 
negativas. En el marco de los derechos humanos, los 
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Estados tienen la obligación de proteger los derechos 
frente a las acciones de terceros que puedan amenazar 
o socavarlos. Entre otras cosas, deben mantener un 
sistema de reglamentación adecuada para limitar 
aquellas conductas de los inversores que contribuyen 
a las crisis financieras y económicas. Por esto, la 
estabilización del ambiente macroeconómico puede 
considerarse un aspecto del cumplimiento de la 
obligación de protección de los derechos humanos. 

Para promover la estabilidad económica pueden 
adoptarse diversas medidas. Los controles sobre 
el capital pueden reducir la posibilidad de que un 
país sufra una fuga masiva de recursos financieros 
en el corto plazo que pudiera desencadenar una 
crisis.97 Muchos países, incluidos el Brasil, Chile, China, 
Colombia, India y Malasia han usado este tipo de 
políticas para reducir la volatilidad y mantener una 
mayor influencia sobre las políticas nacionales.98 
A escala nacional, las políticas macroprudenciales 
pueden impedir que el sistema financiero se vuelva 
peligrosamente frágil.99 Algunos ejemplos de políticas 
macroprudenciales son: hacer que las exigencias de 
capital de los bancos dependan de las condiciones 
económicas, de modo que estas aumenten cuando el 
crédito se expanda con demasiada rapidez; requerir 
que los activos de las instituciones financieras estén 
ligados a su patrimonio; y limitar la adquisición de 
activos financieros financiada con deuda. Estas 
intervenciones amplían el alcance de la política 
macroeconómica para respaldar los objetivos sociales 
más amplios.

Recomendaciones
Las políticas macroeconómicas y sociales deben 
trabajar al unísono para mejorar la estabilidad 
económica, permitiendo así que las personas y 
los hogares puedan afrontar las perturbaciones 
económicas que pueden llevar a un retroceso de 
los derechos económicos y sociales y exacerbar las 
desigualdades de género. Para facilitar las sinergias 
entre las diferentes políticas, los gobiernos deberían:

• Establecer políticas de protección social que actúen 
como “mecanismos estabilizadores” para reducir 
la volatilidad macroeconómica y al mismo tiempo 
contribuir a la igualdad sustantiva

• Incorporar regulaciones financieras que disminuyan 
la probabilidad de una volatilidad macroeconómica 
que desencadene una crisis económica

• Considerar la posibilidad de aplicar controles de 
capital y políticas macroprudenciales que reduzcan 
el riesgo de que el país sufra una fuga masiva de 
capitales en el corto plazo, para así impedir que el 
sistema financiero se vuelva peligrosamente frágil.

EVITAR LA ACUMULACIÓN DE 
DESVENTAJAS SOCIOECONÓMICAS 

El marco de derechos humanos hace hincapié en la 
realización progresiva de los derechos en el tiempo. 
La realización de los derechos requiere invertir en las 
personas a través de una serie de políticas, incluidas 

La economía de Costa Rica presenta una elevada dependencia de las exportaciones, incluidos los 
productos electrónicos y agrícolas, y el turismo. Dado que está orientado al mercado externo, el país 
está expuesto a intensas presiones competitivas y a los altibajos de la economía mundial. Para gestionar 
estos riesgos, ha adoptado políticas sociales inclusivas, entre otras, servicios universales de salud y 
educación así como amplias medidas de protección social. La inversión en infraestructura y educación 
contribuye a respaldar la posición competitiva del país en el ámbito internacional. El enfoque de 
Costa Rica con respecto a las políticas sociales no solo contribuye a la estabilidad económica sino que 
también existen datos que apuntan a que estas políticas también contribuyen a una mayor igualdad de 
género. Concretamente, el sistema de protección social permite que las mujeres elijan alternativas a las 
estructuras tradicionales del hogar, incluso la de ser ellas mismas las cabezas de familia.96 

RECUADRO 4.5 
Protección social e igualdad de género en Costa Rica
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la protección social y los servicios sociales (véase el 
capítulo 3). Hay etapas clave en el ciclo de vida en 
las que la inversión en las personas es especialmente 
importante para la realización de su potencial. La 
primera infancia y la transición de la juventud a la 
edad adulta son etapas de mayor vulnerabilidad, 
en las que la falta de inversión adecuada en las 
capacidades humanas puede tener consecuencias 
para la realización de los derechos a largo plazo. 
Además, la inversión en las personas es fundamental 
para el funcionamiento sostenible de la economía 
en la que se realizan los derechos humanos. Sin 
embargo, rara vez se reconocen las consecuencias 
macroeconómicas de estas inversiones. 

Un enfoque alternativo de la macroeconomía volvería 
explícitas estas conexiones entre las inversiones sociales 
y los resultados económicos, y daría prioridad a las 
políticas sociales y el trabajo de cuidados como áreas 
de inversión clave para la realización de los derechos 
en el largo plazo. Esto ofrecería la posibilidad de 
usar la expansión fiscal para movilizar recursos para 
la igualdad de género y ampliar la financiación de 
inversiones económicas y sociales así como para 
contribuir al trabajo de cuidados para reducir la 
desventaja socioeconómica de las mujeres. 

Inversiones en el desarrollo de la primera 
infancia
Las inversiones en el desarrollo de la primera infancia 
tienen efectos macroeconómicos a largo plazo, pero 
este tipo de inversiones suelen ignorarse al formular las 
políticas macroeconómicas. Se trata de inversiones que 
afectan al desarrollo cognitivo de las niñas y los niños, 
sus posteriores logros educativos y sus resultados en el 
ámbito de la salud, y tienen importantes consecuencias 
para el funcionamiento general de la economía.100 En 
otras palabras, afectan a la realización de algunos 
de los derechos económicos y sociales en el tiempo. 
Sin embargo, la calidad de las inversiones en las 
niñas y los niños está correlacionada con la situación 
socioeconómica del hogar, y proporciona una vía de 
transmisión de la pobreza y la desigualdad de una 
generación a otra.101 A fin de impedir que la desigualdad 
social aumente con el tiempo y con objeto de igualar las 
oportunidades reales, las políticas macroeconómicas 
deben apoyar una inversión adecuada en el desarrollo 
de la primera infancia de los hogares de ingresos bajos 
en particular.

El trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
es fundamental para esta inversión en el desarrollo 
de la primera infancia. Las interacciones directas 
entre niñas y niños y quienes les cuidan —el habla, los 
gestos, las expresiones faciales, el contacto físico y 

los movimientos corporales, entre otros— brindan la 
estimulación necesaria para el desarrollo cognitivo.102 

Este cuidado directo es un componente esencial del 
trabajo no remunerado que es necesario para el 
funcionamiento de la economía y que, debido a sus 
consecuencias a largo plazo, debe reconocerse en las 
políticas macroeconómicas.

Esto presenta un reto fundamental para las políticas 
macroeconómicas. El trabajo de cuidados es necesario 
para la inversión en las personas que se requiere 
para respaldar un entorno macroeconómico viable. 
Pero la actual distribución de trabajo doméstico 
y de cuidados no remunerados entre las mujeres 
y los hombres es altamente desigual, como se ha 
demostrado en el capítulo 2, y por tanto consolida la 
desventaja socioeconómica de las mujeres y perpetúa 
la infravaloración de ese trabajo, lo que refuerza en 
lugar de transformar la división del trabajo en función 
del sexo. Para corregir esta desventaja y promover 
la igualdad sustantiva, pueden realizarse inversiones 
públicas en infraestructura básica y servicios sociales 
para reducir y redistribuir el trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado, por ejemplo, a través de 
inversiones en infraestructura social básica y servicios 
de cuidado infantil (véase el capítulo 3).

Invertir en la juventud y la transición 
demográfica 
Como se ha puesto de relieve en el capítulo 2, la 
transición de la adolescencia a la edad adulta es el 
período de mayor vulnerabilidad para los jóvenes de 
ambos sexos, que tiene consecuencias a largo plazo 
para el disfrute de los derechos en el transcurso de la 
vida de las personas. Por ejemplo, diferentes estudios 
sugieren que las condiciones en que se vive antes de 
los 18 años de edad explican aproximadamente el 
50% de la variación de los ingresos a lo largo de la 
vida.103 De modo que las transiciones de la juventud 
no son solo esenciales para las políticas de empleo, 
sino que también tienen consecuencias a largo plazo 
para los resultados macroeconómicos y el desarrollo 
humano. 

La estructura demográfica general de una economía 
tiene una importante influencia sobre el desarrollo 
económico y los niveles de vida. En muchos países 
de ingresos bajos de Asia Meridional y el África 
Subsahariana, la juventud constituye una parte 
considerable de la población. Las personas jóvenes 
representan un recurso fundamental que tiene el 
potencial de contribuir de forma positiva al futuro 
desarrollo económico y las transformaciones 
estructurales a través de lo que se conoce como 
el “dividendo demográfico”. A medida que la 
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población joven se incorpora a la población activa, la 
productividad aumenta y contribuye al crecimiento. 
Al mismo tiempo, la proporción de personas 
dependientes (niñas y niños jóvenes y adultos 
mayores que ya no son económicamente activos) 
se reduce con respecto a la población en edad de 
trabajar, lo que ayuda a elevar los niveles medios de 
vida.  

Esta transición puede observarse, por ejemplo, en la 
República de Corea, que tenía una población muy joven 
en 1950 pero donde en la actualidad la distribución 
demográfica se ha modificado y, al mismo tiempo, los 
niveles de vida han aumentado considerablemente.104 
Son necesarias dos condiciones para la materialización 
de este dividendo demográfico: los índices de fertilidad 
deben disminuir a medida que las personas jóvenes 
ingresan en la población activa; y la juventud debe 
tener empleos productivos.105  Por lo tanto, la realización 
del dividendo demográfico depende de las opciones 
reproductivas de las mujeres y los hombres jóvenes y de 
las oportunidades del mercado laboral.

Las modificaciones en los índices de fertilidad se 
vinculan con mejores oportunidades educativas y 
económicas para las mujeres jóvenes. Las niñas que 
permanecen más tiempo en el sistema educativo 
tienden a casarse y también a ingresar a la maternidad 
a una edad más avanzada. Esto no solo afecta 
los índices de fertilidad medios sino que también 
disminuye el riesgo de mortalidad materna e infantil.106 
Con el tiempo, el hecho de aumentar las opciones 
reproductivas de las niñas y las mujeres jóvenes 
también puede mejorar su autonomía, su capacidad 
para tomar decisiones independientes y el disfrute de 
sus derechos. Por ejemplo, la investigación llevada 
a cabo en Bangladesh indica que la demora del 
matrimonio de las mujeres jóvenes eleva sus logros 
educativos, mejora la alfabetización y aumenta el uso 
de los servicios de salud preventivos.107 

En cambio, las niñas que dan a luz a una edad 
temprana se enfrentan a desafíos cruciales para su 
desarrollo humano. En América Latina, las mujeres 
jóvenes que dan a luz antes de los 16 años de edad 
tienen una probabilidad de tres a cuatro veces mayor 
de morir en el parto que las mujeres de entre 20 y 30 
años; en todo el mundo, las complicaciones durante 
el embarazo y el parto son las principales causas 
de muerte de las adolescentes entre los 15 y los 19 
años de edad.108 El acceso a los servicios de salud es 
fundamental para asegurar los derechos reproductivos 
de las mujeres y para proteger su autonomía corporal 
(véase el capítulo 3). 

Los hombres jóvenes afrontan un conjunto distinto 
de vulnerabilidades, que se reflejan en una 
representación desproporcionada en las muertes 
violentas, los homicidios y los suicidios.109 En muchas 
circunstancias, se enfrentan a enormes presiones 
para demostrar su capacidad de asumir los papeles 
masculinos tradicionales como sostén económico 
principal y fuente de apoyo de sus familias, lo que 
muchas veces incluye a sus progenitores.110 Si no logran 
cumplir estas expectativas pueden sufrir un intenso 
estrés emocional con dramáticas consecuencias para 
su vida, que se manifiestan en forma de violencia, 
depresión o la propensión a asumir comportamientos 
de riesgo.111

El derecho a la educación es un factor crítico para 
determinar los riesgos del mercado laboral que 
afronta la juventud y es un camino muy importante 
hacia el disfrute de mejores oportunidades laborales 
en el futuro.112 Sin embargo, el acceso a la educación 
se distribuye de forma desigual entre la juventud, y 
la calidad de la enseñanza varía según la situación 
socioeconómica: las personas más pobres presentan 
en promedio peores resultados educativos.113 Como se 
destaca en el capítulo 2, las mujeres jóvenes afrontan 
transiciones más difíciles en el mercado laboral 
que los hombres jóvenes, y las brechas de género 
frecuentemente se amplían en la adolescencia y la 
primera juventud.114 La expectativa de que las mujeres 
jóvenes ayudarán a las mayores con el trabajo 
doméstico y de cuidados no remunerado limita sus 
opciones en lo tocante a la educación, la participación 
en la fuerza laboral y los tipos de empleo a los que 
pueden acceder. 

En un enfoque basado en los derechos de la política 
macroeconómica, la inversión en las personas no 
debería juzgarse solamente por sus efectos en la 
productividad o los ingresos per cápita. Por ejemplo, 
las políticas sociales que apoyan el cuidado de 
las personas ancianas, analizadas en el capítulo 
3, o que mejoran la vida de las personas con 
discapacidades graves, también son fundamentales 
para la realización de los derechos aunque tengan 
escasas consecuencias directas sobre el crecimiento 
económico. 

Recomendaciones
La inversión en las personas, especialmente en las 
etapas críticas de la primera infancia y la juventud, 
pueden impedir la acumulación de desventajas 
socioeconómicas y su transmisión de una generación a 
otra y mejorar los resultados macroeconómicos a largo 
plazo. Los gobiernos deberían:
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•	 Apoyar las inversiones en el desarrollo de la 
primera infancia y, al mismo tiempo, reducir las 
desigualdades que resultan de la desigualdad del 
reparto de la carga de trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado, que recae principalmente 
sobre las mujeres (véase el capítulo 3)

•	 Abordar las vulnerabilidades que afrontan 
las personas jóvenes mediante la inversión en 
educación, la aplicación de políticas de empleo para 
crear oportunidades económicas para la juventud y 
para reducir las desigualdades entre las mujeres y los 
hombres jóvenes (véase el capítulo 2)

•	 Fortalecer los derechos reproductivos, la educación 
sexual y el acceso a los servicios de salud 
reproductiva, especialmente para las adolescentes 
y mujeres jóvenes, para que dispongan de más 
opciones con relación a la procreación y el 
matrimonio

•	 Llevar a cabo encuestas regulares de uso del tiempo 
para hacer un seguimiento de los costos reales de 
invertir en las personas y los efectos de las políticas 
sociales, como las iniciativas de desarrollo de la 
primera infancia, sobre la distribución del trabajo no 
remunerado. 

DEMOCRATIZACIÓN DE LA 
MACROECONOMÍA MEDIANTE EL 
FORTALECIMIENTO DEL PODER DE ACCIÓN, 
LA VOZ Y LA PARTICIPACIÓN DE LAS 
MUJERES

Un abordaje de la política macroeconómica basado en 
los derechos requiere la existencia de una participación 
democrática significativa, la transparencia de los 
procesos políticos y la rendición de cuentas de los 
gobiernos por sus decisiones en materia de políticas. 
El fortalecimiento del poder de acción y la voz de las 
mujeres es también una dimensión fundamental de la 
igualdad sustantiva, como se ha demostrado en este 
Informe, y debe extenderse a la formulación de políticas 
macroeconómicas. 

La formulación de políticas macroeconómicas suele 
considerarse un proceso tecnocrático, que se lleva 
a cabo con escasa o ninguna participación directa 
de los diferentes grupos sociales afectados, incluidas 
las organizaciones de mujeres. Fortalecer la voz 
de las mujeres en la elaboración de las políticas 
macroeconómicas exige, entre otras cosas, aumentar su 
presencia en la toma de decisiones en general. Además, 
las organizaciones y asociaciones de mujeres deben 
pedir responsabilidades a las personas encargadas 
de formular las políticas, ya se trate de mujeres o de 
hombres. Diferentes formas de acciones colectivas 

pueden permitir que las mujeres cuestionen las políticas 
macroeconómicas actuales y, cuando sea necesario, 
aboguen por alternativas. 

El grado de participación en la formulación de políticas 
varía en función del área de que se trate. Por ejemplo, 
en el caso de la política monetaria, la voz de las mujeres 
está especialmente ausente en las deliberaciones. 
Dado que los bancos centrales generalmente funcionan 
con independencia del gobierno, las posibilidades de 
participación y rendición de cuentas a través del Estado 
son a menudo limitadas. En julio de 2014, las mujeres 
ocupaban los cargos directivos principales (por ejemplo, 
eran gobernadoras, o tenían un cargo equivalente) en 
solo un puñado de países, entre los cuales se encontraban 
Botswana, Honduras, Israel, Lesotho, Malasia, la 
Federación de Rusia y los Estados Unidos.115 Las mujeres 
también están insuficientemente representadas en 
los órganos de adopción de decisiones de los bancos 
centrales. Por ejemplo, solo hay una mujer en el comité 
ejecutivo de seis miembros del Banco Central Europeo, y 
dos mujeres en el consejo de gobierno de 24 miembros.116 
La representación de las mujeres en los principales 
órganos de toma de decisiones macroeconómicas debe 
aumentar a fin de que pueda mejorar la voz de las 
mujeres (véase la figura 4.8). No obstante, no basta con 
incrementar la representación de las mujeres. Es preciso 
que estas organizaciones y órganos políticos tengan 
en cuenta sus intereses, especialmente los de las más 
vulnerables.

La participación en la toma de decisiones 
macroeconómicas y la capacidad de exigir 
responsabilidades a los gobiernos requiere información. 
Los gobiernos varían en cuanto al grado de transparencia 
de sus procesos de formulación de políticas. Tomemos el 
ejemplo de la política fiscal. Los procesos presupuestarios 
varían ampliamente en términos del nivel de 
transparencia, lo que se ilustra con la puntuación de los 
países en el Índice de Presupuesto Abierto (OBI, por su 
sigla en inglés).117 

La encuesta 2012 del Índice de Presupuesto Abierto (IBP) 
se calculó para 100 países, con puntuaciones entre 93 
y cero. La figura 4.7 muestra las puntuaciones, que van 
desde 93 (Nueva Zelandia) hasta 0 (Guinea Ecuatorial, 
Myanmar y Qatar).118 Algunos países, como Nueva 
Zelandia, Sudáfrica y el Reino Unido ya alcanzaron un 
elevado nivel de transparencia. Sin embargo, la amplia 
variación de las puntuaciones destaca el hecho de que 
otros países disponen de un amplio margen para mejorar 
el grado de apertura de sus procesos presupuestarios. 
El índice se centra primordialmente en la disponibilidad 
de información sobre el presupuesto. Otras dimensiones 
de la gestión macroeconómica democrática —como la 
rendición de cuentas y la participación públicas— no están 
plenamente reflejadas en estas cifras.119
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Algunos grupos de mujeres han colaborado directamente 
con la formulación de las políticas fiscales, centrándose 
en las desigualdades de género en el presupuesto y en las 
políticas tributarias. Una parte de esta colaboración ha 
abarcado la elaboración de presupuestos con perspectiva 
de género, analizada en un apartado anterior. En el 
Reino Unido, el Women’s Budget Group ha impulsado 
investigaciones y análisis para hacer un seguimiento de 

las desigualdades entre las mujeres y los hombres en la 
aplicación del programa de austeridad del Reino Unido 
tras la crisis económica mundial de 2008.120 Del mismo 
modo, en la República Unida de Tanzanía, TGNP Mtandao 
ha colaborado en el análisis de género del presupuesto, 
la capacitación y el ejercicio de presión a fin de conseguir 
una mayor igualdad de género en la formulación de 
políticas económicas (véase el recuadro 4.6).121 

TGNP Mtandao (anteriormente denominado Tanzanía Gender Networking Programme) puso en marcha 
la Iniciativa de Presupuestos de Género en 1996 como respuesta a la decreciente calidad de los servicios 
sociales públicos tras las políticas de ajuste estructural del decenio de 1980. El objetivo general de la iniciativa 
es lograr que los procesos de toma de decisiones sobre las políticas, los presupuestos, los impuestos y las 
deudas sean más democráticos, participativos y sensibles a las necesidades y demandas de las mujeres 
marginadas y sus comunidades. 

TGNP Mtandao colabora estrechamente con los ministerios de Finanzas y Planificación y hace aportaciones 
a las pautas presupuestarias de los ministerios sectoriales, así como a los gobiernos regionales y 
locales. Quienes se encargan de planificar el presupuesto en los sectores prioritarios, como también los 
representantes del Parlamento, están sensibilizados acerca de la importancia de asignar los recursos 
con perspectiva de género. Los miembros del Parlamento usan la información proporcionada por TGNP 
Mtandao para plantear preguntas sobre cuestiones relacionadas con la igualdad de género en los debates 
en comité y del plenario. Además, TGSP Mtandao organiza cursos locales y regionales sobre la elaboración 
de presupuestos con perspectiva de género y la política macroeconómica para responsables de formular 
políticas, profesionales y activistas de la sociedad civil. Se usan campañas en los medios de comunicación 
y publicaciones para informar a la ciudadanía sobre las principales cuestiones del proceso de examen del 
presupuesto en lo que respecta a las dimensiones de género.

Como resultado de estos esfuerzos, el Gobierno ha apoyado el concepto de que el presupuesto sea sensible 
al género y lo ha incluido en las pautas presupuestarias. Cada vez más organizaciones de la sociedad civil 
colaboran actualmente con el proceso presupuestario en sentido amplio o se centran en sectores especiales 
como la salud, la educación, el agua y la agricultura. Los informes y presupuestos del gobierno incluyen más 
datos desglosados por sexo y un análisis de género. También se está midiendo el trabajo doméstico y de 
cuidados no remunerado como parte de la encuesta oficial sobre la fuerza laboral. 

En consecuencia se han producido varias modificaciones concretas en las políticas. Se abolieron nuevamente 
las tarifas de la enseñanza primaria y se reintrodujeron los subsidios a los insumos agrícolas, en parte por la 
presión del público en apoyo de la campaña. En otras partes de África, las iniciativas de presupuestos con 
perspectivas de género han tomado la experiencia de Tanzanía como modelo.

En general, un logro importante y duradero ha sido el aumento de la concienciación entre el activismo de 
base sobre la importancia de los procesos presupuestarios y el fortalecimiento de su capacidad de hacer 
responsables a las y los representantes electos. En muchos casos, quienes encabezan los gobiernos locales, 
de aldeas y distritos, han respondido positivamente, destituyendo a profesionales incompetentes o corruptos y 
proporcionando más recursos para apoyar las prioridades de las comunidades.122

RECUADRO 4.6 
Las campañas a favor de la igualdad de género en la política presupuestaria en la 
República Unida de Tanzanía
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Recomendaciones
A fin de contribuir a la igualdad sustantiva, la sociedad 
civil —incluidos quienes trabajan en favor de los 
derechos de las mujeres— deben poder expresar sus 
inquietudes y prioridades en los procesos de debate, 
toma de decisiones y aplicación de las políticas 
macroeconómicas. Las medidas esenciales para 
fortalecer el poder de acción, la voz y la participación 
de las mujeres en esos procesos son:

• Mejorar la transparencia, el grado de participación 
y la rendición de cuentas de las instituciones que 
elaboran y aplican la política macroeconómica 

• Garantizar que la información sobre 
presupuestos, política tributaria, política 
monetaria y otros aspectos de la política 
macroeconómica se encuentre fácilmente a 
disposición del público y esté presentada de 
forma que pueda ser utilizada por toda la 
ciudadanía

• Fortalecer la capacidad de la sociedad civil y las 
organizaciones de mujeres para colaborar con la 
política macroeconómica a través de iniciativas 
como el presupuesto con perspectiva de género. 

Figura 4.7

Índice de Presupuesto Abierto, 2012 
 Hay una gran variación en la transparencia de los procesos de formulación de políticas de los gobiernos

4628 4022 3416 4325 3719 3113 4527 3921 3315 4224 3618 3012 4426 3820 3214 4123 3517 2911109876543210

Fuente: IBP 2014. 

Nota: el Índice de Presupuesto Abierto es una encuesta y análisis que evalúa la transparencia del proceso de formulación de políticas de los gobiernos a través de la evaluación de la medida 
en que se permite al público acceder a la información presupuestaria, incluida la declaración anterior al presupuesto, la propuesta de presupuesto, el presupuesto aprobado, los informes 
de auditoría, etc.; y si la ciudadanía tiene la oportunidad de participar en el proceso presupuestario a nivel nacional. El análisis también evalúa la capacidad y la independencia de las 
instituciones de supervisión formal. Se clasifica a los países en función de una puntuación entre 0 y 100 (en el que el 100 indica el más transparente).
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GOBERNANZA ECONÓMICA MUNDIAL 
E IGUALDAD DE GÉNERO

Aunque las políticas macroeconómicas todavía se 
formulan primordialmente a escala nacional, las 
economías del mundo se encuentran cada vez más 
interconectadas. Los flujos financieros y los recursos 
productivos se movilizan a través de las fronteras 
nacionales y se desplazan en respuesta a los cambios 
de las condiciones económicas. Los procesos de 
producción están fragmentados en cadenas de valor 
mundiales. Las corporaciones funcionan en muchos 
países a la vez y trasladan sus operaciones y recursos 

de una filial a otra. La creciente integración de las 
economías de todo el mundo significa que las medidas 
que adopta un gobierno afectan a la realización de los 
derechos en todo el planeta. Además, la proliferación 
de acuerdos de liberalización del comercio y de flujos 
financieros entre países limita las políticas que pueden 
adoptar los gobiernos individuales. Cada vez más, esta 
disyuntiva entre los procesos de las políticas nacionales 
y la integración mundial pone en riesgo la gestión 
económica.  

9375 8769 8163 9072 8466 7860 9274 8668 8062 8971 8365 7759 9173 8567 7961 8870 8264 76585756555453525150494847

Al
ba

ni
a,

 M
oz

am
bi

qu
e,

 R
um

an
ia

, T
an

za
ní

a 
(R

ep
úb

lic
a 

U
ni

da
 d

e)

Ar
ge

nt
in

a,
 B

os
ni

a 
an

d 
H

er
ze

go
vi

na
, B

ot
sw

an
a,

 C
os

ta
 R

ic
a,

 G
ha

na
, T

ur
qu

ía

H
on

du
ra

s

Ba
ng

la
de

sh
, C

ol
om

bi
a,

 P
ak

is
tá

n

Ka
za

js
tá

n,
 F

ili
pi

na
s

G
ua

te
m

al
a,

 M
on

go
lia

Pa
pu

a 
N

ue
va

 G
ui

ne
a

U
cr

an
ia

Af
ga

ni
st

án
, P

ol
on

ia

Ke
ny

a

M
al

aw
i

Jo
rd

an
ia

, P
er

ú

G
eo

rg
ia

, N
am

ib
ia

Ita
lia

Bu
lg

ar
ia

, U
ga

nd
a

C
ro

ac
ia

, M
éx

ic
o

C
hi

le

In
do

ne
si

a,
 P

or
tu

ga
l

Es
lo

va
qu

ia

Es
pa

ña

In
di

a

Al
em

an
ia

Br
as

il

Fe
de

ra
ci

ón
 d

e 
Ru

si
a,

 E
sl

ov
en

ia

Re
pú

bl
ic

a 
C

he
ca

, C
or

ea
, R

ep
úb

lic
a 

de

Es
ta

do
s 

U
ni

do
s

Fr
an

ci
a,

 N
or

ue
ga

Su
ec

ia

Re
in

o 
U

ni
do

Su
dá

fr
ic

a

N
ue

va
 Z

el
an

di
a

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   223 6/12/15   2:23 PM



El artículo 2.1 del PIDESC establece la necesidad de “la 
asistencia y la cooperación internacionales”, sugiriendo 
que es necesario un enfoque coordinado de la política 
macroeconómica a fin de alcanzar la realización de los 
derechos. Sin embargo, la coordinación internacional 
de las políticas macroeconómicas para respaldar la 
realización de los derechos es, a lo sumo, rudimentaria. 
Esta falta de gobernanza mundial eficaz limita 
considerablemente la capacidad de muchos gobiernos 
para aplicar políticas que contribuirían al logro de la 
igualdad sustantiva para las mujeres. 

INTEGRACIÓN ECONÓMICA MUNDIAL Y 
MARGEN DE ACCIÓN DE LAS POLÍTICAS

La integración económica mundial limita, en mayor o 
menor medida, la capacidad de los gobiernos de utilizar 
la política macroeconómica para crear un ambiente 
propicio para la realización de los derechos económicos 
y sociales. 

Por ejemplo, la libertad de los flujos financieros podría 
llegar a desestabilizar las economías nacionales. Una 
rápida afluencia de capitales, en forma de inversiones 
de corto plazo, puede revertirse fácilmente llevando a 
una depreciación de la moneda de un país y a una crisis 
financiera más general, como sucedió en el caso de la 
crisis financiera de Asia Oriental y otras crisis similares 
posteriores.123 La crisis financiera de los Estados Unidos, 
que afectó a muchos países de todo el mundo, se 
debió en parte a la insuficiencia de las salvaguardias 
reglamentarias. Los productos financieros innovadores 
frecuentemente están mal regulados y contribuyen a las 
crisis sistémicas que, en caso de un colapso, generan 
enormes costos humanos que trascienden las fronteras 
nacionales.124 Las políticas monetarias se ven restringidas 
por la falta de trabas a los flujos de capital. Un banco 
central no puede reducir las tasas de interés por debajo de 
las de otros países para evitar que los capitales se retiren. 
Sin embargo, las tasas de interés altas hacen más costoso 
el servicio de la deuda y pueden aumentar la fragilidad 

macroeconómica general, amenazando la sostenibilidad 
de las políticas sociales y de empleo.125

No todos los países tienen la misma capacidad para 
aplicar políticas macroeconómicas independientes 
en un mundo integrado globalmente. Las economías 
más grandes y con mayor influencia sistémica 
disponen de una gama más amplia de opciones de 
política para responder a los trastornos económicos 
que las economías más pequeñas y dependientes.126 
Por ejemplo, China y los Estados Unidos pudieron 
responder a la crisis de 2008 mediante la aplicación de 
políticas anticíclicas de estímulo para contrarrestar las 
consecuencias negativas de la conmoción financiera.127 
Sin embargo, las economías que no gozaban de tan 
buena posición, sufrieron diferentes efectos de la 
crisis, incluida la fuga de capitales a medida que la 
inversión financiera buscaba refugios seguros.128 Estas 
economías a menudo aplicaron políticas procíclicas 
como la elevación de las tasas de interés y recortes 
del gasto público en un esfuerzo por detener las fugas 
de capitales, con frecuencia bajo la influencia de 
instituciones mundiales como el FMI.129 Por ejemplo, 
los programas de austeridad aplicados en países 
como Grecia debido a la crisis de la deuda soberana 
representan un tipo de política procíclica: la reducción 
drástica de los gastos después de que un país ya ha 
sufrido un efecto negativo considerable. 

En consecuencia, las capacidades nacionales de 
responder a crisis globales son muy dispares. Los países 
que son capaces de aplicar políticas macroeconómicas 
independientes pueden adoptar medidas para mitigar 
los retrocesos en materia de derechos económicos y 
sociales debido a los trastornos económicos. Mientras 
tantos, otros países se ven obligados a adoptar políticas 
macroeconómicas que contribuyen a tales retrocesos 
en lugar de aliviarlos. Las opciones para la conducción 
independiente de la política macroeconómica se 
encuentran especialmente limitadas en los países que 
salen de situaciones de conflicto (recuadro 4.7).

Los conflictos socavan el funcionamiento normal de las economías y destruyen la infraestructura institucional 
necesaria para aplicar las políticas macroeconómicas. Una gestión macroeconómica eficaz requiere la 
existencia de determinadas instituciones clave, pero en las situaciones post-conflicto estas instituciones a 
menudo están dañadas o han quedado destruidas. Por consiguiente, las estrategias macroeconómicas para 
los países que salen de un conflicto deben reconstruir muchas de las instituciones que en otros lugares se dan 
por supuestas.

RECUADRO 4.7 
Limitaciones de la política macroeconómica en entornos post-conflicto
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La falta de coordinación a escala mundial también 
afecta la capacidad de los gobiernos para movilizar 
el máximo de los recursos disponibles. Los países que 
operan como paraísos fiscales, manteniendo tasas de 
interés bajas, facilitan la elusión y la evasión tributarias. 
Las corporaciones multinacionales usan una serie de 
técnicas contables, incluidos los “precios de transferencia” 
para sugerir que sus ganancias se generan en paraísos 
fiscales y así reducir el pago de impuestos.131 Se calcula 
que la pérdida anual de ingresos tributarios de los países 
en desarrollo derivada de la manipulación de los precios 
comerciales asciende a entre 98.000 y 106.000 millones 
de dólares, lo que supone 20.000 millones de dólares 
más que los costos de capital anuales necesarios para 
lograr la cobertura universal del abastecimiento de agua 
y saneamiento para el año 2015.132

Los acuerdos comerciales limitan el margen 
de acción de las políticas
El margen de acción de las políticas también es limitado 
por la creciente cantidad de acuerdos comerciales 
bilaterales y multilaterales, que cada vez más incluyen 
disposiciones sobre inversiones extranjeras y servicios que 
protegen los derechos de las empresas transnacionales 
de modos que dificultan la realización de los derechos 
de la ciudadanía. Desde mediados del decenio de 1990 
se han firmado más de 200 acuerdos de comercio 
regionales, con disposiciones que abarcan el comercio de 
servicios e inversiones extranjeras y generalmente fijan 
límites a las medidas reglamentarias de los gobiernos y 
crean barreras a la ampliación de los servicios públicos. 
Estos acuerdos a veces incluyen la venta de activos del 

Estado y una mayor desregulación económica, en función 
del supuesto de que el sector privado es más eficiente 
y mejor para el crecimiento. Muchos de estos acuerdos 
exigen la compensación de los intereses comerciales 
cuando se amplían los servicios públicos a nuevas áreas o 
se revoca la privatización. 

La liberalización del comercio de servicios promovidos 
por estos acuerdos comerciales tiene consecuencias 
especialmente negativas para el trabajo no 
remunerado.133 A medida que los servicios como el 
abastecimiento de agua, la atención de la salud o el 
transporte público pasan de depender de copagos a 
aplicar precios de mercado, aparece una estructura de 
acceso desigual en la que los hogares pobres quedan 
marginados o excluidos. Esto hace que las mujeres y las 
niñas dediquen más tiempo a actividades cotidianas 
como el acarreo de agua limpia, cocinar y cuidar de 
menores, personas enfermas o personas ancianas 
débiles. 

Los acuerdos comerciales han llevado a que los inversores 
privados cuestionen las políticas de atención de la salud, 
por ejemplo, en Polonia y Eslovaquia.134 En otros países, 
como el Estado Plurinacional de Bolivia, los gobiernos 
han resistido los intentos de las inversiones privadas 
de iniciar acciones judiciales en función de las normas 
de los acuerdos comerciales tras las cancelaciones de 
contratos. En 1999, el Gobierno del Estado Plurinacional 
de Bolivia privatizó el sistema municipal de agua en 
Cochabamba, y otorgó un contrato por 40 años a Bechtel, 
una multinacional con sede en los Estados Unidos. 

Por ejemplo, Liberia emergió en 2003 de una violenta guerra civil que se prolongó durante más de un 
decenio. Las herramientas macroeconómicas estaban ya agotadas y existía una gran brecha entre la 
necesidad de gastos sociales y los recursos públicos que podían recaudarse para ese fin. Los recursos para 
sufragar el gasto público provenían principalmente de países donantes, y las políticas de movilización de los 
recursos nacionales desempeñaban un papel muy limitado. Los donantes exigían al Gobierno que cumpliera 
con un requisito de equilibrio presupuestario que restringía fuertemente la posibilidad de aplicar políticas 
fiscales, por ejemplo, el recurso a la financiación con déficit para aumentar el gasto público cuando la 
crisis financiera de 2008 tuvo efectos negativos por la rápida caída de los precios de los productos básicos. 
Un instrumento de la política monetaria consiste en la compraventa de bonos del gobierno para influir en 
la masa monetaria, pero no existía un mercado de bonos que funcionara adecuadamente. Esto no solo 
restringía la capacidad del Gobierno para endeudarse en el país, sino que limitaba el alcance de la política 
monetaria. Esta limitación se agravó con el uso del dólar estadounidense como moneda para muchas 
transacciones.

Parte del esfuerzo de reconstrucción en las situaciones post-conflicto debe incluir el desarrollo 
institucional que permita a los países seguir políticas macroeconómicas independientes, por ejemplo, 
la creación de un mercado de bonos o la creación de un sistema eficaz de gestión de las políticas 
tributarias. Los donantes también deberían flexibilizar las condiciones que impiden a un país aplicar 
sus propias políticas macroeconómicas. Este tipo de desarrollo institucional debería incorporar 
explícitamente entre sus objetivos la igualdad de género y la participación de las mujeres como una 
parte esencial de los esfuerzos dirigidos a rehabilitar la formulación de políticas macroeconómicas.130
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Posteriormente canceló el contrato debido a las protestas 
generalizadas porque la empresa no suministraba agua 
adecuada, especialmente a las comunidades pobres. 
Bechtel inició entonces un juicio por daños y perjuicios 
según un acuerdo bilateral de inversión entre el Estado 
Plurinacional de Bolivia y los Países Bajos. Finalmente, 
en 2006, Bechtel aceptó un arreglo simbólico tras una 
campaña internacional contra la empresa.135

En sus respuestas a la crisis financiera de 2008, las 
medidas de los gobiernos europeos y norteamericanos 
como los rescates financieros masivos y los subsidios a 
las fábricas de automóviles infringieron los términos de 
los acuerdos comerciales, lo que demuestra los límites 
que estos acuerdos imponen al margen de acción de las 
políticas.136 

UN MARCO BASADO EN LOS DERECHOS 
PARA LA GOBERNANZA ECONÓMICA 
MUNDIAL

Desde una perspectiva de derechos humanos, la 
cooperación internacional es fundamental para contribuir 
a la capacidad de los Estados individuales de observar 
sus obligaciones de proteger, respetar y cumplir los 
derechos. El PIDESC reconoce que las obligaciones de un 
país en lo que respecta a la realización de los derechos 
económicos y sociales trascienden sus fronteras.137 Sin 
embargo, no define la forma de interpretar o aplicar 
estas obligaciones y, en consecuencia, la “asistencia 
internacional” se interpreta a menudo de un modo 
restrictivo como la obligación de los países ricos de 
suministrar asistencia oficial al desarrollo (AOD) a los 
países pobres.138  

Es indudable que la AOD puede ser una importante 
fuente de contribución al presupuesto de los países de 
ingresos bajos y medianos y que representa un canal 
por el que la asistencia y la cooperación internacionales 
pueden ayudar a movilizar recursos para mejorar la 
igualdad de género y realizar los derechos económicos 
y sociales. Sin embargo, la contribución de la AOD a la 
realización de los derechos varía según el modo en que se 
utilice. Puede estar limitada a usos específicos o quedar 
totalmente fuera del control de los gobiernos; puede 
estar ligada a la importación de bienes y servicios de los 
países donantes que limiten sus efectos en la economía 
nacional; y el hecho de recibir cantidades importantes 
de fondos de los donantes podría desincentivar a los 
gobiernos a esforzarse por mejorar la eficacia de sus 
sistemas tributarios dirigidos a la movilización de recursos 
nacionales.139

Mientras que la AOD sigue siendo un medio 
potencialmente eficaz para movilizar recursos a escala 
internacional, el derecho internacional supone un 
compromiso más amplio con la cooperación internacional, 
si bien por el momento no se ha definido con claridad 

el alcance de esta cooperación en lo que respecta a los 
derechos económicos y sociales.140  

La gobernanza económica mundial describe el conjunto 
de instituciones y relaciones que estructuran las acciones 
de los Estados y los actores privados a través de las 
fronteras. Las actuales instituciones de gobernanza 
económica mundial se caracterizan por unas relaciones 
de poder desiguales que determinan el margen de acción 
de los gobiernos nacionales, y no todos los actores tienen 
la misma voz.141 De hecho, la mayoría de las instituciones 
de gobernanza mundial existentes —por ejemplo, el FMI, 
el Banco Mundial, el Grupo de los 20, las Naciones Unidas 
y la Organización Mundial del Comercio— muestran 
claras dinámicas de poder.142 La representación de las 
mujeres en los órganos decisorios superiores de las 
instituciones de gobernanza es baja o insignificante 
(véase la figura 4.8). La representación de las mujeres 
no es garantía, por supuesto, de que las cuestiones 
relacionadas con la igualdad de género vayan a ser 
tenidas en cuenta en las deliberaciones sobre las políticas 
y en los procesos de toma de decisiones. Sin embargo, 
la falta de representación en sí misma revela una 
importante fuente de desigualdad de género y reduce la 
probabilidad de que se corrijan otras desigualdades de 
género en la política macroeconómica mundial.

El sistema actual de gobernanza mundial agrava 
en lugar de mitigar los problemas de la política 
macroeconómica, reforzando la división entre “política 
social” y “política económica” y la falta de atención a 
los resultados distributivos, incluidas las persistentes 
desigualdades de género. Debido a sus vinculaciones 
con las instituciones económicas internacionales, los 
organismos estatales como los bancos centrales y 
los ministerios de finanzas han ganado influencia en 
años recientes por comparación con aquellos que 
se relacionan con las políticas sociales en lugar de 
económicas.143 Esta “internacionalización del Estado”, por 
la cual las instituciones estatales se ajustan más a las 
relaciones económicas mundiales que a los problemas 
de política nacional, aumenta los sesgos de la política 
macroeconómica.144 La inversión en desarrollo humano, 
política social, trabajo de cuidados no remunerado e 
igualdad de género se considera una cuestión de política 
nacional y por lo tanto no se prioriza en los foros de 
política económica mundial, como el Grupo de los 20.145

La cooperación mundial para la realización de los 
derechos económicos y sociales podría lograrse a 
través de la aceptación universal de las obligaciones 
extraterritoriales de los gobiernos en lo que respecta a 
la realización de los derechos más allá de sus fronteras, 
como establecen los Principios de Maastricht (véase 
el recuadro 4.8), que incluyen la consideración de 
los papeles de las corporaciones transnacionales, las 
organizaciones no gubernamentales y las instituciones 
intergubernamentales.  
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Figura 4.8

Composición desagregada por sexo de las juntas directivas en las instituciones financieras y reguladoras 
intergubernamentales y privadas seleccionadas, 2014 

 Las mujeres están insuficientemente representadas en las instituciones clave que regulan la política 
económica mundial

En 2011, un grupo de especialistas en derecho internacional y derechos humanos elaboró un conjunto 
básico de principios sobre las obligaciones extraterritoriales en el área de los derechos económicos, 
sociales y culturales. El resultado fueron los Principios de Maastricht, que reconocen que las políticas que 
adoptan los gobiernos afectan la realización de los derechos más allá de sus fronteras. El preámbulo de 
los Principios establece que:

“Los derechos humanos de los individuos, grupos y pueblos se ven afectados por los actos y las omisiones 
extraterritoriales de los Estados y dependen de estos. Con el advenimiento de la globalización económica, 
en particular, los Estados y otros actores globales ejercen una influencia considerable en la realización de 
los derechos económicos, sociales y culturales en todo el mundo”.146

Los Principios de Maastricht reafirman el marco existente de derechos económicos, sociales y culturales 
—tal como está reflejado en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el PIDESC y otros acuerdos 
internacionales— pero van más allá, pues profundizan en el concepto de obligaciones extraterritoriales con 

RECUADRO 4.8 
Principios de Maastricht, obligaciones extraterritoriales y gobernanza económica mundial

Fuente: a. Junta Directiva del FMI a abril de 2014. b. Centro de Información Pública y fotos del Banco Mundial. c. IAS Plus 2015. d. IIF 2015. e. BPI 2015. f. OICV 2015.
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respecto a la jurisdicción, las responsabilidades de los gobiernos y las obligaciones de derechos humanos. 
En la actualidad no obligan a los gobiernos sino que representan una interpretación cuidadosa de las 
obligaciones extraterritoriales de los Estados en materia de derechos humanos en función del derecho 
internacional vigente.147	  

Los Principios establecen las dimensiones extraterritoriales de las obligaciones de respetar, proteger y cumplir 
los derechos. 

La obligación de respetar: Los gobiernos deben abstenerse de intervenir en el disfrute de los derechos 
económicos y sociales fuera del territorio del Estado (principios 20 y 21). La intervención directa se refiere a 
conductas del propio gobierno que menoscaban la realización de los derechos. La intervención indirecta 
se refiere a las acciones de un gobierno que socavan la capacidad de otro gobierno de cumplir con 
las obligaciones de derechos humanos. Por ejemplo, esto puede suceder si las políticas de un gobierno 
afectan las opciones de otro gobierno de un modo que menoscabe la realización de los derechos.

La obligación de proteger: La obligación de proteger incluye la obligación de establecer un entorno 
reglamentario que impida que las organizaciones internacionales, las corporaciones transnacionales y 
las personas actúen de un modo que menoscabe la realización de los derechos más allá de las fronteras 
del Estado.148 Estas obligaciones extraterritoriales incluyen las omisiones de los Estados, como la falta 
de reglamentación adecuada por parte de un Estado de las acciones de terceros que puedan tener 
efectos negativos para los derechos fuera de su territorio (principio 20). La omisión de reglamentar 
adecuadamente los mercados financieros estadounidenses, que contribuyó a la crisis económica mundial 
de 2008, es un ejemplo de ello.

La obligación de cumplir: Los Gobiernos deben crear un entorno propicio para la realización de los 
derechos con sus propias opciones normativas y a través de la cooperación internacional en una serie de 
áreas: comercio internacional, inversión, finanzas, tributación, protección medioambiental y cooperación 
para el desarrollo (principio 29). La coordinación internacional incluye acciones en el seno de las 
organizaciones internacionales —como las Naciones Unidas, el Banco Mundial, el FMI y la Organización 
Mundial del Comercio— que contribuyen al cumplimiento de los derechos dentro del territorio de cada 
Estado y a escala extraterritorial.

Recomendaciones
La transformación de las políticas macroeconómicas 
para la consecución de la igualdad sustantiva exige más 
y mejor coordinación mundial y la modificación de las 
instituciones de gobernanza mundiales. Los Principios 
de Maastricht, fundados en el derecho internacional, 
ofrecen una base sobre la que construir un sistema 
de gobernanza mundial basado en derechos que 
permitiría un abordaje más coordinado de las políticas 
macroeconómicas. Para avanzar, los países deberían:

•	 Adoptar formalmente un enfoque común 
sobre las obligaciones extraterritoriales y la 
cooperación internacional, basado en los 
Principios de Maastricht, con el fin de mejorar 
la gobernanza global para la realización de los 
derechos económicos y sociales

•	 Proceder a concretar los mecanismos para 
lograr la aplicación eficaz de estas obligaciones 
extraterritoriales, fundados en los Principios de 
Maastricht

•	 Adoptar un enfoque coordinado de las políticas 
tributarias para eliminar los paraísos fiscales y 
reducir la elusión y la evasión de impuestos

•	 Garantizar que el comercio internacional y los 
acuerdos de inversión no reduzcan el margen de 
acción de las políticas de un modo que socave 
la igualdad sustantiva y la realización de los 
derechos

•	 Mejorar la representación de las mujeres en 
los cargos de liderazgo de las instituciones de 
gobernanza económica mundial. 
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CONCLUSIONES

Para mejorar la igualdad sustantiva de las mujeres y 
realizar sus derechos humanos es preciso replantear la 
macroeconomía. Los cambios a nivel macroeconómico 
afectan la desventaja socioeconómica que sufren las 
mujeres y los estereotipos, el estigma y la violencia 
que afrontan. Además, la elaboración de políticas 
macroeconómicas generalmente excluye la voz de 
las mujeres. Al mismo tiempo, aunque la política 
macroeconómica puede crear un entorno propicio para 
la igualdad sustantiva y flexibilizar las limitaciones de 
otras iniciativas normativas, es importante reconocer 
que no puede lograr estos objetivos por sí sola. Debe 
coordinarse con otras esferas de política destacadas en 
este Informe, en especial el empleo, la protección social y 
los servicios sociales. 

Para que la política macroeconómica pueda 
respaldar la igualdad sustantiva, deberá cumplir 
las obligaciones de derechos humanos, tanto en el 
plano nacional como el internacional, prestando 
especial atención a las obligaciones inmediatas de no 
discriminación e igualdad, y garantizando que todas 
las personas gocen del nivel mínimo imprescindible 
de derechos económicos y sociales. Deberá apoyar, 
en lugar de socavar, los esfuerzos dirigidos a abordar 
la desventaja socioeconómica de las mujeres a través 
de políticas de empleo, protección social y servicios 
sociales. Esto supone la consideración de un conjunto 
más amplio de objetivos e indicadores, por ejemplo, 
las concesiones recíprocas entre el mantenimiento 
de unas bajas tasas de interés y los resultados en 
materia de empleo. También exige que se asegure la 
disponibilidad de recursos suficientes para apoyar la 
realización de los derechos humanos. Los gobiernos 
deberán aplicar estrategias que permitan ampliar el 
espacio fiscal mejorando la eficacia de la recaudación 
de impuestos, aumentando el abanico de instrumentos 
tributarios y modificando las prioridades del gasto 
público. Las expansiones fiscales financiadas con 
deuda pueden ser sostenibles cuando se utilizan para 
financiar programas de empleo e inversiones sociales 
con beneficios a largo plazo.

Los procesos e instituciones de política macroeconómica 
a escala nacional e internacional deben ser más abiertos 
y fomentar la transparencia, la participación y la rendición 
de cuentas para las mujeres y los hombres por igual. 
Los gobiernos deben adoptar medidas para aumentar 
la presencia de mujeres en los órganos de toma de 
decisiones macroeconómicas, incluidos los bancos 
centrales y los ministerios de finanzas. La información 
sobre los presupuestos y las decisiones de política 
monetaria deben encontrarse fácilmente a disposición 
del público. Una participación real exige la creación de 
canales que permitan el diálogo con las organizaciones 
de la sociedad civil, los grupos de mujeres y las 
organizaciones no gubernamentales.

Como parte del compromiso con la no discriminación 
y la igualdad, la formulación de políticas económicas 
debe incorporar el análisis de los efectos distributivos. 
Esto permitiría evaluar las políticas macroeconómicas 
en función de sus efectos sobre la desventaja 
socioeconómica de las mujeres. Concretamente, es 
necesario analizar los efectos del gasto público, la política 
tributaria y la política monetaria sobre la igualdad de 
género. Cuando se descubren desigualdades de género, 
como en el caso de un efecto desigual de las políticas 
tributarias, los gobiernos deben tomar medidas para 
corregirlas.

Por último, el desarrollo del potencial humano y la 
necesidad de redistribuir la carga de trabajo no 
remunerado deben estar en el centro de las políticas 
macroeconómicas. Los recursos que se dediquen a 
desarrollar el potencial humano, tanto públicos como 
privados, representan una forma de inversión que 
acarrea beneficios de largo plazo. Las contribuciones 
macroeconómicas de las políticas sociales y el 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
deben reconocerse explícitamente e incorporarse 
a las mediciones y conceptos macroeconómicos, a 
la formulación de políticas y a la evaluación de los 
resultados en lo que respecta a la igualdad de género y la 
realización de los derechos humanos.
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Cuando Mohamed Chafiki, alto funcionario del Ministerio de 
Hacienda marroquí, habla sobre la igualdad de género, su voz 
adquiere un tono decididamente apasionado. Garantizar que 
se evalúen los efectos de toda decisión gubernamental desde el 
punto de vista del género se ha convertido en la característica 
que define su carrera. Además, colabora estrechamente con 
las principales organizaciones asociadas que trabajan en las 
esferas del género y los derechos humanos; de ese modo, ha 
contribuido a que Marruecos se convierta en uno de los países 
más avanzados en esta materia.

“Siempre he pensado que la igualdad de género era un aspecto 
central de la democracia, tanto para mi país como para el 
resto del mundo”, afirma desde su oficina de Rabat. “No creo 
que podamos disfrutar de una vida equilibrada ni alcanzar la 
felicidad si no hay igualdad entre los sexos”.

Según Mohamed, la elaboración de presupuestos con 
perspectiva de género puede ejercer un efecto profundo en la 
vida de las mujeres y en el desarrollo de un país. “Como sucede 
en otros muchos países de la región, la desigualdad es un 
problema generalizado en Marruecos”, manifiesta. “Y siempre 
son las mujeres las que pagan el mayor precio en términos de 
pobreza, exclusión y marginación. Desde el punto de vista de 
la democracia y los derechos humanos, resulta absolutamente 
fundamental abordar estas desigualdades”.

Situar la igualdad de género 
en el corazón del sistema de 
gobernanza en Marruecos

231

CONTAR CON 
LAS MUJERES 

EL PROGRESO DE LAS MUJERES
/ HISTORIAS DE CAMBIO

Mohamed Chafiki, del Ministerio de Economía y Finanzas de Marruecos

Foto: ONU Mujeres/ Hassane Ouazzani Chahdi
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En Marruecos, los efectos de cualquier política desde el punto de 
vista del género se tienen en cuenta desde el primer momento. 
Esto significa que a la hora de formular políticas cruciales, 
como la referente a la educación universal, se establecen metas 
para ambos sexos. Asimismo, en el proceso de elaboración 
del presupuesto se tienen en consideración los obstáculos que 
pueden impedir a las niñas asistir a la escuela. Por ejemplo, 
cuando se planifica una escuela, se reservan los fondos 
necesarios para garantizar que las niñas puedan utilizar aseos 
adecuados. Y no solo eso: en su esfuerzo por mejorar el acceso 
al agua corriente, el gobierno también recopila información 
sobre el número de niñas que tienen que acarrear agua en las 
zonas rurales, una carga que les impide asistir a la escuela. 

“No es posible disponer de un presupuesto eficaz ni utilizar 
adecuadamente los fondos públicos si no se definen metas y 
no se tiene en cuenta el efecto que ejercen las políticas desde 
el punto de vista del género desde el momento mismo de su 
diseño”, defiende Mohamed.

Marruecos ha tenido que recorrer un largo camino hasta adquirir 
una sensibilidad tan importante al género. El país comenzó a 
analizar dicho efecto en sus presupuestos en 2002, para lo cual 
estableció una estrategia, capacitó al funcionariado público 
y desarrolló diversas herramientas técnicas. Desde 2005, 
Marruecos elabora un informe de género, un instrumento que 
resulta fundamental para garantizar la rendición de cuentas. 
En 2007, el Primer Ministro de la nación envió una carta a todos 
los departamentos instándoles a implantar la elaboración de 
presupuestos con perspectiva de género. En la actualidad, un 
total de 27 departamentos (que representan más del 80% del 
presupuesto del gobierno) han adoptado esta herramienta.

En 2014 se alcanzó un nuevo hito con la aprobación de una 
nueva ley de finanzas, que establece para el gobierno la 
obligación legal de tener en cuenta la dimensión de género en 
todo el proceso presupuestario.

“Hemos asistido desde 2002 a un avance pragmático; el 
camino no ha estado exento de dificultades, hay quienes 
han intentado hacernos retroceder, pero la elaboración de 
presupuestos con perspectiva de género ha pasado de ser 
un proceso informal a ser una exigencia legal”, manifiesta 
Mohamed.

Desde el punto de vista jurídico, el progreso también ha sido 
enorme desde el punto de vista de los derechos de las mujeres. 
En 2004 se dio un paso muy importante con la aprobación de 
una nueva ley de familia que garantiza la igualdad de ambos 
sexos en el matrimonio. Ese mismo año, el nuevo Código 
del Trabajo marroquí recogía el derecho de las mujeres a 
la licencia de maternidad. Entretanto, la Confederación de 
Empresas Marroquíes (CGEM) ha elaborado un conjunto 
de orientaciones dirigidas a sus asociados sobre cómo 
crear guarderías en el lugar de trabajo para ayudar a las 
trabajadoras que son madres. 

“Debemos reflexionar sobre cualquier medida seria capaz de 
asegurar el acceso de las mujeres al trabajo, garantizando 
al mismo tiempo el equilibrio entre la vida familiar y la vida 
profesional”, señala Mohamed. 

En 2011, el país aprobó una nueva constitución que garantiza la 
igualdad de género en materia de derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales, culturales y ambientales. En ese mismo 
año, Marruecos suprimió varias de sus reservas a la CEDAW en 
lo que respecta a los derechos de las mujeres a la nacionalidad 
y a sus derechos en el seno del matrimonio y la familia. 

Mohamed se apresura a añadir que estos avances no son 
imputables al trabajo de los tecnócratas del gobierno, sino a la 
formidable labor de las personas que han hecho campaña en 
favor de los derechos de las mujeres. “Todo lo que yo he hecho 
y todo lo que ha conseguido este gobierno ha sido un homenaje 
a los grupos que luchan por los derechos de las mujeres”. 

“No es posible disponer de un
presupuesto eficaz ni utilizar
adecuadamente los fondos
públicos si no se definen metas
y no se tiene en cuenta el efecto
que ejercen las políticas desde el
punto de vista del género desde
el momento mismo de su diseño”

Estudiante de primer grado de escuela primaria de una aldea de Marruecos

Foto: Banco Mundial
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Foto: ONU Mujeres/ Hassane Ouazzani Chahdi

Rabéa Naciri, ex presidenta de la Asociación Democrática de 
Mujeres de Marruecos (ADFM) Rabat, explica que los grupos 
defensores de los derechos de las mujeres desempeñaron un 
papel crucial para la introducción del concepto de elaboración 
de presupuestos con perspectiva de género. 

“Los grupos de mujeres han estado detrás de prácticamente 
todas las reformas que se han acometido en Marruecos. No nos 
limitábamos a plantear exigencias; proponíamos soluciones, y 
después nos movilizábamos para conseguir reformas”, afirma.

Rabéa exhorta a otros grupos de mujeres de todo el mundo 
a que reclamen la adopción de 
los presupuestos con perspectiva 
de género como herramienta 
para promover la igualdad 
de género. “La elaboración de 
presupuestos no es un proceso 
técnico, sino político”, argumenta. 
“Nos suelen hacer creer que 
es algo muy complicado, pero 
no es cierto. Se trata de un 

mecanismo increíblemente importante, pues nos permite 
exigir responsabilidades a los gobiernos”.

El siguiente objetivo que se ha propuesto Marruecos es 
cuantificar el uso del tiempo en el seno de los hogares, de 
manera que se pueda tener en cuenta en la formulación de 
políticas el trabajo no remunerado que realizan las mujeres. 
“El hecho de que una parte de la sociedad esté trabajando 
sin percibir una remuneración por ello es un problema 
fundamental”, dice Mohamed. 

En Marruecos, las mujeres representan solo un 27% de la 
mano de obra. “Eso no significa 
que no trabajen, sino que su 
trabajo no se reconoce. ¿Cómo 
podemos albergar la esperanza 
de alcanzar a las naciones 
desarrolladas? La única forma 
de conseguirlo pasa por liberar 
el potencial económico y de 
generación de ingresos de esas 
mujeres”.

“La elaboración de
presupuestos no es
un proceso técnico,

sino político”.

233

Historia: Alexandra Topping. Para consultar más información sobre la elaboración de presupuestos sensibles al género en Marruecos, véase ONU Mujeres 2014c.
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Los movimientos de mujeres, en colaboración con otros 
actores clave, han conseguido un cambio significativo en 
diversos ámbitos en lo que respecta al reconocimiento 
de la igualdad de derechos en el plano legal así como 
en el de las políticas. Hoy en día, en la mayor parte 
de los países no existen barreras que impidan a las 
mujeres conseguir un puesto de trabajo o desarrollar una 
profesión o una actividad comercial del mismo modo 
que los hombres, poseer y heredar tierras y viviendas en 
nombre propio, percibir una pensión o tener acceso a 
una amplia variedad de servicios, como la educación y la 
atención de la salud.  

Y, sin embargo, resulta difícil encontrar un país en el que 
los ingresos, las propiedades, los derechos de seguridad 
social, el trabajo remunerado y no remunerado, el tiempo 
libre y el poder estén distribuidos de forma igualitaria 
entre hombres y mujeres. 

Este Informe ha puesto de manifiesto que estas 
desigualdades no son resultados casuales de una 
economía y una sociedad que, por lo demás, pueda 
considerarse benigna y neutral en cuanto al género. 
Muy al contrario: guardan una relación directa con el 
funcionamiento de las estructuras económicas, sociales y 
políticas. Para lograr la igualdad sustantiva, de modo que 
las mujeres puedan ejercer sus derechos en la práctica, 
no basta con eliminar la discriminación directa; es preciso 
ir mucho más allá para erradicar las formas indirectas 
de discriminación y las barreras estructurales, cuya 
consecuencia (por no decir cuya intención) es generar 
resultados desiguales.  

Esta tarea, mucho más profunda, es una necesidad de 
cara al siglo XXI, puesto que la igualdad de género es una 
obligación de derechos humanos que, en gran medida, 
continúa sin materializarse. También es un imperativo 

desde el punto de vista del desarrollo: las crecientes 
desigualdades entre los diversos grupos sociales y entre 
las mujeres ricas y las pobres socavan el desarrollo, 
pues suponen un despilfarro de capacidades y talentos 
humanos que erosionan el dinamismo de la economía y 
amenazan la cohesión social. 

La igualdad sustantiva para las mujeres está al 
alcance de la mano: la experiencia de numerosos 
países, documentada en este Informe, muestra que 
una combinación adecuada de políticas económicas 
y sociales —trabajando al unísono y diseñadas con la 
participación de diferentes grupos sociales— puede 
reducir de forma notable las disparidades de género y 
permitir cimentar las economías y las sociedades sobre 
bases más sólidas. 

En el momento en que este Informe se envía a 
la imprenta, se observa que las negociaciones 
intergubernamentales sobre la financiación para el 
desarrollo sostenible de cara a la era post-2015 están 
ganando impulso. El Grupo de Trabajo Abierto de la 
Asamblea General sobre los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) ha articulado una visión de un mundo 
“justo, equitativo e inclusivo”,1 dejando claro que la 
igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres 
y las niñas constituyen elementos centrales de esta 
urgente empresa. 

Las normas de derechos humanos —recogidas en 
los diversos tratados internacionales que casi todos 
los gobiernos han suscrito— son la base que puede 
contribuir a que la comunidad mundial avance en 
este ámbito. En particular, estas normas proporcionan 
una visión sustantiva de la igualdad de género y 
hacen hincapié en el disfrute efectivo de los derechos 
de las mujeres. Diversos artículos de estas normas 

DE CARA AL FUTURO:  
UN PROGRAMA PARA LA 
INTERVENCIÓN PÚBLICA
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internacionales también subrayan el deber que tienen 
los gobiernos de generar un volumen de recursos 
suficiente, asignar estos garantizando el cumplimiento 
de las obligaciones de igualdad y no discriminación y 
asegurar la transparencia y la participación democrática 
en la deliberación de los presupuestos.

El marco descrito en este Informe para fomentar la 
igualdad sustantiva para las mujeres se basa en las 
normas de derechos humanos vigentes y su objetivo es 
ayudar a los gobiernos y a otras/os responsables de la 
formulación de políticas a diseñar las medidas concretas 
necesarias para abordar los desafíos específicos 
asociados a la desigualdad de género. Es preciso 
actuar en tres frentes: la corrección de la desventaja 
socioeconómica de las mujeres; la lucha contra los 
estereotipos, el estigma y la violencia; y el fortalecimiento 
del poder de acción, la voz y la participación de las 
mujeres. El progreso en estas tres dimensiones puede 
transformar las estructuras y las instituciones vigentes, 
lo que, a su vez, se traducirá en un cambio en la vida de 
las mujeres y las niñas de todo el mundo.  

Los avances en pos de la igualdad sustantiva deberían 
medirse teniendo en cuenta su grado de inclusión de 
los derechos de todas las mujeres y niñas, sobre todo 
de las pertenecientes a grupos marginados. Cuando las 
mujeres más desfavorecidas puedan compartir tanto 
el trabajo remunerado como el no remunerado con los 
hombres y niños de la familia y la comunidad y disfrutar 
de un nivel de vida adecuado; cuando puedan vivir sin 
sufrir estereotipos, estigmas ni violencia; y cuando puedan 
participar realmente en las decisiones que afectan su 
vida, se podrá hablar de una transformación duradera 
hacia la igualdad sustantiva.  

DECÁLOGO DE PRIORIDADES PARA LA 
INTERVENCIÓN PÚBLICA 

A continuación se definen diez prioridades para 
la intervención pública. Abarcan la exigencia de 
crear trabajo decente, aplicar políticas sociales con 
perspectiva de género y adoptar un marco de política 
macroeconómica basada en los derechos. Además, 
hacen hincapié en la necesidad de movilizar recursos, 
contar con un entorno mundial favorable, apoyar los 
movimientos de mujeres y ampliar la evidencia empírica 
disponible sobre los derechos económicos y sociales de 
las mujeres con el fin de lograr la igualdad sustantiva. 
Van dirigidas fundamentalmente a los gobiernos, como 
árbitros de los derechos sociales y económicos, pero 
también resultan pertinentes para las organizaciones 
internacionales, el sector privado, las empresas, los 
donantes, las organizaciones de la sociedad civil (como 
los sindicatos) y las organizaciones de mujeres.  

No todas las recomendaciones expuestas son adecuadas 
para todos los países, y la capacidad de los Estados para 
promover la igualdad sustantiva para las mujeres varía 
según su tamaño y nivel de desarrollo. Los puntos de 
partida de cada uno de ellos también son muy diferentes; 
algunas regiones han registrado avances significativos 
hacia la igualdad de género en varias esferas, mientras 
que otras van más atrasadas. Los tratados de derechos 
humanos dejan claro que los Estados deben cumplir 
determinadas obligaciones de forma inmediata, 
como la no discriminación y la igualdad en el disfrute 
de los derechos, así como garantizar niveles mínimos 
esenciales de derechos, en particular en lo que atañe a 
la alimentación, la educación, la salud y la vivienda. Los 
Estados también deben asegurarse de que los derechos 
se realicen progresivamente a lo largo del tiempo y 
permanecer alertas para que no se deterioren. Sin 
embargo, en este marco, los países disponen de cierto 
margen para definir sus propios caminos y para adoptar 
decisiones normativas, adaptadas a sus contextos 
particulares, que les conduzcan al logro de la igualdad 
sustantiva para las mujeres. 

Las economías de ingresos bajos y fundamentalmente 
agrícolas, con graves carencias en cuanto a la 
disponibilidad de servicios sociales básicos, podrían optar 
por centrarse en ampliar el acceso al agua potable, 
el saneamiento y los servicios de salud pública, en 
particular en las zonas rurales. En las sociedades en las 
que las mujeres trabajen predominantemente por cuenta 
propia, los gobiernos podrían priorizar las inversiones en 
infraestructura y en servicios de crédito institucional y de 
marketing, así como la extensión de la protección social, 
con el fin de apoyar la viabilidad de las empresas y la 
sostenibilidad de los medios de vida de dichas mujeres. Por 
otro lado, los países de ingresos medianos y altos podrían 
dar mayor importancia a las políticas de conciliación de 
la vida familiar y laboral, incluida la disponibilidad de 
licencias parentales y de servicios de cuidados de personas 
mayores, así como incrementar el salario mínimo en 
términos reales para reducir la desigualdad de género y 
las brechas salariales de género en los tramos inferiores de 
la escala de ingresos. En el actual contexto de austeridad, 
es crucial que todos los Estados, con independencia de su 
nivel de ingresos, mantengan los pisos de protección social 
y los servicios esenciales para que las mujeres puedan 
disfrutar de sus derechos. 

Sería necesario someter a debate las 10 prioridades 
de política que se exponen a continuación e introducir 
en ellas las modificaciones oportunas a través de un 
diálogo abierto en el que participen activamente las 
organizaciones de la sociedad civil que defienden los 
intereses de las mujeres y las niñas, especialmente de las 
más desfavorecidas. 

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   235 6/12/15   2:23 PM



1. Crear más y mejores empleos para las 
mujeres
Los ingresos procedentes del trabajo son 
fundamentales para que las personas dispongan de 
medios de vida y disfruten de oportunidades vitales; 
sin embargo, la participación de las mujeres en la 
población activa se ha estancado en todo el mundo. 
Además, las políticas económicas han sido incapaces 
de crear puestos de trabajo decentes en número 
suficiente, lo que dificulta que las personas consigan 
salir de la pobreza. Lo anterior es particularmente 
cierto en el caso de las mujeres, cuya representación 
entre las personas que tienen empleos precarios, 
informales y mal remunerados es muy elevada. Esta 
tendencia se puede revertir a través de las políticas 
económicas y sociales adecuadas. Es necesario 
adoptar una serie de medidas concretas para crear 
más y mejores puestos de trabajo para las mujeres: 

•	 Diseñar políticas macroeconómicas que estimulen 
la actividad económica e incrementen la demanda 
de trabajo, en lugar de centrarse en un conjunto 
de objetivos excesivamente reducido, como el 
mantenimiento de bajos niveles de inflación 

•	 Invertir en servicios públicos para crear puestos 
de trabajo decentes en los sectores de la salud, 
la educación, el cuidado infantil y de personas 
mayores, la administración pública y los servicios 
de extensión agrícola 

•	 Aumentar la viabilidad y la rentabilidad del 
trabajo por cuenta propia mediante la inversión 
en infraestructura de transporte y de otro tipo, el 
acceso a los mercados, la capacitación y la oferta 
de créditos subvencionados

•	 Involucrar a las trabajadoras informales en la 
planificación urbana y la adopción de decisiones 
para garantizar que los entornos urbanos sean 
propicios para el desarrollo de sus actividades 
profesionales y les ofrezcan condiciones de trabajo 
decentes y seguras 

•	 Fomentar la titularidad conjunta de la tierra, los 
servicios de extensión, las subvenciones para 
la adquisición de insumos y la adopción de 
medidas encaminadas a aumentar el acceso a los 
mercados por parte de las pequeñas agricultoras.

2. Reducir la segregación ocupacional y las 
brechas salariales de género
La segregación ocupacional basada en el género es 
un problema generalizado en todas las regiones Si no 

se combaten las desventajas socioeconómicas de las 
mujeres que resultan de la segregación ocupacional y de 
la desigualdad salarial, será imposible lograr la igualdad 
sustantiva. La intervención pública debe abordar las 
causas que se encuentran en el origen de la segregación 
ocupacional, como las diferencias en los niveles de 
educación, capacitación y experiencia, así como la 
existencia de estereotipos profundamente arraigados 
con respecto al papel que desempeñan los hombres y 
las mujeres en la sociedad. Para ello es necesario: 

•	 Valorar adecuadamente las ocupaciones 
en las que las mujeres tienen una presencia 
predominante, como las relacionadas con el 
cuidado, de modo que los niveles retributivos sean 
acordes a las aptitudes de estas trabajadoras y a 
la contribución que realizan con su labor al buen 
funcionamiento de la economía y la sociedad

•	 Promover la educación, incluida la alfabetización 
básica de las mujeres adultas, la formación en el 
empleo (lo que incluye la adquisición de aptitudes 
no tradicionales) y la orientación para que las 
mujeres puedan avanzar en la escala ocupacional

•	 Prestar asesoramiento profesional a las jóvenes y 
animarlas a estudiar ciencias, tecnología, ingeniería, 
matemáticas y otras disciplinas dominadas por 
los hombres, así como promover el acceso a la 
formación técnica y profesional, complementando 
dichas medidas con apoyo para el cumplimiento de 
las responsabilidades de cuidados no remunerados

•	 Combatir el acoso y la violencia sexuales que 
sufren las mujeres de forma persistente en el 
lugar de trabajo, adoptando leyes específicas, 
proporcionando capacitación al personal y 
estableciendo procedimientos de denuncia y 
mecanismos de apoyo para que las mujeres puedan 
acudir a la justicia para defender sus derechos

•	 Establecer metas y cuotas para elevar la 
representación de mujeres en ocupaciones 
dominadas por los hombres, incluso en los puestos 
de toma de decisiones en el sector público. 

3. Fortalecer la seguridad de los ingresos 
de las mujeres a lo largo de todo su ciclo 
vital
Debido a la desigualdad de oportunidades de empleo 
y a su elevada presencia en ocupaciones con bajos 
salarios, las mujeres presentan una vulnerabilidad 
particular a la inseguridad económica y a la 
dependencia financiera. Las encuestas de hogares 
muestran que, en 41 de los 75 países para los que 
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se dispone de datos, las mujeres en edad trabajar 
tienen mayor probabilidad que los hombres de vivir 
en hogares pobres. Las políticas fiscales, salariales y 
de protección social correctamente diseñadas —que 
contemplen salarios mínimos, prestaciones para las 
familias y pensiones de jubilación— pueden constituir 
herramientas muy poderosas para reducir la pobreza, 
luchar contra las desventajas socioeconómicas de 
las mujeres y garantizar su derecho a disfrutar de 
un nivel de vida adecuado. Estas políticas resultan 
especialmente importantes en el contexto del cambio 
demográfico y de la evolución de las estructuras de 
los hogares, así como para hacer frente a las crisis 
económicas. Es necesario adoptar medidas concretas, 
como las que se proponen a continuación, para 
aumentar la seguridad de los ingresos de las mujeres:

• Proporcionar acceso a la protección por 
desempleo, incluso a través de programas de 
obras públicas, y establecer un piso salarial 
a través de políticas de salario mínimo 
adecuadamente diseñadas, que, según se ha 
demostrado, también contribuyen a reducir las 
brechas salariales de género

• Proporcionar asignaciones por hijas e hijos para 
ayudar a las familias a hacer frente a los costos 
derivados de la crianza, y establecer pensiones no 
contributivas para garantizar la seguridad de los 
ingresos de las mujeres en la vejez 

• Eliminar la condicionalidad de las transferencias 
sociales y definirlas con carácter universal siempre 
que sea posible, con el fin de evitar los estereotipos 
y el estigma 

• Garantizar que los programas de transferencias 
monetarias tengan plenamente en cuenta los 
derechos de las mujeres; para ello, será necesario 
que participen en su diseño las organizaciones 
defensoras de la igualdad de género, y utilizar 
estos programas como mecanismo para ofrecer 
capacitación y acceso a los servicios que 
posibiliten el empoderamiento de las mujeres  

• Reformar los sistemas de pensiones contributivas 
para reducir las brechas de género en el acceso 
a las prestaciones y el monto de estas, incluso 
a través de la introducción de créditos por las 
tareas de cuidado para compensar la pérdida 
de contribuciones sociales durante los períodos 
de inactividad laboral debido a la atención de 
personas dependientes 

• Garantizar la actualización permanente de los 
montos de todas las prestaciones de acuerdo con 
el aumento del costo de la vida. 

4. Reconocer, reducir y redistribuir el 
trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado
El trabajo doméstico y de cuidados no remunerado 
contribuye al desarrollo económico y al bienestar 
humano, pues favorece el desarrollo de personas 
productivas y capaces de aprender y de desplegar 
su creatividad. Sin embargo, la carga de este tipo 
de trabajo está distribuida de manera desigual. En 
ausencia de servicios de cuidados adecuados, el 
hecho de que la mayor parte del trabajo doméstico y 
de cuidados no remunerado recaiga sobre las mujeres 
puede reforzar su desventaja socioeconómica, dado 
que limita su acceso a la educación, a la atención 
de la salud y al empleo remunerado así como su 
participación en la vida política y cultural. Para 
lograr la igualdad sustantiva para las mujeres, es 
necesario reconocer, reducir y redistribuir este tipo de 
trabajo. Para ello, es necesario adoptar las medidas 
siguientes:

• Aumentar las inversiones en infraestructura 
básica, como instalaciones sanitarias y de 
abastecimiento de agua accesibles, asequibles y 
que cumplan las normas de calidad 

• Fortalecer los servicios sociales básicos, como 
la educación y la salud, que complementan 
las labores de cuidados no remuneradas y 
constituyen un nicho de empleo muy importante 
para las mujeres

• Apoyar a los cuidadores y cuidadoras que 
no perciben remuneración por este trabajo, 
asegurando que participen en la formulación de 
políticas y reconociendo que son muy importantes 
para el buen funcionamiento y la solidez de los 
sistemas públicos de cuidados , a los que, sin 
embargo, no deben sustituir 

• Proporcionar servicios de cuidado infantil y 
personas mayores accesibles, asequibles y de 
calidad, garantizando que respondan a las 
necesidades de los padres y madres que trabajan 
de forma remunerada y de otros cuidadores y 
cuidadoras no remunerados 

• Trabajar en pos de un sistema integral de licencias 
remuneradas de maternidad, paternidad 
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y parentales para todos los trabajadores y 
trabajadoras, incluidos los que trabajan en la 
economía informal, y establecer incentivos especiales 
para que los padres asuman la parte que les 
corresponde de este tipo de trabajo. 

5. Invertir en servicios sociales con 
perspectiva de género
Los servicios sociales son fundamentales para la 
realización de los derechos de las mujeres y para el logro 
de la igualdad sustantiva en numerosas esferas. Sin 
servicios de salud adecuados, por ejemplo, las mujeres 
y las niñas tendrán muchas dificultades para ejercer sus 
derechos sexuales y reproductivos. Y, como se discutió 
anteriormente, en ausencia de oportunidades para 
acceder a servicios de cuidado infantil asequibles, el 
derecho de las mujeres a trabajar se enfrentará a un 
obstáculo muy importante. Es preciso aumentar el nivel de 
inversión en servicios sociales y transformar la prestación 
de estos servicios con objeto de que respondan a los 
derechos de las mujeres. Entre las medidas concretas que 
cabría adoptar figuran las siguientes:

•	 Incrementar de forma sustancial las inversiones 
en servicios sociales, incluidos los de salud, 
abastecimiento de agua, saneamiento y cuidados, 
y garantizar que estos servicios sean asequibles. 
Para ello, las tasas que se cobren por su utilización 
deberían sustituirse por modalidades de 
financiación colectiva, como son la seguridad social 
o los impuestos generales

•	 Trabajar en pos del acceso universal a una atención 
de la salud asequible, sea a través de los sistemas 
nacionales de salud o de una combinación 
eficaz de contribuciones a los seguros de salud y 
financiación pública

•	 Acercar los servicios esenciales de atención de la 
salud a las mujeres, introduciendo trabajadoras/es 
comunitarios de la salud y clínicas móviles

•	 Prestar servicios integrados para combatir la 
violencia contra las mujeres así como en materia 
de salud sexual y reproductiva, como servicios de 
información y educación sobre planificación familiar

•	 Ampliar el alcance y la calidad de los servicios de 
cuidado infantil y de personas adultas dependientes, 
incluidas las personas con discapacidad y las 
personas mayores vulnerables

•	 Fomentar relaciones positivas entre las y los 
usuarios y quienes proveen los  servicios, a través de 
iniciativas de concienciación del personal sobre los 
derechos de las mujeres, proporcionando incentivos 

a este para que respete los derechos de las mujeres 
y garantizando que perciba un salario justo y 
disfrute de condiciones de trabajo adecuadas.

6. Maximizar los recursos destinados a la 
igualdad sustantiva
Para avanzar hacia la igualdad sustantiva es necesario 
recaudar un volumen de recursos suficiente y asignarlos 
a la realización de los derechos de las mujeres. 
Diferentes estudios demuestran que incluso los países 
de ingresos bajos pueden permitirse ofrecer pisos de 
protección social. Sin embargo, la financiación de 
un programa integral de políticas dirigidas a hacer 
realidad la igualdad sustantiva exige movilizar un 
mayor volumen de recursos y garantizar que estos se 
destinen a medidas que beneficien a las mujeres y las 
niñas. Entre las medidas concretas que pueden adoptar 
los gobiernos, figuran las siguientes:

•	 Definir nuevas prioridades de gasto, por ejemplo, 
desviando el gasto militar hacia servicios públicos 
con perspectiva de género 

•	 Recaudar ingresos adicionales a través de los 
impuestos generales mediante el control del  
cumplimiento de las obligaciones tributarias 
vigentes y la ampliación de la base imponible 
global, prestando atención a las consecuencias 
distributivas. Los impuestos sobre la renta y sobre 
el patrimonio y los impuestos sobre los bienes de 
lujo suelen ser más progresivos que los impuestos 
indirectos, como el impuesto sobre el valor 
agregado (IVA), cuyo carácter regresivo también 
se puede mitigar mediante exenciones a los 
productos y servicios básicos.

•	 Contraer deuda en los mercados nacionales e 
internacionales con el fin de realizar inversiones 
en educación, salud y servicios de cuidados que 
fortalezcan las capacidades humanas y, que 
al igual que las inversiones en infraestructura, 
generan beneficios futuros, como una mano de 
obra cualificada y saludable 

•	 Garantizar la recaudación de ingresos desde la 
utilización de los recursos naturales, a través de 
medidas como cánones, y dedicación de fondos 
específicos para sufragar la protección social y los 
servicios sociales

•	 Introducir la perspectiva de género en la 
elaboración de presupuestos con el objetivo de 
garantizar que las políticas dirigidas a movilizar 
recursos y la asignación del gasto persigan la 
equidad en la distribución de los ingresos y apoyen 
la realización de los derechos de las mujeres.
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7. Ayudar a las organizaciones de mujeres 
a exigir sus derechos y a influir en la 
agenda pública en todos los niveles
La acción colectiva de las mujeres es fundamental 
para el logro de la igualdad sustantiva. Este tipo de 
actuación resulta especialmente eficaz cuando las 
y los defensores de los derechos de las mujeres que 
trabajan en organizaciones de base comunitaria, 
organizaciones de la sociedad civil, centros de 
estudios y departamentos universitarios tienen 
la posibilidad de entablar alianzas estratégicas 
con representantes de los partidos políticos, la 
administración pública y las instituciones regionales 
y mundiales. Este trabajo requiere los conocimientos, 
las aptitudes, la agilidad y la constancia de las y 
los defensores de los derechos de las mujeres, pero 
también han de poder acceder a la información, a los 
debates sobre políticas y a los procesos de adopción 
de decisiones. Para fortalecer el poder de acción, 
la voz  y la participación de las mujeres en estos 
procesos, podrían adoptarse medidas como las que 
se sugieren a continuación:

• Garantizar un marco jurídico favorable para que las 
mujeres puedan organizarse, que incluya medidas 
de protección del espacio del que gozan las 
organizaciones de la sociedad civil para defender 
los derechos de las mujeres, así como el derecho a 
crear sindicatos y a afiliarse a ellos

• Ampliar la financiación destinada a las actividades 
de promoción de políticas por parte de las 
organizaciones de mujeres ante sus gobiernos, 
incluido un incremento de la financiación básica 
y plurianual, una esfera en la que los donantes 
privados y bilaterales, así como las organizaciones 
internacionales, pueden desempeñar un papel muy 
importante

• Garantizar la igualdad de representación de 
las mujeres en los puestos de liderazgo de las 
organizaciones sindicales y de otros movimientos 
sociales, y que los procesos de negociación 
colectiva den prioridad a las cuestiones 
relacionadas con los derechos de las mujeres  

• Apoyar la generación de conocimientos en el 
seno de las organizaciones feministas sobre las 
cuestiones clave de políticas —como la política 
monetaria, el diseño del sistema de pensiones o 
la reforma del sector de la salud—, ya que son 
materias que revisten una importancia fundamental 
para la vida de las mujeres y a menudo exigen 
conocimientos técnicos especializados 

• Facilitar el desarrollo de las capacidades de las 
organizaciones de mujeres para promover cambios 
en las políticas; por ejemplo, se podrían dotar 
fondos para capacitar a estas organizaciones 
sobre las consecuencias que tienen las políticas 
económicas y sociales desde el punto de vista del 
género

• Crear circuitos de retroalimentación, desde la 
ejecución de las políticas hasta las auditorías 
sociales que realizan las organizaciones de 
mujeres y las y los usuarios de los servicios, con 
el fin de mejorar el desempeño y la sensibilidad 
al género de la reglamentación pública, la 
protección social y los servicios sociales.

8. Crear un entorno mundial favorable a la 
realización de los derechos de las mujeres
Como consecuencia de la integración económica 
mundial, los gobiernos ven limitada (en diferente 
grado) su capacidad de utilizar la política 
macroeconómica para crear un entorno propicio 
para la realización de los derechos económicos 
y sociales. Los países en desarrollo, por ejemplo, 
tienen dificultades para movilizar recursos cuando 
otros países actúan como paraísos fiscales o 
aplican impuestos muy bajos. El actual sistema de 
gobernanza mundial refuerza la división entre la 
“política económica” y la “política social”, por un lado, 
y la falta de atención a los resultados distributivos 
(incluida la desigualdad de género), por otro. La 
inversión en desarrollo humano e igualdad de género 
se considera una cuestión de política nacional, por lo 
que no se prioriza en los foros mundiales de política 
económica. Con el fin de crear un entorno mundial 
favorable al logro de la igualdad sustantiva para 
las mujeres, cabría adoptar una serie de medidas 
concretas como las siguientes:

• Promover la estabilidad económica y evitar las 
perturbaciones y crisis que siempre afectan 
en mayor medida a las personas más pobres; 
para ello sería necesario adoptar políticas 
macroprudenciales dirigidas a mitigar la 
volatilidad de la economía y el riesgo de que se 
produzcan crisis financieras, establecer controles 
sobre el capital y mejorar la regulación de los 
mercados financieros internacionales

• Mejorar la coordinación a escala mundial para 
eliminar los paraísos fiscales y reducir el fraude 
fiscal y la competencia fiscal, con el objetivo de 
permitir a los países aumentar la eficacia de la 
recaudación en un contexto globalizado
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•	 Asegurar que el comercio y los acuerdos de 
inversión internacionales no reduzcan el margen 
para la adopción de políticas favorables a la 
realización de los derechos de las mujeres, por 
ejemplo a través de la creación de barreras que 
dificulten la expansión del transporte público o de 
los servicios públicos de salud

•	 Mejorar la capacidad de respuesta y la rendición de 
cuentas de las instituciones económicas y financieras 
mundiales sobre los efectos distributivos de sus 
actuaciones, inclusive sobre la igualdad de género  

•	 Adoptar formalmente un enfoque común, 
basado en los Principios de Maastricht, sobre 
las obligaciones extraterritoriales de los Estados, 
las empresas multinacionales y las instituciones 
internacionales 

•	 Democratizar las instituciones de gobernanza 
económica mundial dando mayor peso a los 
países más pobres y a las organizaciones de la 
sociedad civil en las decisiones que les afectan.  

9. Utilizar las normas de derechos 
humanos para diseñar las políticas y para 
catalizar el cambio
En este Informe se ha hecho hincapié en la necesidad 
de superar la brecha entre las normas mundiales 
de derechos humanos, por un lado, y las políticas de 
promoción de los derechos de las mujeres, por otro. 
A través de la definición del concepto de igualdad 
sustantiva, el sistema internacional de derechos 
humanos ha puesto de relieve que la igualdad debería 
entenderse tanto desde el punto de vista de los 
resultados como de las oportunidades, señalando las 
causas estructurales de la desigualdad y estableciendo 
las obligaciones que tienen los Estados de abordarlas. 

El sistema de derechos humanos, que incluye el 
Consejo de Derechos Humanos, los órganos creados 
en virtud de tratados, las Relatorías Especiales y 
los órganos nacionales y regionales de derechos 
humanos, puede ayudar a los gobiernos a formular 
políticas dirigidas a cumplir sus obligaciones y a 
realizar la igualdad sustantiva para las mujeres, así 
como a hacer un seguimiento de dichas políticas, a 
través de medidas como las siguientes:       

•	 La elaboración de recomendaciones sobre 
cómo fomentar el reconocimiento, la reducción 
y la redistribución del trabajo de cuidados  no 
remunerado mediante políticas económicas y 
sociales

•	 Aclaraciones y orientaciones sobre la forma en que 
las políticas macroeconómicas pueden respaldar, y 
no limitar, el disfrute de los derechos por parte de las 
mujeres

•	 Propuestas sobre medidas concretas para la 
introducción de pisos nacionales de protección 
social que permitan a las mujeres disfrutar de su 
derecho a la seguridad social en pie de igualdad 
con los hombres.

10. Obtener evidencia empírica que 
permita evaluar los avances en el ámbito 
de los derechos económicos y sociales de 
las mujeres 
La falta de datos sobre los derechos económicos y 
sociales de las mujeres sigue siendo muy importante. 
Ante los requisitos de seguimiento impuestos a 
la agenda para el desarrollo posterior a 2015, se 
han hecho llamados a una “revolución de datos”. 
Dicha “revolución” debe tener una perspectiva de 
género que permita la producción de más y mejores 
indicadores desagregados por sexo, condición 
socioeconómica, ubicación geográfica, raza y origen 
étnico, con el fin de capturar las desigualdades 
múltiples e interrelacionadas a las que se enfrentan 
las mujeres. 

Se necesita el apoyo coordinado y la financiación de 
donantes y gobiernos a las oficinas nacionales de 
estadísticas, sobre todo a los países de ingresos bajos, 
con el objeto de garantizar la elaboración coherente 
y oportuna de estadísticas de género en una amplia 
variedad de esferas. Entre las prioridades se incluyen 
las siguientes:

•	 Complementar las estadísticas sobre la pobreza 
en el mundo con indicadores que midan el 
acceso de las mujeres a los ingresos personales 
provenientes del trabajo o la protección social 
a modo de aproximación a su autonomía 
económica

•	 Realizar encuestas regulares sobre la utilización 
del tiempo, garantizando su comparabilidad 
entre los diferentes países y a lo largo del tiempo 
con objeto de evaluar los efectos que ejercen 
las políticas públicas, las crisis económicas y los 
desastres ambientales sobre la carga de trabajo 
que soportan las mujeres 

•	 Aumentar el número de países que recopilan con 
regularidad estadísticas desagregadas por sexo 
sobre el empleo informal
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• Elaborar normas para la recogida y el análisis de 
estadísticas sobre las brechas salariales de género, 
que incluyan metodologías capaces de detectar 
las desigualdades de género en los ingresos 
procedentes del trabajo por cuenta propia

• Respaldar el desarrollo constante de nuevas 
metodologías para medir la titularidad de activos 
de las mujeres así como su espíritu emprendedor

• Elaborar estadísticas desagregadas comparables 
sobre los niveles de las prestaciones familiares y 
las asignaciones por hijas e hijos, las prestaciones 
por desempleo y las pensiones de vejez 

• Desarrollar normas y métodos para evaluar 
la calidad de los servicios sociales, incluida su 
sensibilidad a los derechos de las mujeres y las niñas

• Llevar a cabo encuestas regulares sobre la violencia 
contra las mujeres y las niñas, sobre la base de 
normas acordadas a escala internacional

• Invertir en sistemas vitales y de registro civil para 
garantizar una adecuada inscripción de los 
nacimientos y defunciones, con el fin de mejorar 
la calidad y la disponibilidad de los datos sobre 
mortalidad materna e infantil

• Desarrollar y financiar otras fuentes de 
información, como la elaboración de 
investigaciones cualitativas, para identificar 
aquellas dimensiones de la desigualdad que no 
son fácilmente cuantificables pero que influyen 
de un modo fundamental en el disfrute de los 
derechos de las mujeres y las niñas, incluido y la 
privación de de su poder de acción.
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Las estadísticas y los datos son herramientas 
importantes para evaluar los efectos y las dimensiones 
de género de las políticas económicas y sociales. A 
nivel internacional comenzó a desarrollarse un trabajo 
sustancial sobre las estadísticas de género en el 
decenio de 1980, tras la proclamación del Decenio de 
las Naciones Unidas para la Mujer: Igualdad, Desarrollo 
y Paz (1976-1985).1 Desde entonces se han producido 
importantes avances en los criterios normativos 
y técnicos relacionados. En 1995, la Declaración y 
Plataforma de Acción de Beijing incluyó un fuerte 
llamamiento a “preparar y difundir datos e información 
destinados a la planificación y la evaluación 
desglosados por sexo”.2 Más recientemente, en 2013, 
la Comisión de Estadística de las Naciones Unidas 
respaldó un conjunto mínimo de indicadores de género 
como guía para la recopilación de estadísticas de 
género;3 y, en respuesta a una solicitud de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, aprobó un conjunto 
básico de nueve indicadores sobre la violencia contra 
las mujeres.4 

A pesar de estos avances, como muestran cada uno 
de los capítulos anteriores y los cuadros del anexo, 
siguen existiendo brechas en los datos de género 
en todas las regiones y especialmente en lo que se 
refiere a la medición de la pobreza y el acceso de las 
mujeres a los ingresos personales a partir de lo que 

reciben en el mercado laboral o a título de protección 
social; la cantidad y calidad del trabajo de las mujeres, 
incluido el empleo informal y el tiempo que pasan en 
trabajo de cuidados y doméstico no remunerado; y la 
participación de las mujeres en la vida pública y cívica y 
la toma de decisiones. 

DESAFÍOS A LOS QUE SE ENFRENTAN LAS 
ESTADÍSTICAS DE GÉNERO 

En la mayoría de los países en desarrollo, la 
elaboración de las estadísticas de género afecta 
principalmente a áreas como la salud, la educación y 
el empleo. Sin embargo, incluso en estos ámbitos es 
frecuente que no se produzcan indicadores de género 
adecuados, coherentes y oportunos. En otros asuntos 
que requieren encuestas más especializadas —como 
el uso del tiempo, la violencia contra las mujeres y las 
niñas, y la voz y la participación— la disponibilidad de 
datos es aún más limitada.5  

Indicadores del mercado laboral
Las encuestas de población activa y otras encuestas de 
usos múltiples a los hogares están bastante arraigadas, 
pero su objetivo principal es la medición de los 
indicadores principales como las tasas de actividad, 
de empleo y de desempleo. Esto significa que no se 
recogen suficientes datos sobre la calidad del empleo, 

EL SEGUIMIENTO DE LOS 
DERECHOS ECONÓMICOS Y 
SOCIALES DE LAS MUJERES  
EL PAPEL DE LAS 
ESTADÍSTICAS
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como el carácter informal de este y los salarios, en 
los que las diferencias entre mujeres y hombres son 
marcadas. 

Como se analiza en el capítulo 2, los datos disponibles 
muestran que las mujeres tienen una probabilidad 
mucho mayor que los hombres de tener empleos 
informales. Sin embargo, es difícil documentar estas 
disparidades de género en las diferentes regiones y en 
el transcurso del tiempo porque en la mayoría de los 
países estos datos no se recogen con regularidad.6 En 
el último decenio, solo 47 países han producido cálculos 
fiables sobre el empleo informal por sexo y muy pocos 
han elaborado datos comparables en el transcurso 
del tiempo que permitan llevar a cabo un análisis de 
tendencia (véase el anexo 4). 

Las encuestas normalizadas del mercado laboral 
también suelen caer en el subconteo de la magnitud 
del empleo de las mujeres, que tiene mayores 
probabilidades de ser estacional, intermitente e informal 
que el de los hombres. Las encuestas de uso del 
tiempo, que no se llevan a cabo regularmente, resultan 
mucho más adecuadas para identificar plenamente el 
alcance del empleo remunerado y no remunerado de 
las mujeres. En la India, por ejemplo, la encuesta piloto 
de uso del tiempo de 1998–1999 no solo documentó el 
trabajo no remunerado de las mujeres sino que también 
descubrió que las tasas de empleo de estas eran por lo 
menos el doble de las registradas en la encuesta oficial 
de población activa.7 

Datos de ingresos y consumo
La recopilación regular de datos de ingresos de las 
mujeres y los hombres en los países en desarrollo 
también representa un desafío. En los países en los que 
predomina el empleo agrícola o el empleo por cuenta 
propia resulta difícil conseguir información precisa 
sobre las fuentes de ingresos. En el sector agrícola, 
en particular, sería necesario hacer encuestas a lo 
largo de todo el año para conseguir una imagen fiel 
de los ingresos anuales, dado que los ingresos varían 
ampliamente en función de las estaciones, y este tipo 
de encuestas pueden ser excesivamente costosas para 
las oficinas nacionales de estadística. Por estas y otras 
razones, la mayoría de los países en desarrollo recoge 
datos sobre el nivel de consumo de los hogares en lugar 
de datos de ingresos.8  

A pesar de las dificultades para recoger datos de 
ingresos y consumo, estos datos se utilizan para elaborar 
las tasas generales de pobreza. Cuando tanto los datos 
de ingresos como los de consumo se recogen a nivel de 
los hogares, es imposible atribuirlos a los individuos. En 

las encuestas típicas que se realizan a los hogares, se 
entrevista a la persona que se (auto)identifica como la 
más informada del hogar, por lo que estas encuestas 
resultan poco idóneas para captar las dimensiones de 
género de los ingresos y el consumo.9 En consecuencia, 
las mediciones de la pobreza desglosadas por sexo 
son escasas (véase el recuadro 1.4). 

Los indicadores del acceso de las mujeres a unos 
ingresos propios y el índice de feminidad de la pobreza 
son dos indicadores indirectos que miden la pobreza 
de las mujeres (véase el anexo 1). Pero estas medidas 
tampoco pueden tener en cuenta la distribución de 
recursos en el seno de los hogares. En los hogares que 
se encuentran por encima del umbral de pobreza, 
los recursos pueden no ser compartidos de forma 
igualitaria entre mujeres y hombres; del mismo modo, 
aunque una mujer sin ingresos propios puede carecer 
de independencia y acción financiera, es posible que se 
beneficie de los bienes colectivos, como la vivienda. 

Protección social y servicios sociales 
Los indicadores sobre el acceso a la protección y 
los servicios sociales se enfrentan a limitaciones 
similares. Por ejemplo, mientras que la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) proporciona datos 
sobre la cobertura de las pensiones por sexo para una 
cantidad cada vez mayor de países, las dificultades 
en la medición del nivel de los ingresos individuales 
significan que en general no se dispone de datos 
comparativos sobre los niveles de las prestaciones. 
Esto puede ocultar disparidades significativas en 
los ingresos entre mujeres y hombres mayores, 
especialmente en los países con sistemas contributivos. 
Del mismo modo, dado que los indicadores como el 
gasto en salud se calculan en términos per cápita a 
partir del gasto acumulado del hogar, es probable que 
oculten la existencia de diferencias de género en el 
seno del hogar. 

En términos de acceso a los servicios básicos, la 
mayoría de estos son bienes colectivos (p.ej., el agua, 
la electricidad) que son consumidos por todos los 
miembros del hogar, por lo que el desglose por sexo 
es difícil. Sin embargo, tanto el consumo como el 
aprovisionamiento de los bienes colectivos presentan 
dimensiones de género. Como se analizó en el 
capítulo 3, las mujeres y las niñas son generalmente 
las encargadas de acarrear agua y combustibles, y 
de usarlos para preparar los alimentos y para otras 
tareas domésticas y de cuidados no remuneradas, en 
beneficio de todos los miembros del hogar. Por tanto, 
la falta de acceso al agua y los combustibles afecta 
a las mujeres y las niñas en mayor medida que a los 
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hombres y los niños. Esto hace que esos indicadores, 
junto con los indicadores sobre la división del trabajo 
en el hogar (p.ej., quién se ocupa de acarrear agua o 
leña), sean esenciales para el análisis de género.10  

NO SIEMPRE SE DA PRIORIDAD A LA 
ELABORACIÓN DE ESTADÍSTICAS DE 
GÉNERO 

La falta de estadísticas precisas se debe en parte 
a la debilidad y la falta de recursos de los sistemas 
estadísticos, especialmente en los países en desarrollo. 
Sin embargo, las lagunas en las estadísticas de género 
también se producen porque no se prioriza la recogida 
de estos datos: análisis recientes han descubierto 
pruebas que apuntan a la existencia de un círculo 
vicioso por el cual la baja disponibilidad de estadísticas 
de género conduce a una falta de demanda por parte 
del personal investigador y de las personas encargadas 
de la formulación de políticas, que a su vez puede 
reducir los incentivos para producir dichas estadísticas. 

En 2013, un análisis mundial de los programas de 
elaboración de estadísticas de género en 126 países 
observó que solo el 37% contaba con un organismo 
coordinador de las estadísticas de género a escala 
nacional y solo el 13% tenía un presupuesto ordinario 
dedicado a la producción de estos datos.11 Los estudios 
sobre la aplicación de la Plataforma de Acción de 
Beijing constataron que, además de las limitaciones 
técnicas y financieras, la falta de voluntad política y la 
escasa concienciación sobre la importancia de recoger 
datos sobre la igualdad de género son obstáculos 
fundamentales para el progreso.12 

Importancia de las prioridades de las 
políticas
La adopción de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(ODM) impulsó esfuerzos significativos para mejorar 
la capacidad estadística de los países en desarrollo, 
incluidas las estadísticas sobre la igualdad de género 
y el empoderamiento de las mujeres,13 pero esto fue en 
detrimento de las áreas que no estaban incluidas en el 
marco, como la violencia contra las mujeres o el trabajo 
de cuidados no remunerado. 

De igual modo, decenios de abandono de la 
agricultura en las políticas han ido acompañados 
de grandes recortes en los servicios encargados de 
elaborar las estadísticas agrarias.14 En vista de la 
importancia de la agricultura como fuente de empleo 
para las mujeres, especialmente en Asia Meridional 
y el África Subsahariana, la falta de inversión en 

estadísticas agrarias produce enormes lagunas en los 
conocimientos sobre la vida de las mujeres rurales, en 
particular sobre el control de la tierra y otros activos 
productivos y sobre el acceso al crédito y a los servicios 
de extensión. 

Panorama general
La falta de estadísticas de género fiables no puede 
separarse de las cuestiones estructurales más amplias. 
Por ejemplo, cuando no existen fuentes adecuadas 
para la obtención de datos administrativos, la 
determinación del índice de mortalidad materna 
depende sobre todo de los cálculos de los organismos 
internacionales, que están sujetos a unos niveles muy 
elevados de incertidumbre.15  

Sin embargo, el desarrollo de sistemas de registro civil 
y estadísticas vitales, que son necesarios para registrar 
adecuadamente las muertes, requiere inversiones 
que van más allá de los propios sistemas estadísticos: 
se necesitan sistemas de salud que puedan registrar 
adecuadamente la causa exacta de la muerte. 

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), 
en todo el mundo unos 7,6 millones de niñas y niños 
menores de 5 años murieron en 2010, pero menos 
del 2,7% de esas muertes fueron certificadas por un 
médico, tuvieron una causa de muerte asignada por 
profesionales de la salud o quedaron registradas en 
una base de datos oficial. Esta falta de información 
básica afecta seriamente a la capacidad de los países 
para llevar a cabo una planificación y una gestión 
eficaces de la salud.16 

ROMPER EL CÍRCULO VICIOSO: 
UNA AGENDA PARA MEJORAR LAS 
ESTADÍSTICAS DE GÉNERO

En vista de los requisitos de seguimiento de la 
agenda para el desarrollo posterior a 2015, además 
de la aplicación continua de la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
(CEDAW) contra la Mujer y la Plataforma de Acción de 
Beijing, la necesidad de producir más y mejores datos, 
desglosados por sexo, condición socioeconómica, 
ubicación geográfica, raza y origen étnico así como 
otros factores de desventaja, y otros indicadores 
sensibles al género, es ahora mayor que nunca. Los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) propuestos 
y sus metas son mucho más amplios que los ODM, 
por lo que surgen oportunidades significativas para 
mejorar las estadísticas de género. 
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Para colmar las lagunas de los datos de género 
no siempre es necesaria una nueva recopilación 
de datos. Por ejemplo, el anexo 1 utiliza los datos 
existentes de las encuestas a los hogares para 
analizar las características de los hogares pobres y 
arrojar luz sobre los factores que contribuyen a su 
pobreza. El Banco Mundial también ha desarrollado 
el Navegador de Datos de Género, un inventario 
de las preguntas vinculadas al género incluidas en 
las encuestas y cuestionarios de los censos de los 
países de ingresos bajos y medianos; la herramienta 
permite realizar búsquedas, posibilitando que las y los 
investigadores y responsables de la formulación de 
políticas puedan acceder fácilmente a estos datos.17   

Además de hacer un mejor uso de los datos existentes, 
se necesitan medidas urgentes en las siguientes áreas 
para mejorar las estadísticas de género.

Mandatos institucionales sólidos 
Los sistemas estadísticos deben ser más sensibles y 
responsables, y es preciso fortalecer sus mandatos 
institucionales, especialmente en lo que se refiere a la 
igualdad de género. Los compromisos de alto nivel con 
la igualdad de género en las políticas pueden ayudar 
a reforzar sus mandatos y a asegurar una mayor 
rendición de cuentas y sensibilidad. En algunos países 
eso se ha logrado por medio de leyes que exigen el 
desglose de las estadísticas por sexo o la elaboración 
regular de estadísticas de género.

Por ejemplo, en Sudáfrica, la Ley de estadísticas 
de 1999 incluye una disposición que requiere 
que la producción de estadísticas abarque el 
género, las discapacidades y otras características 
socioeconómicas.18 En otros países, la legislación sobre 
igualdad de género incluye disposiciones específicas 
sobre las estadísticas de género. En España, la Ley 
Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres de 2007 incluye disposiciones sobre la 
necesidad de ampliar el tamaño de las muestras, incluir 
sistemáticamente el desglose por sexo e incorporar 
nuevos indicadores para mejorar la medición de la 
igualdad de género.19 Estos requisitos pueden ayudar 
a garantizar que las estadísticas producidas se utilicen 
para aportar información de cara a formular políticas, 
generar demanda y contribuir al diálogo regular entre 
usuarios y productores.

El fortalecimiento de los mandatos de los sistemas 
estadísticos nacionales también implica proteger su 
financiación y su papel único, incluida la protección 

contra la creciente competencia de parte de los 
proveedores privados de datos. En el contexto del 
marco para el desarrollo posterior a 2015 se esperan 
importantes inversiones en capacidad estadística. 
Nuevos actores, incluidos los proveedores privados 
especializados en la recolección de datos, se proponen 
como alternativas más rápidas y económicas a los 
sistemas estadísticos tradicionales. 

Aunque el fomento de la competencia entre diferentes 
proveedores de datos puede ofrecer algunos 
beneficios, la desviación de recursos hacia esos 
actores podría debilitar la capacidad de los sistemas 
estadísticos nacionales. Además, los datos son un 
bien público, por lo que una importante función de 
los sistemas estadísticos nacionales es garantizar el 
respeto del derecho a la información además del 
derecho a la protección de la información personal, y 
estos imperativos pueden colisionar con los objetivos de 
las empresas con fines de lucro.  

Mejor planificación
La mayor parte de la producción estadística responde 
a planes de mediano y largo plazo. En muchos 
países de ingresos bajos, una estrategia nacional 
de desarrollo estadístico ofrece una importante 
oportunidad de mejorar la elaboración de estadísticas 
de género, que deben incorporarse a los planes en las 
fases tempranas.20  

A escala internacional, el Consorcio de Estadísticas 
para el Desarrollo en el Siglo XXI (PARIS21)21 apoya a 
los países para que puedan desarrollar y aplicar sus 
planes respectivos, y desempeña un importante papel, 
al garantizar que las que estadísticas de género tengan 
una fuerte presencia.22 Para mejorar la aplicación de 
estos planes nacionales se necesitan recursos, incluido 
el apoyo de donantes para los países en desarrollo. Ese 
apoyo debe ser coherente, predecible, bien coordinado 
y estar en consonancia con las prioridades de los 
países receptores para garantizar la sostenibilidad y la 
calidad de la producción de datos.23  

Armonización y desarrollo de nuevas 
metodologías
En los últimos años se han elaborado varias guías 
metodológicas sobre la producción de estadísticas de 
género, entre otras las que se refieren al análisis de 
género de los censos, el uso del tiempo y la violencia 
contra las mujeres y las niñas.24 Estos recursos pueden 
mejorar notablemente la producción de estadísticas de 
género.
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En algunos casos se necesita un trabajo metodológico 
nuevo. Pruebas y Cifras para la Igualdad de Género 
(EDGE) es una iniciativa de tres años de duración 
encabezada por la División de Estadística de las 
Naciones Unidas y ONU Mujeres, en colaboración con 
la Organización para la Alimentación y la Agricultura 
de las Naciones Unidas, el Banco Mundial, el Banco 
Asiático de Desarrollo, el Banco Africano de Desarrollo 
y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE). Este proyecto tiene el objetivo 
de ofrecer una plataforma para la recopilación de 
datos internacionales y metadatos que abarquen los 
indicadores básicos en materia de salud, educación 
y empleo, pero también está desarrollando nuevas 
normas y directrices para la medición con perspectiva 
de género de la titularidad de los bienes y las empresas, 
así como planes piloto para la recopilación de datos 
en varios países.25 Una iniciativa similar es Data2X, 
una alianza mundial que tiene el objetivo de llenar las 
lagunas de los datos en cinco áreas: salud, educación, 
oportunidades económicas, participación política y 
seguridad humana.26  

En otras áreas es necesario un trabajo metodológico 
más intenso. Un ejemplo es la medición de las diferencias 
salariales entre mujeres y hombres. Además de la 
dificultad de medir estas brechas para las trabajadoras 
y los trabajadores por cuenta propia, la brecha salarial 
de género bruta y no ajustada , como se presenta 
en el anexo 4, no ofrece suficiente información 
sobre la magnitud ni los factores subyacentes de las 
desigualdades de género en las remuneraciones. Por 
ejemplo, como se destaca en el capítulo 2, la brecha 
salarial entre mujeres y hombres a menudo aumenta 
cuando se tiene en cuenta la educación. Por lo tanto, la 
reducción de las diferencias salariales en algunos países 

puede ser el resultado del aumento de los niveles de 
educación de las mujeres mientras que otras formas de 
discriminación de género no han cambiado. Algunos 
factores específicos al contexto —no solo los diversos 
niveles de educación de las mujeres y los hombres sino 
también los relacionados con el tipo de empleo y con el 
entorno institucional y político— también pueden dificultar 
las comparaciones de la brecha salarial no ajustada 
entre los diferentes países. 

La medición de la voz y la participación de las mujeres 
también requiere trabajo. Las encuestas a hogares 
generalmente incluyen preguntas para las mujeres 
sobre la toma de decisiones en el hogar, que ofrecen 
una valiosa comprensión de la voz e incidencia de 
las mujeres en su vida cotidiana. Sin embargo, la 
participación política de las mujeres se mide hoy en 
día a través del porcentaje de mujeres presentes en los 
parlamentos nacionales, lo que no revela nada acerca 
de la incidencia de la representación de las mujeres en 
las políticas o sobre su capacidad de toma de decisiones 
en otros espacios, incluidos los gobiernos locales o las 
organizaciones de la sociedad civil. 

Como se ha puesto de manifiesto a lo largo de todo 
este informe, los movimientos de mujeres desempeñan 
un papel esencial para catalizar el cambio, de modo 
que es sumamente importante medir la fortaleza y los 
efectos de estos movimientos para comprender la voz 
y la participación de las mujeres. Sin embargo, dado 
que esas mediciones son intrínsecamente cualitativas, 
el desarrollo de indicadores comparables entre países 
resulta difícil. Se necesita una mayor colaboración entre 
oficinas de estadística, investigadores (tanto cuantitativos 
como cualitativos) y la sociedad civil a fin de desarrollar 
mejores indicadores que puedan reflejar los procesos de 
transformación social.
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NOTA A LOS CUADROS

Este documento presenta seis cuadros estadísticos 
con indicadores seleccionados relativos a amplias 
áreas temáticas —pobreza, educación, derecho al 
trabajo, derechos laborales y seguridad social— que 
complementan los datos utilizados en el informe. 
Un cuadro adicional expone el estado actual de las 
ratificaciones de la CEDAW y su Protocolo Facultativo, 
así como las reservas que mantienen diferentes 
Estados miembros con respecto a la Convención.

Fuentes de datos y definición de 
indicadores
Salvo que se especifique otra cosa, los datos utilizados 
para compilar los cuadros del anexo están tomados de 
organismos internacionales que cuentan con el mandato, 
los recursos y los conocimientos especializados necesarios 
para recabar, armonizar y compilar datos nacionales 
para su comparación entre países. Debajo de cada 
cuadro figuran las principales fuentes de indicadores y sus 
definiciones. La fecha límite de actualización utilizada en 
los cuadros para los datos es marzo de 2015.

Discrepancias entre las fuentes de datos 
nacionales e internacionales
En algunos casos, las estimaciones nacionales de un 
indicador difieren de las obtenidas por los organismos 
internacionales y expuestas en los cuadros. Dichas 
discrepancias se deben fundamentalmente a tres 
factores: los procesos de armonización empleados 
para garantizar la comparabilidad de los datos 
entre los distintos países; además, los períodos 
de actualización o revisión de los organismos 
internacionales no siempre coinciden con la publicación 
de datos por parte de los sistemas estadísticos 
nacionales; y, por último, el hecho de que los 
organismos internacionales efectúan estimaciones para 
completar los datos que faltan. Los esfuerzos realizados 
por los organismos internacionales y sus contrapartes 
nacionales para mejorar la coordinación nacional de 
la recogida de datos van dirigidos, en algunos casos, a 
eliminar tales discrepancias.

Agrupaciones y agregados regionales
Las agrupaciones regionales están basadas en las 
clasificaciones regionales de ONU Mujeres (véase 
el anexo 7) y los datos se presentan por región en 

orden alfabético. Siempre que resulta posible, los 
cuadros presentan promedios regionales y mundiales 
ponderados según la población para los diferentes 
indicadores. Normalmente se presenta un promedio 
cuando se dispone de datos para, al menos, un 50% 
de los países de una región, o cuando dichos países 
representen en torno a dos tercios de la población de la 
región correspondiente. 

Símbolos
Se utilizan en los cuadros los símbolos siguientes:  
“..” Se utiliza cuando no hay datos disponibles. 
“—” Hace referencia a casos en los que la información 
no es aplicable.  
0 o 0,0 significa que el dato es nulo o despreciable. 
En el caso de la “Duración mínima de la licencia de 
paternidad” (cuadro 3), “0” denota la ausencia de 
licencia de paternidad.

DESCRIPCIÓN DE LOS CUADROS DEL 
ANEXO

1. Perfil de los hogares más pobres 

El cuadro se centra en el 20% de los hogares más 
pobres. Analiza la composición de dichos hogares 
desde el punto de vista del género y compara la 
situación de las mujeres y los hombres en ellos en 
términos de educación, empleo y pobreza. El cuadro 
presenta el máximo nivel educativo alcanzado por 
sexo, situación laboral en los 12 meses anteriores y 
nivel de ingresos por sexo. Se utiliza el número de 
mujeres por cada 100 hombres en los hogares más 
pobres para medir el mayor riesgo de pobreza al que 
están expuestas las mujeres. Además, la proporción de 
hogares integrados exclusivamente por mujeres sobre 
el total de los hogares más pobres evalúa si los hogares 
formados únicamente por mujeres (aquellos en los 
que no hay hombres adultos) están excesivamente 
representados entre el 20% de los hogares más pobres.  

2. Realización del derecho a la educación

El cuadro contiene indicadores referentes a la 
participación en la educación preprimaria, el promedio 
de años de escolarización de las mujeres y los hombres 
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de 25 o más años, la finalización de estudios superiores 
según el campo de estudio, un indicador indirecto de 
la calidad de la educación en las escuelas primarias y 
secundarias (ratio alumnos/profesor) y el gasto público 
en educación expresado como porcentaje del producto 
interno bruto (PIB).  

3. Los derechos en el trabajo: leyes, políticas y 
condiciones laborales

Este cuadro pretende analizar en qué medida el 
entorno jurídico favorece que las mujeres y los 
hombres participen en el mercado laboral en pie de 
igualdad y sin sufrir acoso sexual. El cuadro presenta 
los indicadores siguientes: existencia de leyes que 
establezcan el principio de salario igual por trabajo 
de igual valor, y que prohíban la discriminación en la 
contratación por razón de género y el acoso sexual; la 
duración de la licencia de maternidad remunerada y 
la proporción de los ingresos percibida durante dicha 
licencia; la duración de la licencia de paternidad y 
si esta es remunerada o no; y el tiempo dedicado al 
trabajo doméstico y de cuidados no remunerado y al 
trabajo remunerado por parte de mujeres y hombres. 

4. Derecho al trabajo: oportunidades y limitaciones 

El cuadro refleja las oportunidades y las limitaciones 
que existen para la participación de las mujeres y 
los hombres en el mercado laboral. Presenta dos 
indicadores (para 1991 y 2013) referentes a la tasa de 
actividad de las mujeres y los hombres a fin de evaluar 
los avances logrados; un indicador para la tasa de 
paro de la población activa de 15 o más años así como 
de la población activa juvenil (de 15 a 24 años), que 
tiende a sufrir el problema del desempleo de forma 
desproporcionada; y el porcentaje de mujeres en 
determinadas ocupaciones seleccionadas. El cuadro 
expone asimismo indicadores sobre el desempleo en el 
sector informal no agrícola por sexo y sobre las brechas 
salariales de género con objeto de captar la calidad del 
trabajo.

5. Derecho a seguridad social 

El cuadro contiene indicadores sobre tres 
componentes de la seguridad social: la contribución 
activa de las personas a un régimen de seguridad 
social mientras trabajan; el acceso a la seguridad 
social en la vejez y la idoneidad del nivel de las 
prestaciones en relación con la línea de pobreza 
definida a nivel internacional; y el gasto en seguridad 
social y servicios de salud. Presenta indicadores sobre 
la proporción de mujeres y hombres que forman 
parte de la población en edad de trabajar y realizan 
aportaciones a un plan de pensiones; el porcentaje 
de mujeres y hombres que han cumplido la edad 
legalmente establecida para cobrar una pensión y 
perciben una pensión de vejez; el porcentaje que 
representa la pensión de vejez no contributiva sobre 
la línea de pobreza, establecida en 1,25 dólares de 
los Estados Unidos al día (en términos PPA); el gasto 
público en concepto de seguridad social, expresado 
como porcentaje del PIB; el gasto público en salud 
(como porcentaje del PIB y per cápita); el gasto de 
los hogares en concepto de copago como porcentaje 
del gasto total en salud; y la densidad de personal 
sanitario (definida como el número de médicos, 
enfermeras/enfermeros y parteras por cada 1.000 
personas).

6. Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)

La Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó 
la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer en 1979, 
en su resolución A/RES/34/180. La ratificación de 
la Convención por parte de los Estados miembros 
refleja su compromiso de respetar los derechos 
humanos de las mujeres y las niñas. El cuadro 
presenta información actualizada sobre los Estados 
partes en la CEDAW y si un país que ha ratificado 
la Convención ha impuesto reservas sobre ámbitos 
clave de esta.  
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POBREZAb NIVEL EDUCATIVOb

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Número de 
mujeres por 

cada 100 
hombres en los 
hogares más 

pobresa

Número de 
hogares 

integrados 
exclusivamente 

por mujeres 
por cada 100 

de los hogares 
más pobresc

Mujeres Hombres 

Proporción % sin 
estudios

% solo con 
estudios 

primarios

% con 
educación 
secundaria 
o superior

% sin 
estudios

% solo con 
estudios 

primarios

% con 
educación 
secundaria 
o superior

Europa Central y Oriental y Asia Central
ALB Albania 105 110 3.0 82.7 14.3 1.8 73.5 24.5
ARM Armenia 94 97 0.5 9.2 90.3 0.5 16.9 82.6
AZE Azerbaiyán 104 97 3.1 3.5 93.4 1.1 1.8 97.1

BLR Belarús 83 103 0.0 0.0 100.0 0.0 0.0 99.0
BIH Bosnia y Herzegovina 92 171 5.0 59.0 36.0 2.0 42.0 56.0
BGR Bulgaria .. .. .. .. .. .. .. ..
HRV Croacia .. .. .. .. .. .. .. ..
CYP Chipre .. .. .. .. .. .. .. ..
CZE República Checa .. .. .. .. .. .. .. ..
EST Estonia .. .. .. .. .. .. .. ..
GEO Georgia .. .. .. .. .. .. .. ..
HUN Hungría .. .. .. .. .. .. .. ..
KAZ Kazajstán 87 65 1.0 0.0 99.0 1.0 0.0 99.0
KGZ Kirguistán 91 47 0.4 0.5 99.1 0.4 0.1 99.5  
LVA Letonia .. .. .. .. .. .. .. ..
LTU Lituania .. .. .. .. .. .. .. ..
MNE Montenegro 81 88 4.0 42.0 54.0 1.0 30.0 69.0
POL Polonia .. .. .. .. .. .. .. ..
MDA República de Moldova 93 86 0.8 1.1 98.0 1.1 1.8 97.1
ROU Rumania .. .. .. .. .. .. .. ..
RUS Federación de Rusia .. .. .. .. .. .. .. ..
SRB Serbia 77 121 4.0 44.0 52.0 2.0 37.0 60.0
SVK República Eslovaca .. .. .. .. .. .. .. ..
SVN Eslovenia .. .. .. .. .. .. .. ..
TJK Tayikistán 105 83 5.2 5.2 89.6 1.9 2.9 95.1
MKD Ex Rep. Yug. de 

Macedonia
.. .. .. .. .. .. .. ..

TUR Turquía 99 144 45.7 47.9 6.4 13.2 65.1 20.8
TKM Turkmenistán .. .. .. .. .. .. .. ..
UKR Ucrania 90 124 0.3 0.5 99.3 0.5 0.5 99.1
UZB Uzbekistán 96 53 0.0 0.0 100.0 0.0 0.0 100.0
Asia Oriental y el Pacífico
BRN Brunei Darussalam .. .. .. .. .. .. .. ..
KHM Camboya 106 131 38.6 55.1 6.0 25.0 56.1 18.0
CHN China .. .. .. .. .. .. .. ..
PRK República Popular 

Democrática de 
Corea

.. .. .. .. .. .. .. ..

FJI Fiji .. .. .. .. .. .. .. ..
HKG RAE de Hong Kong .. .. .. .. .. .. .. ..
IDN Indonesia 101 125 15.8 59.1 24.9 7.9 58.1 33.8
KIR Kiribati .. .. .. .. .. .. .. ..

ANEXO 1:  
PERFIL DE LAS MUJERES Y LOS HOMBRES QUE VIVEN EN LOS HOGARES 
MÁS POBRES
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TIPO DE EMPLEOd
COMPARACIÓN ENTRE LOS 
INGRESOS DE LAS MUJERES 
Y LOS DE SUS CÓNYUGESd

Mujeres Hombres Superiores Inferiores

Acerca 
del mismo 

que el 
cónyuge CÓDIGO   

ISO DE   
PAÍSΨ

% sin 
empleo

% con 
empleo no 

remunerado

% con empleo 
remunerado (sea en 

efectivo, en efectivo y en 
especie o solo en especie)

% sin 
empleo

% con 
empleo no 

remunerado

% con empleo 
remunerado (sea en 

efectivo, en efectivo y en 
especie o solo en especie)

 (%)

Europa Central y Oriental y Asia Central
61.0 26.8 12.2 9.7 33.5 56.8 12.9 46.6 18.0 ALB
65.8 8.1 26.1 13.4 9.9 76.7 6.7 55.5 28.0 ARM
79.3 3.5 17.2 15.2 11.9 72.9 13.9 44.0 31.1 AZE

.. .. .. .. .. .. .. .. .. BLR

.. .. .. .. .. .. .. .. .. BIH

.. .. .. .. .. .. .. .. .. BGR

.. .. .. .. .. .. .. .. .. HRV

.. .. .. .. .. .. .. .. .. CYP

.. .. .. .. .. .. .. .. .. CZE

.. .. .. .. .. .. .. .. .. EST

.. .. .. .. .. .. .. .. .. GEO

.. .. .. .. .. .. .. .. .. HUN

.. .. .. .. .. .. .. .. .. KAZ
69.8 2.9 27.3 13.1 10.9 76.0 9.7 44.7 41.3 KGZ

.. .. .. .. .. .. .. .. .. LVA

.. .. .. .. .. .. .. .. .. LTU

.. .. .. .. .. .. .. .. .. MNE

.. .. .. .. .. .. .. .. .. POL
42.6 5.2 52.2 29.4 1.3 69.3 .. .. .. MDA

.. .. .. .. .. .. .. .. .. ROU

.. .. .. .. .. .. .. .. .. RUS

.. .. .. .. .. .. .. .. .. SRB

.. .. .. .. .. .. .. .. .. SVK

.. .. .. .. .. .. .. .. .. SVN
55.7 12.3 32.0 .. .. .. 8.8 67.8 13.7 TJK

.. .. .. .. .. .. .. .. .. MKD

44.3 32.1 23.6 .. .. .. .. .. .. TUR
.. .. .. .. .. .. .. .. .. TKM

31.4 2.5 66.1 13.6 3.4 83.0 17.9 58.3 20.4 UKR
.. .. .. .. .. .. .. .. .. UZB

Asia Oriental y el Pacífico
.. .. .. .. .. .. .. .. .. BRN

9.8 3.5 86.7 2.2 2.8 95.0 10.3 57.5 31.1 KHM
.. .. .. .. .. .. .. .. .. CHN
.. .. .. .. .. .. .. .. .. PRK

.. .. .. .. .. .. .. .. .. FJI

.. .. .. .. .. .. .. .. .. HKG
30.4 27.9 41.7 1.1 11.9 87.0 11.1 60.3 23.1 IDN

.. .. .. .. .. .. .. .. .. KIR
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POBREZAb NIVEL EDUCATIVOb

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Número de 
mujeres por 

cada 100 
hombres en los 
hogares más 

pobresa

Número de 
hogares 

integrados 
exclusivamente 

por mujeres 
por cada 100 

de los hogares 
más pobresc

Mujeres Hombres 

Proporción % sin 
estudios

% solo con 
estudios 

primarios

% con 
educación 
secundaria 
o superior

% sin 
estudios

% solo con 
estudios 

primarios

% con 
educación 
secundaria 
o superior

LAO RDP Lao .. .. .. .. .. .. .. ..
MYS Malasia .. .. .. .. .. .. .. ..
MHL Islas Marshall .. .. .. .. .. .. .. ..
FSM Micronesia (Estados 

Federados de)
.. .. .. .. .. .. .. ..

MNG Mongolia 88 71 .. .. .. .. .. ..
MMR Myanmar 97 93 41.9 49.1e 90.3 26.9 55.8e 17.3
NRU Nauru .. .. .. .. .. .. .. ..
PLW Palau .. .. .. .. .. .. .. ..
PNG Papua Nueva Guinea .. .. .. .. .. .. .. ..
PHL Filipinas 89 76 7.4 48.8 43.8 6.2 60.2 33.6
KOR República de Corea .. .. .. .. .. .. .. ..
WSM Samoa .. .. .. .. .. .. .. ..
SGP Singapur .. .. .. .. .. .. .. ..
SLB Islas Salomón .. .. .. .. .. .. .. ..
THA Tailandia 93 101 12.0 77.0 11.0 7.0 76.0 17.0
TLS Timor-Leste 106 135 64.3 23.9 11.9 48.1 29.2 22.7
TON Tonga .. .. .. .. .. .. .. ..
TUV Tuvalu .. .. .. .. .. .. .. ..
VUT Vanuatu 106 157 26.0 67.0 7.0 18.0 70.0 11.0
VNM Viet Nam 95 89 28.1 43.7 28.2 16.8 43.9 39.3
Oriente Medio y Norte de África
DZA Argelia .. .. .. .. .. .. .. ..
BHR Bahrein .. .. .. .. .. .. .. ..
EGY Egipto 100 121 68.5 13.2 18.3 36.2 19.9 43.9
IRQ Iraq 105 136 51.0 40.0 9.0 24.0 47.0 29.0
JOR Jordania 100 146 12.7 16.8 70.4 3.9 16.2 79.9
KWT Kuwait .. .. .. .. .. .. .. ..
LBN Líbano 108 161 12.0 75.0 13.0 8.0 76.0 16.0
LBY Libia .. .. .. .. .. .. .. ..
MAR Marruecos 102 113 91.7 6.8 1.5 64.4 24.8 10.6
OMN Omán .. .. .. .. .. .. .. ..
QAT Qatar .. .. .. .. .. .. .. ..
SAU Arabia Saudita .. .. .. .. .. .. .. ..
PSE Estado de Palestina 106 157 9.7 64.0f 26.3 4.0 69.5f 26.5
SYR República Árabe Siria .. .. .. .. .. .. .. ..
TUN Túnez 107 133 51.0 33.0 17.0 16.0 50.0 34.0
ARE Emiratos Árabes 

Unidos
.. .. .. .. .. .. .. ..

YEM Yemen 102 141 93.0 7.0 1.0 42.0 42.0 16.0
Asia Meridional
AFG Afganistán 99 128 98.0 2.0 1.0 79.0 9.0 12.0
BGD Bangladesh 103 132 58.5 31.3 10.2 56.3 32.1 11.6

ANEXO 1:  

PERFIL DE LAS MUJERES Y LOS HOMBRES QUE VIVEN EN LOS HOGARES 
MÁS POBRES
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TIPO DE EMPLEOd
COMPARACIÓN ENTRE LOS 
INGRESOS DE LAS MUJERES 
Y LOS DE SUS CÓNYUGESd

Mujeres Hombres Superiores Inferiores

Acerca 
del mismo 

que el 
cónyuge CÓDIGO   

ISO DE   
PAÍSΨ

% sin 
empleo

% con 
empleo no 

remunerado

% con empleo 
remunerado (sea en 

efectivo, en efectivo y en 
especie o solo en especie)

% sin 
empleo

% con 
empleo no 

remunerado

% con empleo 
remunerado (sea en 

efectivo, en efectivo y en 
especie o solo en especie)

 (%)

.. .. .. .. .. .. .. .. .. LAO

.. .. .. .. .. .. .. .. .. MYS

.. .. .. .. .. .. .. .. .. MHL

.. .. .. .. .. .. .. .. .. FSM

.. .. .. .. .. .. .. .. .. MNG

.. .. .. .. .. .. .. .. .. MMR

.. .. .. .. .. .. .. .. .. NRU

.. .. .. .. .. .. .. .. .. PLW

.. .. .. .. .. .. .. .. .. PNG
41.9 10.2 47.9 .. .. .. 14.0 67.0 17.8 PHL

.. .. .. .. .. .. .. .. .. KOR

.. .. .. .. .. .. .. .. .. WSM

.. .. .. .. .. .. .. .. .. SGP

.. .. .. .. .. .. .. .. .. SLB

.. .. .. .. .. .. .. .. .. THA
45.9 50.2 3.9 3.2 87.6 9.2 11.2 29.1 34.8 TLS

.. .. .. .. .. .. .. .. .. TON

.. .. .. .. .. .. .. .. .. TUV

.. .. .. .. .. .. .. .. .. VUT
5.5 .. .. .. .. .. .. .. .. VNM

Oriente Medio y Norte de África
.. .. .. .. .. .. .. .. .. DZA
.. .. .. .. .. .. .. .. .. BHR

88.6 3.0 8.4 .. .. .. 5.4 54.4 18.9 EGY
.. .. .. .. .. .. .. .. .. IRQ
.. .. .. .. .. .. 10.4 48.6 12.7 JOR
.. .. .. .. .. .. .. .. .. KWT
.. .. .. .. .. .. .. .. .. LBN
.. .. .. .. .. .. .. .. .. LBY

76.3 11.8 11.9 .. .. .. .. .. .. MAR
.. .. .. .. .. .. .. .. .. OMN
.. .. .. .. .. .. .. .. .. QAT
.. .. .. .. .. .. .. .. .. SAU
.. .. .. .. .. .. .. .. .. PSE
.. .. .. .. .. .. .. .. .. SYR
.. .. .. .. .. .. .. .. .. TUN
.. .. .. .. .. .. .. .. .. ARE

.. .. .. .. .. .. .. .. .. YEM
Asia Meridional

.. .. .. .. .. .. .. .. .. AFG
80.8 0.2 19.0 0.4 .. .. .. .. .. BGD
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POBREZAb NIVEL EDUCATIVOb

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Número de 
mujeres por 

cada 100 
hombres en los 
hogares más 

pobresa

Número de 
hogares 

integrados 
exclusivamente 

por mujeres 
por cada 100 

de los hogares 
más pobresc

Mujeres Hombres 

Proporción % sin 
estudios

% solo con 
estudios 

primarios

% con 
educación 
secundaria 
o superior

% sin 
estudios

% solo con 
estudios 

primarios

% con 
educación 
secundaria 
o superior

BTN Bhután 100 106 92.0 5.0 3.0 75.0 17.0 8.0
IND India 109 152 84.7 9.4 5.9 54.5 21.3 24.0
IRN Irán (República Islámica 

del)
.. .. .. .. .. .. .. ..

MDV Maldivas 109 147 43.3 33.8 21.8 43.1 30.1 21.5
NPL Nepal 105 117 80.0 14.0 5.9 46.2 32.3 21.6
PAK Pakistán 97 117 93.2 4.9 1.9 61.5 19.6 18.9
LKA Sri Lanka .. .. .. .. .. .. .. ..
África Subsahariana
AGO Angola .. .. .. .. .. .. .. ..
BEN Benin 111 118 93.9 4.8 1.3 75.6 17.2 6.6
BWA Botswana .. .. .. .. .. .. .. ..
BFA Burkina Faso 116 141 96.1 3.5 0.4 90.7 7.8 1.4
BDI Burundi 125 152 72.0 26.3 1.2 59.3 35.7 4.3
CPV Cabo Verde .. .. .. .. .. .. .. ..
CMR Camerún 115 99 72.9 24.8 2.3 42.2 42.3 15.5
CAF República 

Centroafricana
106 134 65.0 33.0 2.0 24.0 62.0 14.0

TCD Chad 117 153 98.3 1.7 0.0 94.6 5.3 0.1
COM Comoras 102 113 77.5 13.0 9.5 48.8 26.9 24.3
COG Congo .. .. .. .. .. .. .. ..
CIV Côte d’Ivoire 99 125 78.6 19.1 2.3 56.7 31.2 12.1
COD República Democrática 

del Congo
117 139 34.9 49.4 15.6 10.7 36.1 53.2

DJI Djibouti .. .. .. .. .. .. .. ..
GNQ Guinea Ecuatorial 105 105 36.0 47.0 17.0 15.0 34.0 51.0
ERI Eritrea .. .. .. .. .. .. .. ..
ETH Etiopía 109 119 87.0 12.5 0.5 61.4 36.4 2.2
GAB Gabón 118 125 10.4 53.1 36.2 6.9 35.5 56.7
GMB Gambia .. .. .. .. .. .. .. ..
GHA Ghana 98 75 73.4 15.3 11.3 54.7 18.1 27.2
GIN Guinea 107 105 93.9 4.9 1.2 80.3 10.6 9.1
GNB Guinea Bissau .. .. .. .. .. .. .. ..
KEN Kenya 115 118 41.1 52.7 6.2 23.3 61.2 15.5
LSO Lesoto 87 93 5.4 78.5 14.3 40.4 52.5 6.5
LBR Liberia 101 99 73.2 20.5 6.3 36.2 29.9 33.9
MDG Madagascar 108 115 50.6 44.8 3.9 42.3 48.8 6.9
MWI Malawi 125 149 36.6 60.5 2.9 21.7 68.8 9.4
MLI Malí 107 115 94.1 4.8 1.0 87.5 9.6 2.7
MRT Mauritania 104 109 .. .. .. .. .. ..
MUS Mauricio .. .. .. .. .. .. .. ..
MOZ Mozambique 108 108 55.0 44.6 0.4 27.6 67.1 4.1
NAM Namibia 115 125 18.6 44.3 37.0 23.2 39.0 36.6
NER Níger 109 139 94.7 4.7 0.6 90.3 7.8 1.9

ANEXO 1:  

PERFIL DE LAS MUJERES Y LOS HOMBRES QUE VIVEN EN LOS HOGARES 
MÁS POBRES
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TIPO DE EMPLEOd
COMPARACIÓN ENTRE LOS 
INGRESOS DE LAS MUJERES 
Y LOS DE SUS CÓNYUGESd

Mujeres Hombres Superiores Inferiores

Acerca 
del mismo 

que el 
cónyuge CÓDIGO   

ISO DE   
PAÍSΨ

% sin 
empleo

% con 
empleo no 

remunerado

% con empleo 
remunerado (sea en 

efectivo, en efectivo y en 
especie o solo en especie)

% sin 
empleo

% con 
empleo no 

remunerado

% con empleo 
remunerado (sea en 

efectivo, en efectivo y en 
especie o solo en especie)

 (%)

.. .. .. .. .. .. .. .. .. BTN
34.9 13.7 51.4 1.5 6.0 92.5 8.4 74.8 10.4 IND

.. .. .. .. .. .. .. .. .. IRN

50.3 1.9 47.8 3.5 0.0 96.5 10.8 78.3 6.3 MDV
5.6 75.4 19.0 0.6 31.2 68.2 8.3 79.9 5.2 NPL

48.5 6.8 44.7 1.4 0.1 98.5 5.1 82.4 9.1 PAK
.. .. .. .. .. .. .. .. .. LKA

África Subsahariana
.. .. .. .. .. .. .. .. .. AGO

32.9 17.2 49.9 6.9 22.0 71.1 5.5 66.3 5.9 BEN
.. .. .. .. .. .. .. .. .. BWA

19.4 32.7 47.9 0.2 25.7 74.1 4.8 91.8 2.2 BFA
6.3 74.3 19.4 2.2 60.1 37.7 10.6 68.3 15.8 BDI
.. .. .. .. .. .. .. .. .. CPV

20.0 10.4 69.6 3.0 5.5 91.5 6.8 75.7 9.5 CMR
.. .. .. .. .. .. .. .. .. CAF

13.0 28.9 58.1 2.5 .. .. .. .. .. TCD
55.7 15.0 29.3 16.5 16.0 67.5 36.1 56.0 4.50 COM

.. .. .. .. .. .. .. .. .. COG
19.1 17.5 63.4 1.3 17.3 81.4 4.9 78.3 3.60 CIV
15.3 3.1 81.6 6.3 5.0 88.7 8.1 72.3 17.0 COD

.. .. .. .. .. .. .. .. .. DJI

.. .. .. .. .. .. .. .. .. GNQ

.. .. .. .. .. .. .. .. .. ERI
41.8 21.5 36.7 1.3 15.9 82.8 9.3 66.7 20.1 ETH
43.0 15.0 42.0 16.0 12.3 71.7 11.3 67.7 9.0 GAB

.. .. .. .. .. .. .. .. .. GMB
7.1 17.7 75.2 3.5 28.2 68.3 8.0 71.3 9.7 GHA
9.3 42.7 48.0 3.5 32.4 64.1 12.2 80.6 6.0 GIN
.. .. .. .. .. .. .. .. .. GNB

40.1 21.4 38.5 4.1 31.9 64.0 15.2 60.0 14.8 KEN
53.0 24.6 22.4 .. .. .. 17.7 54.1 10.5 LSO
30.0 31.8 38.2 6.3 35.6 58.1 9.0 57.8 27.3 LBR
3.2 13.5 83.3 0.3 14.1 85.6 4.2 41.1 47.8 MDG

20.0 36.5 43.5 3.4 37.9 58.7 8.0 72.0 15.1 MWI
52.5 19.2 28.3 0.8 43.5 55.7 5.2 85.1 5.3 MLI

.. .. .. .. .. .. .. .. .. MRT

.. .. .. .. .. .. .. .. .. MUS
45.0 30.1 24.9 2.7 41.2 56.1 7.0 66.7 18.1 MOZ
70.7 5.8 23.5 43.8 4.1 52.1 6.3 67.9 2.0 NAM
77.9 1.5 20.6 2.6 44.4 53.0 5.7 81.0 3.1 NER
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POBREZAb NIVEL EDUCATIVOb

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Número de 
mujeres por 

cada 100 
hombres en los 
hogares más 

pobresa

Número de 
hogares 

integrados 
exclusivamente 

por mujeres 
por cada 100 

de los hogares 
más pobresc

Mujeres Hombres 

Proporción % sin 
estudios

% solo con 
estudios 

primarios

% con 
educación 
secundaria 
o superior

% sin 
estudios

% solo con 
estudios 

primarios

% con 
educación 
secundaria 
o superior

NGA Nigeria 113 82 88.3 9.1 2.5 73.2 15.3 11.5
RWA Rwanda 125 147 36.3 61.7 2.0 27.8 68.9 3.3
STP Santo Tomé y 

Príncipe
93 115 20.7 71.4 7.9 5.3 76.2 18.5

SEN Senegal 104 90 90.8 6.9 2.1 83.9 9.2 6.0
SYC Seychelles .. .. .. .. .. .. .. ..
SLE Sierra Leona 103 103 85.5 9.5 4.9 75.1 11.5 13.3
SOM Somalia 96 107 .. .. .. .. .. ..
ZAF Sudáfrica .. .. .. .. .. .. .. ..
SSD Sudán del Sur .. .. .. .. .. .. .. ..
SDN Sudán 113 147 84.6 12.5 2.9g 60.6 29.4 10.0g

SWZ Swazilandia 112 115 27.6 47.7 24.7 30.1 49.1 20.8
TGO Togo 109 107 73.0 23.0 4.0 42.0 39.0 19.0
UGA Uganda 108 111 38.7 58.0 3.3 19.7 0.0 13.9
TZA Tanzanía (Rep. Unida 

de)
112 132 48.5 50.5 1.0 29.6 67.6 2.8

ZMB Zambia 97 84 24.2 67.8 7.9 11.5 68.1 20.3
ZWE Zimbabwe 113 110 14.6 51.8 32.8 5.9 46.2 46.5

Fuente:          
Columnas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 12: Cálculos de ONU Mujeres basados en los datos más recientes disponibles de las encuestas demográficas y de salud y de las encuestas a base de indicadores múltiples.
Columnas 10, 11, 13, 14, 15, 16 y 17: Elaboración especial de tablas de ICF International para ONU Mujeres.

ANEXO 1:  

PERFIL DE LAS MUJERES Y LOS HOMBRES QUE VIVEN EN LOS HOGARES 
MÁS POBRES
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TIPO DE EMPLEOd
COMPARACIÓN ENTRE LOS 
INGRESOS DE LAS MUJERES 
Y LOS DE SUS CÓNYUGESd

Mujeres Hombres Superiores Inferiores

Acerca 
del mismo 

que el 
cónyuge CÓDIGO   

ISO DE   
PAÍSΨ

% sin 
empleo

% con 
empleo no 

remunerado

% con empleo 
remunerado (sea en 

efectivo, en efectivo y en 
especie o solo en especie)

% sin 
empleo

% con 
empleo no 

remunerado

% con empleo 
remunerado (sea en 

efectivo, en efectivo y en 
especie o solo en especie)

 (%)

38.3 5.6 56.1 4.1 17.1 78.8 2.2 93.2 1.9 NGA
10.0 12.8 77.2 1.2 22.2 76.6 9.3 58.5 23.4 RWA
31.7 3.0 65.3 0.4 5.0 94.6 2.8 76.1 5.8 STP

34.2 25.3 40.5 .. .. .. 3.8 92.6 1.5 SEN
.. .. .. .. .. .. .. .. .. SYC

10.2 53.9 35.9 2.9 46.7 50.4 5.0 84.9 7.1 SLE
.. .. .. .. .. .. .. .. .. SOM
.. .. .. .. .. .. .. .. .. ZAF
.. .. .. .. .. .. .. .. .. SSD
.. .. .. .. .. .. .. .. .. SDN

58.2 3.4 38.4 41.6 4.7 53.7 6.7 57.8 2.9 SWZ
.. .. .. .. .. .. .. .. .. TGO

19.8 30.7 49.5 1.7 24.9 73.4 10.5 69.1 13.6 UGA
9.0 63.9 27.1 2.7 39.1 58.2 7.0 64.7 21.1 TZA

31.8 36.6 31.6 3.7 36.2 60.1 8.8 65.3 19.6 ZMB
67.1 1.3 31.6 35.6 10.3 54.1 12.2 54.7 24.3 ZWE

Notas:
“..” indica que no hay datos disponibles. 
Ψ. El código ISO de país hace referencia a la norma de tres letras publicada por la Organización Internacional de Normalización y utilizada para la representación de los nombres de los países.  
a. Este indicador se calcula del siguiente modo: ∑(mujeres que viven en hogares pobres)⁄(∑(hombres que viven en hogares pobres)/∑(mujeres que viven en el total de hogares)⁄(∑(hombres que 

viven en el total de hogares). Un valor superior a 103 indica que las mujeres están excesivamente representadas en el quintil más pobre. Un valor inferior a 97 indica que los hombres están 
excesivamente representados en el quintil más pobre. Los valores situados entre 97 y 103 indican la existencia de paridad. La expresión “hogares más pobres” se refiere a los hogares situados en 
el tramo que representa el 20% inferior, utilizando como escala el índice de riqueza de las encuestas demográficas y de salud (DHS) y en las encuestas a base de indicadores múltiples (MICS).

b. Los datos se refieren a las mujeres y los hombres con edades comprendidas entre los 20 y los 59 años.
c. Este indicador se calcula del siguiente modo: (∑(hogares integrados únicamente por mujeres, pertenecientes al quintil inferior)⁄(∑(total de los hogares pertenecientes al quintil inferior))/(∑(todos 

los hogares integrados únicamente por mujeres)⁄(∑(todos los hogares)). La expresión “hogar integrado únicamente por mujeres” hace referencia a hogares en los que no viven hombres 
adultos. El indicador representa la probabilidad de que los hogares integrados únicamente por mujeres se encuentren entre los más pobres. Un valor superior a 103 indica que los hogares 
integrados únicamente por mujeres están excesivamente representados en el quintil más pobre. Un valor inferior a 97 indica que los hogares integrados únicamente por mujeres están muy poco 
representados en el quintil más pobre. Los valores situados entre 97 y 103 indican que el porcentaje de hogares formados exclusivamente por mujeres en el quintil más pobre es proporcional 
al porcentaje que representan en el conjunto de la muestra. La expresión “hogares más pobres” se refiere a los hogares situados en el tramo que representa el 20% inferior, utilizando como 
escala el índice de riqueza de las encuestas demográficas y de salud (DHS) y en las encuestas a base de indicadores múltiples (MICS).

d. Los datos se refieren a la población con edades comprendidas entre 20 y 49 años.
e. La educación primaria incluye los estudios normalizados y los no normalizados.
f. La educación primaria incluye los niveles semianalfabeto, elemental y preparatorio.
g. No incluye las khalwa.

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   257 6/12/15   2:23 PM



EDUCACIÓN PREPRIMARIAa ESCOLARIZACIÓN

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Edad oficialж
Matriculación neta en la educación 

preprimaria,  
2005-2014

Promedio de años de escolarización de la 
población de 25 años o más,  

2010

2014

Mujeres Hombres Mujeres Hombres

(% de la población en edad de cursar 
educación preprimaria) (% de las personas de 25 o más años)

Europa Central y Oriental y Asia Central
ALB Albania 3-5 65.7 64.7 9.6 10.2
ARM Armenia 3-5 .. .. 10.8 10.9
AZE Azerbaiyán 3-5 20.9c 21.1c .. ..
BLR Belarús 3-5 97.7 99.8 .. ..
BIH Bosnia y Herzegovina 3-5 .. .. 6.3b, d 8.2b, d

BGR Bulgaria 3-6 82.3 83.0 11.4 11.3
HRV Croacia 3-6 62.1 63.9 11.0 11.9
CYP Chipre 3-5 69.1c 69.3c 10.8 11.5
CZE República Checa 3-5 .. .. 13.0 13.3
EST Estonia 3-6 91.0 93.6 12.7 12.2
GEO Georgia 3-5 47.3 39.7 .. ..
HUN Hungría 3-6 84 85.2 12.1 12.2
KAZ Kazajstán 3-6 57.9 58.0 11.3 11.5
KGZ Kirguistán 3-6 21.0 20.6 11.0 11.2  
LVA Letonia 3-6 90.1 90.8 10.5 10.5
LTU Lituania 3-6 74.7 76.1 11.0 11.1
MNE Montenegro 3-5 44.5 45.4 .. ..
POL Polonia 3-6 75.7 76.1 11.3 11.5
MDA República de Moldova 3-6 79.9c 81.3c 10.5 10.8
ROU Rumania 3-6 76.6 75.4 10.5 11.2
RUS Federación de Rusia 3-6 73.8 74.1 11.6 11.8
SRB Serbia 3-6 58.4c 58.0c 10.5 11.4
SVK República Eslovaca 3-5 .. .. 13.0 13.2
SVN Eslovenia 3-5 91.9 92.6 12.1 12.2
TJK Tayikistán 3-6 6.2 7.5 10.8 11.0
MKD Ex Rep. Yug. de Macedonia 3-5 25.9 24.8 .. ..
TUR Turquía 3-5 30.1 31.1 5.7 7.5
TKM Turkmenistán 3-6 .. .. .. ..
UKR Ucrania 3-5 .. .. 11.3 11.4
UZB Uzbekistán 3-6 19.5 19.4 .. ..
Regiones desarrolladas
AND Andorra 3-5 .. .. .. ..
AUS Australia 4 50.6 51.4 11.8 11.6
AUT Austria 3-5 .. .. 9.0 10.9
BEL Bélgica 3-5 99.4 99.4 10.5 11.0
CAN Canadá 4-5 71.2 70.7 12.6 12.5
DNK Dinamarca 3-5 97.9 99.2 11.3 11.7
FIN Finlandia 3-6 70.2 70.0 10.2 10.2
FRA Francia 3-5 99.5 99.8 10.4 10.9
DEU Alemania 3-5 .. .. 12.3 13.1
GRC Grecia 4-5 76.0 74.8 10.0 10.7
ISL Islandia 3-5 96.0 98.0 10.8 10.4
IRL Irlanda 3-4 52.0 51.5 12.3 12.0
ISR Israel 3-5 97.3 96.6 12.7 12.8
ITA Italia 3-5 92.1 93.9 9.2 9.8

ANEXO 2:  

REALIZACIÓN DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN
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CAMPO DE ESTUDIOS DE LOS ALUMNOS QUE REALIZAN ESTUDIOS SUPERIORES 
(ÁREAS DE ESTUDIO SELECCIONADAS)a RECURSOS DEL SISTEMA EDUCATIVOa

Ingeniería, fabricación y 
construcción,  

2006-2013

Humanidades y 
disciplinas artísticas,                         

2006-2013

Ciencias,  
2006-2013

Proporción               
alumnos/profesor,             

2006-2014

Gasto público 
en educación, 

2005-2014 CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨMujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres Primario Secundario

(% del PIB)
(% del total de estudiantes) (Proporción)

Europa Central y Oriental y Asia Central
4.8b 14.9b 7.6b 3.8b 6.9b 7.6b 19.1 14.8 3.3 ALB

.. .. .. .. .. .. 19.3 .. 3.3 ARM
2.3 10.0 28.6 13.5 13.6 12.2 11.9 .. 2.4 AZE

13.2c 44.8c 7.1c 2.8c 2.3c 2.8c 15.4 7.8 5.1 BLR
6.6 16.7 9.8 7.0 6.2 10.1 17.1 11.1 .. BIH
10.5 29.8 9.4 5.5 4.4 6.5 17.4 12.3 4.1 BGR
7.7 26.3 11.8 6.6 6.3 11.4 13.7 7.8 4.3 HRV
6.0 18.8 14.6 6.8 7.6 10.2 13.8 9.7 7.3 CYP
6.1 23.4 10.9 7.2 7.1 17.2 19.0 11.2 4.5 CZE
6.5 26.8 16.5 9.3 7.3 17.7 11.5 8.4 5.2 EST
2.2 9.3 18.7 5.9 11.9 16.9 9.1c 7.6c 2.0 GEO
5.1 27.7 10.1 7.8 4.4 11.0 10.5 10.0 4.7 HUN

12.0 31.7 5.9 3.7 3.5c 2.6c 16.5 8.6 3.1 KAZ
6.9c 20.2c 7.8c 3.9c 5.6 6.8 23.9 15.2c 6.8 KGZ
5.2 28.2 11.9 5.6 3.6 11.0 11.0 7.9 4.9 LVA
5.5 32.3 9.4 5.1 3.5 8.2 12.4 8.3 5.2 LTU
.. .. .. .. .. .. .. .. .. MNE

7.9 25.0 10.6 6.7 5.3 11.9 10.2 8.7 5.2 POL
.. .. .. .. .. .. 16.3 9.6 8.4 MDA

11.2 31.5 9.2 6.7 5.0 5.5 17.6 12.8 3.1 ROU
.. .. .. .. .. .. 19.6 8.8 4.1 RUS

8.5 23.3 13.0 8.1 8.2 12.8 15.2 9.0 4.8 SRB
7.4 25.7 8.2 6.4 5.7 12.4 14.9 11.3 4.1 SVK
8.4 34.1 10.4 6.3 5.3 10.4 16.8 9.0 5.7 SVN
3.8 23.7 24.5 17.0 13.0 13.0 22.4 15.4 4.0 TJK
7.7 14.6 14.7 9.9 8.4 16.3 15.2 10.5 .. MKD
5.2 15.2 11.7 7.8 7.0 7.0 20.1 17.9 2.9 TUR
.. .. .. .. .. .. .. .. .. TKM

10.5 33.1 11.6 3.9 5.8 6.9 16.5 9.3 6.2 UKR
4.5 27.2 19.9 6.5 10.1 5.5 15.6 13.3 .. UZB

Regiones desarrolladas
.. .. 8.0 2.1 2.0 31.8 9.3 7.8 .. AND

3.6 18.5 11.6 9.7 5.8 13.0 .. .. 5.1 AUS
6.7 23.6 15.4 9.2 7.3 15.1 10.8 9.5 5.8 AUT
3.9 18.8 10.2 9.6 2.5 8.6 11.2 .. 6.5 BEL
.. .. .. .. .. .. .. .. 5.4 CAN

6.4 16.7 14.1 10.7 4.9 12.8 .. .. 8.7 DNK
8.4 42.2 18.0 8.9 6.9 13.3 13.6 9.3 6.8 FIN
6.3 22.0 16.4 9.8 7.5 16.6 17.8 12.8 5.7 FRA
6.8 29.8 16.9 9.0 10.2 18.9 11.7 12.7 5.1 DEU
9.4 25.6 20.1 8.6 11.1 18.9 9.2 7.9 4.1 GRC
4.3 15.4 16.0 15.4 5.7 15.9 9.9 .. 7.6 ISL
3.5 20.2 19.7 14.5 11.8 21.1 16.1 .. 6.2 IRL
9.4 31.6 10.6 8.4 6.2 11.7 12.5 9.8b 5.6 ISR
8.8 26.6 18.3 9.8 7.2 9.0 10.3 10.1 4.3 ITA
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EDUCACIÓN PREPRIMARIAa ESCOLARIZACIÓN

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Edad oficialж
Matriculación neta en la educación 

preprimaria,  
2005-2014

Promedio de años de escolarización de la 
población de 25 años o más,  

2010

2014

Mujeres Hombres Mujeres Hombres

(% de la población en edad de cursar 
educación preprimaria) (% de las personas de 25 o más años)

JPN Japón 3-5 .. .. 11.3 11.7
LIE Liechtenstein 5-6 69.3c 74.1c .. ..
LUX Luxemburgo 3-5 89.9 86.6 10.6 11.9
MLT Malta 3-4 94.7 100.0 9.9 10.7
MCO Mónaco 3-5 .. .. .. ..
NLD Países Bajos 4-5 90.8 91.0 11.3 11.9
NZL Nueva Zelandia 3-4 91.9 88.4 11.7 10.8
NOR Noruega 3-5 98.6 98.6 11.9 11.8
PRT Portugal 3-5 83.4 84.7 7.1 7.4
SMR San Marino 3-5 85.2 68.0 .. ..
ESP España 3-5 97.4 97.5 10.1 10.4
SWE Suecia 3-6 94.7 94.9 12.0 11.7
CHE Suiza 5-6 75.8 76.6 13.0 13.9
GBR Reino Unido 3-4 79.4 78.8 12.2 12.3
USA Estados Unidos 3-5 67.5 68.3 13.4 13.4

Asia Oriental y el Pacífico
BRN Brunei Darussalam 3-5 59.3 57.6 8.5 9.0
KHM Camboya 3-5 15.0 14.4 3.2 5.4
CHN China 4-6 .. .. 6.6 7.7
PRK República Popular 

Democrática de Corea
5-6 .. .. .. ..

FJI Fiji 3-5 15.9 15.5 9.5 9.8
HKG RAE de Hong Kong 3-5 88.9 88.4 10.6 11.5
IDN Indonesia 5-6 32.5 32.8 6.7 7.9
KIR Kiribati 3-5 .. .. .. ..
LAO RDP Lao 3-5 26.5 25.6 3.8 5.3
MYS Malasia 4-5 71.3 77.1 9.4 10.1
MHL Islas Marshall 4-5 .. .. .. ..
FSM Micronesia (Estados Federados 

de)
3-5 28.2 28.2 .. ..

MNG Mongolia 3-5 65.0 64.5 9.5 9.0
MMR Myanmar 3-4 9.4 8.9 4.3 3.8
NRU Nauru 3-5 61.8c 70.6c .. ..
PLW Palau 3-5 68.8c 61.0c .. ..
PNG Papua Nueva Guinea 3-5 .. .. 3.2 4.8
PHL Filipinas 5 38.9 38.6 8.4 7.9
KOR República de Corea 3-5 89.3 89.5 11.2 12.7
WSM Samoa 3-4 23.9 21.9 .. ..
SGP Singapur 3-5 .. .. 10.1 10.9
SLB Islas Salomón 3-5 30.5 30.2 .. ..
THA Tailandia 3-5 99.8 100.0 7.1 7.5
TLS Timor-Leste 4-5 .. .. .. ..
TON Tonga 3-4 .. .. 10.7 10.8
TUV Tuvalu 3-5 60.5c 57.6c .. ..
VUT Vanuatu 3-5 43.7 41.7 .. ..
VNM Viet Nam 3-5 .. .. 7.0 7.9

ANEXO 2:  

REALIZACIÓN DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   260 6/12/15   2:23 PM



261

CAMPO DE ESTUDIOS DE LOS ALUMNOS QUE REALIZAN ESTUDIOS SUPERIORES 
(ÁREAS DE ESTUDIO SELECCIONADAS)a RECURSOS DEL SISTEMA EDUCATIVOa

Ingeniería, fabricación y 
construcción,  

2006-2013

Humanidades y 
disciplinas artísticas,                         

2006-2013

Ciencias,  
2006-2013

Proporción               
alumnos/profesor,             

2006-2014

Gasto público 
en educación, 

2005-2014 CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨMujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres Primario Secundario

(% del PIB)
(% del total de estudiantes) (Proporción)

3.9 24.7 22.0 9.5 1.6 4.0 17.1 11.7 3.9 JPN
29.5 18.6 1.5 0.2 .. .. 7.4 10.7 2.1 LIE
2.7 12.2 13.9 8.2 6.7 15.7 8.4 7.9 .. LUX
3.4 14.4 14.2 12.0 7.1 19.8 11.5 8.5 6.9 MLT
.. .. .. .. .. .. .. 5.8 1.6 MCO

2.8 13.3 8.6 7.4 2.8 10.3 11.5 13.9 5.9 NLD
3.2 13.2 14.8 12.8 9.9 20.2 14.6 14.4 7.4 NZL
3.7 15.2 10.4 10.4 4.9 14.0 .. .. 6.9 NOR
10.7 34.9 10.1 8.9 6.4 8.3 11.7 8.2 5.6 PRT

.. .. .. .. .. .. 6.3 14.5 .. SMR
8.4 26.8 12.1 9.7 5.9 13.6 12.6 11.4 5.0 ESP
8.1 29.0 14.0 12.7 6.6 13.3 9.6 9.5 7.0 SWE
4.9 23.2 13.7 8.7 6.6 13.2 10.8 9.3 5.3 CHE
2.8 15.6 18.1 14.4 8.8 20.0 18.3 14.3 6.2 GBR
2.2 13.9 15.1 15.0 6.4 11.4 14.4 14.7c 5.4 USA

Asia Oriental y el Pacífico
8.7 17.3 26.4 21.6 19.4 26.2 10.2 9.8 3.5 BRN
.. .. .. 14.0 .. .. 46.9 28.9 2.6 KHM
.. .. .. .. .. .. 18.2 14.5 .. CHN
.. .. .. .. .. .. .. .. .. PRK

.. .. .. .. .. .. 28.0 19.3 4.2 FJI
6.6 25.0 14.0 6.0 7.4 .. 14.0 .. 3.5 HKG
.. .. .. .. .. .. 18.6c 16.6 3.6 IDN
.. .. .. .. .. .. 25.0 17.4 .. KIR

2.4 13.2 13.8 12.0 3.9 6.6 25.6 17.8 2.8 LAO
14.4 31.5 8.8 8.1 12.8 13.0 12.1 13.9 5.9 MYS

.. .. .. .. .. .. .. .. .. MHL

.. .. .. .. .. .. .. .. .. FSM

10.3 30.8 10.5 5.7 4.7 10.0 27.6 14.5 5.5 MNG
17.0 17.3 19.8 17.5 26.3 19.8 28.2 34.1 0.8 MMR

.. .. .. .. .. .. 22.4 20.9 .. NRU
1.6 25.5 24.5 16.9 2.8 1.4 .. .. .. PLW
.. .. .. .. .. .. .. 27.4 .. PNG
.. .. .. .. .. .. 31.4 34.8 2.7 PHL

11.8 36.6 26.1 12.9 6.5 9.8 17.9 15.9 5.2 KOR
.. .. .. .. .. .. 30.2 21.5 5.8 WSM

13.9 34.5 11.6 6.4 12.2 16.1 17.4 14.9 3.0 SGP
.. .. .. .. .. .. 20.6 25.9 9.9 SLB

4.2b 17.1b 8.0b 6.7b 7.8b 8.8b 16.3 19.9 7.6 THA
.. .. .. .. .. .. 31.4 24.3 9.4 TLS
.. .. .. .. .. .. 21.1 14.6 .. TON
.. .. .. .. .. .. .. .. .. TUV
.. .. .. .. .. .. 21.7 .. 5.0 VUT

14.6 33.0 5.1 3.0 .. .. 18.9 .. 6.3 VNM
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EDUCACIÓN PREPRIMARIAa ESCOLARIZACIÓN

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Edad oficialж
Matriculación neta en la educación 

preprimaria,  
2005-2014

Promedio de años de escolarización de la 
población de 25 años o más,  

2010

2014

Mujeres Hombres Mujeres Hombres

(% de la población en edad de cursar 
educación preprimaria) (% de las personas de 25 o más años)

América Latina y el Caribe
ATG Antigua y Barbuda 3-4 68.8 75.2 .. ..
ARG Argentina 3-5 75.9 74.5 9.5 9.5
BHS Bahamas 3-4 .. .. .. ..
BRB Barbados 3-4 72.5c 71.3c 9.5 9.2
BLZ Belice 3-4 46.1 46.8 11.6 11.5
BOL Bolivia (Estado Plurinacional de) 4-5 57.2 57.8 7.1 8.7
BRA Brasil 4-6 53.1 53.1 7.8 7.5
CHL Chile 4-5 84.9 85.0 9.6 10.0
COL Colombia 3-5 33.1 32.9 8.4 8.6
CRI Costa Rica 4-5 75.4 75.0 7.9 8.0
CUB Cuba 3-5 96.8 99.8 9.5 9.9
DMA Dominica 3-4 82.1 71.5 .. ..
DOM República Dominicana 3-5 41.9 40.0 7.8 7.3
ECU Ecuador 5 86.2 83.8 7.4 7.5
SLV El Salvador 4-6 54.4 52.7 7.4 8.0
GRD Granada 3-4 98.0 90.1 .. ..
GTM Guatemala 5-6 44.4 44.3 4.0 4.7
GUY Guyana 4-5 59.6 54.3 8.9 8.0
HTI Haití 3-5 .. .. 3.1 6.2
HND Honduras 3-5 38.8 37.7 5.5 5.8
JAM Jamaica 3-5 85.9 84.6 10.0 9.4
MEX México 4-5 82.9 81.5 8.1 8.6
NIC Nicaragua 3-5 55.7 54.3 6.2 5.8
PAN Panamá 4-5 65.3 64.8 9.4 9.0
PRY Paraguay 3-5 32.2 31.7 7.1 7.6
PER Perú 3-5 85.5 84.7 8.0 9.3
KNA Saint Kitts y Nevis 3-4 .. .. .. ..
LCA Santa Lucía 3-4 59.7 55.1 .. ..
VCT San Vicente y las Granadinas 3-4 67.9 67.2 .. ..
SUR Suriname 4-5 71.1 68.2 .. ..
TTO Trinidad y Tabago 3-4 66.7c 67.0c 10.3 10.4
URY Uruguay 3-5 77.6 77.6 8.3 7.9
VEN Venezuela (República Bolivariana de) 3-5 72.8 72.2 8.4 7.9
Oriente Medio y Norte de África
DZA Argelia 5 73.0 71.4 5.3 6.7
BHR Bahrein 3-5 49.4 48.8 6.8 6.5
EGY Egipto 4-5 22.0 23.2 5.4 7.7
IRQ Iraq 4-5 6.5b 6.5b 5.1 7.7
JOR Jordania 4-5 33.5 34.8 8.6 9.8
KWT Kuwait 4-5 64.1 65.2 6.8 5.9
LBN Líbano 3-5 88.0 90.9 7.3b, e 7.9b, e

LBY Libia 4-5 8.5 8.8 7.7 7.0
MAR Marruecos 4-5 50.7 62.0 3.2 5.3
OMN Omán 4-5 38.8 37.7 7.0b, e 8.5b, e

QAT Qatar 3-5 57.5 54.4 9.6 8.1
SAU Arabia Saudita 3-5 16.7 10.4 7.2 8.3
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CAMPO DE ESTUDIOS DE LOS ALUMNOS QUE REALIZAN ESTUDIOS SUPERIORES 
(ÁREAS DE ESTUDIO SELECCIONADAS)a RECURSOS DEL SISTEMA EDUCATIVOa

Ingeniería, fabricación y 
construcción,  

2006-2013

Humanidades y 
disciplinas artísticas,                         

2006-2013

Ciencias,  
2006-2013

Proporción               
alumnos/profesor,             

2006-2014

Gasto público 
en educación, 

2005-2014 CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨMujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres Primario Secundario

(% del PIB)
(% del total de estudiantes) (Proporción)

América Latina y el Caribe
0.2 0.7 15.4c, d 0.5 7.3 17.7 13.8 11.6 2.4 ATG
4.6 15.9 13.7 10.7 7.2 12.8 16.3 10.9 6.3 ARG
.. .. .. .. .. .. 14.1 12.1 .. BHS
.. .. 9.2c 7c 11.6c 29.0c 13.1c 14.6 5.6 BRB
.. .. .. .. .. .. 22.6 17.4 6.6 BLZ
.. .. .. .. .. .. 24.2 18.2 6.9 BOL

6.5 20.0 2.2 2.3 3.2 9.6 20.5 16.0 5.8 BRA
6.3 29.9 4.8 4.6 2.4 9.8 21.2 20.0 4.5 CHL
13.7 32.7 3.1 4.4 3.6 5.6 24.8 25.2 4.4 COL

.. .. .. 3.8 .. .. 16.4 13.8 6.3 CRI
1.5 5.1 1.4 1.1 2.5 5.2 9.1 8.4 12.8 CUB
.. .. .. .. .. .. 14.8 12.2 .. DMA
.. .. .. .. .. .. 23.6 29.2 2.2 DOM

5.9 21.6 0.6 0.9 4.8 10.6 18.7 14.1 4.4 ECU
3.6 16.7 9.1 9.5 7.1 18.4 24.5 38.0 3.4 SLV
3.0 3.9 3.9 1.0 4.1 6.7 16.1 15.5 .. GRD
.. .. .. .. .. .. 25.5 13.7 2.9 GTM

1.3 20.7 3.0 1.6 8.0 16.7 23.2 20.3 3.2 GUY
.. .. .. .. .. .. .. .. .. HTI

6.8 20.3 4.4 3.5 3.1 8.1 33.9 .. .. HND
.. .. .. .. .. .. 21.3 16.2 6.1 JAM

14.0 37.8 5.3 4.1 5.4 6.8 28.0 17.7 5.2 MEX
.. .. .. .. .. .. 30.2 30.8 4.6 NIC

11.9 28.0 8.9 7.2 13.2 13.5 25.5 15.5 3.5 PAN
.. .. .. .. .. .. 21.7 8.9 4.8 PRY
.. .. .. .. .. .. 18.1 15.5 2.8 PER
.. .. .. .. .. .. 14.5 12.4 4.2 KNA
.. .. .. .. .. .. 16.7 12.2c 4.1 LCA
.. .. .. .. .. .. 15.3 14.7 5.1 VCT
.. .. .. .. .. .. 13.3 11.4 .. SUR
.. .. .. 4.2 .. .. 17.6c .. .. TTO

6.3 15.8 4.9 4.6 8.9 16.8 13.8 11.3 4.5 URY
8.9c 27.9c 1.1c 1.6c 5.5c 11.2c .. .. 6.9 VEN

Oriente Medio y Norte de África
4.9 14.1 28.2 14.6 7.6 7.4 23.2 .. 4.3 DZA
2.6 21.4 10.6 4.8 10.2 .. 11.8c 9.8c 2.6 BHR
11.1 8.2 25.4 15.0 4.4 4.2 27.7 12.1 3.8 EGY
.. .. .. 10.5 .. .. 17.0 13.7 .. IRQ

13.2 24.5 14.7 13.8 9.5 9.7 .. .. .. JOR
.. .. .. .. .. .. 8.6 8.2b 3.8 KWT

8.7 25.8 18.1 11.0 11.1 10.2 12.0 8.2 2.2 LBN
.. .. .. .. .. .. .. .. .. LBY

5.3 10.8 17.8 16.9 20.1 24.0 25.7 .. 5.4 MAR
9.8 29.1 15.0 6.1 24.7 18.3 .. .. 4.3 OMN
7.9 34.0 29.6 12.5 6.9 7.6 9.9 9.7 2.5 QAT
0.6 11.1 36.2 22.8 16.3 12.7 10.4c 11.3b 5.1 SAU
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EDUCACIÓN PREPRIMARIAa ESCOLARIZACIÓN

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Edad oficialж
Matriculación neta en la educación 

preprimaria,  
2005-2014

Promedio de años de escolarización de la 
población de 25 años o más,  

2010

2014

Mujeres Hombres Mujeres Hombres

(% de la población en edad de cursar 
educación preprimaria) (% de las personas de 25 o más años)

PSE Estado de Palestina 4-5 42.5 42.9 .. ..
SYR República Árabe Siria 3-5 5.3 5.4 5.4 7.4
TUN Túnez 3-5 .. .. 5.7 7.6
ARE Emiratos Árabes Unidos 4-5 60.1 58.9 9.9 8.5
YEM Yemen 3-5 0.7 0.8 1.3 3.8
Asia Meridional
AFG Afganistán 3-6 .. .. 1.2 5.1
BGD Bangladesh 3-5 23.3c 23.8c 4.5 5.5
BTN Bhután 4-5 .. .. .. ..
IND India 3-5 .. .. 3.6 7.2
IRN Irán (República Islámica del) 5 36.0 35.7 7.7 8.6
MDV Maldivas 3-5 65.7 64.3 4.1 4.8
NPL Nepal 3-4 54.4 53.0 2.3 4.5
PAK Pakistán 3-4 38.2 42.1 2.9 5.9
LKA Sri Lanka 4 .. .. 9.6 10.1
África Subsahariana
AGO Angola 5 77.2 52.4 .. ..
BEN Benin 4-5 9.7 9.8 2.1 4.6
BWA Botswana 3-5 15.1 14.5 8.7 9.1
BFA Burkina Faso 3-5 3.7 3.6 0.3b, e 0.9b, e

BDI Burundi 4-6 4.9 4.8 2.2 3.1
CPV Cabo Verde 3-5 69.0 69.7 .. ..
CMR Camerún 4-5 21.6 21.0 5.3 6.7
CAF República Centroafricana 3-5 5.7 5.6 2.4 4.9
TCD Chad 3-5 1.3 1.4 .. ..
COM Comoras 3-5 21.0 19.7 .. ..
COG Congo 3-5 12.9 13.2 4.9 6.5
CIV Côte d’Ivoire 3-5 5.2 5.2 3.2 5.3
COD República Democrática del 

Congo
3-5 4.1 3.9 2.3 5.0

DJI Djibouti 4-5 3.2 3.2 .. ..
GNQ Guinea Ecuatorial 4-6 53.1 53.1 .. ..
ERI Eritrea 5-6 .. .. .. ..
ETH Etiopía 4-6 .. .. 1.4b, d 3.6b, d

GAB Gabón 3-5 35.9 34.6 8.6 6.4
GMB Gambia 3-6 28.4 26.3 2.0 3.7
GHA Ghana 4-5 97.3 94.8 5.7 8.0
GIN Guinea 4-6 10.4 10.9 .. ..
GNB Guinea Bissau 3-5 4.5 4.3 .. ..
KEN Kenya 3-5 29.9 26.7 5.8 7.2
LSO Lesoto 3-5 26.5 24.9 6.3 4.7
LBR Liberia 3-5 .. .. 2.6 5.8
MDG Madagascar 3-5 11.3 10.7 .. ..
MWI Malawi 3-5 .. .. 3.4 5.2
MLI Malí 3-6 3.9 3.7 1.6 1.5
MRT Mauritania 3-5 .. .. 2.7 4.8
MUS Mauricio 3-4 97.5 100.0 7.7 8.8
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CAMPO DE ESTUDIOS DE LOS ALUMNOS QUE REALIZAN ESTUDIOS SUPERIORES 
(ÁREAS DE ESTUDIO SELECCIONADAS)a RECURSOS DEL SISTEMA EDUCATIVOa

Ingeniería, fabricación y 
construcción,  

2006-2013

Humanidades y 
disciplinas artísticas,                         

2006-2013

Ciencias,  
2006-2013

Proporción               
alumnos/profesor,             

2006-2014

Gasto público 
en educación, 

2005-2014 CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨMujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres Primario Secundario

(% del PIB)
(% del total de estudiantes) (Proporción)

4.1 11.6 9.3 6.6 7.6 8.8 23.6 19.9c .. PSE
.. .. .. .. .. .. .. .. 5.1 SYR

9.6 22.6 26.4 12.9 21.9 27.2 17.4 13.6 6.2 TUN
9.8 22.5 13.4 3.6 8.2 7.9 16.1 11.5b .. ARE
.. .. .. .. .. .. 30.3 16.1 5.2 YEM

Asia Meridional
.. .. .. .. .. .. 44.7 31.6 .. AFG

1.5 4.5 30.8 29.8 9.6 15.9 40.2c 32.2 2.2 BGD
8.6 15.9 38.4 25.0 3.5 6.0 24.0 19.9 4.7 BTN
.. .. .. .. .. .. 35.2c 25.9 3.4 IND

21.7 50.8 11.6 5.0 10.0 4.6 25.7 .. 3.6 IRN
.. .. .. .. .. .. 11.4 .. 5.9 MDV
1.1 5.0 16.3 18.8 2.4 4.8 23.9 28.8 4.7 NPL
.. .. .. .. .. .. 42.5 21.0c 2.1 PAK

2.7 11.0 57.6 36.8 9.1 15.1 24.4 17.3 1.7 LKA
África Subsahariana

.. .. .. .. .. .. 42.5 27.4 3.5 AGO
1.7 3.9 15.3 29.0 5.1 9.3 43.7 9.8 5.3 BEN
3.2 10.4 9.0 9.6 17.0 26.5 25.4 13.9 9.5 BWA
1.9 4.4 17.3 16.7 7.2 18.8 46.1 26.9 3.4 BFA
.. .. .. .. .. .. 44.8 31.7 5.8 BDI

5.6 21.5 5.8 4.2 7.5 8.6 22.6 16.7 5.0 CPV
1.2 6.2 8.9 4.3 10.8 22.1 45.6 21.4 3.1 CMR
3.4 4.2 32.9 30.1 11.5 13.7 80.1 68.1 1.2 CAF
.. .. .. .. .. .. 62.4 29.8 2.3 TCD
.. .. .. .. .. .. 27.8 8.7 7.6 COM
.. .. .. .. .. .. 44.4 18.7 6.2 COG

4.0 14.0 1.4 3.2 8.1 22.1 41.0 22.7 4.6 CIV
1.7 8.4 3.8 4.0 1.0 4.7 34.7 15.3 2.5 COD

12.8 13.6 40.4 29.4 10.9 17.5 33.2 24.5 8.4 DJI
.. .. .. .. .. .. 26.2 .. .. GNQ

15.8 27.4 8.9 6.9 13.9 12.0 40.9 37.9 2.1 ERI
3.7 8.1 7.5 7.7 7.7 13.1 53.7b 38.8b 4.7 ETH
.. .. .. .. .. .. 24.5 .. .. GAB
.. .. .. .. .. .. 36.1 .. 4.1 GMB

2.7 9.5 .. .. 6.0 11.0 30.1 15.8 8.1 GHA
9.0 14.3 5.3 9.5 14.0 16.2 43.6 33.1 2.5 GIN
.. .. .. .. .. .. 51.9 37.3 .. GNB
.. .. .. .. .. .. 56.6b 41.1b 6.7 KEN
.. .. .. 6.2 .. .. 32.6 24.7b 13.0 LSO

1.5 8.5 25.2 19.0 5.8 9.7 26.5 14.9 2.8 LBR
2.5 10.0 14.0 8.4 7.5 15.6 39.8 27.6 2.7 MDG
.. .. .. .. .. .. 69.1b 41.7b 5.4 MWI

0.4 2.7 10.8 16.4 0.8 2.2 41.3 19.3 4.8 MLI
.. .. .. .. .. .. 35.4 26.2 3.7 MRT

2.8 13 8.3 2.7 8.3 14.4 19.8 14.7 3.5 MUS
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EDUCACIÓN PREPRIMARIAa ESCOLARIZACIÓN

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Edad oficialж
Matriculación neta en la educación 

preprimaria,  
2005-2014

Promedio de años de escolarización de la 
población de 25 años o más,  

2010

2014

Mujeres Hombres Mujeres Hombres

(% de la población en edad de cursar 
educación preprimaria) (% de las personas de 25 o más años)

MOZ Mozambique 3-5 .. .. 0.8 1.7
NAM Namibia 5-6 15.4 15.2 6.3 6.1
NER Níger 4-6 5.1 4.9 0.8 2.0
NGA Nigeria 3-5 .. .. .. ..
RWA Rwanda 4-6 11.5 10.9 3.3 3.7
STP Santo Tomé y Príncipe 3-5 43.0 40.0 .. ..
SEN Senegal 4-6 10.4 9.2 1.8 3.3
SYC Seychelles 4-5 96.1 98.7 .. ..
SLE Sierra Leona 3-5 7.2 6.7 2.2 4.0
SOM Somalia 3-5 .. .. .. ..
ZAF Sudáfrica 6 .. .. 9.3 9.6
SSD Sudán del Sur 3-5 3.5 3.7 .. ..
SDN Sudán 4-5 .. .. 2.5 3.8
SWZ Swazilandia 3-5 18.1b 17.9b 3.9 4.2
TGO Togo 3-5 14.6 14.1 2.9 6.3
UGA Uganda 3-5 13.9 13.3 4.5 6.3
TZA Tanzanía (Rep. Unida de) 5-6 31.6 31.1 4.5 5.8
ZMB Zambia 3-6 .. .. 5.8 7.3
ZWE Zimbabwe 3-5 23.9b 22.9b 6.7 7.7

Europa Central y Oriental y Asia Central — 54.3 54.7 10.6 10.7
Regiones desarrolladas — 77.9 78.4 11.8 12.1
Asia Oriental y el Pacífico — 44.0 44.2 6.8 7.8
América Latina y el Caribe — 67.6 66.7 8.1 8.6
Oriente Medio y Norte de África — 22.3 23.7 5.2 7.3
Asia Meridional — — — 3.9 5.7
África Subsahariana — 17.3 16.2 4.3 5.9
Mundo — 42.9 43.2 7.3 8.2

Fuente:
Columnas 1, 2, 3, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 13: Instituto de Estadística de la UNESCO 2015.
Columnas 4 y 5: Barro y Lee 2015.
Columna 14: Banco Mundial 2015d.
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CAMPO DE ESTUDIOS DE LOS ALUMNOS QUE REALIZAN ESTUDIOS SUPERIORES 
(ÁREAS DE ESTUDIO SELECCIONADAS)a RECURSOS DEL SISTEMA EDUCATIVOa

Ingeniería, fabricación y 
construcción,  

2006-2013

Humanidades y 
disciplinas artísticas,                         

2006-2013

Ciencias,  
2006-2013

Proporción               
alumnos/profesor,             

2006-2014

Gasto público 
en educación, 

2005-2014 CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨMujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres Primario Secundario

(% del PIB)
(% del total de estudiantes) (Proporción)

3.4 10.1 7.3 7.0 3.5 5.9 54.5 31.2b 5.0 MOZ
0.9 5.0 14.9 11.6 8.6 11.5 29.8 24.6 8.4 NAM
1.6 1.6 3.7 6.4 3.3 14.1 38.8 34.7 4.4 NER
.. .. .. .. .. .. 37.6b 33.1 .. NGA

3.2 7.3 3.5 6.7 9.7 16.5 59.8 22.8 5.1 RWA
.. .. .. .. .. .. 31.4 19.8 9.5 STP
.. .. .. .. .. .. 31.6 27.4c 5.6 SEN
.. .. 9.3 .. 3.6 40.0 12.6 12.2 3.6 SYC
.. .. .. .. .. .. 34.8 20.7 2.9 SLE
.. .. .. .. .. .. 35.5 19.3 .. SOM
.. .. .. .. .. .. 28.7 25.0 6.6 ZAF
.. .. .. .. .. .. 49.9b .. .. SSD
.. .. .. .. .. .. 46.1 31.1b .. SDN

2.2 11.6 9.8 6.7 4.2 9.7 29.1 16.3 8.3 SWZ
.. .. .. .. .. .. 41.3 26.2 4.5 TGO
.. .. .. 5.1 .. .. 45.6 21.3b 3.3 UGA

2.2 4.3 4.2 3.9 3.2 6.0 43.4b 26.4 6.2 TZA
.. .. .. .. .. .. 47.9b .. 1.3 ZMB

5.9 18.4 12.7 11.0 5.5 11.3 35.9 22.4 2.5 ZWE

— — 11.4 6.3 6.1 8.8 17.5 12.1 4.2
— — 16.1 12.1 6.4 12.6 14.5 13.1 5.3
— — — — — — 20.3 17.0 —
— — — — — — 23.7 18.3 5.5
— — 25.2 15.0 9.3 — 22.8 — 4.5
— — — — — — 36.1 26.0 3.3
— — — — — — 43.0 27.3 5.6
— — — — — — 29.9 21.1 5.1

Notas:
“..” indica que no hay datos disponibles. 
“—” indica que no hay un promedio aplicable o la falta de disponibilidad de datos suficientes para obtener un promedio.  
Ψ. El código ISO de país hace referencia a la norma de tres letras publicada por la Organización Internacional de Normalización y utilizada para la representación de los nombres de los países. 
ж. Edad a la que acceden los estudiantes a la educación preprimaria. El valor inferior es la edad oficialmente establecida; el valor superior representa una estimación basada en la duración 

teórica de dicho nivel educativo.
a. Los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado. 
b. Estimación basada en Instituto de Estadística de la UNESCO 2015.
c. Estimación nacional.
d. Dato referido a 2011.
e. Dato referido a un período anterior al especificado.
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LEYES QUE EXIGEN LA IGUALDAD                
DE GÉNERO LICENCIA DE MATERNIDAD Y PATERNIDAD

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Igual 
remuneración 
por trabajo de 

igual valor

No 
discriminación 
basada en el 
género en la 
esfera de la 
contratación

Prohibición del 
acoso sexual 
en el empleo

Duración 
mínima de 

la licencia de 
maternidad 
remunerada

Salarios 
percibidos 
durante la 
licencia de 
maternidad

Financiación de 
la licencia de 
maternidad

Duración 
mínima de 

la licencia de 
paternidad

2014

2013

(en semanas) (% del salario 
total) Fuente (en días)

Europa Central y Oriental y Asia Central
ALB Albania No Sí Síc 52 80b Seguridad social 0
ARM Armenia Sí No Síd 20 100 Seguridad social 0
AZE Azerbaiyán Sí Sí Síd 18 100 Seguridad social 14
BLR Belarús Sí No No 18 100 Seguridad social 0
BIH Bosnia y Herzegovina Sí Sí Sí 52 50e Seguridad social 7f

BGR Bulgaria Sí No Síc 32 90 Seguridad social 15f

HRV Croacia Sí Sí Sí 58 100g Seguridad social 7f

CYP Chipre .. .. Sí 18 75 Seguridad social 0
CZE República Checa Sí Sí Síc 28 70 Seguridad social 0
EST Estonia No Sí Síd 20 100 Seguridad social 10f

GEO Georgia No No Síd 18 100 Seguridad social ..
HUN Hungría Sí Sí Síd 24 70 Seguridad social 5
KAZ Kazajstán No Sí No 18 100 Seguridad social 5
KGZ Kirguistán Sí No No 18 7x sal. mín.h Seguridad social ..
LVA Letonia Sí No Síd 16 80 Seguridad social 10f  
LTU Lituania No No Síd 18 100 Seguridad social 30f

MNE Montenegro Sí Sí .. 52 100 Seguridad social ..
POL Polonia Sí No Síc 26 100 Seguridad social 14f

MDA República de Moldova Sí Sí Síd 18 100 Seguridad social 0
ROU Rumania No Sí Síd 18 85 Seguridad social 5f

RUS Federación de Rusia No No Noj 20 100k Seguridad social 0
SRB Serbia No Sí Síc 20 100 Seguridad social 7f

SVK República Eslovaca No Sí Síd 34 65 Seguridad social 0
SVN Eslovenia No Sí Síc 15 100 Seguridad social 90m

TJK Tayikistán Sí Sí No 20 100 Seguridad social 0
MKD Ex Rep. Yug. de 

Macedonia
No Sí Síc 39 100 Seguridad social ..

TUR Turquía No No Síc 16 67 Seguridad social 0
TKM Turkmenistán .. .. No 16 100 Seguridad social ..
UKR Ucrania No Sí Síd 18 100 Seguridad social 0
UZB Uzbekistán No No Síd 18 100 Seguridad social 0
Regiones desarrolladas
AND Andorra .. .. .. 16 100 Seguridad social ..
AUS Australia Sí Sí Síd 52 ..n Seguridad social 14o

AUT Austria No No Sí 16 100 Seguridad social 0
BEL Bélgica Sí Sí Sí 15 82p Seguridad social 10
CAN Canadá Sí Sí Sí 17 55k Seguridad social 0
DNK Dinamarca Sí No Sí 18 100 Mixto 14f

FIN Finlandia No No Sí 18 70k Seguridad social 54
FRA Francia No Sí Sí 16 100k Seguridad social 11f

DEU Alemania No Sí Síc 14 100 Mixto 0
GRC Grecia Sí Sí Sí 17 100 Seguridad social 2f

ISL Islandia No No Sí 13 80q Seguridad social 90
IRL Irlanda Sí Sí Sí 42 80r Seguridad social 0
ISR Israel No No Sí 14 100k Seguridad social 0

ANEXO 3:  

LOS DERECHOS EN EL TRABAJO: LEYES, POLÍTICAS Y CONDICIONES 
LABORALES
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USO DEL TIEMPOa

Año de 
realización 

de la 
encuesta

Grupo de 
edad

Trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado Trabajo remunerado Trabajo total

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ

Mujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres

(minutos por día) (minutos por día) (minutos por día)

Europa Central y Oriental y Asia Central
2010-11 20–74 347 46 129 281 476 327 ALB
2008 15–80 296 53 88 261 384 314 ARM

.. .. .. .. .. .. .. .. AZE

.. .. .. .. .. .. .. .. BLR

.. .. .. .. .. .. .. .. BIH
2009-10 20-74 284 139 152 204 436 343 BGR

.. .. .. .. .. .. .. .. HRV

.. .. .. .. .. .. .. .. CYP

.. .. .. .. .. .. .. .. CZE
2009-10 20-74 242 147 179 235 421 382 EST

.. .. .. .. .. .. .. .. GEO
2009-10 20-74 285 153 132 201 417 354 HUN

2012 10 o más 246 110 133 203 379 313 KAZ
2005 20–74 342 139 210 353 552 492 KGZ
2003 20–74 236 110 209 300 445 410 LVA
2003 20–74 269 129 211 284 480 413 LTU

.. .. .. .. .. .. .. .. MNE
2003-04 15-64 296 157 136 234 432 391 POL
2011-12i 20-74 305 168 187 246 492 414 MDA
2011-12 20-74 294 134 124 199 418 333 ROU

.. .. .. .. .. .. .. .. RUS
2010-11l 15 o más 291 136 129 227 420 363 SRB

.. .. .. .. .. .. .. .. SVK
2000-01 15-64 286 166 169 236 455 402 SVN

.. .. .. .. .. .. .. .. TJK
2009 20–74 281 87 120 216 401 303 MKD

2006 15-64 377 116 73 282 450 398 TUR
.. .. .. .. .. .. .. .. TKM
.. .. .. .. .. .. .. .. UKR
.. .. .. .. .. .. .. .. UZB

Regiones desarrolladas
.. .. .. .. .. .. .. .. AND

2006 15 o más 311 172 128 248 439 420 AUS
2008-09 15-64 327 135 195 307 522 442 AUT

2005 15-64 245 151 125 202 370 353 BEL
2010 15 o más 257 170 180 255 437 425 CAN
2001 15-64 243 186 147 211 390 397 DNK

2009-10 15-64 232 159 159 199 391 358 FIN
2009 15-64 233 143 116 173 349 316 FRA

2001-02 15-64 269 164 134 222 403 386 DEU
.. .. .. .. .. .. .. .. GRC
.. .. .. .. .. .. .. .. ISL

2005 15-64 296 129 142 280 438 409 IRL
.. .. .. .. .. .. .. .. ISR
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LEYES QUE EXIGEN LA IGUALDAD                
DE GÉNERO LICENCIA DE MATERNIDAD Y PATERNIDAD

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Igual 
remuneración 
por trabajo de 

igual valor

No 
discriminación 
basada en el 
género en la 
esfera de la 
contratación

Prohibición del 
acoso sexual 
en el empleo

Duración 
mínima de 

la licencia de 
maternidad 
remunerada

Salarios 
percibidos 
durante la 
licencia de 
maternidad

Financiación de 
la licencia de 
maternidad

Duración 
mínima de 

la licencia de 
paternidad

2014

2013

(en semanas) (% del salario 
total) Fuente (en días)

ITA Italia Sí No Síd 22 80 Seguridad social 1f

JPN Japón No Sí Síd 14 67 Seguridad social 0
LIE Liechtenstein .. .. .. .. .. .. ..
LUX Luxemburgo .. .. Sí 16 100 Seguridad social 2
MLT Malta .. .. .. 18 100s Mixto 0
MCO Mónaco .. .. .. 16 90k Seguridad social ..
NLD Países Bajos Sí Sí Sí 16 100k Seguridad social 2f

NZL Nueva Zelandia No Sí Sí 14 100k Seguridad social 14
NOR Noruega Sí Sí Síc 35 100t Seguridad social 14
PRT Portugal Sí Sí Sí 17 100u Seguridad social 20f

SMR San Marino .. .. .. 22 100 Seguridad social ..
ESP España Sí Sí Sí 16 100 Seguridad social 15f

SWE Suecia No Sí Síc 14 80 Seguridad social 10f

CHE Suiza No Sí Sí 14 80k Mixto 0
GBR Reino Unido Sí Sí Sí 52 90v Mixto 14w

USA Estados Unidos Sí Sí Sí 12 0x .. 0
Asia Oriental y el Pacífico
BRN Brunei Darussalam .. .. .. 9 100y Empleador 0
KHM Camboya Sí Sí Síc 13 50 Empleador 10f

CHN China No Sí Síc 14 100 Seguridad social 0
PRK República Popular 

Democrática de Corea
.. .. Síc .. .. .. ..

FJI Fiji Sí Sí Síc 12 100 Empleador 0
HKG RAE de Hong Kong No Sí Síd 10 80 Mixto ..
IDN Indonesia No No Síd 13 100 Empleador 2f

KIR Kiribati .. .. .. 12 25 Empleador 0
LAO RDP Lao Sí No Síd 13 100 Seguridad social 0
MYS Malasia No No Síd 9 100 Empleador 0
MHL Islas Marshall .. .. .. .. .. .. ..
FSM Micronesia (Estados 

Federados de)
.. .. .. .. .. .. ..

MNG Mongolia No No Síd 17 70 Seguridad social 0
MMR Myanmar .. .. Síd 12 67 Seguridad social 6f

NRU Nauru .. .. .. .. .. .. ..
PLW Palau .. .. .. .. .. .. ..
PNG Papua Nueva Guinea No No No .. 0 .. 0
PHL Filipinas Sí No Síd 9 100 Seguridad social 7f

KOR República de Corea Sí Sí Sí 13 100 Mixto 3
WSM Samoa .. .. .. .. .. .. ..
SGP Singapur No No Síd 16 100z Mixto 7f

SLB Islas Salomón .. .. .. 12 25 Empleador 0
THA Tailandia No No Síd 13 100aa Mixto 0
TLS Timor-Leste .. .. Síd .. .. .. ..
TON Tonga .. .. .. .. .. .. ..
TUV Tuvalu .. .. .. .. .. .. ..
VUT Vanuatu .. .. .. 12 67 Empleador ..

ANEXO 3:  
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USO DEL TIEMPOa

Año de 
realización 

de la 
encuesta

Grupo de 
edad

Trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado Trabajo remunerado Trabajo total

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ

Mujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres

(minutos por día) (minutos por día) (minutos por día)

2008-09 15-64 315 104 135 268 450 372 ITA
2011 15-64 299 62 178 375 477 437 JPN

.. .. .. .. .. .. .. .. LIE

.. .. .. .. .. .. .. .. LUX

.. .. .. .. .. .. .. .. MLT

.. .. .. .. .. .. .. .. MCO
2011 20–74 212 133 123 226 335 359 NLD

2009-10 15-64 264 141 160 279 424 420 NZL
2010 16-74 296 184 185 251 481 435 NOR
1999 15 o más 302 77 160 269 462 346 PRT

.. .. .. .. .. .. .. .. SMR
2009-10 15-64 258 154 195 280 453 434 ESP
2010-11 20-64 254 155 227 275 481 430 SWE

.. .. .. .. .. .. .. .. CHE
2005 15-64 258 141 169 259 427 400 GBR
2013 15 o más 232 86 166 252 398 338 USA

Asia Oriental y el Pacífico
.. .. .. .. .. .. .. .. BRN

2004 18–60 234 56 237 370 471 426 KHM
2008 15–80 234 91 263 360 497 451 CHN

.. .. .. .. .. .. .. .. PRK

.. .. .. .. .. .. .. .. FJI

.. .. .. .. .. .. .. .. HKG

.. .. .. .. .. .. .. .. IDN

.. .. .. .. .. .. .. .. KIR
2002-03 10 o más 150 36 270 312 420 348 LAO

.. .. .. .. .. .. .. .. MYS

.. .. .. .. .. .. .. .. MHL

.. .. .. .. .. .. .. .. FSM

2011 12 o más 290 139 238 348 528 487 MNG
.. .. .. .. .. .. .. .. MMR
.. .. .. .. .. .. .. .. NRU
.. .. .. .. .. .. .. .. PLW
.. .. .. .. .. .. .. .. PNG
.. .. .. .. .. .. .. .. PHL

2009 15-64 227 45 167 282 394 327 KOR
.. .. .. .. .. .. .. .. WSM
.. .. .. .. .. .. .. .. SGP
.. .. .. .. .. .. .. .. SLB
.. .. .. .. .. .. .. .. THA
.. .. .. .. .. .. .. .. TLS
.. .. .. .. .. .. .. .. TON
.. .. .. .. .. .. .. .. TUV
.. .. .. .. .. .. .. .. VUT
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LEYES QUE EXIGEN LA IGUALDAD                
DE GÉNERO LICENCIA DE MATERNIDAD Y PATERNIDAD

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Igual 
remuneración 
por trabajo de 

igual valor

No 
discriminación 
basada en el 
género en la 
esfera de la 
contratación

Prohibición del 
acoso sexual 
en el empleo

Duración 
mínima de 

la licencia de 
maternidad 
remunerada

Salarios 
percibidos 
durante la 
licencia de 
maternidad

Financiación de 
la licencia de 
maternidad

Duración 
mínima de 

la licencia de 
paternidad

2014

2013

(en semanas) (% del salario 
total) Fuente (en días)

VNM Viet Nam Sí Sí Síc 26 100 Seguridad social 0
América Latina y el Caribe
ATG Antigua y Barbuda .. .. .. 13 100ab Mixto ..
ARG Argentina Sí Sí Síc 13 100 Seguridad social 2f

BHS Bahamas .. .. .. 12 100 Mixto 7
BRB Barbados .. .. .. 12 100 Seguridad social 0
BLZ Belice .. .. .. 14 100 Seguridad social 0
BOL Bolivia (Estado 

Plurinacional de)
Sí No Sí 13 95 Seguridad social 0

BRA Brasil Sí Sí Sí 17 100 Seguridad social 5f

CHL Chile No No Sí 18 100k Seguridad social 5f

COL Colombia No No Sí 14 100 Seguridad social 8f

CRI Costa Rica No Sí Síc 17 100 Mixto 0
CUB Cuba .. .. Sí 18 100 Seguridad social 0
DMA Dominica .. .. .. 12 60 Seguridad social 0
DOM República Dominicana No No Síd 12 100 Mixto 2f

ECU Ecuador Sí Sí Síc 12 100 Mixto 10f

SLV El Salvador No Sí Síc 12 75 Seguridad social 3f

GRD Granada .. .. .. 13 100ae Mixto 0
GTM Guatemala No Sí Noj 12 100 Mixto 2f

GUY Guyana .. .. .. 13 70 Seguridad social 0
HTI Haití No No No 12 100af Empleador 0
HND Honduras No Sí Sí 12 100ag Mixto 0
JAM Jamaica No No No 12 100y Empleador 0
MEX México No Sí Síd 12 100 Seguridad social 0
NIC Nicaragua No Sí Sí 12 100 Mixto 0
PAN Panamá No No Sí 14 100 Seguridad social 0
PRY Paraguay Sí No Sí 12 50ah Seguridad social 3f

PER Perú No No Sí 13 100 Seguridad social 4f

KNA Saint Kitts y Nevis .. .. .. 13 65 Seguridad social 0
LCA Santa Lucía .. .. .. 13 65 Seguridad social 0
VCT San Vicente y las 

Granadinas
.. .. .. 13 65 Seguridad social ..

SUR Suriname .. .. .. .. .. .. ..
TTO Trinidad y Tabago .. .. No 13 100 Mixto 0
URY Uruguay Sí Sí Síc 12 100 Seguridad social 3
VEN Venezuela (República 

Bolivariana de)
No Sí Sí 26 100 Seguridad social 14f

Oriente Medio y Norte de África
DZA Argelia Sí No Síd 14 100 Seguridad social 3f

BHR Bahrein .. .. Síd 9 100ai Empleador 0
EGY Egipto No No Noj 13 100 Mixto 0
IRQ Iraq .. .. Síd 9 100 Empleador 0
JOR Jordania No No Síd 10 100 Seguridad social 0
KWT Kuwait No No No 10 100 Empleador 0
LBN Líbano No No No 7 100 Empleador 0
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USO DEL TIEMPOa

Año de 
realización 

de la 
encuesta

Grupo de 
edad

Trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado Trabajo remunerado Trabajo total

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ

Mujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres

(minutos por día) (minutos por día) (minutos por día)

.. .. .. .. .. .. .. .. VNM
América Latina y el Caribe

.. .. .. .. .. .. .. .. ATG
2005ac 15-74 257 93 165 314 422 407 ARG

.. .. .. .. .. .. .. .. BHS

.. .. .. .. .. .. .. .. BRB

.. .. .. .. .. .. .. .. BLZ

.. .. .. .. .. .. .. .. BOL

2012 15 o más 202 52 170 316 372 368 BRA
2007ad 12 o más 241 86 148 273 389 359 CHL
2012 15 o más 276 85 179 374 455 459 COL
2011 15 o más 154 34 317 446 471 480 CRI

.. .. .. .. .. .. .. .. CUB

.. .. .. .. .. .. .. .. DMA

.. .. .. .. .. .. .. .. DOM
2012 15 o más 330 81 163 342 493 423 ECU
2010 10 o más 147 321 450 496 597 817 SLV

.. .. .. .. .. .. .. .. GRD
2011 15 o más 418 82 132 431 550 513 GTM

.. .. .. .. .. .. .. .. GUY

.. .. .. .. .. .. .. .. HTI
2009 15 o más 247 83 145 351 392 434 HND

.. .. .. .. .. .. .. .. JAM
2009 15 o más 406 123 170 391 576 514 MEX

.. .. .. .. .. .. .. .. NIC
2011 15 o más 288 119 199 356 487 475 PAN

.. .. .. .. .. .. .. .. PRY
2010 15 o más 397 127 184 368 581 495 PER

.. .. .. .. .. .. .. .. KNA

.. .. .. .. .. .. .. .. LCA

.. .. .. .. .. .. .. .. VCT

.. .. .. .. .. .. .. .. SUR

.. .. .. .. .. .. .. .. TTO
2007 15 o más 376 148 162 311 538 459 URY

.. .. .. .. .. .. .. .. VEN

Oriente Medio y Norte de África
2012 12 o más 312 54 30 198 342 252 DZA

.. .. .. .. .. .. .. .. BHR

.. .. .. .. .. .. .. .. EGY
2007 10 o más 347 240 28 234 375 474 IRQ

.. .. .. .. .. .. .. .. JOR

.. .. .. .. .. .. .. .. KWT

.. .. .. .. .. .. .. .. LBN
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LEYES QUE EXIGEN LA IGUALDAD                
DE GÉNERO LICENCIA DE MATERNIDAD Y PATERNIDAD

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Igual 
remuneración 
por trabajo de 

igual valor

No 
discriminación 
basada en el 
género en la 
esfera de la 
contratación

Prohibición del 
acoso sexual 
en el empleo

Duración 
mínima de 

la licencia de 
maternidad 
remunerada

Salarios 
percibidos 
durante la 
licencia de 
maternidad

Financiación de 
la licencia de 
maternidad

Duración 
mínima de 

la licencia de 
paternidad

2014

2013

(en semanas) (% del salario 
total) Fuente (en días)

LBY Libia .. .. No 14 50aj Mixto 3
MAR Marruecos Sí Sí Síd 14 100 Seguridad social 3f

OMN Omán No No No 7 100 Empleador ..
QAT Qatar .. .. Sí 7 100 Empleador 0
SAU Arabia Saudita No No No 10 50ak Empleador 1f

PSE Estado de Palestina No No No 10 100 Empleador ..
SYR República Árabe Siria No No Síc 17 100 Empleador 6
TUN Túnez No No Síd 4 67 Seguridad social 1
ARE Emiratos Árabes 

Unidos
No No Síd 6 100 Empleador 0

YEM Yemen No No No 9 100 Empleador 0
Asia Meridional
AFG Afganistán .. .. No 13 100 Empleador 0
BGD Bangladesh Sí No Síc 16 100 Empleador 10f

BTN Bhután .. .. Síc .. .. .. ..
IND India No Sí Sí 12 100 Seguridad social 0
IRN Irán (República 

Islámica del)
No No Síd 13an 67ao Seguridad social 0

MDV Maldivas .. .. .. .. .. .. ..
NPL Nepal No No Síd 7 100 Empleador 0
PAK Pakistán No No Sí 12 100 Empleador 0
LKA Sri Lanka No No Síc 12 100 Empleador 0
África Subsahariana
AGO Angola Sí Sí No 13 100 Social insurance 0
BEN Benin Sí Sí Síc 14 90 Mixto 10f

BWA Botswana No No Síd 12 50 Empleador 0
BFA Burkina Faso Sí No Síd 14 100 Seguridad social 10f

BDI Burundi Sí Sí Síc 12 100 Mixto 15ap

CPV Cabo Verde .. .. .. 9 90 Seguridad social 0
CMR Camerún No No Noj 14 100 Seguridad social 10f

CAF República 
Centroafricana

.. .. Síd 14 50 Seguridad social 10f

TCD Chad Sí Sí No 14 100 Seguridad social 10f

COM Comoras .. .. .. 14 100 Empleador 10f

COG Congo No No Síd 15 100 Mixto 10f

CIV Côte d’Ivoire Sí Sí Síc 14 100 Seguridad social 10f

COD República Democrática 
del Congo

No No Sí 14 67 Empleador 2f

DJI Djibouti .. .. .. 14 100 Mixto 3f

GNQ Guinea Ecuatorial .. .. Síd 12 75 Seguridad social 0
ERI Eritrea .. .. Síd 9 ..aq Empleador 0
ETH Etiopía No No Noj 13 100 Empleador 5
GAB Gabón No No Noj 14 100 Seguridad social 10f

GMB Gambia .. .. No 12 100 Empleador 0
GHA Ghana No Sí No 12 100 Empleador 0
GIN Guinea Sí No No 14 100 Mixto 0
GNB Guinea Bissau .. .. No 9 100 Mixto 0
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USO DEL TIEMPOa

Año de 
realización 

de la 
encuesta

Grupo de 
edad

Trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado Trabajo remunerado Trabajo total

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ

Mujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres

(minutos por día) (minutos por día) (minutos por día)

.. .. .. .. .. .. .. .. LBY
2011-12 15 o más 300 43 81 325 381 368 MAR

2007-08 15 o más 274 115 58 187 332 302 OMN
2012-13 15 o más 199 110 120 229 319 339 QAT

.. .. .. .. .. .. .. .. SAU
2012-13 10 o más 293 55 36 249 329 304 PSE

.. .. .. .. .. .. .. .. SYR
2005-06 15 o más 315 40 92al 257al 407 297 TUN

.. .. .. .. .. .. .. .. ARE

.. .. .. .. .. .. .. .. YEM
Asia Meridional 

.. .. .. .. .. .. .. .. AFG
2012am 15 o más 216 84 312 414 528 498 BGD

.. .. .. .. .. .. .. .. BTN
1998-99 15-64 352 52 149 318 501 370 IND

.. .. .. .. .. .. .. .. IRN

.. .. .. .. .. .. .. .. MDV

.. .. .. .. .. .. .. .. NPL
2007 10 o más 287 28 78 321 365 349 PAK

.. .. .. .. .. .. .. .. LKA
África Subsahariana

.. .. .. .. .. .. .. .. AGO
1998 6–65 195 60 235 235 430 295 BEN

.. .. .. .. .. .. .. .. BWA

.. .. .. .. .. .. .. .. BFA

.. .. .. .. .. .. .. .. BDI

.. .. .. .. .. .. .. .. CPV

.. .. .. .. .. .. .. .. CMR

.. .. .. .. .. .. .. .. CAF

.. .. .. .. .. .. .. .. TCD

.. .. .. .. .. .. .. .. COM

.. .. .. .. .. .. .. .. COG

.. .. .. .. .. .. .. .. CIV

.. .. .. .. .. .. .. .. COD

.. .. .. .. .. .. .. .. DJI

.. .. .. .. .. .. .. .. GNQ

.. .. .. .. .. .. .. .. ERI
2013 10 o más 246 66 177 318 423 384 ETH

.. .. .. .. .. .. .. .. GAB

.. .. .. .. .. .. .. .. GMB
2009 10 o más 209 69 246 309 455 378 GHA

2002-03 15 o más 177 78 154 222 331 300 GIN
.. .. .. .. .. .. .. .. GNB
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DE GÉNERO LICENCIA DE MATERNIDAD Y PATERNIDAD

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Igual 
remuneración 
por trabajo de 

igual valor

No 
discriminación 
basada en el 
género en la 
esfera de la 
contratación

Prohibición del 
acoso sexual 
en el empleo

Duración 
mínima de 

la licencia de 
maternidad 
remunerada

Salarios 
percibidos 
durante la 
licencia de 
maternidad

Financiación de 
la licencia de 
maternidad

Duración 
mínima de 

la licencia de 
paternidad

2014

2013

(en semanas) (% del salario 
total) Fuente (en días)

KEN Kenya Sí No Síc 13 100 Empleador 14f

LSO Lesoto Sí No Síd 12 100 Empleador 0
LBR Liberia No No Noj .. .. .. ..
MDG Madagascar Sí No Sí 14 100 Mixto 10f

MWI Malawi Sí Sí Síd 8 100 Empleador 0
MLI Malí No No No 14 100 Seguridad social 3
MRT Mauritania No Sí No 14 100 Seguridad social 10
MUS Mauricio Sí Sí Síc 12 100 Empleador 5
MOZ Mozambique No No Sí 9 100 Seguridad social 1ar

NAM Namibia Sí Sí Síd 12 100k Mixto 0
NER Níger Sí Sí Síc 14 100 Mixto 0
NGA Nigeria No No No 12 50 Empleador 0
RWA Rwanda No No Sí 12 100as Empleador 4f

STP Santo Tomé y Príncipe .. .. .. 9 100 Seguridad social 0
SEN Senegal No No Síc 14 100 Seguridad social 0
SYC Seychelles .. .. .. 14 Cantidad a 

tanto alzadoat
Seguridad social 4f

SLE Sierra Leona No No Síd 12 100 Empleador ..
SOM Somalia .. .. No 14 50 Empleador 0
ZAF Sudáfrica No No Síd 17 60 Seguridad social 3f

SSD Sudán del Sur .. .. .. .. .. .. ..
SDN Sudán No No No 8 100 Empleador 0
SWZ Swazilandia .. .. Noj 12 100av Employer 0
TGO Togo Sí Sí Sí 14 100 Mixto 10f

UGA Uganda Sí No Síc 10 100 Empleador 4f

TZA Tanzanía (Rep. Unida 
de)

Sí Sí Síd 12 100 Seguridad social 3f

ZMB Zambia No No Síd 12 100 Empleador 0
ZWE Zimbabwe Sí Sí Síd 14 100 Empleador 0

“..”	 indica que no hay datos disponibles.
Ψ.	 El código ISO de país hace referencia a la norma de tres letras publicada por la 

Organización Internacional de Normalización y utilizada para la representación de los 
nombres de los países. 

a.	 La clasificación del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado varía según los países. 
En consecuencia, es preciso ejercer la cautela al realizar comparaciones internacionales.  El 
trabajo total es la suma del trabajo doméstico y de cuidados no remunerado y el trabajo 
remunerado. 

b.	 Un 80% desde antes del nacimiento hasta 150 después de este; 50% el resto del tiempo.
c.	 Existe legislación específica en vigor, la ley es adecuada en términos generales pero existen 

informes que apuntan a problemas en su aplicación.
d.	 Existe legislación específica en vigor, pero es inadecuada.
e.	 La tasa de reemplazo varía en función de las diversas reglamentaciones cantonales: 

50–80% (Federación de Bosnia y Herzegovina); 100% (República Srpska). Se reembolsa al 
empleador el pago inicial.

f.	 100%.

g.	 100% hasta 6 meses después del nacimiento; posteriormente, la prestación es una cantidad 
a tanto alzado.

h.	 Equivalente a siete veces el salario mínimo.
i.	 Los datos excluyen el territorio de Transnistria y el municipio de Bender.
j.	 No existe legislación específica, pero hay pruebas de que se está elaborando una 

legislación en la materia o de que está previsto hacerlo.
k.	 Hasta un límite.
l.	 Se excluye de la encuesta la Provincia Autónoma de Kosovo y Metohija.
m.	 100% los primeros 15 días, y una cantidad a tanto alzado el resto del tiempo.
n.	 Dieciocho semanas al salario mínimo establecido a nivel federal.
o.	 La prestación equivale al salario mínimo establecido a nivel federal.
p.	 82% los 30 primeros días; 75% el resto del tiempo (hasta un límite).
q.	 80% hasta un límite durante 26 semanas.
r.	 Durante 26 semanas.
s.	 Durante 14 semanas.
t.	 O un 80% durante 45 semanas.

Fuente:
Columnas 1 y 2: Banco Mundial 2015c.
Columna 3: OCDE 2015.
Columnas 4 a 7: OIT 2014d.
Columnas 8 a 15: Compilación de ONU Mujeres a partir de varias fuentes. Las fuentes están disponibles bajo petición.

ANEXO 3:  

LOS DERECHOS EN EL TRABAJO: LEYES, POLÍTICAS Y CONDICIONES 
LABORALES

Notas:
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USO DEL TIEMPOa

Año de 
realización 

de la 
encuesta

Grupo de 
edad

Trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado Trabajo remunerado Trabajo total

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ

Mujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres

(minutos por día) (minutos por día) (minutos por día)

.. .. .. .. .. .. .. .. KEN
2002-03 15 o más 342 175 124 279 466 454 LSO

.. .. .. .. .. .. .. .. LBR
2001 6–65 225 55 175 290 400 345 MDG

.. .. .. .. .. .. .. .. MWI

.. .. .. .. .. .. .. .. MLI

.. .. .. .. .. .. .. .. MRT
2003 10 o más 277 73 116 296 393 369 MUS

.. .. .. .. .. .. .. .. MOZ

.. .. .. .. .. .. .. .. NAM

.. .. .. .. .. .. .. .. NER

.. .. .. .. .. .. .. .. NGA
2010-11 16 o más 231 77 205 265 436 342 RWA

.. .. .. .. .. .. .. .. STP

.. .. .. .. .. .. .. .. SEN

.. .. .. .. .. .. .. .. SYC

2003-04au 15 o más 314 105 .. .. .. .. SLE
.. .. .. .. .. .. .. .. SOM

2000 15-64 257 92 127 207 384 299 ZAF
.. .. .. .. .. .. .. .. SSD
.. .. .. .. .. .. .. .. SDN
.. .. .. .. .. .. .. .. SWZ
.. .. .. .. .. .. .. .. TGO

2009-10 14-64 223 188 256 308 479 496 UGA
2006 15 o más 253 75 251 345 504 420 TZA

.. .. .. .. .. .. .. .. ZMB

.. .. .. .. .. .. .. .. ZWE

u. 100% (o un 80% durante 150 días).
v. 90% durante seis semanas; entre las semanas 7 y 39, la cantidad que resulte inferior entre el 90% 

y una determinada cantidad fija; durante las semanas 40 a 52, la licencia es no remunerada.
w. 90% del salario semanal promedio.
x. En los Estados Unidos existen disposiciones que establecen prestaciones por licencia de 

maternidad en cinco estados: Nueva York, Nueva Jersey, California, Hawái y Rhode Island. 
California, por ejemplo, proporciona seis semanas con una prestación equivalente al 55% de los 
ingresos anteriores.

y. Durante 8 semanas.
z. Para los dos primeros nacimientos.
aa. 100% durante los primeros 45 días (a cargo del empleador); 50% durante los últimos 45 días (a 

cargo de la seguridad social).
ab. 100% durante 6 semanas; 60% durante 7 semanas.
ac. Solo para el Gran Buenos Aires.
ad. Solo para el Gran Santiago.
ae. 100% durante 2 meses; 60% durante el último mes.
af. Durante 6 semanas.

ag. Durante 10 semanas.
ah. Durante 9 semanas.
ai. 100% durante 45 días.
aj. 100% para las mujeres que trabajan por cuenta propia durante 13 semanas.
ak. Entre el 50 y el 100%.
al. Incluye la situación de búsqueda de empleo.
am. Encuesta piloto. Los datos se refieren únicamente a las personas empleadas.
an. Durante 13 semanas; 17 semanas en caso de lactancia.
ao. Durante 12 semanas.
ap. Remunerada al 50%.
aq. Monto desconocido.
ar. Con carácter bienal.
as. Las primeras seis semanas; posteriormente, al 20%.
at. Prestación mensual fija durante 12 semanas.
au. Solo en zonas urbanas.
av. Únicamente durante dos semanas.
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TASA DE PARTICIPACIÓN EN LA POBLACIÓN ACTIVAЖ TASA DE DESEMPLEOΦ

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Mujeres Hombres Mujeres Hombres

1990 2013 1990 2013 2013

(% de las personas de 15 o más años) (% de la población activa total de 
15 o más años)

Europa Central y Oriental y Asia Central
ALB Albania 53.2 44.9 74.7 65.5 13.8 17.6
ARM Armenia 60.0 54.2 77.1 72.6 17.5 15.2
AZE Azerbaiyán 54.0 62.9 70.7 69.6 6.6 4.4
BLR Belarús 60.4 50.1 75.3 63.1 4.3 7.3
BIH Bosnia y Herzegovina 35.8 34.1 57.5 57.3 30.9 26.8
BGR Bulgaria 54.9 47.9 62.7 59.0 11.9 13.8
HRV Croacia 46.5 44.7 68.5 58.4 16.8 18.4
CYP Chipre 40.8 56.0 70.8 71.1 14.9 16.5
CZE República Checa 51.6 51.1 70.6 68.3 8.2 5.9
EST Estonia 63.0 56.2 76.6 68.9 8.3 9.3
GEO Georgia 55.1 56.5 74.5 75.1 13.2 15.2
HUN Hungría 46.2 44.8 64.4 60.0 10.2 10.1
KAZ Kazajstán 62.4 67.7 78.0 77.9 6.3 4.1
KGZ Kirguistán 58.4 56.0 74.3 79.5 9.2 7.2  
LVA Letonia 62.6 54.9 76.7 67.6 10.5 11.8
LTU Lituania 59.4 55.8 74.4 67.3 10.5 13.1
MNE Montenegro 44.7 43.0 63.2 57.3 20.8 19.0
POL Polonia 55.2 48.9 72.1 64.9 11.1 9.7
MDA República de Moldova 61.1 37.6 74.2 44.2 3.9 6.2
ROU Rumania 51.6 48.7 66.8 64.9 6.6 7.9
RUS Federación de Rusia 59.6 57.1 76.3 71.7 5.2 5.9
SRB Serbia 44.3 44.5 67.3 60.9 26.0 19.2
SVK República Eslovaca 58.9 51.1 72.1 68.6 14.5 13.9
SVN Eslovenia 47.8 52.3 59.9 63.2 11.2 9.4
TJK Tayikistán 58.1 58.9 75.6 77.1 9.6 11.5
MKD Ex Rep. Yug. de 

Macedonia
42.6 43.1 66.9 67.5 28.9 29.0

TUR Turquía 34.1 29.4 80.8 70.8 11.9 9.1
TKM Turkmenistán 46.4 46.9 74.8 76.9 10.7 10.5
UKR Ucrania 56.1 53.2 70.7 66.9 6.7 9.0
UZB Uzbekistán 46.2 48.1 73.3 75.6 10.9 10.5
Regiones desarrolladas
AND Andorra .. .. .. .. .. ..
AUS Australia 52.3 58.8 75.7 71.8 5.6 5.7
AUT Austria 43.0 54.6 69.7 67.7 4.9 4.9
BEL Bélgica 36.6 47.5 61.1 59.3 8.1 8.6
CAN Canadá 57.9 61.6 76.0 71.0 6.6 7.5
DNK Dinamarca 61.5 58.7 75.3 66.4 7.3 6.7
FIN Finlandia 58.8 55.7 71.8 64.0 7.5 8.8
FRA Francia 46.1 50.7 65.2 61.6 10.4 10.4
DEU Alemania 43.4 53.6 69.6 66.4 4.9 5.6
GRC Grecia 36.0 44.2 66.8 62.5 31.3 24.3
ISL Islandia 67.7 70.5 81.9 77.4 5.2 5.9
IRL Irlanda 35.5 53.1 70.6 68.1 10.8 15.0
ISR Israel 41.3 57.9 62.6 69.1 6.3 6.2
ITA Italia 35.1 39.6 66.5 59.5 13.1 11.6

ANEXO 4:  

EL DERECHO AL TRABAJO: OPORTUNIDADES, LIMITACIONES E IGUALDAD
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TASA DE DESEMPLEO 
JUVENIL¥

SEGREGACIÓN OCUPACIONAL (EN DETERMINADOS 
GRUPOS OCUPACIONALES SELECCIONADOS)a

EMPLEO INFORMAL NO 
AGRÍCOLAa

BRECHA 
SALARIAL DE 
GÉNERO NO 
AJUSTADA*, a

Mujeres Hombres
Puestos técnicos, 

profesionales y de 
gestión

Empleadas 
y empleados 

administrativos, de 
servicios y de ventas

Operadoras 
y operadores 
de fábrica y 
maquinaria

Mujeres Hombres

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ2013 2000-2013 2004-2010 2008-2014

(% de la población activa en el 
tramo de edad de 15 a 24 años)

(Porcentaje que representan las mujeres sobre el empleo 
total)

(% del empleo total no 
agrícola) (%)

Europa Central y Oriental y Asia Central
24.1 32.0 52.8 37.4 32.4 .. .. 11.5b ALB
39.1 29.6 54.3 53.3 3.9 12.7 24.8 34.4c ARM
15.8 13.3 58.1 58.4 8.1 .. .. 52.5d AZE
12.6 12.0 63.3 77.6 18.4 .. .. 25.5d BLR
61.5 59.7 .. .. .. .. .. .. BIH
26.4 31.7 55.3 62.2 25.9 .. .. 20.6c, d BGR
51.7 51.4 49.3 63.7 25.6 .. .. 10.0c, d HRV
34.7 38.5 46.6 62.9 7.4 .. .. 18.2c, d CYP
19.2 18.6 45.0 70.8 24.2 .. .. 21.5d, e CZE
19.4 17.3 54.9 76.0 27.1 .. .. 25.6f EST
34.8 28.7 57.4 55.7 2.0 .. .. 36.4c GEO
28.1 26.1 55.5 63.8 30.1 .. .. 21.6c, d HUN
5.1 3.9 58.1 63.4 11.3 .. .. 36.2 KAZ
18.2 13.8 60.2 53.8 18.3 47.4 62.8 26.7d KGZ
21.7 19.1 58.8 75.3 10.5 .. .. 16.8d LVA
20.4 23.0 60.8 73.6 21.8 .. .. 14.3e LTU
40.5 41.9 47.5 54.8 7.1 .. .. .. MNE
29.9 25.2 54.9 63.5 13.3 .. .. 15.0c POL
13.1 16.1 58.3 73.3 7.9 11.4 20.8 11.6g MDA
24.2 23.5 54.8 62.1 24.6 .. .. 7.8d ROU
14.9 14.1 58.8 72.9 10.7 .. .. 25.8c, e RUS
56.2 44.2 52.3 54.6 11.0 4.3 7.5 11.7c SRB
31.3 34.9 51.8 65.6 23.9 .. .. 22.5d SVK
24.4 21.6 52.3 59.9 28.3 .. .. 4.6d, e, h SVN
12.4 17.7 .. .. .. .. .. 50.9b TJK
51.0 52.9 46.6 43.2 40.8 8.1 15.2 6.3d MKD

23.6 18.7 30.8 31.2 10.8 31.3 29.7 7.1c, d TUR
21.6 19.2 .. .. .. .. .. .. TKM
16.4 18.8 57.8 71.0 18.2 6.4 12.4 22.8c, d UKR
22.0 19.2 .. .. .. .. .. .. UZB

Regiones desarrolladas
.. .. .. .. .. .. .. .. AND

11.3 13.0 49.3 71.7 13.4 .. .. 35.4i AUS
9.5 8.8 46.3 69.0 14.2 .. .. 38.1d AUT
21.8 24.1 47.2 64.9 13.7 .. .. 22.7j BEL
12.3 15.1 53.2 68.4 16.1 .. .. 24.4c CAN
11.8 14.1 50.6 65.6 16.7 .. .. 15f, k DNK
17.5 21.5 50.3 73.8 14.8 .. .. 21.9d, l FIN
25.0 22.7 46.2 70.3 18.4 .. .. 18.6d, g FRA
7.0 8.5 48.5 64.4 14.6 .. .. 19.3e DEU

64.4 53.5 47.2 50.2 9.0 .. .. 23.3e GRC
8.2 14.1 52.3 65.7 11.6 .. .. 23.1e ISL

23.4 29.7 48.5 70.8 14.9 .. .. 27.3f, l, m, n IRL
10.8 10.6 51.3 64.4 9.8 .. .. 33.9d ISR
41.0 38.7 43.0 61.3 18.8 .. .. 20o ITA
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TASA DE PARTICIPACIÓN EN LA POBLACIÓN ACTIVAЖ TASA DE DESEMPLEOΦ

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Mujeres Hombres Mujeres Hombres

1990 2013 1990 2013 2013

(% de las personas de 15 o más años) (% de la población activa total de 
15 o más años)

JPN Japón 50.1 48.8 77.2 70.4 3.7 4.3
LIE Liechtenstein .. .. .. .. .. ..
LUX Luxemburgo 34.2 50.7 68.3 64.6 6.6 5.3
MLT Malta 27.0 37.9 78.5 66.3 6.5 6.5
MCO Mónaco .. .. .. .. .. ..
NLD Países Bajos 43.0 58.5 70.2 70.6 6.2 7.1
NZL Nueva Zelandia 53.6 62.0 74.3 73.8 6.9 5.6
NOR Noruega 55.2 61.2 71.3 68.7 3.3 3.7
PRT Portugal 49.0 54.9 72.3 66.2 16.6 16.4
SMR San Marino .. .. .. .. .. ..
ESP España 33.8 52.5 68.9 65.8 27.3 26.0
SWE Suecia 62.4 60.3 71.2 67.9 7.9 8.2
CHE Suiza 56.0 61.8 80.5 74.9 4.5 4.3
GBR Reino Unido 52.6 55.7 74.7 68.7 7.0 7.9
USA Estados Unidos 56.4 56.3 75.4 68.9 7.1 7.7
Asia Oriental y el Pacífico
BRN Brunei Darussalam 45.2 52.6 82.5 75.3 4.1 3.6
KHM Camboya 76.8 78.8 83.8 86.5 0.3 0.3
CHN China 72.7 63.9 84.8 78.3 3.8 5.2
PRK República Popular 

Democrática de Corea
76.6 72.2 87.9 84.2 4.0 5.1

FJI Fiji 29.1 37.5 83.4 72.0 11.4 6.4
HKG RAE de Hong Kong 47.2 51.3 79.3 67.8 2.8 3.8
IDN Indonesia 50.2 51.4 81.1 84.2 7.3 5.6
KIR Kiribati .. .. .. .. .. ..
LAO RDP Lao 80.0 76.3 82.9 79.1 1.2 1.7
MYS Malasia 43.1 44.4 79.8 75.5 3.4 3.1
MHL Islas Marshall .. .. .. .. .. ..
FSM Micronesia (Estados 

Federados de)
.. .. .. .. .. ..

MNG Mongolia 52.5 56.6 62.6 69.3 4.8 4.9
MMR Myanmar 72.4 75.2 79.2 82.3 3.7 3.1
NRU Nauru .. .. .. .. .. ..
PLW Palau .. .. .. .. .. ..
PNG Papua Nueva Guinea 70.9 70.5 73.9 74.0 2.6 1.7
PHL Filipinas 47.9 51.1 82.8 79.7 6.9 7.2
KOR República de Corea 47.1 50.1 73.4 72.1 2.8 3.3
WSM Samoa 40.0 23.5 76.7 58.4 .. ..
SGP Singapur 50.7 58.8 79.3 77.2 3.0 2.6
SLB Islas Salomón 52.7 53.4 77.1 79.0 4.3 3.5
THA Tailandia 76.0 64.3 87.3 80.7 0.7 0.8
TLS Timor-Leste 41.5 24.6 80.0 50.8 6.1 3.6
TON Tonga 35.9 53.5 75.5 74.6 .. ..
TUV Tuvalu .. .. .. .. .. ..
VUT Vanuatu 78.6 61.5 88.1 80.0 .. ..
VNM Viet Nam 74.2 73.0 84.6 82.2 2.2 1.8

ANEXO 4:  

EL DERECHO AL TRABAJO: OPORTUNIDADES, LIMITACIONES E IGUALDAD
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TASA DE DESEMPLEO 
JUVENIL¥

SEGREGACIÓN OCUPACIONAL (EN DETERMINADOS 
GRUPOS OCUPACIONALES SELECCIONADOS)a

EMPLEO INFORMAL NO 
AGRÍCOLAa

BRECHA 
SALARIAL DE 
GÉNERO NO 
AJUSTADA*, a

Mujeres Hombres
Puestos técnicos, 

profesionales y de 
gestión

Empleadas 
y empleados 

administrativos, de 
servicios y de ventas

Operadoras 
y operadores 
de fábrica y 
maquinaria

Mujeres Hombres

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ2013 2000-2013 2004-2010 2008-2014

(% de la población activa en el 
tramo de edad de 15 a 24 años)

(Porcentaje que representan las mujeres sobre el empleo 
total)

(% del empleo total no 
agrícola) (%)

5.9 7.6 36.0 59.9p 18.9q .. .. 28.6e JPN
.. .. .. .. .. .. .. 17.2d, e, r LIE

18.9 19.5 45.8 57.6 7.9 .. .. 12.9e LUX
12.0 15.8 39.1 55.5 22.3 .. .. 23.9 MLT

.. .. .. .. .. .. .. .. MCO
11.2 10.8 45.4 67.3 9.0 .. .. 42.4d NLD
16.3 15.4 50.5 70.4 16.0 .. .. 30.8c, d, s NZL
7.5 10.7 46.4 68.4 13.5 .. .. 12.1d, e NOR

39.5 36.3 49.4 63.2 33.2 .. .. 17.8c PRT
.. .. .. .. .. .. .. .. SMR

56.7 57.8 46.6 60.9 13.1 .. .. 23.0t ESP
22.6 25.1 50.2 68.4 15.6 .. .. 11.0u SWE
8.8 8.9 44.8 67.3 17.5 .. .. 38.3c, d, r CHE
17.8 22.5 45.8 68.1 11.4 .. .. 36.2d GBR
14.2 17.2 51.4 59.5 .. .. .. 17.4e, r USA

Asia Oriental y el Pacífico
12.8 10.8 41.3 42.4 5.6 .. .. .. BRN
0.8 0.7 32.8 63.3 7.0 .. .. 27.4f KHM
8.1 11.7 43.8 45.0 .. 35.5v 30.0v 22.9w CHN
8.6 11.1 .. .. .. .. .. .. PRK

25.1 15.6 .. .. .. .. .. 14.9x FJI
7.6 10.6 40.2 64.3 3.1 .. .. 30.0r HKG
22.1 21.2 43.7 50.6 14.3 72.9y 72.3y 21.6d IDN

.. .. 49.0 54.6 3.6 .. .. .. KIR
2.6 4.3 .. .. .. .. .. .. LAO
11.8 10.5 39.3 55.6 20.9 .. .. 3.2c, d, e MYS
.. .. .. .. .. .. .. .. MHL
.. .. .. .. .. .. .. .. FSM

9.7 8.8 57.5 66.6 6.5 .. .. 15.1c, z MNG
10.9 8.9 .. .. .. .. .. 12.2f, aa MMR

.. .. .. .. .. .. .. .. NRU

.. .. .. .. .. .. .. .. PLW
5.4 3.9 .. .. .. .. .. .. PNG
18.6 15.4 52.0 54.4 12.2 70.2 69.9 -3.2c, f PHL
8.9 9.5 43.7 52.6 13.3 .. .. 31.9c, ab KOR
.. .. 48.7 50.5 14.8 .. .. 14.1d WSM

11.3 9.4 42.5 64.6 15.8 .. .. 11.1c, d, e, r SGP
10.9 8.9 .. .. .. .. .. .. SLB
3.3 2.9 50.2 61.1 32.2 43.5 41.2 2.5c, d, e THA
18.7 10.1 35.4 36.4 .. .. .. .. TLS

.. .. 39.7 60.7 2.0 .. .. .. TON

.. .. 44.1 63.4 .. .. .. .. TUV

.. .. 40.1 51.9 17.4 .. .. .. VUT
6.2 4.8 50.4 61.5 36.5 61.6 65.4 9.4d, s VNM
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TASA DE PARTICIPACIÓN EN LA POBLACIÓN ACTIVAЖ TASA DE DESEMPLEOΦ

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Mujeres Hombres Mujeres Hombres

1990 2013 1990 2013 2013

(% de las personas de 15 o más años) (% de la población activa total de 
15 o más años)

América Latina y el Caribe
ATG Antigua y Barbuda .. .. .. .. .. ..
ARG Argentina 41.0 47.5 77.7 75.0 9.0 6.5
BHS Bahamas 64.8 69.3 79.4 79.3 14.0 13.2
BRB Barbados 61.4 65.9 77.7 76.6 14.5 10.2
BLZ Belice 36.0 49.2 82.3 82.3 21.0 10.8
BOL Bolivia (Estado Plurinacional de) 50.4 64.2 82.7 80.9 3.2 2.1
BRA Brasil 44.6 59.4 85.4 80.8 7.8 4.5
CHL Chile 32.2 49.2 77.1 74.8 7.0 5.3
COL Colombia 31.6 55.8 77.3 79.7 13.8 8.1
CRI Costa Rica 32.9 46.6 84.0 79.0 10.4 6.0
CUB Cuba 35.0 43.4 72.3 70.0 3.9 2.9
DMA Dominica .. .. .. .. .. ..
DOM República Dominicana 44.1 51.3 84.3 78.6 22.5 9.9
ECU Ecuador 39.3 54.7 84.0 82.7 5.6 3.2
SLV El Salvador 40.6 47.8 83.1 79.0 4.3 7.8
GRD Granada .. .. .. .. .. ..
GTM Guatemala 40.5 49.3 87.9 88.2 4.0 2.0
GUY Guyana 36.2 42.6 83.0 80.5 14.2 9.5
HTI Haití 56.8 60.9 77.4 71.0 8.0 6.1
HND Honduras 33.2 42.8 86.2 82.9 5.7 3.4
JAM Jamaica 66.4 56.1 81.8 70.9 19.5 11.3
MEX México 34.3 45.1 83.9 79.9 5.0 4.9
NIC Nicaragua 35.0 47.4 83.1 80.3 7.5 7.0
PAN Panamá 38.9 49.0 79.3 81.8 5.1 3.4
PRY Paraguay 53.6 55.7 90.9 84.8 6.5 4.3
PER Perú 46.0 68.2 77.6 84.4 4.2 3.6
KNA Saint Kitts y Nevis .. .. .. .. .. ..
LCA Santa Lucía 57.3 62.7 75.9 76.2 .. ..
VCT San Vicente y las 

Granadinas
44.2 55.7 80.8 78.0 .. ..

SUR Suriname 43.5 40.5 71.8 68.8 10.7 6.1
TTO Trinidad y Tabago 38.6 53.0 76.3 75.5 7.5 4.5
URY Uruguay 45.0 55.6 77.5 76.8 8.4 5.1
VEN Venezuela (República 

Bolivariana de)
37.3 51.1 80.8 79.2 8.2 7.0

Oriente Medio y Norte de África
DZA Argelia 9.9 15.2 74.7 72.2 16.8 8.4
BHR Bahrein 27.9 39.2 87.9 86.9 17.7 4.9
EGY Egipto 25.8 23.7 74.6 74.8 29.3 7.4
IRQ Iraq 10.8 14.9 71.6 69.8 24.1 14.3
JOR Jordania 9.2 15.6 65.6 66.6 22.1 10.5
KWT Kuwait 34.7 43.6 78.3 83.1 2.4 3.3
LBN Líbano 16.5 23.3 70.3 70.9 11.0 5.1
LBY Libia 18.0 30.0 73.9 76.4 30.2 15.3
MAR Marruecos 26.2 26.5 80.4 75.8 9.8 9.0
OMN Omán 17.3 29.0 80.9 82.6 15.3 6.7

ANEXO 4:  
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TASA DE DESEMPLEO 
JUVENIL¥

SEGREGACIÓN OCUPACIONAL (EN DETERMINADOS 
GRUPOS OCUPACIONALES SELECCIONADOS)a

EMPLEO INFORMAL NO 
AGRÍCOLAa

BRECHA 
SALARIAL DE 
GÉNERO NO 
AJUSTADA*, a

Mujeres Hombres
Puestos técnicos, 

profesionales y de 
gestión

Empleadas 
y empleados 

administrativos, de 
servicios y de ventas

Operadoras 
y operadores 
de fábrica y 
maquinaria

Mujeres Hombres

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ2013 2000-2013 2004-2010 2008-2014

(% de la población activa en el 
tramo de edad de 15 a 24 años)

(Porcentaje que representan las mujeres sobre el empleo 
total)

(% del empleo total no 
agrícola) (%)

América Latina y el Caribe
.. .. 52.6 70.7 6.3 .. .. .. ATG

24.3 17.2 49.0 50.2 13.6 49.6 49.8 22.2r ARG
31.0 27.0 57.5 68.8 .. .. .. .. BHS
30.4 24.4 53.8 69.4 16.0 .. .. .. BRB
42.2 21.7 46.1 59.8 9.0 .. .. .. BLZ
6.0 4.1 39.0 65.4 0.8 78.5 72.4 25.7c, d, g BOL
17.5 10.7 50.8 61.2 22.4 45.9 39.2 22.1c BRA
19.2 13.9 44.6 63.6 6.7 .. .. 33.2c, r, ac, ad CHL
26.4 16.2 42.2 62.9 .. 62.7 57.0 8.2 COL
24.3 14.5 43.1 53.3 8.9 46.0 42.2 6.2c, d, e CRI
7.6 6.4 38.1 38.1 42.2 .. .. .. CUB
.. .. 52.3 65.8 5.7 .. .. .. DMA

41.8 21.9 51.4 56.4 10.0 51.4 46.7 10.9c, d DOM
13.2 8.1 48.5 55.5 8.1 63.7 58.8 2.8d ECU
10.8 12.8 45.9 62.6 28.5 72.5 60.1 11.5n, ae, af SLV

.. .. .. .. .. .. .. .. GRD
8.0 3.0 49.1 57.7 11.8 .. .. 5.7c, d GTM
32.0 20.1 51.5 50.7 4.5 .. .. 8.9f, n GUY
20.5 14.7 .. .. .. .. .. .. HTI
12.1 5.7 .. .. .. 74.8 73.0 -2.4f HND
45.2 28.3 59.3 67.4 8.3 .. .. .. JAM
10.9 8.6 39.3 55.6 17.6 57.8 50.8 17.4 MEX
13.5 8.8 49.5 63.5 19.4 66.6 64.9 .. NIC
13.6 8.5 51.6 56.9 3.5 46.5 41.8 2.2ag PAN
15.1 9.0 49.8 58.4 3.4 74.4 67.9 17.4c PRY
9.1 8.7 42.8 64.4 3.5 75.7 65.1 30.3ab PER
.. .. .. .. .. .. .. .. KNA
.. .. 54.8 60.8 24.2 .. .. .. LCA
.. .. .. .. .. .. .. .. VCT

31.4 18.7 54.8p 60.9 3.4 .. .. .. SUR
16.5 10.9 52.5 66.9p 7.1 .. .. .. TTO
22.3 15.8 52.5 64.1 14.1 38.3ah 39.3ah 24.8c, f URY
20.1 14.0 58.0 56.7 3.0 47.4 47.5 7.5c VEN

Oriente Medio y Norte de África
38.7 21.0 39.8 16.1 1.1 .. .. -0.1ai DZA
33.0 25.7 26.9 30.8 0.1 .. .. 0.4n, ab BHR
71.1 25.8 23.8 16.1 8.3 23.1 56.3 22.2n, af EGY
59.3 30.0 .. .. .. .. .. 18.2f, n, aj IRQ
55.9 28.0 33.7 11.0 0.2 .. .. 10.9f, ak JOR
12.7 22.8 31.9 32.9 0.3 .. .. .. KWT
24.3 18.8 33.4 36.5 2.6 .. .. 6.0f LBN
77.2 38.5 .. .. .. .. .. .. LBY
16.9 19.0 32.5 15.9 3.2 .. .. 17.0al MAR
32.1 17.9 29.7 9.4 7.9 .. .. 3.1f, ab, am OMN
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TASA DE PARTICIPACIÓN EN LA POBLACIÓN ACTIVAЖ TASA DE DESEMPLEOΦ

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Mujeres Hombres Mujeres Hombres

1990 2013 1990 2013 2013

(% de las personas de 15 o más años) (% de la población activa total de 
15 o más años)

QAT Qatar 41.6 50.8 94.1 95.5 3.4 0.2
SAU Arabia Saudita 14.4 20.2 80.4 78.3 21.3 2.9
PSE Estado de Palestina 10.0 15.4 67.7 66.4 21.3 23.8
SYR República Árabe Siria 18.1 13.5 81.0 72.7 28.4 7.7
TUN Túnez 20.9 25.1 76.3 70.9 15.5 12.4
ARE Emiratos Árabes Unidos 25.0 46.5 91.3 92.0 8.8 2.8
YEM Yemen 16.2 25.4 73.7 72.2 38.8 9.9
Asia Meridional
AFG Afganistán 15.5 15.8 81.4 79.5 12.2 7.1
BGD Bangladesh 61.7 57.4 88.7 84.1 5.0 3.9
BTN Bhután 49.4 66.7 78.1 77.2 2.5 1.9
IND India 34.8 27.0 85.1 79.9 4.0 3.5
IRN Irán (República Islámica del) 9.7 16.6 80.6 73.6 20.1 11.6
MDV Maldivas 20.2 56.2 77.1 77.5 18.3 6.7
NPL Nepal 79.8 79.9 90.4 87.1 2.4 3.0
PAK Pakistán 13.4 24.6 84.6 82.9 9.3 4.0
LKA Sri Lanka 36.4 35.1 78.1 76.3 6.6 3.1
África Subsahariana
AGO Angola 65.8 63.3 76.2 76.9 7.2 6.5
BEN Benin 57.2 67.6 89.4 78.3 1.0 1.1
BWA Botswana 66.8 71.9 80.6 81.6 21.6 15.6
BFA Burkina Faso 76.5 77.1 91.1 90.0 2.2 3.9
BDI Burundi 90.8 83.3 90.4 82.0 7.4 6.4
CPV Cabo Verde 41.8 51.5 85.3 83.7 7.3 6.7
CMR Camerún 55.2 63.8 79.6 76.8 4.4 3.7
CAF República Centroafricana 69.3 72.6 87.1 85.1 8.3 7.0
TCD Chad 64.2 64.0 80.7 79.2 7.5 6.7
COM Comoras 27.2 35.2 80.6 80.1 7.0 6.4
COG Congo 59.6 68.5 73.1 73.0 6.8 6.3
CIV Côte d’Ivoire 43.4 52.4 87.7 81.4 3.6 4.2
COD República Democrática 

del Congo
67.5 70.7 75.1 73.2 8.9 7.2

DJI Djibouti 27.3 36.3 66.5 67.7 .. ..
GNQ Guinea Ecuatorial 80.2 80.7 91.6 92.2 8.1 7.9
ERI Eritrea 75.7 80.0 92.0 89.8 7.5 6.9
ETH Etiopía 72.0 78.2 90.1 89.3 8.8 2.9
GAB Gabón 56.6 56.2 69.2 65.4 25.6 14.4
GMB Gambia 69.6 72.2 85.2 82.9 7.4 6.6
GHA Ghana 69.6 67.3 72.8 71.4 4.8 4.3
GIN Guinea 64.4 65.6 79.0 78.3 1.5 2.0
GNB Guinea Bissau 60.0 68.2 78.1 78.5 7.4 6.8
KEN Kenya 70.2 62.2 80.4 72.4 10.5 8.1
LSO Lesoto 67.2 59.0 83.1 73.5 28.3 21.7
LBR Liberia 56.1 58.2 64.6 64.8 3.8 3.6
MDG Madagascar 83.6 86.6 88.8 90.5 4.6 2.5
MWI Malawi 76.0 84.6 79.6 81.5 8.8 6.3
MLI Malí 37.1 50.8 65.2 81.4 11.3 6.3

ANEXO 4:  
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TASA DE DESEMPLEO 
JUVENIL¥

SEGREGACIÓN OCUPACIONAL (EN DETERMINADOS 
GRUPOS OCUPACIONALES SELECCIONADOS)a

EMPLEO INFORMAL NO 
AGRÍCOLAa

BRECHA 
SALARIAL DE 
GÉNERO NO 
AJUSTADA*, a

Mujeres Hombres
Puestos técnicos, 

profesionales y de 
gestión

Empleadas 
y empleados 

administrativos, de 
servicios y de ventas

Operadoras 
y operadores 
de fábrica y 
maquinaria

Mujeres Hombres

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ2013 2000-2013 2004-2010 2008-2014

(% de la población activa en el 
tramo de edad de 15 a 24 años)

(Porcentaje que representan las mujeres sobre el empleo 
total)

(% del empleo total no 
agrícola) (%)

9.7 0.5 21.8 19.8 0.2 .. .. 15.5d QAT
55.3 21.1 21.7 15.6 .. .. .. 1.6c, d SAU
56.4 34.6 38.2 12.7 5.7 40.0 54.5 15.9c, f, aj PSE
65.9 23.2 36.5 11.1 1.9 .. .. 3.4n, z SYR
29.3 32.0 33.0 25.3 38.3 .. .. .. TUN
17.0 8.1 19.4 36.9 0.7 .. .. 29.9c, an ARE
53.7 20.3 9.9 5.0 1.6 .. .. .. YEM

Asia Meridional
22.8 16.4 .. .. .. .. .. .. AFG
9.5 9.0 12.5 21.7 4.5 .. .. .. BGD
6.8 6.5 30.1 56.3 4.2 .. .. .. BTN
11.3 10.3 .. .. .. 84.7 83.3 32.6c IND
41.7 26.4 32.1 16.2 1.3 .. .. 25.0ao IRN
36.4 18.7 42.4 45.0 4.1 .. .. 29.2 MDV
3.3 5.9 28.4 37.4 6.2 .. .. 40.5c, f, ak NPL
11.9 7.5 9.6 2.5 0.8 78.6 75.8 38.5d, e PAK
24.0 14.1 41.5 35.8 11.5 55.7ap 65.2ap 31.5c, e LKA

África Subsahariana
11.1 10.1 .. .. .. .. .. .. AGO
1.8 1.5 .. .. .. .. .. .. BEN

39.9 28.7 47.2 66.5 10.4 .. .. 2.7d BWA
3.7 6.0 .. .. .. .. .. .. BFA
11.4 9.9 .. .. .. .. .. .. BDI
11.4 10.4 .. .. .. .. .. .. CPV
7.9 7.0 .. .. .. .. .. 39.2r, aq CMR
13.8 11.4 .. .. .. .. .. .. CAF
11.3 10.3 .. .. .. .. .. .. TCD
11.4 10.3 .. .. .. .. .. .. COM
11.2 10.2 .. .. .. .. .. .. COG
5.1 6.1 .. .. .. 82.8 60.5 .. CIV

14.7 13.8 .. .. .. .. .. 37.1f, n COD

.. .. .. .. .. .. .. .. DJI
13.2 12.0 .. .. .. .. .. .. GNQ
11.4 10.3 .. .. .. .. .. .. ERI
12.0 4.4 31.7 65.2 14.6 .. .. 31.5c, ae ETH
40.6 30.6 .. .. .. .. .. .. GAB
11.2 10.2 24.4 57.0 2.0 .. .. .. GMB
10.0 7.4 39.1 74.4 5.8 .. .. 33.3n GHA
0.8 2.0 58.6 59.2 0.0 .. .. .. GIN
11.7 10.9 .. .. .. .. .. .. GNB
17.3 16.8 .. .. .. .. .. .. KEN
41.2 27.6 56.7 56.2 49.0 .. .. .. LSO
5.6 3.4 33.3 64.9 15.4 72.0 46.7 .. LBR
5.7 4.7 40.9 65.8 15.9 .. .. 26.0c, d MDG
14.4 12.5 .. .. .. .. .. 39.2ar MWI
14.4 8.3 .. .. .. .. .. 62.5r, aq MLI
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TASA DE PARTICIPACIÓN EN LA POBLACIÓN ACTIVAЖ TASA DE DESEMPLEOΦ

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Mujeres Hombres Mujeres Hombres

1990 2013 1990 2013 2013

(% de las personas de 15 o más años) (% de la población activa total de 
15 o más años)

MRT Mauritania 18.4 28.7 77.6 79.1 28.0 32.1
MUS Mauricio 37.1 43.6 81.2 74.2 13.5 5.2
MOZ Mozambique 85.3 85.5 80.6 82.8 9.3 7.2
NAM Namibia 48.0 54.7 64.5 63.7 18.7 15.2
NER Níger 24.5 40.0 92.3 89.7 4.5 5.3
NGA Nigeria 39.0 48.2 74.8 63.7 7.4 7.6
RWA Rwanda 88.9 86.4 89.0 85.3 0.4 0.8
STP Santo Tomé y Príncipe 36.4 45.3 76.4 77.8 .. ..
SEN Senegal 62.1 66.0 89.2 88.0 13.2 7.9
SYC Seychelles .. .. .. .. .. ..
SLE Sierra Leona 63.3 65.7 66.1 69.0 2.1 4.3
SOM Somalia 35.0 37.2 78.2 75.5 7.4 6.7
ZAF Sudáfrica 39.4 44.5 68.2 60.5 28.0 22.3
SSD Sudán del Sur .. .. .. .. .. ..
SDN Sudán 27.3 31.3 78.1 76.0 20.4 13.0
SWZ Swazilandia 41.9 43.9 73.7 71.6 25.6 20.5
TGO Togo 66.6 80.6 84.5 81.3 7.2 6.6
UGA Uganda 82.4 75.8 81.9 79.2 4.5 3.2
TZA Tanzanía (Rep. Unida de) 86.9 88.1 91.4 90.2 4.5 2.4
ZMB Zambia 73.6 73.1 86.0 85.6 11.4 14.9
ZWE Zimbabwe 67.1 83.4 79.5 89.8 5.4 5.3

Europa Central y Oriental y Asia 
Central

53.9 50.0 73.6 69.2 8.8 8.8

Regiones desarrolladas 49.3 53.4 72.8 67.6 8.4 8.6
Asia Oriental y el Pacífico 68.6 62.2 83.9 79.2 4.1 4.8
América Latina y el Caribe 40.4 53.8 82.2 79.6 7.7 5.2
Oriente Medio y Norte de África 19.7 21.9 76.3 75.2 22.7 8.1
Asia Meridional 34.7 29.8 85.1 80.3 5.5 4.0
África Subsahariana 58.9 63.6 79.8 76.6 9.4 7.3
Mundo 52.3 50.3 80.6 76.7 7.0 5.9

Fuente:             
Columnas 1 a 8: OIT 2015c. 
Columnas 9, 10, 11 y 14: OIT 2015a (a menos que se especifique otra fuente). 
Columnas 12 y 13: OIT y WIEGO 2013.    

“..” indica que no hay datos disponibles. 
“—” indica que no hay un promedio aplicable o la falta de disponibilidad de datos suficientes para 

obtener un promedio.  
 La brecha salarial de género no ajustada se mide como la diferencia entre los ingresos brutos de 

las mujeres y los hombres, expresada como porcentaje de los ingresos de los hombres. Su objetivo 
es reflejar la diferencia que existe en la posición global de las mujeres y los hombres en el mercado 
laboral, con independencia del número de horas trabajadas, el tipo de actividad desarrollada o el 
tipo de ocupación ejercida. A menos que se indique otra cosa, se refiere a los ingresos mensuales 
de las personas asalariadas que trabajan a tiempo completo o a tiempo parcial. Dado que, por 
lo general, los datos salariales excluyen a las personas que trabajan por cuenta propia, sobre 
todo a los trabajadores familiares auxiliares que, en su mayoría, son mujeres y que, por definición, 
no perciben una compensación directa por su trabajo, es probable que la brecha salarial de 
género aquí expuesta subestime la verdadera diferencia entre las remuneraciones de las mujeres 
y los hombres. En consecuencia, debería analizarse de forma conjunta con otros indicadores del 
mercado laboral, como los expuestos en este cuadro, que se explican en el capítulo 2. Debido a 
los diferentes métodos de recogida de datos sobre los salarios, en este caso también es preciso 
ejercer la cautela a la hora de realizar comparaciones entre países.

Ψ. El código ISO de país hace referencia a la norma de tres letras publicada por la Organización 
Internacional de Normalización y utilizada para la representación de los nombres de los países.  

ж. La tasa de participación en la población activa incluye a las personas que están actualmente 

ocupadas y desempleadas (es decir, aquellas que no trabajan pero están disponibles para hacerlo 
y buscan activamente un empleo). La tasa se expresa como porcentaje de la población en edad 
de trabajar. La población en edad de trabajar se define generalmente como la población de 15 o 
más años (si bien existen algunas variaciones nacionales en cuanto a la edad mínima).

ϕ. La tasa de desempleo indica el porcentaje de personas que, a pesar de estar en situación de 
actividad, no tienen trabajo y lo buscan activamente. 

¥. Indica la proporción de “jóvenes” (definidos a efectos de este indicador como las personas de 15 a 24 
años de edad) que están en situación de actividad pero no tienen un trabajo y lo buscan activamente.   

a. Los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado.
b. CEPE 2015.
c. Hace referencia únicamente al trabajo principal.
d. Incluye la población institucional.
e. Hace referencia al trabajo a tiempo completo.
f. Calculado a partir da datos de OIT 2015b.
g. Equivalentes a tiempo completo.
h. Se refiere a todos los trabajos realizados para el mismo empleador.
i. OCDE 2014a.
j. No se incluye la agricultura ni los servicios no comerciales.
k. Se refiere únicamente al sector privado.
l. Excluida la agricultura.

ANEXO 4:  

EL DERECHO AL TRABAJO: OPORTUNIDADES, LIMITACIONES E IGUALDAD
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TASA DE DESEMPLEO 
JUVENIL¥

SEGREGACIÓN OCUPACIONAL (EN DETERMINADOS 
GRUPOS OCUPACIONALES SELECCIONADOS)a

EMPLEO INFORMAL NO 
AGRÍCOLAa

BRECHA 
SALARIAL DE 
GÉNERO NO 
AJUSTADA*, a

Mujeres Hombres
Puestos técnicos, 

profesionales y de 
gestión

Empleadas 
y empleados 

administrativos, de 
servicios y de ventas

Operadoras 
y operadores 
de fábrica y 
maquinaria

Mujeres Hombres

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ2013 2000-2013 2004-2010 2008-2014

(% de la población activa en el 
tramo de edad de 15 a 24 años)

(Porcentaje que representan las mujeres sobre el empleo 
total)

(% del empleo total no 
agrícola) (%)

38.7 44.5 .. .. .. .. .. .. MRT
32.3 17.0 39.5 47.2 22.6 18.1 14.9 29.7as MUS
14.6 13.9 .. .. .. .. .. .. MOZ
39.1 29.9 53.5 64.3 3.5 47.0 41.1 16.3c NAM
5.7 7.2 .. .. .. .. .. .. NER
13.2 14.0 .. .. .. .. .. .. NGA
0.5 0.9 41.2 44.4 3.0 .. .. .. RWA
.. .. 35.3 57.3 9.2 .. .. .. STP

19.4 11.4 .. .. .. .. .. .. SEN
.. .. 52.8 70.8 12.3 .. .. 21.2 SYC

3.0 6.6 .. .. .. .. .. .. SLE
11.3 10.2 .. .. .. .. .. .. SOM
59.2 48.9 44.4 57.5 13.0 36.8 29.5 20.9 ZAF

.. .. .. .. .. .. .. .. SSD
27.5 22.6 .. .. .. .. .. .. SDN
46.0 39.9 .. .. .. .. .. 14.6 SWZ
11.2 10.2 .. .. .. .. .. .. TGO
7.0 6.1 39.1 57.0 3.4 73.2 67.7 36.7r UGA
7.4 5.5 36.6 47.8 12.9 82.7 72.8 5.8d TZA

22.5 26.6 .. .. .. 76.1 60.9 37.2at ZMB
9.2 9.3 42.3 51.4 6.4 66.1 42.7 .. ZWE

20.0 18.9 55.4 62.1 13.9 — — 21.8

15.8 18.2 47.3 62.5 15.1 — — 22.9
9.8 12.1 .. .. .. — — 20.1
16.9 11.1 47.1 58.8 17.8 — — 18.8
51.1 23.1 27.0 17.1 4.7 — — 13.7
11.6 10.4 16.3 18.2 2.6 — — 33.1
12.8 11.0 .. .. .. — — 29.5au

13.4 12.7 45.2 54.3 14.1 — — 23.5av

m. Incluye las horas extraordinarias y/o las bonificaciones no periódicas.
n. Dato referido a un período anterior al especificado.
o. Eurostat 2015.
p. Incluye las fuerzas armadas.
q. Incluye el personal del sector de la minería y la construcción así como las trabajadoras y 

trabajadores artesanos y afines.
r. Se refiere a la mediana.
s. No se incluyen los territorios de ultramar.
t. Excluidas la agricultura, la administración pública, las actividades de los hogares como 

empleadores y las organizaciones y organismos extraterritoriales.
u. Incluye exclusivamente el sector privado, las personas asalariadas y las trabajadoras y 

trabajadores de producción.
v. Zonas urbanas, solamente seis ciudades.
w. Informe mundial sobre salarios de la OIT 2014/2015.
x. El promedio ponderado se calculó con base en datos de Narsey 2014a.
y. Únicamente Banten y Yogyakarta.
z. Incluiye únicamente a las trabajadoras y trabajadores asalariados y al personal administrativo y de oficina.
aa. Incluye únicamente la industria manufacturera.
ab. Solo del sector privado.
ac. Calculado a partir de datos del Instituto Nacional de Estadísticas de Chile 2014.
ad. No incluye el trabajo doméstico.
ae. Solamente zonas urbanas.

af. Incluye las personas asalariadas y las trabajadoras y trabajadores de producción.
ag. Trabajadoras y trabajadores a tiempo completo.
ah. Incluidas las personas que ejercen una actividad desconocida.
ai. Office National des Statistiques (Argelia) 2014.
aj. Se refiere a los ingresos netos.
ak. Incluye pagos en especie y/u horas extras, bonificaciones no periódicas y prestaciones familiares.
al. Douidich 2011.
am. Únicamente nacionales.
an. No incluye los campos de trabajo.
ao. Said, Petrovich y Aboul-Ezz 2014.
ap. Excluida la provincia del Norte.
aq. Comblon et al. 2014.
ar. National Statistical Office, (Malawi) 2014.
as. Empleadas y empleados, empleadores y personas que trabajan por cuenta propia.
at. National Statistical Office, (Zambia) 2013.
au. Debido a la escasa cobertura existente en el África Subsahariana (16 países sobre un total de 

49, que representan en conjunto un 50% de la población ocupada de la región), este valor debe 
interpretarse con cautela.

av. Este valor representa un promedio ponderado de datos relativos a 119 países, que representan 
conjuntamente un 90% de la población ocupada total a escala mundial. La cobertura regional 
es la que se detalla a continuación: CEECA (93%), regiones desarrollados (100%), EAP (98%), LAC 
(97%), MENA (87%), SA (88%) y SSA (50%).
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Europa Central y Oriental y Asia Central
ALB Albania .. .. No 60.8 100.0 .. 8.2
ARM Armenia .. .. Sí .. .. 123j 7.0

AZE Azerbaiyán .. .. No 79.0 82.6 261j 7.3
BLR Belarús 57.4 29.1 No .. .. 255j 11.8
BIH Bosnia y Herzegovina .. .. No .. .. .. 10.5
BGR Bulgaria 51.6 57.2 No 95.5 99.4 372k 12.9
HRV Croacia 46.8 54.9 No 44.2 85.1 .. 14.8
CYP Chipre 57.1 59.0 .. 57.2 100.0 1,157j 19.5
CZE República Checa .. .. Sí 100.0 100.0 .. 14.1
EST Estonia .. .. Sí 97.5 98.5 654j 14.7
GEO Georgia .. .. No .. .. 264l 6.6
HUN Hungría 71.1 70.9 Sí 87.6 97.7 406k 17.7
KAZ Kazajstán .. .. No .. .. 173j 4.1
KGZ Kirguistán .. .. No 100.0 100.0 103j 5.8  
LVA Letonia .. .. Sí 100.0 100.0 282j 12.3
LTU Lituania .. .. Sí 100.0 100.0 125j 12.2
MNE Montenegro .. .. No .. .. .. 13.8
POL Polonia .. .. No 94.9 100.0 .. 15.9
MDA República de Moldova 33.7 33.5 No 77.0 63.7 30j 13.1
ROU Rumania .. .. No 88.0 100.0 .. 13.2
RUS Federación de Rusia .. .. No 100.0 100.0 .. 12.0
SRB Serbia .. .. No 44.8 48.4 .. 17.7
SVK República Eslovaca .. .. Sí 100.0 100.0 .. 11.4
SVN Eslovenia 55.4 67.9 Sí 85.9 100.0 761k 17.4
TJK Tayikistán .. .. No 72.1 95.6 46j 5.0
MKD Ex Rep. Yug. de 

Macedonia
.. .. No .. .. .. 13.5

TUR Turquía 11.7 44.1 No .. .. 226k 7.2
TKM Turkmenistán .. .. .. .. .. 134j ..
UKR Ucrania .. .. Sí .. .. 428k 13.6
UZB Uzbekistán .. .. No .. .. 270j 8.4
Regiones desarrolladas
AND Andorra .. .. .. .. .. .. ..
AUS Australia 64.6 74.5 Sí 87.6 77.5 2,537k 10.6
AUT Austria .. .. Sí 93.7 77.5 .. 20.4
BEL Bélgica .. .. Sí 67.8 100.0 2,940k 21.1
CAN Canadá 66.8 69.9 Sí .. .. 1,150m 10.7
DNK Dinamarca .. .. Sí 100.0 100.0 1,758k 23.0
FIN Finlandia .. .. Sí 100.0 100.0 1,585j 22.0
FRA Francia .. .. Sí 100.0 100.0 2,294k 23.8
DEU Alemania 58.7 61.1 Sí 100.0 100.0 1,029k 19.1
GRC Grecia 55.8 72.7 Sí 54.6 100.0 1,284k 18.9
ISL Islandia .. .. Sí 100.0 100.0 484k 10.9
IRL Irlanda .. .. Sí 66.3 100.0 2,177k 17.3
ISR Israel .. .. No .. .. 1,058k 11.7

ANEXO 5:  

DERECHO A SEGURIDAD SOCIAL

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   288 6/12/15   2:23 PM



289

SERVICIOS DE SALUD

Gasto público en salud como 
porcentaje del PIBf

Gasto público en salud per 
cápita (PPA)g

Gasto en salud en concepto de 
copagoh Número de médicosd, i Número de enfermeras/

os y parterasd, p

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ

2012 2000-2013

(% del PIB) (en dólares EE.UU. PPA, a 
precios constantes de 2005) (% del gasto total en salud) (por cada 1000 personas)

Europa Central y Oriental y Asia Central
2.8 541 52.2 1.1 4.0 ALB
1.9 299 54.6 2.7 4.9 ARM

1.2 572 69.0 3.4 6.7 AZE
3.9 790 19.5 3.8 10.5 BLR
7.0 928 27.8 1.7 5.2 BIH
4.2 1,177 42.3 3.8 4.7 BGR
5.6 1,410 13.9 3.0 5.3 HRV
3.2 2,266 49.5 2.3 4.5 CYP
6.5 2,046 14.2 3.6 8.4 CZE
4.7 1,385 18.4 3.3 6.5 EST
1.7 561 64.7 4.2 0.2 GEO
5.0 1,729 27.1 3.0 6.4 HUN
2.4 608 41.7 3.6 8.2 KAZ
4.3 175 34.8 2.0 6.1 KGZ
3.4 1,188 37.4 2.9 4.7 LVA
4.7 1,426 28.5 4.1 7.2 LTU
4.5 1,019 36.7 2.0 5.2 MNE
4.7 1,489 22.8 2.2 5.8 POL
5.3 490 45.3 2.9 6.5 MDA
4.0 873 21.8 2.4 5.5 ROU
3.8 1,474 34.3 4.3 8.5 RUS
6.4 1,250 37.1 2.1 4.5 SRB
5.5 1,977 22.8 3.0 0.3 SVK
6.4 2,420 11.9 2.5 8.5 SVN
1.7 129 60.1 1.9 4.5 TJK
4.6 835 35.9 2.6 0.6 MKD

4.7 1,144 16.8 1.7 2.4 TUR
1.3 209 36.8 2.4 4.4 TKM
4.1 562 42.4 3.5 7.6 UKR
3.1 221 44.1 2.4 12.0 UZB

Regiones desarrolladas
6.4 3,499 17.5 3.9 4.6 AND
6.1 4,068 18.5 3.3 10.6 AUS
8.7 5,065 15.2 4.8 7.9 AUT
8.2 4,320 19.7 3.0 15.8 BEL
7.7 4,676 15.0 2.1 9.3 CAN
9.6 4,720 12.6 3.4 16.1 DNK
6.9 3,545 18.6 2.9 10.8 FIN
9.0 4,260 7.4 3.2 9.3 FRA
8.6 4,617 12.1 3.8 11.5 DEU
6.3 2,346 29.7 6.2 0.2 GRC
7.3 3,436 17.9 3.5 15.6 ISL
5.2 3,529 15.0 2.7 15.7 IRL
4.6 2,239 25.0 3.3 4.9 ISR
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ITA Italia .. .. Sí 69.2 100.0 1,417k 20.2
JPN Japón .. .. Sí .. .. .. 16.8
LIE Liechtenstein .. .. .. .. .. .. ..
LUX Luxemburgo 100.0 100.0 .. 56.4 100.0 .. 16.5
MLT Malta .. .. .. 32.0 97.5 1,838k 14.3
MCO Mónaco .. .. .. .. .. .. ..
NLD Países Bajos 100.0 100.0 Sí 100.0 100.0 3,138l 15.7
NZL Nueva Zelandia .. .. Sí 96.5 99.8 2,378l 12.8
NOR Noruega .. .. Sí 100.0 100.0 1,481k 15.8
PRT Portugal .. .. Sí 100.0 100.0 777k 18.5
SMR San Marino .. .. .. .. .. .. 15.3
ESP España 59.4 72.4 Sí 46.6 97.4 1,297k 19.2
SWE Suecia .. .. Sí 100.0 100.0 2,248j 21.3
CHE Suiza .. .. No 100.0 100.0 1,888j 13.8
GBR Reino Unido .. .. Sín 99.2 100.0 2,289k 16.4
USA Estados Unidos 76.0 81.1 Sí 90.8 94.8 1,896k 11.3
Asia Oriental y el Pacífico
BRN Brunei Darussalam .. .. .. .. .. 729l 0.7
KHM Camboya 0.0 0.0 Sí .. .. .. 0.8
CHN China .. .. No .. .. 34 5.6
PRK República Popular 

Democrática de Corea
.. .. .. .. .. .. ..

FJI Fiji .. .. Sí .. .. 46j ..
HKG RAE de Hong Kong .. .. Sí .. .. 515k 2.3
IDN Indonesia .. .. Sí .. .. 107k 1.6
KIR Kiribati .. .. .. .. .. 510l 1.6
LAO RDP Lao .. .. No .. .. .. 0.5
MYS Malasia 23.6 32.4 Sí .. .. 414k 1.0
MHL Islas Marshall .. .. .. .. .. .. 9.6
FSM Micronesia (Estados 

Federados de)
.. .. .. .. .. .. ..

MNG Mongolia .. .. No 100.0 100.0 87k 5.8
MMR Myanmar .. .. .. .. .. .. 0.7
NRU Nauru .. .. .. .. .. .. 1.2
PLW Palau .. .. .. .. .. .. 7.0
PNG Papua Nueva Guinea .. .. Sí .. .. 42l,o 1.1
PHL Filipinas .. .. Sí .. .. 51k 1.0
KOR República de Corea .. .. Sí .. .. 300k 5.1
WSM Samoa .. .. .. .. .. 255l 1.1
SGP Singapur 0.0 0.0 Sí .. .. .. 1.6
SLB Islas Salomón 26.1 66.5 .. .. .. .. 1.3
THA Tailandia .. .. Sí 84.6 77.9 88j 5.0
TLS Timor-Leste 0.0 0.0 .. 100.0 100.0 287l 2.6
TON Tonga .. .. .. .. .. .. 1.1
TUV Tuvalu .. .. .. .. .. .. 4.7
VUT Vanuatu 17.5 16.4 .. .. .. .. 0.8
VNM Viet Nam 16.8 17.7 No .. .. 56k 3.7
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Gasto público en salud como 
porcentaje del PIBf

Gasto público en salud per 
cápita (PPA)g
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copagoh Número de médicosd, i Número de enfermeras/

os y parterasd, p

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ

2012 2000-2013

(% del PIB) (en dólares EE.UU. PPA, a 
precios constantes de 2005) (% del gasto total en salud) (por cada 1000 personas)

7.2 3,040 20.2 4.1 0.3 ITA
8.3 3,578 14.1 2.3 11.5 JPN
.. .. .. .. .. LIE

5.8 6,341 11.2 2.8 12.5 LUX
6.0 2,548 32.3 3.5 7.1 MLT
3.9 6,026 7.0 7.2 17.2 MCO
9.9 5,385 5.6 2.9 8.4 NLD
8.5 3,292 10.9 2.7 10.9 NZL
7.7 5,970 13.4 3.7 13.4 NOR
5.9 2,400 31.7 3.9 5.3 PRT
5.7 3,736 12.3 5.1 8.9 SMR
7.1 3,145 20.3 3.7 5.1 ESP
7.9 4,158 16.1 3.8 11.9 SWE
7.0 6,062 28.1 3.9 17.4 CHE
7.8 3,495 9.9 2.8 8.8 GBR
8.3 8,895 11.1 2.5 9.8 USA

Asia Oriental y el Pacífico
2.1 1,218 8.1 1.5 7.7 BRN
1.3 135 61.7 0.2 0.9 KHM
3.0 480 34.3 1.9 1.9 CHN
.. .. .. 3.3 4.1 PRK

2.6 197 22.5 0.4 2.2 FJI
.. .. .. .. .. HKG

1.2 150 45.4 0.2 1.4 IDN
8.9 264 0.1 0.4 3.7 KIR
1.5 84 38.2 0.2 0.9 LAO
2.2 676 35.6 1.2 3.3 MYS
12.9 418 13.1 0.4 1.7 MHL
11.5 489 9.5 0.2 3.3 FSM

4.0 345 34.6 2.8 3.5 MNG
0.4 25 71.3 0.6 1.0 MMR
.. .. 7.5 .. .. NRU

7.3 1,680 10.6 1.4 5.7 PLW
4.3 151 9.5 0.1 0.5 PNG
1.7 203 52.0 1.2 6.0 PHL
4.1 2,321 36.1 2.1 5.0 KOR
6.0 308 7.3 0.5 1.9 WSM
1.7 2,881 58.6 1.9 6.4 SGP
7.7 252 2.2 0.2 2.1 SLB
3.0 385 13.1 0.4 2.1 THA
3.2 80 4.0 0.1 1.1 TLS
4.5 270 10.9 0.6 3.9 TON
15.4 433 0.1 1.1 5.8 TUV
3.1 167 7.6 0.1 1.7 VUT
2.8 233 48.8 1.2 1.1 VNM
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América Latina y el Caribe
ATG Antigua y Barbuda .. .. .. .. .. 323k 3.1
ARG Argentina 25.8 45.7 No 93.3 86.8 1,439k 12.8
BHS Bahamas .. .. .. .. .. 876k 2.8
BRB Barbados .. .. .. .. .. 1,289k 7.1
BLZ Belice 30.6 58.0 .. .. .. 248k 2.0
BOL Bolivia (Estado 

Plurinacional de)
15.8 28.6 No 100.0 100.0 180l 8.5

BRA Brasil 26.2 36.8 No 83.0 90.6 870k 15.5
CHL Chile 32.0 48.8 No 73.4 76.4 515k 6.8
COL Colombia 22.5 25.7 No 18.4 28.3 115k,o 8.6
CRI Costa Rica 27.2 53.4 No 48.8 65.4 444k 8.9
CUB Cuba .. .. .. .. .. .. 13.1
DMA Dominica 56.1 49.9 .. .. .. .. 3.8
DOM República Dominicana 17.5 22.5 Sí 6.2 16.5 .. 3.1
ECU Ecuador 11.5 18.1 Sí 50.8 55.5 158k 2.3
SLV El Salvador 16.3 24.0 No 10.3 31.6 251k,o 4.0
GRD Granada .. .. .. .. .. .. 1.6
GTM Guatemala 10.5 18.3 Sí 10.3 18.2 208k 3.1
GUY Guyana 0.0 0.0 .. 100.0 100.0 358l 3.7
HTI Haití .. .. Sí .. .. .. 1.1
HND Honduras 9.6 12.8 No 5.8 13.8 .. 0.9
JAM Jamaica .. .. No .. .. 39k 1.6
MEX México 18.3 32.1 Sí 17.2 34.6 160j 5.0
NIC Nicaragua 12.4 16.6 Sí 16.2 42.3 .. 2.9
PAN Panamá 35.3 57.5 No 28.9 49.4 195j 4.4
PRY Paraguay 11.1 15.9 Sí 20.0 24.9 445k 4.1
PER Perú 17.6 32.4 Sí 26.1 41.4 197k 5.3
KNA Saint Kitts y Nevis 79.3 76.6 .. 39.7 51.6 .. 3.0
LCA Santa Lucía 42.3 44.1 .. 8.3 10.3 .. 1.7
VCT San Vicente y las 

Granadinas
.. .. .. .. .. 279k 4.4

SUR Suriname .. .. .. .. .. 557l ..
TTO Trinidad y Tabago .. .. .. .. .. 1,234k 5.6
URY Uruguay 58.1 72.7 Sí 77.7 74.6 953k 13.1
VEN Venezuela (República 

Bolivariana de)
20.8 27.4 No 50.2 70.0 548k 5.3

Oriente Medio y Norte de África
DZA Argelia .. .. No .. .. 162k 5.4
BHR Bahrein 7.3 12.4 .. .. .. .. 1.6
EGY Egipto 12.7 45.1 Sí 8.0 61.7 .. 11.7
IRQ Iraq .. .. .. .. .. .. 5.3
JOR Jordania 11.5 33.0 No 11.8 82.3 .. 8.8
KWT Kuwait .. .. .. .. .. .. 9.2
LBN Líbano .. .. Sí .. .. .. 0.4
LBY Libia 3.5 18.5 .. .. .. .. 4.4
MAR Marruecos .. .. Sí .. .. .. 4.5
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Gasto público en salud como 
porcentaje del PIBf

Gasto público en salud per 
cápita (PPA)g

Gasto en salud en concepto de 
copagoh Número de médicosd, i Número de enfermeras/

os y parterasd, p

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ

2012 2000-2013

(% del PIB) (en dólares EE.UU. PPA, a 
precios constantes de 2005) (% del gasto total en salud) (por cada 1000 personas)

América Latina y el Caribe
3.9 1,029 22.2 .. .. ATG
5.9 1,551 20.1 3.2 0.5 ARG
3.5 2,377 29.1 2.8 4.1 BHS
4.1 1,307 34.4 1.8 4.9 BRB
3.8 458 24.5 0.8 2.0 BLZ
4.1 305 23.2 0.5 1.0 BOL

4.3 1,109 31.0 1.9 7.6 BRA
3.5 1,606 32.2 1.0 0.1 CHL
5.2 723 14.8 1.5 0.6 COL
7.6 1,311 23.1 1.1 0.8 CRI
8.1 405 5.8 6.7 9.1 CUB
4.2 740 23.8 1.6 5.6 DMA
2.8 553 38.7 1.5 1.3 DOM
2.9 652 51.4 1.7 2.0 ECU
4.2 475 32.4 1.6 0.4 SLV
3.0 691 52.2 0.7 3.8 GRD
2.4 346 53.3 0.9 0.9 GTM
4.3 223 31.3 0.2 0.5 GUY
1.5 84 3.5 .. .. HTI
4.3 354 45.6 0.4 1.1 HND
3.3 461 28.9 0.4 1.1 JAM
3.2 1,062 44.1 2.1 2.5 MEX
4.5 335 39.1 0.4 1.1 NIC
5.2 1,260 24.8 1.6 2.4 PAN
4.3 633 53.3 1.1 1.8 PRY
3.0 555 35.7 1.1 1.5 PER
2.3 1,065 55.2 1.2 7.0 KNA
4.7 945 44.3 0.5 2.2 LCA
4.3 573 17.9 .. .. VCT

3.4 521 10.1 0.9 5.9 SUR
2.7 1,450 42.0 1.2 3.6 TTO
6.1 1,427 16.5 3.7 5.5 URY
1.6 628 63.7 1.9 1.1 VEN

Oriente Medio y Norte de África
4.4 439 15.0 1.2 1.9 DZA
2.8 971 16.5 0.9 2.4 BHR
2.0 323 59.6 2.8 3.5 EGY
1.9 149 46.4 0.6 1.4 IRQ
6.2 483 28.5 2.6 4.0 JOR
2.1 1,377 15.8 1.8 4.6 KWT
2.9 1,016 44.8 3.2 2.7 LBN
3.0 439 22.7 1.9 6.8 LBY
2.1 340 58.8 0.6 0.9 MAR
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OMN Omán 4.4 11.3 No .. .. .. 2.3
QAT Qatar .. .. .. .. .. .. 0.2
SAU Arabia Saudita 2.1 43.8 No .. .. .. 1.1
PSE Estado de Palestina .. .. .. .. .. .. ..
SYR República Árabe Siria .. .. Sí .. .. .. 0.4
TUN Túnez .. .. Sí .. .. .. 8.9
ARE Emiratos Árabes Unidos .. .. No .. .. .. 2.2
YEM Yemen 0.5 4.8 No .. .. .. 4.4
Asia Meridional
AFG Afganistán .. .. .. .. .. .. 2.0
BGD Bangladesh 0.0 0.0 Sí .. .. 22k 1.6
BTN Bhután 6.1 12.1 .. .. .. .. 2.2
IND India .. .. Sí .. .. 22k 1.4
IRN Irán (República Islámica del) .. .. No .. .. .. 10.7
MDV Maldivas .. .. .. .. .. 431j 5.9
NPL Nepal 1.0 4.1 .. .. .. 36j 0.7
PAK Pakistán .. .. No .. .. .. 1.3
LKA Sri Lanka .. .. No .. .. .. 1.7
África Subsahariana
AGO Angola .. .. No .. .. .. 4.6
BEN Benin .. .. Sí .. .. .. 2.0
BWA Botswana .. .. Sí 100.0 100.0 148l 3.0
BFA Burkina Faso 1.7 4.9 Sí 0.5 7.1 .. 1.8
BDI Burundi 1.0 8.2 Sí 2.0 6.8 .. 2.1
CPV Cabo Verde 17.7 23.6 .. 52.8 59.8 178l 4.5
CMR Camerún 1.7 8.7 Sí 5.9 20.2 .. 0.8
CAF República 

Centroafricana
.. .. .. .. .. .. 0.6

TCD Chad .. .. Sí .. .. .. 0.3
COM Comoras .. .. .. .. .. .. ..
COG Congo 4.2 9.5 Sí 4.7 42.4 .. 1.4
CIV Côte d’Ivoire .. .. Sí .. .. .. 1.1
COD República Democrática 

del Congo
.. .. No .. .. .. 0.7

DJI Djibouti .. .. .. .. .. .. 2.0
GNQ Guinea Ecuatorial .. .. .. .. .. .. 0.4
ERI Eritrea .. .. .. .. .. .. 0.4
ETH Etiopía .. .. Sí .. .. .. 0.6
GAB Gabón 23.6 89.1 Sí .. .. .. ..
GMB Gambia .. .. .. .. .. .. 0.5
GHA Ghana 3.9 9.4 Sí .. .. .. 2.4
GIN Guinea .. .. Sí .. .. .. 0.5
GNB Guinea Bissau .. .. .. .. .. .. 3.1
KEN Kenya .. .. Sí .. .. 115k 0.9
LSO Lesoto .. .. Sí 100.0 100.0 243j 0.2
LBR Liberia .. .. Sí .. .. .. 9.9
MDG Madagascar .. .. No .. .. .. 0.3

ANEXO 5:  

DERECHO A SEGURIDAD SOCIAL
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SERVICIOS DE SALUD

Gasto público en salud como 
porcentaje del PIBf

Gasto público en salud per 
cápita (PPA)g

Gasto en salud en concepto de 
copagoh Número de médicosd, i Número de enfermeras/

os y parterasd, p

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ

2012 2000-2013

(% del PIB) (en dólares EE.UU. PPA, a 
precios constantes de 2005) (% del gasto total en salud) (por cada 1000 personas)

2.1 810 12.0 2.2 5.0 OMN
1.8 1,805 8.5 7.7 11.9 QAT
2.1 1,004 18.7 0.9 2.1 SAU
.. .. .. .. .. PSE

1.6 196 53.9 1.5 1.9 SYR
4.2 686 35.5 1.2 3.3 TUN
1.9 1,355 20.4 1.9 4.1 ARE
1.5 118 71.7 0.2 0.7 YEM

Asia Meridional
1.8 47 74.4 0.2 0.1 AFG
1.2 68 63.4 0.4 0.2 BGD
3.2 253 15.3 0.3 1.0 BTN
1.3 157 57.6 0.7 1.7 IND
2.7 1,562 52.5 0.9 1.4 IRN
3.9 771 48.3 1.4 5.0 MDV
2.2 80 49.2 0.2 0.5 NPL
1.0 91 61.9 0.8 0.6 PAK
1.3 189 49.9 0.7 1.6 LKA

África Subsahariana
2.2 212 26.7 0.2 1.7 AGO
2.3 70 44.3 0.1 0.8 BEN
3.0 872 5.5 0.3 2.8 BWA
3.4 90 36.4 0.0 0.6 BFA
4.8 45 28.3 0.0 0.2 BDI
3.0 166 21.2 0.3 0.5 CPV
1.7 120 62.7 0.1 0.4 CMR
1.9 32 45.6 0.0 0.3 CAF

0.9 42 66.4 0.0 0.2 TCD
2.5 56 44.1 0.1 0.7 COM
2.3 140 25.1 0.1 0.8 COG
1.9 144 55.8 0.1 0.5 CIV
2.9 24 32.5 0.1 0.5 COD

5.3 231 40.0 0.2 0.8 DJI
2.6 1,432 43.5 0.3 0.5 GNQ
1.2 17 52.5 0.1 0.6 ERI
1.9 44 41.2 0.0 0.2 ETH
1.8 558 41.4 0.3 5.0 GAB
3.3 98 16.3 0.0 0.6 GMB
3.0 106 28.7 0.1 0.9 GHA
1.8 67 66.6 0.1 0.0 GIN
1.3 66 43.2 0.0 0.6 GNB
1.8 84 47.6 0.2 0.8 KEN
9.1 227 14.8 0.0 0.6 LSO
4.6 102 21.2 0.0 0.3 LBR
2.5 40 31.5 0.2 0.3 MDG
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TRANSFERENCIAS SOCIALES

CÓDIGO 
ISO DE 
PAÍSΨ

PAÍSES Y  
REGIONES

Contribución 
activa de las 

mujeres a 
un plan de 
pensionesa

Contribución 
activa de los 
hombres a 
un plan de 
pensionesa

Igualdad de 
género al 

alcanzar la edad 
legalmente 

establecida para 
la percepción de 

una pensiónb

Mujeres 
perceptoras 

de una 
pensión de 

vejezc, d

Hombres 
perceptores 

de una 
pensión de 

vejezc, d

Monto de la 
pensión socialж, d

Gasto público 
en seguridad 
social como 

porcentaje del 
PIBd, e

2003-2012 2014 2001-2013 2006-2014 2005-2013

(% de las personas con edades 
comprendidas entre 15 y 64 años)

(% de personas que han superado la 
edad legalmente establecida para 

la percepción de una pensión)

(% del umbral de 
pobreza, 1,25 dólares 

EE.UU. por día)
(% del PIB) 

MWI Malawi 0.0 0.0 Sí .. .. .. 1.4
MLI Malí .. .. Sí 3.7 8.5 .. 2.1
MRT Mauritania .. .. No .. .. .. 0.8
MUS Mauricio .. .. Sí 100.0 100.0 532l 6.7
MOZ Mozambique .. .. No 15.9 20.0 40k 2.0
NAM Namibia .. .. Sí .. .. 225l 4.6
NER Níger 0.7 1.9 Sí .. .. .. 0.5
NGA Nigeria 3.1 7.6 Sí .. .. 270k,o 1.1

RWA Rwanda 2.0 5.7 Sí .. .. .. 1.6
STP Santo Tomé y Príncipe .. .. .. .. .. .. 0.7
SEN Senegal .. .. Sí .. .. .. 2.1
SYC Seychelles .. .. .. 100.0 100.0 1,015l 4.4
SLE Sierra Leona .. .. Sí .. .. .. 0.6
SOM Somalia .. .. .. .. .. .. ..
ZAF Sudáfrica .. .. .. .. .. 652k 5.1
SSD Sudán del Sur .. .. .. .. .. .. ..
SDN Sudán .. .. Sí .. .. .. 0.3
SWZ Swazilandia .. .. .. .. .. 95j 1.8
TGO Togo .. .. Sí .. .. .. 2.3
UGA Uganda 4.2 3.4 Sí .. .. 56l,o 1.2
TZA Tanzanía (Rep. Unida 

de)
1.9 4.2 Sí .. .. .. 2.3

ZMB Zambia 5.5 12.1 Sí .. .. 37l,o 1.8
ZWE Zimbabwe .. .. Sí .. .. .. 1.3

Europa Central y Oriental y Asia 
Central

— — — — — — 11.8

Regiones desarrolladas — — — — — — 15.3
Asia Oriental y el Pacífico — — — — — — 4.8
América Latina y el Caribe — — — — — — 9.5
Oriente Medio y Norte de África — — — — — — 3.7
Asia Meridional — — — — — — 2.7
África Subsahariana — — — — — — 2.8
Mundo — — — — — — 12.3

ANEXO 5:  

DERECHO A SEGURIDAD SOCIAL

Notas:
“..”	 indica que no hay datos disponibles. 
“—” indica que no hay un promedio aplicable o la falta de disponibilidad de datos suficientes 

para obtener un promedio.  
Ψ.	 El código ISO de país hace referencia a la norma de tres letras publicada por la Organización 

Internacional de Normalización y utilizada para la representación de los nombres de los países. 
ж.	 Este indicador refleja el monto que supone la transferencia con respecto al umbral de 

pobreza extrema, establecido en 1,25 dólares por día. Se calcula tomando el importe de 
la transferencia en dólares EE.UU. (en términos PPA) y dividiéndolo por 38,02, que es el 
equivalente mensual del umbral de pobreza diario. Muchos países tienen un porcentaje 
muy superior al 100%. No obstante, esto no significa necesariamente que la pensión sea 
suficiente para proporcionar un nivel de vida adecuado en el país en cuestión.  

a.	 Los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado. Los datos se 
refieren a las mujeres y los hombres con edades comprendidas entre los 20 y los 59 años, a 
menos que se especifique otra cosa.

b.	 Basado en la edad a la que pueden jubilarse las mujeres y los hombres y recibir prestaciones, 
sean parciales o totales.

c.	 Porcentaje de las mujeres y hombres mayores (entendiendo por tales aquellos que superan la 
edad legalmente establecida para el cobro de una pensión) que reciben una pensión de vejez.

d.	 Los datos son los más recientes disponibles durante el período especificado. 
e.	 El gasto público total anual en protección social es la suma del gasto (incluido el gasto en 

prestaciones y los gastos de administración) de todos los programas o planes públicos de protección 
o seguridad social existentes en el país. El ámbito de aplicación de los indicadores corresponde 

Fuente:
Columnas 1, 2, 4, 5 y 7: OIT 2014e.
Columna 3: Banco Mundial 2015c.
Columna 6: HelpAge International 2014c.
Columnas 8 a 12: Banco Mundial 2015d.
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SERVICIOS DE SALUD

Gasto público en salud como 
porcentaje del PIBf

Gasto público en salud per 
cápita (PPA)g

Gasto en salud en concepto de 
copagoh Número de médicosd, i Número de enfermeras/

os y parterasd, p

CÓDIGO 
ISO DE 

PAÍSΨ

2012 2000-2013

(% del PIB) (en dólares EE.UU. PPA, a 
precios constantes de 2005) (% del gasto total en salud) (por cada 1000 personas)

7.0 83 12.6 0.0 0.3 MWI
2.3 74 60.7 0.1 0.4 MLI
4.1 122 34.1 0.1 0.7 MRT
2.4 784 46.8 1.1 3.7 MUS
2.8 66 5.0 0.0 0.4 MOZ
5.1 619 6.9 0.4 2.8 NAM
2.8 44 53.1 0.0 0.1 NER
1.9 161 65.9 0.4 1.6 NGA

6.1 144 21.1 0.1 0.7 RWA
2.5 144 51.6 0.5 1.9 STP
2.8 96 34.1 0.1 0.4 SEN
4.3 1,197 2.4 1.5 7.9 SYC
2.5 205 76.2 0.0 0.2 SLE
.. .. .. 0.0 0.1 SOM

4.2 982 7.2 0.8 4.9 ZAF
1.0 33 56.7 .. .. SSD
1.7 159 73.7 0.3 0.8 SDN
6.3 447 10.9 0.2 1.6 SWZ
4.4 75 41.1 0.1 0.3 TGO
1.9 108 49.3 0.1 1.3 UGA
2.8 109 31.8 0.0 0.2 TZA

4.2 112 23.9 0.1 0.8 ZMB
.. .. .. 0.1 1.3 ZWE

4.4 1,105 30.2 3.1 6.7

8.1 5,575 15.5 3.0 9.2
3.0 449 29.7 1.5 2.1
3.9 964 32.1 1.9 3.8
2.4 447 23.9 1.6 2.5
1.5 202 49.4 0.7 1.4
3.0 159 28.1 0.2 1.0
6.5 1,121 22.2 1.5 3.2

al definido en el Convenio sobre la seguridad social (norma mínima) de 1952 (núm. 102), que 
establece nueve tipos de prestaciones: cuidados médicos, prestación por enfermedad, prestación 
por desempleo, prestación de vejez, prestación por accidente laboral, prestación familiar, prestación 
por maternidad, prestación por invalidez y prestación por supervivencia, además de otras ayudas 
económicas y programas de asistencia, incluidas las transferencias monetarias condicionadas, que 
están disponibles para las personas pobres y no se incluyen en las categorías anteriores.

f. El gasto público en salud consta del gasto corriente y de capital financiado a través del 
presupuesto del gobierno (central y local), los préstamos y subvenciones externos (incluidas las 
donaciones de organismos internacionales y organizaciones no gubernamentales) y los fondos 
sociales (u obligatorios) del seguro de salud.

g. El gasto total en salud es la suma del gasto público y privado en salud, expresado como ratio de la 
población total. Abarca la prestación de servicios de salud (preventivos y curativos), las actividades 
de planificación familiar, las actividades de nutrición y la asistencia de emergencia sanitaria. No 
incluye el suministro de agua y saneamiento. Los datos están expresados en dólares internacionales, 
convertidos utilizando los índices de paridad de poder adquisitivo (PPA) vigentes en 2005.

h. El gasto en concepto de copago o gasto del propio bolsillo es cualquier desembolso efectuado 
por los hogares, incluidas las propinas y los pagos en especie, en favor de los profesionales de 
la salud y los proveedores de aparatos farmacéuticos, terapéuticos y otros bienes y servicios 
cuya intención primordial sea contribuir a la recuperación o mejora del estado de salud de las 
personas o grupos de la población. Este gasto forma parte del gasto privado en salud.

i. Los médicos incluyen los generalistas y los especialistas.
p. Las enfermeras y enfermeros y las parteras incluyen a las enfermeras/os y parteras profesionales, 

auxiliares de enfermería, parteras auxiliares, enfermeras/os y parteras que se encuentran cursando 
sus estudios y otro personal afín, como las enfermeras/os dentales y de atención primaria.

j. Dependiente de las pensiones.
k. Dependiente de los recursos.
l. Universal.
m. Universal, con sistemas de recaudación para las personas con mayores ingresos.
n. Basado en la edad a la que pueden jubilarse las mujeres y los hombres y recibir prestaciones totales.
o. Programa regional.
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RESERVAS A LA CEDAW

Situación con respecto a la 
CEDAWa

Protocolo 
Facultativob

Compatibilidad 
con las leyes y 

prácticas religiosas, 
consuetudinarias o 

tradicionalesc

Eliminación 
de la 

discriminaciónd

Igualdad 
en el 

empleoe

Igualdad 
de 

nacionalidadf

Igualdad 
de 

elección 
de 

residenciag

Igualdad de 
derechos 

en el 
matrimonio 
y la familiah

Protección 
sociali

Europa Central y Oriental y Asia Central
Albania ratificada ratificado
Armenia ratificada ratificado
Azerbaiyán ratificada ratificado
Belarús ratificada ratificado
Bosnia y Herzegovina ratificada ratificado
Bulgaria ratificada ratificado
Croacia ratificada ratificado
Chipre ratificada ratificado
República Checa ratificada ratificado
Estonia ratificada
Georgia ratificada ratificado
Hungría ratificada ratificado
Kazajstán ratificada ratificado
Kirguistán ratificada ratificado
Letonia ratificada
Lituania ratificada ratificado
Montenegro ratificada ratificado
Polonia ratificada ratificado
Moldova, Republic of ratificada ratificado
Rumania ratificada ratificado
Federación de Rusia ratificada ratificado
Serbia ratificada ratificado
República Eslovaca ratificada ratificado
Eslovenia ratificada ratificado
Tayikistán ratificada ratificado
Ex Rep. Yug. de 
Macedonia

ratificada ratificado

Turquía ratificada ratificado
Turkmenistán ratificada ratificado
Ucrania ratificada ratificado
Uzbekistán ratificada
Regiones desarrolladas
Andorra ratificada ratificado
Australia ratificada ratificado reserva reserva
Austria ratificada ratificado reserva
Bélgica ratificada ratificado
Canadá ratificada ratificado
Dinamarca ratificada ratificado
Finlandia ratificada ratificado
Francia ratificada ratificado reserva
Alemania ratificada ratificado
Grecia ratificada ratificado
Islandia ratificada ratificado
Irlanda ratificada ratificado reserva reservam

Israel ratificada reserva reserva
Italia ratificada ratificado
Japón ratificada
Liechtenstein ratificada ratificado
Luxemburgo ratificada ratificado
Malta ratificada reserva reserva reserva

ANEXO 6:  

CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE 
DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER   
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RESERVAS A LA CEDAW

Situación con respecto a la 
CEDAWa

Protocolo 
Facultativob

Compatibilidad 
con las leyes y 

prácticas religiosas, 
consuetudinarias o 

tradicionalesc

Eliminación 
de la 

discriminaciónd

Igualdad 
en el 

empleoe

Igualdad 
de 

nacionalidadf

Igualdad 
de 

elección 
de 

residenciag

Igualdad de 
derechos 

en el 
matrimonio 
y la familiah

Protección 
sociali

Mónaco ratificada reserva reserva reserva
Países Bajos ratificada ratificado
Nueva Zelandia ratificada ratificado reserva reserva
Noruega ratificada ratificado
Portugal ratificada ratificado
San Marino ratificada ratificado
España ratificada ratificado
Suecia ratificada ratificado
Suiza ratificada ratificado reserva
Reino Unido ratificada ratificado reserva reserval reserva
Estados Unidos ha firmado pero

no ratificado
- - - - - - - -

Asia Oriental y el Pacífico
Brunei Darussalam ratificada reserva reserva ῀
Camboya ratificada ratificado
China ratificada
República Popular 
Democrática de Corea

ratificada reserva reserva

Fiji ratificada
RAE de Hong Kong - - - - - - - - -
Indonesia ratificada solo 

firmado
Kiribati ratificada
RDP Lao ratificada
Malasia ratificada reserva reserva reserva
Islas Marshall ratificada
Micronesia (Estados 
Federados de)

ratificada reserva reserva reserva reserva

Mongolia ratificada ratificado
Myanmar ratificada
Nauru no ha firmado ni ratificado - - - - - - - -
Palau no ha firmado ni ratificado - - - - - - - -
Papua Nueva Guinea ratificada
Filipinas ratificada ratificado
Korea, Republic of ratificada ratificado reserva reserva
Samoa ratificada
Singapur ratificada reserva reserva reserva reserva
Islas Salomón ratificada ratificado
Tailandia ratificada ratificado
Timor-Leste ratificada ratificado
Tonga no ha firmado ni ratificado - - - - - - - -
Tuvalu ratificada
Vanuatu ratificada ratificado
Viet Nam ratificada
América Latina y el Caribe
Antigua y Barbuda ratificada ratificado
Argentina ratificada ratificado
Bahamas ratificada reserva reserva
Barbados ratificada
Belice ratificada ratificado
Bolivia (Estado 
Plurinacional de)

ratificada ratificado
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RESERVAS A LA CEDAW

Situación con respecto a la 
CEDAWa

Protocolo 
Facultativob

Compatibilidad 
con las leyes y 

prácticas religiosas, 
consuetudinarias o 

tradicionalesc

Eliminación 
de la 

discriminaciónd

Igualdad 
en el 

empleoe

Igualdad 
de 

nacionalidadf

Igualdad 
de 

elección 
de 

residenciag

Igualdad de 
derechos 

en el 
matrimonio 
y la familiah

Protección 
sociali

Brasil ratificada ratificado
Chile ratificada solo 

firmado
Colombia ratificada ratificado
Costa Rica ratificada ratificado
Cuba ratificada solo 

firmado
Dominica ratificada
República Dominicana ratificada ratificado
Ecuador ratificada ratificado
El Salvador ratificada solo 

firmado
Granada ratificada
Guatemala ratificada ratificado
Guyana ratificada
Haití ratificada
Honduras ratificada
Jamaica ratificada
México ratificada ratificado
Nicaragua ratificada
Panamá ratificada ratificado
Paraguay ratificada ratificado
Perú ratificada ratificado
Saint Kitts y Nevis ratificada ratificado
Santa Lucía ratificada
San Vicente y las 
Granadinas

ratificada

Suriname ratificada
Trinidad y Tabago ratificada
Uruguay ratificada ratificado
Venezuela (República 
Bolivariana de)

ratificada ratificado

Oriente Medio y Norte de África
Argelia ratificada reserva reserva reserva
Bahrein ratificada reserva reserva reserva reserva reserva
Egipto ratificada reserva reserva reserva
Iraq ratificada reserva reserva reserva
Jordania ratificada reserva reserva
Kuwait ratificada reserva reserva reserva
Líbano ratificada reserva reserva
Libia ratificada ratificado reserva reserva reserva
Marruecos ratificada reservak reservak reservak

῀
Omán ratificada reserva reserva reserva reserva
Qatar ratificada reservak reserva reserva reserva reserva
Arabia Saudita ratificada reserva reserva ῀
Estado de Palestina ratificada
República Árabe Siria ratificada reserva reserva reserva reserva reserva
Túnez ratificada ratificado
Emiratos Árabes Unidos ratificada reserva reserva reserva reserva
Yemen ratificada
Asia Meridional
Afganistán ratificada

ANEXO 6:  

CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE 
DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER   
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RESERVAS A LA CEDAW

Situación con respecto a la 
CEDAWa

Protocolo 
Facultativob

Compatibilidad 
con las leyes y 

prácticas religiosas, 
consuetudinarias o 

tradicionalesc

Eliminación 
de la 

discriminaciónd

Igualdad 
en el 

empleoe

Igualdad 
de 

nacionalidadf

Igualdad 
de 

elección 
de 

residenciag

Igualdad de 
derechos 

en el 
matrimonio 
y la familiah

Protección 
sociali

Bangladesh ratificada ratificado reserva reserva ῀
Bhután ratificada
India ratificada reservak reservak

Irán (República Islámica del) no ha firmado ni ratificado - - - - - - - -
Maldivas ratificada ratificado reserva reserva
Nepal ratificada ratificado
Pakistán ratificada
Sri Lanka ratificada ratificado
África Subsahariana
Angola ratificada ratificado
Benin ratificada solo 

firmado
Botswana ratificada ratificado
Burkina Faso ratificada ratificado
Burundi ratificada solo 

firmado
Cabo Verde ratificada ratificado
Camerún ratificada ratificado
República 
Centroafricana

ratificada

Chad ratificada solo 
firmado

Comoras ratificada
Congo ratificada solo 

firmado
Côte d’Ivoire ratificada ratificado
República Democrática 
del Congo

ratificada

Djibouti ratificada
Guinea Ecuatorial ratificada ratificado
Eritrea ratificada
Etiopía ratificada
Gabón ratificada ratificado
Gambia ratificada
Ghana ratificada ratificado
Guinea ratificada
Guinea Bissau ratificada ratificado
Kenya ratificada
Lesoto ratificada ratificado reserva reserva
Liberia ratificada solo 

firmado
Madagascar ratificada solo 

firmado
Malawi ratificada solo 

firmado
Malí ratificada ratificado
Mauritania ratificada reserva reserva reserva
Mauricio ratificada ratificado
Mozambique ratificada ratificado
Namibia ratificada ratificado
Níger ratificada ratificado reserva reserva reserva reserva
Nigeria ratificada ratificado
Rwanda ratificada ratificado

98041_UNWOMEN_Sp_Rev0_1-340.pdf   301 6/12/15   2:23 PM



RESERVAS A LA CEDAW

Situación con respecto a la 
CEDAWa

Protocolo 
Facultativob

Compatibilidad 
con las leyes y 

prácticas religiosas, 
consuetudinarias o 

tradicionalesc

Eliminación 
de la 

discriminaciónd

Igualdad 
en el 

empleoe

Igualdad 
de 

nacionalidadf

Igualdad 
de 

elección 
de 

residenciag

Igualdad de 
derechos 

en el 
matrimonio 
y la familiah

Protección 
sociali

Santo Tomé y Príncipe ratificada solo 
firmado

Senegal ratificada ratificado
Seychelles ratificada ratificado
Sierra Leona ratificada solo 

firmado
Somalia no ha firmado ni ratificado - - - - - - - -
Sudáfrica ratificada ratificado
Sudán del Sur no ha firmado ni ratificado - - - - - - - -
Sudán no ha firmado ni ratificado - - - - - - - -
Swazilandia ratificada
Togo ratificada
Uganda ratificada
Tanzanía (Rep. Unida 
de)

ratificada ratificado

Zambia ratificada solo 
firmado

Zimbabwe ratificada

ANEXO 6:  

CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE 
DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER			 

Fuente: 
Columnas 1 a 9: Sistematización de ONU Mujeres a partir de datos de ONU 2015, actualizados a marzo de 2015.

“-”	 indica que la información sobre la situación o las reservas con respecto a la CEDAW no son 
aplicables. 

	 El cuadro no incluye las reservas planteadas por países que otorgan, o se reservan el derecho 
de otorgar, un trato más favorable a las mujeres, puesto que esas medidas, utilizadas para 
abordar la discriminación estructural que sufren las mujeres, son una exigencia explícita de la 
Convención, en forma de medidas especiales de carácter temporal. 

῀.	 Estos países no mantienen reservas explícitas sobre el artículo 16, relativo a la igualdad de 
derechos en el matrimonio y la familia, pero mantienen una reserva general en relación con 
el uso de leyes religiosas que exijan un trato diferenciado para las mujeres y los hombres en 
lo que respecta a los asuntos de derecho de familia o “derecho personal”.

a.	 La Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer en 1979, en su resolución A/RES/34/180. 
La Convención entró en vigor el 3 de septiembre de 1981. 

b.	 La Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó el Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer el 6 de octubre de 
1999, en su resolución A/RES/54/4. El Protocolo Facultativo entró en vigor el 22 de diciembre 
de 2000. En el artículo 2 del Protocolo establece lo siguiente: “Las comunicaciones podrán ser 
presentadas por personas o grupos de personas que se hallen bajo la jurisdicción del Estado 
Parte y que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los 
derechos enunciados en la Convención, o en nombre de esas personas o grupos de personas. 
Cuando se presente una comunicación en nombre de personas o grupos de personas, se 
requerirá su consentimiento, a menos que el autor pueda justificar el actuar en su nombre sin 
tal consentimiento”.

c.	 La expresión “compatibilidad con las leyes religiosas o los códigos tradicionales” indica que 
un Estado encuentra que determinadas disposiciones de la CEDAW son incompatibles con 
sus códigos tradicionales y no puede o no está dispuesto a modificar dichos códigos; esta 
categoría incluye a los países que aplican el derecho islámico o leyes tribales, o que protegen 
y otorgan supremacía a las tradiciones minoritarias sobre sus propias leyes nacionales.

d.	 La expresión “Eliminación de la discriminación” indica las reservas con respecto a los 
compromisos de condenar la discriminación contra la mujer “en todas sus formas” recogidos 
en el artículo 2. El Comité de la CEDAW ha identificado estos derechos como centrales para el 
objeto y el propósito de la Convención.

e.	 La expresión “igualdad en el empleo” indica las reservas con respecto a las disposiciones 
de la CEDAW referentes a la igualdad en el empleo.

f.	 La expresión “igualdad de nacionalidad” se refiere a las reservas relatias al artículo 9, que 
garantiza la igualdad de derechos de nacionalidad y ciudadanía, incluida la transmisión de 
la ciudadanía de la madre a su hija o hijo.

g.	 La expresión “igualdad de elección de residencia” refleja la reserva de un país sobre el 
apartado 4 del artículo 15, que otorga a hombres y mujeres los mismos derechos legales 
con respecto al desplazamiento y a la libertad para elegir su lugar de residencia y domicilio.

h.	 La expresión “igualdad de derechos en el matrimonio y la familia” recoge las reservas 
de los diferentes países con respecto a las disposiciones de la CEDAW referentes a los 
derechos en asuntos matrimoniales y familiares, incluida la obligación de garantizar 
la igualdad de derechos de mujeres y hombres a contraer matrimonio, a ejercer su 
consentimiento pleno y libre, a disolver el matrimonio, a adoptar decisiones con respecto 
a la tenencia de las hijas y los hijos, a decidir sobre el número de hijos y el espaciamiento 
de los nacimientos, a elegir una profesión y a poseer y gestionar su patrimonio. La mayoría 
de estos derechos están relacionados con el artículo 16. El Comité de la CEDAW ha 
identificado estos derechos como centrales para el objeto y el propósito de la Convención.

i.	 Las reservas pertenecientes a esta categoría son planteadas por los Estados Miembros 
en relación con los artículos de la CEDAW que versan sobre la protección social y la 
seguridad social (letra e) del artículo 11; letra c) del apartado 2 del artículo 14; letra b) 
del apartado 2 del artículo 11; y letra a) del artículo 13), incluso sobre las pensiones, la 
licencia de maternidad, las prestaciones familiares y las prestaciones por desempleo y 
por discapacidad.

k.	 Esta reserva está expresada en forma de Declaración.
l.	 El texto de la reserva reza como sigue: “Por lo que se refiere al inciso f) del párrafo 1 del 

artículo 16, el Reino Unido no considera que la referencia al carácter primordial de los 
intereses de los hijos tenga una relación directa con la eliminación de la discriminación 
contra la mujer, y declara a este respecto que la legislación del Reino Unido que 
reglamenta la adopción, si bien concede un valor fundamental al fomento del bienestar 
de los hijos, no da a los intereses del hijo el mismo lugar primordial que en los casos 
relacionados con la custodia de los hijos”.

m.	 El texto de la reserva reza como sigue: “Artículo 16, párrafo 1, incisos d) y f): Irlanda 
considera que la consecución de los objetivos de la Convención en Irlanda no requiere 
que se extiendan al hombre los mismos derechos que la ley concede a la mujer respecto 
a la tutela, adopción y custodia de los hijos nacidos fuera del matrimonio y se reserva el 
derecho de aplicar la Convención en este entendimiento”.

Notas:
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Arabia Saudita
Argelia
Bahrein
Egipto
Emiratos Árabes Unidos

Estado de Palestina
Iraq
Jordania
Kuwait
Líbano

Libia
Marruecos
Omán
Qatar
República Árabe Siria

Túnez
Yemen

ORIENTE MEDIO Y NORTE DE ÁFRICA

Afganistán
Bangladesh
Bhután

India
Irán (República Islámica del)
Maldivas

Nepal
Pakistán
Sri Lanka

ASIA MERIDIONAL

Angola
Benin
Botswana
Burkina Faso
Burundi
Cabo Verde
Camerún
Chad
Comoras
Congo
Côte d’Ivoire
Djibouti
Eritrea

Etiopía
Gabón
Gambia
Ghana
Guinea
Guinea Bissau
Guinea Ecuatorial
Kenya
Lesoto
Liberia
Madagascar
Malawi
Malí

Mauricio
Mauritania
Mozambique
Namibia
Níger
Nigeria
República Centroafricana
República Democrática del Congo
Rwanda
Santo Tomé y Príncipe
Senegal
Seychelles
Sierra Leona

Somalia
Sudáfrica
Sudán
Sudán del Sur
Swazilandia
Tanzanía (Rep. Unida de)
Togo
Uganda
Zambia
Zimbabwe

ÁFRICA SUBSAHARIANA

ANEXO 7:  

AGRUPACIONES REGIONALES DE ONU MUJERES

Albania
Armenia
Azerbaiyán
Belarús
Bosnia y Herzegovina
Bulgaria
Chipre
Croacia

Eslovenia
Estonia
Ex Rep. Yug. de Macedonia
Federación de Rusia
Georgia
Hungría
Kazajstán
Kirguistán

Letonia
Lituania
Montenegro
Polonia
República Checa
República de Moldova
República Eslovaca
Rumania

Serbia
Tayikistán
Turkmenistán
Turquía
Ucrania
Uzbekistán

EUROPA CENTRAL Y ORIENTAL Y ASIA CENTRAL

Alemania
Andorra
Australia
Austria
Bélgica
Canadá
Dinamarca
España

Estados Unidos
Finlandia
Francia
Grecia
Irlanda
Islandia
Israel
Italia

Japón
Liechtenstein
Luxemburgo
Malta
Mónaco
Noruega
Nueva Zelandia
Países Bajos

Portugal
Reino Unido
San Marino
Suecia
Suiza

REGIONES DESARROLLADAS

Brunei Darussalam
Camboya
China
Fiji
Filipinas
Indonesia
Islas Marshall

Islas Salomón
Kiribati
Malasia
Micronesia (Estados Federados de)
Mongolia
Myanmar
Nauru

Palau
Papua Nueva Guinea
RAE de Hong Kong
RDP Lao
República de Corea
República Popular Democrática de Corea
Samoa

Singapur
Tailandia
Timor-Leste
Tonga
Tuvalu
Vanuatu
Viet Nam

ASIA ORIENTAL Y EL PACÍFICO

Antigua y Barbuda
Argentina
Bahamas
Barbados
Belice
Bolivia (Estado Plurinacional de)
Brasil
Chile
Colombia

Costa Rica
Cuba
Dominica
Ecuador
El Salvador
Granada
Guatemala
Guyana
Haití

Honduras
Jamaica
México
Nicaragua
Panamá
Paraguay
Perú
República Dominicana
Saint Kitts y Nevis

Santa Lucía
San Vicente y las Granadinas
Suriname
Trinidad y Tabago
Uruguay
Venezuela (República Bolivariana de)

AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE
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y un mejor uso de las estadísticas. Véase 
http://www.paris21.org/ para obtener más 
información.

22.	 El Plan de Acción de Busan sobre Estadística, 
adoptado con ocasión del 4º Foro de Alto 
Nivel sobre la Eficacia de la Ayuda, incluye 
varias disposiciones relacionadas con la 
igualdad de género, incluido el requisito de 
transversalizar plenamente las estadísticas 
de género en el sistema nacional de 
estadística así como la inclusión de un 
indicador sobre el número de países que 
incorporan planes específicos relativos a las 
estadísticas de género en sus estrategias 
nacionales de desarrollo estadístico a fin de 
hacer un seguimiento de los avances.

23.	 OPM, 2009. 
24.	 Véase, por ejemplo, Naciones Unidas, 2010; 

División de Estadística de las Naciones 
Unidas, 2013; UNFPA, 2014a; Departamento 
de Asuntos Económicos y Sociales de las 
Naciones Unidas, 2005 y 2014. 

25.	 División de Estadística de las Naciones 
Unidas, 2015. 

26.	 Véase http://data2x.org/.
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